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1. Principios impositivos de justicia y eficiencia: estado 
de la cuestión 
Los principios impositivos1 de justicia2 y eficiencia son dos elementos clave 
del “deber ser” de un sistema tributario cuya invocación en las reformas 
fiscales implantadas en las últimas décadas ha sido una constante. Los 
antecedentes de ambos principios nos remiten muy atrás en la historia, 
tanto incluso que, como en el caso del principio de justicia, pueden 
remontarse al concepto aristotélico-tomista del impuesto justo. Por ello, no 
es extraño que el distinto sentido y alcance que ambos principios tienen 
haya reflejado este devenir histórico hasta el punto de dificultar un intento 
de proponer una definición somera de ambos.   
Por el momento nos limitamos a adelantar que el principio impositivo de 
justicia se centró en la búsqueda de un reparto equitativo de la carga fiscal, 
con igualdad y mayormente conforme a la capacidad económica, 
dirigiéndose posteriormente hacia un fin redistributivo de rentas. La 
configuración del principio impositivo de eficiencia, posterior en el tiempo, 
reflejó no solo la preocupación por la posible interferencia de los tributos en 
la asignación y aprovechamiento de los recursos, sino también la 
consagración del sistema fiscal a otros fines y derechos legalmente 
reconocidos. Así, la distribución de la carga impositiva conforme a la 
capacidad económica, primero a partir de un gravamen proporcional y más 
                                      
1 En el presente trabajo no se ha planteado la necesidad de distinguir entre impuesto y tributo, 
si bien es cierto que la mayoría de las referencias realizadas al Derecho positivo 
corresponden a figuras impositivas en el sentido estricto que les otorga el artículo 2 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Por otro lado, la realidad que es objeto de 
análisis puede decirse que es la tributaria considerada en su conjunto, esto es, como la 
relativa a aquellos ingresos públicos consistentes en prestaciones pecuniarias cuyo fin 
primordial es contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. Por esta razón, la utilización 
que se hace de los términos tributo e impuesto, tributaria e impositiva, o tributaria y fiscal, 
es indistinta. 
2 La utilización que se ha hecho en este trabajo de los términos principio de justicia y principio 
de equidad es indistinta, más allá de que seamos conscientes de que en algunos ámbitos se 
emplean con significado diferente y para expresar matices distintos de una realidad. Por la 





adelante mediante un gravamen progresivo, hizo evidente que influía en el 
comportamiento económico de los afectados disuadiéndoles de tomar 
decisiones de inversión, cambiando sus hábitos de consumo o disminuyendo 
la oferta de trabajo, por ejemplo. Este fenómeno puso de manifiesto la 
existencia de un posible conflicto en la aplicación práctica de los principios 
impositivos de justicia y eficiencia y con ello la necesidad de valorar si los 
aumentos de equidad buscados por una medida tributaria eran o no 
anulados por las pérdidas de eficiencia económica que provocaba. 
La cuestión de los principios impositivos de equidad y eficiencia, su 
significado, vigencia, relación y jerarquía, se encuentra además muy 
presente en la mayoría de las reflexiones actuales sobre reforma impositiva 
en España, en las tendencias de cambio presentes en fiscalidad 
internacional y en gran cantidad de aportaciones doctrinales que de forma 
directa o indirecta abordan la cuestión y toman postura respecto de la 
misma. De hecho, es una cuestión sobre la que se ha escrito mucho y se ha 
pensado más todavía. Ha llegado incluso a formar parte de las propuestas 
electorales que habiendo tomado partido en la cuestión la han defendido a 
partir de ideologías o tendencias concretas de pensamiento. 
Por otro lado, teniendo en cuenta la trascendencia que tienen los impuestos 
en el ámbito económico y la importancia que tiene lo económico tanto en 
las decisiones individuales como en las empresariales, colectivas y 
estatales, la cuestión de los impuestos ha sido objeto de reflexión por parte 
de disciplinas no estrictamente jurídicas. Es decir, aunque los impuestos son 
establecidos y regulados mayoritariamente mediante ley, muchas de las 
reflexiones que sobre la materia pueden encontrarse y que han influido en 
su interpretación han sido elaboradas desde puntos de vista ajenos al 
Derecho. Así, los principios de la imposición han sido con mucha frecuencia 
pensados, enunciados, y analizados por autores de renombre en el ámbito 
de la Hacienda Pública, sin que en estas elaboraciones hayan tenido en 
ocasiones como referente una teoría sobre el fin del Derecho y por ello 
sobre el fin de la legislación fiscal desde un punto de vista jurídico. Existe 





críticas, reflexiones y construcciones teóricas provenientes de áreas de 
conocimiento asentadas sobre premisas y entornos conceptuales diversos. 
Los principios o postulados de la imposición contenidos en las leyes 
tributarias han reflejado también los fines que se le han ido asignando a la 
acción estatal en el tiempo y por ello han ido incorporando objetivos que 
transcendían a la inicial preocupación sobre el cómo repartir el coste de los 
gastos públicos. El contenido inicial predominante de los principios de la 
imposición, dirigido a repartir con justicia las cargas públicas, se ha visto 
acompañado de otros fines no estrictamente recaudatorios, fines 
relacionados con la pluralidad de funciones que en los modernos Estados 
democráticos se le atribuyen al Estado. La forma de distribuir la carga 
impositiva conforme a criterios de justicia ha pasado a ser un criterio más 
dentro de los principios de la imposición, entre los que han aparecido 
objetivos de distinto carácter, social y económico, fundamentalmente. 
Por su parte, la realidad de los principios impositivos de justicia y eficiencia 
en la España posterior a la Constitución de 1978, se ha revelado un campo 
de análisis privilegiado para identificar los escollos y limitaciones que estos 
principios encuentran en su proyección. Y ello, no solo como consecuencia 
de la presión y condicionantes que cada principio pueda ejercer sobre el 
otro, sino como resultado de la evolución histórica que se ha visto reflejada 
en su interpretación.  
Con el objeto de concretar las preguntas a responder en el presente 
trabajo, hemos seleccionado algunas manifestaciones de ambos principios 
en el sistema fiscal español. En particular, las vicisitudes de los principios de 
igualdad, generalidad y capacidad económica, la materialización del 
principio de progresividad y las incoherencias en el tratamiento de la unidad 
familiar presentes en el sistema fiscal español actual, confirman que las 
reformas postconstitucionales no estuvieron a la altura del  profundo anhelo 
de justicia fiscal que inspiró el artículo 31 de la Constitución de 1978 y la 
reforma tributaria que le siguió. Por su parte, el principio de eficiencia 
económica no encontró reconocimiento expreso en el articulado 





fiscales del momento y de ser invocado con profusión en multitud de 
reformas fiscales posteriores. 
En definitiva, la actualidad de la pregunta por el significado, virtualidad, 
relación y posible jerarquía entre los principios de equidad y eficiencia en el 
ámbito impositivo, está fuera de toda duda. Y lo que a nuestro parecer es 
todavía más importante y justifica que sea este el tema de nuestra 
investigación: se trata de una pregunta de gran relevancia que no ha 
encontrado cabal, completa y satisfactoria respuesta a pesar de las muchas 
y enriquecedoras aportaciones a las que ha dado lugar. 
2. Preguntas a responder 
Pudiendo ser muchas las preguntas que suscite el análisis del estado de la 
cuestión de los principios en España, hemos querido limitarlas y con ello 
centrar el objetivo respecto de un tema ya de por sí muy amplio. Las 
preguntas son las que provoca el estudio del sistema fiscal posterior a la 
Constitución, dirigido a identificar distintas manifestaciones de la proyección 
actual de los principios impositivos de equidad y eficiencia. 
En particular, y en el caso del principio de justicia, se han elegido cuatro 
elementos para identificar algunas de las limitaciones que ha encontrado 
dicho principio para su proyección concreta en España: principios 
impositivos de igualdad y generalidad, orientación de la progresividad, 
tratamiento de la unidad familiar y percepción social del sistema impositivo. 
En el caso del principio de eficiencia, se han seleccionado dos ámbitos 
tradicionales de invocación del principio, la tributación empresarial y la del 
ahorro y la valoración posterior que la doctrina ha otorgado a las reformas 
resultantes. Todo ello, unido al análisis crítico del marco temporal que 
acompañó a la promulgación constitucional, ha permitido formular las 
preguntas básicas en torno a los principios de equidad y eficiencia sobre las 
que gira la presente investigación: 
1. ¿Cuáles son los presupuestos teóricos que subyacen en el enunciado, 
interpretación histórica y puesta en práctica de los principios 





2.  ¿Qué influencia tiene en la configuración jurídica de los principios 
impositivos el componente económico presente en el ámbito social en 
que se aplican así como su consideración y estudio por parte de la 
doctrina económica y hacendística?  
3.  ¿Qué consecuencias pueden derivarse de dichos presupuestos en 
cuanto a su traducción en un sistema fiscal justo y económicamente 
racional?  
4.   ¿Cuáles son los motivos que permiten explicar el conflicto existente 
entre los principios de justicia y eficiencia económica en los tributos?  
5.   ¿Existe un sustrato teórico común a partir del cual puedan 
resolverse las tensiones existentes entre estos dos principios y darles 
cabal proyección al mismo tiempo? 
3. Justificación del método 
Con las preguntas anteriores como marco, la perspectiva inicial de este 
trabajo se reveló como una perspectiva abierta, la de quien se interroga por 
los límites y las contradicciones que parecen acompañar a dos principios 
irrenunciables de nuestro sistema fiscal. No obstante, el planteamiento de la 
investigación acerca de los principios impositivos de justicia y eficiencia no 
nos separó mucho al principio del propio Derecho Financiero y Tributario, a 
lo sumo nos desplazó en el tiempo y en el espacio de la mano de la doctrina 
principialista y al compás de las distintas reformas tributarias en su 
invocación particular de unos principios en contra de otros. Las aportaciones 
doctrinales, de carácter ingente y variado, parecían sostener motivos 
suficientes de apoyo a tesis que eran criticadas poco después en el trabajo 
siguiente. La ausencia de fertilidad en este tipo de investigación parecía 
evidente para alcanzar los objetivos propuestos. 
Y es que el estudio del Derecho Financiero y Tributario, su ejercicio 
profesional e incluso docente, no conduce necesaria y lógicamente a un 
conocimiento de sus raíces ni del sustrato teórico que lo alimenta. Se puede 
incluso ser “positivista” sin saberlo, sin ni siquiera intuir que detrás de las 





cuasi automática, hay una filosofía implícita, una filosofía que manifiesta 
una postura concreta ante la realidad, el hombre y el mundo. Se puede 
incluso aceptar el estado y situación de una realidad jurídica pensando que 
es el resultado necesario del devenir de la historia y de las instituciones 
sociales de un tiempo y lugar determinados. Hay incluso quien confía en 
que toda respuesta a un problema jurídico, y más si es tributario, viene de 
la mano de un exhaustivo estudio de Derecho comparado y de las fórmulas 
que en otros lugares fueron exitosas. Todo esto puede ocurrir siempre que 
el estudioso de estas realidades conciba el Derecho como un mero conjunto 
de normas.  
Cuando hace unos años el profesor SAINZ DE BUJANDA3 concluía su trabajo 
"El desarrollo actual del Derecho Financiero en España", señalaba dos 
tendencias que creía inexcusables para los que cultivaban esta rama del 
Derecho, tendencias que denominaba histórica y humanística. La función 
histórica "sería la reconsideración, meditación y estudio de lo que ese 
Derecho comenzó siendo y por qué ha llegado a ser lo que es". La 
humanística, aun reconociendo que se ha estudiado mucho su conexión con 
otras ciencias, es la convicción de que existe una dimensión fundamental en 
la que el estudioso del Derecho deberá poner un especial empeño, la 
dimensión ética. Su importancia se debe a que el jurista que se mueve en 
este campo tiene una misión altísima que cumplir al servicio de la 
comunidad. Creemos que la misión a la que se refiere SAINZ DE BUJANDA 
tiene sentido solo cuando partimos de la idea de que el Derecho es un arte 
que se ordena a la justicia y el estudio de las leyes por parte del jurista es 
insuficiente como fuente de conocimiento de esa justicia. Desde esta 
definición del objeto del Derecho, también del Tributario, queda 
condicionada la metodología de trabajo a emplear en el estudio de los 
principios.  
Siguiendo el consejo de SAINZ DE BUJANDA, iniciamos la búsqueda de 
respuestas en la historia de los principios de la imposición y, siendo este un 
                                      
3 SAINZ DE BUJANDA, F. "El desarrollo actual del Derecho Financiero en España". Crónica 





análisis ambicioso, pudimos confirmar que en las instituciones jurídico-
financieras los antecedentes juegan un papel importantísimo. Al mismo 
tiempo quisimos ser una excepción para los que opinan que en nuestro país 
la doctrina científica ha prestado poca atención a la investigación histórica4. 
Este ejercicio de análisis nos condujo a las raíces aristotélico-tomistas de la 
justicia y éstas a la Historia de la Filosofía. El estudio de las distintas 
corrientes filosóficas, en su conexión con la Filosofía del Derecho y con los 
principios impositivos, permitió constatar que detrás de cada cosmovisión5 
histórico-filosófica se encontraba una epistemología6 y sobre todo una 
forma de entender al hombre, sus fines y su vida en sociedad. Con esos 
elementos como marco, la evolución de los principios tributarios se reveló 
mucho más inteligible, en sus limitaciones y contradicciones, en la forma de 
ser entendidos y aplicados, en la manera de ser interpretados. Muchos de 
los interrogantes planteados encontraron respuesta a la luz de ese marco y 
lo que es más importante, el recorrido histórico-filosófico realizado permitió 
identificar algunas de las carencias y limitaciones de la visión actual de los 
principios de la imposición. 
En definitiva, la tarea de desentrañar la naturaleza y perfiles de unos 
principios que parecían de sobra conocidos por la doctrina moderna, se 
reveló insuficiente desde los materiales existentes en el propio ámbito 
tributario. La profundización en el sentido y alcance de los principios de 
justicia y eficiencia en los tributos aportó una metodología de trabajo 
específica. Una metodología que permitió conectar la realidad impositiva, 
sus fines, sus formas e instituciones jurídicas con distintas realidades, 
aparentemente ajenas al propio Derecho Tributario, pero que fueron en el 
pasado determinantes en su configuración y por tanto eran ahora esenciales 
en su comprensión. Así, la instrumentalidad del impuesto, las vicisitudes del 
                                      
4 SIMÓN ACOSTA, E.: El Derecho Financiero y la Ciencia Jurídica, Publicaciones del Real Colegio 
de España, Bolonia, 1985, pág. 306.citado por M. VILLAR EZCURRA, “Consideraciones sobre 
metodología de Derecho Financiero y Tributario: lo que debemos a la Historia y lo que la 
Historia descubre en la relación Hacienda y Administración”. Documentos 11/2002, IEF. 
Madrid. 2002.nota al pié nº 3, p. 161. 
5 Cosmovisión: Manera de ver e interpretar el mundo (RAE). 





principio de capacidad económica, la búsqueda de legitimidad en la 
redistribución, el protagonismo y pretensiones del principio de eficiencia 
económica, la contradicción mercado-Estado y el papel equilibrador del 
impuesto, etc., revelaron su fuerte herencia histórica procedente de ámbitos 
no estrictamente tributarios, ámbitos como la Teoría del Conocimiento, la 
Antropología, la Teoría del Estado o la Filosofía del Derecho. 
4. La razón de la perspectiva antropológica 
El intento inicial de identificar los presupuestos teóricos de ambos principios 
en el marco de las aportaciones de la doctrina tributaria, hacendística y 
económica actuales, como ya se comentó, reveló las limitaciones de un 
enfoque cerrado y estático en el tiempo. La necesidad de plantear un 
estudio de carácter histórico respecto de los principios de la imposición, 
condujo a sus fuentes primigenias y con ello al realismo y a la Filosofía 
aristotélica en torno a la justicia y después a la teoría escolástica del 
impuesto justo y sus causas. Esta peregrinación a las raíces de la cultura 
occidental y del Derecho, permitió constatar que tanto la propia justificación 
del tributo como la esencia de la idea de justicia en el reparto de las cargas 
comunes, estaban cimentadas sobre una concepción global y muy concreta 
sobre la sociedad, el hombre y sus fines. En aquel momento resultó patente 
que tanto la idea previa sobre las posibilidades del conocimiento humano 
como la concepción del hombre, su vida en sociedad y sus fines, eran piezas 
clave para entender el impuesto, y especialmente conceptos determinantes 
para el mismo como la justicia distributiva o el bien común.  
El seguimiento posterior de las distintas cosmovisiones filosóficas que se 
han sucedido, confirmó que la cuestión antropológica influida por la 
epistemológica, constituían elementos clave para entender las vicisitudes de 
los principios de la imposición, y en particular los de justicia y eficiencia, 
herederos de tradiciones y sistemas de pensamiento tan dispares. 
La necesidad de certezas en el conocimiento que preparó el nominalismo y 
que consagró la duda cartesiana, desterró del ámbito científico la 
consideración teleológica del hombre y el carácter dinámico de su 





individualismo racionalista que llega hasta nuestros días. Con ello, la 
necesidad del pacto social y del Estado protector, más tarde del bienestar, 
terminaron de aportar las notas de una configuración impositiva acorde con 
el modelo: protagonismo estatal en la vida social, multiplicación de fines, 
contradicción entre principios y ausencia de un bien (común) compartible 
que aunara la medida de la bondad del impuesto. 
Paralelamente, y en especial desde el siglo XIX, el idealismo, la traslación 
del método científico al ámbito de las ciencias sociales, y la adopción del 
utilitarismo y del consecuencialismo como criterios de evaluación, afectaron 
de lleno a los modelos antropológicos considerados por ciencias que, como 
la Economía o la Hacienda Pública, ejercieron una influencia decisiva en la 
gestación del pensamiento doctrinal en torno a los tributos y en particular a 
través del principio impositivo de eficiencia económica. Así, la ausencia de la 
pregunta acerca de los fines en la acción asignativa, el individualismo 
metodológico y la centralidad que adquirió el concepto de bienestar como 
criterio de evaluación, desterraron de forma definitiva cualquier 
consideración acerca de un objetivo común de la acción política y con ello 
del impuesto. Además, la atención exclusiva a la racionalidad del agente 
económico y a sus motivaciones maximizadoras, el desconocimiento del 
proceso dinámico de creación de nuevos fines o medios y de la influencia 
cultural, religiosa o ideológica en las elecciones, impidieron la consideración 
en el concepto de eficiencia de ningún bien que pudiera ser distinto al del 
propio agente económico. Con ello, cualquier teoría sobre la contribución 
individual a un fin común compartible en el que los otros pudieran ocupar 
un espacio en la medición de la bondad del modelo, resultó implanteable. 
Ya comentamos más arriba la frecuencia con la que los temas impositivos 
han sido pensados, elaborados y discutidos desde ámbitos no estrictamente 
jurídicos y cómo han recibido de ellos importantes influencias. 
Cuando MACINTYRE se refiere a la oposición moral fundamental entre la 
tradición moderna liberal y la tradición aristotélica, inicialmente señala la 
profundidad de sus diferencias para afirmar después que estas diferencias 
se extienden, más allá de cuestiones éticas, “a la forma de entender la 





sociales, de sus límites y posibilidades, están íntimamente enlazados con el 
antagonismo de estos dos modos de concebir el mundo humano”7. Estas 
afirmaciones, de tener fundamento, otorgarían pleno sentido a la búsqueda 
de esas diferencias, sus raíces y manifestaciones, desde el objetivo de 
aportar claves para un re-pensamiento del Derecho Tributario y de sus 
relaciones con la Hacienda Pública y la Teoría Económica. 
En definitiva, creemos que para comprender las limitaciones actuales de los 
principios impositivos de justicia y eficiencia y aportar una base común para 
proyectarlos, la perspectiva antropológica es una clave irrenunciable. 
5. Percepciones previas 
Algunas de las percepciones previas que ha ido suscitando el recorrido 
histórico al que nos ha conducido el análisis de los fundamentos teóricos de 
los principios impositivos y que confirmaremos a lo largo del trabajo, son las 
siguientes: 
 El convencimiento de que la premisa epistemológica o el 
posicionamiento acerca de lo que de la realidad se puede conocer, 
determina y condiciona las conclusiones de cualquier teoría o modelo 
que trate de interpretar o proyectar los principios impositivos de 
justicia y eficiencia económica. 
 La existencia de una relación directa entre la evolución interpretativa 
de los principios tributarios a lo largo de la historia y las distintas 
concepciones de persona, sociedad y Estado que se han ido 
sucediendo. 
 La importancia de replantear el enfoque teleológico, esto es, la 
pregunta por los fines, en el ámbito de la pregunta por los principios 
tributarios, tanto desde el punto de vista del hombre y su vida en 
sociedad como desde el punto de vista del Estado y sus funciones. 
                                      
7 MACINTYRE, ALASDAIR: Tras la virtud. Traducción castellana de Amelia Valcarce. Crítica. 





 La influencia que ejercen los modelos, conceptos y antropologías 
vigentes en la Teoría Económica sobre la configuración y proyección 
de los principios impositivos de justicia y eficiencia económica. 
 La conveniencia de dotar a los principios impositivos de justicia y 
eficiencia de un sustrato teórico (y antropológico) común a partir del 
cual establecer sus fines, diseñar su proyección en el Derecho 
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“La ciencia, que tiene por objeto la verdad, es difícil 
desde un punto de vista y fácil desde otro. Lo prueba la 
imposibilidad que hay de alcanzar la completa verdad y 
la imposibilidad de que se oculte por entero. Cada 
filósofo explica algún secreto de la naturaleza. Lo que 
cada cual en particular añade al conocimiento de la 
verdad no es nada, sin duda, o es muy poca cosa, pero 






Teniendo en cuenta que el objeto de la presente investigación se desarrolla 
en torno a los principios impositivos de justicia y eficiencia económica, 
parece conveniente comenzar estableciendo un marco histórico-conceptual 
de referencia que aclare los términos y realidades a las que nos referiremos. 
Así, uno de los objetivos de este capítulo es delimitar el sentido y alcance 
actuales del término principios impositivos, apuntar su posible uso en 
distintos ámbitos de conocimiento y subrayar su capacidad para reflejar 
elementos antropológicos, políticos y económicos de cada momento 
histórico. Al mismo tiempo, es relevante describir las notas básicas de la 
metodología que vamos a seguir justificando la elección de las mismas tanto 
                                      
8 ARISTÓTELES. Metafísica. Libro II. Espasa Calpe. 13ª edición. Madrid. 1990. p. 71. 
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desde los fines propuestos como desde el objeto de estudio. Ambas 
cuestiones, precisiones terminológicas y precisiones metodológicas, 
ofrecerán el contexto conceptual y la perspectiva particular adoptada, 
necesarios para situar mejor la cuestión que quiere plantearse en torno a la 
realidad de los principios impositivos. Por último se apuntarán las notas 
básicas del estado actual de la cuestión de los principios impositivos de 
justicia y eficiencia económica, destacando en particular las razones que 
justifican la actualidad de las preguntas que nos formulamos en relación a 
ellos. 
1. Marco conceptual en materia de principios 
impositivos 
a) Sentido y alcance actuales 
La primera circunstancia que sobresale tras un estudio de las fuentes acerca 
de los principios de la imposición, es su extremada variedad. Una referencia 
directa o incluso un análisis de los principios impositivos es fácil de 
encontrar en los manuales de disciplinas científicas con objetos de estudio 
diferentes. Desde la Economía, la Hacienda Pública, el Derecho Financiero y 
Tributario, el Derecho Constitucional, la Filosofía Política e incluso algunos 
manuales de Filosofía Moral, se ofrecen referencias directas sobre la 
cuestión de los principios predicables de un sistema tributario. Esta variedad 
de aproximaciones a la cuestión puede aportar contenidos aparentemente 
similares pero que, en ocasiones, son elaborados desde fundamentos 
teóricos y metodologías diferentes. En este momento, no obstante, es 
suficiente señalar esta circunstancia dejando para más tarde el análisis de la 
variedad de frutos que genera la variedad de fundamentos teóricos de los 
que se puede partir. Nos centramos ahora en exponer de forma breve 
algunas de las ideas más relevantes en torno al concepto de principio de la 
imposición. 
Se podría comenzar diciendo que el término principio impositivo está 
directamente relacionado con el reconocimiento de que no es indiferente la 
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forma en que tenga lugar la recaudación impositiva. Es decir, se trata de un 
término referido al cómo y al para qué y ello desde una doble vertiente: por 
un lado en cuanto al reparto de la carga tributaria, aunque con ella se 
pretenda únicamente financiar los gastos públicos, y por otro respecto al 
cumplimiento de otros fines distintos a los meramente recaudatorios. Es 
decir, los principios impositivos expresan los porqués del sistema 
impositivo, sus fines, además del cómo en el reparto de la carga tributaria 
si los principios quieren hacerse efectivos.  
Por ejemplo, el principio de justicia en los tributos inicialmente se vinculó 
tanto al para qué del impuesto (el bien común) como al cómo en el reparto 
del mismo (principio de igualdad en el gravamen y por ello reparto 
conforme a la capacidad económica). Posteriormente, la cuestión del fin se 
vio desdibujada en su sentido primigenio pasando a concretarse en fines 
muy vinculados con las funciones que iba asumiendo el Estado y 
especialmente el fin redistributivo. Aparecieron así matizaciones nuevas en 
el cómo de su reparto, esto es, equidad en su doble sentido de equidad 
horizontal (conforme a la capacidad económica) y equidad vertical (principio 
de progresividad).  
El principio de eficiencia económica en los tributos remitió desde sus inicios 
tanto a fines como a medios (reducción del coste directo o indirecto 
derivado de la exacción del tributo, o el fomento de actuaciones económicas 
consideradas socialmente convenientes) aunque en su configuración 
intervinieron fuentes no estrictamente jurídicas que obligan a vincular su 
sentido y alcance al del propio concepto de eficiencia económica. Lo 
trataremos con profundidad más adelante. 
Algunos autores9 subrayan especialmente el carácter normativo de estos 
principios en la medida en que expresan cómo deberían ser los impuestos a 
los que van referidos. Los principios tributarios, también denominados 
                                      
9 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición. Instituto de Estudios Fiscales, 2ª edición 
española (1ª de 1973, original en alemán de 1970). Madrid, 1994. pp. 24-28. 
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postulados, directrices, cánones, reglas, representan preceptos del deber 
ser formulados con el fin de conseguir un objetivo determinado mediante la 
imposición, o de enjuiciar un sistema tributario concreto comparándolo con 
un modelo ideal de imposición. Históricamente algunos principios nacieron 
como una forma de reacción frente a formas o técnicas tributarias 
perjudiciales en algún sentido y con la motivación de que contribuyeran a su 
sustitución por otras. En otros casos los principios impositivos han servido 
para racionalizar ideologías o conservar el poder político, social o económico 
de un colectivo. No obstante, su origen también responde a un ejercicio de 
deducción que toma como punto de partida la naturaleza y funciones de la 
imposición. Parte de la doctrina entiende que los postulados de la 
imposición en cierto sentido no son categorías puramente lógicas sino 
categorías históricas pues están sometidos a intensas variaciones en el 
tiempo y en el espacio.  
Los grandes economistas y hacendistas se refieren a los principios de la 
imposición como criterios cuyo cumplimiento permite evaluar la calidad de 
un sistema impositivo. Así MUSGRAVE10 se refiere a los principios 
impositivos en el capítulo introductorio que dedica a la imposición y se 
refiere a ellos como a los requisitos, no siempre presentes, de una buena 
estructura tributaria o como a los criterios para evaluar la calidad de la 
misma. Entre ellos cita los seis que considera fundamentales: distribución 
equitativa de la carga, mínima interferencia con decisiones económicas ya 
eficientes (excedente de gravamen mínimo), limitación de la inequidad en el 
uso extra fiscal de los impuestos, estructura tributaria facilitadora de los 
objetivos de estabilización y crecimiento, ausencia de arbitrariedad en la 
gestión, optimización de los costes de administración y cumplimiento 
compatibles con los objetivos anteriores. Reconoce en ellos objetivos 
distintos perseguibles por el sistema tributario que pueden entrar en 
                                      
10 MUSGRAVE, R.A y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada. op. cit.,  pp. 329-
331. 
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conflicto, cuestión que analiza en el resto de la obra dedicada a los ingresos 
públicos. 
Por su parte, J. E. STIGLITZ11 se refiere a ellos como propiedades de un 
"buen" sistema tributario, y cita expresamente las siguientes: eficiencia 
económica entendida como no interferencia en la asignación eficiente de 
recursos, sencillez administrativa, flexibilidad como capacidad para 
responder fácilmente a los cambios en las circunstancias económicas, 
responsabilidad política entendida como posibilidad de que cada individuo 
pueda conocer cuánto paga y en qué medida el sistema refleja sus 
preferencias, y justicia en el trato a los diferentes individuos. 
Desde una perspectiva más amplia los principios de la imposición se 
vinculan12 a los objetivos de política económica de los Estados. Así, entre los 
economistas en general y entre los especialistas en la Economía del Sector 
público en particular, se considera que los objetivos de un sistema fiscal, 
paralelos a los de la política económica de las sociedades occidentales, son 
básicamente cuatro: asignación eficiente de recursos, reducción de las 
desigualdades en la distribución de la renta y de la riqueza, estabilidad de 
precios y plena ocupación de factores e impulso al crecimiento de la 
producción. Junto a estos pueden existir otros de carácter particular cuya 
consecución sea relevante en un país determinado. Lógicamente al servicio 
de estos objetivos no solo se encuentra el sistema impositivo de ingresos 
públicos sino también el gasto público propiamente dicho. 
La perspectiva jurídica más actual desde la que pueden contemplarse los 
principios de la imposición también es interesante, aunque su aproximación 
es predominantemente legalista. De hecho, la mayoría de los manuales de 
Derecho Financiero y Tributario, cuando analizan el concepto y número de 
los principios impositivos, se remiten al contenido constitucional vigente 
                                      
11 STIGLITZ, JOSEPH E.: La economía del sector público. Antoni Bosh editor, 3ª edición
 Barcelona, 2000. pp. 483 y ss. 
12 LAGARES CALVO, MANUEL.: "Objetivos de un sistema fiscal  …". Economistas, nº 26. 1987, 
pp. 11-18. 
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acerca de los mismos. Los principios así recogidos se encuentran referidos a 
cuestiones reguladas mediante ley, y son reconocidos por la doctrina como 
principios generales del Derecho. De hecho, la existencia de unos principios 
"de justicia financiera" reconocidos en la vigente Constitución Española (en 
adelante CE) ha sido interpretada como argumento a favor de la unidad del 
ordenamiento jurídico de la Hacienda Pública13. “La existencia de un 
"sistema externo" (codificación) resulta insuficiente si no responde a unos 
principios internos. Tales principios han de tener un verdadero contenido 
valorativo o de justicia y no meramente conceptual"14.  
Concluimos señalando el carácter dinámico de estos principios y su papel 
como médula espinal de todo sistema tributario. Así, han sido precisamente 
una serie de principios económicos y jurídicos, formulados desde la teoría y 
la praxis fiscales, los que han impulsado en gran medida las reformas 
emprendidas durante la segunda mitad del siglo XX en los países 
industrializados. Estos principios son: el principio de suficiencia o capacidad 
recaudatoria que permita financiar el gasto público, el principio de 
flexibilidad o adecuación entre las variaciones de la renta nacional y las de 
la recaudación, el principio de equidad, en su doble vertiente horizontal y 
vertical, el principio de administración fiscal eficiente o cumplimiento de los 
criterios de comodidad, certeza y simplificación, el principio de estabilidad 
relativo al empleo, a la inversión y al sistema de precios, y por último el 
principio de eficacia y desarrollo económico15. 
b) Antecedentes próximos en materia de principios: F. Neumark 
Se puede situar en el ámbito de la Teoría de la Hacienda Pública moderna y 
en torno a los años 70 del siglo XX el antecedente más próximo y destacado 
en la cuestión de los principios impositivos. En particular, es a F. 
                                      
13 HERRERA MOLINA, PEDRO M.: "Metodología del Derecho Financiero y Tributario". 
Documentos, nº 26/03. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid, 2003. p. 58. 
14 Ibídem., p. 79. 
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NEUMARK16 a quien pertenece la obra de referencia más notable relativa a 
los principios que deben configurar un sistema tributario ideal de un Estado 
moderno y desarrollado.  
Para su clasificación de los principios impositivos NEUMARK toma como base 
las condiciones político-económicas de las economías democráticas 
occidentales con un grado relativamente alto de desarrollo económico. Los 
cambios político-financieros que han determinado la configuración de la 
llamada Fiscal Policy característica de este periodo, son17 los siguientes:  
 Los impuestos se han convertido en el recurso ordinario de financiación 
del presupuesto y su peso relativo respecto al PIB se ha multiplicado 
hasta por tres veces en relación a los sistemas de principios del siglo 
XX. 
 Son propuestos por el ejecutivo pero aprobados por los representantes 
de los ciudadanos por lo que cabe esperar que expresen las 
decisiones volitivas de una mayoría de la población.  
 Se ha producido un profundo cambio en los fines y funciones que se le 
atribuyen a los impuestos (fines metafiscales).  
 También se ha producido una profunda modificación de los aspectos 
técnicos de la gestión tributaria y de los procedimientos de 
recaudación así como de la estructura del sistema fiscal que favorece 
la adaptación a la coyuntura económica.  
En relación con las ideas más relevantes en la configuración de los 
principios político-fiscales18, también se han producido cambios 
importantes: 
                                                                                                                
15 GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO.: Sistema impositivo español. Estatal, autonómico y local. 
Dykinson, 9ª edición. Madrid, 2007. p. 36. 
16 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit.  
17 Ibídem.,  pp. 14-20. 
18 Ibídem,.  pp. 20-23. 
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 Sustitución del ideal clásico y liberal del "Estado gendarme" por el 
moderno "Estado intervencionista social". 
 Alejamiento relativo del ideal del "laissez faire" desde la crisis de los 
años 30, e incremento de políticas fiscales orientadas a mitigar las 
oscilaciones económicas y a fomentar el crecimiento. 
 Cambios en las ideas sobre lo que debe ser considerado justo desde el 
punto de vista de la distribución de la carga fiscal (generalidad, 
capacidad de pago y proporcionalidad) y desde el punto de vista de la 
distribución de renta generada por los mecanismos del mercado 
(necesaria intervención correctora del Estado mediante la política 
fiscal).  
 Cambios intensos en las ideas sobre las funciones del Sector público en 
materia de objetivos sociales, no solo mediante presupuestos de 
gastos públicos sino mediante una imposición de carácter "social". 
Antes de centrarse en los nuevos principios configuradores de la Fiscal 
Policy, NEUMARK enumera los postulados o principios que históricamente 
han sido objeto de análisis por parte de la doctrina, los enunciados por la 
Hacienda Pública clásica. No obstante, estos principios quedan al margen de 
su investigación19, si bien sirviendo de contraste respecto a los principios a 
                                      
19 De estos principios NEUMARK nos ofrece una síntesis afirmando sobre los mismos que 
pertenecen a una concepción de la naturaleza, funciones  y posibilidades de la imposición 
que no se corresponden con las condiciones materiales, ideológicas e institucionales del 
régimen fiscal vigente en los países occidentales avanzados. Los que denomina “viejos 
postulados” serían: Principio de MODERACIÓN (KASPAR CLOCK) que supone implícita o 
explícitamente que el mejor servicio al bienestar económico consiste en dejar la mayor renta 
posible a la libre disposición de los individuos, el principio de NEUTRALIDAD (W. PETTY) 
relativo a la no interferencia del impuesto en la situación relativa de los contribuyentes en 
materia de renta y riqueza, el principio de RESISTENCIA DE LOS IMPUESTOS A LAS CRISIS 
en referencia al reconocimiento general del axioma sobre equilibrio presupuestario anual, el 
principio de IMPERCEPTIBILIDAD  en el pago de los impuestos por parte de los 
contribuyentes, el principio de LEGALIDAD O JURIDICIDAD de los impuestos (VERRI, JUSTI) 
por haberse convertido en algo natural e las democracias modernas y en los Estados de 
Derecho, y por último los principios que pueden englobarse en la llamada TEORÍA DE LA 
EQUIVALENCIA por cuanto parece demostrada (H.HALLER) su limitación en la financiación de 
los gastos generales del Estado y por ser la equivalencia entre lo que perciben los 
ciudadanos y lo que aportan absolutamente extraña a la esencia del impuesto moderno. 
Principios de la imposición. op. cit., pp. 20-23. 
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los que debe ajustarse un sistema fiscal moderno si pretende alcanzar el 
valor permanente de la justicia respetando las exigencias de la racionalidad 
económica. 
Este análisis de los principios a los que debe responder el cuadro impositivo 
sobre el que posteriormente va realizando juicios valorativos concretos, 
parte de una reflexión previa acerca de los fines a los que debe servir el 
orden tributario y su jerarquía. NEUMARK20 sitúa en primer lugar aquellos 
relativos a la política financiera o fines político-presupuestarios, afirmando 
como prioritarios los principios de suficiencia y de capacidad de adaptación 
para la cobertura de los gastos públicos. Un segundo lugar lo ocuparían los 
principios que pueden derivarse del postulado de justicia, fines político-
sociales y éticos: generalidad, igualdad y proporcionalidad o capacidad de 
pago, y el postulado relativo a la redistribución de la renta y de la riqueza. 
El tercer lugar le correspondería a los principios que se identifican con el 
principio de eficiencia impositiva o político-económicos, que comprenden a 
su vez los relativos al orden económico, -evitar el dirigismo fiscal, minimizar 
la intervención tributaria en la esfera privada, evitar distorsiones a la 
competencia y favorecerla-, y los relacionados con el proceso económico, - 
flexibilidad activa, flexibilidad pasiva o incorporada, favorecer el desarrollo. 
Finalmente, se mencionan aquellos postulados referentes al fin de la eficacia 
operativa o técnica también llamados principios técnico-tributarios: 
congruencia y sistematización, transparencia, factibilidad, continuidad, 
economicidad y comodidad. 
2. Marco metodológico de estudio 
Afirma el profesor TIPKE21 que "dentro de la sobreabundante oferta de 
libros y artículos fiscales, la inmensa mayoría prescinden más o menos de 
los principios y se ocupan de cuestiones de detalle en las que el lector 
                                      
20 Ibídem., pp. 53 y ss. 
21 TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado y de los contribuyentes. Marcial Pons. Madrid. 
2002. p. 23. 
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puede perderse y desorientarse por completo". Hay quien piensa que “el 
impuesto es prácticamente el único campo en el que no se ha aventurado 
una modalidad elevada de pensamiento”22, por tratarse de una cuestión 
cotidiana en la que ciertas partidas de ingresos se detraen de un lado y de 
otro sin que importe mucho cómo ni dónde. Como si la Ciencia de la 
Hacienda fuera la única en interesarse por el fenómeno y se limitara a 
analizar el hecho en sí y su técnica. TIPKE no obstante, y a pesar de 
reconocer la escasez de atención que suscita la cuestión de los principios, 
muestra su desacuerdo con esta última apreciación afirmando que existe 
una Filosofía fiscal que se remonta a la Antigüedad y que la Ciencia de la 
Hacienda también se ha ocupado de la justicia tributaria. 
En efecto, el estudio de los principios que debían iluminar la tarea 
impositiva, o si se prefiere, el estudio del orden normativo sobre el que los 
tributos debían asentarse, ha sido un área que ha atraído la atención de una 
doctrina muy variada, filósofos y moralistas primero, estudiosos de la 
Economía y de la Hacienda Pública después, y más tarde incluso la de los 
propios juristas. No obstante, coincidimos con TIPKE en que la atención que 
se presta actualmente a la cuestión de los principios, y sobre todo a la 
profundización en sus fundamentos teóricos, a sus raíces, no se 
corresponde con la que despiertan las cuestiones técnicas e interpretativas, 
o las reformas tributarias contenidas en las agendas políticas.  
Como se adelantó en la introducción de este trabajo, la formulación de sus 
objetivos y la profundización inicial en las fuentes más próximas, hizo 
patente que la forma de abordar el tema, su perspectiva y la bibliografía a 
utilizar, serían determinantes para la obtención de los frutos propuestos. 
Esta circunstancia le otorgó a la metodología elegida y a sus hipótesis la 
importancia suficiente como para dedicarle aquí un espacio para su 
descripción y justificación. 
                                      
22 O. SPENGLER (1924) citado por TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado …. op. cit.,  p. 23. 
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a) Hipótesis epistemológica 
La hipótesis epistemológica que trataremos brevemente de describir se ha 
ido haciendo explícita conforme hemos avanzado en las investigaciones de 
este trabajo. Es decir, cuando comenzamos a analizar los fundamentos 
teóricos de los principios tributarios de justicia y eficiencia no era evidente 
que las conclusiones a las que llegaríamos en nuestro peregrinar por la 
historia de los principios eran el resultado de una toma de postura acerca 
de lo que son la justicia y el Derecho y lo que acerca de estos principios 
puede conocerse.  
El contraste que encontramos en la actitud epistemológica existente entre 
las aportaciones aristotélico-tomistas en torno a la justicia y el Derecho y 
las que se realizan con posterioridad hasta llegar a nuestros días, resultó 
clara. Este contraste era tan significativo que su descubrimiento hizo 
necesario definir las premisas epistemológicas de cada una de las 
cosmovisiones analizadas para poder alcanzar una cabal comprensión de las 
mismas. La conclusión inmediata que surgió de la realidad anterior fue que 
toda visión del Derecho y de la realidad jurídica lleva implícita no solo una 
particular concepción de éstos sino una premisa epistemológica. Siendo 
entonces conscientes de la trascendencia que su adopción suponía, 
incorporamos su misma elección en el objeto de nuestras reflexiones para 
no dejarnos conducir en esta cuestión por el azar ni por la influencia de 
tendencias dominantes. Apuntamos algunas claves que puedan mostrar el 
recorrido que nos ha llevado a asumir determinadas hipótesis 
epistemológicas, tratando asimismo de hacerlas más comprensibles y dar 
razón de su porqué. 
Cuando nos planteamos un trabajo sobre principios de la imposición las 
preguntas iniciales que surgieron fueron acerca del ámbito de la realidad 
donde poder encontrar esos principios y si el material básico con el que 
contábamos para su conocimiento y reflexión era el de la propia ley 
positiva, habida cuenta del principio de reserva de ley en materia tributaria 
y del carácter histórico de los sistemas fiscales. Si dábamos una respuesta 
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afirmativa a esta última pregunta nuestra investigación debería limitarse al 
mundo de los fenómenos, al ámbito de los hechos jurídicos como 
manifestaciones de un Derecho regulado y con ello de unos principios 
determinados en materia de imposición. De ser esto así, nuestro material 
de referencia fundamental debería incluir las distintas leyes, reglamentos 
tributarios y comentarios doctrinales relativos a estos principios, en España 
y en otros lugares, para descubrir en ellos los principios infundidos en la ley 
por el legislador, ya sea por voluntad, ya por las concretas circunstancias 
históricas de cada lugar. La consecuencia a la que esto nos conducía, esto 
es, la práctica imposibilidad de actividad intelectual alguna que quisiera 
transcender el dato fáctico y singular, nos parecía que contradecía desde su 
comienzo el propio planteamiento de un trabajo que tenía como título 
“principios de la imposición”. Es decir, la propia definición del título, en 
nuestro caso, más que delimitar el objeto, lo ampliaba, en el sentido de que 
la sola contemplación de la realidad histórica a la que va referido el Derecho 
Tributario impediría llegar a su origen, a su principio, que era de lo que se 
trataba. Nuestra aproximación por ende no pretendía ser meramente 
descriptiva de una realidad. Pretendía analizar, descubrir, sacar 
conclusiones y, en su caso, hacer propuestas que, a ser posible, tuvieran 
traducción en el Derecho positivo. Cualquier actividad especulativa o crítica 
que se saliera de la realidad de los sistemas fiscales históricos se haría 
imposible si concibiéramos la realidad jurídica y con ello la justicia y el 
Derecho como manifestaciones cuyo origen y causa se encuentra en las 
normas y en última instancia en la voluntad del legislador.  
Por otra parte, tampoco es esa la percepción que se adivina en el lenguaje 
social común cuando se expresa un juicio sobre la injusticia de un impuesto, 
o en el lenguaje doctrinal cuando se formulan criterios orientadores de la 
justicia de una institución tributaria. Ambas situaciones revelan que el 
sentido de lo justo, la realidad jurídica, es más amplia que su manifestación 
en el Derecho positivo. No obstante, también se advierte que cuando se 
trata de ir más allá del consenso político, social o histórico o del Derecho 
comparado, sobre lo que es justo o injusto en materia de tributos por 
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ejemplo, el estudioso tiende a ceder la legitimidad para pronunciarse sobre 
estos temas al filósofo o al moralista, justificando incluso la imposibilidad de 
ir más allá por tratarse de cuestiones que quedan fuera del objeto de la 
ciencia jurídica. De forma parecida ocurre cuando se manejan conceptos tan 
relevantes para el Derecho Tributario como el bien común, o el principio de 
subsidiariedad, ante los cuales el recurso más frecuente es remitir la 
cuestión al ámbito de la oportunidad política o al principio de interdicción de 
la arbitrariedad. Con ello la pregunta queda resuelta antes incluso de ser 
formulada. Y esto nos llevó a preguntarnos: ¿qué lugar ocupa entonces el 
conocimiento de las cosas por sus causas? ¿es posible indagar en la 
naturaleza, principios, en el “noúmeno” de aquello que históricamente se 
manifiesta como “fenómeno”? ¿es posible investigar por ejemplo, el ser del 
tributo o aquello que hace que sea tributo y que lo distingue de otras 
instituciones jurídicas? ¿tiene sentido preguntarse qué es lo que hace justo 
al gasto público? ¿o es que toda investigación científica ha quedado recluida 
al mundo de los fenómenos?.  
La respuesta a esta última pregunta se fue manifestando conforme 
avanzábamos en nuestro estudio histórico de los principios, haciendo más 
comprensible la actitud que se mencionó antes acerca del estudioso que se 
siente incómodo con aquellas áreas de la realidad que entiende quedan 
fuera de su objeto. En efecto, la afirmación kantiana de que el único 
conocimiento posible es el de los fenómenos y de que no se dispone de más 
experiencia que la sensible, fue el resultado del proceso histórico de 
búsqueda de certezas inaugurado por la duda cartesiana y preparado por la 
negación nominalista de las categorías universales. De ahí a la proclamación 
de la “nueva ciencia” cuya pureza fuera preservada por la observación, el 
experimento, la neutralidad ética, la preferencia de la matemática a la 
lógica…había solo un paso. Ese paso lo dio COMTE, al confirmar desde el 
positivismo científico la edad positiva del hombre que en un proceso de 
maduración había dejado atrás las consideraciones teológicas y metafísicas. 
Pero se dejó por el camino el mundo de las causas y de los fines, el de las 
esencias, y con ello una comprensión más completa del ser y del mundo, 
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también la comprensión de los fenómenos tributarios. Se concibe así como 
ininteligible todo lo que no pueda ser reducido a hecho como enunciado, 
demostrado, racionalizado…  A la luz de esta realidad se entiende mucho 
mejor por qué a lo largo de nuestras lecturas hemos constatado que para 
una parte significativa de los que se ocupan del tema de los principios de la 
imposición, hacendistas, economistas, juristas, etc., se trata de una 
cuestión incómoda por entender que la verificación experimental es un 
requisito fundamental de toda proposición científica y en la medida en que 
algunos de sus contenidos, como la justicia, la igualdad o el bien común, 
escapan a ese tipo de medición.  
Pues bien, dentro del marco o cosmovisión en el que históricamente se 
concretó el sentido propio y específico de la justicia y el Derecho, el del 
realismo aristotélico, era otro el sentido que se otorgaba al concepto de 
ciencia. Fue desde las premisas epistemológicas en las que se enmarca la 
Ética a Nicómaco desde donde se delimitaron las fronteras del arte jurídico, 
la especialidad del mismo frente a otros artes y ciencias y con ello el objeto 
del Derecho, también el del Tributario. 
Para ARISTÓTELES23 no toda ciencia es demostrativa, lo cual abre la ciencia 
a la consideración de que siendo causal no se realice necesariamente desde 
las reglas de la demostración. Así, hay principios de la ciencia denominados 
axiomas, más generales y evidentes por sí mismos que son captados por la 
razón mediante la reflexión sin que intervenga en ello la experiencia. Otros 
principios en cambio, correspondientes a cada ciencia particular, se 
obtienen por inducción desde la experiencia. Y como herramienta útil en ese 
proceso de discernimiento, el estagirita propone la dialéctica24.  
Es decir, la nota esencial de toda ciencia es tener como objeto último el 
conocimiento de las naturalezas, las esencias universales y necesarias que 
                                      
23 Tratados de Lógica II (Organon) 72, b 20, Gredos. Madrid. 1988. 
24 PALOMAR MALDONADO, EVARISTO: “De la filosofía del Derecho”, Proyecto docente e 
investigador, promanuscripto inédito. p. 114.  
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existen tras la apariencia sensible de la realidad, aunque no todas siguen el 
mismo camino para llegar a sus conclusiones. Trasladado al ámbito de los 
principios tributarios, el objeto anterior se concreta en un estudio que va 
desde el fenómeno tributario a la esencia del impuesto, su naturaleza y sus 
fines, al estudio de lo que le hace ser tributo y no otra cosa.  
Desde la premisa epistemológica adoptada por Aristóteles, los noúmenos o 
esencias pueden ser conocidas científicamente, y de ahí que pueda 
afirmarse la existencia objetiva de la justicia y la posibilidad de llegar a un 
conocimiento objetivo acerca de la misma25. Esta concepción de la realidad 
y de su relación con el conocimiento humano, como perspectiva 
epistemológica realista, son los que están presentes en los análisis y 
conclusiones realizados en este trabajo y se contraponen al idealismo 
kantiano antes citado. 
Tras esta concepción realista sobre la ciencia, el Derecho y el conocimiento 
científico late la idea de que la inteligencia humana, mediante la abstracción 
y el proceso dialéctico26, es capaz de conocer las realidades suprasensibles 
a partir de las sensibles. Además, se basa en el convencimiento de que la 
realidad de las cosas, la realidad sensible y la supra-sensible, su 
objetividad, no depende de que lleguen a ser captadas o no por la razón, 
respecto de la cual tienen una existencia independiente. Para el profesor 
PÉREZ DE AYALA27, con el que coincidimos en la explicación anterior, esta 
realidad se encuentra ampliamente demostrada por la historia del 
pensamiento y de la cultura, está avalada por una experiencia histórica en 
la que los elementos positivos a su favor tienen mayor peso que los 
elementos negativos y las contradicciones y fallos de los filósofos. A partir 
                                      
25 Cfr. PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en el estudio de la justicia 
fiscal". Anuario de Ciencia Económica del Centro de Estudios Universitarios , nº4. (el año no 
aparece) pp. 213 -215. 
26 La dialéctica se entiende aquí como técnica de conversación o método de diálogo 
que permite tener un conocimiento más completo de la realidad a través del 
análisis de las posturas contrapuestas relativas a una cuestión. 
27 Cfr. PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho…”. op. cit., pp. 214 y ss. 
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de esta concepción del trabajo científico puede afirmarse que la justicia, así 
como el bien común o el principio de igualdad, tienen una existencia 
objetiva sobre la que el hombre puede elaborar un conocimiento también 
objetivo. Asimismo, a partir del estudio del hombre, de su realidad esencial, 
se llega al conocimiento de su realidad social y a definir los fines que le son 
propios en función de su esencia o naturaleza. Esto es tanto como afirmar 
que la perspectiva teleológica es clave en la comprensión del fenómeno 
tributario. 
Esta concepción epistemológica es la que nos permitirá afirmar (y justificar) 
que un Derecho Tributario justo es aquel en el que las normas con fines 
fiscales son expresión de juicios de valor de naturaleza tributaria basados 
en principios o medidas de justicia distributiva28. Es decir, el estudio y 
profundización en materia de principios fundamentales del Derecho 
Tributario requerirá del recurso a juicios de valor en la medida en que el 
reparto justo de los impuestos es consecuencia de un imperativo ético, de 
un imperativo que deriva de la propia “racionalidad” de la realidad del 
hombre y su naturaleza social. Estos juicios de valor solo harán posible la 
realización de la justicia tributaria en la medida en que sean adecuados a su 
objeto, a su “racionalidad”, para lo cual resulta fundamental la hipótesis de 
que dicho conocimiento es posible.  
Por la misma razón podemos afirmar que en la medida en que la justicia 
objetiva tiene un fundamento, la "racionalidad ética" sobre la que se 
asienta, dentro de ciertos límites, también puede fundarse en la realidad, es 
susceptible de ponerse a prueba y sostenerse con argumentos racionales. 
Uno de los objetivos del presente trabajo es precisamente poner a prueba 
esos principios derivados de la justicia tributaria, y hacerlo de la manera 
más lógica posible, en el propio laboratorio de la historia. 
                                      
28 TIPKE, KLAUS:  "El ordenamiento Jurídico Tributario". En AA. VV. I Jornada Metodológica 
“Jaime García Añoveros” sobre la metodología académica y la enseñanza del Derecho 
Financiero y Tributario. Documento nº 11/03. Instituto de Estudios Fiscales. 2002.p. 145. 
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b) Método jurídico, enfoque multidisciplinar  
En nuestro caso, y desde una concepción pluridimensional y ontológica del 
Derecho, entendemos que la justicia impositiva existe como realidad 
objetiva y previa a la norma de Derecho positivo. Los elementos formales 
contenidos en el Derecho positivo son solo reflejo de un orden anterior que 
se descubre en la realidad de las cosas y que permite delimitar lo justo en 
materia tributaria. Este orden a su vez remite a la realidad del ser humano, 
sus fines y su naturaleza social, con los cuales es coherente el propio fin del 
impuesto. Corresponde así al Derecho Tributario actualizar el estudio de 
este orden y su relación con los principios impositivos fundamentales, la 
justicia y la eficiencia entre ellos, cuestión que, paradójicamente, se había 
dejado hacía siglos en manos de los economistas. "Un estudio de tal 
naturaleza, a su vez, parece que necesita realizarse admitiendo la imperiosa 
necesidad de una amplia colaboración interdisciplinar"29. Para la elaboración 
de esta teoría del impuesto se propone contar, además de con el propio 
Derecho Tributario, con aportaciones procedentes de la Filosofía del 
Derecho, de la Hacienda Pública, del área de Psicología Social y de la Teoría 
Económica30. Se trata de una tarea coordinada que no confundida o 
mezclada entre el Derecho y la Filosofía, la Historia o la Teoría Económica 
de las instituciones jurídico fiscales. Esta realidad también se puede 
expresar de otra forma: “el descubrimiento de lo que es objetivamente 
justo requiere integridad ética y conocimiento de la materia, y un 
conocimiento que no sea el de un mero especialista”31. 
                                      
29 Ibídem, p. 183. 
30 Estas son las herramientas que propone PÉREZ DE AYALA para el estudio de la justicia en los 
tributos. Ibídem, p. 183. En este sentido PALAO TABOADA, al referirse al ámbito de estudio 
“institucional” desde el que los profesores de Derecho Financiero y Tributario podrían hacer 
aportaciones de utilidad para la producción legislativa, lo conecta con la idea de 
interdisciplinariedad, no solo intra-jurídica sino también extra-jurídica o con campos ajenos 
al Derecho. PALAO TABOADA, C.: "El papel de los profesores de Derecho Financiero y 
Tributario en la elaboración de la Legislación Tributaria". En AA. VV. I Jornada Metodológica 
“Jaime García Añoveros” sobre la metodología académica y la enseñanza del Derecho 
Financiero y Tributario. Documento nº 11/02. Instituto de Estudios Fiscales. 2002. 
31 TIPKE, KLAUS: "El ordenamiento Jurídico Tributario". op. cit., p. 149. 
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En este sentido, resulta de interés señalar el punto de vista de quienes se 
han planteado antes la posible interdisciplinariedad entre las ciencias 
sociales y la ciencia jurídica: después de analizar los distintos obstáculos se 
reconoce que el factor más importante es de carácter "subjetivo-volitivo", 
es la cuestión de la actitud de los que intervienen en el proceso de 
cooperación interdisciplinar. Más que las dificultades lógicas, 
inconmensurabilidad de los paradigmas, teorías que no comparten un 
lenguaje o conceptos comunes, que utilizan métodos de trabajo o 
estructuras de pensamientos distintos, sistemas cerrados de pensamiento, 
son el dogmatismo y la arrogancia intelectual los principales obstáculos para 
un saber integral acerca de la realidad32.  
Desde el punto de vista de la Teoría Económica en particular y desde su 
posible colaboración en el estudio de los principios tributarios, las 
conclusiones son parecidas. Es decir, el punto de partida de toda 
investigación, un punto de partida epistemológico, supone preguntarse 
tanto por los perímetros del objeto de estudio como por la forma de 
aproximarse a su conocimiento. En el área de la epistemología económica 
se ha afirmado al respecto:" resulta muy útil y conveniente, incluso desde el 
punto de vista escuetamente científico, hacer un esfuerzo de consideración 
global de la realidad a la hora de elegir los presupuestos que van a servir 
como punto de partida de la investigación. En otras palabras: hacer un poco 
de filósofo, ejercitar la reflexión y la autocrítica en las fases preliminares de 
la investigación, no solo no está contraindicado, sino que es recomendable, 
a la vista de los resultados de la Historia y la Filosofía de la Ciencia"33. Más 
adelante, al analizar lo específico del objeto de las ciencias sociales frente al 
de las naturales, afirmará la importancia de la reflexión filosófica en el 
                                      
32 SALAS, MINOR E.: "La interdisciplinariedad de las ciencias sociales y políticas: ¿impostura 
intelectual o aspiración científica?”. Revista de Ciencias Sociales, nº 113-114. Universidad de 
Costa Rica, 2006. p. 68. 
33 ARANA CAÑEDO-ARGÜELLES, J.: "La fundamentación epistemológica de la teoría 
económica". Estudios de teoría económica y antropología. Unión Editorial. Madrid. 2005. p. 
264. 
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trabajo teórico del economista: "Nadie puede hacer mejor filosofía de la 
Economía que un economista cabal, decidido a hacer una investigación 
equilibrada, en la que todas las fases reciban la atención que en justicia les 
corresponde"34. 
Por nuestra parte podemos afirmar lo mismo: nadie puede hacer mejor 
Filosofía del Derecho Tributario que un jurista cabal, decidido a hacer una 
investigación equilibrada, especialmente si la misma parte del estudio de 
sus primeros principios. 
En esta tarea también es importante tener en cuenta los antecedentes 
históricos de nuestra disciplina. Aunque puede decirse que impuestos ha 
habido siempre, el Derecho público en materia de impuestos no se 
configura hasta el constitucionalismo, cuajando bajo fórmulas jurídicas 
concretas entre finales del siglo XIX y principios del XX. Se trata por tanto 
de una rama jurídica muy reciente, deudora de las aportaciones dogmáticas 
de origen alemán (OTTO MAYER, GERBER, JELLINECK, LABAND, etc.) y que 
se consolida cuando lo hace el Estado de Derecho35.  
En particular, antes de que el estudio del tributo se separara del Derecho 
público como rama autónoma e independiente, solo conocía un enfoque de 
cierta seriedad dentro de la llamada Economía Financiera, disciplina ésta 
desgajada de la Economía Política. Esta diferencia de edad entre el Derecho 
Financiero y la Economía Financiera se ha identificado como una de las 
causas que dificultó el estudio del fenómeno tributario: “…estas dificultades 
han producido en ciertos sectores jurídicos un deseo de tal pureza 
metodológica que, a veces, por un mal entendimiento de la misma ha 
llegado a producir consecuencias aberrantes”36. La utilización de métodos 
                                      
34 Ibídem, p. 266. 
35 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME.: "El discurso del Método en  …". Conferencia pronunciada en 
Barcelona en marzo de 1999. I. Jornada Metodológica “Jaime García Añoveros” sobre la 
metodología académica y la enseñanza del Derecho Financiero y Tributario. Documento nº 
11/02. Instituto de Estudios Fiscales. 2002.p. 16. 
36 CORTÉS DOMÍNGUEZ, MATÍAS: "El principio de capacidad contributiva en el marco de la 
técnica jurídica". Revista de Derecho Financiero y Hacienda pública, nº 61. 1965.p. 990. 
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estrictamente jurídicos que permitan crear un Derecho Tributario científico 
"no debe ser entendida con las limitaciones y con la estrechez de miras con 
que ha sido utilizada por la generalidad de los autores que se han ocupado 
del problema, (...) no podemos reducir el Derecho Tributario, como de otra 
parte, cualquier otra rama del Derecho, a un juego técnico más o menos 
perfecto, más o menos complicado. (...) conviene advertir el peligro que se 
cierne sobre nuestro sector: peligro de un excesivo tecnicismo, de un 
exagerado malabarismo legislativo; en definitiva, de un positivismo incapaz, 
ciertamente, de vitalizar y de crear una ciencia jurídica. Se olvidan los 
principios fundamentales ordenadores del sistema jurídico y no se 
investigan la esencia y las consecuencias que de esos principios 
fundamentales se desprenden para todo sistema"37. 
En un sentido muy parecido se expresa GARCÍA AÑOVEROS para quien no 
hay una ciencia de la Hacienda Pública sino muchas áreas de conocimiento 
las que tratan el fenómeno financiero. Así, cuando se refiere a la posibilidad 
de conocimiento científico de la actividad financiera afirma: "su 
conocimiento cabal requiere el dominio de varias y diversas disciplinas, 
supongamos que científicas. La actividad financiera, para su comprensión 
íntegra, requiere una aplicación y un procedimiento multidisciplinar que es 
una cosa muy distinta de un método (científico) sincrético"38. Más adelante 
se refiere a distintos profesionales del Derecho, a los estudiosos, a los 
profesores y se pregunta: "¿Cómo van a conseguir lo mejor de su arte (me 
resisto a llamarle ciencia) si cierran los ojos a la realidad humana tal como 
es?"39. La función del jurista, en las distintas fases de la vida del derecho, 
es una función crítica, siendo imprescindible para realizar esta función la 
utilización de distintos enfoques que permitan arrojar luz sobre un 
fenómeno complejo. Se trataría entonces de valerse de un método, no un 
                                      
37 Ibídem, pp. 990-991. 
38 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME.: "El discurso del Método en  …". op. cit.,  p. 17.  
39 Ibídem, p. 21. 
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método sincrético sino jurídico, aunque no un método jurídico puro 
incontaminado de nada que no fuera Derecho40.  
Dentro de una propuesta de los perfiles y metodología que deben identificar 
al Derecho Financiero del siglo XXI, nos encontramos nuevamente con esta 
tendencia a abandonar “las reticencias puristas mediante la integración de 
perspectivas que posibiliten un conocimiento más pleno de la realidad que 
se norma”, afirmaciones que hacemos nuestras al reconocer la 
“poliperspectiva” que incide en dicha realidad41. 
Desde una aproximación principialista como la nuestra podemos afirmar que 
conocer la esencia del Derecho Financiero y Tributario es tanto como 
conocer no solo lo que regula sino otros elementos cualitativos, de tipo 
funcional, causal o teleológico. En particular: cómo se regula; por qué se 
regula; para qué se regula. No obstante, teniendo en cuenta la mutabilidad 
del concepto de justicia tal y como se manifiesta en el ámbito positivo, los 
criterios de distribución de las cargas fiscales se han ido adaptando a las 
funciones y objetivo encomendados al sistema tributario en cada momento 
histórico, lo cual depende de la propia concepción que se tenga de la 
Hacienda del Estado y del Estado mismo. Esta realidad hace, por ejemplo, 
que una aproximación a la razón de Estado vigente en cada momento, a sus 
raíces filosóficas, a la concepción de ciudadano a la que se refiera, a sus 
fines, etc., adquiera relevancia en la comprensión del tributo como 
elemento inserto en esa realidad. Un análisis de Teoría del Estado puede 
arrojar mucha luz en la comprensión de la forma actual de interpretar los 
principios impositivos o de entender el porqué de sus limitaciones.  
                                      
40 Ibídem, p. 21. 
41 ESCRIBANO LÓPEZ, FRANCISCO: "Algunas propuestas metodológicas para la 
(re)construcción de un Derecho Financiero del siglo XXI". En AA. VV. I Jornada Metodológica 
“Jaime García Añoveros” sobre la metodología académica y la enseñanza del Derecho 
Financiero y Tributario. Documento nº 11/02. Instituto de Estudios Fiscales. 2002. p. 49. 
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Así se refleja por ejemplo al adentrarse en la metodología del maestro 
SAINZ DE BUJANDA. La doctrina42 reconoce en él una interesante 
conjugación del método jurídico abstracto, que reconoce como propio y 
singular de la ciencia jurídica, y la metodología "política, sociológica y 
filosófica", considerada como necesaria para captar las raíces de las 
instituciones financieras, su génesis y su razón de ser. También se destaca 
cómo en sus escritos se pueden encontrar conexiones lógicas de tipo 
normativo junto con otros criterios de decisión necesarios para valorar 
justamente las conductas de la vida social. Esto es así en la medida en que 
el Derecho no es solo Derecho positivo ni este puede desvincularse de las 
más íntimas convicciones de la comunidad y de los ideales que inspiran la 
vida colectiva. Todo ello justifica que la metodología "política, sociológica y 
filosófica" hayan de ser tomadas en cuenta. 
La utilización de elementos de análisis procedentes de otras áreas de 
conocimiento pretende por ello contribuir al enriquecimiento de nuestra 
disciplina aportando claves interpretativas de quienes, no siendo 
especialistas en Derecho Tributario, han alcanzado un conocimiento cabal 
de otras áreas de la realidad con las que interactúa el Derecho y de las que 
éste se nutre. En todo caso, este trabajo quiere ser una excepción a las 
palabras del jurista galo MICHEL VILLEY cuando afirma: “Es muy raro, 
repitámoslo, que los juristas se arriesguen a salir de su especialidad para 
frecuentar la Filosofía…. Deliberadamente asumen los prejuicios 
corporativos, evitando cuestionarlos”43. 
                                      
42 Sobre la metodología de SAINZ DE BUJANDA pueden verse entre otros tres interesantes 
trabajos: CAZORLA PRIETO, LUIS M. "El Estado en el pensamiento de Sainz de Bujanda". 
Revista Española de Derecho Financiero, nº 116. 2002. pp. 679-691 y NÚÑEZ PÉREZ, G. 
"Formalismo y método jurídico: notas en torno al pensamiento jurídico del profesor Sainz de 
Bujanda". Cívitas. Revista española de derecho financiero, nº 45. Cívitas. 1985. pp. 53-66.; 
PALAO TABOADA, CARLOS. "Las cuestiones de método en la obra del profesor Sainz de 
Bujanda". Cívitas. Revista española de derecho financiero, nº 104. 1999. pp. 637-668. 
43 VILLEY, MICHEL.: Filosofía del Derecho. Scire Universitaria, Barcelona, 2003. Traducción de 
Evaristo Palomar Maldonado. p. 32. 
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3. Marco histórico actual en materia de principios 
impositivos 
Tras hacer un análisis de los principios impositivos en perspectiva 
histórica44, VICTORIO VALLE, reconoce el profundo interés que suscita la 
cuestión en la doctrina científica moderna. Destaca su papel dentro de un 
planteamiento de Economía normativa y matiza su dependencia respecto a 
los valores cambiantes. En la configuración de los principios parece haber 
influido de forma determinante un conocimiento más preciso de los efectos 
económicos que provocan en la realidad, permitiendo con ello la 
consideración de los costes que la aplicación de unos principios provoca en 
términos de otros. Este significativo avance del conocimiento científico de la 
Economía Pública en el estudio de los principios, y su adaptación a los 
esquemas de valores que han ido prevaleciendo, han permitido según 
VALLE que ganen firmeza en sus fundamentos a pesar de haber perdido 
rotundidad en la forma. 
La cuestión de los principios impositivos y la crítica de los tributos históricos 
a la luz de esos principios es una cuestión abordada desde sus orígenes de 
forma extensa y continuada por la literatura financiera. Así, cuando E. 
FUENTES QUINTANA introduce la obra de F. NEUMARK 45, afirma, respecto a 
los principios de la imposición, que si  “tienen algún significado, éste no es 
otro que el de servir para alcanzar valoraciones compartidas sobre los fines 
que al sistema tributario se le atribuyen en un espacio histórico concreto. 
Por tanto, su construcción y su validez es siempre hipotética: si el sistema 
tributario pretende lograr ésta o aquella finalidad, entonces debe cumplir 
con éste o aquel principio. Dados los fines cambiantes a los que los 
impuestos han pretendido servir, se comprenden los cambios consecuentes 
registrados en los principios de la tributación, (…) “. 
                                      
44 VALLE, VICTORIO: “Una nota sobre los principios impositivos en perspectiva histórica”, 
Papeles de Economía Española nº 87, 2001, pp. 44-57. 
45  NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit.  
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Con la crisis económica mundial de la década de 1930 se da por concluido 
un periodo iniciado a finales del siglo XVIII en el que predomina un juicio 
restrictivo respecto a la intervención pública en la economía, tanto a corto 
como a largo plazo. Los principios liberales del “laissez faire” van quedando, 
en general, en el pasado. Es fundamental la influencia en el ámbito 
impositivo de este cambio en la percepción del papel del Estado en el 
ámbito económico y social. El paradigma económico que se consolida en 
estos años y bajo el que deben analizarse los principios impositivos vigentes 
en el mismo es, básicamente, el del modelo keynesiano y la 
socialdemocracia. El Estado de bienestar y la creciente intervención pública 
en políticas sociales, de empleo, estabilidad y crecimiento económicos le 
otorgan al sistema fiscal un papel preponderante en la financiación de los 
crecientes gastos públicos, las políticas de redistribución de la riqueza y la 
consecución de objetivos macroeconómicos.  
Con el cambio de paradigma económico de referencia que se produce queda 
superada la concepción clásica de los limitados fines a los que debía atender 
la actividad pública y durante más de cuatro décadas se reconoce y justifica 
la necesidad de que el Estado amplíe el ámbito original de sus 
competencias. La Teoría General de Keynes (1936) aporta un importante 
cambio a la teoría económica con mayor representación teórica en aquel 
momento, el hoy denominado “modelo neoclásico”. La tesis central del 
mismo afirma la existencia de mecanismos sociales suficientes para la 
asignación de recursos vía precios, conducentes, en ausencia de 
perturbaciones exógenas, a la mutua satisfacción de los planes de 
transacción de los agentes económicos. Pues bien, la teoría keynesiana 
pretende superar las aportaciones doctrinales del cuerpo “neoclásico” al 
negar la validez general de este principio de coordinación automática de 
planes de intercambio de los agentes. Es decir, al afirmar la posibilidad de 
una coincidencia temporal en una economía de mercado cerrada, entre una 
situación de equilibrio en la producción y la existencia de desempleo laboral 
durante lapsos de tiempo relativamente prolongados. La consecuencia 
inmediata de lo anterior sitúa la propuesta de Keynes en el ámbito de la 
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política económica: proponer la necesidad de una acción pública de 
modulación de la demanda agregada que sitúe la economía en el pleno 
empleo46.  
La clasificación fundamental que proponen los hacendistas resultante del 
protagonismo estatal en materia social y económica, agrupa las funciones 
públicas en torno a cuatro áreas concretas: una función de asignación de los 
recursos para la cobertura de necesidades públicas o como respuesta a los 
fallos del mercado, una función de redistribución de la renta y de la riqueza 
conforme a criterios social e históricamente imperantes en un ámbito 
espacial concreto, una función de estabilidad económica dirigida a la 
consecución del pleno empleo con estabilidad de precios y por último una 
función de potenciación del crecimiento del producto nacional en el tiempo. 
Se abre paso así al desarrollo de políticas “anti-cíclicas”, a una presión fiscal 
creciente con importantes transferencias de renta y riqueza de unos 
ciudadanos a otros, precios administrados, incremento en los gastos 
sociales, políticas activas de fomento del empleo, etc. 
La política fiscal y en particular la impositiva se encuentra subordinada a la 
consecución de las funciones públicas apuntadas, por lo que en dichos fines 
se inspiran también las prescripciones o principios que tratan de orientar el 
sistema tributario hacia una meta determinada. Así, en la medida en que 
sean definidos los fines de la intervención pública, las valoraciones 
inherentes a esos fines se explicitarán en los principios rectores del sistema 
impositivo, y en la medida en que cambie el peso o posición relativa de 
dichos fines lo harán también probablemente los principios que 
configuraban dicho sistema. 
El cuadro impositivo ideal que analiza NEUMARK en 1970 es el resultado del 
“despertar fiscal” producido en los sistemas impositivos desarrollados, 
                                      
46 Un interesante análisis sobre la interpretación y metodología de la Teoría General de 
KEYNES, su relación con el modelo neoclásico y la actualidad de su pregunta acerca de 
procesos de asignación que generan prolongadas situaciones de descoordinación entre los 
agentes,  puede encontrarse en RUBIO DE URQUÍA, R.: “Keynes hoy”, ESIC-MARKET, abril-
junio 1989, pp. 45-60. 
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especialmente en Europa, durante los años 50 y 60 del siglo XX47. Este 
cuadro de principios es por tanto el corolario de los movimientos de reforma 
fiscal habidos en esos años y vincula su validez a los fines a los que los 
tributos debían servir en el contexto social europeo vigente en ese 
momento histórico.  
Conforme a la propuesta de fines anterior podemos identificar dentro de los 
principios impositivos configuradores del sistema tributario “ideal” de 
NEUMARK, dos grupos diferenciados. Los principios que tienden al fin de la 
justicia tributaria y los principios que tienden a un fin de carácter 
económico. Los primeros estarían referidos a la forma de repartir la carga 
tributaria con el objetivo de atender a las necesidades comunes 
(asignación) y de redistribuir, en su caso, la renta y la riqueza de unos 
grupos sociales a otros (redistribución). Los fines de carácter económico 
estarían relacionados con aquel reparto de la carga tributaria que permitiera 
una mejor satisfacción de las necesidades comunes (asignación), así como 
la estabilidad y desarrollo económicos antes mencionados (estabilidad y 
crecimiento económico).  
NEUMARK48 señala específicamente la cuestión del posible conflicto entre los 
distintos principios o postulados que pueden predicarse de un sistema 
impositivo y la atención preferente que ello ha suscitado en la doctrina. Así, 
"la antítesis de fines más importante tanto teórica como prácticamente se 
da entre los principios impositivos que buscan la justicia (equity) y los 
postulados cuyo afán reside en la racionalidad económica en sentido amplio 
(efficiency)"49. En particular, "la antítesis más frecuentemente citada es la 
existente entre los objetivos de la política fiscal de crecimiento y los de la 
                                      
47 Los informes más conocidos preparados por distintos Comités de reforma fiscal fueron el 
Informe Carter en Canadá (1967), el Informe Asprey en Australia (1974), y el Informe 
Meade en el Reino Unido (1978). 
48 Principios de la imposición. ob. cit., pp. 409 y ss. 
49 Ibídem.,  p. 415. 
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política redistributiva"50. En esta problemática la jerarquía entre los distintos 
objetivos fiscales es decisiva, lo cual resulta tan obvio "como el hecho de 
que dicha jerarquía viene determinada en gran medida por la perspectiva 
política"51. En su opinión la combinación de justicia y racionalidad 
económica entraña dificultades que pueden superarse siempre que se parta 
de hipótesis concretas sobre la jerarquía de los objetivos y conforme a ellas 
se resuelvan las posibles colisiones que se presenten.  
Pues bien, a partir de la década de los 70 puede afirmarse que empieza a 
aparecer una tendencia de cambio en el paradigma económico vigente y con 
ello en las directrices que informan la actuación pública52. La existencia de 
la llamada crisis del Estado de bienestar53 influirá de forma determinante en 
el equilibrio alcanzado entre los principios impositivos vigentes y con ello en 
los instrumentos fiscales utilizados hasta el momento. Este contexto de 
cambio de paradigma justifica que el análisis y la reflexión sobre el sistema 
ideal de principios vuelva a resultar de especial interés en la actualidad. 
a) Cambio de paradigma económico y globalización: efectos en 
materia de principios  
 Aportaciones doctrinales 
Puede situarse en torno a la década de los 70 el momento en el que desde 
el ámbito doctrinal empiezan a ser objeto de importante crítica el modelo 
económico keynesiano y la intervención estatal en la economía consolidada 
con el Estado de bienestar y la socialdemocracia.  
                                      
50 Ibidem. 
51 Ibídem., p. 410. 
52 LAGARES CALVO realiza en 1979 una descripción sintética de las recomendaciones de la 
Hacienda fiscal keynesiana y explica respecto de las mismas como la crisis económica de los 
años 70 supone una profunda revisión de sus propuestas. LAGARES CALVO, MANUEL: 
"Política fiscal y crisis económica". Papeles de Economía Española nº 1. 1979. pp. 288 y ss. 
53 IRANZO, J.E.: "La crisis del Estado de bienestar". Sociedad y Utopía, nº 4. 1994. pp. 111-
119. 
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Autores como F. A. HAYEK, M. FRIEDMAN, J. BUCHANAN y A. LAFFER, 
desde distintas perspectivas de lo que podría denominarse pensamiento 
económico liberal, cuestionan distintos aspectos del modelo económico 
heredado y con ello las bases teóricas que justificaban el papel asumido por 
el Estado en la economía y en la sociedad54.  
HAYEK (1899-1992)55 por ejemplo, critica el nivel de intervención pública 
alcanzado en la medida en que impide aprovechar la información de que 
disponen los individuos. Con ello se reducen las oportunidades de 
coordinación que espontáneamente les lleva a crear riqueza mediante la 
satisfacción de las necesidades existentes. Califica la actuación de un 
planificador central, como es el Estado, como contraria al libre ejercicio de 
la acción humana y a la función empresarial. En este contexto dejan de 
tener sentido gran parte de las funciones asignadas al Estado en los 
ámbitos asignativo, redistributivo y macroeconómico y con ello la virtualidad 
de principios impositivos como la equidad o la eficiencia económica del 
sistema fiscal. 
La escuela monetarista encabezada por M. FRIEDMAN (1912-2006)56, 
representa un nuevo reproche al paradigma keynesiano en cuanto que 
cuestiona los métodos de financiación del gasto público por sus efectos 
sobre la inflación y a través de ésta sobre el desarrollo de una economía 
sana. Sus aportaciones revelan una incoherencia entre la defensa del 
principio de equidad en el reparto de los impuestos conforme a la capacidad 
económica y el uso de la inflación como impuesto encubierto. Al 
replantearse el método de financiación del gasto público también se está 
                                      
54 ROJAS QUINTANA, F. ALFONSO: “Los orígenes de la globalización: Hayek, Buchanan, 
Friedman, Laffer”, Veintiuno, nº 50, Verano, 2001. 
55 Premio Nobel de Economía en 1974. Entre sus obras más relevantes sobre la cuestión, 
véase: Camino de servidumbre, Alianza Editorial, Madrid, 1995; La fatal arrogancia. Los 
errores del socialismo. Unión Editorial. Madrid. 1990. 
56 Premio Nobel de Economía en 1976. Obras fundamentales de referencia del autor sobre la 
cuestión: La economía monetarista, Gedisa, Barcelona, 1992; Libertad de elegir. Hacia un 
nuevo liberalismo económico, Grijalbo, Barcelona, 1992; Teoría de los precios, Altaza, 
Barcelona, 1997.  
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replanteando indirectamente su misma magnitud y por tanto la vigencia del 
sistema de principios impositivos que le sirven de vehículo. 
J. BUCHANAN (1919)57 encabeza desde la Teoría de la Elección Pública 
(Public Choice) una particular cruzada contra el legado político y económico 
de Keynes a la economía norteamericana de posguerra58. Su análisis del 
modelo de actuación pública en la socialdemocracia le lleva a proponer 
limitaciones constitucionales al uso electoralista del gasto público y con ello 
al incremento de la Deuda pública y la inflación. Su planteamiento en torno 
al equilibrio presupuestario representa una nueva crítica al avance del 
Estado de bienestar propiciado por la presión de grupos de interés y la 
ganancia de votos por parte de los políticos. Junto a BUCHANAN, desde la 
teoría económica de la democracia (A. DOWNS) o la propia escuela de la 
elección colectiva (K.J. ARROW, A.B. ATKINSON, J.E. STIGLITZ, G. TULLOK, 
W.A. NISCANEN, W.J. BAUMOL y Ch. WOLF, entre otros), han sido 
numerosos los autores que han intentado racionalizar la forma de actuación 
pública en el ámbito económico. Asimismo existen aportaciones doctrinales 
relativas al precio del impuesto dentro de la Elección Pública que 
reconsideran las políticas impositivas predominantes. Conforme a ellas, el 
análisis tradicional infravalora los costes en términos de bienestar de los 
impuestos distorsionadores, el principio de equidad horizontal gana 
relevancia para evitar que aquellos gastos que paga una minoría se 
encuentren sobredimensionados hasta alcanzar elevados niveles de 
ineficiencia y se argumenta en contra de las tarifas progresivas porque 
imposibilitan que los votantes calculen cómo se distribuirá el coste de los 
gastos marginales59. La afirmación y posición relativa de los principios 
impositivos vigentes en este sistema queda con ello también afectada. 
                                      
57 Premio Nobel de Economía en 1986. 
58 En particular, BUCHANAN J. Y WAGNER, R.: Déficit del sector público y democracia. Rialp, 
Madrid. 1983. 
59 BRENNAN, GEOFREY: “Elección Pública y Hacienda pública. Un lugar para la defensa de la 
reforma fiscal”. Hacienda pública Española nº 143. 1998. p. 10. 
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Sin ser los promotores de una escuela económica como tal, A. LAFFER 
(1940) y R. MUNDELL (1932)60 han actualizado las bases teóricas de la 
llamada economía de la oferta frente a la economía keynesiana de 
demanda. Sus aportaciones inciden sobre la cuestión de los principios 
fiscales al analizar los efectos negativos que desde un determinado nivel de 
imposición se produce sobre la economía y con ello sobre el total 
recaudado. Las conclusiones derivadas de la curva de Laffer provocan que la 
cuestión de los efectos económicos negativos del sistema fiscal sea 
pertinente y con ello el análisis de principios impositivos como la eficiencia o  
la equidad.  
Por último cabe mencionar una teoría en la que se han materializado buena 
parte de las críticas doctrinales surgidas en torno de la actividad pública: la 
llamada Teoría de los fallos del Sector público. Sintéticamente el profesor 
FUENTES QUINTANA61 resume sus puntos principales: 
La utilización de la regla de la mayoría simple en las decisiones de gasto no 
permite recoger la intensidad de las preferencias de los votantes 
(TULLOCK), fenómeno que se acentúa con las coaliciones entre partidos 
minoritarios y que se traduce en la adopción de gastos que de otro modo no 
se habrían aprobado.  
La expansión del gasto público se ve favorecida por una sobre estimación 
de sus beneficios procedente de la publicidad pública y por un 
desconocimiento de su coste real (BUCHANAN).  
El incremento de la ilusión fiscal es fomentado además con el recurso al 
déficit público dentro de las políticas de estabilización (BUCHANAN, 
WAGNER). Una nueva fuente de expansión del gasto es la que deriva de los 
incrementos recaudatorios producidos en los impuestos como consecuencia 
de elevados niveles de inflación (BRENNAN, BUCHANAN).  
                                      
60 Premio Novel de Economía en 1999. 
61 Citado por GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO: El sector público en España. Dykinson. Madrid. 
2002. pp. 33 y ss. 
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A la burocracia administrativa se le atribuye una posición monopolística que 
deriva en incrementos continuos de gasto como medio de maximización de 
objetivos de carácter privado (NISKANEN).  
En la dinámica de funcionamiento de las democracias representativas los 
programas electorales de gasto tienden a crecer para ganar nuevos votos 
(DOWNS, LIDBECK) contribuyendo a ello la actividad de los grupos de 
presión en defensa de intereses particulares (OLSON).  
Es relevante el impulso que provoca en el gasto público la posibilidad de 
ofrecer políticas redistributivas a los votantes situados por debajo de la 
mediana de rentas. Si la renta media está por encima de esa mediana el 
coste neto de esas políticas podrá ser superior a los beneficios obtenidos de 
las mismas (MELTZER, RICHARD). 
En definitiva, la literatura científica que ha ido reflejando una mirada crítica 
sobre el paradigma económico que determinó el Estado de bienestar es muy 
amplia. Su revisión excede de las posibilidades de este análisis y tampoco 
es necesaria para mostrar indicios claros del cambio en el modelo 
económico de referencia. Los replanteamientos a sus principios teóricos 
ofrecen caminos no siempre coincidentes, pero lo que sin duda parece 
acertado es afirmar la existencia de una revisión en los perfiles del modelo. 
Su influencia sobre el sistema de principios que fundamentan los sistemas 
fiscales modernos no parece tampoco discutible. 
 El fenómeno de la globalización 
Coincidente en el tiempo con las aportaciones doctrinales apuntadas se 
gestaba un fenómeno también responsable del profundo cambio 
experimentado en los sistemas fiscales modernos y en el equilibrio de los 
principios impositivos más fundamentales: el fenómeno de la 
globalización62. 
                                      
62 JOAQUÍN ESTEFANÍA atribuye su aparición como concepto a la caída del muro de Berlín en 
1989 y a la posterior desaparición del socialismo real. Es desde ese momento cuando se 
aceleran los intercambios de capitales, bienes y servicios que caracterizan el fenómeno. 
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El Fondo Monetario Internacional aporta una definición técnica sobre el 
concepto según la cual “la globalización es la interdependencia económica 
creciente del conjunto de los países del mundo, provocada por el aumento 
del volumen y la variedad de las transacciones transfronterizas de bienes y 
servicios, así como de los flujos internacionales de capitales, al tiempo que 
la difusión acelerada y generalizada de la tecnología”. J.ESTEFANÍA en su 
artículo ya citado, critica la parcialidad de esta definición al entender que la 
globalización no es un mero fenómeno de naturaleza económica. En su 
opinión se trata más bien de un “proceso de naturaleza política, económica 
y cultural por el cual las políticas nacionales tienen cada vez menos 
importancia y las políticas internacionales, aquellas que se deciden en 
centros alejados de la vida cotidiana de los ciudadanos, cada vez más”. 
Los sistemas impositivos modernos consolidados entre la Segunda Guerra 
Mundial y los años 70, según los países, se gestaron en un entorno 
caracterizado por un limitado comercio internacional de bienes (con trabas 
arancelarias y limitado acceso a las divisas), en el que existía un 
movimiento de personas relativamente escaso (con elevados costes para 
viajar en términos de tiempo y dinero) y en el que la movilidad del capital 
financiero resultaba reducida (por la inexistencia de instituciones que 
fomentaran la inversión internacional y dificultades técnicas y políticas para 
permitir el movimiento internacional de dinero).  
Esta circunstancia unida al reconocimiento de la iniciativa pública en 
materia social y económica explica el sistema y equilibrio de principios 
impositivos vigentes. Se da prioridad al principio de equidad en la tendencia 
a la sustitución de la imposición real por la personal y en la búsqueda de la 
progresividad en la imposición directa e indirecta. La elevación de los tipos 
impositivos responde a las crecientes necesidades de financiación y se 
                                                                                                                
ESTEFANÍA, J. “La era de la globalización”, Negocios 1000, El País, 2 de enero de 2005. pp. 8 
y  9 y del mismo autor otras referencias al mismo tema en, La nueva economía. La 
globalización, Temas de Debate, 1996. El término “globalización” no aparece propiamente en 
el Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, hasta su vigésima 
segunda edición, en 2001. 
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multiplica el reconocimiento de beneficios fiscales justificados por razones 
de capacidad de pago o de incentivo económico. Así nacieron los pilares 
impositivos que hicieron posible el desarrollo de los Estados del bienestar en 
la medida en que para ello serían necesarias importantes fuentes de 
ingreso: el impuesto personal sobre la renta en su versión general y de 
carácter sintético, el impuesto sobre el valor añadido introducido en Francia 
en los años 50 y exportado primero a Europa y luego a otros continentes, y 
las cotizaciones a la seguridad social.  
En el contexto internacional antes descrito los gobiernos se conducían con 
libertad a la hora de fijar los impuestos en sus respectivos territorios y no 
consideraban el sistema fiscal como medio para obtener ventajas 
competitivas frente a otros países más allá de los tradicionales impuestos a 
la exportación y algunos incentivos fiscales que atrajeran inversiones 
extranjeras directas63.  
El marco de referencia anterior cambia de forma profunda al generalizarse 
los intercambios de bienes, de personas y de capitales. A ello contribuye la 
liberalización comercial frente a las trabas arancelarias, la apertura de los 
países hacia el exterior, el importante peso relativo de las multinacionales y 
la internacionalización de sus actividades buscando la eficiencia, los avances 
tecnológicos y el desarrollo de los mercados de dinero, los cambios en las 
políticas nacionales sobre inversiones extranjeras directas, la consolidación 
de instituciones canalizadoras de ahorro (fondos de inversión y de 
pensiones) … etc. 
Estas transformaciones económicas, políticas y tecnológicas que convierten 
a los Estados en mercados abiertos para la inversión y el comercio y diluyen 
los límites fronterizos, provocan que la competitividad internacional entre 
países para atraer empresas e inversores esté íntimamente relacionada con 
                                      
63 TANZI, VITO: “La política impositiva en un mundo globalizado”. Papeles de Economía 
Española nº 87. 2001. 
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la esfera impositiva64. Este fenómeno también globaliza los efectos 
macroeconómicos provocados por los impuestos y el gasto público 
nacionales, pudiendo obtenerse del mismo ventajas competitivas respecto a 
otros países o siendo obligado por estos a introducir modificaciones 
impositivas no deseadas. La complejidad de la administración fiscal 
aumenta ante el problema de valorar operaciones cuyos precios pueden 
encubrir una búsqueda de optimización impositiva global dentro de las 
multinacionales, se dificulta la determinación del lugar de obtención de la 
renta así como el control de contribuyentes que no tienen su residencia en 
el propio Estado. El margen de los Estados para diseñar reformas fiscales se 
reduce así de forma considerable y se incrementa la influencia de 
instituciones supranacionales en materias económicas y fiscales. Este 
fenómeno afecta de forma directa a la soberanía fiscal de los Estados y a su 
sistema de fuentes en el ámbito tributario65. 
Consecuencia directa de este proceso será la utilización de criterios como 
los de practicabilidad, eficacia o eficiencia económicas para juzgar la 
legitimidad de una política o reforma concreta66. La libertad de acción en 
materia económica y fiscal de los Estados se reduce así más allá de lo que 
imponen los distintos procesos de concentración supranacional 
desarrollados en la segunda mitad del siglo XX.  
En definitiva, el cambio de paradigma económico y el proceso de 
globalización antes descritos afectan de forma directa al papel atribuido al 
Estado en materia social y económica y con ello al sistema de principios 
                                      
64 Algunas de las consecuencias que se producen en la órbita tributaria tienen relación con la 
configuración de figuras impositivas tan fundamentales en muchos Estados como los 
impuestos sobre las ventas, sobre el beneficio empresarial o sobre los ingresos individuales. 
Cfr.  CIAT, "El impacto de la globalización económica en la tributación". La tributación en un 
contexto de globalización económica. XXXII Asamblea General del CIAT. Ministerio de 
Economía y Hacienda. Madrid, 2000. 
65 Sobre la influencia del proceso de globalización en el sistema de fuentes del Derecho 
Tributario, ver CRUZ PADIAL, I.: “Globalización económica: sinónimo de desnaturalización 
tributaria”. Crónica Tributaria nº 109. 2003. pp. 64 y ss. 
66 PALACIOS GÓMEZ, J.L.: "El Estado de bienestar, hoy: el reto de la eficiencia".  Sociedad y 
Utopía, nº 4. 1994.  pp. 89 - 99. 
CAPÍTULO 1: PRINCIPIOS IMPOSITIVOS DE JUSTICIA Y EFICIENCIA: MARCO 




impositivos hasta entonces vigente. Se producen cambios en la jerarquía 
mantenida entre estos principios con atención prioritaria al criterio de 
eficiencia económica. Se recupera el principio de sencillez administrativa y 
adquiere relevancia el principio de equidad horizontal frente al predominio 
anterior del de equidad vertical67. 
b) Tendencias generales en materia fiscal 
 Efectos de la globalización en los modelos tributarios 
modernos: coordinación y competencia fiscal 
Son muchos los autores que reconocen en la configuración de los sistemas 
fiscales nacionales una influencia directa de la cultura, la estructura 
económica, la historia fiscal heredada, los valores políticos y sociales 
dominantes, los hábitos de consumo, etc., habiendo sido incluso definidos 
“estilos tributarios” concretos vinculados a espacios geográficos más o 
menos amplios. Desde mediados del siglo XX la teoría hacendística ha 
aceptado la existencia de una geografía de los movimientos fiscales o de 
modelos tributarios de ámbito supranacional68. 
Estudios realizados a partir de los sistemas fiscales vigentes desde 1965 
hasta mediados de los 80, identifican con cierta nitidez cuatro modelos 
tributarios: el anglosajón, el escandinavo, el latino y el centroeuropeo69. 
El anglosajón viene caracterizado por presión fiscal reducida con 
importancia de la imposición fiscal directa (personal y societaria) sobre la 
                                      
67 GAGO RODRÍGUEZ, ALBERTO: “La fiscalidad del siglo XXI”. Hacienda pública Española,  nº 
155. 2000. pp. 71 a 88. 
68 Respecto del caso español, FUENTES QUINTANA, E.: “El estilo tributario latino: 
características principales y problemas de su reforma”. Las reformas tributarias en España. 
Editorial Crítica. Barcelona. 1990. pp. 353-450. Originalmente publicado en  Ciencia social y 
análisis económico. Estudios en homenaje al profesor Valentín Andrés Álvarez, J. L. García 
Delgado (eds), Tecnos, Madrid, 1978, pp. 195-279.A nivel internacional distintos autores 
mencionan también el fenómeno: MUSGRAVE, RICHARD A.: Sistemas fiscales. Traducción de 
Fuentes Quintana. Editorial  Aguilar, Madrid, 1973; SCHMÖLDERS, GÜNTER.: Teoría general 
del impuesto, Traducción de Martín Merino, Editorial de Derecho Financiero, Madrid, 1962. 
69 PETERS, B. G.: “The Politics of Taxation: a comparative perspective”. Ed. Blackwell, 
Cambridge, 1991. Citado por GAGO RODRÍGUEZ, ALBERTO; ÁLVAREZ VILLAMARÍA, XOSÉ 
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propiedad e imposición indirecta específica frente a una reducida 
recaudación de cotizaciones de la Seguridad Social y frente a una 
imposición indirecta generalista o sobre el valor añadido. El modelo 
europeo, con presión fiscal similar, traslada parte del peso desde la 
imposición directa y la propiedad a las cotizaciones sociales y el impuesto 
sobre el valor añadido. Por su parte el modelo nórdico de los 70 se 
caracteriza por una presión fiscal superior a los modelos anteriores apoyada 
sobre la imposición de la renta personal, imposición sobre el valor añadido y 
sobre consumos específicos. Por último el modelo latino cuenta con la 
presión fiscal más baja asentada básicamente sobre la imposición indirecta 
específica y general sobre ventas (fórmulas distintas del IVA), mayor 
importancia del gravamen sobre la propiedad y reducido peso de la 
imposición personal.  
Desde 1970 y especialmente desde las reformas fiscales emprendidas en 
algunos países a mediados de los 80, se advierte un proceso de 
convergencia o reducción de la dispersión entre las magnitudes fiscales más 
relevantes de los países de la OCDE. Después de distintos estudios 
realizados en esta dirección, GAGO, ÁLVAREZ y DEL RÍO70 (1998), 
utilizando la técnica cluster y a partir de más de diez variables fiscales 
estructurales, identifican un proceso de acercamiento entre las que hasta 
ahora eran calificadas como tradiciones fiscales diferenciadas.  
De cuatro “estilos tributarios” consolidados en 1970 (anglosajón, nórdico, 
europeo y latino) se pasa a dos (anglosajón y general) en la década de los 
90. El modelo anglosajón con presión fiscal inferior, reduce el peso de la 
imposición sobre la renta a cambio de un incremento en las cotizaciones 
sociales, se acentúa el paso desde la imposición indirecta específica a 
fórmulas de imposición indirecta general sobre el valor añadido y mantiene 
                                                                                                                
C.; DEL RÍO OTERO, CORAL: “Reforma fiscal, estilos tributarios y convergencia en los países 
de la OCDE. 1970-1994”. Hacienda pública Española,  nº 144. 1998.  pp. 29-46. 
70 GAGO RODRÍGUEZ, ALBERTO; ÁLVAREZ VILLAMARÍA, XOSÉ C.; DEL RÍO OTERO, CORAL:  
“Reforma fiscal, estilos tributarios  …”.  op. cit.,  pp. 29-46. 
CAPÍTULO 1: PRINCIPIOS IMPOSITIVOS DE JUSTICIA Y EFICIENCIA: MARCO 




la importancia de la imposición sobre la propiedad y la indirecta general 
distinta al IVA. El modelo alternativo general se diferencia por una menor 
participación de la imposición sobre renta y propiedad, mayor presencia de 
las cotizaciones sociales e imposición indirecta específica y general sobre el 
valor añadido. 
En el mismo sentido de las conclusiones alcanzadas por GAGO, ÁLVAREZ y 
DEL RÍO (1998), F. CASTELLANO REAL71 (2001) en un estudio comparado 
del sistema fiscal español, menciona la existencia de dos modelos 
impositivos fundamentales: el modelo fiscal europeo y el modelo fiscal 
estadounidense. La diferencia fundamental entre ambos estilos tributarios 
es el peso relativo que ocupa el gravamen sobre la actividad productiva 
(Impuesto sobre Sociedades, IVA, impuestos específicos y cotizaciones 
empresariales), siendo éste mucho mayor en el modelo europeo. Esta 
afirmación apoya las conclusiones anteriores en el sentido de identificar al 
modelo norteamericano (no coincidente en su totalidad con el anglosajón 
anterior pero sí representativo del mismo) con una presión fiscal más 
reducida72 y un peso relativo mayor de la imposición personal directa, y una 
similar y moderada participación de los impuestos sobre la propiedad, 
general sobre las ventas (fórmulas distintas al IVA) y sobre los consumos 
específicos. En el modelo europeo la importancia de la imposición personal 
sobre la renta es similar a la del impuesto general sobre las ventas (IVA) 
quedando en un segundo plano y con parecida entidad la recaudación 
procedente de la renta societaria, la patrimonial y la de consumos 
específicos. 
La existencia de este proceso de homogeneización en los sistemas fiscales 
modernos no parece ser independiente del fenómeno globalizador 
someramente descrito.  
                                      
71 CASTELLANO REAL, FRANCISCO: “El sistema impositivo español: estructura y situación 
comparada”, Papeles de Economía Española nº 87, 2001, pp. 91-102. 
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Respecto de esta cuestión GAGO, ÁLVAREZ y DEL RÍO73 reconocen la 
intervención simultánea en el proceso de estrategias cooperativas 
(básicamente respecto de la armonización europea de la imposición 
indirecta con el IVA) y competitivas (en relación fundamental con reformas 
fiscales contractivas de la imposición directa a mediados de los 80,-EE. UU., 
Inglaterra y Canadá-, y con los niveles de presión fiscal)74. Ambos tipos de 
estrategias son consecuencia natural del proceso de integración entre 
economías, culturas y Estados en general que caracteriza este proceso de 
globalización.  
Respecto de la proliferación de políticas fiscales competitivas a nivel 
internacional, resulta relevante mencionar fenómenos de distinto signo. Se 
trata en general de estrategias que utilizan los impuestos (o la ausencia de 
estos) para captar bases imponibles de países terceros o fomentar la 
actividad económica interna,  atrayendo empresas, rentas o capitales. Así, a 
la existencia de tradicionales paraísos fiscales se ha unido el fenómeno de la 
denominada por la OCDE, competencia fiscal perniciosa. Esta estrategia 
puede identificarse con el uso combinado de una serie de factores dirigidos 
a atraer bases imponibles de otros países de forma desleal: nichos fiscales 
liberatorios, secreto bancario, trabas a los intercambios administrativos de 
información, laxitud en la aplicación de políticas anti-fraude… Algunas de las 
iniciativas actuales frente a este tipo de competencia internacional se 
proponen desde la OCDE y la Unión Europea (ECOFIN) y consisten en la 
implantación de mecanismos de coordinación entre Estados tales como el 
intercambio de información efectivo y la aplicación de una retención en la 
                                                                                                                
72 Durante la década de los 90 EE.UU ha mantenido unos impuestos que en media están 13 
puntos porcentuales por debajo del conjunto de la Unión Europea, es decir, una presión fiscal 
inferior en un 45 por 100. 
73 GAGO RODRÍGUEZ, ALBERTO; ÁLVAREZ VILLAMARÍA, XOSÉ C.; DEL RÍO OTERO, CORAL: 
“Reforma fiscal, estilos tributarios y  …”. op. cit.,  p. 45. 
74 Sobre esta cuestión en Europa, ver GARCÍA-MILÁ, T. (Ed), “Armonización y competencia 
fiscal en Europa: situación actual, perspectivas e implicaciones para España”, Nuevas 
fronteras de la política económica, Centre de Recerca en Economía Internacional, Barcelona, 
2000; CALLE SAINZ, RICARDO: “Balance y perspectivas de la armonización fiscal en la Unión 
Europea”. Hacienda pública Española. Monografías 1997. pp. 125-148. 
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fuente sobre las rentas de capital75. También se ha llegado a proponer la 
creación de un organismo de carácter internacional con mayor o menor 
capacidad decisoria que pueda desempeñar labores de coordinación fiscal76. 
 Efectos de la globalización en los principios impositivos: 
tendencias de reforma fiscal 
La pérdida de nitidez en los elementos diferenciadores de los estilos 
tributarios antes señalada aumenta el interés por analizar si los principios 
de la imposición reflejan este movimiento de convergencia y en qué 
dirección77. 
Los procesos de reforma fiscal que empiezan a acusar el cambio de 
paradigma y los efectos de la globalización en su aspecto más económico, 
tienen su origen a mediados de la década de los 80. Mientras que las 
reformas fiscales implantadas en esta década puede decirse que estuvieron 
motivadas por consideraciones de orden interno, la década de los 90 dio 
entrada a cuestiones fiscales de carácter internacional que dieron respuesta 
a las crecientes relaciones económicas transfronterizas. 
                                      
75 Un estudio detallado de la actual tendencia a la coordinación impositiva internacional puede 
verse en CAAMAÑO ANIDO, M.A. Y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Globalización económica y 
poder tributario: ¿hacia un nuevo Derecho Tributario?”. Revista española de Derecho 
Financiero nº 114. 2002. pp. 266-285. 
76 Pueden verse entre otras la propuesta de VITO TANZI, “Is there a need for a Word Tax 
Organization?”, Razin, Assaf, y Sadka Efraim (Eds.). The economics of globalization. Policy 
perspectives frompublic economics, Cambridge University Press, New York, 1999, así como la 
del CIAT, "El impacto de  …". op. cit., pp. 9 y ss. 
77 Sobre las tendencias internacionales de reforma puestas en práctica en las dos últimas 
décadas del siglo XX e inicios del siglo XXI puede verse: CORONA, JUAN F.: “Transformación 
y modernización de los sistemas fiscales en los últimos 25 años”. Revista del Instituto de 
Estudios Económicos, 2004 (2 y 3), pp. 233-248; GAGO, ALBERTO y PICOS, FIDEL: 
“Tendencias en las reformas fiscales ante la globalización”. CASTELLS, A. y DURÁN, J.Mª. 
(Coord): Las nuevas fronteras del sector público ante la globalización.  editorial Marcial Pons.  
Madrid.  2004. pp. 23-47; ÁLVAREZ, XOSÉ C.; ALONSO, JAIME; GAGO, ALBERTO; 
GONZÁLEZ, XOSÉ M.: “Tendencias recientes de la fiscalidad internacional”. Papeles de 
Economía Española nº 87. 2001. pp. 10-32;  GAGO RODRÍGUEZ, ALBERTO: “La fiscalidad del 
siglo XXI”. op. cit.,  pp. 71-88;  OWENS, JEFREY: “Nuevos temas en materia de reforma 
fiscal. El punto de vista de una administrador internacional”. Hacienda pública Española,  nº 
143. 1997.  pp. 71-106; GAGO RODRÍGUEZ, A. y ÁLVAREZ VILLAMARÍA, J.C.: “Hechos y 
tendencias de la reforma fiscal en los países de la OCDE (1980-1990). Hacienda pública 
Española nº134. 1995. pp. 73-91; GARDE ROCA, J. ANTONIO: “Nuevos condicionantes de los 
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El contexto del que se parte viene caracterizado por un intenso debate en 
torno al diseño vertical de la imposición sobre la renta personal, elevados 
tipos marginales, complejidad normativa, abundancia de tratamientos 
fiscales preferenciales, ocultación de bases imponibles, presión fiscal 
ascendente, etc. Según los estudios más solventes sobre este proceso de 
convergencia fiscal, las reformas han estado en buena parte impulsadas por 
un cambio en las percepciones de los votantes respecto del IRPF. Este 
impuesto ha llegado a considerarse como uno de los menos equitativos del 
sistema fiscal a causa de los efectos de la evasión, la inflación y los 
tratamientos especiales de rentas y colectivos específicos78.  
La valoración negativa por parte de los contribuyentes de los sistemas 
fiscales de los que parten las reformas, responde a la creencia del escaso 
éxito alcanzado en la consecución de los objetivos sociales y económicos 
para los que se proyectaron. En particular el juicio social sobre la escasa 
operatividad de los elevados tipos marginales se fundamenta en las 
diferencias de tipo medio entre personas con capacidad económica similar y 
la proporcionalidad recaudatoria comprobada en impuestos supuestamente 
progresivos. A ello se une el escepticismo social respecto de los efectos 
positivos de los incentivos fiscales y la evidencia sobre sus costes y sus 
efectos colaterales en términos de estrechamiento de bases imponibles. Por 
último, también es destacable una mayor toma de conciencia acerca de las 
distorsiones provocadas por la existencia de elevados tipos marginales y la 
confirmación por numerosos estudios de la existencia de un exceso de 
gravamen incluso superior al que venía prediciendo la Teoría Económica79.  
                                                                                                                
sistemas fiscales contemporáneos”.  Hacienda pública Española.  Monográfico 1994 (2), pp. 
315-329. 
78 CNOSSEN, S. y BIRD, R. (eds.): “Introduction and summary”, The personal income tax: 
Phoenix from the ashes, North-Holland, Amsterdam, 1990, pp. 1-16, y MESSERE, K.: Tax 
policy in OECD countries. Choices and conflicts, IBFD Publications, Amsterdam, 1993, citados 
por GONZÁLEZ PÁRAMO, JOSÉ M.:”La reforma del IRPF: condicionantes políticos y 
económicos”. Revista del Instituto de Estudios Económicos nº 2-3.  Madrid. 1998. pp. 15-35. 
79 CORONA, JUAN F.: “Transformación y modernización …”. op. cit.,  pp. 234-235. 
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Es decir, los modelos tributarios objeto de revisión son herederos de un 
pasado en el que el principio de equidad se ha ido abriendo paso como 
consecuencia de distintos factores: el paulatino abandono del principio del 
beneficio como criterio general de reparto impositivo, la aceptación del 
decrecimiento de la utilidad marginal de la renta y con ello del principio de 
progresividad y del avance de las ideologías igualitarias80. 
Aunque de distinta naturaleza, varios fueron los factores que fomentaron 
los movimientos de reforma81: la apertura de las economías hacia el 
exterior, las crisis económicas de finales de los 70, los avances del 
pensamiento económico y el desarrollo de análisis teórico-empíricos, la 
extensión de la teoría de mercado y la optimalidad paretiana a la asignación 
de los bienes públicos… etcétera. La confirmación sobre el elevado coste 
derivado de las distorsiones fiscales producidas en las decisiones de trabajo, 
inversión, ahorro y consumo de los individuos condujo asimismo a 
considerar argumentos de eficiencia en el diseño de futuras reformas 
fiscales82. 
Las estrategias de reforma fiscal habidas en los países desarrollados entre 
1985 y 2000 mostraron de forma clara un cambio en el equilibrio existente 
en materia de principios de la imposición. Este cambio se encuentra 
motivado a su vez por la distinta manera de entender y conciliar los 
objetivos que tradicionalmente se le habían atribuido a la política 
económica, al servicio de la cual se encuentra el sistema fiscal en lugar 
preferente. “Una desilusión generalizada con respecto a los resultados de la 
                                      
80 LAGARES CALVO, MANUEL J.: “Reformas pendientes en el sistema fiscal español”. Papeles de 
economía española  nº 87. 2001. pp. 68-89. 
81 Respecto de las experiencias más recientes de reforma fiscal  en la Unión Europea véase 
GAGO ALBERTO Y PICOS, FIDEL: “Experiencias recientes de reforma fiscal en algunos países 
de la Unión Europea”. Cuadernos de Información Económica nº 174. 2003. pp. 51-61; 
MARTÍNEZ SERRANO, ALICIA: “Fiscalidad en la Unión Europea: últimas tendencias en los 
Estados miembros”. Boletín Económico del ICE nº 2717. 2002. pp. 7-14; ZUBIRI ORIA, 
IGNACIO: “Las reformas fiscales en los países de la unión europea: causas y efectos”. 
Hacienda pública Española. Monografía 2001. pp. 13-52. 
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intervención del Estado en la economía ha provocado una pérdida de 
confianza en la eficacia del Sector público y un impulso en las creencias 
acerca de la eficiencia en los mercados”83. Así, aunque la distribución 
equitativa de la renta y riqueza sigue estando presente en la misma, las 
herramientas para su puesta en práctica deben conciliarse con 
consideraciones de eficiencia en la asignación de recursos, estabilidad de 
precios y fomento del crecimiento económico, menos acuciantes en las 
décadas anteriores84. Por otra parte, a estas razones  de carácter 
especialmente económico (búsqueda de eficiencia y competitividad), se le 
unen otras de carácter político: desplazamiento de la mediana de renta, 
amplitud en los Estados de bienestar, sensibilidad de la población ante los 
argumentos económicos, elevados niveles de presión fiscal alcanzados y 
promesas electorales de reducción de impuestos85. 
Pues bien, a continuación se exponen aquellas tendencias de reforma fiscal 
que predominan dentro de las estrategias internacionales de las últimas 
décadas y que manifiestan el cambio de equilibrio entre principios 
impositivos ya apuntado.  
 Principio de eficiencia impositiva 
La especial atención que suscita el principio de eficiencia impositiva se 
traduce en el diseño de un sistema tributario lo más neutral posible desde el 
punto de vista de la asignación de los recursos. Esto implica un conjunto de 
reformas de carácter cuantitativo y en la estructura de composición del 
sistema fiscal que reduzcan en lo posible las distorsiones en las decisiones 
de trabajo, ahorro, inversión, asunción de riesgos y consumo que realiza el 
                                                                                                                
82 La reducción de las distorsiones provocadas por el sistema fiscal y con ello la búsqueda de 
mayor eficiencia en la economía es uno de los motores que según J. OWENS impulsó las 
reformas de las últimas décadas. En “Nuevos temas en materia de  …”. op. cit.,  p. 73. 
83 CORONA, JUAN F.: “Transformación y modernización  …”. op. cit.,  p. 238. 
84 Esta tendencia es reconocida por EMILIO ALBI cuando describe las líneas internacionales de 
reforma fiscal. En su opinión, aunque no se deja de atender el objetivo de la equidad 
impositiva, el hilo conductor de las reformas es el de la neutralidad fiscal, en "La reforma 
fiscal de la democracia". Hacienda pública Española, Monografías. 1996. p. 293. 
85 ZUBIRI ORIA, I. “Las reformas fiscales en  …”. op. cit.,  p. 15. 
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mercado. El objetivo de no interferencia fiscal está en la generación de 
empleo y en el fomento del crecimiento económico a largo plazo. No 
obstante, no existe unanimidad doctrinal en cuanto a la incidencia real del 
sistema impositivo en magnitudes como el ahorro, la inversión o el 
crecimiento económico86. Así, la aplicación del principio de eficiencia 
impositiva se traduce en la adopción de una serie de medidas entre las que 
resultan como más representativas las siguientes: acusado descenso de los 
tipos marginales del impuesto sobre la renta personal y del impuesto sobre 
el beneficio de las sociedades, mayor presencia e intensidad de la 
imposición indirecta especialmente en su modalidad IVA, gravamen 
diferenciado de las rentas del capital, aumento en la imposición 
medioambiental y avance del principio del beneficio frente al de capacidad 
de pago.  
Analizando las reformas operadas en el impuesto sobre la renta de las 
personas físicas en el ámbito de la OCDE durante los últimos veinte años, 
con palabras de R. CALLE, puede observarse que dichas reformas han 
                                      
86 Distintos estudios sobre los efectos negativos de la tributación del capital sobre el nivel de 
inversión y el crecimiento a largo plazo pueden verse citados por  LÓPEZ ZAFRA, JUAN M. e 
IZQUIERDO, GREGORIO en “Reforma fiscal y globalización económica: ¿Están relacionados 
los tipos marginales con la recaudación?, Revista del Instituto de Estudios Económicos. nº 2-
3. 1998. pp. 165-169. Por su parte IGNACIO ZUBIRI aporta una crítica sobre la racionalidad 
económica de algunos de los motivos que han impulsado las reformas fiscales en los países 
de la Unión europea. En este análisis concluye lo siguiente: a) que existe un efecto muy 
reducido del IRPF sobre la oferta o la demanda de empleo debido a que se trata de un coste 
asumido por el empleado en su mayoría y que la oferta de trabajo es inelástica, b) que el 
nivel de las cotizaciones sociales no está claro que afecte tampoco al empleo y que utilizarlas 
con esa finalidad no sería una política laboral correcta, c) que la relación entre los impuestos 
y el nivel de empleo, producción y crecimiento de un país es bastante dudoso porque 
aquellos dependen sobre todo de la situación del mercado y de las expectativas más que de 
variables fiscales, d) que la competencia fiscal internacional tiene unos efectos más limitados 
de lo que parece sobre el capital, es decir,  que puede afectar al capital financiero, y en 
particular a las inversiones procedentes del exterior, y no tanto tener efectos sobre la 
tributación del capital financiero de los residentes (siempre habrá inversiones  exteriores 
fiscalmente más atractivas) ni sobre las inversiones directas extranjeras, en las que los 
impuestos juegan un papel secundario, e) que los argumentos en los que se apoyan las 
reformas fiscales verdes están llenos de problemas conceptuales y prácticos. Véase “Las 
reformas fiscales en  …”. op. cit., pp. 13-52. Asimismo SLEMROD, J.B. también recoge 
distintas opiniones doctrinales acerca del efecto de los impuestos sobre las decisiones de 
consumidores, trabajadores y empresarios, en Tax progressivity and income inequality, 
Cambridge University Press, Cambridge, USA, 1994, citado por LAGARES CALVO, MANUEL J.: 
“Una reforma a fondo del sistema fiscal español”. Papeles de economía española nº 69. 
1996.  pp. 120. 
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estado influidas “por el debate permanente sobre los efectos económicos 
perversos de una elevada progresividad, lo que ha provocado que, junto a 
una ampliación de la base imponible de este gravamen, se haya aplicado en 
los países una política de reducción de los tipos marginales de la tarifa del 
impuesto”87. La evolución de los tipos marginales máximos del IRPF entre 
1975 y 200788 es más que significativa. En 1975 seguía habiendo países con 
tipos iguales o superiores al 70 %. Dos países, Suecia y Reino Unido, 
seguían teniendo tipos superiores al 80 %. En 2007 no había ninguno con 
un marginal superior al 60 % y solo siete países de la OCDE tenían tipos 
iguales o superiores al 50 %. En este periodo también se ha producido la 
convergencia en los tipos máximos, que, sin considerar los países de la 
Europa del Este, oscilan entre el 40 y el 50 %.   
El gravamen de las rentas del capital en la imposición sobre la renta ha sido 
uno de los retos más importantes con los que se han enfrentado los 
distintos modelos de reforma fiscal89. A las razones de eficiencia económica 
en la imposición se unen motivos de orden internacional habida cuenta la 
facilidad de movimiento de las inversiones. A estas consideraciones 
responden los modelos de tributación de la renta personal de carácter 
celular frente a los de carácter sintético que predominaron en las décadas 
anteriores. Estos modelos permiten un tratamiento diferenciado de las 
rentas en función de su origen y según consideraciones de movilidad, 
competencia internacional o eficiencia económica. El sistema dual de 
reforma del IRPF responde a este esquema. Los modelos impositivos más 
próximos al sistema dual90 son los vigentes en Suecia (1991), en Noruega 
                                      
87 CALLE SAINZ, RICARDO: “La reforma del IRPF desde un punto de vista comparado”. Revista 
del Instituto de Estudios Económicos nº 2-3. 1998. p. 110-111. 
88 TANZI, VITO: “Sistemas fiscales en la OCDE: evolución reciente, competencia y 
convergencia”. Papeles de Economía Española, nº 125-126. 2010. pp. 7-8. 
89 ALVAREZ GARCÍA, SANTIAGO; FERNÁNDEZ DE SOTO BLASS, M. LUISA; GONZÁLEZ 
GONZÁLEZ, ANA ISABEL; “La fiscalidad del ahorro en la Unión Europea, ¿armonización o 
competencia?”.  Crónica Tributaria nº 109. 2003. pp.9-36. 
90 Un análisis más detallado del modelo implantado en cada país, su evolución, y contexto, 
puede verse en CORDÓN EZQUERRO, TEODORO: "La tributación de las rentas de capital en 
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(1992), y Finlandia (1993) aunque fue Dinamarca el primero en aplicarlo 
(1987, modificándolo posteriormente y abandonándolo en 1994), con 
separación de rentas gravadas en dos grupos, rentas laborales (trabajo, 
pensiones y renta salarial autónomos) y rentas del capital (beneficios, 
intereses y ganancias patrimoniales), tratamiento fiscal diferenciado, tipo 
fijo para las del capital y variable o proporcional para las laborales, e 
igualación de tipos para rentas del capital, mínimo de las laborales y del 
Impuesto sobre Sociedades. El objetivo del modelo no es solo la búsqueda 
de diferenciación en la fiscalidad entre las rentas salariales y las derivadas 
del ahorro, sino la uniformidad en el gravamen de estas últimas. Su lógica 
se explica nuevamente en motivos de eficiencia, pues el tratamiento 
diferenciado de distintos vehículos de ahorro (pensiones, vivienda, valores, 
depósitos…) determina que las decisiones de los agentes no se muevan 
estrictamente por motivos de rentabilidad financiera y riesgo de inversión. 
En realidad el modelo dual de imposición directa personal representa solo 
una tendencia de reforma, pues las variantes admitidas por este modelo 
son tantas como las necesidades recaudatorias y el consenso político 
alcanzable permitan en cada Estado91.   
Este modelo de gravamen para las rentas del capital revela una tendencia 
hacia la mayor imposición de los factores de reducida movilidad como el 
trabajo, las pensiones o las rentas de actividades económicas y 
profesionales92. No obstante, cuestionando la forma de definir los tipos 
                                                                                                                
el IRPF: gravamen dual o único". Documentos, nº 30/05, Instituto de Estudios Fiscales, 
2005. pp.9-11. 
91 Un problema añadido al tratamiento diferenciado de los productos financieros de ahorro es la 
creciente dificultad por encajar en las categorías fiscales existentes los instrumentos 
financieros innovadores cada vez más presentes en el mercado: derivados,- futuros, 
opciones, swaps, forwards-, instrumentos híbridos entre acciones y deuda o aquellos que 
implican la transferencia de la propiedades de activos pero permiten la retención de algunos 
de los derechos directamente vinculados a la propiedad. 
92 Según el análisis realizado por SORENSEN (2000), el tipo impositivo efectivo soportado por 
las rentas salariales se ha incrementado en torno a 3 puntos porcentuales desde 1980, 
mientras que el correspondiente a las rentas del capital se ha mantenido constante. Citado 
por ÁLVAREZ, XOSÉ C.; ALONSO, JAIME.; GAGO, ALBERTO Y GONZÁLEZ, XOSÉ M. en 
“Tendencias recientes  …”. op. cit.,  p. 24. Sobre esta cuestión véase también MARTÍNEZ 
SERRANO, A.: “La fiscalidad del factor trabajo en la Unión Europea: situación actual y 
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efectivos de gravamen sobre el capital las conclusiones pueden variar de 
forma importante. Es decir, si se establece la tributación efectiva sobre el 
capital como el resultado de dividir los impuestos que recaen sobre este 
(parte del IRPF sobre el capital, Impuesto sobre Sociedades e impuestos 
sobre la propiedad) entre el excedente bruto de explotación, el tipo efectivo 
será mucho menor que si en lugar del excedente bruto de explotación se 
tuviera en cuenta el gasto de amortización y se tomara el rendimiento neto. 
I. ZUBIRI afirma en este sentido que esta distinta forma de medir la 
tributación efectiva del capital elevaría los tipos en 20 puntos 
porcentuales93. En la misma dirección apuntan algunos estudios sobre la 
equidad horizontal del impuesto dual al señalar que el gravamen efectivo 
que soportan las rentas de capital es mayor que el nominal. Es decir, 
pueden existir al menos cuatro razones que provoquen un mayor gravamen 
real de las rentas de capital respecto a las salariales bajo un impuesto 
sintético: el efecto de la inflación, la existencia de un impuesto sobre el 
patrimonio complementario al de la renta, la vinculación recaudatoria del 
IRPF a la previsión social pública (como en el caso de Noruega y Holanda) y 
la discriminación impositiva que se produce en un marco de ciclo vital 
respecto de los individuos ahorradores94.  
En todo caso la tendencia hacia la reestructuración de los ingresos en 
detrimento de factores productivos menos móviles es coherente con las 
conclusiones alcanzadas en materia de imposición óptima en un entorno de 
integración internacional de mercados95. Es decir, el exceso de gravamen 
                                                                                                                
perspectivas para los próximos años”. Noticias de la Unión Europea nº 201. Valencia. 2001. 
pp.49-57. 
93 ZUBIRI ORIA, I. “Las reformas fiscales en  …”. op. cit.,  p. 18. 
94 Mayor detalle, críticas y posibles soluciones sobre la cuestión en PICOS, FIDEL y GAGO, 
ALBERTO: “El impuesto dual: argumentos teóricos e implicaciones de política fiscal”. 
Hacienda pública Española nº 171. 2004. pp. 103-130. 
95 JUAN M. LÓPEZ ZAFRA y GREGORIO IZQUIERDO mencionan tres motivos por los que puede 
explicarse la supervivencia del gravamen sobre el capital en economías abiertas: el 
fenómeno de la traslación impositiva desde el capital hacia factores menos móviles, la 
aceptación del impuesto por la vía del principio del beneficio por parte de algunos inversores 
y la relativa inmovilidad que todavía afecta a una parte del capital. En “Reforma fiscal y 
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aumenta cuando lo hace la elasticidad en la oferta de los factores y esta 
elasticidad depende positivamente del grado de movilidad regional de los 
mismos. Por ello, la imposición que recae sobre factores menos móviles 
como el trabajo genera un menor exceso de gravamen al distorsionar en 
menor medida la conducta de los agentes. No obstante, la progresiva 
disminución del rendimiento neto del factor trabajo conlleva efectos 
negativos en términos de crecimiento económico al reducir el número de 
horas ofertadas y el incentivo a la acumulación de capital humano96. En 
términos de equidad, el traslado de la imposición hacia los salarios, habida 
cuenta su mayor presencia relativa en los tramos inferiores de renta, afecta 
negativamente a la distribución del gravamen conforme a la capacidad 
económica y dificulta los objetivos de redistribución vía impuestos97. Esta 
preocupación por el creciente gravamen que vienen soportando las rentas 
salariales se ha traducido en la búsqueda de nuevas fórmulas que atenúan 
su fiscalidad en el marco de reformas fiscales más amplias como la reforma 
fiscal verde. 
En las reformas del Impuesto sobre Sociedades a los motivos de eficiencia 
se han unido fuertes presiones derivadas de estrategias de competencia 
                                                                                                                
globalización económica:¿Están relacionados los tipos marginales con la recaudación?, 
Revista del Instituto de Estudios Económicos nº 2-3, 1998, pp. 163-173. 
96 EDWARD PRESCOTT, Premio Nobel de Economía en 2004 junto al noruego FINN E. KYDLAND, 
además de sus contribuciones a la teoría de los ciclos económicos, ha desarrollado otra línea 
de análisis relativa a los efectos de la imposición sobre la oferta de trabajo. En su opinión, la 
menor intensidad en la utilización del factor trabajo en Europa respecto de Estados Unidos 
(menor tasa de empleo y menos horas diarias de trabajo), puede contribuir a explicar el 
diferencial de renta per cápita entre la Unión Europea y EE. UU teniendo en cuenta sus 
parecidos niveles de productividad. Esta menor tasa de empleo puede explicarse por el 
entorno fiscal desfavorable y desincentivador más que a una preferencia mayor por el ocio 
en los europeos. Los grupos de trabajadores más afectados serían los menos cualificados y 
los mayores de 55 años, en los que existen grandes diferencias de ocupación entre ambas 
economías. De Guindos, Luis.”Impuestos y mercado laboral”. Diario “Expansión”. Madrid. 20-
10-2004. En la misma dirección se sitúan las recomendaciones de política económica de la 
Comisión europea. 
97 Una revisión de los argumentos favorables al sistema dual así como de los estudios empíricos 
relativos a sus efectos puede verse en PICOS, FIDEL Y GAGO: “El impuesto dual …”. op. cit. 
pp. 103-130. 
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fiscal internacional98 así como la dificultad de determinar la base imponible 
de empresas o grupos con procesos de gestión, producción y 
comercialización internacionalizados. Así,  la reducción de la media de tipos 
en la OCDE fue de 14 puntos porcentuales, desde un 45 % en 1980, un 33 
% en 1999 y un 31 % en 200499. Estas reducciones responden al objetivo 
de atraer empresas extranjeras y aumentar la competitividad de las 
nacionales. A las reducciones en los tipos impositivos generales100 se han 
unido la introducción de regímenes favorables de tributación para los grupos 
de sociedades (régimen de holdings), medidas para evitar la doble 
imposición internacional (exención de dividendos de fuente extranjera) y la 
competencia fiscal (régimen de transparencia fiscal internacional)101. No 
obstante, algunos de los problemas de eficiencia de este impuesto 
continúan sin encontrar respuesta, cuestiones tales como el sistema de 
relación con el IRPF o la asimetría en el tratamiento de las distintas fuentes 
de financiación (solo Bélgica ha establecido un sistema de imputación de 
coste por utilización de recursos propios). 
El cambio en las estructuras impositivas (tax mix) que conllevan las 
reformas fiscales a favor de una mayor presencia de la imposición indirecta 
                                      
98 El tipo general en España vigente en 2005 era del 35 por 100, el más alto de todos los países 
de la Unión ampliada junto con Grecia y Malta. El tipo medio general después de la 
ampliación se encuentra situado en el 26 por 100. Son destacables los casos de Chipre e 
Irlanda con un tipo general del 10 y de 12,5 por 100, siguiendo también una política similar 
Estados como Alemania, Italia, Portugal, Francia y Holanda. 
99 GAGO, A., PICOS Y FIDEL.: “Opciones de reforma para el sistema fiscal español”. 
Economistas nº 104 (extra). 2005.  p. 188. 
100 La comparación entre países en materia del Impuesto sobre Sociedades debe centrarse más 
que en los tipos generales en los efectivos. La existencia de tributación societaria a distintos 
niveles territoriales, recargos sobre algunos componentes del impuesto y beneficios fiscales, 
puede separar considerablemente ambos tipos impositivos. Así, en el caso de España, el tipo 
efectivo de tributación para las empresas que facturaron más de mil millones de euros fue 
del 26,41 por 100 en el ejercicio 2001, mientras que en el caso de las Pymes, con 
facturación inferior a 8 millones de euros, el tipo efectivo ascendió a 30,23 por 100 a pesar 
de contar con un tipo inferior para los primeros 120.000 euros de beneficios y ventajas 
fiscales sólo a ellas aplicables. CANDELA, RUBÉN: Diario “Expansión”, 29 de septiembre de 
2005. 
101 Cuestión pendiente en materia de eficiencia impositiva puede considerarse el distinto 
tratamiento fiscal establecido en función de la forma de financiación elegida para las 
inversiones empresariales. Sobre la cuestión ver OWENS, JEFREY: “Nuevos temas en  …”.  
op. cit., pp. 86-87. 
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se encuentra justificada por diversos motivos. La imposición sobre el 
consumo puede aumentar el incentivo al ahorro y a la oferta de trabajo, 
aunque esta segunda cuestión es más discutible. Por otro lado se trata de 
impuestos de una gran eficacia recaudatoria y posiblemente más baratos de 
recaudar debido al  decreciente coste en las tecnologías de la información y 
al carácter fácilmente observable de las transacciones afectadas102. El 
incremento de su peso relativo dentro de los ingresos tributarios ha sido 
destacable hasta los años 80 así como la extensión de las fórmulas IVA. El 
uso de las fórmulas IVA se ha generalizado como alternativa a los 
monofásicos sobre ventas o plurifásicos en cascada. Después de su 
implantación en Australia en el año 2000, Estados Unidos es el único país de 
la OCDE que no cuenta con esta modalidad como eje de la imposición 
indirecta. No obstante, la utilización de fórmulas IVA o similares se 
encuentra también en la actualidad con retos que afectan a su eficiencia y a 
su equidad103: la existencia de costes administrativos y de gestión 
importantes, la pregunta por la conveniencia de gravar el consumo de 
forma objetiva e impersonal, la existencia de preocupantes bolsas de 
fraude, el efecto negativo provocado por la existencia de regímenes 
especiales….muchos de ellos derivados del marco de crecimiento y 
globalización económica y tecnológica. De hecho, un estudio reciente104 
sobre la evolución del ratio medio de impuestos directos respecto a los 
indirectos para una muestra de ciento dieciséis países, desarrollados y en 
vías de desarrollo, en las últimas tres décadas, revela una tendencia de 
crecimiento en el mismo. La literatura sobre imposición óptima, admitiendo 
la conveniencia de un empleo simultáneo de imposición directa e indirecta, 
deja abierta la cuestión sobre la proporción exacta entre ambos tipos de 
impuestos. Así, aunque una reducción en el ratio imposición directa-
                                      
102 OWENS, JEFREY. “Nuevos temas en  …”. op. cit.,  p. 74. 
103 DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ, JOSÉ M.: “Una visión panorámica  …”. op. cit.,  p. 25.  
104 MARTÍNEZ-VÁZQUEZ, VULOVIC, V. Y LIU, Y.: “Imposición directa, versus imposición 
indirecta: tendencias, teoría e importancia económica”. Papeles de economía española, nºs 
125-126. 2010.pp. 77-111. 
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indirecta podría aportar ventajas en términos de crecimiento económico y 
competitividad, también reduciría la posibilidad de recurrir a los 
estabilizadores automáticos y el alcance de las políticas redistributivas de la 
renta. 
Como ya se apuntó más arriba, la creciente importancia de la imposición 
indirecta medioambiental, especialmente desde la década de los 90, es una 
cuestión ampliamente reconocida y analizada por la doctrina hacendística 
actual105. Su peso relativo dentro de los distintos procesos de reforma es 
muy variable (la media de la OCDE a finales de los 90 está en un 6,7 % de 
los ingresos totales), predominando en el ámbito de la OCDE un enfoque 
todavía restringido en el que los impuestos medioambientales ocupan un 
lugar secundario y no un papel decisivo en la estrategia de reforma (como 
sí es el caso de Suecia, Noruega, Dinamarca y Holanda con el denominado 
modelo Green Tax Reform). 
La elección de impuestos medioambientales (sobre la energía, el transporte, 
los residuos y las emisiones, principalmente) no solo obedece a su 
consideración desde la eficiencia económica como tributos “de doble 
dividendo” (por su doble efecto positivo: reducción del exceso de gravamen 
y corrección de fallos de mercado-externalidades)106,  sino que representan 
un mecanismo eficaz de compensación recaudatoria en la aplicación de 
                                      
105 Trabajos representativos sobre la materia en castellano: MARCILLA, ALBERTO y COLLADO, 
MÍRIAM.: “Tributación medioambiental”, Estudios Financieros, Revista de Contabilidad y 
Tributación, nº 206. 2000. pp. 119-184; GAGO, ALBERTO; LAVANDERÍA, XAVIER; 
RODRÍGUEZ, MIGUEL: “Experiencias, efectos y pautas de diseño de reformas fiscales verdes: 
una puesta al día”, Hacienda pública Española. Monografía 2001. pp. 323-342; PANIAGUA 
SOTO, F. J.: “La fiscalidad como instrumento económico para la protección del medio 
ambiente”. Papeles de Economía Española nº 87, 2001; Subdirección General de Estudios del 
Sector Exterior ,“La reforma fiscal verde: objetivos, logros y aplicación”, Boletín Económico 
de ICE nº 2717, 2002; CORNEJO PÉREZ, ALBERTO: ”La nueva directiva sobre fiscalidad de 
los productos energéticos”. Crónica Tributaria nº 111. 2004. pp. 99-129. 
106 El exceso de gravamen se define como el exceso de carga que se produce por encima de la 
recaudación debido al cambio en las conductas económicas de los agentes que provoca el 
impuesto (efecto sustitución). Respecto del efecto en la corrección de externalidades y en la 
mejora del medio ambiente, existen importantes dificultades de valoración aunque una 
reciente revisión de los estudios empíricos al respecto parece arrojar resultados positivos. 
Véase RODRÍGUEZ MÉNDEZ, MIGUEL E.: Reforma fiscal verde y doble dividendo: una 
revisión de la evidencia empírica. IEF. Madrid, 2002. 
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otras medidas de reforma amparadas por el mismo principio de eficiencia 
(reducción de tipos marginales o de cotizaciones sociales) o por el de 
equidad (moderación en la imposición salarial). Estas razones pueden 
explicar que se haya criticado en los tributos ecológicos una preponderancia 
del objetivo recaudatorio frente a la preocupación medioambiental.  
El objetivo fundamental de estos impuestos es la reducción de las emisiones 
de gases efecto invernadero y de la producción de otros materiales 
contaminantes y residuos sólidos. Su incidencia ambiental no es en general 
objeto de valoración monetaria en los modelos económicos que miden los 
efectos de las reformas fiscales verdes. No obstante, en algunos análisis de 
efectividad realizados respecto de Dinamarca, Suecia y Reino Unido, los 
resultados arrojan conclusiones positivas con carácter general107.  
En el ámbito macroeconómico la implantación de tributos medioambientales 
puede conllevar efectos negativos en materia de crecimiento económico por 
la vía de la competitividad y el empleo, por lo que su adopción generalizada 
viene acompañada de ciertas cautelas. No obstante, algunos ejercicios de 
simulación recientes acerca de los efectos de una determinada reforma 
fiscal verde sobre el empleo han arrojado resultados netos positivos cuando 
simultáneamente se produce una reducción en el IRPF y/o en las 
cotizaciones sociales. Los resultados son menos claros en el caso de los 
efectos sobre el crecimiento económico, destacando en general una 
incidencia limitada de este tipo de reformas sobre el mismo, y en 
magnitudes netas, un ligero predominio de los resultados positivos. El 
balance favorable anterior debería ser mayor si en la medición de los 
efectos se hubieran podido incorporar los beneficios alcanzados en materia 
de medio ambiente. En todo caso, la incidencia sectorial negativa de la 
imposición en términos de competitividad debe ser objeto de valoración en 
                                      
107 El economista ROBERT SAMUELSON lleva tiempo defendiendo que un considerable 
incremento de la imposición sobre el petróleo fomentaría la búsqueda de alternativas más 
eficientes en el mercado del combustible y un consumo más responsable. Diario “El mundo”, 
3 de octubre de 2005. 
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el largo plazo y debe considerar asimismo las ganancias de competitividad 
que pueden producirse en otros sectores108, ya existentes o por nuevas 
oportunidades de negocio. 
En relación al principio de equidad vertical, al traducirse en un incremento 
vía precios de bienes de primera necesidad (agua, electricidad, gasóleo…), 
las reformas fiscales ecológicas pueden requerir de la presencia de medidas 
compensatorias por su carácter regresivo (elementos del impuesto que 
ponderen la capacidad económica, mínimos exentos, compensaciones 
directas e indirecta a los afectados con transferencias de renta o en otros 
impuestos, subvención de alternativas limpias…etc). No obstante, los 
efectos negativos de los tributos medioambientales sobre el principio de 
equidad variarán en gran medida en función del tipo de impuesto del que se 
trate. En relación al gravamen de la energía por ejemplo, el peso relativo de 
su consumo por parte de las familias puede provocar distintos resultados en 
términos de equidad. Atendiendo a esta circunstancia se ha estimado en el 
caso de España e Italia cierta progresividad en la imposición, moderada 
regresividad en los casos de Bélgica, Francia, Holanda y Portugal y mayor 
regresividad en Dinamarca, Irlanda y Reino Unido109 . 
La implantación de una reforma fiscal verde bajo un enfoque generalizado 
requiere la integración de la misma en la política medioambiental, la 
adaptación de la imposición indirecta ya existente a las directrices de la 
reforma (hidrocarburos, electricidad, agua, transporte, residuos), la revisión 
de elementos distorsionadores presentes en la imposición directa 
(incentivos fiscales por gasto o inversión no siempre respetuosos del medio 
ambiente), la introducción de nuevos impuestos y la utilización de otros 
                                      
108 GAGO, ALBERTO; LAVANDERÍA, XAVIER; RODRÍGUEZ, MIGUEL: “Experiencias, efectos y 
pautas  …”. op. cit.,  p. 231 y OWENS, JEFREY: “Nuevos temas en  …”. op. cit.,  p. 98. 
109 SMITH (1993) y PROOPS (1998), citados por  GAGO, ALBERTO; LAVANDERÍA, XAVIER; 
RODRÍGUEZ, MIGUEL en “Experiencias, efectos y pautas  …”. op. cit., p. 232. 
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instrumentos fiscales complementarios110 (incentivos fiscales, subvenciones, 
sistemas de permisos de contaminación negociables…etc.) 
Por último se puede mencionar también como manifestación del principio de 
eficiencia impositiva la adopción del principio del beneficio como criterio 
complementario de reparto de la carga fiscal. Al determinarse el gravamen 
de cada ciudadano en función de los servicios o utilidades públicas que éste 
obtenga se reproduce un mecanismo similar al que desempeñan los precios 
en el mercado. El objetivo es introducir mecanismos que favorezcan la 
racionalidad en la asignación de bienes y servicios públicos divisibles que de 
ser financiados por la vía impositiva no vendrían acompañados de un coste 
visible en su demanda. Su adopción responde también al objetivo de 
suficiencia recaudatoria en la medida en que las figuras que asumen este 
principio, tasas, contribuciones y precios públicos, reducen la presión que 
soporta el sistema impositivo. Al reflejar  de forma explícita la relación entre 
costes y pagos, fomentan también la racionalidad y el control del gasto 
público, la simplicidad en su aplicación y su aceptación por el contribuyente. 
Las tasas, contribuciones y precios públicos de uso creciente, representan 
instrumentos alternativos de financiación que minoran las presiones 
ejercidas sobre un sistema impositivo que intenta dar cabida a un nuevo 
equilibrio de principios impositivos. Este fenómeno puede también 
conectarse con la proliferación de aquellos impuestos sobre consumos 
específicos cuya justificación descansa en los costes sociales derivados de 
algunos productos (impuestos sobre hidrocarburos, bebidas alcohólicas y 
tabaco). Su afectación a la cobertura de determinados gastos sociales 
permitiría llevar hasta el límite su utilización como medio para internalizar 
efectos externos. De hecho, la utilización cada vez mayor de impuestos 
                                      
110 En España, los Técnicos Financieros del Ministerio de Economía y Hacienda (GESTHA) se han 
pronunciado sobre las previsiones de reforma en materia medioambiental anunciadas por el 
Gobierno para el año 2006. En su opinión debería acompañarse de una revisión estructurada 
y profunda del resto de los tributos para evitar un aumento el fenómeno de la doble 
imposición y un aumento de la presión fiscal. También reconocen que la “tributación 
ecológica” acompañada de una disminución en la presión fiscal que grava la actividad laboral 
podría producir un doble dividendo al favorecer tanto al empleo como al medio ambiente. 
Diario “La Gaceta”, 3 de octubre de 2005. 
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destinados a una finalidad concreta (Impuestos Afectados) reflejan también 
este principio del beneficio en cuanto que se aplican y recaudan con el 
conocimiento de su destino directo por parte del contribuyente (cánones del 
agua, céntimo sanitario, …).  
Uno de los retos más importantes para las reformas fiscales desde la 
segunda mitad de la década de los 90 es maximizar los potenciales de 
eficiencia económica que ofrece Internet con la protección de las bases 
imponibles de las distintas Administraciones tributarias. Algunas de las 
razones que evidencian esta realidad son la multiplicación de transacciones 
transfronterizas que favorece el medio, la desintermediación en los flujos de 
renta, el anonimato y la información codificada en las operaciones, su 
deslocalización física y la integración de operaciones en las multinacionales 
(redes intranet privadas). Además del respeto al principio de eficiencia en el 
sentido de que la fiscalidad de las transacciones por Internet no produzca 
distorsiones económicas, los criterios que son propuestos respecto de la 
misma son los siguientes: principio de equidad, misma tributación de 
operaciones parecidas en circunstancias similares, minimización de costes 
de gestión y de cumplimiento, certeza para el contribuyentes acerca de las 
consecuencias fiscales, reducción de oportunidades para la evasión fiscal, 
flexibilidad de adaptación ante cambios tecnológicos y comerciales y 
participación equitativa de los países implicados en la base imponible de la 
operación efectuada en Internet111. 
Por último cabe citar una asignatura pendiente para las reformas fiscales 
del siglo XXI que en la actualidad está provocando la asignación ineficiente 
                                      
111 OWENS, JEFREY: “Nuevos temas en  …”.  op. cit.,  pp. 99-102. Referencias recientes en 
castellano sobre la fiscalidad del comercio electrónico: GONZÁLEZ CARCERO, JAVIER: “El 
comercio electrónico internacional y la tributación directa: reparto de las potestades 
tributarias”. Crónica Tributaria, nº 106. 2003. pp. 31-48; LARA PÉREZ, AMPARO: “Un apunte 
sobre la fiscalidad del comercio electrónico”. Crónica Tributaria nº 105. 2002. pp. 33-44; 
MARTOS GARCÍA, JUAN J.: “Perspectivas en torno a la tributación indirecta del comercio 
electrónico. Comentario a la ponencia de Scout A. Taylor “Un impuesto ideal sobre el 
consumo del comercio electrónico en una economía global””, Revista de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Granada nº 5, 2002. pp. 777-787; OLIVER CUELLO, R. La 
tributación del comercio electrónico, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999. 
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del capital a nivel internacional y la erosión de las bases imponibles de 
muchos Estados. La creciente apertura de las economías a nivel mundial y 
el progresivo proceso de desregulación y liberalización del sector financiero 
permite a los inversores elegir con mayor facilidad el país con tratamiento 
fiscal más favorable aunque la rentabilidad económica del mismo sea 
inferior. Esta realidad está produciendo distorsiones impositivas e 
importantes descensos en la recaudación tributaria de los Estados debido a 
la competencia fiscal por atraer inversiones. La falta de eficiencia tiene su 
origen en los criterios de asignación impositiva internacional vigentes en 
materia de imposición directa personal y societaria, es decir, aquellos que 
determinan si un Estado somete o no a tributación los intereses, dividendos 
y ganancias patrimoniales obtenidos por sus residentes en el extranjero o 
por extranjeros en su país.  
La neutralidad impositiva respecto de la localización internacional del capital 
puede ser definida desde un punto de vista mundial o desde un punto de 
vista nacional. En el primer caso a su vez, la eficiencia presenta dos 
dimensiones con objetivos, implicaciones e instrumentos distintos para su 
consecución. En primer lugar la neutralidad en la exportación de capitales, 
dirigida a la asignación eficiente de la inversión y que conlleva un impuesto 
igual con independencia de la procedencia de la renta. El instrumento 
adecuado para alcanzarla es la tributación en el país de residencia y la 
exención en origen, o la tributación en ambos territorios con crédito fiscal 
completo en el país de residencia (minoración del impuesto pagado en el 
extranjero respecto del impuesto correspondiente en el país de residencia). 
En segundo lugar estaría la neutralidad a la importación de capital, dirigida 
a la distribución internacional eficiente del ahorro y que supone una igual 
rentabilidad de las inversiones realizadas en el país por residentes y no 
residentes. La forma adecuada para conseguir el objetivo sería 
estableciendo la tributación en origen y la exención en destino, criterio 
contrario del anterior. La neutralidad impositiva desde el punto de vista 
nacional se encuentra dirigida a evitar la salida de capitales e implica un 
impuesto nacional igual, es decir, igualar la rentabilidad marginal bruta de 
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la inversión interior con la rentabilidad marginal de la inversión exterior 
neta de impuestos. El instrumento requerido para ello es la tributación en 
residencia con deducción en la base imponible del impuesto extranjero. La 
neutralidad en la localización internacional del capital desde el punto de 
vista nacional beneficia a los trabajadores nacionales (mayor inversión 
interior, mayor productividad, salarios más altos) y a los poseedores 
extranjeros de capital en el exterior. Desde el punto de vista internacional 
favorece a los inversores nacionales en el exterior y a los trabajadores 
extranjeros112. 
Desde el punto de vista internacional la eficiencia en la localización de 
capitales exige un importante ejercicio de coordinación fiscal entre los 
Estados en cuya dirección no se ha avanzado demasiado113. La 
materialización de medidas en este sentido reduciría también la erosión de 
las bases imponibles que están sufriendo muchos Estados, manteniendo con 
ello la vigencia de principios impositivos tradicionales en unos niveles 
aceptables114. La coordinación fiscal entre los Estados se convierte por tanto  
en un medio para conseguir mayores niveles de eficiencia en la localización 
del capital y para respetar el principio de equidad horizontal individual, 
reconciliando dos principios que con frecuencia aparecen enfrentados115. 
                                      
112 ALVAREZ GARCÍA, SANTIAGO; FERNÁNDEZ DE SOTO BLASS, M. LUISA; GONZÁLEZ 
GONZÁLEZ, ANA ISABEL; “La fiscalidad del ahorro en  …?. op. cit.,  pp.10-22. 
113 Para una mayor profundización puede verse de PAREDES GÓMEZ, RAQUEL. Efectos sobre la 
eficiencia económica de distintos criterios de coordinación impositiva internacional. IEF. 
Madrid, 1999. 
114 CAAMAÑO ANIDO, M.A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Globalización económica  …”.  pp. 
cit., p. 271. 
115 Sobre distintas dimensiones del principio de equidad horizontal en el ámbito internacional,  
individual a nivel internacional, individual a nivel nacional y equidad entre naciones, 
instrumentos para su aplicación y su coincidencia con los criterios de eficiencia en la 
localización internacional de capitales, puede verse ÁLVAREZ GARCÍA, SANTIAGO; 
FERNÁNDEZ DE SOTO BLASS, M. LUISA Y GONZÁLEZ GONZÁLEZ, ANA ISABEL: “La fiscalidad 
del ahorro en  …”. op. cit., pp. 20-22. 
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 Principio de equidad impositiva 
La preocupación por el principio de equidad también ha estado presente en 
las reformas fiscales implantadas en los veinticinco últimos años aunque no 
en el mismo sentido en que se manifestó en las reformas de las décadas 
anteriores. El principio de equidad como expresión del principio de justicia 
en los tributos se constituyó en el principio básico sobre el que se venían 
asentando los impuestos personales sobre la renta y conforme al cual el 
criterio de reparto fundamental de la carga tributaria era la capacidad 
económica. El principio admite en su formulación dos vertientes: la equidad 
horizontal  según la cual los individuos con la misma capacidad económica 
deben tener una carga fiscal similar y la equidad vertical según la cual los 
individuos con capacidad de pago distinta deben soportar cargas fiscales 
proporcionalmente distintas. La determinación de la desigualdad concreta 
que debe estar presente en el impuesto conforme al principio de equidad 
vertical es una cuestión ampliamente debatida y que remite a la defensa de 
distintos niveles de progresividad. 
Respecto del principio de equidad vertical se ha producido un intenso 
debate y cuestionamiento acerca de los problemas técnicos derivados del 
diseño de tarifas concretas así como de los niveles de progresividad 
realmente alcanzados hasta el momento. En el primer caso se ha señalado 
el exceso de presión que puede ejercer sobre el ahorro la aplicación de una 
tarifa progresiva única y conjunta a toda la renta así como los efectos 
distorsionadores que puede introducir la inflación116. Poniendo de manifiesto 
la considerable distancia entre los tipos nominales y reales de tributación 
así como los elevados niveles de fraude, se ha llegado a calificar de 
“retórica” la pretendida defensa de la progresividad formal en las décadas 
de los 60 y 70. El coste del modelo en términos de equidad horizontal, 
entendida como un mismo nivel de imposición para una misma capacidad 
económica, había sido considerable teniendo en cuenta el mayor gravamen 
                                      
116 Cf. “The structure and Reform of Direct Taxation”, Informe Meade, Londres, Allen and 
Urwin, 1978. 
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soportado por las rentas del trabajo, la proliferación de tratamientos fiscales 
de favor, la estrechez de bases imponibles y el nivel de fraude alcanzado.  
Esta es una de las circunstancias que ha llevado a reconsiderar la utilización 
de impuestos personales de elevada progresividad formal como instrumento 
de redistribución de renta y riqueza117.  
La política fiscal de redistribución ha reorientado además sus objetivos 
pasando a utilizar distintas herramientas que reflejan este cambio en la 
posición relativa del principio de equidad, al menos en su faceta vertical118.  
Es decir, la preocupación por las cuestiones derivadas de la desigualdad 
social sigue presente en los Estados modernos, máxime cuando parece 
demostrado que el crecimiento por sí mismo, a pesar de haber aumentado 
la calidad de vida de la mayor parte de la población, no ha logrado 
solucionar el problema de la pobreza. No obstante, la cobertura 
generalizada de las necesidades básicas, la extensión de una mayor 
igualdad de oportunidades y de condiciones más favorables para la 
competencia, así como la desaparición de significativas situaciones de 
privilegio causantes de desigualdad, van reorientando el objetivo de las 
políticas redistributivas hacia los tramos inferiores de renta. Esto significa, 
en términos de equidad, el abandono de las formas tradicionales de 
búsqueda de progresividad en la tributación directa y su sustitución por 
medidas que centren sus efectos en estos grupos de contribuyentes. Es lo 
que algún autor ha denominado “una orientación eficiente de las políticas de 
redistribución fiscal, rompiendo algunos de los tópicos más habituales y más 
                                      
117 Según un estudio de la OCDE (1995), The OECD Jobs Study. Taxation.Employment and 
Unemployment, Paris, OECD citado por JEFREY OWENS en “Nuevos temas en materia de 
reforma fiscal… “ob. cit. p. 95, las reformas fiscales de los 80 e inicios de los 90 han 
disminuido el grado de progresividad en los impuestos directos sobre las personas físicas 
(IRPF y cotizaciones sociales) en 8 de los 16 países estudiados. 
118 Para un análisis más detallado sobre los efectos de la internacionalización fiscal en el 
principio de capacidad económica Cfr. HERRERA MOLINA, PEDRO M.: "Aspectos 
internacionales del Impuesto sobre la Renta y capacidad económica". La justicia en el diseño 
y aplicación de los tributos. Semana de Estudios de Derecho Financiero. Ministerio de 
Hacienda. IEF. Madrid. 2006. pp. 501-524. 
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demagógicos utilizados hasta ahora”119. Esta tendencia se refleja en la 
mayor utilización de políticas de gasto público a ellos dirigidas así como en 
el diseño de tributos que reduzcan o eliminen el gravamen de sus rentas. 
Técnicamente esto último se traduce  en la progresiva linealización de las 
tarifas en la imposición personal 120 con implantación de mínimos exentos 
significativos así como en la reducción o eliminación de la tributación 
indirecta en los bienes de primera necesidad. Algunas medidas 
complementarias de las anteriores serían la imposición progresiva sobre la 
riqueza, patrimonial y sucesoria, y la mayor imposición indirecta sobre 
bienes y servicios de elevada elasticidad renta121. 
La dirección de las reformas emprendidas en el ámbito de la equidad, pasa 
también por afirmar el principio de equidad horizontal mediante una 
ampliación generalizada de las bases imponibles dentro del denominado en 
el ámbito académico Modelo Extensivo de reforma (inclusión de 
rendimientos en especie, prestaciones sociales y beneficios del capital en la 
imposición personal de las personas físicas). Este objetivo se traduce en 
una definición más extensa de las mismas con inclusión de rentas no 
gravadas hasta el momento y la eliminación de tratamientos preferenciales 
generalizados (beneficios fiscales en general: exenciones, bonificaciones y 
deducciones). 
 Principio de sencillez impositiva 
La complejidad legislativa de los sistemas tributarios derivados del 
“despertar fiscal” (reformas de la década de los 60-70) había convertido a la 
                                      
119 LAGARES CALVO, MANUEL J.: “Una reforma a fondo  …”. op. cit.,  Nota 9. 
120 Una de las propuestas de linealización más fundamentadas formulada para Reino Unido es 
la de ATKINSON, A.B.: Public economics in action. The basic income/flat propolsal, Clarendon 
Press, Oxford, 1995. Con referencia al sistema fiscal español puede verse de GONZÁLEZ 
PÁRAMO, JOSÉ M.: "El impuesto lineal sobre la renta”. Papeles de economía española, nº 27. 
1986. pp. 297-302; así como una comparativa interesante entre el IRPF vigente en 1987 y 
una propuesta de posible impuesto lineal,  en FUENTES QUINTANA, E.: "El impuesto lineal: 
una opción fiscal diferente". Las reformas tributarias en España. Crítica.  Barcelona. 1990. 
pp. 451-503. Originalmente publicado en Papeles de economía española, nºs 30-31. 1987. 
pp. 175-192. 
121 GAGO RODRÍGUEZ, ALBERTO: “La fiscalidad del siglo XXI”. op. cit.,  p. 79. 
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reducción de los costes de cumplimiento y gestión administrativa en 
objetivo prioritario de las nuevas reformas de las dos décadas siguientes. 
Las razones de esta complejidad pueden encontrarse en la atención a 
objetivos no tributarios, la búsqueda de la equidad y la cobertura de 
resquicios legales que pudieran dar cabida al fraude. 
Así, el principio de sencillez en la aplicación de los tributos se manifiesta en 
un conjunto de medidas de técnica legislativa desarrolladas en las reformas 
fiscales de los últimos veinticinco años: eliminación de tratamientos fiscales 
preferenciales generalizados en la imposición directa, mayor limpieza en las 
estructuras liquidatorias de los impuestos y reducción del número de tramos 
en el impuesto sobre la renta personal principalmente. 
La estructura progresiva del IRPF ha sufrido grandes cambios de diseño en 
las dos últimas décadas, no solo por aplicación del principio de sencillez 
impositiva sino por una reorientación del principio de equidad vertical que 
se encontraba en su base. Así, la reducción de tipos marginales máximos, la 
disminución de la llamada “progresividad en frío” y la introducción de 
esquemas liquidatorios más simples, han justificado una considerable 
reducción del número de tramos con la ampliación del mínimo exento. 
Desde una media para la OCDE de 14 tramos en 1980, se pasa a 5 en 
1999122. Esta tendencia evoluciona en algunos casos hasta la implantación 
del impuesto lineal en la imposición sobre la renta con ampliación de la base 
imponible, tipo único, eliminación de las deducciones en la cuota y amplio 
mínimo exento que garantice la progresividad (Modelo de reforma conocido 
como Flat Income Tax). 
A pesar de esta tendencia hacia la sencillez impositiva presente en los 
sistemas fiscales nacionales, la internacionalización de la empresa ha 
elevado considerablemente los costes de cumplimiento ante la existencia de 
distintas jurisdicciones fiscales afectadas en la obtención de beneficios, 
                                      
122 ÁLVAREZ, XOSÉ C.; ALONSO, JAIME; GAGO, ALBERTO; GONZÁLEZ, XOSÉ M.: “Tendencias 
recientes  …”. op. cit., p.13. 
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operaciones intra-grupo, repatriación de beneficios…etc. En este sentido una 
merma en la virtualidad del principio de sencillez influye también de forma 
negativa en el principio de eficiencia impositiva al dificultar la creación de 
mercados a nivel internacional123.  
De hecho, en un reciente trabajo V. TANZI124 concluye llamando la atención 
sobre el negativo desarrollo que cree identificar en las últimas tendencias de 
reforma impositiva: la creciente complejidad de los sistemas impositivos. 
Esta complejidad provoca la existencia de un impuesto regresivo y oculto, y 
con el tiempo, puede hacer que los sistemas fiscales sean menos eficientes 
y menos justos.  
 Presión fiscal 
Un análisis de los movimientos de reforma fiscal descritos respecto de los 
niveles de presión fiscal permite afirmar su carácter no contractivo. Es 
decir, el peso relativo de los ingresos tributarios en relación al PIB entre 
1980 y 1998  no solo no ha descendido sino que se ha incrementado 
ligeramente pasando de un 32,1 por 100 (media de la OCDE) a un 36,7 por 
100. El cambio de paradigma económico iniciado en la década de los 70 no 
parece afectar tanto al tamaño del Sector público sino más bien a la 
dirección de la política fiscal, a la forma de financiación de los gastos 
públicos y a la búsqueda de mayor eficiencia en el gasto. No obstante, 
existe entre los analistas la opinión mayoritaria de que la tendencia de largo 
plazo al incremento de la presión fiscal podría haber llegado a su fin 
después de haber tocado techo alrededor del año 2000125.  
Por otro lado la competencia fiscal internacional que ha condicionado en las 
últimas décadas la política impositiva de los gobiernos nacionales no se ha 
                                      
123 En el ámbito europeo y para las empresas que operen en el mismo, se está planteando la 
posibilidad de armonizar la base imponible del Impuesto sobre Sociedades. Esta medida 
podría ir acompañada, a propuesta de la Comisión, por otras como la compensación 
transfronteriza de pérdidas o la mejora en la gestión de los precios de transferencia 
124 TANZI, VITO.: “Sistemas fiscales en la OCDE …”. op. cit., p. 15. 
125 DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ, JOSÉ M.: “Una visión panorámica de la fiscalidad en los países de 
la OCDE y en España”. Papeles de economía española, nºs. 125-126, 2010. p. 19. 
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traducido de forma automática en una reducción recaudatoria sino más bien 
en cambios en la estructura interna de sus ingresos126. Junto a las 
dificultades por reducir el componente social del gasto en un entorno de 
desequilibrio por motivos de natalidad, superviviencia y empleo, se plantean 
nuevas demandas de gasto productivo a los sectores públicos modernos: 
promoción de actividades I+D, mejora de las infraestructuras de transporte 
y comunicación, fomento de la acumulación de capital humano, presiones 
del sistema sanitario... etc. En definitiva, en el medio y largo plazo es el 
componente del gasto público y no tanto el nivel de actividad económica el 
que dirige el ratio de presión fiscal en una u otra dirección. 
Puede afirmarse así que la figura del Estado sigue siendo percibida como la 
del gran “solucionador” de necesidades sociales de dependencia y 
vulnerabilidad. El “Estado de bienestar” se entiende “como un diseño 
inacabado si tenemos en cuenta el conjunto de necesidades desatendidas o 
sin atención sistemática por parte del Sector público, como es el caso, por 
ejemplo, de la cobertura sanitaria de enfermedades crónicas y adicciones, la 
atención de las minusvalías, la integración social de la inmigración, el 
cuidado infantil, la incorporación de la mujer al mercado de trabajo y la 





                                      
126 No obstante pueden citarse los casos más recientes de Alemania y Francia en los que se han 
aprobado reformas fiscales de inspiración lafferiana con recortes en la imposición directa 
fundamentalmente, sin medidas compensatorias de la reducción recaudatoria prevista. Se 
trata de medidas de reforma anti-cíclica  en las que han podido influir motivos de 
competitividad interna e internacional. Sobre estas experiencias de reforma y otras en países 
de la Unión Europea puede verse, GAGO ALBERTO Y PICOS, FIDEL: “Experiencias recientes  
…”.  op. cit., pp. 51-61. 
127 ÁLVAREZ, XOSÉ C.; ALONSO, JAIME; GAGO, ALBERTO; GONZÁLEZ, XOSÉ M.: “Tendencias 
recientes  …”.  op. cit., p.23. 





CAPÍTULO 2. PRINCIPIOS IMPOSITIVOS DE 
JUSTICIA Y EFICIENCIA ECONÓMICA EN ESPAÑA  
 
“Los principios de la imposición derivan de la 
prexistencia de los fines que a la tributación se le 
asignan. No es posible formular principios a los que 
ajustar la lógica tributaria si no se admite como 
premisa su servicio a ciertas metas, objetivos y 
finalidades. La misión de los principios de la imposición 
es, arrancado del terreno valorativo de los fines, 
terminar en el campo positivo del sistema fiscal al que 
transmiten las concretas y determinadas exigencias que 
afirman el cumplimiento de las finalidades de la 





Con el objeto de profundizar en la realidad, limitaciones, relación y conflicto 
existentes en torno a los principios de equidad y eficiencia en el ámbito 
tributario, resulta conveniente dirigir la cuestión hacia un entorno tributario 
espacial y temporalmente limitado. Para ello, la pregunta sobre la 
proyección y el equilibrio mantenido por ambos principios debe entenderse 
planteada desde la formulación que de estos principios se encuentra 
contenida en la CE de 1978 y desde la realidad que de la misma ha 
prevalecido hasta nuestros días. 
No obstante, en la medida en que un sistema tributario y los principios que 
lo vertebran son el resultado de una evolución histórica y de los 
acontecimientos sociales y políticos que han motivado sus cambios, resulta 
                                      
128 FUENTES QUINTANA, E.: Prólogo del libro de Fritz Neumark, Principios de la imposición, 
Instituto de Estudios Fiscales, 2º edición en español. Madrid. 1994. p. XXIII. 





significativo analizar primero brevemente el recorrido histórico de esos 
principios tributarios y su configuración concreta en España. Este análisis de 
los antecedentes legislativos en materia de principios puede arrojar luz 
sobre la interpretación de los preceptos constitucionales ahora vigentes y 
puede describir, en síntesis, cuál era el sistema de valoraciones sociales y 
políticas al que respondían los principios del sistema impositivo que 
encontró nuestra Constitución al entrar en vigor129. 
Como podrá deducirse de los antecedentes históricos analizados, a modo de 
síntesis anticipada y en palabras de Fuentes Quintana, el sistema tributario 
previo a nuestra Constitución actual ha sido un permanente problema para 
quienes lo han dirigido, mostrándose incapaz de cumplir su objetivo 
fundamental, el de proporcionar los medios necesarios para el desarrollo de 
las funciones públicas. El sistemático incumplimiento del principio de 
suficiencia y la premura recaudatoria consecuente que ha acompañado las 
distintas reformas, han impedido que pudiera invertirse el esfuerzo 
necesario para  configurar un reparto equitativo de la carga fiscal y 
proporcionar una herramienta al servicio de la estabilidad y el crecimiento 
económicos130. Estas afirmaciones anticipan una parte de las conclusiones 
que respecto de los principios de justicia y eficiencia se irán haciendo 
                                      
129 Destaca, por el interés y valor de las aportaciones del autor en relación a los principios 
impositivos, una síntesis de los artículos más relevantes de ENRIQUE FUENTES QUINTANA en 
torno a las reformas tributarias habidas en nuestro país desde 1845 hasta bien entrada la 
democracia. Así, con la edición al cuidado de FRANCISCO COMÍN, Las reformas tributarias en 
España, editorial Crítica, Barcelona, 1990. Algunos de los textos incluidos en esta 
recopilación se citarán expresamente de forma separada por encontrarse algunas de las 
referencias realizadas directamente a ellos. Sobre las reformas tributarias habidas en España 
durante los siglos XIX y XX, además de las referencias que se incluyen más adelante, 
resultan de interés los trabajos siguientes: ALBIÑANA, CÉSAR: "Evolución histórica del 
sistema fiscal español y líneas idóneas de su reforma". Boletín de Estudios Económicos, Dic. 
XXXI, nº 99, 1976, pp. 703-743; COMÍN, FRANCISCO: “Las transformaciones tributarias en 
la España de los siglos XIX y XX”, Hacienda pública Española, nº 108-109, 1987; 
MARTORELL LINARES, MIGUEL: “Las reformas tributarias y la política en España, en el 
primer cuarto del siglo XX”, Hacienda pública Española, Monografías, 1996; COSTAS, 
ANTÓN: “Las reformas impositivas de la revolución liberal de 1868: ¿cambio o continuidad 
respecto al sistema de 1845?”, Hacienda pública Española, Monografías, 1996. ALBIÑANA 
GARCÍA QUINTANA, CÉSAR: “Las reformas tributarias en la “era de Franco””, Hacienda 
pública Española, Monografías 1996. 
130 Síntesis recogida por FUENTES QUINTANA tras analizar las reformas tributarias habidas en 
España desde 1845 hasta 1957 en “Los principios del reparto de la carga tributaria en 
España”, Revista de Derecho Financiero y Hacienda pública nº 41, pp. 297-298” 





explícitas: los tímidos avances de ambos principios en las etapas previas a 
su nueva formulación  constitucional en 1978. 
1. Antecedentes históricos en materia de principios 
impositivos 
a)    Reconocimiento constitucional de principios: de la Constitución 
de Cádiz al Fuero de los españoles 
La aspiración a un reconocimiento del principio de justicia en el reparto de 
las cargas públicas, aunque no sea de forma expresa, puede identificarse en 
España desde la Constitución de Cádiz de 1812, en cuyo artículo 8º se 
establece que también está obligado todo español, sin distinción alguna, a 
contribuir en proporción de sus haberes para los gastos del Estado. Se 
recoge así la idea de que la justicia en la imposición está relacionada con la 
generalidad del gravamen y con la existencia de una relación entre el 
gravamen y las circunstancias económicas del contribuyente. 
Este reconocimiento constitucional de determinados principios destinados a 
configurar la justicia tributaria, como son los principios de igualdad, 
generalidad y proporcionalidad, resulta ser una constante que se repite con 
una fórmula similar en los textos constitucionales de los siglos XIX y XX131. 
El artículo 6 de las Constituciones de 1837 y de 1845 afirma que todo 
español está obligado a contribuir en proporción de sus haberes para los 
gastos del Estado, pronunciándose en términos equivalentes el artículo 28 
de la Constitución de 1869 y el artículo 3 de la Constitución de 1876. Desde 
distinto punto de vista pero recogiendo asimismo los principios de igualdad 
                                      
131 Un análisis de sus antecedentes y su comparación con textos constitucionales de la época 
puede encontrarse en MIAJA FOL, MIGUEL: “La Hacienda pública en las Constituciones 
españolas del siglo XIX”, Presupuesto y Gasto Público nº 26, 2001, pp. 13-40. Asimismo 
PERFECTO YEBRA realiza un contraste entre la redacción vigente del art. 31 y las redacciones 
constitucionales desde la de Cádiz de 1812 relativas a los principios tributarios o de 
contribución al sostenimiento de las cargas públicas. En su opinión existe una continuidad en 
la mención del principio de capacidad económica o contributiva como pieza clave de la 
justicia en materia de tributos. El elemento diferenciador se encuentra en la existencia de un 
Tribunal Constitucional que desde 1978  pueda influir en su materialización efectiva. YEBRA 
MARTUL-ORTEGA, P.: "Artículo 31.1 de la Constitución Española. Veinte años después". 
Revista de Hacienda Local. Sep-Dic, 1998. pp. 467-515. 





y generalidad, el artículo 44 de la Constitución de 1931 se expresa 
afirmando que toda la riqueza del país, sea quien fuere su dueño, está 
subordinada a los intereses de la economía nacional y afecta al 
sostenimiento de las cargas públicas, con arreglo a la Constitución y a las 
leyes132. 
Las reformas fiscales legislativas posteriores a la guerra civil y previas a la 
vigente Constitución tuvieron también un referente general en los principios 
de generalidad y proporcionalidad a los que se refería el artículo 9 del Fuero 
de los Españoles de 17 de julio de 1945, según el cuál  los ciudadanos 
contribuirán al sostenimiento de las cargas públicas según su capacidad 
económica. Con la Ley de Principios del Movimiento Nacional, de 17 de 
mayo de 1958, se recoge una referencia expresa al reparto de las cargas 
públicas conforme a la justicia, afirmando que todos los españoles tienen 
derecho a una equitativa distribución de la renta nacional y de las cargas 
fiscales (Principio IX). 
No obstante, el sistema fiscal español al que estaban referidos los distintos 
pronunciamientos constitucionales, necesitó algo más que una proclamación 
de principios para hacer posible la generalización del gravamen y la 
personalización de la carga tributaria.  Fue un proceso de casi un siglo el 
que se precisó para que el primer impuesto directo de carácter personal 
viera la luz. Las negativas interferencias del sistema tributario con el orden 
económico fueron también una constante que no permiten afirmar que el 
principio de eficiencia tributaria tuviera un espacio en la planificación fiscal. 
Veamos brevemente los hitos fundamentales de este itinerario y las 
circunstancias y motivaciones que lo impulsaron.  
                                      
132 Una referencia a los textos constitucionales completos que han estado vigentes en España 
puede encontrarse en la base de datos de legislación de www.goico.net/legis/cons. 





b) Preparando el proceso de personalización del gravamen: la 
imposición de producto  
Los principios de generalidad y de proporcionalidad recogidos en la 
Constitución de 1812 reflejaron la atracción que habían sentido los 
constituyentes por el sistema británico de impuesto personal (income tax). 
Con ello reconocían que la adaptación del impuesto a las condiciones 
personales del contribuyente introducía un elemento de justicia que se le 
escapaba al sistema real de producto entonces vigente, inspirado en el 
modelo francés.  
FUENTES QUINTANA133 se refiere a esta aspiración constitucional cuando en 
un detallado repaso a los principios de reparto de la carga tributaria en 
España afirma: “... la aportación más destacada de esta línea personalista 
ingenua que apunta en la España de comienzos del siglo XIX será 
justamente ésta: la de manifestar la presencia de la idea de la necesaria 
generalidad del gravamen y su reparto en función de la capacidad de pago 
regional e individual”. Su aplicación efectiva carecía en aquel momento de 
una fórmula fiscal viable, pero constituyó el sustrato de una conciencia 
social que permitiera el arraigo de la imposición de producto en 1845, 
primer paso hacia la personalización de la carga tributaria y con ello hacia el 
principio de justicia en los tributos. 
La reforma de Alejandro Mon y Santillán de 1845 puede considerarse como 
una etapa previa y necesaria hacia la creación de un Estado fiscal de corte 
moderno en España. Tratando de superar la anticuada y regresiva 
distribución de la carga fiscal predominante en el Antiguo Régimen, se 
generalizó la imposición directa de producto, se ordenaron y sistematizaron 
los gravámenes sobre consumos específicos, se creó una Administración 
tributaria y se reguló el Derecho Presupuestario. 
El primer paso del lento proceso vivido en España dirigido a adaptar la 
carga tributaria a las condiciones personales del contribuyente, consistió en 
                                      
133 “Los principios del reparto … ob. cit. pág. 170. 





la consolidación del sistema directo y real de imposición de producto. En 
particular, en el gravamen de signos aparentes de riqueza mediante un 
sistema basado en el principio de la realidad del gravamen (impuestos de 
producto tradicionales: Contribución Territorial, Contribución sobre la Renta 
de Edificios y Contribución Industrial) como base del reparto de la 
imposición directa. No obstante, la personalización de la carga tributaria y 
con ello la afirmación del principio de capacidad económica fue muy 
escasa: la imposición de producto se fundamentaba en una pluralidad de 
gravámenes que no tenían en cuenta la situación personal del contribuyente 
(aunque se exigieran a partir de signos externos de capacidad económica) y 
el gravamen se calculaba sobre rendimientos medios estimados y no reales.  
Esta realidad se hizo manifiesta cuando el significativo desarrollo de la 
economía española durante la segunda mitad del siglo XIX estuvo 
acompañado con el estancamiento total de la recaudación impositiva. Es 
decir, el sistemático incumplimiento del principio de suficiencia pareció 
volverse a su vez en contra del principio de capacidad de pago y del 
principio de proporcionalidad: la presión fiscal indirecta sobre el 
consumo, ascendente y de carácter regresivo, se convirtió muy pronto en 
un problema de justicia y de reivindicación social sobre el reparto de la 
carga tributaria. El principio de igualdad resultó negativamente afectado 
por la disparidad entre los tipos impositivos, la existencia de rendimientos 
exentos (el capital y el trabajo, inicialmente), los supuestos de doble 
imposición y la diferente oportunidad para el ocultamiento de bases 
imponibles (riqueza mobiliaria frente a propiedad territorial). 
Respecto al principio de eficiencia económica, la imposición real de 
producto ofrecía ciertas ventajas que ayudan a explicar su longevidad134: se 
favorecía el desarrollo y la productividad económica protagonizada por la 
naciente burguesía al ofrecer certidumbre sobre el gravamen exigible y al 
tratar favorablemente las actividades comerciales e industriales. La 
comodidad para contribuyentes y Administración así como la sencillez 
                                      
134 FUENTES QUINTANA, E. “Las reformas… “ob. cit. pág. XXVII. 





recaudatoria también fueron dos ventajas que pesaron en la aceptación y 
continuidad del sistema. 
No obstante, los desequilibrios financieros derivados del creciente gasto 
público derivaron en un proceso de monetización de la Deuda pública y de 
inflación que perjudicaron todavía más la posible vigencia del principio de 
capacidad económica.  
Un paso intermedio hacia la introducción de reformas que atajaran las 
injusticias del sistema fue la ordenación del sistema fiscal que significó la 
reforma de Raimundo Fernández Villaverde en 1900. Con esta reforma se 
consolidó y generalizó135 el modelo de imposición directa que era necesario 
para que más adelante, además de directa, la imposición fuera personal. 
Son destacables también de esta reforma su intento de someter a 
tributación los beneficios empresariales y de introducir el principio de 
progresividad en el reparto de la carga tributaria136. La reforma fue también 
valorada positivamente desde las posibilidades que abrió a la consecución 
de fines que no eran propiamente recaudatorios, fines de gran importancia 
en la nueva etapa intervencionista que habría de iniciar el Sector público 
español. 
c) Iniciando el proceso de personalización del gravamen: la crisis 
en la imposición de producto 
Tres fueron los motivos principales que hicieron entrar en crisis al sistema 
real de producto: insuficiencia recaudatoria, inflexibilidad y falta de 
equidad; y una alternativa que se proponía como solución: la 
personalización del gravamen. Esta alternativa se presentaba de la mano 
del gravamen progresivo, en la medida en que la mera defensa de la 
proporcionalidad no habría compensado el fuerte carácter regresivo de la 
                                      
135 Las tres áreas de manifestación del principio de capacidad contributiva serían el sistema real 
de producto completado con nuevas figuras: la imposición del consumo y  la de la circulación 
de riqueza.  La imposición directa española a partir de 1900 recaería sobre el producto y 
comprendería dos grandes ramas: la Imposición territorial para las rentas de naturaleza 
inmobiliaria (tierras y edificios) y la imposición sobre utilidades para todos los demás 
orígenes de renta agrupados en tres tarifas (trabajo, capital, industria). 
136 Tributación sobre la transmisión hereditaria, 1907. 





imposición indirecta. Ambas condiciones de cambio, personalización y 
gravamen progresivo, eran de imposible cumplimiento para el sistema de 
producto, y ello a pesar de los intentos de subjetivización realizados sin 
gran éxito y que solo consiguieron desnaturalizar una figura inapropiada 
para tal fin. 
Siguiendo la clasificación por etapas en la evolución de los principios 
propuesta por FUENTES QUINTANA137, la personalización de la carga 
tributaria por medio de impuestos directos se desarrolla en España en tres 
fases, aportando cada una de ellas distintos elementos que hicieron posible 
la superación del sistema de imposición de producto.  
En una primara etapa (1909-1911) conocida como reforma tributaria 
silenciosa de Antonio Flores de Lemus138se puso de manifiesto la vinculación 
de la Hacienda Local con el principio del beneficio y éste con el vigente 
sistema real de producto, llevando esta circunstancia a trasladar a algunos 
de ellos como recurso financiero a la Hacienda Local. La personalización 
del gravamen y con el ello el principio de justicia, aunque en parte se 
quedara solo en proyecto de cambio, se manifestó en tres frentes: la 
reforma en la imposición sobre el consumo, la creación de un impuesto de 
carácter personal a partir del vigente impuesto de cédulas personales139 y 
una matización en el carácter progresivo del impuesto sucesorio.  
Una segunda etapa (1912-1920), en la que se aprueba finalmente el primer 
impuesto directo de carácter personal, un impuesto sobre el beneficio 
                                      
137 “El reparto de la carga… “ob. cit. 
138 Una interesante profundización de FUENTES QUINTANA en la cuestión de la reforma 
silenciosa de Flores de Lemus puede encontrarse en el capítulo tercero de Las reformas 
tributarias en España, ob. cit, pp. 286 y ss, bajo el título “La ideología de la reforma 
tributaria silenciosa”. 
139 La configuración de este impuesto personal llevaba implícita la idea de generalidad carente 
en el vigente impuesto de cédulas personales y la de progresividad derivada de la capacidad 
de pago que ponía de manifiesto. Aunque de las tres propuestas de reforma sólo la referida a 
la imposición del consumo tuvo aplicación práctica, se iba configurando el contorno de un 
impuesto directo de carácter personal que tomara el relevo al directo de producto. La 
experiencia adquirida por Flores de Lemus ante el intento fallido de introducir el principio de 
personalización tributaria, le llevó a ensayar sucesivas fórmulas en el mismo sentido que, 
más lentamente, fueran superando la problemática en su implantación desde un punto de 
vista económico y social. 





industrial y comercial (a partir de la Contribución sobre utilidades 
mobiliarias instaurada por Fernández Villaverde, Tarifa III correspondiente 
al sector industrial y comercial). Este tipo de impuesto era el único 
impuesto personal entonces posible habida cuenta de las exigencias 
técnicas derivadas del proceso de cálculo de la base imponible140. Este 
impuesto pretendió ser coherente con el principio de generalidad 
(afectaba a las sociedades de responsabilidad social limitada, regulares 
colectivas, comanditarias sin acciones y asociaciones con fin lucrativo), con 
el de capacidad de pago (recaía sobre la renta de la entidad), y con el de 
progresividad (incluía una escala de gravamen moderado para distintos 
niveles de beneficio sobre el capital), siendo aprobado en 1920141.   
Un nuevo impulso al proceso de personalización de la carga tributaria, esta 
vez respecto de las persona físicas, tuvo que esperar a que concurrieran 
tres motivos de peso que la convirtieron en irrenunciable: la necesaria 
expansión del gasto público, el mantenimiento de la cotización de la peseta 
y unos evidentes y renovados deseos de mayor justicia en el reparto del 
gravamen. Con ello se inicia la tercera fase en el proceso de personalización 
de la tributación directa (1926-1932), marcada por el proyecto de impuesto 
personal desarrollado por Calvo Sotelo en 1926142. No obstante, este 
proyecto tuvo que esperar unos años más de elaboración para convertirse, 
con ayuda de nuevos elementos inspirados por Flores de Lemus, en lo que 
sería el primer impuesto personal sobre la renta global aprobado en España. 
                                      
140 Fritz Newmark parece respaldar esta justificación cuando afirma que “la imposición personal 
sólo puede surgir en aquellos sectores económicos que estén habituados al cálculo de la 
renta, es decir, que se precisa el arraigo previo del orden, el espíritu, la técnica de 
producción y el sistema de distribución que se han desarrollado con el sistema económico del 
Alto Capitalismo y gracias a éste”. Cfr. “Theorie und Praxis del modernen 
Einkommenbesteuerung” ed. Francke, Berna, 1947, Introducción 1, pp. 5 y ss, citado por 
FUENTES QUINTANA en “El reparto..” ob. cit. p. 239.  
141 El principio de progresividad en el gravamen de la renta personal, a pesar de la consolidada 
vigencia del impuesto personal británico, no fue introducido en Europa con carácter general 
hasta la última década del siglo XIX, tomando la iniciativa Prusia, Austria, y Holanda para 
extenderse poco más tarde a otros países. 
142 El proyecto de Ley de 17 de noviembre de 1926 establecía un impuesto de rentas y 
ganancias que armonizaba en su estructura los vigentes impuestos directos de producto y un 
gravamen complementario sobre la renta global estimada, teniendo en cuenta la naturaleza 
de la misma y las circunstancias personales del preceptor. 





La Ley de 20 de diciembre de 1932 de Contribución personal sobre la renta 
(firmada por Carner) recogió el sistema de armonización con la imposición 
real de producto previsto en el proyecto de 1926 así como su prudencia en 
sus pretensiones de aplicación. Así, aunque su ámbito subjetivo estaba 
inicialmente referido solo para rentas elevadas, la tarifa incluía, con 
moderados niveles de progresividad, todos los niveles de renta que 
sucesivamente irían incorporándose al nuevo impuesto143.  
El anhelado objetivo de justicia tributaria ligado al principio de 
capacidad de pago encontraba en este nuevo impuesto mayores 
expectativas de éxito gracias a la personalización del gravamen. No 
obstante, la justicia tributaria quedaba en este caso subordinada a la 
superación de dificultades de carácter técnico y de madurez, tanto por parte 
del contribuyente español como por parte de una Administración tributaria 
llamada a intervenir cada vez más activamente en el proceso de liquidación. 
Esta tímida entrada del impuesto directo, personal, sintético y progresivo 
sobre la renta,  después de varias décadas de maduración del principio de 
personalidad, se vio muy pronto afectado por el paréntesis de anormalidad 
consecuencia de la guerra civil y por el proceso de reforma que le sucedió. 
d) Reforma tributaria de la posguerra: reconstrucción y autarquía, 
1940-1954 
El reparto del coste financiero de la guerra civil española volvió a pasar por 
la monetización indirecta del déficit, el endeudamiento externo, y la pérdida 
de las reservas de oro, extendiéndose el modelo impositivo ya conocido de 
inflación económica generalizadamente repartida pero proporcionalmente 
más perjudicial para las rentas medias y bajas. El balance de estas medidas 
                                      
143 El arraigo del nuevo impuesto en las costumbres del contribuyente español estuvo por 
encima de todo fin recaudatorio, máxime cuando la mecánica del impuesto implicaba la 
declaración del contribuyente y la posterior comprobación administrativa en su caso. Para tal 
efecto la Administración contaba con el sistema de signos externos de renta consumida y el 
procedimiento de rendimientos mínimos imputables al particular y derivados del 
conocimiento de otras bases impositivas. 





en términos de justicia y eficiencia tributarias eran sin duda de carácter 
negativo. 
El final de la guerra dejó una significativa factura de deudas, liquidaciones 
pendientes y necesidades de reconstrucción que se unieron a otros motivos 
equivalentes en importancia y que convertirían en prioridad una reforma 
tributaria en profundidad. Esta reforma fue la de Larraz de 1940, reforma 
que volvió la espalda al principio de capacidad de pago, al de igualdad 
y al de generalidad a causa del alejamiento entre valores fiscales y 
económicos, la amplia ocultación de bases, la importante riqueza económica 
amparada en privilegios fiscales y escasa intensidad y extensión de los 
gravámenes sobre la renta y la herencia.  
Por su parte, la reforma tributaria de 1954 representó un intento de 
aproximación entre la vida económica y la vida financiera, objetivo para el 
cuál el sistema tributario español se había demostrado incapaz de dar 
respuesta. A pesar de las continuas elevaciones de los tipos de gravamen, 
la recaudación de los impuestos directos evidenciaba una petrificación del 
sistema. La respuesta a esta falta de suficiencia que daría entrada también 
a los principios de generalidad y capacidad de pago, pasaba por 
acercar las bases fiscales a las reales, reducir los tipos de gravamen, 
armonizar el tratamiento de los distintos tipos de renta y rebajar la presión 
fiscal indirecta. No obstante, las limitaciones derivadas de la necesaria 
continuidad recaudatoria, la falta de arraigo social del impuesto sobre la 
renta, y el elevado nivel de fraude, determinaron una salida de compromiso 
y una oportunidad perdida para la mejora técnica del impuesto y para la 
equidad. Así, la aproximación de las bases fiscales a las reales se intentó 
restableciendo el método de estimación de bases por signos externos de 
renta gastada y creando uno nuevo, el de renta percibida. Si bien se trató 
de una medida de carácter político cuyo componente de arbitrariedad se 
creía justificado por las condiciones ya descritas, fracasó como método de 
reforma al igual que como medio para apreciar las variaciones en la renta 
real de contribuyente. 





e) Reformas tributarias para la estabilidad y el desarrollo (1957-
1964)   
En 1957144 confluyen, por un lado, tres condiciones para la reforma, 
insuficiencia, regresividad e inflación de precios, y, por otro, un campo muy 
poco abonado para dar soluciones de carácter técnico, esto es, un 
contribuyente poco dispuesto a colaborar, un elevado nivel de fraude y una 
Administración tributaria rudimentaria. Con estos elementos como marco, la 
solución vendría en forma de un arbitrio técnicamente discutible pero 
adaptado a la realidad social española y a las circunstancias de sus 
contribuyentes. La Ley de 26 de diciembre de 1957 estableció un sistema 
de evaluación global aplicado a la imposición de las rentas del trabajo de los 
profesionales, los beneficios de los empresarios individuales y la renta de 
las sociedades. En este último caso la modificación en el sistema de 
determinación de las bases afectó a la naturaleza misma del impuesto al 
aproximarlo a un impuesto sobre el producto. El sistema se convierte, vistos 
los excelentes resultados recaudatorios, en el método normal de estimación 
de bases más que en una forma de transición hacia una nueva etapa de 
mayor colaboración tributaria. 
El análisis de las tensiones económicas, sociales y políticas que 
determinaron el reparto de la carga tributaria en España hasta 1961 
realizado por FUENTES QUINTANA145 le llevan a afirmar lo que puede ser 
una síntesis del periodo: “España no reparte, evidentemente, su carga por 
impuestos de manera técnicamente adecuada, equitativamente conveniente 
y económicamente ajustada a los movimientos de valores que ocurren en 
cada sector de la vida del país. Una situación generalizada de fraude ha 
obstaculizado la implantación del principio de personalidad, tanto en el 
gravamen de sociedades  como de personas físicas, mientras que una 
                                      
144 FUENTES QUINTANA, E.: “Los principios del reparto …” ob. cit. pp. 284 y ss y GONZALO Y 
GONZÁLEZ, LEOPOLDO.: Sistema impositivo español,  …. op. cit. pp. 74 y ss. 
145 “Los principios del reparto...” op.cit. 





petrificación impositiva muy aguda y desigual afecta al rendimiento de los 
tradicionales  tributos de producto.” 
La inalcanzada adaptación de la imposición directa a la personalización en el 
gravamen y con ello al principio de capacidad económica como reflejo 
del crecimiento económico y de las necesidades públicas, provocó un 
excesivo recurso a la imposición indirecta y a la monetización del déficit. 
Con ello quedó pendiente una elevada factura respecto al reparto 
equitativo de la carga fiscal. El Sector público, por su parte, durante 
buena parte del recorrido histórico realizado, constituyó un elemento de 
inestabilidad económica, provocando un juicio igualmente negativo respecto 
al sistema tributario en relación al principio de eficiencia económica.  
Una nueva etapa se inicia con la aprobación de La Ley 230/1963, de 31 de 
diciembre, General Tributaria y la reforma tributaria que le siguió en 1964. 
Además de su propósito de constituirse en marco de instituciones y 
procedimientos tributarios esenciales, contenía un título preliminar de 
carácter dogmático dedicado a los principios generales del orden tributario. 
En su redacción original las referencias más directas a los principios de 
justicia y eficiencia se encontraban respectivamente en los artículos 3º y 
4º: 
Artículo 3º: “La ordenación de los tributos ha de basarse en la capacidad 
económica de las personas llamadas a satisfacerlos y en los principios de 
generalidad y equitativa distribución de la carga tributaria”. 
Artículo 4º: “Los tributos, además de ser medios para recaudar ingresos 
públicos, han de servir como instrumentos de la política económica general, 
atender a las exigencias de estabilidad y progreso sociales y procurar una 
mejor distribución de la renta nacional”. 
La Ley General Tributaria de 1963 mencionaba de forma directa dos 
principios en los que debía basarse el reparto de la carga tributaria para 
garantizar la justicia del sistema, reconociendo al mismo tiempo la posible 
influencia del fenómeno tributario en el orden económico y con ello su 
compromiso con el principio de eficiencia.  





Algunos de los motivos para la reforma ya conocidos en 1940, se 
convirtieron de nuevo en justificación para el cambio tributario aprobado en 
1964: falta de equidad en el reparto derivado de la premura recaudatoria de 
las reformas146, reforma pendiente en la imposición sobre el gasto y 
proliferación de exenciones y bonificaciones tributarias. A estos se unieron 
otros defectos no recogidos con anterioridad: la complejidad impositiva que 
motivaba su simplificación, las inadecuadas relaciones entre Administración 
y contribuyentes, la doble imposición internacional, y un inadecuado 
servicio del orden fiscal vigente a objetivos de carácter económico. Estos 
fueron los retos que planteaba el sistema y que intentó superar con éxito la 
reforma aprobada por la  Ley de 11 de junio de 1964.  
La reforma puesta en marcha en 1964 se alimentó de los análisis y 
recomendaciones en materia fiscal contenidas en el Informe del Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento relativos al desarrollo 
económico de España (1962), y pretendió dar cauce a una cierta 
participación social en su diseño mediante la presentación y consulta de sus 
líneas clave a diversos organismos. 
El informe contenía recomendaciones en materia de eficiencia económica 
relativas a la no introducción de medidas que redujeran los incentivos o los 
medios impulsores del desarrollo económico o que representaran un 
exponente de dirigismo fiscal no justificado. Respecto al ámbito de la 
equidad en el reparto de la carga tributaria se denunciaba el excesivo 
peso de la tributación indirecta (un 63 % de la recaudación total) y la 
timidez en la introducción de elementos favorecedores de la progresividad 
en el sistema (impuesto sobre el lujo o el consumo de hidrocarburos y 
tabaco, eliminación del impuesto sobre consumos de bienes de primera 
necesidad). 
                                      
146 Con predominio de la imposición indirecta y regresividad no compensada con los escasos 
niveles de progresividad alcanzados, elevada presión fiscal sobre las rentas reducidas del 
trabajo y ausencia de un impuesto periódico sobre la riqueza. 





La reforma buscó la sistematización y la simplificación impositiva 
transformando los impuestos de producto vigentes en pagos a cuenta de 
impuestos únicos y generales sobre la renta y sobre sociedades. La 
tributación de las sucesiones asumió una mayor entidad propia para poder 
servir mejor a su encomendada función redistributiva, y la imposición 
indirecta se restructuró atendiendo a la distinción entre tráfico civil 
(imposición sobre el tráfico patrimonial) y tráfico mercantil (imposición 
sobre el volumen de ventas e impuestos especiales sobre el consumo) a los 
que se otorgó un tratamiento unitario frente a la dispersión normativa 
dominante. En materia administrativa y procedimental se continuó 
avanzando en la misma línea que la vigente Ley General Tributaria (Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, en adelante LGT) fomentando la unidad de la 
acción fiscal, la coordinación orgánica y la simplificación de los 
procedimientos. Se establecieron asimismo las bases para una distribución 
más equitativa de la carga tributaria otorgando mayor sentido social a 
determinadas figuras impositivas, reforzando su progresividad, elevando 
mínimos exentos y aumentando las medidas de protección a la familia. 
También estuvieron presentes las medidas dirigidas a estimular el ahorro, 
las inversiones, las exportaciones y el crecimiento económico. 
f) Reforma tributaria pre-constitucional   
 Reformas tributarias previas (1966-1976) 
Durante la década precedente a la reforma tributaria de la que es heredero 
nuestro sistema tributario actual, pueden destacarse algunos intentos de 
confirmar la vigencia de los principios de capacidad económica, igualdad y 
generalidad. Destaca a partir de 1966 la involución del sistema de 
estimación indirecta de las bases imponibles así como el de los convenios 
con agrupaciones de contribuyentes. 
Entre 1969 y 1970 se produjeron intentos de resolver las discrepancias 
entre las bases fiscales y las reales, solventar las diferencias en el trato 
fiscal de las rentas del trabajo respecto a las del capital, resolver las 
deficiencias en materia de técnica tributaria y sistemática en la imposición 





indirecta y dotar a una Administración tributaria poco evolucionada de 
medios necesarios para cumplir con su función. 
En 1973 y 1975 se aprobaron dos Decretos-leyes destinados a suavizar las 
diferencias en la tributación de distintas fuentes de renta y en particular la 
discriminación negativa soportada por las rentas del trabajo así como a 
reforzar el principio de generalidad en la imposición sobre la renta. 
 Antecedentes próximos de la reforma constitucional: estilo 
tributario y principios de reparto vigentes  
El sistema tributario que encontró la reforma fiscal de Fuentes Quintana y 
Fernández Ordóñez y poco después la CE de 1978, se trataba de un sistema 
de estilo mediterráneo147. Este calificativo agrupaba a ordenamientos 
fiscales caracterizados por un predominio recaudatorio de la imposición 
sobre el gasto en bienes y servicios, en los que la imposición sobre la renta 
y los beneficios ocupaba un lugar subordinado.  
Profundizando un poco más en la descripción de ese estilo tributario 
mediterráneo nos permite dibujar en particular los perfiles del sistema fiscal 
español entonces vigente. La tributación indirecta se apoyaba en los 
impuestos sobre el tráfico patrimonial y en figuras impositivas sobre 
consumos específicos más que en un impuesto general sobre las ventas, 
que adoptó en nuestro país al implantarse la forma de un impuesto 
plurifásico en cascada, “la versión más rudimentaria y deficiente de cuantas 
pueden revestir el impuesto sobre las ventas y que Europa había 
abandonado para inclinarse por el gravamen sobre el valor añadido”148. Este 
impuesto general sobre las ventas fue de tardía aparición en España, 
                                      
147 FUENTES QUINTANA, E.:“Los principios de la imposición española y los problemas de su 
reforma”, Discurso leído el día 10 de junio de 1975, en el acto de su recepción como 
académico de número, editado por la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Madrid, 
1975. 
148 JOSÉ CASTAÑEDA CHORNET, en su contestación al discurso de FUENTES QUINTANA  leído el 
día 10 de junio de 1975 en el acto de su recepción como académico de número, “Los 
principios de la imposición española y los problemas de su reforma”, Madrid 1975, Real 
Academia de Ciencias Morales y Políticas. 





aprobándose en 1964 como Impuesto General sobre el Tráfico de las 
Empresas149. 
Dentro de la imposición directa el sistema español se decantaba por la 
imposición de producto como alternativa a la imposición de la renta, 
consolidada herencia histórica que se desarrolló al amparo de una mayor 
sencillez recaudatoria y que era respetuosa con las circunstancias 
personales de un contribuyente celoso de su intimidad frente al Fisco150. 
El perfil organizativo que mejor describía a la Administración tributaria 
era resultado de la estructura de su sistema impositivo. Un orden fiscal 
fundamentado en la imposición sobre consumos específicos y sobre la 
tributación de producto, presentaba un cuadro parcelado de impuestos que 
justificaba la especialización competencial administrativa.  
Por último resulta relevante enunciar los principios de funcionamiento 
que caracterizaban al sistema fiscal español. Partiendo de una reducida 
presión fiscal dentro del entorno de países de la OCDE, era destacable el 
elevado nivel de fraude, con distinta incidencia según figuras impositivas y 
más acusado en aquellas que contaban con carácter progresivo. La 
concesión de beneficios fiscales se extendía con prodigalidad hasta afectar a 
casi un cuarenta por ciento de la capacidad tributaria en algunas figuras y 
las relaciones de la Administración con el contribuyente estaban inmersas 
en una falta de una información que no había resultado necesaria bajo el 
sistema indiciario de imposición real de producto . El escaso avance en la 
                                      
149 Paradójicamente el origen del impuesto sobre el volumen de ventas puede vincularse con la 
“alcabala” española aparecida en el siglo XIV con Alfonso XI para dar respuesta a las 
necesidades de financiación de la guerra. Se trataba de un tributo exigible sobre todo lo que 
se vendía o permutaba en razón de 10 a 1 y que perjudicando la competitividad de los 
productos españoles, tuvo efectos económicos negativos en las exportaciones. Posiblemente 
estos efectos fueron los que fomentaron el rechazo a la figura impositiva provocando que en 
España durante el siglo XIX y bien entrado el siglo XX la imposición indirecta se asentara en 
figuras técnicamente más imperfectas como el gravamen del tráfico patrimonial y el 
impuesto sobre consumos específicos. Sobre los orígenes y aplicación de la “alcabala” 
española puede verse de FUENTES QUINTANA, E. “Las reformas…”, ob. cit. pp. 131 y ss. 
150 FUENTES QUINTANA en “Los principios de la imposición española …” ob. cit. p. 130,  llega a 
reconocer que para el contribuyente latino la irrupción del Fisco en sus circunstancias 
personales constituye un trauma quizás mayor que el derivado del propio desembolso del 
gravamen. 





personalización del tributo directo, los requerimientos contables y de 
colaboración ciudadana necesarios, las dificultades técnicas derivadas de un 
cálculo de bases imponibles personalizadas y el elevado nivel de fraude, 
habían resaltado las ventajas de la estimación objetiva por encima de sus 
defectos, distanciando las bases fiscales de las reales todavía más en los 
frecuentes periodos inflacionistas vividos en España. Es destacable 
asimismo la falta de un adecuado gravamen sobre las rentas del capital. 
Respecto a la consecución del objetivo de equidad tributaria151, 
entendida como justicia en el reparto de la carga impositiva y fomento de 
una distribución más justa de la renta y la riqueza a través de los tributos, 
puede apreciarse la falta de vigencia efectiva de aquellos principios que la 
doctrina ha vinculado tradicionalmente a este fin: los principios de igualdad, 
generalidad, capacidad económica y progresividad152. 
La igualdad en la contribución a los gastos públicos resultaba mermada por 
la discriminación en el trato fiscal entre distintos tipos de rentas (en contra 
de rentas del trabajo, alquileres e intereses y a favor de rentas 
empresariales, dividendos y beneficios no distribuidos) y por la exclusión de 
gravamen amparada en beneficios fiscales particulares. El elevado nivel de 
fraude y la distinta posibilidad de ocultación en las bases imponibles según 
el tipo de renta incidieron de forma negativa y directa sobre la vigencia del 
principio de generalidad153. 
                                      
151 Los análisis doctrinales se centran en este principio más que en el de eficiencia, no tanto 
como consecuencia de un olvido, sino como efecto de una ausencia de preocupación por una 
cuestión que todavía no tenía la relevancia de la equidad en el pago del tributo. En todo 
caso, el escaso nivel de presión fiscal existente, permitía dejar en un segundo plano una 
cuestión que pocas décadas más tarde  alcanzaría verdadero protagonismo. 
152 FUENTES QUINTANA, E.: “Los principios de la …”, ob. cit. pp. 175 y ss. 
153 Un estudio realizado en España durante la primavera de 1971 entre contribuyentes sujetos 
a impuestos directos (un 13 % del total de hogares) agrupa las críticas fundamentales en 
torno a tres cuestiones: la generalización del fraude, el reparto injusto de la carga fiscal y la 
falta de transparencia o comprensibilidad del sistema tributario. Respecto al nivel de fraude, 
existe un convencimiento general de que los impuestos no se aplican con generalidad 
aunque el infractor fiscal no es considerado como moralmente reprobable, al menos de 
forma mayoritaria. El reparto de la carga fiscal se considera injusto básicamente por tres 
motivos: por la falta de generalidad a la que antes se hacía referencia, por el mayor peso de 
la tributación indirecta y por los métodos de estimación indirectos de las bases imponibles. 





En materia de redistribución de renta y riqueza como aspecto 
complementario del principio de justicia, destacó el relevante papel que 
socialmente se le atribuía al sistema tributario en contraposición con la 
escasa presencia de progresividad impositiva en el mismo. También resulta 
significativo la inconsciente asociación que estaba presente en la sociedad 
entre incertidumbre y progresividad así como la atribución de un 
componente de arbitrariedad en el diseño de las tarifas. Los estudios 
disponibles sobre el reparto de la carga fiscal154 delatan una clara 
regresividad global del sistema impositivo español y un aumento de las 
desigualdades personales y territoriales a pesar del periodo de fuerte 
crecimiento económico precedente. En definitiva, el predominio de la 
imposición regresiva, la falta de conocimiento de bases imponibles y 
capacidad económica real y la ausencia de generalidad identifican los rasgos 
estructurales de un sistema que según la doctrina se posiciona 
negativamente frente a la redistribución. 
A pesar de la conveniencia de cambio en los principios de reparto de la 
carga tributaria que se desprende del análisis anterior, existieron 
importantes obstáculos para su realización efectiva:  
 La vigencia real del principio de capacidad económica vinculada a la 
personalización del tributo era recibida desde un clima social 
contrario a la intromisión fiscal en las circunstancias personales del 
contribuyente. Conllevaba además unas exigencias significativas de 
colaboración en la gestión del tributo por parte de la Administración.  
 La implantación de un impuesto general sobre el volumen de ventas 
precisaba también de una mayor participación del contribuyente en 
                                                                                                                
Cfr. GARCÍA LÓPEZ, JOSÉ. "Crítica popular al sistema tributario español". Hacienda pública 
Española nº 34. 1975. pp. 55-99. 
154 VALLE, VICTORIO: “El reparto de la carga tributaria por niveles de renta. Un ejercicio 
práctico referido a España”, Hacienda pública Española nº 5, 1970, y del mismo autor “La 
distribución de la carga monetaria de los impuestos. Una aplicación a España de la hipótesis 
de Pechman-Okner”, Hacienda pública Española nº 26, 1974. Puede verse también,  ALBI 
IBÁÑEZ, EMILIO: Impuesto sobre la renta y equidad: el caso español, Estudios de Hacienda 
pública, IEF, Madrid, 1975. 





materia de información contable y obligaciones de carácter 
informativo, así como unos medios administrativos más preparados 
para realizar labores de gestión.  
 La introducción de un modelo de imposición alternativo implicaba la 
renuncia a las figuras tributarias existentes como fuente de ingreso y 
con ello se introducía un elemento de incertidumbre en la 
recaudación que aumentaba la resistencia al cambio.  
 Reforma tributaria “Fuentes Quintana-Fernández Ordóñez” 
(1977-198) 
Se trató de la reforma más profunda que ha tenido lugar en España desde 
la de Mon y Santillán en 1845, y coincidió en el tiempo con un intenso 
proceso de transformación política y de apertura económica de España 
hacia el exterior. Estuvo precedida de importantes aportaciones doctrinales 
y técnicas155 y puede considerarse desde el mayoritario apoyo que suscitó, 
como una reforma claramente democrática156. 
La reforma iniciada en 1977, aunque estaba contenida en los Pactos de la 
Moncloa de octubre de ese mismo año, ya se encontraba presente en el 
programa electoral del Centro Democrático que había ganado las elecciones 
en junio. De hecho, todos los partidos políticos que concurrían a esas 
elecciones incluían entre las líneas de sus programas distintos planes de 
reforma fiscal. Esta reforma tributaria, pensada para implantarse en 
                                      
155 Los estudios y propuestas oficiales que precedieron a la reforma iniciada en 1977 y que 
analizan el orden fiscal precedente fueron tres: 1º)El Informe sobre el sistema tributario 
español, elaborado en el Instituto de Estudios Fiscales bajo la dirección de FUENTES 
QUINTANA, conocido como “Libro verde” y siendo ministro de Hacienda Alberto Monreal 
Luque (1973); 2º) los trabajos redactados por un grupo de funcionarios al servicio de la 
Hacienda pública por encargo de RAFAEL CABELLO DE ALBA, citados en la reimpresión por el 
Instituto de Estadios Fiscales del Informe anterior en 1982; y 3º) el estudio publicado por el 
Ministerio de Hacienda en junio de 1976 titulado Sistema tributario español: Criterios para su 
reforma, y encargado al Instituto de Estudios Fiscales dirigido entonces por FUENTES 
QUINTANA y conocido como “Libro Blanco” de la reforma tributaria, el cual tuvo en cuenta 
los análisis y contenidos de los documentos anteriores. Además de las anteriores referencias,  
puede verse, ALBIÑANA, CÉSAR: "Evolución histórica del sistema fiscal español y líneas 
idóneas de su reforma", Boletín de Estudios Económicos, Dic. XXXI, nº 99,  1976, 703-743. 
156 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: “Las reformas fiscales”, Revista Española de Derecho Financiero 
nº 100, 1998. p. 512. 





sucesivas fases, comenzó  a ser perfilada con la Ley de Medidas Urgentes 
de Reforma Fiscal, Ley 50/1977 de 14 de noviembre, y no concluyó hasta 
1987 cuando se aprobó la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones (1988 si se incluye la Ley 39/1988, de 28 
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales)157.  
Las líneas generales de la reforma consistieron en la creación de cuatro 
impuestos directos, dos sobre la renta, (de personas físicas y jurídicas)y dos 
sobre el capital, (sobre el patrimonio neto, y sobre sucesiones y 
donaciones), la introducción de importantes modificaciones en el área de la 
imposición indirecta con la aprobación final de un nuevo Impuesto sobre el 
Valor Añadido, el establecimiento de medidas de lucha contra el fraude y la 
regulación de las bases para la financiación de las comunidades autónomas 
y las haciendas locales. Consecuencia directa de estas reformas fue la 
generalización de los sistemas de autoliquidación y declaración quedando 
así los contribuyentes convertidos en colaboradores activos en el proceso de 
aplicación de los tributos. 
El nuevo Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (Ley 
44/1978, de 8 de septiembre) nació con la pretensión de servir al objetivo 
de equidad en el reparto de los tributos desde la materialización de los 
principios de capacidad económica, igualdad y progresividad y mediante la 
personalización de la carga tributaria y la supresión de los sistemas de 
evaluación global. Sometía a tributación la renta neta global del 
contribuyente de la que formaban parte tanto los rendimientos como las 
alteraciones patrimoniales. Admitía la compensación total entre ambos y no 
discriminaba los rendimientos atendiendo a su fuente de origen. Es decir, se 
trataba de un impuesto directo de carácter sintético que sometía la base 
imponible a una tarifa progresiva. El límite de tributación por este concepto 
quedaba establecido en un cuarenta por ciento de tipo medio máximo, 
                                      
157 Un análisis de la coyuntura histórico-económica que atravesaba España cuando se implantó 
la reforma así como de sus antecedentes doctrinales puede encontrase en GONZALO 
GONZÁLEZ, LEOPOLDO: Sistema impositivo español  … , op. cit., pp. 89-114. 





cincuenta por ciento si se incluía la tributación por el Impuesto 
complementario sobre el Patrimonio neto aprobado el año anterior158. 
El segundo impuesto directo de carácter personal fue el Impuesto sobre el 
Patrimonio neto de las personas físicas (Ley 50/1977, de 14 de 
noviembre), concebido básicamente desde un objetivo de mejora en la 
gestión y el control de activos que pudieran generar rendimientos o 
alteraciones patrimoniales en el impuesto sobre la renta de las mismas. En 
un segundo plano este impuesto representaba la oportunidad para 
discriminar el gravamen en contra de las rentas “no ganadas” frente a las 
derivadas del trabajo personal, y aunque la previsión inicial contenía un 
gravamen de carácter proporcional, finalmente se aprobó una tarifa con un 
ligero componente de progresividad. 
El Impuesto sobre Sociedades (Ley 61/1978, de 27 de diciembre) se 
concibió como un impuesto sintético, global, personal y proporcional. 
Sometía a tributación tanto los rendimientos como las plusvalías 
gravándolos a un tipo impositivo del treinta y cinco por ciento. Inicialmente 
se configuró como un gravamen del beneficio fiscal en cuya determinación 
prevaleció el principio de autonomía de la normativa tributaria, es decir, un 
beneficio cuya determinación venía delimitada por normas de carácter 
básicamente fiscal acerca de los ingresos computables y los gastos 
deducibles. 
La imposición directa quedó completada con la aprobación del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones en 1987 (Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre), impuesto personal, sobre adquirentes mortis causa y 
donatarios, de carácter progresivo sobre el capital.  
En el ámbito de la imposición indirecta se operó una significativa reforma 
preparatoria del posterior establecimiento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido en 1985 (Ley 30/1985, de 2 de agosto), impuesto sobre ventas, de 
carácter multifásico y que pretendía gravar con carácter de generalidad el 
                                      
158 Desde 1988 desaparece el límite máximo de tributación por IRPF, pasando a desempeñar 
esta función el tipo marginal. 





consumo. Para ello se fueron suprimiendo los vigentes impuestos sobre el 
lujo, se modificó la regulación de los impuestos especiales y se racionalizó 
el gravamen del tráfico civil (Leyes 6/1979, de 25 de septiembre; 30/1979, 
de 30 de noviembre; 32/1980, de 21 de junio). 
Las medidas de lucha contra el fraude incluyeron un proceso de 
regularización voluntaria, la introducción del sistema de transparencia fiscal 
para reducir la elusión fiscal a través de la tributación de las sociedades, el 
levantamiento del secreto bancario, la tipificación del delito fiscal  y la 
publicación de listas de contribuyentes (Ley 50/1977, de 14 de noviembre). 
Paralelamente a las medidas anteriores se adoptaron otras que pretendían 
ser coherentes con los principios y derechos que recogía la reciente 
Constitución respecto de las garantías del contribuyente frente a la 
Administración tributaria. Estas medidas incluían la supresión de los Jurados 
Tributarios (1980), la modificación de la Ley de Contrabando (1982) y el 
reconocimiento de medidas concretas de tutela judicial efectiva. 
Dentro de las circunstancias que afectaron negativamente a la 
reforma fiscal iniciada en 1977 se puede señalar159 en primer lugar la falta 
de una Administración tributaria con los instrumentos adecuados para 
atender las nuevas necesidades de gestión. Es decir, la intervención activa 
de los contribuyentes en el proceso liquidatorio de los tributos requería una 
estructura, organización y medios para la gestión de autoliquidaciones e 
información con las que no se contaba como consecuencia de la herencia 
administrativa recibida del sistema anterior. En segundo lugar puede 
mencionarse como elemento negativo que incidió en el proceso de reforma 
la coincidencia en el tiempo de la misma con el proceso de recesión 
económica que se originó tras la segunda crisis del petróleo en 1979. A las 
circunstancias anteriores puede unirse la derivada de la nueva estructura 
territorial de poder político a la que dio paso la Constitución, con las 
                                      
159 GARCÍA AÑAVEROS, JAIME: “Las reformas …”, op. cit., pp. 520 y ss. 





exigencias que conllevó en materia de solidaridad interterritorial y 
corresponsabilidad fiscal.  
2. Principios impositivos de justicia y eficiencia en la 
Constitución de 1978 
Después de analizar los antecedentes históricos acerca de la cuestión de los 
principios del reparto de la carga tributaria en España, es el momento de 
referirse al reconocimiento de los principios de justicia y eficiencia desde 
nuestro vigente texto constitucional aprobado en 1978.  
A pesar del amplio margen de análisis que permitiría la cuestión anterior, 
sobre todo el relativo a la interpretación predominante que se ha mantenido 
acerca de estos principios desde la doctrina tributaria y la jurisprudencia 
constitucional, debe limitarse la profundidad del presente estudio a señalar 
las notas fundamentales que se derivan de la lectura de ambos principios. 
Será el análisis posterior de los presupuestos teóricos relativos a la justicia 
y eficiencia impositivas el que permitirá profundizar en ellos y aportar los 
elementos necesarios para una reflexión más concreta desde la realidad 
histórica española160.  
La referencia constitucional al principio impositivo de justicia se establece 
en su artículo 31161 cuando afirma:  
“1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con 
su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los 
principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance 
confiscatorio. 
(…) 
                                      
160 Como muestra de los numerosos trabajos que la doctrina ha dedicado a la cuestión 
tributaria contenida en la Constitución Española, puede verse: GARCÍA MARTÍN, JOSÉ A.: "La 
Constitución y los criterios rectores de distribución de los tributos". La Hacienda pública en la 
Constitución Española. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid. 1979. pp. 243-276; AGUALLO 
AVILÉS, ÁNGEL. "La necesidad de un análisis constitucional del Derecho financiero. Hacia un 
Derecho financiero constitucional". Revista Española de Derecho Financiero. nº 109-110. 
2001. 
161 Un análisis de su trámite parlamentario puede encontrase en YEBRA MARTUL-ORTEGA, P.: 
"Artículo 31.1 de la Constitución Española …". op. cit., pp. 467 y ss. 





3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de 
carácter público con arreglo a la ley.” 
Es importante señalar previamente una particularidad que dificulta su 
interpretación: la presencia de abundantes conceptos jurídicos 
indeterminados162. Es decir, el precepto constitucional incluye conceptos de 
relevancia jurídica cuya definición y contenido no se encuentra en el resto 
del articulado ni tampoco en otras ramas del Derecho. El concepto de 
capacidad económica, por ejemplo, adoptado como presupuesto de justicia 
del sistema tributario y punto de conexión con el resto de los principios, 
generalidad, igualdad, progresividad y no confiscatoriedad, ha sido 
doctrinalmente objeto de diversas consideraciones. Por otra parte, la 
medida de la contribución justa para los que se encuentren en iguales 
circunstancias a efectos impositivos y el alcance concreto de la mayor 
contribución proporcional para los desiguales, son piezas clave que 
configuran la justicia del tributo pero que tampoco encuentran su 
delimitación en el texto constitucional. En este sentido la doctrina ha 
reprochado al Tribunal Constitucional la ausencia de una argumentación 
clarificadora sobre el sentido y alcance del principio de igualdad tributaria y 
el de capacidad económica como medida de esa igualdad, teniendo en 
cuenta las limitaciones implícitas al acceso al recurso de amparo ante 
posibles vulneraciones de la igualdad tributaria163. 
Entrando ya en el análisis del artículo 31.1 y en relación a su proyección y 
garantía, es destacable el valor normativo y vinculante de los principios que 
contiene164 y su aplicabilidad por los Tribunales de Justicia, y muy 
especialmente por el Tribunal Constitucional165. 
                                      
162 PEREZ DE AYALA, JOSÉ L.: “El fundamento deontológico del impuesto, de la Ley fiscal y de 
la obligación tributaria”. En AA. VV. I Jornada Metodológica “Jaime García Añoveros” sobre la 
metodología académica y la enseñanza del Derecho Financiero y Tributario. edit. Instituto de 
Estudios Fiscales. Documento 11/2002. pp.295 y ss. 
163 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: Igualdad tributaria y tutela constitucional. Un estudio de 
jurisprudencia. Marcial Pons. Madrid. 2011.p. 16. 
164 En este sentido se expresa el fundamento jurídico primero de la STC 16/1982, de 28 de 
abril. Asimismo, la doctrina tributaria española, antes de analizar los pormenores de los 
principios constitucionales del Derecho Financiero, señala de forma generalizada tanto su 





Pues bien, conforme a la interpretación mantenida por el Tribunal 
Constitucional, los principios generales enumerados en el artículo 31,-
generalidad, igualdad, capacidad económica, progresividad e interdicción de 
la arbitrariedad,- pueden considerarse como aspectos parciales de un único 
principio, el principio de justicia tributaria, por lo que su análisis 
individualizado, deberá tener presente la interrelación de cada uno con los 
restantes (STC 209/1988, de 10 de noviembre).  
Aunque el artículo 31 se encuentre sistemáticamente ubicado en el Título I, 
denominado genéricamente “De los derechos y deberes de los ciudadanos”, 
no puede interpretarse que su función se agote en establecer la posición 
deudora del contribuyente sin comportar ninguna obligación para el Estado. 
Es decir, más allá del reconocimiento de un deber constitucional de 
contribuir se encuentra un criterio que configura y delimita el poder 
financiero y tributario estatal.  
También se ha considerado que el reconocimiento constitucional de los 
principios aplicables al sistema tributario es un medio, no solo para 
potenciar la equidad y justicia del mismo, sino para permitir un Derecho 
                                                                                                                
valor normativo como la especial protección que los garantiza por la vía del recurso o 
cuestión de inconstitucionalidad (arts. 53.1, 161.1.a) y 163 de la CE). Referencias directas 
pueden encontrarse en PONT MESTRES, MAGÍN: "La Justicia tributaria y su formulación 
constitucional". Revista española de derecho financiero. nº31. 1981. pp. 369-370; MARTÍN 
QUERALT, JUAN;  LOZANO SERRANO, CARMELO; CASADO OLLERO, GABRIEL; TEJERIZO 
LÓPEZ, JOSE M.: Curso de Derecho Financiero y Tributario. Tecnos. Madrid. 2006. pp. 108-
137.;  PÉREZ ROYO, F.: Derecho  Financiero y Tributario. Parte general. Cívitas. Madrid. 
2004. pp. 35-51.  
165 Sobre los distintos principios que configuran el sistema tributario justo al que se refiere el 
art. 31.3 de la CE, se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en repetidas ocasiones: STC 
27/1981 de 20 de julio (fundamento jurídico 4º), STC 37/1987, de 26 de marzo (fundamento 
jurídico nº 13), STC 221/1992, de 11 de diciembre (fundamento jurídico 4º), STC 50/1995, 
de 23 de febrero (fundamento jurídico 6º), STC 182/1997, de 28 de octubre (fundamento 
jurídico 9º y 13º), STC 233/1999, de 16 de diciembre (fundamento jurídico 23), entre otras.  
No obstante, la naturaleza de los pronunciamientos del TC en materia de principios ha dado 
lugar a frecuentes aportaciones doctrinales, entre las que puede verse, PÉREZ DE AYALA, 
JOSÉ L.: "La imprecisión jurisprudencial sobre la naturaleza jurídica de los principios del 
artículo 31.1 de la Constitución Española. Sus consecuencias". Anales de la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación nº 37. 2007. pp. 513-548; RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: 
"Los principios de la imposición en la jurisprudencia constitucional española". Revista 
Española de Derecho Financiero. nº100.  Cívitas. 1998. pp.593-626; RODRÍGUEZ BEREIJO, 
ALVARO B.: "El sistema tributario en la Constitución: los límites del poder tributario en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional". Revista española de Derecho Constitucional, Año 
12, nº 36. 1992. pp. 9-70. 





Tributario en dónde la idea de colaboración sustituya a la tradicional de 
sujeción al poder tributario166.  
Resulta significativo que los citados principios parezcan referirse de forma 
específica a una de las fuentes de ingresos públicos, la tributaria, y sin 
embargo vaya precedida su proclamación por la expresión “Todos 
contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos”. Aunque por medios 
distintos a las prestaciones tributarias se financien la totalidad de los gastos 
públicos, antecedentes históricos en materia de principios y la propia dicción 
posterior del artículo apoyan la postura que considera que los citados 
principios son establecidos respecto de los ingresos tributarios en particular. 
No obstante, desde una consideración unitaria de las fuentes de financiación 
públicas no resultaría coherente desconocer o contradecir los principios de 
justicia proclamados respecto de los tributos en las restantes áreas de 
ingreso público.  
Por su parte, el principio de eficiencia económica en los tributos, a 
diferencia del de justicia o del de eficiencia del gasto público167, no se 
encuentra explícitamente reconocido en el texto constitucional. No obstante, 
tanto la doctrina como la jurisprudencia sí han encontrado referencias 
constitucionales implícitas a la eficiencia en los tributos en la medida en que 
se reconoce respecto de éstos un papel en la ordenación económica que 
presupone o toma como punto de partida la eficiencia económica.   
Este reconocimiento constitucional, expreso o tácito, de los principios más 
directamente vinculados con el ámbito tributario, estuvo precedido, como 
ya se apuntó, por el refrendo legal preconstitucional que le otorgaba la Ley 
General Tributaria de 1963, en sus artículos 3 y 4168.  
                                      
166 CALVO ORTEGA, R.: "Hacia un nuevo Derecho Tributario". Foro: revista de ciencias jurídicas 
y sociales. 2004. pp. 59-74. 
167 El artículo 31.2 de la CE establece: “El gasto público realizará una asignación equitativa de 
los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia 
y economía.” 
168 La actual Ley General Tributaria, Ley 58/2003, de 17 de diciembre, se refiere en dos 
artículos distintos a los fines de los tributos y a los principios que rigen su ordenación y 
aplicación.   La primera cuestión viene recogida en el artículo 2º “Concepto, fines y clases 





En cuanto a su contenido, puede considerarse que la LGT 1963 presentaba 
en su artículo 3 un auténtico embrión de lo que posteriormente sería el 
enunciado constitucional de los principios tributarios. Paradójicamente, su 
referencia expresa en el artículo 4º a los tributos como “instrumentos de la 
política económica general” y medio para “atender a las exigencias de 
estabilidad y progreso sociales”, no se incorporó a nuestra Constitución. Los 
principios de capacidad económica y generalidad reconocidos en su artículo 
3º, aparecen también recogidos en la Constitución, siendo una redacción 
posterior de la Ley (la introducida por la Ley de Derechos y Garantías de los 
Contribuyentes, Ley 1/1998, de 26 de febrero) y la nueva Ley General 
Tributaria de 2003, las que añadieron una referencia explícita a los otros 
tres principios constitucionales, igualdad, progresividad y no 
confiscatoriedad. 
Respecto al principio de eficiencia económica, ninguna de las redacciones de 
la Ley General Tributaria de 1963 ni la actual de 2003, lo mencionan de 
manera explícita. Ambas reconocen que, además de la función primordial 
recaudatoria, el sistema tributario puede servir al cumplimiento de la 
política económica general y de otros fines (estabilidad, progreso social, 
mejor distribución de la renta en la Ley General Tributaria de 1963, y “otros 
fines” recogidos en la Constitución en la versión de 2003). Es decir, en 
España, de existir un reconocimiento del principio de eficiencia económica 
                                                                                                                
de tributos. 1. Los tributos son los ingresos públicos que consisten en prestaciones 
pecuniarias exigidas por una Administración pública como consecuencia de la realización del 
supuesto de hecho al que la Ley vincula el deber de contribuir, con el fin primordial de 
obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos. Los tributos, 
además de ser medios para obtener los recursos necesarios para el sostenimiento de los 
gastos públicos, podrán servir como instrumentos de la política económica general y atender 
a la realización de los principios y fines contenidos en la Constitución.” Los principios 
aplicables son desarrollados en el artículo 3º “Principios de ordenación y aplicación del 
sistema tributario. 1. La ordenación de los tributos se basa en la capacidad económica de las 
personas obligadas a satisfacer los tributos  y en los principios de justicia, generalidad, 
igualdad,  progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad”. 
2. La aplicación del sistema tributario se basará en los principios de proporcionalidad, 
eficacia y limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de obligaciones formales 
y asegurará el respeto de los derechos y garantías de los obligados tributarios.” La parte 
subrayada corresponde a expresiones no incluidas en la versión de la Ley General Tributaria 
de 1963. Acerca de los artículos 3 y 4 de esta última puede verse el interesante trabajo de 
PÉREZ DE AYALA, JOSÉ L.: "Los artículos tercero y cuarto de la ley general tributaria desde 
una perspectiva doctrinal actualizada". Crónica tributaria, nº 50. 1984. pp. 65-70. 





aplicado al ámbito tributario, debería entenderse implícito en estos fines no 
estrictamente recaudatorios que se le atribuyen al sistema tributario.  
a) Principio de justicia: reconocimiento constitucional 
En el artículo 31.1 de la Constitución se encuentran recogidos los principios 
considerados por el constituyente como inspiradores del reparto de la carga 
económica derivada de los gastos públicos, principios que asimismo aspiran 
a configurar un sistema tributario justo: los de generalidad, capacidad 
económica, igualdad, progresividad y no confiscatoriedad. 
En opinión de SAINZ DE BUJANDA169 cada uno de los principios recogidos en 
el artículo 31.1 resalta un aspecto parcial de esa justicia tributaria, 
existiendo entre todos ellos numerosas zonas de comunicación.  
Esta realidad le llevará a TORRES DEL MORAL170 a afirmar que realmente 
nos encontramos ante un solo principio que se nos presenta con diversos 
matices. Este único principio es el de igualdad, siempre que se contemple 
en su total y rica complejidad, y en cuyo análisis se termina afirmando la 
virtualidad de cada uno de los restantes principios mencionados. Así, la 
igualdad exigiría primeramente la generalidad, de ahí que todos sean los 
que contribuyan al sostenimiento de las cargas públicas. La igualdad implica 
a su vez un trato igual para los iguales y desigual para los desiguales, para 
lo cual se atiende fundamentalmente a la capacidad económica. Por último, 
en atención a la igualdad real de las posibilidades y circunstancias 
económicas de los individuos, se afirma la progresividad del sistema fiscal, 
el cual encuentra su limitación en el principio de no confiscatoriedad.  
Esta concepción unitaria de la justicia financiera con diversas 
manifestaciones recogida por el texto constitucional se encuentra en buena 
parte de la doctrina. Otros autores sin embargo entienden que son muchos 
                                      
169 SAINZ DE BUJANDA, F.: Lecciones de derecho financiero. Universidad Complutense de 
Madrid. 10ª edición. Madrid. 1993. p. 104. 
170 TORRES DEL MORAL, ANTONIO: Principios de Derecho Constitucional Español. Átomo 
Ediciones. Madrid 1988. 2ª Ed. p. 336. 





los principios constitucionales cuya aplicación efectiva haría posible una 
mayor justicia del sistema financiero español en su conjunto171. 
Los principios recogidos en el artículo 31 de la CE han recibido el calificativo 
de "criterios materiales sobre el reparto de la carga tributaria,..., principios 
de justicia material del gasto público y finalmente, la norma básica sobre la 
producción normativa en materia tributaria, (principio de legalidad 
tributaria)"172. Se ha afirmado que entre ellos sobresale el principio de 
capacidad económica como regla básica en el reparto de la carga tributaria 
al cual sirven de manera instrumental los restantes criterios de justicia 
tributaria. Su vinculación con el de igualdad es coherente al ser la capacidad 
económica el lógico metro de reparto. Para RODRÍGUEZ BEREIJO "la 
capacidad económica es, en materia tributaria, medida de la igualdad así 
como el fundamento de la unidad y racionalidad del sistema tributario”, 
estando íntimamente conectada con los principios de igualdad y de 
generalidad173. No obstante, la virtualidad del principio de capacidad 
económica como expresión de la igualdad tributaria es una realidad que 
debe ser matizada, al menos en relación a la doctrina española y a la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Lo veremos más adelante. 
Doctrinalmente también se ha mencionado la existencia de un principio 
autónomo de justicia respecto del sistema impositivo, es decir, que la 
exigencia de equidad o de justicia para el mismo no se agota o garantiza 
con el mero cumplimiento de los principios antes enunciados. Su 
vulneración no consistiría tanto en el desconocimiento de otros derechos o 
principios constitucionales (derecho a la intimidad, inviolabilidad del 
                                      
171 Para HERRERA por ejemplo, el denominado "principio de justicia financiera" no tiene 
carácter unitario sino que se determina por aplicación según los casos de tres principios 
distintos, dos de carácter valorativo, el principio de capacidad económica y el de justicia 
conmutativa, y uno de carácter técnico que denomina principio de proporcionalidad. A estos 
se unen otros principios de carácter formal característicos del Estado de Derecho y que 
proyectan su eficacia de forma peculiar en el Derecho Financiero. HERRERA MOLINA, PEDRO 
M.: "Metodología  …". op. cit.  pp. 79 y ss. 
172 PÉREZ ROYO, F.: Derecho  Financiero y tributario. Parte general. op. cit., p. 35. 
173 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve reflexión sobre los principios constitucionales de 
justicia tributaria".  Revista jurídica Universidad Autónoma de Madrid, nº 13. 2005. p. 237. 





domicilio, libertad religiosa…) sino en exigencias concretas que pudieran 
constituir una infracción del principio genérico de justicia: prestaciones 
accesorias de imposible cumplimiento o desigualmente onerosas, 
procedimientos que provoquen excesiva presión fiscal indirecta, 
establecimiento de responsabilidades para sujetos sin capacidad de 
asumirlas … etcétera174.  Otro es el sentido que le otorga C. ALBIÑANA al 
principio de justicia proclamado en el ámbito tributario y previamente 
reconocido como valor superior del ordenamiento en el artículo 1.1 del texto 
constitucional. En su opinión el principio de justicia en los tributos encuentra 
su cauce de expresión allí dónde prime el interés general (artículos 103.1 y 
128.1 CE) y siempre que se dé cabal respuesta al principio de solidaridad175. 
En un trabajo reciente176 sobre los principios constitucionales recogidos en 
el artículo 31.1, se defienden una serie de afirmaciones que no están 
abiertamente admitidas por parte de la doctrina española y que 
aparentemente contradicen también la jurisprudencia constitucional. Se 
afirma por ejemplo que los principios de generalidad, capacidad económica, 
igualdad, progresividad y no confiscatoriedad no pueden ser calificados en 
sentido estricto como "tributarios" puesto que algunos tienen que aplicarse 
forzosamente o pueden aplicarse a otras prestaciones públicas (coactivas) 
que carecen de naturaleza tributaria. También se dice que los principios del 
artículo 31.1 se aplican a los tributos, entendiendo por tales, no tanto a las 
prestaciones que el legislador denomine tributos, sino a aquellas que 
constitucionalmente lo sean. Sus autores consideran relevante el hecho de 
que no todos los principios recogidos en el artículo 31.1 son meramente 
predicables del sistema tributario en su conjunto, cuestión que ha sido 
defendida por parte de la doctrina. En su opinión, algunos de ellos, en 
                                      
174 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME y et. al.: Manual del sistema tributario español. Cívitas. 7ª 
edición. Madrid. 1999. pp. 59-60. 
175 ALBIÑANA, CÉSAR: Sistema tributario español y comparado. Tecnos. 2ª edición.  Madrid. 
1992. pp. 72-73. 
176 AGUALLO AVILÉS, ÁNGEL y BUENO GALLARDO, ESTHER: "Observaciones sobre el alcance 
de los principios constitucionales del art. 31.1 de la CE". Coord. ALBIÑANA, CÉSAR et. alt.  
Estudios en homenaje al profesor Pérez de Ayala. Dykinson. Madrid. 2007. pp. 57-94. 





particular, los de igualdad, generalidad y capacidad económica, deben ser 
respetados por cada una de las figuras tributarias. Por último y respecto al 
principio de capacidad económica, calificado como posiblemente el más 
importante, defienden su aplicabilidad a todas y cada una de las tasas. 
Apuntadas estas generalidades, pasamos a continuación a relacionar los 
principios con las funciones con las que mayoritariamente se les vincula en 
los Estados modernos. Desde un generalizado acuerdo las funciones que se 
le reconocen a todo sistema tributario en un entorno de economías 
desarrolladas son: función presupuestaria (suficiencia y flexibilidad), función 
ética (justicia en el reparto y en la redistribución de la renta y riqueza), y 
función económica (estabilidad y fomento del crecimiento económico). 
Nuestro texto constitucional en su artículo 31 parece referirse de forma 
expresa únicamente a la función de la justicia. Sin embargo La Ley General 
Tributaria, como se apuntó con anterioridad, sí vincula los tributos con otros 
fines, de política económica y otros constitucionalmente protegidos. 
Dentro de este marco de funciones, se puede asociar cada uno de los 
principios del artículo 31 con una finalidad específica a la que tienden dentro 
del sistema tributario. Los principios de capacidad económica, igualdad y 
proporcionalidad podrían vincularse con la distribución justa de la carga 
tributaria, mientras que los de progresividad y no confiscatoriedad se 
encontrarían especialmente dirigidos a la redistribución justa de la renta y 
de la riqueza. La primera se trataría de una finalidad típicamente fiscal en la 
medida en que la razón de ser originaria del sistema tributario sería la de 
atender al sostenimiento de los gastos públicos y con ello la de establecer 
un reparto equitativo de los ingresos necesarios. La segunda de las 
finalidades apuntadas sería consecuencia de las desigualdades económicas 
en las que se desenvuelve la actividad pública y del papel que ésta juega en 
su reducción como uno de los fines social y doctrinalmente atribuidos al 
Estado177.  
                                      
177 En este sentido ya se pronunciaba MANUEL LAGARES CALVO en 1975 cuando la referencia 
constitucional vigente, el Fuero de los Españoles, no incluía alusión alguna al principio de 





 Principio de generalidad 
La necesidad de proclamación constitucional del principio de generalidad se 
encuentra vinculada al nacimiento del Estado de Derecho, y se dirigió 
originalmente a evitar los privilegios e inmunidades que exoneraban de 
tributación de forma caprichosa e injustificada178. 
En nuestra Constitución el pronombre todos con el que comienzan a 
enunciarse los principios configuradores de la justicia tributaria es 
claramente expresivo del principio de generalidad en el pago de los 
impuestos. Con él se evita, desde un primer punto de vista, toda alusión a 
la nacionalidad del contribuyente teniendo en cuenta que el criterio 
determinante de la tributación, esto es, la capacidad económica, se 
encuentra vinculado más a la residencia habitual o a la territorialidad que a 
la pertenencia a una nación. Es decir, la mera obtención de rentas en el 
ámbito territorial español, sea por españoles o extranjeros, personas físicas 
o jurídicas, puede originar un deber de contribuir al sostenimiento de los 
gastos públicos. Su interrelación con el resto de los principios impositivos 
llevará a puntualizar la afirmación anterior, en el sentido de que solo 
estarán afectados por una obligación tributaria directa aquellos que, a la luz 
de los principios constitucionales, tengan capacidad económica.  
Desde un segundo punto de vista la finalidad más destacada del principio no 
es tanto la de proclamar la supresión, dentro del ámbito tributario, de 
cualquier discriminación o tratamiento de favor, sino la de evitar que 
puedan producirse situaciones privilegiadas al aplicar la ley. Es decir, se 
trata de un mandato dirigido al legislador para que, en la delimitación de 
hechos imponibles reveladores de capacidad económica, no se produzca la 
exención del pago del tributo de forma arbitraria.  
                                                                                                                
progresividad a pesar de estar su aplicación abiertamente admitida en el sistema vigente, 
aunque fuera con excesiva moderación. Ver su colaboración “La distribución de la carga 
tributaria” dentro de El reparto de la carga fiscal, vol. I. Centro de Estudios Sociales del Valle 
de los Caídos. Madrid. 1975. pp. 121 y ss. 
178 PONT MESTRES, MAGÍN: "La Justicia tributaria y  …". op. cit., pp. 372 y ss. 





 Principio de igualdad 
El principio de igualdad viene reconocido en nuestro texto constitucional 
como valor superior del ordenamiento (artículo 1 CE) que ha de proyectar 
su eficacia, no solo desde el punto de vista formal, - igualdad en y ante la 
ley, (artículo 14 CE)-, sino también material, representando con ello un 
mandato a los poderes públicos que tiene por finalidad promover las 
condiciones para hacer efectiva esa igualdad (artículo 9 CE)179.  
En el ámbito tributario el principio de igualdad tiene expreso reconocimiento 
en el artículo 31 cuando el sistema tributario justo es caracterizado como 
aquel que se encuentra inspirado, entre otros, por el principio de igualdad.  
Aunque más adelante se profundice en esta cuestión, del principio de 
igualdad se ha dicho que representa el cauce fundamental por el que se 
materializa el principio de equidad tributaria y se comunica con otros 
principios también mencionados. SÁINZ DE BUJANDA lo expresa diciendo 
que “la idea de igualdad es la expresión lógica del valor justicia…(…)en 
materia tributaria se reduce, prácticamente, al principio de capacidad 
contributiva”180. Así, el valor de la justicia remitiría a un trato en 
condiciones de igualdad, y dicha igualdad, en materia de contribución al 
sostenimiento de cargas económicas, no podría ignorar las diferencias en la 
disposición para el pago. Esto remite de forma directa al principio de 
capacidad económica. 
No obstante, la igualdad o desigualdad en el ámbito tributario no se mide 
únicamente bajo el criterio de la capacidad económica, o al menos es esa la 
interpretación constitucional que ha prevalecido (STC 8/1986, de 14 de 
enero). Es decir, cabe la posibilidad de otorgar fiscalmente un tratamiento 
igual o desigual por motivos distintos a la capacidad contributiva siempre 
que el criterio decisivo de esa igualdad o desigualdad constituya un principio 
                                      
179 Una detallada monografía acerca de la proyección del principio de igualdad constitucional en 
distintos ámbitos jurídicos, económicos y sociales puede verse en: A.A.V.V. El principio de 
igualdad en la Constitución Española: XI Jornadas de estudio sobre la Constitución Española. 
Ministerio de Justicia, Centro de publicaciones, Madrid, 1992. 
180SAINZ DE BUJANDA, F.: Lecciones de Derecho Financiero. op. cit.,  p. 106. 





amparado por el ordenamiento (concesión de beneficios fiscales a sectores 
económicos, tipos de inversiones, o grupos de contribuyentes, motivados 
por un objetivo de política económica, social o de interés general). 
Respecto a la jurisprudencia constitucional181 en este punto pueden 
encontrarse en la doctrina opiniones críticas acerca de los criterios de 
igualdad mantenidos por el Tribunal en distintas cuestiones (tributación 
conjunta en el IRPF, tratamiento becas públicas-privadas, distintos recargos 
autonómicos, o en materia de relación entre Hacienda y contribuyentes-
recargos, interés de demora, etc.) en la medida en que se entienden 
desautorizadas por la Ley 1/1998 de Derechos y Garantías de los 
Contribuyentes. Asimismo, los matices con los que el Tribunal delimita el 
principio, rechazando aquellas desigualdades que resulten "artificiosas o 
injustificadas por no venir fundamentadas en criterios objetivos y 
suficientemente razonables de acuerdo con criterios o juicios de valor 
generalmente aceptados" (STS 214/1994) resultan insuficientes para sacar 
de la indeterminación a los principios de la imposición182. 
Reconociendo que el principio de igualdad tributaria del art. 31.1 de la CE 
guarda una relación de filiación con el principio de igualdad recogido en el 
artículo 14 antes citado (la STC 45/1989, de 20 de febrero, reconoció su 
identidad sustancial, aunque esta postura posteriormente no se consolidó) 
existe una importante distinción entre ambos que ha matizado en distintas 
ocasiones el Tribunal Constitucional183. La protección jurisdiccional mediante 
                                      
181 El TC ha llevado a cabo un juicio de igualdad bastante amplio desestimando la vulneración 
del principio en distintos ámbitos: en materia distintas normas de imputación entre 
rendimientos del capital y del trabajo (STC 146/1994, de 12 de mayo), o  de rendimientos 
de actividades profesionales,  ó entre modalidades de tributación aplicables a parejas 
casadas y parejas de hecho (SSTC 21/2001, de 29 de enero, 47/2001 de 15 de febrero, 
212/2001 de 29 de octubre).  
182 YEBRA MARTUL-ORTEGA, P.: "Artículo 31.1 de la Constitución  …". op. cit., p. 511. 
183 La opinión de la doctrina sobre este tema no es unánime. La interpretación mantenida al 
respecto por el Tribunal Constitucional no es compartida por quienes entienden que el 
principio de igualdad del artículo 31 es un caso concreto del principio de igualdad del artículo 
14. En su opinión la postura constitucional se debe al intento de evitar la excesiva 
interposición de recursos de amparo en materia de desigualdad tributaria. Ver, GARCÍA 
AÑOVEROS, JAIME et. al.: Manual del sistema tributario español.  op. cit.,  p. 54; 
RODRÍGUEZ CARBAJO, JOSÉ R.: "Principios tributarios y recurso de amparo". El sistema 





recurso de amparo de la que goza el derecho fundamental a la igualdad del 
artículo 14, solo incluiría aquellas vulneraciones del principio de igualdad 
tributaria (artículo 31) que consistieran en una diferenciación subjetiva, 
esto es, “cuando arbitrariamente se establezcan discriminaciones entre 
contribuyentes entre los cuales no media ninguna razón objetiva de 
diferenciación” (ATC 230/1984, fundamentos jurídicos 1 y 2)184. Por razón 
objetiva se puede entender aquí distinción en el trato por motivos de 
ingresos, patrimonio, titularidad de bienes, …, en contraposición a criterios 
subjetivos que vendrían referidos a condiciones o circunstancias 
estrictamente personales o sociales185 (por razón de nacimiento, raza, sexo, 
religión, opinión… etc.). 
También se ha afirmado que la igualdad en el ámbito tributario, por su 
relación con el principio de igualdad material del artículo 9.2, guarda una 
relación estrecha con el principio de progresividad. Así lo ha entendido el 
Tribunal Constitucional en SSTC 54/1996, de 22 de julio, 134/1996, de 22 
de julio y 46/2000, de 17 de febrero, afirmando en la STC 27/1981 de 20 
de julio de 1981: 
“El sistema tributario justo exigido por el art. 31.1 CE no puede desligarse de 
los objetivos de igualdad y progresividad que el mismo precepto menciona, 
entendiendo la igualdad no en sentido meramente formal sino relacionada con 
la propia capacidad económica, la progresividad y la redistribución, en cuanto 
principios expresivos de la justicia predicables del sistema tributario en su 
conjunto, no ya de cada uno de los tributos en particular.” 
                                                                                                                
económico en la Constitución Española, Vol. II. Jornadas de estudio sobre la Constitución 
Española. Ministerio de Justicia, Centro de publicaciones. Madrid. 1994. pp. 1603-1618. Por 
su parte PERFECTO YEBRA MARTUL-ORTEGA entiende que no hay diferenciación entre la 
igualdad de los artículos 14 y  31.1 en "Artículo 31.1 de la Constitución  …". op. cit.,  p. 506. 
184 El Tribunal Constitucional se ha referido en múltiples ocasiones al alcance del principio de 
igualdad tributaria: SSTC 134/1996, de 22 de julio; 214/1994, de 14 de julio; 117/1998, de 
2 de julio; 46/1999, de 22 de marzo; 46/2000, de 17 de febrero y 1/2001, de 15 de enero. 
185 PÉREZ ROYO, FERNANDO: Derecho Financiero y Tributario. Parte General. Civitas. 14ª 
edición. Madrid. 2004. pp. 38 y ss. y ESEVERRI, ERNESTO y LÓPEZ MARTÍNEZ, JUAN. Temas 
prácticos de derecho financiero. Parte general, Editorial Aranzadi, Pamplona, 1999, pp. 164 y 
ss. Otras sentencias en el mismo sentido: SSTC 159/1997 de 2 de octubre; 183/1997 de 28 
de octubre;  55/1998 de 16 de marzo; 36/1999 de 22 de marzo; 200/1999 de 8 de 
noviembre y 46/2000 de 17 de febrero. 





En la medida en que el principio de igualdad resulta constitucionalmente 
reconocido también respecto de los gastos públicos186 para su completa 
valoración sería necesario analizar su proyección sobre el sistema de 
ingresos y gastos públicos conjuntamente considerados.  
Es importante comentar también la aplicación del principio de igualdad 
tributaria en su relación con el principio de descentralización política del 
Estado (artículo 2 CE). El Tribunal Constitucional187 ha reconocido que, 
como consecuencia del ejercicio legítimo de competencias en materia 
financiera y tributaria por parte de las comunidades autónomas, pueden 
originarse desigualdades en la posición jurídica de los ciudadanos en función 
de su lugar de residencia. Estas desigualdades no implican necesariamente 
una infracción del principio de igualdad constitucionalmente protegido 
(artículos 14, 139.1 y 149.1.1ª CE), puesto que el mismo no exige un 
tratamiento jurídico uniforme de los derechos y deberes de los ciudadanos 
en todas las materias y en todo el territorio del Estado (STC 14/1998, de 22 
de enero). Así, el establecimiento de posibles desigualdades que 
contravengan el principio de igualdad ha sido matizado por el Tribunal 
Constitucional en  STC 96/2002, de 25 de abril, en relación a determinados 
beneficios fiscales para residentes en territorio vasco y en la Unión Europea:  
“… lo que no le es dable al legislador, desde el punto de vista de la igualdad 
como garantía básica del sistema tributario, es localizar en una parte del 
territorio nacional, y para un sector o grupo de sujetos, un beneficio tributario 
sin una justificación plausible que haga prevalecer la quiebra del genérico 
deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos sobre los objetivos 
de redistribución de la renta (artículo 131.1 CE)”  
En el mismo sentido, SSTC 19/1987, de 17 de febrero; 182/1997, de 28 de 
octubre y 46/2000, de 17 de febrero. 
                                      
186 Artículo 31.2 CE: “El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos 
públicos…” 
187 Respecto de la cuestión de la desigualdad tributaria por motivos de residencia derivados del 
sistema de financiación de las CCAA pueden verse, entre otras,  las SSTC 75/1990, de 26 de 
abril y 150/1990, de 4 de octubre. 





La conclusión anterior debe entenderse aplicable asimismo al principio de 
igualdad respecto del ejercicio de la potestad tributaria por parte de los 
municipios. Se trataría en este caso de garantizar su compatibilidad con los 
principios de autonomía local y suficiencia financiera (artículos 140 y 142 
CE), encontrando referencia expresa a la cuestión en la STC 221/1992, de 
11 de diciembre. 
Por último podemos concluir estas notas sobre los perfiles del principio de 
igualdad tributaria aludiendo a algunas de las consecuencias que para el 
citado principio supone la internacionalización de las relaciones jurídicas y 
en particular de las económicas. Conforme al artículo 96 de la CE, tanto los 
convenios bilaterales suscritos por España en materia fiscal como nuestra 
integración en la Unión Europea surten efectos directos en la configuración 
del Derecho Tributario, y en particular en el principio de igualdad en su 
vertiente negativa o de no discriminación. Así, y aunque se trata de un 
principio que cuenta con distinto origen y objetivos en los ámbitos 
internacional (artículo 24 del Modelo de Convenio de la OCDE188) y 
comunitario (artículo 18 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea189), está destinado a incidir de forma directa en la regulación 
tributaria de aspectos que puedan suponer una diferencia de trato entre 
nacionales y extranjeros, comunitarios o no. Pues bien, aunque la 
formulación del principio de no discriminación pudiera parecer de clara 
interpretación para nuestro legislador tributario, lo cierto es que siguen 
surgiendo cuestiones en las que resulta necesario acudir a un 
                                      
188 Los Estados a los que afecta el CDI se obligan a dar un trato fiscal análogo a: Los residentes 
fiscales en dichos Estados, con independencia de su nacionalidad, a los establecimientos 
permanentes de un Estado situados en el otro Estado, comparándolo con la legislación fiscal 
aplicable a cualquier empresa residente que realice la misma actividad y a las empresas que 
realicen su actividad en un Estado, con independencia de que los accionistas de las mismas 
sean residentes en el otro Estado, y en comparación a la legislación fiscal aplicable a las 
empresas del primer Estado con accionariado residente. 
189 Artículo 18 del Tratado de funcionamiento de le Unión Europea: “En el ámbito de aplicación 
de los Tratados, y sin perjuicio de las disposiciones particulares previstas en los mismos, se 
prohibirá toda discriminación por razón de la nacionalidad.  
El Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, podrán 
establecer la regulación necesaria para prohibir dichas discriminaciones.” 





pronunciamiento judicial para que se declare el tratamiento discriminatorio 
y se derogue el precepto impugnado190.  
En el ámbito comunitario en particular191 y como quiera que ni el artículo 18 
del Tratado de la UE (antiguo art. 12) ni el artículo 110 (antiguo art. 90) 
explicitan el contenido de un principio pendiente también de desarrollo por 
la vía de la armonización fiscal directa, ha sido el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea el encargado de señalar, directa o indirectamente, las 
posibles áreas de conflicto de nuestra legislación con el citado principio. No 
obstante, la resistencia de nuestros tribunales a plantear cuestiones 
prejudiciales como vía de denuncia de los particulares, ha restado presión al 
legislador español permitiendo su falta de respuesta ante pronunciamientos 
similares respecto de terceros Estados o ante invitaciones expresas de 
armonización por parte de la Comisión. 
 Principio de capacidad económica 
La capacidad económica se encuentra recogida en el artículo 31.1 al 
establecer que “Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos 
de acuerdo con su capacidad económica”. 
Una mención a la misma se encontraba recogida en el artículo 3 de la Ley 
General Tributaria entonces vigente (Ley 230/1963, de 28 de diciembre), y 
en el artículo 26.1 de la misma192 correspondiendo su ubicación en la actual 
                                      
190 Así por ejemplo las Sentencias del Tribunal Supremo de 20 de mayo y de 14 de julio de 
2011 relativas a la discriminación que suponía la existencia de plazos diferentes, según el 
lugar de residencia de los contribuyentes, para solicitar la devolución de retenciones 
soportadas en exceso (plazo de 4 años disponible para los residentes en España, frente a  un 
plazo de 2 años para no residente con CDI aplicable, conforme al artículo 16.4 Reglamento 
del IRNR). En materia de subcapitalización tanto el Tribunal Supremo (entre otras, sentencia 
de 2 de noviembre de 2011) como la Audiencia Nacional (Sentencia de 7 de diciembre de 
2011) consideran inaplicable la normativa de subcapitalización en casos en los que 
financiador no residente puede invocar el principio de no discriminación previsto en el 
respectivo Convenio de Doble Imposición. 
191 También puede verse: BARREIRO CARRIL, Mª CRUZ: “Incidencia del principio comunitario 
de no discriminación y de las libertades fundamentales en el Ordenamiento tributario interno 
de los Estados miembros de la UE”. Documentos 2/09, pp. 81-89.  
192 Artículo 26.1 c): “Son impuestos los tributos exigidos sin contraprestación cuyo hecho 
imponible está constituido por negocios, actos o hechos de naturaleza jurídica o económica 
que ponen de manifiesto la capacidad contributiva del sujeto pasivo, como consecuencia de 





Ley General Tributaria al artículo 2º, punto segundo, letra c) con una 
versión parecida aunque algo más escueta193.  
El tratamiento doctrinal del principio de capacidad contributiva y con ello el 
de capacidad económica ha estado presidido por la variedad de posturas, 
algunas de las cuales se apuntarán con más detalle al analizarse el principio 
desde un punto de vista general en su relación con la justicia en los 
tributos.  
A partir de los comentarios e interpretación realizados sobre el artículo 
31.1., puede decirse que nuestro texto constitucional parece adoptar el 
principio de capacidad económica como el criterio fundamental para el 
reparto de los gastos públicos, pero sin otorgar al mismo el carácter de 
exclusividad en la realización de la justicia. Es decir, el reparto justo de la 
carga financiera derivada del gasto público precisa del respeto a otros 
criterios distintos al de capacidad económica para hacerse efectivo. Por esta 
razón la igualdad o la desigualdad de los sujetos ante el tributo no debe 
medirse exclusivamente por su capacidad económica para poder concluir 
que se trata de un gravamen equitativo194. Pueden existir otras 
circunstancias distintas a la capacidad económica que justifiquen la exacción 
impositiva en régimen de igualdad para quienes las reúnan, jugando en este 
caso la capacidad económica el papel de presupuesto necesario para el pago 
pero no el de criterio decisorio del mismo.  
Así pueden encontrarse referencias al principio de capacidad económica 
como al “más calificado criterio material para la distribución justa de los 
impuestos estrictamente entendidos, (…) punto de partida para la 
construcción de un sistema tributario justo, (…), principio general del 
Derecho Tributario, (…) el más firme y el más eficaz método de distribución 
                                                                                                                
la posesión de un patrimonio, la circulación de los bienes o la adquisición o gasto de la 
renta”. 
193 Artículo 2º, punto segundo, letra c): “Impuestos son los tributos exigidos sin 
contraprestación cuyo hecho imponible está constituido por negocios, actos o hechos que 
ponen de manifiesto la capacidad económica del contribuyente.” 
194 MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios de capacidad económica e igualdad en la 
Constitución Española de 1978”. Hacienda pública Española, nº 60. Madrid. 1979. 





de los impuestos según la conciencia social de nuestros días”195. No 
obstante, como ya se apuntó, las posturas doctrinales adoptadas en España 
acerca de la centralidad y prioridad de este principio, especialmente 
respecto a su relación con el de igualdad, no son en absoluto unánimes. 
Una referencia sintética a esta realidad es analizada, entre otros, por 
HERRERA MOLINA. En su opinión, la medida general de contribución a los 
gastos públicos viene dada por la capacidad económica o riqueza disponible. 
No obstante, la aplicación del principio de capacidad económica no prima 
sobre el interés general, por lo que admite que para conseguir fines 
extrafiscales con carácter excepcional el legislador se aparte del mismo. Ello 
debe estar acompañado de ciertas cautelas que aseguren la menor 
distorsión posible del principio de capacidad. Es consciente asimismo de que 
esta postura no es la dominante entre la doctrina pero es la que permite 
"superar la falta de eficacia de los principios constitucionales de justicia 
financiera"196. La postura dominante en España es la que identifica el 
principio de igualdad con interdicción de la arbitrariedad, siendo este 
principio una consecuencia del Estado de Derecho que no es suficiente en su 
opinión para garantizar la justicia en el reparto de la carga tributaria197. 
Como consecuencia de esta tendencia cita la proliferación de normas con 
fines extrafiscales o la existencia de presunciones, ficciones o estimaciones 
a tanto alzado, cuya idoneidad no siempre puede ser acreditada198. 
Se ha interpretado el principio de capacidad económica como principio cuyo 
cumplimiento permitirá, como regla general, hacer efectiva la justicia 
                                      
195 ALBIÑANA, CÉSAR. "Artículo 31. El gasto público". Dir. ALZAGA VILLAMIL, OSCAR: 
Comentarios a la constitución española de 1978. Edersa. Madrid, 1996. pp.412-414. 
196 HERRERA MOLINA, PEDRO M.: "Metodología  …". op. cit. p. 21. 
197 Ibídem. p. 63. 
198 La utilización de ficciones jurídicas como alternativa a supuestos de hecho directamente 
reveladores de capacidad económica real ha sido una realidad muy presente y discutida en 
España. Su vinculación con la fiscalidad real de producto es muy clara y puede considerarse 
como una herencia de nuestro pasado tributario. Un análisis más actual de la cuestión puede 
encontrarse en PÉREZ DE AYALA BECERRIL, J.L.: "Las ficciones en el Derecho Tributario y el 
principio de capacidad económica: un paso adelante en la jurisprudencia más reciente". 
Quincena Fiscal: revista de actualidad fiscal, nº 12. 1996. pp. 9-16.  





tributaria. No obstante, y con distintas matizaciones entre unos autores y 
otros, se admiten determinadas excepciones al mismo, excepciones 
fundamentadas en otros principios constitucionales (política sanitaria, 
laboral, asistencial, vivienda, medioambiental 199, cultural…) y en las que es 
necesario realizar una ponderación de los bienes jurídicos implicados200.  
Así, C. ALBIÑANA identifica por un lado los impuestos que tienen en cuenta 
la capacidad económica de sus destinatarios pero que incluyen 
bonificaciones, exenciones o desgravaciones y que responden además a 
algún objetivo de la política socioeconómica201. A estos, en su opinión, les 
resultan enteramente aplicables los principios del artículo 31.1. de la CE. 
Por otro lado su análisis de los llamados tributos no financieros le lleva a 
considerar que aquellas figuras tributarias que están al servicio íntegro de 
objetivos constitucionales distintos a los recaudatorios, como son los 
contenidos en los principios de política social y económica, serían tributos 
no financieros y por tanto no les serían de aplicación los principios del 
artículo 31.1202. 
RODRÍGUEZ BEREIJO por su parte se apoya en la jurisprudencia cuando 
entiende que la peculiar formulación constitucional española del principio de 
justicia tributaria legitimaría la utilización de los llamados “impuestos de 
ordenamiento”, con fines extrafiscales o de política económica. Es decir, 
                                      
199 Un análisis de la virtualidad del principio de capacidad económica en los tributos 
medioambientales puede verse en,  BORRERO MORO, CRISTÓBAL JOSÉ: "La proyección del 
principio de capacidad económica en el marco de los tributos ambientales". Revista Española 
de Derecho Financiero, nº102. 1999. pp. 215-242. 
200 GOROSPE OVIEDO, JUAN I. y HERRERA MOLINA, PEDRO M.: "La virtualidad del principio de 
capacidad económica en el ordenamiento tributario español". Coord. ALBIÑANA, CÉSAR et. 
alt. Estudios en homenaje al profesor Pérez de Ayala. Dykinson. 2007. pp.  30-31. 
201 Un tratamiento más detallado de los mismos puede verse en, ROCH SOLER, Mª TERESA. 
Incentivos a la inversión y justicia tributaria. Cívitas. Madrid. 1993. 
202 C. ALBIÑANA considera que aquellos tributos que están al servicio íntegro y exclusivo  de los 
objetivos señalados en estos artículos de la Constitución, como tributos no financieros en 
sentido propio o estricto, quedan al margen de los principios recogidos en el artículo 31.1, y 
por tanto no estarían vinculados al principio de generalidad ni de capacidad económica 
aunque sí por el de legalidad del artículo 31.3, en ALBIÑANA, CÉSAR: “Los tributos con fines 
no financieros”. Economía española, cultura y sociedad. Homenaje a Juan Velarde. Tomo II. 
Eudema. Madrid. 1992. p. 114. El mismo autor profundiza en la cuestión a la luz de la 
jurisprudencia constitucional en: “La doctrina del Tribunal Constitucional sobre un impuesto 
de ordenamiento socioeconómico”. Crónica Tributaria, nº 58. 1989. pp. 23-32. 





siempre que estos fueran diseñados a partir de manifestaciones de 
capacidad económica real o potencial quedaría a salvo el principio 
constitucional así como en el caso de las tasas o contribuciones en las que 
prima el principio de beneficio sobre el de capacidad203.  
Las posturas que al respecto pueden encontrarse en nuestra doctrina son de 
muy distinto signo, desde su aceptación siempre que con ello no se 
produzcan leyes arbitrarias, hasta, como se apuntó más arriba, su 
consideración como figuras distintas a los impuestos204.  
La contribución a los gastos públicos mediante la capacidad económica 
resulta también matizada, según la jurisprudencia, por el propio texto 
constitucional (STC 27/1981 de 20 de julio, F.J.4º). Conforme al mismo, ha 
de realizarse mediante unos principios que configuran los contornos de la 
justicia en el sistema tributario según la conciencia social que trató de 
reflejar en su día el texto constitucional: principios de igualdad, 
progresividad y no confiscatoriedad.  
Es frecuente encontrar un análisis doctrinal crítico con la jurisprudencia del 
TC en torno al principio de capacidad. Se afirma por ejemplo que el TC ha 
hecho un uso del principio confuso y variable admitiendo la adecuación 
constitucional de cualquier tributo que grave alguna circunstancia con un 
ligero matiz económico205, que realiza afirmaciones vagas para concretar el 
sentido del principio de capacidad económica y que vacía de contenido al 
                                      
203 No parece que se refiera a los tributos no-financieros de los que habla ALBIÑANA sino que 
se trata de figuras en las que se encuentra además de la finalidad recaudatoria un fin de 
política social o económica fundamentalmente. RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve 
reflexión sobre  …". op. cit.,  p. 238. 
204 Una referencia detallada a las mismas puede encontrarse en AIZEGA ZUBILLAGA, JOXE 
MARI: La utilización extrafiscal de los tributos y los principios de justicia tributaria. 
Universidad del País Vasco. Bilbao. 2001. pp. 56 y 57. 
205 NIETO MONTERO, J.J.: "El principio de capacidad contributiva y su reflejo en la 
jurisprudencia constitucional". Revista de Derecho Financiero y Hacienda pública, nº 238. 
1995. p. 960. 





principio para hacerlo compatible con impuestos de fines 
extrafiscales206(STC 37/1987, de 26 de marzo).  
En un análisis sintético de las sentencias más significativas del Tribunal 
Constitucional relativas al principio de capacidad económica, GOROSPE Y 
HERRERA207 concluyen afirmando:  
“El principio de capacidad económica se encuentra presente en la 
jurisprudencia constitucional, aunque sus consecuencias resulten muy 
limitadas. En la dicotomía de considerar la capacidad económica como medida 
de la igualdad o como interdicción de la arbitrariedad, la mayoría de las 
sentencias se han decantado por la segunda opción. El Tribunal tiende a 
equiparar su contenido con un genérico criterio de justicia tributaria que 
admite desviaciones, siempre que no resulten desproporcionadas o 
arbitrarias. En ocasiones atribuye a la capacidad económica un contenido que 
le es ajeno y que se confunde con fines extrafiscales (la capacidad de incidir 
en el medio ambiente) aunque en general reconoce que las tasas y otros 
tributos “contributivos” se rigen por otros principios.  
El Tribunal pretende un difícil equilibrio entre el posible gravamen de rentas 
“potenciales” y la inconstitucionalidad de gravar manifestaciones 
“inexistentes” o “ficticias” de capacidad económica.” 
Otra valoración crítica de la jurisprudencia del TC en este punto es la de P. 
YEBRA en una visión retrospectiva del texto constitucional 20 años después. 
En su opinión, el Tribunal Constitucional no termina de precisar el 
significado del principio de capacidad económica y después de afirmar que 
no es el único criterio de justicia, hace referencia a la riqueza real y a la 
potencial (rentas presuntas-imputaciones de renta) aunque también 
advierte que no se puede gravar una renta inexistente. Es decir, deja a la 
libre configuración del legislador la determinación de los impuestos por 
entender que dicho principio no es un axioma del que puedan extraerse por 
                                      
206 PALAO TABOADA, C. "Los principios de capacidad económica e igualdad en la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional Español". Revista Española de Derecho Financiero, nº 88. Cívitas. 
1995.p 642 y ss.  
207GOROSPE OVIEDO, JUAN I. y HERRERA MOLINA, PEDRO M.: "La virtualidad …". op. cit.,  p. 
55.  





deducción lógica consecuencias positivas, precisas y concretas sobre la 
regulación particular de cada tributo (STC 214/1994, de 14 de julio, FJ 5º). 
Utiliza además con frecuencia conceptos jurídicos indeterminados 
("suficiente fundamentación objetiva y razonable") para justificar por 
ejemplo el tratamiento desigual entre rendimientos positivos o negativos o 
se recurren a otros intereses constitucionales como la solidaridad o la lucha 
contra el fraude para justificar el tratamiento de la ley respecto de los 
gastos para la determinación del rendimiento neto208. 
Respecto a la triple función que se le atribuye al principio de capacidad 
económica- fundamento de la imposición, límite y orientación en el uso del 
poder tributario-, se ha afirmado que puede tener más virtualidad en 
figuras tributarias concretas o valorarse en el conjunto del sistema 
tributario, habiendo sido contrastada además respecto de los tributos con 
fines extrafiscales209.  
Respecto al contenido del principio, la capacidad económica puede 
identificarse con la titularidad de riqueza, de medios económicos para poder 
hacer efectivo el pago del tributo y parece referida según la redacción 
constitucional a la capacidad económica individual globalmente considerada. 
Ello es así en la medida en que por cuestiones técnicas resulta imposible 
utilizar una única figura impositiva para gravar esta capacidad económica 
individual en su total extensión. La titularidad de riqueza deberá valorarse 
conforme a los criterios de justicia aplicables al orden tributario con la 
finalidad de determinar si debe ser objeto de gravamen o no (no lo sería 
aquella que se destina por ejemplo a la satisfacción de las necesidades 
fundamentales o mínimo vital). El principio de capacidad económica, como 
guía y límite del legislador solo permite someter al impuesto aquellos 
supuestos que revelen capacidad para el pago, lo cual no significa someter 
a tributación todas las situaciones que sean indicio de la misma. La decisión 
de gravar unas manifestaciones de riqueza y no otras debe resultar 
                                      
208 YEBRA MARTUL-ORTEGA, P.: "Artículo 31.1 de la Constitución  …". op. cit.,  p. 502. 
209 PÉREZ ROYO, F.: Derecho  Financiero y tributario. Parte general. op. cit.  pp.  35-50. 





fundamentada en el principio de igualdad, es decir, en razones que 
justifiquen la razón de la diferencia, que eliminen todo indicio de 
arbitrariedad210. 
La proyección concreta del principio, su eficacia técnico-jurídica y el análisis 
de los mecanismos a través de los cuales se ha hecho operativo en nuestro 
sistema tributario postconstitucional, son cuestiones que exceden del 
propósito de esta breve alusión al reconocimiento constitucional de los 
principios tributarios211.  
Sí pueden mencionarse sin embargo alguno de los ámbitos más conflictivos 
que ha encontrado el principio de capacidad económica en su proyección 
después de su reconocimiento constitucional en 1978.  
Por ejemplo, el nivel de fraude existente y la proliferación de tratamientos 
tributarios preferenciales son dos cuestiones que pueden erosionar la 
vigencia del principio de capacidad económica. En este sentido, aunque no 
se trate propiamente de casos de fraude, la complejidad normativa de 
algunas figuras, en su búsqueda por adaptar en lo posible la carga tributaria 
a la capacidad económica del contribuyente, ha ampliado las posibilidades 
para una ingeniería y planificación fiscales que no se encuentran al alcance 
de todos los contribuyentes. Esta circunstancia les permite diseñar formas 
específicas de percibir rentas que, aprovechando la propia letra de la ley y 
en ocasiones bajo una interpretación especial de la misma,  ven reducida su 
                                      
210 MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios … “ , ob.cit. pp. 67 y ss. 
211 Los trabajos y monografías dedicadas al tema en el ámbito de la doctrina española son muy 
numerosos. Pueden citarse a título de muestra por su interés o actualidad: VICENTE-ARCHE, 
F.: “Elementos cuantitativos de la obligación tributaria”. Revista de Derecho Financiero y 
Hacienda pública nº 60. 1965; CORTÉS DOMÍNGUEZ, MATÍAS: “El principio de capacidad 
contributiva  …”. op. cit. Del mismo autor: Ordenamiento tributario español. op. cit.; MARTÍN 
DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios de capacidad  …”. op. cit., p. 61-93; RODRÍGUEZ 
BEREIJO, ALVARO B. "El deber de contribuir como deber constitucional: su significado 
jurídico". Revista Española de Derecho Financiero, nº125. Cívitas. 2005. pp. 5-40. 
FERNÁNDEZ DE SOTO BLAS, Mª LUISA: "La capacidad económica en el ámbito hacendístico, 
constitucional y tributario". Coord. PEÑA GONZÁLEZ, JOSÉ. Homenaje a D. Íñigo Cavero 
Lataillade. Tirant lo Blanch. 2005. pp. 213-244. GARCÍA DE CASTRO, MIGUEL y CABALLERO 
SÁNCHEZ, RAFAEL: "La capacidad económica como criterio constitucional para el reparto de 
las cargas públicas". Revista de Derecho Financiero y Hacienda pública, nº 206. 1990. pp. 
339-366. VARONA ALABERN, JUAN E.: "Concepto de tributo y principio de capacidad 
económica". Revista Española de Derecho Financiero. Cívitas. 2007. pp. 541-592.  





tributación. De este modo, dos contribuyentes que perciben la misma 
cantidad de renta pueden llegar a pagar dos gravámenes totalmente 
distintos por la misma dependiendo de sus posibilidades para acceder a este 
tipo de asesoramiento o planificación.    
Por último y también desde los retos que encuentra el principio, puede 
mencionarse la cuestión del distinto tratamiento fiscal que recibe la renta en 
función de su origen (trabajo, capital, actividades económicas) o 
dependiendo del instrumento financiero utilizado para su obtención (planes 
de pensiones, depósitos, seguros…). Esta realidad está muy relacionada con 
la evolución que ha experimentado el IRPF desde su inicial diseño como 
impuesto de carácter sintético en 1979 hacia una configuración del mismo 
de carácter celular. Las transformaciones experimentadas en el IRPF, 
motivadas por consideraciones de competitividad y eficiencia antes 
apuntadas respecto al ámbito internacional, unida a la utilización no 
financiera de los tributos, han incidido de forma directa sobre 
consideraciones del principio que podrían denominarse de tradicionales. De 
hecho se trata de un principio, el de capacidad económica, que ha 
encontrado importantes obstáculos para su proyección práctica en los 
últimos años y que ha llevado a una parte de la doctrina a considerar su 
posible estado de crisis212. 
 Principio de progresividad 
Su alusión expresa dentro del texto constitucional se aparta de la tendencia 
general mantenida en el Derecho comparado213. Es además considerada una 
                                      
212 En este sentido y aunque se profundizará en ello más adelante, dentro de la doctrina 
española destaca la postura de CARLOS PALAO TABOADA, para quien el principio de igualdad 
en los tributos se identifica más con la interdicción de la arbitrariedad que con el la capacidad 
económica. En su opinión no se trata este de un principio de carácter jurídico del que puedan 
deducirse criterios concretos para el diseño del sistema tributario. Se trata de un criterio de 
carácter orientador destinado a desplegar su eficacia más en el campo político que en el 
jurídico. Los dos trabajos más significativos de en los que se recogen estas reflexiones son: 
“Apogeo y crisis del principio de capacidad contributiva”. Estudios jurídicos en homenaje a 
Federico de Castro. Tecnos. Madrid, 1976. pp. 377-426 y "Nueva visita el principio de 
capacidad contributiva". Revista Española de Derecho Financiero, nº 124. Cívitas. 2005. pp. 
767-783.  
213 La referencia española al principio parece ser influencia del artículo 53 de la Constitución 
italiana que también lo asume como criterio inspirador del sistema tributario en su conjunto. 





referencia notable en el Derecho Constitucional pues su formulación es 
única: “Otras Constituciones pueden que permitan la progresividad (algunas 
no lo hacen) pero ninguna lo exige taxativamente”214. Se trata asimismo de 
una nota innovadora respecto de nuestros textos constitucionales 
anteriores, desde los del siglo XIX hasta la Constitución de 1931. A pesar de 
la novedad de su mención expresa, con anterioridad se admitió la 
legitimidad del criterio progresivo por cuanto solo éste era capaz de 
compensar el efecto de gravámenes regresivos. De esta forma se pretendía 
asegurar al menos la proporcionalidad expresamente proclamada215. 
En palabras de C. ALBIÑANA, nada más fácil de explicar que el concepto de 
progresividad y nada más difícil de determinar que los límites razonables de 
la misma en la configuración del sistema tributario216. 
La progresividad de un sistema fiscal consiste en que quién más capacidad 
económica tiene contribuye más que proporcionalmente que quien la tiene 
menor, y ello por el total de los impuestos que le sean aplicables. Se ha 
considerado al principio de progresividad como la concreción de la igualdad 
en el sector tributario217. Lo anterior es tanto como decir que, conforme al 
criterio constitucional, la igualdad en la contribución a los gastos públicos no 
se hace efectiva de forma suficiente con un reparto proporcional a la 
capacidad económica, sino que su efectividad depende de que quién más 
medios económicos tenga aporte proporcionalmente más que quién menos 
                                                                                                                
La Constitución portuguesa, aunque lo recoge también, se refiere al mismo en relación a 
figuras tributarias concretas. Otras constituciones como la alemana no lo citan expresamente 
pero ha sido objeto de desarrollo por parte del Tribunal Constitucional. 
214 BRENNAN, GEOFFREY; CASAS PARDO, JOSÉ: "La constitución española a la luz de la 
economía política de las constituciones". Hacienda pública Española, nº 116. 1990. p. 59. 
215 SAÍNZ DE BUJANDA admite la legalidad de los impuestos progresivos pre-constitucionales 
por entender que la redacción del artículo 9º del Fuero de los Españoles no alude 
explícitamente a ninguna clase de gravamen. Una tributación "según" la capacidad 
económica admitiría alícuotas proporcionales y progresivas.  SAINZ DE BUJANDA, 
FERNANDO: Hacienda y Derecho, Vol. III. Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1963. p. 
222. 
216 En ALBIÑANA, CÉSAR: "Artículo 31. El gasto público". op. cit., p. 433. 
217 Cf. MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios … “,  ob.cit. p. 72. 





tenga218. Se entiende este  principio como consecuencia de la interpretación 
del principio de capacidad económica en relación al principio de igualdad, es 
decir, como un complemento necesario para el logro de la igualdad real y 
efectiva en la distribución de la carga financiera.  
La exégesis de este principio tributario puede dividirse básicamente en dos 
grupos219: el de aquellos que conciben el principio de progresividad como un 
mandato al legislador para que legisle tributos que contengan tarifas 
progresivas y el de los que contemplan al mismo como un refuerzo al 
mandato constitucional relativo al progreso social y económico y a una más 
equitativa distribución de la renta, del artículo 41.1 CE. La primera 
interpretación se enfrentaría a la imposibilidad de aplicar tarifas progresivas 
en algunos de los impuestos vertebrales del sistema fiscal español como los 
indirectos, así como a distintos interrogantes acerca de cuáles impuestos 
utilizar y qué grado de progresividad aplicar. Respecto del segundo grupo, 
al entender que se trata de un principio predicable del sistema tributario en 
su conjunto, no a cada figura en particular, se derivarían también una serie 
de consecuencias positivas y negativas: mandato constitucional de más 
difícil cumplimiento, principio menos operativo, posible admisión de tributos 
no abiertamente regresivos si el conjunto del sistema es progresivo, 
dificultad de valorar la progresividad en figuras tributarias concretas….  
                                      
218 Algunos autores consideran que el principio de progresividad es el resultado de una opción 
política que considera al sistema tributario como herramienta para la redistribución de la 
renta y la riqueza. GARCÍA AÑOVEROS, JAIME et. al.: Manual del sistema tributario español. 
op. cit.,  p. 56. 
219 MAGRAMER Y MARTÍN comienzan con una referencia a las distintas posturas doctrinales 
respecto de nuestro texto constitucional describiendo después las fundamentaciones 
históricamente propuestas para el principio de progresividad. Finalmente y respecto del 
principio de justicia tributaria constitucionalmente reconocido concluyen afirmando: “resulta 
arduo probar que la progresividad se erija en el único medio para alcanzar el ideal de justicia 
tributaria perseguida en el texto constitucional, puesto que, desde esta última óptica, dicha 
justicia resulta predicable tanto del impuesto proporcional como del progresivo….(…) Por ello, 
a nuestro juicio, nada obsta a la configuración de un sistema tributario solamente compuesto 
de figuras impositivas proporcionales” MAGRANER MORENO, FRANCISCO J.; MARTÍN LÓPEZ, 
JORGE: "Impuestos progresivos y justicia fiscal: reflexiones en torno al principio 
constitucional de progresividad tributaria del artículo 31.1 de la Constitución española". 
Presente y futuro de la Constitución Española de 1978. Tirant lo Blanch. 2005. pp. 452 y ss. 





En nuestro sistema fiscal, la determinación del grado concreto de 
progresividad aplicable en las distintas figuras impositivas o en el sistema 
tributario en su conjunto es una cuestión que no viene explícitamente 
recogida en el texto constitucional. En opinión de MARTÍN DELGADO esta es 
una tarea que le corresponde realizar al legislador ordinario en un juicio 
discrecional y que dependerá de la concepción que se tenga del principio de 
igualdad en todo el ordenamiento. Esta determinación del grado de 
progresividad así como el respeto al límite expresamente señalado en la no 
confiscatoriedad deberá ser objeto de control de mérito por parte del 
Tribunal Constitucional220.  
La remisión a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional con objeto de 
esclarecer estos interrogantes tampoco es definitiva. En un trabajo reciente, 
MAGRAMER Y MARTÍN221 señalan la ausencia de pronunciamientos que 
contengan valoraciones genéricas sobre aspectos de difícil solución como el 
concepto de sistema fiscal progresivo o el adecuado grado de progresividad 
de figuras tributarias concretas222. 
La jurisprudencia, fuera del análisis de casos concretos, ha centrado sus 
pronunciamientos más generales en considerar que dicho principio debe 
tener mayor proyección en figuras impositivas de carácter personal y 
general como el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
contribuyendo con ello a alcanzar los objetivos de redistribución de la renta 
(Art. 131.1 CE) y de solidaridad (Art. 138.1 CE) recogidos por nuestra 
Constitución (STS 182/1997, de 28 de octubre, F.J. 9º y STC 46/2000, de 
17 de febrero, F. J. 6º)223. 
                                      
220 MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios … “,  ob.cit. p. 73. 
221 MAGRANER MORENO, F. J.; MARTÍN LÓPEZ, J.: "Impuestos progresivos y  …". op. cit., p. 
456. 
222 Habiendo afirmado la idoneidad del IRPF para dar cumplimiento a los principios de justicia 
tributaria del artículo 31.1 CE, y en especial a los principios de igualdad y progresividad (STC 
182/1997, de 28 de octubre, F.J. nº 9), el Tribunal Constitucional ha concretado el grado de 
progresividad admisible del mismo afirmando que resultaría evidentemente confiscatorio una 
tarifa cuyo tipo medio de gravamen alcanzara el 100 por 100 de la renta (STC 150/1990, de 
4 de octubre, F.J. nº 9) 
223 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve reflexión sobre  …". op. cit., p. 243. 





En este sentido, su consideración como instrumento de una política de 
redistribución de renta y riqueza es lo que ha proporcionado el argumento 
más objetivo para defender su aplicabilidad y su relación con el principio de 
igualdad también proclamado en la Carta Magna. Así lo ha entendido el 
Tribunal Constitucional al afirmar: 
“Es por ello -porque la igualdad que aquí se reclama va íntimamente enlazada 
al concepto de capacidad económica y al principio de progresividad- por lo 
que no puede ser, a estos efectos, simplemente reconducida a los términos 
del artículo 14 CE: una cierta desigualdad cualitativa es indispensable para 
entender cumplido este principio. Precisamente la que se realiza mediante la 
progresividad global del sistema tributario en que alienta la aspiración a la 
redistribución de la renta”224.  
No obstante, se ha afirmado que para conseguir un efecto redistributivo no 
es necesario que la progresividad tenga "una imagen escandalosa medida 
en dígitos de gravamen". Basta con que el tributo no sea regresivo y se 
desarrolle una política de gasto público con criterio redistribuidor. También 
se ha dicho que si bien la progresividad del sistema tributario es un 
mandato constitucional no ocurre lo mismo con la redistribución, pues el 
artículo 40 solo habla de una distribución de la renta más equitativa lo cual 
es mucho pero es también menos que "redistribución". El concepto de 
distribución más equitativa puede variar desde una concepción igualitarista 
difícil de encajar en un sistema de libertades, exigir un cercenamiento 
llamativo de las rentas altas o identificarse con la garantía de unos mínimos 
razonables para todos225. 
La apreciación anterior no exonera de la aplicación del principio a las tasas y 
contribuciones especiales, toda vez que la vigencia del principio del 
beneficio dentro de éstos atribuye a la técnica tributaria un protagonismo 
mayor en la búsqueda de ese objetivo.  
                                      
224 STC 27/1981 de 20 de julio. 
225 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "La reforma del impuesto sobre la renta". Claves de Razón 
Práctica, nº 82. 1998. pp. 8-9. 





La interpretación acerca del sujeto sobre el que debe verificarse el juicio de 
progresividad, para un sector de la doctrina, debe ser el contribuyente que 
esté llamado por la norma a atender el pago del tributo, aunque no sea el 
directamente obligado frente al ente público como ocurriría en aquellos 
impuestos de traslación obligatoria como el IVA. Es decir, la incidencia de la 
progresividad quedaría afirmada en un plano estrictamente jurídico, sin que 
para su valoración tuvieran que considerarse las múltiples posibilidades de 
traslación del impuesto que ofrecen las relaciones económicas a los 
individuos.  Para una ponderación completa del alcance progresivo de los 
tributos no deberían ignorarse los efectos del gasto público sobre la 
capacidad económica de los contribuyentes y ello por una elemental 
coherencia de principios en el conjunto del ordenamiento financiero226.  
Si bien su definición no plantea grandes problemas, sí lo hace la 
determinación de la materia imponible apropiada para su aplicación y el 
diseño de una tarifa progresiva concreta. La fundamentación teórica y los 
problemas técnicos que plantea esta última han sido los temas centrales de 
la literatura existente sobre la cuestión de la progresividad impositiva227. 
 Principio de no confiscatoriedad 
El principio de no confiscatoriedad tampoco estuvo enunciado con 
anterioridad en nuestros textos constitucionales aunque sí lo estaba 
implícitamente en el reconocimiento de la propiedad e iniciativa privadas, el 
rechazo de la pena de confiscación de bienes y en los límites señalados a la 
expropiación. 
Por su parte la Constitución no explica ni intenta tampoco más adelante 
aclarar qué entiende por carácter confiscatorio del sistema tributario. El 
legislador constitucional, al afirmar del sistema tributario justo que no 
tendrá, en ningún caso, alcance confiscatorio, parece tratar de evitar que su 
                                      
226 MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios … “,  ob.cit. pp. 78 y 83. 
227 Una síntesis sobre planteamientos subjetivos y objetivos como fundamento de la 
progresividad puede verse en PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: “Las cargas públicas: principios 
para su distribución”, Hacienda pública Española nº 59, 1979, pp. 106 y ss. 





efecto pueda resultar comparable con el de la confiscación, es decir, que se 
traduzca en privar de sus bienes a los ciudadanos en favor del Estado con 
carácter punitivo228.  
Se ha afirmado también que se trata de un requisito singular y notable de la 
CE y que representa “un gesto extremadamente interesante en la dirección 
de reconocer la posibilidad de que se pueda dar la explotación fiscal”229. 
Algún autor ha ido un poco más allá en su interpretación del principio 
aportando una visión más global acerca de su sentido. RODRÍGUEZ  
BEREIJO230 considera que los derechos protegidos por el principio de no 
confiscatoriedad (derechos de propiedad,- art. 33CE-, y de libertad de 
empresa,-art. 38CE) son bienes jurídicos protegidos en la medida en que 
son condición y garantía de la libertad y autonomía individual y contribuyen 
al libre desarrollo de la persona reconocido en el art. 10 CE. 
Doctrinalmente se ha considerado asimismo que el principio de 
confiscatoriedad tiene más valor ideológico o político que jurídico, fruto del 
espíritu de compromiso que estuvo presente cuando se redactó el texto 
constitucional231. PALAO TABOADA entiende que se trata de un principio 
innecesario pues se desprende del propio principio de capacidad económica 
y está destinado a proteger lo que ya se encuentra amparado con el 
reconocimiento y garantías previstas para la propiedad privada (art. 33 CE). 
En sentido contrario sin embargo hay quién ha afirmado que el principio de 
confiscatoriedad no representa una garantía muy sólida contra la 
expoliación fiscal vista la redacción del artículo 128.1 que establece la 
subordinación de toda la riqueza del país al interés general y mientras no se 
precise jurisprudencialmente el alcance de dicho interés general232. Otro 
                                      
228 MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios … “,  ob.cit. p.83. 
229 El autor realiza el comentario anterior en un sentido positivo al reconocer que se trata de 
una forma alternativa a la vía política a la que el contribuyente puede recurrir. BRENNAN, 
GEOFFREY; CASAS PARDO, JOSÉ: "La constitución española  …". op. cit.,  p. 61.  
230 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve reflexión sobre  …". op. cit.,  p. 244. 
231 PÉREZ ROYO, F.: Derecho  Financiero y tributario. Parte general. op. cit., pp. 35-50. 
232 BRENNAN, GEOFFREY; CASAS PARDO, JOSÉ: "La constitución española  …". op. cit., p. 62. 





sector doctrinal (M. QUERALT, C. LOZANO, J.M. TEJERIZO, G. CASADO) lo 
califica de tautología por entender que los términos “impuesto” y 
“confiscación” son por su esencia incompatibles233. P. YEBRA por su parte, 
después de calificar de “sutileza” la manera en la que el texto constitucional 
se refiere al principio (como que el sistema tributario "no tenga alcance 
confiscatorio") se refiere a la imprecisión del TC en esta cuestión. En su 
opinión el Tribunal no ha concretado cuándo un tipo de gravamen tiene 
dicho carácter salvo cuando lo afirmó de un IRPF cuya progresividad 
alcanzare un tipo medio del 100 por 100, lo cual resulta ser una previsión 
tautológica234. 
Su eficacia vinculante ha sido resaltada doctrinalmente tanto respecto del 
sistema tributario en su conjunto, como respecto de figuras impositivas 
concretas en las que trataría de evitar un menoscabo de la fuente de 
riqueza de la que deriva el hecho imponible. El alcance confiscatorio se 
produciría si la aplicación del tributo supone la destrucción del patrimonio 
que ostentaba el contribuyente antes de su entrada en vigor, pues de esta 
forma se estarían conculcando los derechos a la propiedad privada y a la 
herencia235. En otro sentido se afirma que el alcance confiscatorio sería 
aquel que afectara al contenido sustancial del derecho de propiedad 
suprimiendo, por ejemplo, la capacidad de ahorro e inversión236. 
Algunos autores vinculan de forma especial el principio de no 
confiscatoriedad con el de progresividad, entendiendo que el primero 
representa un límite expreso en la aplicación del segundo237. En este sentido 
una afirmación de alcance confiscatorio de un tributo significará que la 
presión tributaria ha dejado de cumplir su finalidad redistributiva para 
convertirse en instrumento de privación de bienes, aunque estos se 
                                      
233 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve reflexión sobre  …". op. cit., pp. 244. 
234 YEBRA MARTUL-ORTEGA, P.: "Artículo 31.1 de la Constitución  …". op. cit., pp. 512 y ss. 
235 SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO. Lecciones de Derecho Financiero. op. cit., p.111. 
236 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME et. al. Manual del sistema tributario español. op. cit., p. 58. 
237 SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO: Lecciones de Derecho Financiero. op. cit., p.111. 





destinen a la financiación de los gastos públicos o a la atenuación de las 
desigualdades económicas. 
Como en el caso del principio de progresividad, la concreción cuantitativa 
del alcance confiscatorio del tributo deberá realizarse con referencia al 
marco de la justicia general del ordenamiento jurídico, siendo clave en esta 
tarea la jurisprudencia del Tribunal Constitucional a la vista de la realidad 
concreta sobre la que tenga que pronunciarse238.  
 Principio de legalidad 
Se encuentra recogido en el artículo 31.3 de la Constitución y recalcado 
expresamente en relación a los tributos en el artículo 133.1 del mismo 
texto239. 
La vinculación de este principio con el principio de justicia en los tributos 
aparece en la doctrina más de forma tácita que expresa. En este sentido 
puede afirmarse que en España, en la medida en que a los tributos les es de 
aplicación el principio de reserva de Ley y que es el Derecho el arte que se 
ordena a la justicia, lo propio del orden tributario es establecer lo debido de 
cada uno respecto de las cargas comunes. JIMÉNEZ DE PARGA lo expresa al 
afirmar que la condición de exigibilidad del Derecho Tributario deriva de que 
el mismo organice las conductas sociales hacia un objetivo de justicia240.  
Así, los aspectos de este principio doctrinalmente más contemplados en 
España han sido su significación jurídica dentro del Estado de Derecho, su 
                                      
238 Otras reflexiones doctrinales sobre el principio de no confiscatoriedad pueden encontrarse 
en PALAO TABOADA, CARLOS: "La protección constitucional de la propiedad privada como 
límite al poder tributario". Coord. Ferreiro Lapatza, José J. La Hacienda pública en la 
Constitución Española. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid. 1979. pp. 277 y ss. AGULLÓ, 
ANTONIA: “Una reflexión en torno a la prohibición de confiscatoriedad del sistema 
tributario”. Cívitas. Revista Española de Derecho Financiero, nº 36. 1982. pp. 855 y ss. 
GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO: "El principio constitucional de no confiscatoriedad 
tributaria". El sistema económico en la Constitución Española, Vol. II. Jornadas de estudio 
sobre la Constitución Española. Ministerio de Justicia. Centro de publicaciones. Madrid. 1994. 
pp. 1551-1560. 
239 Conforme al art. 31.3: “Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales 
de carácter público con arreglo a la Ley” y conforme al 133.1: “La potestad originaria para 
establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante Ley”. 
240 En opinión de JIMÉNEZ DE PARGA, recogida por ERNESTO ESEVERRI y JUAN LÓPEZ 
MARTÍNEZ en “Temas prácticos de  …”. op. cit.,  p. 161. 





fundamento, su ámbito de aplicación y su proyección concreta en la 
dinámica de creación y regulación de los tributos241.  
Se ha señalado al principio de legalidad tributaria como la pieza clave del 
edificio de las fuentes del Derecho en este ámbito. Abreviadamente puede 
decirse que dicho principio establece la necesidad de una ley formal para 
que exista un tributo. Permite asimismo garantizar la igualdad o 
tratamiento uniforme para todos los ciudadanos, y puede conectarse con el 
principio de seguridad jurídica o certeza del Derecho (artículo 9 CE). 
 En cuanto a su fundamento, tradicionalmente este principio se ha 
relacionado con la exigencia de autoimposición o consentimiento del 
impuesto a través de los representantes de aquellos llamados a 
satisfacerlos. También encuentra su causa en el principio político de 
separación de poderes, en las garantías individuales frente a las 
intromisiones arbitrarias de los poderes públicos o en el interés colectivo de 
asegurar un procedimiento democrático para la distribución de las cargas 
públicas (pluralismo, respeto de las minorías, publicidad). 
Siendo los tributos la prestación patrimonial de carácter público más 
significativa, esto es, aquella que es impuesta de manera unilateral, 
quedarían claramente bajo la vigencia del principio junto con otras 
prestaciones no tributarias aunque de similar naturaleza en el aspecto antes 
señalado (cotizaciones sociales, precios públicos, ...etc).  
Tanto la doctrina como la jurisprudencia constitucional han entendido que la 
eficacia del principio de legalidad recogido en la Constitución se proyecta 
sobre la creación del tributo en sí y sobre sus elementos esenciales, 
pudiendo en consecuencia los restantes elementos del mismo ser objeto de 
regulación reglamentaria (SSTC 37/1981, de 16 de noviembre; 6/1983, de 
4 de febrero; 179/1985, de 19 de diciembre). Se trataría por tanto de una 
interpretación no estricta del principio de legalidad, lo que se ha 
                                      
241 Para el análisis de estas cuestiones se ha seguido la exposición de PÉREZ ROYO, F.: Derecho  
Financiero y tributario. Parte general. op. cit.,  pp. 44 y ss. 





denominado "reserva de ley relativa"242. Su fundamento se encontraría no 
solo en la propia dicción constitucional ("con arreglo a la Ley") sino en el 
efectivo respecto que dicho principio encontraría de ser así interpretado. Por 
otro lado, solo entendiendo de ese modo el principio de reserva de ley sería 
posible dar cauce a la autonomía financiera de las entidades locales también 
afirmada constitucionalmente. Con arreglo a lo anterior, resulta admisible la 
remisión a una fuente no legislativa que regule el tributo siempre que dicha 
remisión se encuentre justificada, establecida en una Ley formal y que la 
misma contenga además los límites y criterios conforme a los cuales deba 
ser desarrollada. 
La doctrina había entendido que para determinar la línea divisoria entre lo 
primario  y lo secundario a efectos de la reserva de ley, el artículo 10 de la 
Ley General Tributaria completaba e interpretaba  dicho mandato 
constitucional. No obstante el Tribunal Constitucional (STS 6/1983 de 4 de 
febrero) en una jurisprudencia un tanto confusa, admitió en contra del 
mismo la supresión o reducción de exenciones. La nueva LGT243 mejora el 
                                      
242 El mismo sentido le atribuye C. ALBIÑANA a la expresión “con arreglo a la Ley”. ALBIÑANA, 
CÉSAR: "Artículo 31. El gasto público". op. cit.,  p. 446. 
243 La vigente Ley 58/2003, de 17 de diciembre, recoge en su artículo 8 la “Reserva de Ley 
tributaria” estableciendo: 
Se regularán en todo caso por Ley: 
a. La delimitación del hecho imponible, del devengo, de la base imponible y 
liquidable, la fijación del tipo de gravamen y de los demás elementos directamente 
determinantes de la cuantía de la deuda tributaria, así como el establecimiento de 
presunciones que no admitan prueba en contrario. 
b. Los supuestos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias de 
realizar pagos a cuenta y su importe máximo. 
c. La determinación de los obligados tributarios previstos en el apartado 2 del artículo 
35 de esta Ley y de los responsables. 
d. El establecimiento, modificación, supresión y prórroga de las exenciones, 
reducciones, bonificaciones, deducciones y demás beneficios o incentivos fiscales. 
e. El establecimiento y modificación de los recargos y de la obligación de abonar 
intereses de demora. 
f. El establecimiento y modificación de los plazos de prescripción y caducidad, así 
como de las causas de interrupción del cómputo de los plazos de prescripción. 
g. El establecimiento y modificación de las infracciones y sanciones tributarias. 
h. La obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones referidas al 
cumplimiento de la obligación tributaria principal y la de pagos a cuenta. 





criterio de selección de las materias reservadas pudiendo considerar la 
enumeración que contiene como criterio interpretativo del precepto 
constitucional244.  
b) La eficiencia impositiva: reconocimiento constitucional. 
Como se apuntó anteriormente, el principio de eficiencia económica en los 
tributos no se encuentra expresamente reconocido en el texto constitucional 
y ello a pesar de haberse aprobado en un momento en el que cuestiones 
como la competitividad internacional, la libertad de movimiento de capitales 
y la apertura de las economías hacia el exterior comenzaba a ser una 
realidad también para España.  
Sí se encuentra en cambio expresamente recogida la eficiencia en relación 
al gasto público245, por lo que de la misma manera que se podía afirmar 
según la doctrina la extensión de los principios tributarios a la vertiente del 
gasto público246, no debería desconocerse el principio de eficiencia 
económica como criterio ordenador del ingreso público. 
Otro reconocimiento constitucional indirecto del principio de eficiencia en los 
tributos podría encontrarse en la mención de los criterios que deben 
informar la política social y económica de los artículos 40.1, 130.1 y  131.1: 
                                                                                                                
i. Las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones tributarias respecto de la 
eficacia de los actos o negocios jurídicos. 
j. Las obligaciones entre particulares resultantes de los tributos. 
k. La condonación de deudas y sanciones tributarias y la concesión de moratorias y 
quitas. 
l. La determinación de los actos susceptibles de reclamación en vía económico-
administrativa. 
m. Los supuestos en que proceda el establecimiento de las intervenciones 
tributarias de carácter permanente. 
244 PÉREZ ROYO, F.: Derecho  Financiero y tributario. Parte general. op. cit.,  pp. 48-49. 
245 Artículo 31.2 CE: “El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos 
públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y 
economía.” 
246 En este sentido son las opiniones de RODRÍGUEZ BEREIJO y CÉSAR ALBIÑANA que recoge 
MARTÍN DELGADO, JOSÉ M. en “Los principios … “ ob.cit. p. 84. 





Artículo 40.1: “Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables 
para el progreso social y económico y para una distribución de la renta 
regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad 
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno 
empleo”. 
Artículo 130.1: “Los poderes públicos atenderán a la modernización y 
desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, de la agricultura, 
de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de 
vida de todos los españoles”. 
Artículo 131.1: “El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad 
económica general para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y 
armonizar el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la 
riqueza y su más justa distribución”. 
El Tribunal Constitucional247 ha vinculado especialmente estos objetivos con 
funciones tributarias no estrictamente recaudatorias. Reconoce que la 
función extrafiscal del tributo “no aparece explícitamente reconocida en la 
Constitución”, pero la misma puede derivarse directamente de los preceptos 
constitucionales en los que se establecen principios rectores de política 
social y económica (artículos 40.1 y 130.1 en particular). Es decir, conforme 
al contenido de los artículos anteriores, los poderes públicos deben valerse 
también del sistema tributario para promover las condiciones favorables 
para el progreso social y económico en el marco de una política de 
estabilidad económica orientada al pleno empleo. La eficiencia económica 
en el ámbito tributario podría encontrarse así entre las condiciones 
favorables antes mencionadas. El Tribunal continua afirmando que  “tanto el 
sistema tributario en su conjunto como cada figura tributaria concreta 
forman parte de los instrumentos de que dispone el Estado para la 
consecución de los fines económicos y sociales constitucionalmente 
ordenados”. 
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R. CALVO ORTEGA248, reflexionando sobre el contenido del artículo 40.1 de 
la CE, considera que incluye dos mandatos amplísimos. Relaciona las 
"condiciones favorables para el progreso social y económico" con la creación 
de condiciones para el incremento de la producción (infraestructuras 
energéticas, de comunicación e informáticas), con la extensión de la 
formación a todos los niveles y con el fomento de las actividades 
empresariales. El "progreso social" lo identifica con la extensión subjetiva 
de las prestaciones y la mejora de las existentes. Relaciona el mandato 
general relativo a "una distribución de la renta personal y regional más 
equitativa" con una política de inversiones y subvenciones públicas más 
selectiva y con el mantenimiento de un sistema basado en la capacidad 
económica y la progresividad impositiva. En su opinión, los principios y 
técnicas fiscales han contribuido al desarrollo de los principios rectores de la 
política social y económica, pasando a enumerar mecanismos impositivos 
concretos dirigidos a este fin. Entre esos mecanismos cita especialmente 
distintas exenciones o definiciones de base sujeta a gravamen que en el 
IRPF eximen de tributación a aquellas rentas dedicadas por el sujeto pasivo 
a alguno de los fines enumerados en el texto constitucional (mínimo de 
subsistencia, planes de pensiones, mínimos cualificados para personas con 
minusvalía etc...). También cita beneficios fiscales (Impuesto sobre 
Sociedades) o tipos de gravamen reducidos (IVA) dirigidos a fomentar 
determinadas actividades (medio ambiente, enseñanza, cultura ...). No 
hace mención sin embargo a la posible utilización del sistema fiscal bajo un 
prisma de “eficiencia económica” o atendiendo a condiciones concretas 
motivadas por la misma.  
En definitiva, la relación de los preceptos constitucionales con el principio de 
eficiencia tributaria dependerá de que en éstos preceptos se contengan 
directrices de actuación (o inhibición) pública que favorezcan la eficiencia en 
el sentido que se le atribuye dentro del ámbito fiscal. En este sentido, y sin 
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profundizar por el momento en una cuestión que se analizará más adelante, 
el concepto de eficiencia al que modernamente remite la eficiencia en los 
tributos, es la eficiencia económica paretiana. Este concepto expresa 
básicamente el aprovechamiento de medios en la consecución de fines 
dados, circunstancia que desde las teorías económicas más representativas 
se vincula con la ausencia de interferencias sobre la asignación de recursos 
que realiza el mercado en competencia y ante ausencias de fallos en el 
mismo. Por tanto, en la medida en que los criterios de actuación en política 
social y económica antes citados favorezcan la neutralidad en la asignación 
por el mercado de bienes y factores o en caso contrario, intervengan en la 
resolución de un fallo de mercado, se estará fomentando la eficiencia 
económica. La utilización de los tributos bajo estas mismas consideraciones 
responderá así al principio de eficiencia o neutralidad impositiva.  
Pues bien, en los preceptos constitucionales trascritos, hay directrices que 
podrían fomentar una política de no interferencia en la asignación de 
recursos y con ello la eficiencia económica y tributaria (promoción de las 
condiciones favorables para el progreso social y económico) y otros que, 
más allá de su justificación por fallos de mercado, podrían suponer 
importantes excepciones al principio de neutralidad doctrinalmente 
vinculado con la eficiencia (intervención en sectores económicos, 
planificación de la actividad económica, equilibrio y armonización del 
desarrollo regional…). Es decir, los artículos constitucionales más 
relacionados con la intervención en materia social y económica pueden 
amparar actuaciones públicas de signo contradictorio en lo que a eficiencia 
económica se refiere y con ello respecto al principio de eficiencia en los 
tributos. 
3. Vigencia y relación entre los principios impositivos de 
justicia y eficiencia  
Una vez realizada una descripción del contenido constitucional en materia 
de principios tributarios, es momento de entrar en un análisis más crítico e 





inquisitivo acerca del contexto y proyección posterior en España de los 
principios de justicia y eficiencia en los tributos.  
En un primer epígrafe y con la idea de iniciar el análisis desde el contexto 
temporal en el que ambos principios se sitúan, se recoge una visión crítica 
general del marco constitucional de principios desde un punto de vista 
temporal. Seguidamente se han elegido algunas de las realidades del 
fenómeno impositivo en España que mejor permiten hacer un esbozo del 
estado de la cuestión en materia de principios impositivos de justicia y 
eficiencia. La perspectiva que se ha escogido para ello es la de la doctrina 
científica manifestada en las distintas reformas fiscales habidas durante el 
actual periodo democrático. La razón de la misma se encuentra en que es 
esta perspectiva la que aporta una mayor visión crítica, no solo del 
reconocimiento constitucional de principios impositivos, sino de su concreta 
aplicación posterior. 
a)  Visión temporal del marco constitucional de principios 
Cuando los principios inspiradores del sistema tributario fueron recogidos en 
la CE se encontraban afectados por un desfase temporal entre el momento 
y las circunstancias en que fueron pensados y el momento en el que 
finalmente se plasmaron en el texto constitucional. Algunos autores249 han 
señalado para el caso español un retraso aproximado de década y media en 
la implantación de reformas fiscales en relación al escenario dominante en 
el ámbito internacional. 
GARCÍA AÑOVEROS por ejemplo, al referirse a los principios tributarios 
recogidos en la Constitución de 1978, reconoce que fueron recogidos “en el 
mismo momento en que esos criterios (principio de capacidad económica, 
progresividad, fuerte impacto recaudatorio del IRPF, predominio de la 
recaudación por impuestos directos) empezaban a flaquear en nuestro 
contexto político, a causa de la crisis del petróleo, de las exigencias de la 
competitividad internacional, de la liberalización de las transacciones, y, 
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singularmente, de la competitividad dentro de la CEE, ligada a la creciente 
libertad de las transacciones y los movimientos de capital”250.  
Por su parte G. BRENNAN251, en un análisis de nuestra Constitución desde 
un prisma de Economía Política, afirma en 1990:”Es interesante notar que el 
mandato constitucional de que el sistema impositivo sea progresivo va 
contra la tendencia existente actualmente en el mundo occidental de reducir 
significativamente el recurso a la progresividad impositiva”. 
Las anteriores reflexiones pueden encontrar una explicación en los 
antecedentes intelectuales de la reforma. Como se apuntó más arriba, sus 
líneas básicas estaban recogidas en distintos informes preparatorios que 
habían sido gestados durante los primeros años setenta y que recogían 
ideas tributarias de los sesenta y anteriores a la primera crisis del petróleo. 
La influencia intelectual más intensa fue, en opinión de E. ALBI, la derivada 
de los Principios de la imposición de F. NEUMARK (1970) y en un segundo 
lugar la del Informe Carter canadiense (1962-1966). Las ideas tributarias 
predominantes afirmaban como principios preferentes del sistema fiscal, 
además del propiamente financiero de suficiencia, los vinculados con el fin 
“político social” o con el fin de equidad y justa distribución de la carga fiscal. 
Por ello, los llamados principios “político económicos” relacionados con la 
eficiencia o con el fin estabilizador de la política fiscal, quedaron en un 
segundo plano. En su opinión “la reforma nace, pues, condicionada por 
ideas y realidades pasadas” 252. 
En un sentido muy similar L. GONZALO afirma: 
“La Constitución de 1978 se elabora, debate y promulga, precisamente, 
cuando el mundo occidental está cambiando el paradigma económico hasta 
entonces vigente y empieza a consolidarse otro que exige no sólo la reducción 
de la presión fiscal, sino la reforma de los impuestos en un sentido más 
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neutral respecto de la asignación de los recursos y menos desalentador del 
ahorro y la inversión. (…) Si hasta entonces ha primado la búsqueda de la 
equidad en el reparto de la carga fiscal, a partir de ese momento tratará de 
conseguirse la máxima eficiencia del sistema impositivo, no siempre 
compatible con la estricta justicia distributiva en materia de impuestos”253. 
Por otro lado, un principio que ya se vislumbraba como significativo en el 
entorno internacional y que estaba presente en aportaciones doctrinales 
cercanas, el principio de eficiencia económica en los tributos, no se recogió 
expresamente en el texto. Pueden encontrarse en la doctrina expresiones 
que reflejan cierta perplejidad frente a la realidad anterior. Así, GARCÍA 
AÑOVEROS afirma: “Es curioso observar que la expresión “eficiencia 
económica”, unida al sistema tributario, ni siquiera aparece en nuestra 
Constitución, como tampoco la idea de competitividad.  La reforma fiscal 
respondía a aspiraciones sociales y políticas muy sentidas, con los 
instrumentos técnicos más adecuados según los criterios de los años 70. 
Pero tropezó con unas realidades que era difícil prever en el momento de su 
diseño y aplicación inicial”254. 
Por su parte LAGARES CALVO extiende la apreciación anterior a la propia 
reforma fiscal que fue implantándose desde 1977, y que siguió a la 
aprobación constitucional de 1978. Dicha reforma, en su opinión, se asienta 
sobre unos conceptos y principios tributarios utilizados a finales de los 
sesenta y primeros años de la década de los setenta. De hecho la reforma 
tributaria que se puso en marcha en 1977 estaba plenamente planificada a 
principios de 1973, esto es, bajo ideas y principios anteriores a la primera 
crisis del petróleo y a las modificaciones estructurales que posteriormente 
se pusieron en marcha255. 
En cuanto a sus antecedentes legislativos y como ya se adelantó, puede 
considerarse que la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, 
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contenía en su artículo 3 un auténtico embrión de lo que posteriormente 
sería el enunciado constitucional. Paradójicamente, su referencia expresa a 
los tributos como “instrumentos de la política económica general” y medio 
para “atender a las exigencias de estabilidad y progreso sociales”, no 
transcendieron al mismo. 
Puede afirmarse entonces que el marco constitucional de principios vio la 
luz con un cierto alejamiento respecto de la realidad económica y social en 
la que estaba llamado a proyectarse. 
Además, como algún buen conocedor de nuestra historia fiscal ha 
apuntado256, el impulso de las reformas fiscales en España ha obedecido 
más a la inquietud y oportunidad políticas que a fundadas razones 
económicas o a quejas reiteradas sobre las distorsiones derivadas de la 
imposición. Por ello, las motivaciones y demandas concretas que desde los 
principios impositivos de equidad o de eficiencia hubieran podido impulsar la 
redacción del marco tributario constitucional se mantuvieron en un segundo 
plano.   
b)  Vigencia y proyección del principio de justicia en los tributos 
Como ya se adelantó, el principio de justicia constitucionalmente recogido 
en el artículo 31.1 de nuestra Constitución queda configurado como el 
principio básico aplicable al reparto de la carga fiscal, cuyo objetivo es 
procurar que este reparto se realice con igualdad entre los contribuyentes. 
Esta igualdad, habida cuenta de la desigualdad real que existe entre los 
mismos, se materializa mayormente mediante la distribución de los gastos 
públicos entre todos (principio de generalidad) y en función de la capacidad 
económica para financiarlos, aunque se admiten otros criterios distintos 
como expresión de esta igualdad. Por su parte la relación entre la carga 
fiscal y la capacidad económica se admite que puede ser proporcional o más 
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que proporcional (principio de progresividad), sin que en ningún caso el 
efecto pueda tener alcance confiscatorio (principio de no confiscatoriedad). 
Así pues, con todas las salvedades y matizaciones ya mencionadas acerca 
de la interpretación de los principios impositivos en los que se materializa el 
reparto justo de los gastos públicos, estas líneas previas son la referencia 
básica a partir de la que se inicia el presente análisis.  
Nuestro objetivo ha sido identificar algunos de los escollos fundamentales 
que ha encontrado el principio de justicia en su proyección concreta dentro 
del sistema fiscal español posterior a la Constitución de 1978 y las visiones 
doctrinales que han suscitado. Veamos algunos de ellos. 
 Ausencia de generalidad e igualdad 
Fue la ausencia de equidad por falta de generalidad en el sistema fiscal 
vigente en 1978, una de las razones que mejor explica el hecho de que la 
reforma fiscal de la democracia pusiera su acento en la equidad. Así lo 
expresaba E. ALBI257 en 1975 cuando afirmaba: “Entre todos los objetivos, 
en ocasiones contrapuestos, que pretende alcanzar un sistema impositivo 
ideal, damos prioridad a la consecución de la equidad impositiva, ya que las 
hipótesis previas que tenemos respecto al Impuesto español sobre la Renta, 
estrechez de su base y alto nivel de evasión, así lo aconsejan". En el mismo 
sentido se pronuncia uno de los informes258 preparatorios de la reforma 
fiscal de la democracia: “Dos fenómenos distintos, aunque 
complementarios, se encuentran en la base de esta deficiencia del actual 
sistema impositivo: su falta de generalidad, causada por la evasión y el 
fraude de que son objeto los impuestos que componen el sistema y el 
injusto reparto de la carga fiscal que los impuestos existentes determinan.” 
No obstante, si bien la elección constitucional de los principios a los que 
debería obedecer el reparto de la carga fiscal ha sido valorada 
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positivamente, no ocurre lo mismo con su traducción normativa y su 
aplicación por parte de los contribuyentes. Veamos algunas de las razones. 
Distintos balances realizados con ocasión de la ambiciosa reforma fiscal 
puesta en marcha en 1977 parecen confirmarlo. FUENTES QUINTANA259, por 
ejemplo, aun  reconociendo que se encuentra inacabada, no duda en 
afirmar el estado “crítico” de la misma tan solo unos años después de su 
lanzamiento. Pocos años más tarde califica al IRPF (1987) surgido de 
aquella reforma como un impuesto “complejo, ineficiente e injusto”260. 
La mejora de la equidad en el reparto de la carga debida a la 
personalización de los impuestos directos frente a los existentes de 
producto, convivió con una patente falta de generalidad y de igualdad261, y 
en este  caso, no solo entre distintas fuentes de renta sino entre  rentas 
sometidas a distintos métodos de estimación. La proliferación de rentas 
exentas exceptuadas de gravamen ha sido asimismo considerada como una 
fuente de excepciones al principio de capacidad económica cuya gravedad e 
injusticia se vieron incrementadas por el carácter progresivo de la tarifa262. 
En muchos de estos casos se trata de beneficios fiscales que ofrecen 
tratamientos especiales a determinadas rentas. Estas últimas son en su 
mayoría el resultado de demandas de tratamiento preferencial, con mayor o 
menor éxito en su capacidad de presión económica y política, o que 
atienden a la consecución de fines no estrictamente financieros. Así, la 
suma de desgravaciones, deducciones y otros tratamientos especiales 
supuso por ejemplo en 1998 casi un 42 por 100 de la recaudación 
prevista263. Su compatibilidad con el citado principio de generalidad y por 
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tanto con el de justicia en los tributos ha sido analizada por el Tribunal 
Constitucional. Así, se hace referencia a otros valores u objetivos 
constitucionalmente protegidos y por tanto por una lectura matizada del 
principio:  
“La generalidad como principio de ordenación de los tributos … no significa 
que cada figura impositiva haya de afectar a todos los ciudadanos. Tal 
generalidad, característica también del concepto de Ley es compatible con la 
regulación de un sector o de grupos compuestos de personas en idéntica 
situación. Sus notas son la abstracción y la impersonalidad; su opuesto la 
alusión “intuitu personae”…”. (STS de 2 de junio de 1986) 
Por su parte, y respecto al principio de capacidad económica, el Tribunal 
Constitucional ha considerado que la desigualdad de trato que se deriva de 
la exención o el beneficio fiscal, debe tener una justificación razonable y ser 
proporcionada al fin perseguido. Lo que resulta dudoso es que el TC haya 
conseguido introducir ese control de proporcionalidad264, partiendo como 
parte de un concepto reduccionista de capacidad económica, cuando afirma: 
“Basta que dicha capacidad económica exista, como riqueza o renta real o 
potencial en la generalidad de los supuestos contemplados por el legislador al 
crear el impuesto, para que aquel precepto constitucional quede a salvo”. 
(STS 37/1987, FJ 13º) 
La referencia más explícita a objetivos dotados de cobertura constitucional 
es la que se recoge en los principios rectores de la política social y 
económica, regulados en los artículos 39 a 52 del texto constitucional. La 
protección de la familia, de los trabajadores españoles en el extranjero, del 
medio ambiente, la promoción del pleno empleo, del acceso a la cultura o a 
una vivienda digna, la conservación y enriquecimiento del patrimonio 
histórico, cultural y artístico, etc., son fines que doctrinalmente se considera 
que pueden legitimar la concesión de beneficios tributarios, aunque desde el 
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punto de vista de la capacidad económica no se encuentre justificada su 
concesión.  
En esta búsqueda de objetivos no financieros por medio del tratamiento 
fiscal diferenciado se ha señalado la conveniencia de analizar cada caso 
particular y su posible aproximación a situaciones de privilegio fiscal 
incompatibles con los principios de generalidad y equidad impositivas265. El 
conflicto con los principios de igualdad y de capacidad económica también 
puede producirse en estos casos266. 
Por último, es destacable la relación que existe entre una elevada presencia 
de tratamientos fiscales de favor y el ocultamiento de bases imponibles. Así, 
alguno de los estudios sobre las causas del fraude fiscal en la España 
contemporánea, han vinculado el fenómeno con la percepción ciudadana de 
una elevada presión fiscal. Esta percepción se deriva de la coexistencia de 
altos tipos impositivos nominales con bases imponibles artificialmente bajas 
como consecuencia de la proliferación de estos nichos fiscales 
liberatorios267. 
A este respecto, y sin poder entrar ahora en la casuística de tratamientos 
fiscales diferenciales amparados por las distintas leyes del IRPF, queremos 
subrayar la opinión doctrinal268 según la cual la defensa del principio 
constitucional de igualdad tributaria realizada por el Tribunal Constitucional 
se ha concretado en un “juicio de mínimos”, esto es, “el mero control de la 
arbitrariedad de la diferencia de trato por medio de un criterio tan lábil 
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como el de la razonabilidad”. La doctrina tributarista española ha 
reprochado a la jurisprudencia constitucional el hecho de que su labor en el 
campo financiero y tributario haya sido más bien modesta, cautelosa e 
incluso de “deferencia” respecto del legislador. Se le reprocha en particular 
el hecho de que no haya deducido de los principios constitucionales todas 
sus potencialidades normativas especialmente ante normas tributarias que 
amparan diferente trato entre fuentes de renta, entre sistemas de 
individualización de las mismas o entre rendimientos provenientes de una 
misma fuente de renta269. 
A este juicio negativo respecto del principio de igualdad en la reforma de la 
imposición directa implantada a partir de 1978 se le une, como muestra 
significativa, el que reciben nuevas tendencias legislativas favorecidas, en 
algunos casos y en los últimos años, por la recesión económica. 
Una muestra de ello es el fenómeno de la proliferación de los llamados 
“tributos sectoriales”. Es decir, con ocasión de la reciente crisis económica, 
se ha extendido entre los expertos y en la opinión pública la idea de que el 
sistema tributario actual no consigue que las personas y las corporaciones 
con mayor capacidad económica contribuyan al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con sus posibilidades económicas reales. Ello, unido a 
la disminución recaudatoria derivada de la recesión económica ha llevado al 
legislador a plantearse la posibilidad y la necesidad de aprobar tributos 
destinados a gravar a determinados colectivos o sectores en la medida en 
que se encuentran vinculados a ganancias o capacidades económicas 
extraordinarias270.  
Sin poder entrar ahora en su descripción concreta nos limitamos a 
enumerar una muestra: el aumento del gravamen sobre remuneraciones 
                                      
269 Ibídem. pp. 18-19. Distintos son los motivos que menciona el Tribunal como justificación del 
tratamiento elegido por el legislador: por necesidades de la lucha contra el fraude, por 
efectividad del deber de contribuir o por razones de política económica o social. A este 
respecto pueden verse las SSTC 146/1994, 214/1994 y 46/2000. 
270 DELGADO PACHECO, ABELARDO:”Los tributos sectoriales desde un punto de vista 
constitucional”, Desafíos de la Hacienda pública Española. Justicia en el diseño del sistema 
tributario español. Documentos 10/2012, IEF, Madrid. pp. 29-38. 





extraordinarias a directivos (limitaciones al sistema de reducciones previsto 
en el art. 18 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio, en adelante LIRPF 2006), las aportaciones por volumen de 
ventas de los fabricantes, importadores o suministradores de medicamentos 
al Sistema Nacional de Salud a (D.A. 6ª de la Ley 29/2006, de 26 de julio), 
las aportaciones de los operadores de telecomunicaciones a la Corporación 
de RTVE (art. 5 de la Ley 8/2009, de 28 de agosto), la “sectorialización del 
IBI” o posibilidad de establecer una tributación superior para inmuebles con 
características especiales, básicamente complejos industriales, autopistas, 
puertos comerciales o de mayor valor catastral dentro del municipio (art. 8º 
del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo y art. 72.4 del Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo), los tributos autonómicos sobre 
grandes superficies, establecimientos comerciales o complejos turísticos, la 
multiplicación de tributos dirigidos a prevenir o reparar daños 
medioambientales o los tributos sobre el sector financiero o bancario 
(Propuesta de Directiva de 28 de septiembre de 2011 o los Impuestos sobre 
depósitos bancarios establecidos por las Comunidades Autónomas de 
Andalucía y Extremadura y recientemente por las de Canarias y 
Cataluña271).  
                                      
271 En varias Comunidades Autónomas se han aprobado impuestos sobre depósitos mantenidos 
por clientes en entidades financieras. Así por ejemplo en la de Extremadura le Ley 14/2001, 
de 29 de noviembre, del Impuesto sobre Depósitos de las Entidades de Crédito estuvo 
vigente desde 2002 hasta 2006; En la de Andalucía fue aprobado por la Ley 11/2010, de 3 
de diciembre, de medidas fiscales para la reducción del déficit público y para la sostenibilidad 
y en la de Canarias por el artículo 41 de la Ley 4/2012, de 25 de junio, de medidas 
administrativas y fiscales. Estas leyes fueron impugnadas por el Gobierno ante del Tribunal 
Constitucional, no porque atentaran contra el principio de igualdad en materia tributaria, sino 
por una cuestión de conflicto de competencias con el Estado. Ante la respuesta negativa del 
Tribunal Constitucional, el Gobierno ha promovido la aprobación del Impuesto sobre los 
Depósitos en las Entidades de Crédito, con carácter estatal y a tipo 0 % (artículo 19 de la 
Ley 16/2012, de 27 de diciembre), con efectos desde el 1 de enero de 2013. Conforme al 
artículo 6.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, los tributos que establezcan las Comunidades Autónomas no 
podrán recaer sobre hechos imponibles gravados por el Estado. Esto significa que las CCAA 
que estuvieran ingresando tributos por este concepto deberán dejar de hacerlo a cambio de 
una compensación estatal. 





Estos son ejemplos de una tendencia cuya justificación desde el principio de 
igualdad conforme a la capacidad económica puede ser objeto de discusión 
y que en muchos casos genera incluso interrogantes respecto de otros 
principios constitucionales como el de la interdicción de la arbitrariedad de 
los poderes públicos (art. 9.3 CE) o  respecto a la libertad de empresa (art. 
38). Se trata de tributos con una finalidad predominantemente extrafiscal 
pero cuya débil justificación en el trato desigual de grupos, individuos o 
sectores (más allá de razones de oportunidad política o eficacia 
recaudatoria) plantea la posible vulneración del principio de igualdad. 
Por último nos referimos a una cuestión que, estando estructuralmente 
presente en los inicios de la reforma fiscal de la democracia, con su 
permanencia en los periodos posteriores ha restado virtualidad al principio 
de generalidad en los tributos: el fraude fiscal. Pudiendo decirse mucho 
respecto de este fenómeno, para el objetivo del presente epígrafe nos basta 
con apuntar algunos detalles.  
Respecto al fraude fiscal, los estudios oficiales de finales de los 80 cifraban 
en un 40 por 100 la ocultación de ingresos respecto a la base imponible 
potencial. M. LAGARES ofrecía para 1987 incluso una cifra superior, el 45%. 
Su estimación para 1996 oscilaba entre el 35 y el 40 %272. En términos de 
economía sumergida los últimos datos de la Unión Europea sitúan a España 
en torno al 23 % del PIB273. 
Del informe de la Comisión Europea sobre tendencias fiscales para 2011274 
(edición de 2013) se desprende la misma conclusión. El potencial 
recaudatorio de las subidas de impuestos aprobadas entre los años 2007 y 
2010 se ha visto minada por las cifras de fraude fiscal en materia de IVA e 
                                      
272 En La reforma del Impuesto sobre la renta de las Personas Físicas, Conferencia inaugural de 
la XII Reunión de ASEPELT España, Córdoba, 11 de junio de 1998, pp. 2-3. Puede verse 
también el trabajo de ENCABO RODRÍGUEZ, I.: "Valoración del fraude fiscal en España: 
balance de una década". Papeles de economía española, nº 87. 2001, pp. 144-153. 
273 RUBIO GUERRERO, JUAN J.: “La influencia de la academia en las reformas tributarias: una 
síntesis”. Papeles de economía española, nºs 125-126. 2010. 
274http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/taxation/gen_info/economic_an
alysis/tax_structures/2013/report.pdf 





Impuesto sobre Sociedades. Este fenómeno se ha visto acentuado en años 
posteriores debido a la crisis económica que afecta a España desde 2010.   
 Equivocada orientación de la progresividad 
La trayectoria del principio de progresividad vinculado constitucionalmente 
con el principio de equidad en los tributos, ha estado acompañada de una 
serie de circunstancias que ha llevado a cuestionar a buena parte de la 
doctrina  tanto su significado como sus frutos. 
Posiblemente fuera el profundo anhelo de equidad en el reparto de las 
cargas tributarias, la idealización de los principios de justicia tributaria 
constitucionalmente reconocidos, las expectativas generadas en torno a las 
funciones de un sistema fiscal democrático, o las necesidades recaudatorias, 
las distintas razones que explican una proyección de la progresividad en 
España que no ha considerado de forma suficiente distintas realidades 
intensamente vinculadas con ella. Así, los índices de fraude y ocultación de 
bases existentes, la heterogeneidad en la valoración de distintos tipos de 
rentas, la inflación, la proliferación de nichos fiscales o tratamientos 
preferenciales, las distorsiones derivadas del impuesto y la paulatina 
segmentación de la base imponible,  han sido realidades que hubieran 
requerido de un planteamiento más global y creativo del principio de 
progresividad.  
Poco antes de la reforma constitucional, y reflexionando precisamente sobre 
el principio de equidad y el objetivo fiscal de redistribución en España, E. 
ALBI llega a afirmar: "los problemas acuciantes del sistema español de 
imposición personal que deben ser resueltos a corto plazo se refieren 
fundamentalmente a la base impositiva y al grado de evasión fiscal. Estos 
problemas han de ser resueltos antes de que surja la pregunta acerca del 
grado deseado de progresividad, ya que cualquier consideración de este 
último tema, sin haber resuelto los problemas básicos, es simplemente 
nominal e inefectiva"275.  
                                      
275 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO. Impuesto sobre la renta y  …. op. cit., p.80. 





Esta realidad, ya divisable en 1976, fue recogida por el llamado libro blanco 
de la reforma fiscal en el que afirmaba:  
“De nada sirve que la imposición sea general, que alcance a todos, si lo hace 
con marcada falta de uniformidad en el tratamiento fiscal de las personas. 
Como tampoco vale de nada –como no sea para producir una irritante 
conciencia de explotación- disponer de impuestos personales y progresivos 
sobre un campo abonado por el fraude y la evasión, que sólo conduciría, en 
feliz expresión de alguien, a gravar cada vez más y más sobre cada vez 
menos y menos”276.  
En un sentido muy parecido se pronuncia FUENTES QUINTANA, esta vez 
diez años más tarde de la reforma fiscal que siguió a la aprobación 
constitucional. Reflexionando precisamente sobre el principio de equidad en 
el IRPF español, entiende que el principal y primero de sus problemas es su 
falta de generalidad277. Ello, unido a una estrategia de progresividad 
erróneamente orientada que es causa y consecuencia de los índices de 
evasión existentes, conduce a un impuesto personal regresivo y por tanto 
injusto. En la práctica esta injusticia se traduce en un IRPF que recae 
principalemente sobre las rentas del trabajo (81 % de las bases 
imponibles)278. También se encuentra ampliamente tratado el efecto 
distorsionador de la inflación y la redistribución arbitraria de las cargas 
                                      
276 AA. VV. Sistema tributario español. Criterios para su reforma. Ministerio de Hacienda. 
Madrid, junio de 1976, p. 76. 
277 La misma conclusión puede encontrarse de forma mayoritaria en los distintos balances 
realizados por la doctrina sobre el IRPF español. Así entre otros puede verse: GONZÁLEZ-
PÁRAMO M., JOSÉ M.; RODRÍGUEZ O., JOSÉ A., RUBIO G., JUAN J.: "El impuesto sobre la 
renta de las personas físicas: notas para un balance". Papeles de Economía Española, nºs 
30-31. 1987. pp. 108-137. El balance realizado sobre el IRPF desde su aprobación en 1979 
hasta 1985 les lleva a afirmar que se trata de un impuesto que no es auténticamente 
general, solo moderadamente progresivo y con una capacidad redistributiva modesta. 
Aunque la generalidad pueda afirmarse respecto del número de declaraciones presentadas, 
no ocurre lo mismo respecto de la cuantía de las bases declaradas, existiendo un porcentaje 
elevado en la ocultación de las mismas,  menor en el caso de los rendimientos del trabajo.  
VALLE, VICTORIO: "La Hacienda pública de la democracia española. Principales rasgos". 
Papeles de Economía Española, nº 68. 1996. pp. 2-9. VALLE analiza el crecimiento de la 
presión fiscal durante los casi 20 primeros años de la democracia española, señala la 
persistencia del elevado nivel de fraude y el discutible efecto distributivo en el reparto de la 
carga fiscal. En su opinión y basándose en estudios empíricos el reparto de la carga tributaria 
es prácticamente proporcional. 
278 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "El impuesto lineal …".  op. cit.,  p. 551.  





reales en perjuicio de los tramos de rentas medios y medio-altos que se 
produce279. 
Si bien fue el nivel de fraude lo que primero motivó una visión crítica del 
principio de progresividad por falta de generalidad, más adelante sería la 
paulatina dualización del IRPF por falta de igualdad. Esta “dualidad” se ha 
ido extendiendo al tratamiento de algunos contribuyentes por IRPF cuyas 
rentas no estaban sometidas al principio de progresividad en virtud de 
regímenes especiales como el aplicable a los trabajadores fronterizos280 o 
desde 2004 a los residentes desplazados a territorio español281. La 
“rectificación” de este último régimen en 2009 limitando su aplicación a 
contratos cuya retribución previsible no excediera de 600.000 mil euros 
(Ley 26/2009 de Presupuestos Generales del Estado, de 23 de diciembre) 
no fue más que la confirmación de que la citada “dualidad” de tratamientos 
en este ámbito había llegado demasiado lejos.  
A la progresividad aplicada a una parte de la renta se le ha calificado 
expresamente como inequidad282. Los rendimientos del capital mobiliario 
                                      
279 GONZÁLEZ-PÁRAMO M., JOSÉ M.; RODRÍGUEZ O., JOSÉ A., RUBIO G., JUAN J.: "El 
impuesto sobre la renta  …". op. cit.,  pp. 108-137. 
280 Régimen recogido en los convenios para evitar la doble imposición firmados con Francia y 
Portugal el 10 de octubre de 1995 y el 26 de octubre de 1993 respectivamente. 
281 En aquel momento por aplicación del art. 9.5 del Real Decreto legislativo 3/2004 del texto 
refundido del IRPF y actualmente por aplicación del art. 93 de la Ley 35/2006 del IRPF (en su 
redacción original la medida fue bautizada como “Ley Beckham”). Ambos artículos junto con 
su desarrollo reglamentario  han regulado sucesivamente el régimen especial aplicable a 
trabajadores desplazados a territorio español, régimen que en definitiva permite a estos 
contribuyentes la aplicación de la normativa regulada en el Real Decreto Legislativo 5/2004, 
de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No 
residentes. 
282 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "La reforma del  …". op. cit.,  pp. 7 y ss. En su opinión el 
impuesto personal progresivo sobre la renta global es un cauce adecuado para adaptar el 
sistema fiscal a la capacidad económica y dotarlo de progresividad siempre y cuando grave la 
globalidad de la renta. Por el contrario, en la medida en que se aleja de ese ideal introduce 
fuertes componentes de inequidad o injusticia. GARCÍA AÑOVEROS cuando recoge estas 
reflexiones lo hace pensando en el  IRPF vigente en marzo de 1998 (previo a la reforma de 
1998). Un IRPF que no grava la renta global, que la que grava no la trata como un todo, con 
un marginal del 56 %, que limita y discrimina en la consideración de gastos deducibles y 
pérdidas patrimoniales. En este IRPF el principio de generalidad además se ha visto afectado 
por la aparición de instrumentos financieros fiscalmente favorecidos desde mediados de los 
años 80 y por la evasión. La "lógica equitativa" aplicada a esta situación requeriría un tipo 
único, lo cual podría no ser compatible con el mandato constitucional de progresividad. 





han ido evitando el gravamen del impuesto personal mediante estructuras 
de favorable tributación (instituciones de inversión colectiva), llegándose a 
una realidad "un poco monstruosa", en palabras de GARCÍA AÑOVEROS, 
con un impuesto que presume de fuerte progresividad pero solo aplicada a 
una parte de las rentas.  "La lógica de la progresividad como aportadora de 
equidad ha desaparecido de este impuesto fragmentado”. "En las 
circunstancias actuales del impuesto del IRPF, los tipos altos son un 
espejismo para mantener contentos a los más, sin fruto para nadie. Y 
menos que para nadie para la equidad basada en la capacidad económica y 
en la progresividad". Si existen razones económicas imperiosas que obligan 
a un tratamiento diferenciado de una parte de las rentas (del capital 
mobiliario y ganancias patrimoniales) el impuesto será menos injusto con 
una reducción de las tarifas. 
Otro fenómeno ampliamente citado por sus efectos negativos sobre la 
equidad es la llamada progresividad en frío. La ausencia de revisión 
periódica del sistema de tarifas del IRPF durante un largo periodo de 
elevada inflación provocó un aumento en la tributación de bases imponibles 
nominalmente superiores pero no representativas de mayor capacidad 
económica. No es de extrañar que los efectos en términos de recaudación y 
elevación del impuesto hayan sido calificados por GARCÍA AÑOVEROS como 
la reforma silenciosa y permanente y la manera más ingeniosa de hacer 
frente al fuerte crecimiento del gasto público de aquellos años283. 
Los efectos distorsionadores derivados de la orientación adoptada en 
España por el principio de progresividad han sido tratados también por la 
doctrina aunque el principio de eficiencia en los tributos no obtuviera 
reconocimiento constitucional.  
                                                                                                                
Termina afirmando que el impuesto entonces vigente es un ejemplo de "progresividad 
aparencial y engañosa desmentida por los hechos" (p. 12). 
283 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: “Las reformas fiscales”. Revista Española de Derecho Financiero 
nº 100, 1998. p. 524. 





FUENTES QUINTANA se refiere específicamente a los costes de distinta 
naturaleza asociados al mal uso del principio de progresividad. Considera 
que la tendencia al incremento de los tipos impositivos es "un vicio antiguo 
ya en nuestra Hacienda con costes  considerables de todo tipo que sería 
importante evitar", aconsejando en este sentido "tener siempre presente la 
resonancia negativa que el aumento de los tipos impositivos tiene sobre la 
aplicación de una estructura fiscal por perfecta que esta sea"284. Se ha 
afirmado asimismo que los elevados tipos marginales del IRPF no solo no 
tienen un importante efecto distributivo sino que suponen un alto coste en 
términos de deterioro de los incentivos285. Por su parte LAGARES CALVO286 
ya se había referido a la misma cuestión con otras palabras. En su opinión, 
una parte sustancial de los hacendistas en particular y de la sociedad 
española en general parece aceptar la idea de que  el objetivo de una mejor 
distribución de la renta debe quedar subsumido en un objetivo más amplio 
de mantenimiento del empleo existente y de crecimiento del mismo. 
Esta misma idea, que relaciona el principio de progresividad y sus efectos 
con otros bienes constitucionalmente protegidos, es la que ha llevado a 
algún autor a proponer una particular interpretación del principio de 
progresividad. Según la misma en el mandato constitucional referido a los 
principios de igualdad y progresividad (sistema tributario "inspirado en los 
principios de igualdad y progresividad") existe una mayor flexibilidad para el 
legislador. Se trata en definitiva de una directriz informadora o norma 
pragmática. La tarea del legislador queda así configurada de forma abierta 
"dado que el objetivo constitucionalmente ordenado, la progresividad, 
puede tener efectos negativos sobre otros bienes u objetivos también 
constitucionalmente protegidos como son el progreso económico (fomento 
                                      
284 FUENTES QUINTANA, E.: "Hacienda democrática y reforma  …". op. cit., p. 492.  
285 VALLE, VICTORIO: "La Hacienda pública de  …". op. cit.,  pp. 2-9. 
286 LAGARES CALVO, MANUEL: "Esquema inicial para una reforma tributaria". Papeles de 
Economía Española nº 23. 1985. p. 310. 





del incentivo personal al trabajo, al ahorro y a la inversión) y la política de 
estabilidad económica y del pleno empleo (art. 40.1 CE)"287. 
La reciente historia del principio de progresividad en España, sembrada de 
hondas aspiraciones de justicia en el reparto de las cargas tributarias, ha 
visto ensombrecidos sus frutos por las necesidades recaudatorias y una 
falta de visión más integradora de la realidad destinada a recibirlo. No 
extraña encontrar en la doctrina posturas que, más allá de un planeamiento 
crítico, expresen una cierta desilusión frente a las expectativas suscitadas 
por el principio de progresividad.   
Más de veinticinco años después de su aprobación, MAGRAMER Y MARTÍN 
reflexionan sobre un proceso legislativo que durante los últimos años ha ido 
restando virtualidad al principio de progresividad en España. Este proceso 
puede identificarse no solo con la supresión de dos de los tres impuestos 
vigentes con tarifa progresiva sino con la continuada reducción del tipo 
marginal del IRPF (al menos hasta el ejercicio 2011)288 Sorprende asimismo 
a los autores "el clima general de paz reinante en torno a la 
constitucionalidad del vigente sistema tributario" y el hecho de que 
"ninguna voz se haya alzado en el seno de la doctrina científica o en el de 
otros sectores sociales advirtiendo su más que posible colisión con el 
principio constitucional de progresividad tributaria"289.  
                                      
287 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve reflexión sobre  …". op. cit.,  242. 
288 Este proceso ha sufrido una cierta involución como resultado de la crisis económica y por 
ello de las mayores necesidades recaudatorias. No es otra la explicación del incremento de 
los tipos marginales para 2012 y 2013 recogidos en la Disposición adicional trigésima quinta 
de la Ley 35/2006 e introducida por el número primero de la disposición final segunda del 
R.D.-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, 
tributaria y financiera para la corrección del déficit público. 
289 MAGRANER MORENO, F. J.; MARTÍN LÓPEZ, J.: "Impuestos progresivos y  …". op. cit., p. 
457. Los autores se refieren especialmente a la supresión total en el caso del Impuesto sobre 
el Patrimonio y parcial en el caso del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones así como a la 
reducción de tipos marginales en el IRPF desde el máximo alcanzado con el 56 % hasta el 
previsto en la propuesta contenida en el Programa Electoral del Partido que ganó las 
elecciones en 2004, un 30 % de tipo máximo para el último tramo del Impuesto, 
consiguiendo así la convergencia con el tipo nominal vigente en el Impuesto sobre 
Sociedades. 





La reforma legislativa aprobada en 2006 respecto del IRPF y en particular el 
tratamiento previsto en la misma para las rentas del ahorro, plantean 
nuevas preguntas en relación a la equidad horizontal aplicada al resto de las 
rentas que son las que efectivamente soportan la progresividad del 
impuesto. Desde una actitud distinta y complementaria a la anterior se 
plantea así un debate sobre la realidad de dicha progresividad y sobre su 
incidencia en el mercado de los factores productivos. La progresividad, se 
afirma, como principio constitucional recogido en el artículo 31, principio del 
Derecho positivo, y principio doctrinal, “debe ser objeto de revisión 
profunda en cuanto a su significado y definición, procedimiento de 
aplicación y medición. Solo con esa revisión el debate sobre la reforma de 
las rentas del ahorro será fructífera para la sociedad y la economía"290. 
 Incoherencia en el tratamiento de la familia 
Una primera cuestión que justifica un cierto análisis detenido en este tema 
es el diseño y tratamiento de la unidad contribuyente. En su concreta 
configuración influyen distintos criterios291 que, aun siendo razonables, se 
enfrentan de forma inevitable y dificultan la adopción de una solución 
satisfactoria: la decisión de casarse o el incentivo de obtener rendimientos 
por parte de los miembros de la familia no debe verse influida por motivos 
fiscales,  el sistema fiscal debe ser imparcial entre familias que dependan de 
rentas del trabajo o de rentas de inversión, la organización familiar 
económica y financiera no debe estar dominada por consideraciones fiscales 
sofisticadas, las unidades tributarias con idéntica capacidad deberían 
tributar lo mismo, la convivencia permite disminuir el gasto total y 
                                      
290 CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La imposición, la eficiencia y la equidad: una reflexión 
desde la perspectiva de la Unión Europea". Información Comercial Española, ICE. nº 835. 
2007. p. 193. En  su opinión el caso español “las recientes reformas suponen un claro 
cuestionamiento de los principios sobre los que se asienta la imposición directa, 
predominando la eficiencia frente a la progresividad" (p. 196). 
291 Aunque existen muchos trabajos dedicados específicamente al tema pueden señalarse en 
concreto los siguientes: RUBIO GUERRERO, JUAN J.: "La unidad contribuyente y el IRPF: la 
realidad europea". Papeles de trabajo, nº 4/98. Instituto de Estudios Fiscales. 1998. p. 10; 
SOLER ROCH, Mª TERESA: "Subjetividad tributaria y capacidad económica en las personas 
integradas en unidades familiares". Revista Española de Derecho Financiero, nº66. Cívitas. 
1990. pp. 193-220. 





aumentar con ello la capacidad económica, la elección de la unidad 
contribuyente no debe ser excesivamente costosa en cuanto a pérdida de 
nivel de recaudación. Pues bien, a la luz de las críticas doctrinales recibidas, 
el sistema adoptado en España tras la Constitución de 1978 y parcialmente 
modificado con posterioridad no cumple de forma satisfactoria con ninguno 
de los criterios anteriores. 
En España la elección de la familia como unidad contribuyente procede del 
IRPF de 1978, en el que el problema de la acumulación de rentas se trataba 
de corregir mediante la introducción de una deducción por matrimonio. No 
obstante, el sistema de tributación familiar adoptado derivó en un aumento 
de la presión fiscal de las familias respecto de las personas solteras o de las 
parejas sin vínculo matrimonial. Fue la crítica generalizada ante esta 
situación la que motivó la reforma del IRPF de 1985, introduciendo una 
deducción polinómica que no logró resolver con generalidad el problema e 
introdujo una mayor complejidad en el impuesto. La sentencia del Tribunal 
Constitucional de 20 de febrero de 1989 declarando la incompatibilidad 
entre la tributación obligatoria y conjunta para los cónyuges y el derecho a 
la intimidad, supuso la nulidad de algunos de los preceptos reguladores del 
régimen de tributación conjunta, aunque no resolvió el problema de la 
tributación familiar. Así, los rasgos básicos del IRPF de la década de los 80 
fueron su falta de equidad en la valoración de la capacidad económica de las 
familias y por tanto su falta de neutralidad frente a la institución del 
matrimonio y la pérdida de eficiencia292 que se originaba en el ámbito 
                                      
292 Las críticas doctrinales acerca de la falta de equidad y de eficiencia del sistema de 
tributación familiar adoptado en España desde 1978 pueden encontrarse en buena parte de 
la doctrina. Entre otros puede verse DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ, JOSÉ M.: "La unidad 
contribuyente del impuesto sobre la renta de las personas físicas en los países de la OCDE: 
neutralidad ante el matrimonio vs. Equidad". Revista de derecho financiero y Hacienda 
pública, nº 37 (189). 1987. pp. 595-609; GONZÁLEZ-PÁRAMO M., JOSÉ M.; RODRÍGUEZ O., 
JOSÉ A., RUBIO G., JUAN J.: "El impuesto sobre la renta  …". op. cit., pp. 108-137; RUBIO 
GUERRERO, JUAN J.: "La unidad contribuyente  …". op. cit.,  pp. 47 y ss. RUBIO también se 
refiere a las tendencias más extendidas en esta cuestión dentro del ámbito europeo. 
Predomina el sistema de tributación independiente como forma de estímulo de la oferta 
laboral de los trabajadores secundarios, aunque manteniendo en muchos casos la posibilidad 
de tributación conjunta. No obstante, desde el análisis de los distinto sistemas de tributación 
existentes puede concluirse la ausencia de una técnica que goce de la aceptación 
generalizada. En general, para hacer frente a los efectos desincentivadores del sistema de 





económico al desincentivar la participación de los perceptores de rentas 
secundarios en el mercado laboral. 
La modificación legal forzada por el pronunciamiento constitucional se 
concretó en la posibilidad de declaración individual para los cónyuges, sin 
permitir la imputación por mitades de todos los rendimientos conforme lo 
hace el régimen civil de gananciales. La reforma se realizó de una manera 
incongruente y por motivos recaudatorios,293 manteniendo la inequidad del 
impuesto en este punto. Así, la asignación de las rentas del trabajo al 
cónyuge que las obtiene en el caso de matrimonio en sociedad de 
gananciales, ha sido calificada como una "grave burla del principio de 
capacidad económica"294. El nuevo sistema resultaba incongruente con el 
régimen civil de gananciales y consigo mismo, puesto que las rentas del 
capital sí resultaban atribuidas por mitad (situación que fue declarada 
constitucional por el TC el 12 de mayo y 14 de julio de 1994). 
Esta situación no ha sido objeto de modificación legislativa pese a las 
numerosas reformas de calado que han acompañado al IRPF. 
Para muchos hacendistas295 el tratamiento tributario de la familia como 
unidad de consumo requiere ser reformado por motivos de equidad. Se han 
apuntado distintas fórmulas para adaptar la tributación a las peculiaridades 
derivadas de la vida familiar (ahorro de costes por un lado e incremento de 
costes por otro) tanto ajustando el gravamen a su capacidad económica real 
(enfoque unitario o basado en reducciones) como modulando el gravamen 
en función del número de miembros (promediación de la renta familiar en 
sus distintas variantes: splitting, quotient, o sistema de cociente familiar 
                                                                                                                
tributación familiar, se actúa sobre los tipos impositivos de las tarifas y sobre la estructura 
de los beneficios fiscales del impuesto. Del mismo autor puede verse un análisis de la 
evolución más significativa del régimen de tributación familiar en, RUBIO GUERRERO, JUAN 
J.: "La protección de la familia en el sistema tributario español: análisis de la evolución 
normativa reciente en el ámbito estatal". Cuadernos de información económica, nº 180. 
2004. pp. 14-22. 
293 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "La reforma del …”. op. cit.,  p. 11. 
294 Ibídem. 
295 Ibídem. 





con deducción). La realidad es que a la fecha no se puede decir que en 
materia de imposición directa sobre la renta familiar se haya hecho un 
esfuerzo para adecuar la tributación a las peculiaridades de la vida familiar. 
Así por ejemplo, el splitting o partición de rentas, como solución más simple 
y transparente evitaría factores de desigualdad tributaria y distorsión 
familiar de origen fiscal. La Administración tributaria española no ha optado 
por este sistema por razones recaudatorias lo cual constituye para FUENTES 
QUINTANA296 "un argumento con poder pero no con razón".  
En las últimas reformas impositivas297 han predominado las medidas 
dirigidas a contrarrestar la opacidad de las relaciones mercantiles entre 
familiares más que las destinadas a acomodar su carga fiscal a su capacidad 
económica real. 
Por otra parte se puede apuntar otra cuestión que, sin estar relacionada 
propiamente con la acumulación de rentas en la unidad familiar, sí 
constituye para parte de la doctrina una fuente de posible incongruencia en 
la valoración de la capacidad económica de la misma: la consideración del 
mínimo vital, también denominado desde la reforma de 1998, mínimo 
personal y familiar.  
La exclusión de gravamen de un conjunto de rentas destinadas a satisfacer 
las necesidades básicas del contribuyente y su familia, ha estado 
generalmente admitida en nuestro IRPF. La cuestión que se plantea es por 
ello, no tanto su reconocimiento, como su efectiva puesta en práctica.  
Sin entrar en un detalle que no es necesario para apuntar la esencia de la 
cuestión debatida, en España, hasta el IRPF aprobado en 1998, el 
mecanismo utilizado para reconocer la existencia de cargas familiares y 
gastos destinados a necesidades básicas era la regulación de un 
                                      
296 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "La imposición en los años 90". Las reformas tributarias en 
España. Crítica. Barcelona, 1990. p. 572. Originalmente publicado en Revista de Economía, 
nº 5, 1990, pp.9-19. 
297  IGLESIAS SUÁREZ, ALFREDO; LAGOS RODRÍGUEZ, Mª GABRIELA; GARCÍA NICOLÁS, 
CRISTINA Y DEL ÁLAMO CERRILLO, RAQUEL: “Familia y Fiscalidad en España. Cuestiones 
Pendientes”. Documentos, nº 17/2009. IEF. Madrid. 2009.p. 30. 





determinado número de exenciones y deducciones a restar de la cuota del 
impuesto. En 1998, con la introducción del concepto de “renta disponible”, 
se eliminan la mayor parte de ellas y se introducen unas reducciones en la 
base del impuesto destinadas a someter a gravamen únicamente el exceso 
de renta sobre el mínimo vital, personal y familiar. El IRPF de 2006 vuelve 
al sistema anterior reconociendo dicho mínimo mediante la aplicación de 
una deducción en la cuota del impuesto.  
Se trata ésta de una cuestión que ha suscitado polémica doctrinal entre los 
que concentran su atención en el efecto económico de cada tipo de medida 
y aquéllos que defienden un tratamiento coherente con la verdadera 
naturaleza del llamado mínimo vital. 
A favor de la articulación del mismo mediante una deducción a restar de la 
cuota del impuesto están los que centran su atención en los distintos 
efectos económicos que se producen entre la medida anterior y su 
consideración como reducción a restar de la base imponible298.  Es decir, en 
presencia de una tarifa progresiva la reducción de las cargas familiares en la 
base supone un ahorro fiscal mayor cuanto más alto sea el tipo marginal 
soportado. Por ello entienden que como regla general toda deducción debe 
aplicarse preferentemente en la cuota, lo cual permite que el ahorro fiscal 
sea independiente del nivel de renta.  
                                      
298 Entre los autores que apoyan esta forma de reconocer el mínimo vital están: GIMENO, JUAN 
A.: "La reforma del IRPF". Cuadernos de información económica, nº 186. 2005. p. 39. 
Respecto a las cuantías o necesidades concretas a considerar como mínimo personal y 
familiar, no aumentan en su opinión en proporción exacta el número de integrantes de la 
familia por las posibles economías de escala aplicables. DÍAZ DE SARRALDE MÍGUEZ, 
SANTIAGO: "La Reforma del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas". Información 
Comercial Española, nº 835. 2007. pp.197-220. En su opinión la reforma del IRPF de 2006 
aumenta la equidad en el tratamiento de las circunstancias familiares. En su reflexión parte 
del elevado coste recaudatorio que supone la reducción de las bases imponibles, lo cual 
limita su aumento. Por su parte las deducciones hacen menos visible la percepción de los 
umbrales de renta excluidos de tributación. La aplicación del sistema de deducción 
proporciona el mismo ahorro con independencia de la renta. Entiende que la reforma 
planteada en el tratamiento de los mínimos mejora especialmente la capacidad de gasto de 
las familias, con ahorros crecientes con las cargas familiares, y de mayor importancia para 
las rentas bajas y medias. Aumenta así la progresividad y la capacidad redistributiva del 
impuesto con bajo coste  permitiendo así la elevación de los mínimos. p. 202. 





La consideración del mínimo vital mediante una reducción de la base 
imponible es, para una parte de la doctrina299, la consecuencia natural de 
una mayor adaptación del IRPF al principio de capacidad económica. Es 
decir, se defiende que el impuesto debería eximir de tributación 
exclusivamente y en todo caso, la renta mínima considerada indispensable 
para el contribuyente y su familia. Dicha renta, al no estar sometida a 
tributación, no debería ser tenida en cuenta en el proceso de liquidación del 
impuesto, por lo que debería ser considerada como renta exenta a reducir 
de la base imponible. Si por el contrario se reconoce el mínimo vital 
mediante una deducción de la cuota del impuesto es como si se concediera 
una subvención o beneficio fiscal independiente de la capacidad económica. 
La polémica doctrinal se extiende así hasta la propia naturaleza o significado 
del mínimo vital, hasta el punto de calificarse como tratamiento equitativo 
por un grupo lo que es calificado como bofetada a la justicia por el otro. En 
este sentido la traducción concreta del principio de equidad en la valoración 
de la capacidad económica familiar es fuente de incoherencias con la 
realidad humana y social a la que se refiere.  
                                      
299 Pueden señalarse entre los autores que forman parte de este segundo grupo a: LAGARES 
CALVO, MANUEL: especialmente en dos de sus trabajos  "Una reforma a fondo  …". op. cit.,  
p. 127 y "Una nueva reforma del IRPF". Cuadernos de información económica, nº 190. 2006. 
pp. 45-70.  SIMÓN ACOSTA, EUGENIO: "La reforma del IRPF: una bofetada a la justicia". 
Actualidad jurídica Aranzadi, nº 705. 2006. p. 3. Contiene una dura crítica del nuevo 
tratamiento del mínimo personal y familiar contenido en la reforma del IRPF de 2006, ya 
aplicado con anterioridad a la reforma de 1998. La consideración de esta renta mediante el 
mecanismo de deducción en cuota y no mediante reducción en la base le otorga la 
naturaleza de beneficio fiscal o subvención independiente de la capacidad económica. Ello 
resulta contradictorio con su verdadero significado que la propia exposición de motivos 
también reconoce, una renta que no debe tributar por estar destinada a satisfacer las 
necesidades básicas personales y familiares. En su opinión de trata además de una reforma 
"engañosa" pues no elimina el término "mínimo personal y familiar" a pesar de modificar 
totalmente su tratamiento. Con la nueva Ley estaría sujeto a mayor tributación un padre de 
familia que un soltero sin hijos teniendo ambos la misma renta después de restar la parte 
que destinan a sus necesidades básicas personales y familiares; GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: 
"La reforma del  …". op. cit., Notas 3,6 y 10. Valora positivamente la introducción del mínimo 
vital exento en el proyecto de reforma del IRPF de 1998; RUBIO GUERRERO, JUAN J.: 
"Balance y perspectivas reformadoras de la tributación personal en España". Cuadernos de 
información económica, nº 186. 2005. pp. 24-34. Ya en 2005 propone incluso la elevación de 
unos mínimos personal y familiar introducidos en 1998 que no habían sido por entonces 
actualizados; FERNÁNDEZ ORTE, JAIME: "El principio de capacidad económica y el nuevo 
IRPF". Revista técnica tributaria,  nº80. 2008. pp. 37-59. 





 Negativa percepción social del sistema tributario 
La búsqueda de equidad en el reparto de la carga fiscal que reflejó primero 
la redacción constitucional y más tarde la reforma fiscal que se fue 
implantando, reflejaba también la existencia de un sentimiento social 
generalizado de injusticia en el reparto de los impuestos300.  
No obstante, este sentimiento de falta de equidad convivía entonces en la 
sociedad española con una actitud  permisible en el ámbito fiscal, es decir, 
con la existencia de una doble moral: la que rige las relaciones económicas 
interindividuales y la aplicada a las relaciones económicas entre un 
individuo o grupo y el Estado. El impuesto es percibido por el contribuyente 
como un sacrificio exigido coactivamente y sin contrapartida personal e 
inmediata. "Por otra parte el Estado se presenta como un ente lejano y 
anónimo a quien el engaño aislado de cada ciudadano no puede ocasionar 
perjuicio estimable. Ante estas premisas el contribuyente, cuando defrauda, 
no tiene conciencia de estar perjudicando a sus conciudadanos o aquellos 
con quienes mantiene relaciones sociales". “La moral fiscal es resultado de 
la acción simultánea de varias concausas: presión fiscal subjetiva, la 
discriminación tributaria no justificada, el sentimiento de justicia fiscal, el 
alejamiento de los objetivos comunitarios y, por supuesto, la ineficacia del 
control fiscal. La moral fiscal es la expresión de la mentalidad y cultura 
fiscal de un pueblo"301. 
Los sondeos de opinión que periódicamente se han venido realizando sobre 
la percepción del sistema tributario han continuado reflejando un 
sentimiento generalizado de injusticia derivado mayormente de su falta de 
                                      
300 El resultado de varios sondeos de opinión realizados en 1971 y 1974-75 es recogido por el 
llamado Libro Blanco como un motivo más para colocar a la equidad como objetivo central de 
la futura reforma fiscal. AA. VV. Sistema tributario español. Criterios para su reforma. op. 
cit., p. 76. También, un reciente trabajo del IEF recopila los distintos estudios existentes 
habidos al respecto. ALVIRA MARTÍN, FRANCISCO; DELGADO LOBO, MARÍA LUISA; GARCÍA 
LÓPEZ, JOSÉ Y GOENAGA RUIZ DE ZUAZU, MARÍA: “La opinión fiscal en la España pre-
democrática” Documentos, nº 10/11, IEF. Madrid. 2011. 
301 Estas conclusiones relativas a la moral fiscal en España son las contenidas en el trabajo de 
GARCÍA LÓPEZ a partir de los datos aportados por una encuesta realizada en la primavera de 
1971 principalmente entre contribuyentes de impuestos directos. GARCÍA LÓPEZ, JOSÉ: 
"Crítica popular  …". op. cit., pp. 66 y ss. 





generalidad. De hecho, de las distintas ediciones realizadas del barómetro 
fiscal el único factor por el que la ciudadanía reconocía la justicia del 
sistema fiscal es por la universalidad de las prestaciones y servicios 
públicos302. En general el sentimiento de injusticia se analiza siempre no 
tanto por la forma de repartir los impuestos sino en relación a la percepción 
social del fraude existente. La mayoría de los entrevistados en 2010 
opinaba que el pago de los impuestos había empeorado en la última década 
y que el fraude fiscal también se había incrementado en ese periodo. Existe 
la idea profundamente arraigada en la ciudadanía española de que 
“mientras el cumplimiento fiscal de unos ciudadanos es cada vez más 
correcto, otros ciudadanos persisten en aprovechar cuantas oportunidades 
tienen a su alcance para defraudar”303.  
En relación a la carga fiscal en sí, la mayoría de los contribuyentes 
españoles opinaba que paga muchos impuestos (64 % en 1996, 68,6 % en 
2000, 68,7 % en 2004, siendo la “presión fiscal excesiva” hasta 2010 citada 
como una causa del fraude existente aunque desde 2005 la opinión sobre la 
carga fiscal no se mide de forma directa)304.  
Durante la década de los 90 y los primeros años del siglo XXI los españoles 
siguen opinando que los impuestos no se recaudan con justicia (78,5 % en 
1996, 75,5 % en 2000, 79,6 % en 2004). No obstante desde 1996 la 
valoración de la justicia fiscal ha ido mejorando, desde un 12,9 % en 1996 
                                      
302 AA. VV.: “Opiniones y actitudes fiscales de los españoles en 2010”. Documentos, nº 9/11. 
Instituto de Estudios Fiscales. 2011. Madrid. p. 20. 
303 Ibídem., p. 75. En este punto la evolución fue valorable entre 1995 y 1999 (más del 80 % 
opinaba que mejoraba el cumplimiento, más del 75 % que disminuía el fraude) y desde 
entonces ha ido cayendo hasta el 2010 (un 43 % opina que mejora el cumplimiento, un 28 
que disminuye el fraude, siendo que en 2010 el 59 % opina que el pago de los impuesto se 
hace de una forma bastante correcta mientras que el 41 % entiende que existe un fraude 
generalizado). 
304 SÁEZ LOZANO, JOSÉ L.: "Actitudes de los españoles hacia la Hacienda pública". Papeles de 
trabajo del IEF, serie economía, nº 22. IEF. 2006. pp. 27-28. Desde el 2005, el análisis de 
las opiniones y actitudes de los españoles adopta otra estructura y no analiza directamente 
opiniones frente a la carga fiscal en sí sino que más bien analiza opiniones respecto a la 
relación entre impuestos y oferta pública de bienes y servicios y respecto del 
“comportamiento del contribuyente”. 





a un 20,4 % en 2004305. Este último estudio sobre opinión pública y cultura 
fiscal de los españoles revela que "el contribuyente es una persona 
decepcionada con el sistema impositivo y que percibe que paga muchos 
impuestos"306.  
Por su parte la falta de simplicidad del impuesto ha dificultado su aceptación 
y el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales extendiendo entre 
los contribuyentes un sentimiento de injusticia respecto del mismo307. 
El propio Informe de la Comisión Carter señala el carácter prioritario de la 
aceptación social del impuesto y las posibles consecuencias derivadas de la 
negativa percepción del mismo por parte de los contribuyentes: “A menos 
que el reparto de la imposición se acepte como justo, se debilitan y pueden 
llegar a desplomarse los cimientos y el armazón político y social de un 
país….. Si el contribuyente estima que la carga se ha distribuido en forma 
desigual, buscará el medio de evadir el impuesto”308. 
Desde una postura crítica hacia el papel jugado por las distintas 
Constituciones españolas en la realización de la justicia fiscal, el profesor 
YEBRA309 afirma:  
"Los sistemas tributarios, históricos casi siempre, han vivido arraigados en la 
gente con el sentimiento de que se debe pagar impuestos. Pero este deber de 
contribuir, lejos de tener un fundamento jurídico, la sociedad lo ha asumido 
entre el temor, por un lado, y la convicción en lo más íntimo de que aquello 
                                      
305 Ibídem, p. 34. Los estudios anuales que publica el Instituto de Estudios Fiscales acerca de 
las actitudes y opiniones fiscales de los españoles, desde 2006, no incluyen ningún epígrafe 
destinado a medir su actitud ante los impuestos en general. De hecho, el epígrafe que podría 
incluir esa cuestión, “Imagen corporativa de la Hacienda pública”, tampoco lo hace, pues la 
actitud que mide respecto de la normativa tributaria es respecto a cómo es percibida la 
dificultad para entender la normativa tributaria o a quién cumplimenta las declaraciones. En 
general el estudio de la percepción social acerca de la justicia o injusticia del sistema se ciñe 
al análisis del fraude fiscal. 
306 Ibídem, p. 39. 
307 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "El impuesto lineal …". op. cit., p. 554.  
308 Citado por FUENTES QUINTANA, ENRIQUE, en el Prólogo del libro de Fritz Neumark, 
Principios de la imposición, op. cit.  p. XXV. 
309 YEBRA MARTUL-ORTEGA, P.: "Artículo 31.1 de la Constitución  …". op. cit.,  p. 513. 





redundaría en beneficio de todos. (...) Pero esto no tiene nada que ver con el 
mismo sentimiento de que el sistema sea justo." 
c)  Vigencia y proyección del principio de eficiencia en los tributos 
La doctrina española, a pesar de su falta de reconocimiento constitucional, 
se ha referido repetidamente al principio de eficiencia económica en el 
ámbito tributario. La mayoría de las veces estas referencias se encuentran a 
propósito del balance de algún impuesto o con ocasión de un movimiento de 
reforma del mismo. Las cuestiones que han sido analizadas a propósito de 
la eficiencia están referidas a  casos en los que un impuesto, de una manera 
o de otra, modificaba el comportamiento que los contribuyentes hubieran 
tenido en ausencia del mismo. Esta influencia o distorsión es valorada 
negativamente en cuanto que se traduce en un peor aprovechamiento de 
recursos o en la obtención de un resultado menor, es decir, se obtiene un 
resultado no eficiente en términos económicos “paretianos”.  
Aunque los temas que han despertado interés han sido muchos y muy 
variados, es suficiente una muestra para apuntar el interés y reflexión que 
el principio de eficiencia ha despertado en la doctrina española. Así pueden 
citarse cuestiones más generales como la descentralización fiscal310, o 
temas más concretos dentro de un impuesto en particular como los efectos 
distorsionadores derivados del tratamiento fiscal de la familia311, de los 
                                      
310 La descentralización fiscal es otro de los ámbitos en los que se ha vinculado a los tributos 
con la eficiencia económica y más concretamente en relación con la mejora en la asignación 
de recursos por parte de las haciendas locales. La llamada "corresponsabilidad fiscal" se basa 
en la lógica de la eficiencia de la descentralización asentada sobre la idea de aproximar los 
costes de la imposición a quienes proporcionan los beneficios del gasto. En este ámbito y 
dado que la eficiencia se focaliza en la asignación de los recursos, las pautas o principios 
recomendados pueden variar su equilibrio respecto al existente para el gobierno central: 
aplicación generalizada del principio del beneficio, utilización de impuestos no exportables a 
los ciudadanos de otras jurisdicciones, gravámenes que no den lugar a competencia fiscal 
perniciosa...etc. Ver, AGÚNDEZ GARCÍA, ANA; PEDRAJA CHAPARRO, FRANCISCO: 
"Descentralización fiscal y eficiencia económica". Papeles de Economía española, nº 95. 
2003. pp. 26-27. 
311 Un interesante análisis sobre cómo afecta la elección de la unidad contribuyente en las 
decisiones de obtención de renta de las familias y en particular cual fue el efecto de la 
eliminación de la tributación conjunta obligatoria, puede verse en BADENES PLA, NURIA: 
IRPF, eficiencia y equidad: tres ejercicios de microsimulación. Ministerio de Hacienda, 2001. 
pp. 59 y ss. El análisis abarca los cuatro años siguientes a la reforma legislativa que con 
posterioridad tuvo lugar. El sistema vigente hasta 1988, con la obligatoriedad de la 





beneficios fiscales, de la progresividad312 o de la deducción por vivienda en 
el IRPF313.  
                                                                                                                
tributación conjunta en caso de matrimonio, implicaba un gravamen de las rentas de los 
segundos perceptores que dependía de la base del primer perceptor. La reforma legislativa 
supuso una medida generadora de bienestar al ser aprovechada por los contribuyentes, 
especialmente por los de tramos inferiores de renta, para obtener mayor cantidad de renta 
gravable. Los resultados indican que conforme los contribuyentes van interiorizando la 
reforma van ajustando su comportamiento y de ahí el incremento de la respuesta año a año. 
Las modificaciones en el comportamiento destinado a la obtención de rentas adicionales 
fueron más acusadas en los tramos de renta inferiores pues existía una mayor motivación en 
estos grupos de al destinar esta nueva renta a la cobertura de necesidades básicas. Esta 
ganancia de bienestar es objeto de medición a través del exceso de gravamen que hubiera 
resultado de no haberse llevado a cabo la reforma citada. 
312 FUENTES QUINTANA en un trabajo referido al IRPF español vigente en 1987 y sus 
diferencias con una propuesta de impuesto lineal, reconoce la profunda actualidad del 
principio de eficiencia en el ámbito impositivo y dedica un epígrafe completo al mismo y a su 
concreta proyección en el IRPF. Destaca entonces dos elementos de ruptura con el mismo en 
el entonces vigente IRPF español: la tarifa progresiva con elevados tipos marginales (34 
tramos con tipos del 8 al 66) y la enorme cantidad de deducciones aplicables o tratamientos 
fiscales de carácter preferencial (21 en total). Respecto al primer caso se menciona el no 
despreciable efecto de una reducción de tipos marginales sobre la oferta de trabajo de los 
perceptores principales y secundarios de este tipo de rentas, así como los efectos negativos 
que los tipos marginales elevados tienen sobre la asunción de riesgos. En este punto en 
particular reconoce la dificultad de probar empíricamente el fenómeno aunque puntualiza que 
dicho efecto desincentivo difícilmente se producirá si existe un fraude generalizado entre los 
agentes que protagonizan la asunción de riesgos, empresarios y profesionales 
principalmente. Las deducciones por su parte, lejos de responder a una política fiscal 
consecuente y continuada en el tiempo, no solo dañan la imparcialidad y justicia de la 
imposición, sino que actúan de forma beligerante sobre las decisiones de trabajo, ahorro e 
inversión individuales, distorsionando la asignación de recursos y orientando su utilización 
conforme a las preferencias públicas y no conforme a las preferencias sociales y del 
mercado. Ver, FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "El impuesto lineal …". op. cit., pp. 543-546.  
Además del trabajo anterior puede otro análisis general sobre la “ineficiencia” del IRPF 
vigente en 1985 y sus efectos en LAGARES CALVO, MANUEL: "Esquema inicial  …". op. cit., 
pp. 309-322. Lagares analiza aquí la situación fiscal existente en 1985 y desarrolla después 
propuestas de reforma. Como aspectos negativos señala tres que tienen que ver 
directamente con el crecimiento y la eficiencia económica: efectos negativos del sistema 
fiscal sobre la oferta de trabajo, la inversión, la asunción de riesgos, sobre la generación de 
ahorro, y sobre la estructura y la organización económica. Las propuestas que desarrolla 
respecto a las distintas figuras impositivas tienen como objetivo fundamental el impulso al 
crecimiento económico y a la producción y van dirigidas a: proteger las decisiones de 
trabajar, invertir y asumir riesgos, aumentar la tasa de ahorro de la economía, evitar las 
interferencias en la asignación de recursos y en las formas de organización dela actividad 
económica, y reorientar la progresividad real del IRPF hacia la Imposición sobre el Patrimonio 
o sobre Sucesiones.     
313 Partiendo de que el tratamiento fiscal de la vivienda se ha justificado en torno a motivos de 
equidad, se ha intentado valorar el coste de dicho tratamiento fiscal en términos de 
eficiencia. En particular se ha estimado en porcentaje del PIB y en términos anuales el 
exceso de gravamen o coste de bienestar que se deriva del régimen fiscal aplicable a la 
compra de vivienda habitada por su propietario y no parece que el resultado resulte 
insignificante. Ver, LÓPEZ GARCÍA, MIGUEL A.: "Tratamiento fiscal de la vivienda y exceso 
de gravamen." Papeles de trabajo 21/03. IEF. 2003. pp. 5 y ss.  





Por su intensidad y continuidad en el tiempo, y más especialmente por la 
relevancia que les otorga la internacionalización de la economía, pueden 
señalarse dos áreas de particular interés en la doctrina en cuanto al análisis 
del principio de eficiencia se refiere: la tributación del ahorro en el IRPF314 y 
el Impuesto sobre Sociedades315. 
 Las rentas del ahorro en el IRPF 
El tratamiento fiscal de las rentas procedentes del ahorro familiar, 
rendimientos del capital y plusvalías básicamente, desde el punto de 
inflexión que supuso la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, ha experimentado 
continuas tensiones reformadoras justificadas en gran parte por razones de 
eficiencia económica316. La búsqueda de neutralidad ha partido de la 
                                      
314 Las aportaciones doctrinales sobre esta cuestión son muy abundantes. Entre otros pueden 
citarse los siguientes trabajos: MONTORO ROMERO, C.: "Fiscalidad y ahorro en la economía 
española: el papel del IRPF". Hacienda pública española, Monografía . 1991, 205-210; VALLE, 
VICTORIO: "Ahorro y fiscalidad en la economía española". Papeles de economía española, nº 
41. 1991. pp. 161-169; GONZÁLEZ PÁRAMO, JOSÉ M. y BÁDENES PLÁ, NURIA : "Los 
impuestos y las decisiones de ahorro e inversión en las familias: un análisis comparado de la 
fiscalidad efectiva sobre los activos financieros y reales en España" . Estudios de la 
Fundación, nº 8. 2000; DOMÍNGUEZ BARRERO, FÉLIX: "La fiscalidad del ahorro en la nueva 
Ley del IRPF: ¿un paso hacia la neutralidad?". Hacienda pública Española, nº 149. 1999. pp. 
115-135. 
315 Las valoraciones doctrinales acerca del  principio de eficiencia en el ámbito empresarial son 
muy abundantes y no se refieren únicamente al Impuesto sobre Sociedades. Una muestra de 
la creciente sensibilidad que suscita esta cuestión ante los frecuentes cambios normativos 
puede verse en el trabajo de LÓPEZ ESPADAFOR, CARLOS M.: "Consideraciones sobre 
neutralidad fiscal en el ámbito empresarial". Estudios Financieros, nº 262, 2005. pp. 103-
140. El artículo analiza dos cambios impositivos en materia de tributación empresarial y lo 
hace desde la perspectiva del principio de neutralidad. Así, partiendo de la influencia del 
fenómeno tributario sobre la toma de decisiones empresariales, evalúa ambas medidas 
legislativas y emite un juicio respecto de ambas. En primer lugar se refiere al gravamen 
sobre la transferencia al extranjero de las rentas obtenidas por establecimientos  
permanentes de entidades no residentes, y de cómo la modificación introducida en 2002 
(Ley 46/2002, de 18 de diciembre) permitió alcanzar una mayor neutralidad fiscal respecto 
de las rentas obtenidas por entidades residentes en España. Por último se analiza (p.120 y 
ss) lo que en opinión del autor constituye una quiebra de la neutralidad fiscal en el ámbito 
interno en relación con uno de los impuestos más criticados del sistema tributario, el 
Impuesto sobre Actividades Económicas. No solo se critica su misma articulación o falta de 
ella, en relación a otros impuestos, su escasa adaptación al principio de capacidad 
económica, o la doble imposición que con el mismo se origina. La reforma introducida en el 
impuesto, vigente desde 2003 (Ley 46/2002, de 18 de diciembre), dirigida a eximir de 
tributación a profesionales y pequeñas empresas, introduce una quiebra al principio de 
neutralidad  en el ámbito empresarial. 
316 TEODORO CORDÓN EZQUERRO reconoce que la reforma en la tributación de las rentas del 
capital  es uno de los temas con mayor transcendencia e incidencia en los procesos de 
reforma habidos en el seno de las OCDE en las últimas décadas. En este proceso los distintos 
gobiernos han tratado de encontrar un equilibrio entre principios impositivos aplicables al 





consideración de que la composición del ahorro es sensible a las diferencias 
en el tratamiento fiscal. Este proceso ha estado acompañado de 
interrogantes y sentidas reacciones doctrinales habida cuenta del significado 
que se le otorgó en términos de equidad al carácter sintético del impuesto 
personal nacido en 1978.   
Si bien se ha reconocido que las plusvalías en particular habían gozado de 
una situación de favor que sacrificaba la justicia a la conveniencia de la 
política económica, la reforma del IRPF de 1978, basándose en el 
pensamiento hacendístico más general sobre la justicia en la imposición de 
la renta,  sometió a los incrementos patrimoniales a un "tratamiento de 
extremado rigor conceptual"317. A la elegante sencillez del modelo se le ha 
rendido repetido homenaje cuando de modificarlo se trababa, aunque al 
mismo tiempo se insinuaba que tal perfección alejaba al impuesto de la 
realidad social. La integración total de las plusvalías en la base imponible y 
la consideración separada de las minusvalías desde la reforma introducida 
por la Ley 48/1985, de 27 de diciembre, produjo un desequilibrio en el 
sistema, tratamiento que carecía además de paralelo en el Derecho 
comparado. En otros Estados las plusvalías se estaban sometiendo a un tipo 
proporcional o solo las realizadas a corto plazo se integraban con el resto de 
las rentas318.  
                                                                                                                
IRPF como la progresividad y la equidad y la cuestión de la eficiencia económica del mercado 
de factores. Véase CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La tributación de la renta del ahorro 
en el IRPF: gravamen dual y propuesta de reforma". Carta Tributaria, Monografía, nº 9. 
2006. pp.3-22. 
317 Los incrementos y disminuciones patrimoniales (sin corrección monetaria, introducida 
posteriormente en 1981) quedaban integrados sin restricción con el resto de las rentas en la 
base imponible. Ver PALAO TABOADA, CARLOS: "La reforma de la tributación de los 
incrementos patrimoniales en el impuesto sobre la renta". Papeles de Economía Española, nº 
30-31. 1987. p. 200. 
318 La reforma introducida por la Ley 48/1985, de 27 de diciembre, modificó el sistema anterior 
como uno de sus objetivos principales, limitando la posibilidad de compensación de las 
pérdidas patrimoniales. No obstante, el problema que se trataba de resolver era inherente al 
modelo de 1978. El principio de realización para las plusvalías y su integración con las rentas 
ordinarias permitía a su vez la realización a voluntad de las minusvalías con la consiguiente 
minoración de la base imponible. Siendo este un buen argumento para la reforma, la 
solución concretamente adoptada es la que resulta criticable. En opinión de PALAO la 
reforma del modelo hubiera requerido mayores matizaciones o hubiera sido preferible volver 
a la situación creada tras el Decreto-Ley de 1973, que integraba las plusvalías a corto o 





Las propuestas de reforma fiscal que se han ido sucediendo desde entonces 
han roto con la imposición sintética mediante la aplicación de múltiples 
tratamientos diferenciados para las rentas de capital. No obstante, esta 
diferenciación no siempre ha respondido a criterios de eficiencia estricta 
sino a la acumulación en el tiempo de normas con condicionantes muy 
diversos. La existencia de otros objetivos en la política tributaria 
(progresividad, corrección de fallos de mercado) y la presión derivada de las 
clientelas políticas o grupos de interés han sido algunos de los 
condicionantes que pueden explicar la diferenciación fiscal existente entre 
las rentas del ahorro319.  
Las líneas fundamentales de reforma que se han propuesto desde la 
perspectiva de la eficiencia es un tratamiento menos gravoso y más 
homogéneo del ahorro320, esto es, menores tipos impositivos aplicables y 
menos discriminación por sus fuentes y por su forma de materialización.  
Aunque la Ley 18/1991, de 6 de junio del IRPF otorgó a los incrementos 
patrimoniales un tratamiento diferenciado mediante la introducción de 
coeficientes reductores según su antigüedad, fueron los Reales Decretos 
Leyes 7 y 8/1996, de 7 de junio y poco después la Ley 40/1998, de 9 de 
diciembre del IRPF los que sacaron de la base imponible general a la mayor 
parte de los incrementos patrimoniales para concederles un tratamiento 
fiscal preferente.  
                                                                                                                
sometía al resto a un tipo proporcional. PALAO TABOADA, CARLOS: "La reforma de la 
tributación  …". op. cit.,  pp. 201 y ss. 
319 La doctrina reconoce esta variedad en las motivaciones que efectivamente explican este 
proceso de reforma fiscal. Entre otros puede verse, PICOS, FIDEL; GAGO, ALBERTO: "El 
impuesto dual …". op. cit., pp. 124-125. CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La tributación de 
las rentas de capital  …". op. cit.,  p. 23. En su opinión las discriminaciones fiscales no 
justificadas y los continuos cambios en la normativa fiscal fomentan la ineficiencia de los 
mercados. Son entonces los operadores ineficientes los que “absorben” la ventaja fiscal 
existente produciéndose con ello la inmovilidad de las inversiones por motivos fiscales.  
320 Entre otros puede verse GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "La reforma del  …". op. cit., p. 9. 





Aunque la Ley 40/1998, de 9 de diciembre del IRPF ha sido positivamente 
valorada321 desde la perspectiva general del principio de eficiencia o de la 
neutralidad impositiva, también se ha afirmado que en este aspecto sus 
avances en relación a la tributación del ahorro han sido más bien 
modestos322. 
La última Ley del IRPF de 2006, se sitúa en un contexto de competencia 
fiscal internacional muy intensa que ha acentuado la búsqueda de un trato 
                                      
321 Entre las valoraciones positivas del IRPF aprobado en 1998 (Ley 40/1998) puede verse el 
trabajo de GARCÍA AÑOVEROS que en relación al proyecto de reforma del IRPF de 1998 
entiende que se trata de una reforma importante que va bien encaminada, que introduce el 
mínimo vital exento, afronta el problema de inequidad provocado por la progresividad del 
impuesto precedente y que resulta razonable en términos de eficiencia económica. (notas 3, 
9 y 10) No obstante lo califica de impuesto "medio-nuevo" pues no afronta otras cuestiones 
importantes necesitadas de reforma: rentas exentas, tratamiento de las rentas familiares, 
homogeneidad en la tributación del ahorro.... GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "La reforma del  
…". op. cit.,  pp. 5-12. En el mismo sentido puede verse de RUBIO GUERRERO, JUAN J.: "La 
Hacienda pública Española en el tránsito al siglo XXI". Hacienda pública Española, 
Monográfico. 2002. pp. 301 y ss. En su opinión esta reforma sitúa a la imposición personal 
en España en línea con las tendencias internacionales propugnadas por la Hacienda pública 
moderna: reducción de la carga tributaria, reducción de los tipos marginales debido a su 
efecto perturbador sobre las decisiones económicas fundamentales, impulso al ahorro, 
introducción de mínimos vitales exentos, simplificación y reducción de los costes de 
cumplimiento, tratamiento fiscal más neutral para los diferentes productos de ahorro a corto 
plazo....  
322 Por su parte entre las valoraciones más críticas acerca de los avances en materia de 
eficiencia en el tratamiento del ahorro son de interés los trabajos de GONZÁLEZ PÁRAMO, 
JOSÉ MANUEL; BADENES PLÁ, NURIA: "Fiscalidad efectiva de los productos de ahorro-
previsión en España". Hacienda pública Española, nº extra 2000. pp. 251-278. El trabajo 
analiza los efectos de la reforma en el ahorro previsión. Concluye afirmando el avance en la 
neutralidad de la misma pero solo en relación a los ahorradores de tramos altos de renta que 
obtienen las prestaciones en forma de capital. No obstante ni el impuesto vigente desde 
1999 ni las reformas realizadas en el mismo en junio de 2000 han resuelto dos problemas ya 
existentes en el viejo impuesto: la variación en el incentivo al diferimiento según distintos 
activos, niveles de renta y edad. En segundo lugar, la forma de percepción de las 
prestaciones del ahorro determina grandes diferencias de tributación efectiva. Concluye 
afirmando la existencia de obstáculos por eliminar hasta alcanzar un grado razonable de 
neutralidad. Asimismo SANZ SANZ, JOSÉ F., GONZÁLEZ PÁRAMO, JOSÉ M., BÁDENES PLÁ, 
NURIA: "La reforma del IRPF: oferta de trabajo y ahorro". Hacienda pública española, nº 
extra 2001. pp. 119-144. Este trabajo concluye afirmando que en relación al ahorro los 
avances en la neutralidad del impuesto son modestos. El nuevo impuesto no resuelve las 
discriminaciones existentes en el anterior en relación a la antigüedad de las inversiones y a 
la forma de percibir la renta derivada del ahorro a largo plazo. Es decir, se mantienen 
diferencias de tratamiento en torno a estas dos variables, cuestión que carece de 
justificación económica en opinión de los autores. DOMÍNGUEZ BARRERO valora la 
neutralidad de la reforma del IRPF de 1998 mediante el análisis de la desviación típica de la 
TIR de los diversos activos. Considerando de forma separada los planes de pensiones, la 
neutralidad del sistema fiscal aumenta para inversiones de duración superior a 10 años y 
disminuye para inversiones a más corto plazo. DOMÍNGUEZ BARRERO, FÉLIX: "La fiscalidad 
del ahorro  …". op. cit.,  pp. 134-135. 





de favor para las rentas del ahorro323. Ello, unido a la demanda de una 
mayor homogeneidad en el tratamiento de las mismas, se ha traducido en 
la aprobación de un IRPF que se asemeja a los modelos duales 
tempranamente implantados por los países escandinavos. No obstante, no 
parece que pueda concluirse que la neutralidad de las distintas fuentes de 
renta del ahorro haya resultado mejorada en todos los casos324. Se ha 
afirmado asimismo que el gravamen separado de las rentas del capital 
                                      
323 Una de las últimas novedades legislativas para 2013 introducida por la Ley 16/2012, de 27 
de diciembre, vuelve a desplazar la tributación de las ganancias patrimoniales a corto plazo a 
la base general del impuesto. Con ello rompe la homogeneidad en el tratamiento del ahorro 
buscada por la LIRPF 2006. Son, una vez más, los motivos recaudatorios más que los de 
eficiencia impositiva los que se encuentran detrás de la reforma. 
324 Entre los trabajos que entran a valorar el IRPF aprobado en 2006 desde el punto de vista de 
la eficiencia pueden señalarse: DOMÍNGUEZ BARRERO, FÉLIX: "Neutralidad e incentivos de 
las inversiones financieras en el nuevo IRPF". Documentos de trabajo FUNCAS, nº 312. 
2007. La neutralidad del impuesto respecto a los productos de ahorro es específicamente 
valorada en este trabajo mediante el cálculo de la TIR. Se concluye que la neutralidad no 
siempre resulta mejorada después de la reforma y que se produce un incentivo a la 
contratación de productos de ahorro generadores de rentas.(p. 3) Así, entre los productos de 
renta fija existe un grupo numeroso que recibe un tratamiento muy similar (renta fija y 
fondos de inversión) existiendo un pequeño incentivo respecto de aquellos con duración más 
prolongada. La inversión societaria (dividendos y ganancias patrimoniales) soporta una 
tributación elevada consecuencia de la doble imposición, mejorando ligeramente en el caso 
de ganancias patrimoniales. En el caso de dividendos mejora para los contribuyentes con un 
tipo marginal superior a 36,9 % y para los casos de exención si el tipo es superior al 
marginal del 23,08 %. Los distintos sistemas de ahorro a medio-largo plazo, con 
percepciones en forma de capital, empeoran los de mayor plazo y el resto varía según el tipo 
marginal aplicable. Dentro de este grupo los planes de pensiones y planes de previsión 
asegurados han perdido atractivo pudiendo en casos resultar más gravosos que la percepción 
de ganancias patrimoniales de acciones. Dentro de los activos financieros no incentivados se 
aprecia que la aproximación en el tratamiento de los activos se ve contrarrestada por el 
alejamiento entre estos y los dividenos de acciones. Respecto a los productos de ahorro que 
generan prestaciones en forma de renta, se mejora la tributación de las rentas vitalicias y 
temporales así como el incentivo general dirigido a las mismas (pp.38 y ss); ORTIZ CALLE, 
ENRIQUE: "La "dualización" del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas: concepción 
sintética del gravamen versus impuesto dual". Crónica Tributaria, nº 129. 2008. pp. 141-
174; DÍAZ DE SARRALDE MÍGUEZ, SANTIAGO: "La Reforma del Impuesto  …". op. cit.,  
pp.197-220. En opinión del autor esta reforma del IRPF aumenta la neutralidad en el 
tratamiento del ahorro y lo mantiene en un nivel de tributación internacionalmente 
competitivo al establecer una única base para la tributación del mismo. Esta medida tiene 
efectos distributivos y recaudatorios prácticamente neutrales. No obstante se mantienen en 
este área cuestiones pendientes relativas a la falta de neutralidad como son: el tratamiento 
de aportaciones a planes de pensiones privados, la adquisición de vivienda y los Planes 
Individuales de Ahorro Sistemático. Reduce también el marginal máximo sobre las rentas del 
trabajo y de actividades económicas que pueden presentar mayor elasticidad en la oferta  
mejorando con ello la eficiencia del impuesto. Aun reduciendo la recaudación y el marginal 
máximo aumenta la progresividad y, si bien de forma limitada, la capacidad redistributiva del 
impuesto. Simplifica de forma significativa el impuesto al excluir de tributación al 40% de los 
contribuyentes de renta más reducida (un 35 % más) y sitúa al 70 % de los contribuyentes 
en un tipo único.(p. 212). 





mobiliario respecto de las del trabajo constituye una vuelta al modelo 
analítico de impuesto abandonado por España en 1978, un retroceso que no 
encuentra apoyo tampoco en las tendencias de reforma en países de 
nuestro entorno325. 
 Impuesto sobre Sociedades 
Se ha señalado326 al principio de eficiencia como el criterio básico para 
juzgar la bondad o maldad del Impuesto sobre Sociedades en la medida en 
que el principio de equidad solo tiene sentido aplicado en el ámbito 
personal. Desde el punto de vista empresarial también se reconoce que "la 
neutralidad impositiva debería presidir el fenómeno fiscal, de manera que 
no sea el factor tributario el que determine la forma de organización a elegir 
por el empresario, sino que tal opción venga determinada por otros factores 
intrínsecos a la empresa, como su volumen, tipo de actividad o dimensión 
del mercado en el que opere"327. En particular hay tres cuestiones en torno 
al citado impuesto que han recibido especial atención: su neutralidad ante 
la asignación de recursos y la política financiera de las empresas, su 
influencia en la asignación internacional de capital y sus efectos respecto de 
la competitividad. Este último además juega un papel especialmente 
relevante en contextos de crisis como el actual328. 
La neutralidad en la asignación de recursos desde la perspectiva del 
Impuesto sobre Sociedades ha sido interpretada como no interferencia en la 
asignación de capital entre sectores, en las decisiones económicas o 
                                      
325 LAGARES CALVO, MANUEL: "Una nueva reforma del IRPF". op. cit.,  48-49. 
326 ZUBIRI, IGNACIO: "La justificación y los efectos económicos del Impuesto sobre 
Sociedades". Ekonomiaz. Revista vasca de economía, nº 38. 1997. pp. 136 y ss. Si bien 
ZUBIRI destaca la cuestión de la eficiencia en el Impuesto, también incluye algunas 
reflexiones sobre el principio de generalidad en el mismo en la medida en que la falta de este 
principio también afecta negativamente a su neutralidad. Señala así un periodo de expansión  
durante los años 80 que se vio interrumpido en los 90. Analizando los datos 
correspondientes a 1992 concluye que no se trata de un impuesto general sobre la renta de 
las empresas sino "un impuesto sobre algunas rentas de las empresas más grandes "( 
pp.129-131).  
327 LÓPEZ ESPADAFOR, CARLOS M.: "Consideraciones sobre  …”. op. cit., p. 107. 
328 PAREDES GÓMEZ, RAQUEL: ”Reflexiones sobre la reforma del Impuesto sobre Sociedades 
en tiempos de crisis”. Crónica Tributaria, nº 142. 2012.pp. 106 y 107. 





financieras de las empresas y como gravamen únicamente de los beneficios 
reales. Pues bien, conforme a los anteriores criterios el IS español se ha 
valorado negativamente329 en la medida en que provoca efectos 
distorsionadores en la asignación de capital330, en las decisiones financieras, 
en las de inversión331 y en las de producción de las empresas y no trata 
adecuadamente la inflación (amortizaciones e intereses).  
                                      
329 El Impuesto grava de forma diferente distintos sectores, distintos tamaños de empresas y 
distintas empresas, no solo por existencia de tipos nominales diferentes sino por la distinta 
aplicación de deducciones y mecanismos de valoración (provisiones) que permiten en 
algunos casos reducir la tributación. Las decisiones de financiación también se ven afectadas 
al someterse a un mejor trato al endeudamiento frente a la reinversión de los beneficios no 
distribuidos o a las ampliaciones de capital. La limitación existente a la compensación de 
pérdidas provoca que el gravamen recaiga sobre cuantías que se alejan bastante de la 
definición de beneficios. ZUBIRI, IGNACIO. "La justificación y  …". op. cit., pp. 136 y ss. 
330 El diferente régimen fiscal aplicable al empresario individual y al societario ha sido objeto de 
análisis desde el punto de vista de la neutralidad impositiva. Las conclusiones alcanzadas por 
la doctrina acerca de la influencia del fenómeno tributario en la forma jurídica adoptada no 
son unánimes. Así, el trabajo de SANZ SANZ, JOSÉ FÉLIX; et alt.: "El impuesto sobre 
sociedades en la Europa de los veinticinco: un análisis comparado de las principales 
partidas". Documentos, nº 22. Instituto de Estudios Fiscales, 2004. pp. 1-30 realiza un 
análisis comparado de la tributación empresarial en sus dos formas fundamentales, 
empresario individual y empresa con personalidad jurídica propia, en el entorno de los países 
que formaron parte de la Europa de los 15. Esta comparación permite concluir acerca de la 
proximidad en las estructuras generales de tributación entre España y el resto de los 
Estados, apareciendo diferencias más significativas en relación al uso de sistemas de 
estimación objetiva de bases imponibles, al régimen de compensación de pérdidas o a los 
tipos impositivos aplicables tanto en el IRPF como en el IS (p. 150 y ss). Lo que sí parece 
una constante en la tributación empresarial desde el punto de vista comparado es la 
influencia que tiene la forma jurídica adoptada en el sistema de tributación aplicable. Esta 
realidad es suficiente para deducir la falta de neutralidad del sistema fiscal (p. 155). No 
obstante, la diferencia media de 10 puntos entre IRPF e IS del sistema español se sitúa 
bastante por debajo de la diferencia media del resto de los países analizados, siendo de las 
más bajas. Por su parte FÉLIX DOMÍNGUEZ BARRERO Et. Alt.: en "¿Afectan el IRPF y el 
Impuesto sobre Sociedades a la elección de la forma de la empresa? Hacienda pública 
española, nº 174. 2005. pp. 55-86, concluyen afirmando que los factores fiscales no resultan 
significativos en las decisiones organizativas de las empresas sino que son otras causas 
macroeconómicas y extrafiscales las que han influido en el predominio de la forma societaria 
frente a la individual.  Pueden verse también algunas propuestas de reforma para la 
armonización de los regímenes de tributación aplicables a empresarios individuales y 
societarios en el trabajo de CALLE SAIZ, RICARDO: "Competitividad y tributación directa 
empresarial: dos opciones que se deben considerar". Revista del Instituto de Estudios 
Económicos, nº 1-2. 2002. pp. 49-60.  
331 Uno de los trabajos que aporta evidencias empíricas que apuntan, en términos globales, a la 
falta de neutralidad del Impuesto de Sociedades en las decisiones de inversión empresarial 
es el de ROMERO JORDÁN, DESIDERIO: "Tipo medio efectivo y neutralidad impositiva: 
comentarios y evidencia para el caso español". Revista asturiana de economía nº 26, 2003. 
pp. 167-186. 





Desde el punto de vista de la asignación internacional de capitales se ha 
señalado332 que en un mercado único con libertad de movimientos de 
capitales debe someterse a revisión la eficiencia de un impuesto respecto  a 
su mercado nacional al tener que analizar obligatoriamente su posición 
relativa respecto de otros Estados miembros333. La comparación anterior 
puede afectar a las decisiones de en qué invertir, dónde invertir, qué 
estructura jurídica, financiera y reparto de actividades adoptar  y la política 
de dividendos a seguir. Desde otro punto de vista ZUBIRI entiende que la 
inversión empresarial parece depender especialmente de las expectativas 
de mercado, lo cual hace que los incentivos fiscales en este punto no 
generen por sí solos nuevas inversiones o se limiten a adelantarlas334. En 
todo caso concluye afirmando que la mejora en la neutralidad del impuesto 
es necesaria para mejorar la competitividad de las empresas.   
                                      
332 Las distorsiones que se pueden provocar sobre la movilidad del factor capital como 
consecuencia de los distintos sistemas de Impuesto sobre Sociedades dependen básicamente 
de la posibilidad de traslación del impuesto a los precios. Suponiendo que no se traslada a 
los precios, un gravamen mayor sobre la renta de las sociedades por parte de un Estado 
puede originar una disminución de la oferta de capital en el mismo por la desviación de 
inversiones que se produce con destino a otros Estados. Si el impuesto se traslada a los 
precios de los bienes la distorsión se producirá en los intercambios internacionales y 
distorsionará la concurrencia como ocurre en el caso de los impuestos indirectos. Véase 
CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La imposición, la eficiencia y la equidad …". op. cit.,  pp. 
174-185.  
333 La ampliación de la Unión Europea de 1 de mayo de 2004 con la incorporación a la misma 
de 10 nuevos países ha suscitado nuevos análisis que sugieren una significativa vinculación 
entre los flujos de capital internacionales y el diseño de los sistemas fiscales nacionales. A 
este respecto es de interés el trabajo de SANZ SANZ, JOSÉ FÉLIX; et alt.: "El Impuesto 
sobre Sociedades en la Europa de los venticinco: un análisis comparado de las principales 
partidas". Documentos, nº 22. Instituto de Estudios Fiscales, 2004. pp. 1-30. TEODORO 
CORDÓN EZQUERRO insiste también sobre esta cuestión en "La imposición, la eficiencia y la 
equidad …". op. cit., pp. 184 y ss. En el ámbito del mercado europeo, y por el hecho de que 
cada Estado conserva su soberanía nacional respecto de los impuestos directos, la dispersión 
en los tipos nominales, configuración de bases imponibles, deducciones y tipos efectivos, ha 
supuesto siempre una preocupación política, económica y académica que se ha traducido en 
la preparación de distintos informes y propuestas que recoge y que van dirigidos a examinar 
las divergencias existentes y proponer soluciones.  
334 ZUBIRI, IGNACIO: "La justificación y  …". op. cit.,  pp. 140 y ss. ZUBIRI menciona en este 
caso el Informe Ruding. En su opinión los incentivos fiscales resultan con ellos costosos, poco 
efectivos y no está claro que sean deseables desde un punto de vista económico. Aunque 
pueden influir en la ubicación espacial de las empresas, si no son consensuados a nivel 
nacional pueden provocar competencia fiscal y generar ineficiencias y reducir la recaudación 
impositiva.  





Con respecto a la competitividad, y entendida esta como la capacidad de las 
empresas para defender sus mercados interiores y ganar parte de los 
exteriores, las empresas españolas han mostrado una competitividad muy 
limitada en el ámbito de la UE335. Ante esta cuestión hay autores como 
ZUBIRI que entienden que la relación entre tributación y competitividad es 
difusa y otros para los que un mayor tipo efectivo del impuesto mengua la 
competitividad de las entidades residentes en ese Estado.  
Respecto al nivel de los tipos nominales, en 1986 España contaba con el 
tipo más bajo de la UE, unos 10 puntos por debajo de su media, menor tipo 
impositivo además que EEUU y Japón. No obstante en los años sucesivos se 
ha iniciado un proceso de reducción de tipos que no ha sido seguido por 
España, situando así en 1994 el tipo español en el mismo nivel de la media 
comunitaria336. Ya en el año 2005 y teniendo en cuenta tanto los tipos 
nominales como la configuración de la base imponible, el tipo efectivo 
medio del Impuesto sobre Sociedades español era el mayor de la Europa de 
los 25, con un 36,1 % seguido de Alemania con un 36 %337. En 2009 el 
promedio de tipo nominal estaba en el 22,3 % (UE-27) y en el 25,21 % 
(UE-15), siendo el de España de un 30 % y un 25 % para las PYMES338. A 
pesar de la paulatina reducción de tipos nominales aprobada en España 
desde 2007339, en 2012 la presión fiscal empresarial de las empresas 
                                      
335 Ibídem., 138 y ss. No obstante en su opinión  la relación entre tributación y competitividad 
en cuanto al IS al menos, resulta cuanto menos difusa pues esta última depende una 
compleja gama de factores entre los que el impositivo no es el más importante. La reducción 
impositiva además es dudoso que se traslade a los precios, pues según la literatura 
económica dominante el IS lo soporta el capital.  
336 Ibídem.,  p. 133. 
337 CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La imposición, la eficiencia y la equidad …". op. cit.,  pp. 
184-186. En este sentido afirma: "En economías globalizadas e integradas, con empresas 
cada vez más internacionalizadas en su actividad económica, si un Estado decide elevar su 
presión fiscal para incrementar la prestación de sus servicios públicos, la elevación de los 
costes para las empresas terminará por producirles, en el largo plazo, un ajuste en el nivel 
de su competitividad internacional" p.188. 
338 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: “Impuesto sobre sociedades: la investigación económica y los 
criterios para su reforma en España”. Documentos, nº 13/10. IEF. Madrid. 2010.p. 34. 
339 Desde 2007 se produce la reducción del tipo general 32,5 % primero y al 30 % después 
(introducido por disposición final segunda de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre). La 
disposición adicional duodécima del RDL 4/2004 del Texto refundido del IS recoge desde 
2009 hasta 2013 para algunas entidades entidades de reducida dimensión que creen o 





españolas es solo superado por Bélgica (34 %), Francia (36,1 %) y Malta 
(35 %), estando los tipos de Portugal e Italia ligeramente por encima del 30 
%. Respecto al tipo medio efectivo para el sector no financiero de la UE340, 
se observa una tendencia general decreciente desde 1998 (media UE-27 en 
el 29,3 %), situándose en 2010 en el 21,8 % aunque la media es muy 
diferente en la Europa de los 15 (26,2 %) respecto de la media en la Europa 
del resto (media UE-12 en el 16,4 %), estando el tipo efectivo en España en 
2010 en el 32,8 %. 
Las propuestas doctrinales de reforma del Impuesto que se han ido 
sucediendo señalan como puntos fundamentales de cambio aquellos que 
merecen una valoración negativa respecto de la neutralidad en sus distintas 
dimensiones, interna e internacional. En los años 90 FUENTES QUINTANA341 
proponía una mayor libertad fiscal en el tratamiento de las amortizaciones 
según necesidades empresariales, actualización periódica de los valores 
contables de a través de Leyes de Presupuestos, reducción drástica del 
número de beneficios fiscales y regímenes especiales, admitir transparencia 
fiscal optativa e imputación de BINS.  
Una valoración doctrinal positiva342 fue la que recibió la reforma introducida 
por la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades al 
permitir el acercamiento entre la realidad fiscal y la contable, la reducción 
                                                                                                                
mantengan empleo, tipos reducidos entre el 20 y el 25 %. Finalmente, el Real Decreto Ley 
4/2013, de 22 de febrero, ha introducido la disposición adicional 19ª en el citado Texto 
refundido estableciendo unos tipos del 15 y del 20 % aplicables a entidades de nueva 
creación. 
340 Datos obtenidos a a partir de los cálculos de la Comisión Europea (2011) Cfr. PAREDES 
GÓMEZ, RAQUEL: ”Reflexiones sobre la reforma  …”. op. cit., pp. 106 y 107. 
341 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: La reforma fiscal y los problemas de la Hacienda pública 
Española. Cívitas. Madrid. 1990. 
342 Son muchos los trabajos que recogen valoraciones positivas acerca de la reforma de 1995, 
pueden verse entre ellos, LAGARES CALVO, MANUEL: "Una reforma a fondo  …". op. cit., pp. 
129 y ss. LAGARES enumera las líneas básicas de reforma que se han ido desarrollando 
respecto del Impuesto sobre Sociedades destacando entre ellas, además de la aproximación 
entre el beneficio fiscal y el contable, la eliminación del doble gravamen en los dividendos 
percibidos, la eliminación de la transparencia fiscal obligatoria, el tratamiento adecuado de 
los grupos de sociedades, la racionalización y recorte de los incentivos tributarios existentes, 
el tratamiento de las pérdidas y el posible acercamiento del Impuesto al tipo de gravamen 
del IRPF; LAGOS RODRÍGUEZ, Mª GABRIELA: "El principio de neutralidad en el nuevo 
Impuesto sobre Sociedades". Crónica tributaria nº 82-83, 1997. pp. 111-153. 





de elementos monetarios de la base y la inclusión de nuevas actualizaciones 
en el precio de adquisición para el cálculo de variaciones patrimoniales. 
Durante la década de 2000 algunas propuestas de revisión del IS continúan 
dirigidas a aproximar los criterios de valoración fiscal y mercantil (fondo de 
comercio, provisión de insolvencias, compensación de bases imponibles 
negativas, operaciones de reestructuración empresarial), otras directamente 
a fomentar la competitividad (I+D, internacionalización, PYMES, plusvalías 
empresariales reinvertidas, procesos de capitalización física-humana) y 
también se menciona la conveniencia de considerar otros procesos de 
reforma desarrollados en la UE343. LAGARES CALVO344 también desarrolla 
una propuesta de reforma para el IS español en la que defiende 
nuevamente mayores avances en las tendencias introducidas por la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, especialmente en cuanto al tratamiento de 
amortizaciones y provisiones. También señala la conveniencia de introducir 
medidas dirigidas a reducir o evitar la doble imposición de los dividendos, la 
paulatina reducción de las exenciones e incentivos fiscales es parte de su 
propuesta así como el fomento de actividades de I+D e innovación 
tecnológica. Por último también apunta la importancia de flexibilizar la 
normativa fiscal aplicable a la tributación de grupos de sociedades.  
En la última década existen básicamente dos tendencias, ambas dirigidas a 
buscar una mayor eficiencia en el Impuesto. La primera consiste en seguir 
proponiendo nuevas medidas para mejorar la actual estructura del 
Impuesto. Dentro de esta se ha puesto345 más énfasis en destacar aquellas 
cuestiones relacionadas con la neutralidad del Impuesto en su vertiente 
internacional: eliminación de la doble imposición jurídica y económica no 
solo entre matriz y filial sino también en las  inversiones de cartera (con 
participación inferior al 5 %), eliminación de discriminaciones entre el 
tratamiento de la cartera nacional y el de la internacional, adopción de una 
                                      
343 RUBIO GUERRERO, JUAN J.: "La Hacienda pública  …". op. cit., pp. 305 y ss. 
344 LAGARES CALVO, MANUEL.: "Reformas pendientes  …". op. cit.,  pp. 85 y ss. 
345 Entre otros pueden señalarse los siguientes trabajos: ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: “Impuesto 
sobre sociedades …”. op. cit. 





base imponible consolidada del IS a nivel UE346, entre otras. La segunda347 
consiste en la elaboración de una serie de estudios para la propuesta de 
nuevas estructuras liquidatorias alternativas al IS tradicional, dirigidas a 
mejorar su eficiencia y en particular la eficiencia en la elección de la forma 
de financiación empresarial. No obstante, las incertidumbres que 
acompañan a estos nuevos modelos, sus impactos recaudatorios y el 
contexto actual de crisis permiten presumir la dificultad para su 
implantación a corto plazo. 
En general, la conclusión348 que se deriva del estudio de las distorsiones 
provocadas por el IS (en las decisiones de financiación empresarial, en las 
decisiones de tributar por IRPF o por IS, en la inversión, en la localización 
espacial y la transferencia de beneficios) es que el Impuesto sobre 
Sociedades tal y como se concibe actualmente (no solo el español) está 
lejos de satisfacer el principio de eficiencia impositiva. Se trata de un 
impuesto que no se adapta satisfactoriamente a la realidad económica de 
los flujos de renta de las empresas. Utiliza además valoraciones fiscales que 
introducen un fuerte componente de artificialidad en decisiones que son 
tomadas con un predominio de la motivación de carácter fiscal. 
d)  Aproximaciones doctrinales a la relación mantenida entre los 
principios de justicia y eficiencia en los tributos 
La aproximación doctrinal a la relación mantenida en España por los 
principios impositivos de justicia y eficiencia cuenta con ámbitos comunes 
pero no es convergente. Así, por ejemplo, dentro del reconocimiento 
general de un cambio en la proyección de estos principios hay aportaciones 
que resaltan el conflicto que del mismo se deriva, y otras que proponen 
formas alternativas de interpretar la realidad fiscal que no pongan el acento 
                                      
346 Una referencia a sus antecedentes históricos, sus notas básicas y referencias doctrinales a 
favor y en contra puede verse en SANZ GADEA, E.: “El impuesto sobre sociedades. ¿Un 
impuesto en crisis?”. Crónica tributaria, nº 141, 2011. pp. 189-190. 
347 Una interesante síntesis de los distintos sistemas alternativos al IS tradicional pueden verse 
en PAREDES GÓMEZ, RAQUEL.: ”Reflexiones sobre la reforma  …”. op. cit., p. 107. 
348 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: “Impuesto sobre sociedades …”. op. cit., pp. 29-31. 





en dicho conflicto. Con el fin de ilustrar esta realidad se exponen a 
continuación una muestra de las distintas posturas doctrinales existentes 
así como las cuestiones que las han provocado. Este análisis permitirá 
asimismo concretar algunas de las conclusiones a las que puede llegarse en 
relación a la vigencia y situación actual de los principios de justicia y 
eficiencia en el marco de nuestra Constitución. 
 Justicia y eficiencia como principios en conflicto 
A pesar de la falta de reconocimiento expreso del principio de eficiencia en 
el texto constitucional, la interpretación doctrinal de los principios 
tributarios sí recogidos entendió que la eficiencia económica en la 
asignación de los recursos así como el respeto a otros derechos 
constitucionalmente protegidos podían entrar en colisión con los principios 
anteriores349. 
De hecho, la redacción original de los artículos 3 y 4 de la Ley General 
Tributaria incluía referencias a principios (generalidad y equitativa 
distribución de la carga tributaria) y fines (política económica, estabilidad y 
progreso sociales, mejor distribución de la renta) no expresamente 
recogidos en el artículo 9 del Fuero de los Españoles entonces vigente. 
CORTÉS DOMÍNGUEZ350 reflexiona al respecto afirmando que este 
reconocimiento legislativo de fines y principios responde a la moderna teoría 
financiera que señala al Estado como protagonista en la ordenación de la 
vida económica. Sin embargo, también entiende que la aplicación 
simultánea de tales principios no deja de presentar dificultades hasta el 
punto de hacer surgir la pregunta por su compatibilidad real. 
                                      
349 MARTÍN DELGADO, JOSÉ M.: “Los principios … “. ob.cit. p. 83. “La existencia de unos 
tributos muy elevados podría ocasionar unas distorsiones tales en la vida económica del país 
que sustituyeran las elecciones económicas individuales; por ejemplo, desalentando el 
ahorro, la inversión, etc,; haciendo ilusoria, por ejemplo, la libertad de empresa en el marco 
de la economía de mercado reconocida en el artículo 38 del texto constitucional o el derecho 
a la propiedad privada y a la herencia (artículo 33). 
350 CORTÉS DOMÍNGUEZ, MATÍAS: "El principio de capacidad contributiva  …". op.cit., pp. 986-
987. 





Antes de la reforma fiscal iniciada en 1978 y dentro del análisis sobre la 
imposición de las ganancias de capital surge de nuevo la cuestión del 
posible conflicto entre el principio de justicia y los efectos económicos de 
dicho gravamen. A pesar de reconocer los méritos del impuesto en cuanto a 
la equidad se hace referencia a los distintos argumentos que desde un 
punto de vista económico lo hacen indeseable351.  
En particular, ha sido la tributación personal del ahorro una de las 
cuestiones que más reflexiones ha suscitado en torno a la situación 
conflictiva de los principios de justicia y eficiencia. GARCÍA AÑOVEROS352 
llega a referirse al IRPF previo a la reforma de 1998 como a un "notorio 
portador de injusticia" al aplicar una progresividad rigurosa a porciones de 
la renta global dejando fuera de su base una parte importante de los 
rendimientos del capital mobiliario y de las plusvalías. En el mismo sentido 
CALVO ORTEGA al comentar el mandato constitucional del artículo 40.1 en 
relación al fomento de una distribución de la renta más equitativa reconoce 
que "la dualidad del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas con un 
tratamiento más favorable para las rentas del ahorro (más propias de las 
personas con alta capacidad económica) parece contraria a la exigencia 
constitucional citada de una renta personal más equitativa"353.  
SAINZ DE BUJANDA354 se refiere indirectamente al conflicto entre justicia y 
eficiencia en materia impositiva cuando trata la cuestión de las exenciones 
con fines extrafiscales (de incentivo y estímulo económico) y el principio de 
generalidad. A dicho conflicto contribuye el hecho de que "el desarrollo 
económico y la redistribución de la renta constituyen innegablemente 
imperativos de justicia, con los que aparentemente, la justicia tributaria 
puede entrar en colisión”. Sin embargo, en su opinión, "la justicia es solo 
                                      
351 PALAO TABOADA, CARLOS: "La imposición sobre las ganancias de capital y la justicia 
tributaria". Hacienda pública Española, nº 9. 1971. p. 60. 
352 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "Las reformas fiscales". op. cit., pp. 528. En su opinión el 
motivo de todo ello está en la integración europea y en la imposible vuelta a un impuesto 
como el de 1978 con fuerte progresividad sobre activos financieros actualmente móviles.  
353 CALVO ORTEGA, RAFAEL. "Reflexiones sobre  …". op. cit., p. 631. 
354 SAINZ DE BUJANDA, F.: Lecciones de Derecho Financiero. op. cit., pp. 105-106. 





una. No se puede admitir la colisión entre dos especies de justicia y jamás 
la injusticia puede servir a la justicia". Concluye así afirmando que este tipo 
de exenciones con fines extra fiscales pueden no ser admisibles, es decir, 
otorga prioridad al principio de generalidad y con ello al de justicia. No 
obstante afirma más adelante: "no se puede, sin embargo, volver la espalda 
a las nuevas exigencias de la justicia que postulan una actuación en la vida 
económica". 
El fomento de una tasa significativa de crecimiento económico desde una 
economía abierta al exterior se acepta con generalidad como objetivo. Sin 
embargo, no existe armonía entre las propuestas para lograrlo, siendo el 
conflicto entre eficiencia y equidad el centro del debate355. 
Por su parte, y respecto a los efectos de la globalización y de la 
competencia fiscal internacional, I. CRUZ PADIAL reconoce que “existen 
manifestaciones de la capacidad económica que los Estados se ven 
obligados a dejar sin imposición, lo que hace  (…) que se erosionen o dañen 
de forma ostensible los principios de igualdad, generalidad y capacidad 
económica, lo que nos induce a cuestionar la justicia del sistema 
tributario”356. 
 Cambio en la jerarquía de principios 
V. VALLE,357 tras una síntesis sobre la evolución histórica de los principios 
de la imposición, reconoce un cambio en los valores que rompe con una 
tradición consolidada en materia de equilibrio entre el principio de justicia y 
el de eficiencia. Si primero se buscaba evitar que impuestos supuestamente 
equitativos influyeran en exceso sobre la eficiencia del sistema, ahora la 
tendencia es buscar impuestos neutrales que no se alejen demasiado de las 
valoraciones compartidas sobre la justicia. Otro de sus trabajos lo concluye 
afirmando, "cualquier reforma tributaria del futuro debe buscar la 
                                      
355 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: "La reforma fiscal  …". op. cit., p. 295. 
356 En “Globalización económica …” op. cit., pp. 59-77. 
357 En  “Una nota sobre los principios…”,  op. cit. p. 53.  





intensificación de los valores de eficiencia, suficiencia y armonización con la 
fiscalidad europea"358. 
En efecto, el cambio de jerarquía entre principios, reconocido por la doctrina 
de forma generalizada, es valorado positivamente por una parte de la 
misma. No obstante, este punto de vista debe completarse con 
apreciaciones doctrinales críticas respecto de manifestaciones concretas del 
fenómeno. 
Así, cuando M. LAGARES analiza el cambio experimentado en la vigencia de 
los fines de la política económica pública, reconoce su incidencia en el 
equilibrio mantenido por los principios de la imposición:  
“(…) el sistema fiscal comienza a percibirse de nuevo como lo que 
primitivamente fue: un medio para proporcionar financiación suficiente y 
estable al Sector público bajo criterios de equidad en la distribución de la 
carga, y sin afectar en demasía a los fondos privados que impulsan el 
crecimiento, es decir, el ahorro. En consecuencia, se valora cada vez más su 
suficiencia y neutralidad, porque se opina, retomando el pensamiento clásico, 
que un sistema suficiente y neutral de impuestos, (…) es el que mejor puede 
servir a la eficiencia y, consecuentemente, a la política de crecimiento y 
empleo.”359 
En una dirección muy similar, el profesor J.J. RUBIO (2005), en su trabajo 
“Balance y perspectivas reformadoras de la tributación personal en 
España”360 afirma: 
“Estos cambios se han fundamentado en una alteración de los principios 
impositivos imperantes en los modelos fiscales periclitados, anteriores a la 
década de los ochenta del siglo pasado, donde el principio de equidad fiscal y 
progresividad se constituían como referencia obligada y restricción de partida 
de cualquier reforma tributaria. Sin embargo, las sucesivas crisis sufridas por 
las economías occidentales durante la década de los setenta y primeros 
ochenta pusieron de manifiesto la necesidad de alterar la jerarquía de los 
                                      
358  VALLE, VICTORIO: "La Hacienda pública de  …". op. cit., p. 6. 
359 “Una reforma a fondo  …”. op. cit.,  p. 111. 
360 En Cuadernos de Información Económica, nº 186, 2005, pp.24-34. 





principios impositivos sobre los que debería edificarse un modelo racional de 
imposición sobre la renta, como fundamento de un sistema fiscal moderno 
que no supusiese una rémora a las potencialidades de crecimiento 
económico.” 
En palabras del profesor JUAN F. CORONA: 
 “(…) es lógico que las reformas fiscales de los años noventa hayan puesto el 
énfasis en el principio de neutralidad (ya propuesto por los clásicos), que, en 
esencia, puede definirse como la exigencia de que el sistema fiscal sea neutral 
en términos económicos, lo que equivale a exigirle un nivel de interferencia en 
el libre funcionamiento de los mercados tan pequeño como sea posible”361. 
El desplazamiento de criterios y motivaciones de carácter estrictamente 
fiscal por otros como los de practicabilidad o eficiencia económica es 
valorado negativamente por una parte de la doctrina362, planteando en 
algunos casos la posibilidad de que se esté produciendo una juridificación de 
la realidad económica como efecto del proceso de globalización363.  
Otros autores sin embargo reconocen en este hecho la necesidad de una 
reinterpretación de los principios impositivos clásicos como por ejemplo la 
transformación de la capacidad de pago hacia un principio de capacidad 
económica gravable364. 
De una forma similar lo expresa L. GONZALO365 cuando afirma: "En efecto, 
no es posible ocultar la preocupación por el hecho de que en el mundo que 
se avecina, en el que estamos viviendo ya, la eficiencia sea el nuevo 
nombre de la equidad". 
                                      
361 CORONA, JUAN F.: “Transformación y modernización  …”. op. cit.,  p. 239. 
362 CAAMAÑO ANIDO, M.A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Globalización económica y  …”. op. 
cit.,  p. 270. 
363 CRUZ PADIAL, I.: “Globalización económica …”. op. cit.,   pp. 65 y ss. 
364 Con arreglo al cuál un impuesto sólo puede exigirse si la recaudación obtenida del mismo es 
superior a la distorsión que tal impuesto ocasiona en la economía. Véase BRACEWELL-
MILNESS, B. “Economic Tasable Capacity”, Intertax, vol. 29, nº 4, p.1 citado por CAAMAÑO 
ANIDO, M.A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Globalización económica y  …”. op. cit., p. 270. 
365 GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO: Sistema impositivo español. …. op. cit.,  p. 116. 





Desde una postura más crítica con el cambio de jerarquía entre principios 
encontramos autores que resaltan:366  
“el grado de flexibilización y sacrificio que han experimentado determinados 
principios impositivos clásicos y constitucionales (principios de 
igualdad/capacidad económica, progresividad, redistribución) como 
consecuencia de las tensiones a las que somete la globalización a los Estados. 
Es decir, lo relevante es el grado de erosión de tales principios y las fuerzas 
que provocan tal fenómeno, así como las consecuencias que se derivan de 
todo ello para el sistema y el Derecho Tributario”.  
Esta tendencia de cambio en la vigencia y jerarquía entre los principios ha 
sido trasladada también por la doctrina a la propuesta y análisis de los 
modelos de reforma fiscal en España.  
Así, la reforma iniciada en 1977 ha sido identificada principalmente, además 
de con la flexibilidad y la suficiencia recaudatoria, con una más justa 
distribución de la carga impositiva que permitiera además mejorar la 
distribución de la renta y de la riqueza. Sin embargo, veinte años después 
de la reforma anterior, es el objetivo de eficiencia el que se plantea como 
prioritario y con ello la neutralidad impositiva ante la asignación de recursos 
que origina el mercado. El anterior objetivo de equidad en la distribución de 
la carga tributaria y en redistribución sigue presente pero se proyecta de 
forma diferente teniendo en cuenta precisamente el objetivo de neutralidad 
antes mencionado367.  
                                      
366 Cf. CAAMAÑO ANIDO, M.A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: “Globalización económica y  …?”. 
op. cit.,  p. 247. 
367 LAGARES CALVO, MANUEL: "Una reforma a fondo  …". op. cit., pp. 110-119. Los principales 
motivos que justifican, en opinión de LAGARES, una profunda reforma del sistema fiscal 
español, son el cambio en la vigencia de los fines asumidos por la política económica 
(prioridad en la búsqueda de eficiencia en el sistema económico y cambio en el contenido de 
las políticas de redistribución de la renta) y un cambio de escenario respecto al existente 
cuando se diseñó y desarrolló el sistema fiscal vigente en 1996 (1977-1986). Conforme a lo 
anterior LAGARES propone básicamente tres objetivos hacia los que orientar el sistema fiscal 
español: la eficiencia como exigencia prioritaria, la suficiencia recaudatoria, y la equidad, en 
cuanto a la distribución de la carga fiscal (medidas contra el fraude y la llamada 
progresividad en frío) y en cuanto a la redistribución de la renta (novedad de los 
planteamientos más actuales).  





R. CALLE se pronuncia en el mismo sentido respecto al IRPF vigente hasta 
1998, subrayando: 
"la necesidad ineludible de un cambio en la propia proyección del impuesto, 
excesivamente escorado desde 1977 hacia el objetivo de equidad (y de ahí su 
elevada progresividad) a costa de la eficiencia, siendo por tanto uno de los 
principales retos de la próxima reforma el logro del equilibrio adecuado entre 
equidad y eficiencia"368.  
La doctrina española, ante su papel en la propuesta, análisis y crítica de los 
procesos de reforma nacionales369, de forma mayoritaria dirige su mirada 
hacia las tendencias predominantes desde una perspectiva internacional y 
hacia los avances experimentados en la Teoría de la Hacienda Pública. Este 
ejercicio de apertura al exterior le lleva a reconocer una tendencia 
generalizada hacia una mayor neutralidad fiscal que se identifica en todos 
los impuestos sobre la renta, tendencia que en algunas de sus 
manifestaciones (impuesto dual) conlleva una pérdida en la valoración de la 
equidad370 . 
Se pone así el acento en el equilibrio entre principios, en particular, entre 
los principios de neutralidad, de equidad, de gestión administrativa 
eficiente, de flexibilidad y de suficiencia recaudatoria: "Las reformas 
tributarias modernas se caracterizan fundamentalmente por el predominio  
del principio de eficiencia en la asignación de recursos, una vez asumidas 
las limitaciones del sistema impositivo para cumplir de forma eficaz otras 
finalidades clásicas como, por ejemplo, las funciones de redistribución de 
                                      
368 CALLE SAIZ, RICARDO: "La reforma del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
desde el punto de vista comparado: algunos argumentos explicativos". Revista del Instituto 
de Estudios Económicos, nº 2-3. 1998. p. 111. En este trabajo RICARDO CALLE realiza un 
análisis previo a la reforma del IRPF de 1998 desde el contexto de la experiencia comparada 
en los países de la OCDE. Después de señalar los objetivos de reforma relevantes desde una 
perspectiva de integración económica internacional, concluye afirmando respecto del proceso 
gradual de reforma del IRPF que se situará "en la línea de conceder prioridad a los criterios 
de eficiencia y neutralidad respecto del principio de equidad vertical" (p. 119). 
369 Una descripción de la reforma fiscal de la democracia en 5 fases (hasta 1996), destacando 
los objetivos más importantes de cada una y la evolución del sistema tributario en su 
conjunto puede verse en ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: "La reforma fiscal  …". op. cit., pp. 281-295. 
370 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: "La reforma del IRPF: experiencia internacional". Revista del Instituto 
de Estudios Económicos, nº 2-3. 1998. pp. 88-90. 





renta y patrimonio interpersonal"371. En este contexto de necesidades y 
restricciones se inicia en 1996 un proceso de reforma fiscal cuyos objetivos 
básicos son: reducir la cuña fiscal entre las retribuciones factoriales, 
impulsar el crecimiento y la creación de empleo, incentivar el ahorro, 
potenciar las PYMES, fomentar la internacionalización de la empresa 
española.  
Es decir, la alteración en la estructura y composición del sistema fiscal 
resultante de estas reformas fiscales ha influido de forma importante en la 
vigencia de los principios impositivos que tradicionalmente habían 
configurado la equidad del sistema fiscal372 (principios de generalidad, 
igualdad, capacidad económica y progresividad). La presencia de políticas 
redistributivas en los sistemas fiscales (equidad vertical) se ha visto 
especialmente afectada así como el mismo principio de capacidad de pago 
(equidad horizontal) por el traslado de la carga fiscal de unos factores a 
otros. Este nuevo equilibrio es el resultado de una afirmación de los 
principios de eficiencia, sencillez y equidad horizontal (inclusión de bases 
imponibles no gravadas hasta el momento) que está viendo ampliados ya 
sus efectos en las reformas implantadas en el recién comenzado siglo 
XXI373.  
                                      
371 RUBIO GUERRERO, JUAN J: "La Hacienda pública  …". Op. cit., p. 300. 
372JUAN  J.  RUBIO GUERRERO en "Balance y perspectivas  …". op. cit., pp. 24-34, reconoce 
que en los procesos de reforma tributaria de los últimos veinte años existe una alteración en 
la jerarquía de los principios impositivos, proceso dirigido a evitar que el sistema fiscal se 
constituya en rémora del crecimiento económico. Dentro de esta tendencia se sitúa el Modelo 
Extensivo de imposición sobre la renta en el que la eficiencia económica, la equidad 
horizontal y la sencillez, son los principios más destacados. En España el proceso de ajuste al 
modelo extensivo se ha iniciado de forma tardía, y en él se inscriben las reformas del IRPF 
de 1998 y 2002. Ambas se han centrado en mejorar la neutralidad fiscal y la distribución de 
la carga impositiva. (pp. 24 y ss). Entre sus propuestas de reforma dentro de la continuidad 
del modelo, destacan objetivos relacionados con la eficiencia: creación de un entorno fiscal 
atractivo a las inversiones internacionales, incentivar la participación en el mercado de 
trabajo, reducción de la carga fiscal, fomento del ahorro...(pp. 27 y ss). 
373 Sobre las tendencias de reforma fiscal más recientes ver GAGO, ALBERTO y PICOS, FIDEL. 
“Tendencias en  …”. op. cit.,  pp. 23-47. 





 Compatibilidad entre los principios de justicia y eficiencia en los 
tributos 
El ejercicio doctrinal de propuesta de reforma tributaria, especialmente en 
el área del IRPF, ha ido incorporado una perspectiva en la que los principios 
tributarios de equidad y eficiencia no solo aparecen conjuntamente entre los 
objetivos, sino que cuentan con obstáculos y vías de proyección comunes. 
Por ejemplo, entre algunas de las propuestas doctrinales de reforma previas 
al IRPF de 1998 resaltan en particular las dirigidas a una mayor neutralidad 
fiscal, a un menor dirigismo económico por parte del Estado, a una menor 
interferencia en la toma de decisiones… entre otras cosas se propone la 
reducción de los beneficios fiscales, de los tipos impositivos marginales y 
con ello, un menor nivel de fraude y una ampliación de las bases 
imponibles, manteniendo niveles recaudatorios. Este conjunto de medidas 
hacen posible unir eficiencia y equidad, especialmente la horizontal374.  
En el mismo sentido GARCÍA AÑOVEROS375, a principio de 1998 y antes de 
la reforma que ya se estaba gestando, encuentra razones tanto de equidad 
como de eficiencia para acometer una profunda reforma del IRPF376. 
                                      
374 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO. "La reforma fiscal  …". op. cit., p. 294. 
375 GARCÍA AÑOVEROS, JAIME: "La reforma del  …". op. cit.,  p. 9. 
376 Los efectivos movimientos de reforma experimentados por el IRPF han ido incorporado, al 
menos en sus exposiciones de motivos, buena parte de las consideraciones doctrinalmente 
antes apuntadas. Así, se ha calificado a la reforma del IRPF de 1998 como “un punto de 
inflexión” en cuanto al papel desempeñado por el impuesto en el marco de una economía 
avanzada y abierta al exterior. Así por ejemplo MANUEL LAGARES Y FRANCISCO 
CASTELLANO analizan las causas que permiten considerar a la reforma del IRPF de 1998-
2002 como un punto de inflexión. En este cambio de orientación en el IRPF influyeron 
notablemente las nuevas circunstancias económicas, especialmente la globalización  y el 
lugar más relevante que ocupa el criterio de eficiencia. (p. 6) Así, las Comisiones que se 
formaron para el estudio y propuesta de medidas de reforma en 1997 y 2002,  propusieron 
como finalidades de la reforma, justicia, eficiencia y simplificación del impuesto. Desde la 
perspectiva de una mejora en la equidad, la Ley de 1998 introdujo una nueva definición de la 
capacidad de pago (p. 6 y ss) Desde la perspectiva de la eficiencia se redujo la carga fiscal 
de los contribuyentes, especialmente la de los pertenecientes a los tramos inferiores de 
renta, se incrementó la progresividad efectiva sin utilizar para ello una elevación de las 
tarifas, se mejoró el efecto del impuesto respecto de la asunción de riesgos modificando el 
régimen de compensación de las pérdidas y se redujeron las discriminaciones existentes en 
el tratamiento de productos financieros muy similares (p.10 y ss). Véase LAGARES CALVO, 
MANUEL; CASTELLANO REAL, FRANCISCO: "25 años de IRPF". Papeles de Economía 
Española, nº 100. 2004. pp. 2-16. No obstante, aunque las ganancias experimentadas tras la 





Por su parte M. LAGARES admite la necesidad de objetivos recaudatorios 
concretos y los presenta como compatibles con "las exigencias a que obliga 
la eficiencia y el servicio a unos objetivos asequibles de equidad y 
redistribución"377. En el planteamiento de LAGARES los principios de 
eficiencia y equidad no aparecen abiertamente enfrentados, al menos de 
forma explícita.  Sus propuestas para el IRPF por ejemplo parecen dirigirse 
tanto hacia una distribución equitativa de la carga tributaria (mejor 
valoración de los rendimientos imponibles-reducción en la ocultación de 
bases, homogeneidad en el trato fiscal de rendimientos netos de distinta 
naturaleza, única base de imposición, desaparición de tratamientos 
preferenciales, mantenimiento de la  progresividad real) como a atender al 
mismo tiempo las exigencias derivadas de la eficiencia (paulatina exención 
de la renta destinada al ahorro, equiparación entre los rendimientos 
procedentes del capital, tarifas más reducidas y más lineales).   
Unos años más tarde M. LAGARES vuelve a plantear cuestiones pendientes 
de reforma para el IRPF español. De nuevo su propuesta no se presenta 
como una elección entre eficiencia y equidad, o al menos así se colige de las 
distintas ocasiones en que se refiere a medidas tendentes a dar proyección 
a ambos principios. Dentro de lo que denomina como "nuevos 
planteamientos de la progresividad" menciona la linealización de las tarifas 
como una medida que favorece la transparencia del tributo y con ello su 
eficiencia y que al mismo tiempo "permite  concentrar los efectos de la 
progresividad en beneficio de los contribuyentes de renta más baja". 
                                                                                                                
reforma en materia de eficiencia y equidad han sido reconoc¡das se han seguido  señalando 
áreas importante susceptibles de mejora tanto por motivos de equidad como de eficiencia. 
Así, como defectos del sistema impositivo vigente antes de la reforma del IRPF de 2006 se 
han señalado cuestiones como el diferente gravamen que experimentan distintos tipos de 
renta cuya solución puede ir por la vía del impuesto lineal, el tratamiento fiscal para la 
unidad familiar, los diferentes criterios de individualización de rentas en caso de matrimonio 
(trabajo), el escaso realismo del mínimo exento, el excesivo grado de progresividad todavía 
existente (48 %), el trato privilegiado de los colectivos a los que se les aplican regímenes de 
estimación objetiva de bases imponibles….Véase GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO.: Sistema 
impositivo español. …. op. cit., p. 115.  
377 LAGARES CALVO, MANUEL: "Una reforma a fondo  …". op. cit.,  p. 123. 





También apunta los efectos de la reducción de los marginales máximos 
tanto en materia de eficiencia como de justicia378.  
En 2005, tras el cambio de gobierno y una vez anunciada una posible 
reforma del IRPF, se sitúa otra propuesta de reforma379 que parte de una 
dura crítica del IRPF vigente, tanto desde el punto de vista de la eficiencia 
como desde la equidad. Conforme a esta propuesta, el principio de equidad 
se encuentra por su parte afectado por la gran diferencia de tratamiento 
entre las rentas del trabajo y las de capital (se refiere al vigente sistema 
como a "una especie de impuesto dual vergonzante, descompensado e 
inequitativo”) y por la que existe a su vez entre distintos activos. Se 
produce con ello un efecto negativo no solo para la creación de empleo, por 
el incremento de la carga global que soportan las rentas del trabajo, sino 
hacia el principio de neutralidad impositiva en el tratamiento de distintos 
activos. Se reconoce asimismo un cambio de tendencia experimentado 
entre los hacendistas que, desde el deseo de un IRPF inmejorablemente 
justo que reconozca toda circunstancia personal, va optando por una 
simplificación del impuesto que hace compatible la equidad, la neutralidad y 
la eficiencia del Impuesto.  
Para concluir y desde una perspectiva similar, se han propuesto380 los 
principios de eficiencia y de equidad no solo como simultáneamente posibles 
sino como interrelacionados y necesarios en el diseño del sistema 
impositivo. El camino que se presenta como clave desde el actual estado de 
la cuestión es el de la transparencia. Cuanto mayor es la transparencia 
(baja corrupción, actuación pública acorde a la oferta electoral, impuestos 
                                      
378 LAGARES CALVO, MANUEL: "Reformas pendientes  …". op. cit., pp. 81-82. 
379 GIMENO, JUAN A.: "La reforma del IRPF". op. cit.,  pp. 35-43. En su caso la progresividad 
propuesta se aleja de algunas tendencias vigentes como la reducción del número de tramos 
y el tipo único, pero tampoco alienta la elevación de los tipos marginales. Propone una 
definición extensiva de las bases imponibles que excluya tratamientos preferenciales, el uso 
de un mínimo exento importante con preferente deducción en cuota, y la aproximación entre 
el tipo marginal del IRPF y el tipo efectivo del de Sociedades. Como alternativa al IRPF 
vigente propone un impuesto dual que afecte a todos los rendimientos del capital y con un 
tipo más elevado al existente (cita el del 26 % francés o el 40 % británico) o un tributo 
proporcional separado en origen para las plusvalías. 
380 CORDÓN EZQUERRO, T.: "La imposición, la eficiencia y la equidad …". op. cit., pp. 173-176.  





claros de fácil aplicación y gestión, coherentes y estables, reducidos costes 
de cumplimiento) mayor será la eficiencia de la actividad pública y mayor 
será la equidad conseguida a través de la misma. Cuando existe poca 
transparencia el nivel de eficiencia será bajo, se alcanzará poca equidad y la 
tolerancia será escasa, por lo que se alcanzará para tipos inferiores el nivel 
a partir del cual la recaudación desciende al incrementarse el tipo impositivo 
(LAFFER, 1974). La curva de Laffer sirve así para reflexionar sobre la mayor 
o menor aceptación de los sistemas impositivos dentro del debate relativo a 
la relación entre eficiencia y equidad en el diseño de los impuestos. 
Siguiendo a SAPIR (2005)381 se puede clasificar la actuación pública dentro 
de cuatro modelos teniendo en cuenta sus niveles de eficiencia y equidad. A 
mayor eficiencia es posible conseguir altos niveles de equidad (caso de los 
países nórdicos). En el extremo opuesto se encontrarían los países 
mediterráneos con menores niveles de eficiencia y equidad.  "Como no 
puede haber a largo plazo equidad sin eficiencia, el diseño de las políticas 
tributarias debe buscar un equilibrio permanente entre las reglas 
económicas y políticas"382.  
e)  Visión actual del marco constitucional de principios: algunas 
conclusiones 
Según se desprende de lo analizado con anterioridad, los principios 
tributarios recogidos por la CE son considerados por la doctrina desde un 
punto de vista crítico, tanto desde su análisis teórico como desde las 
conclusiones que se de derivan de su proyección histórica.   
El reconocimiento jurídico del principio de justicia en los tributos, tal y como 
está recogido en la CE, ha resultado ser para algunos383 escasamente 
                                      
381 SAPIR, ANDRÉ. Versión en castellano en "Globalización y la reforma de los modelos sociales 
europeos", Modelos sociales europeos, Francisco Beltran Adell (coord), Fundación Rafael del 
Pino (edits), 2009, pp. 41-68. Citado por CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La imposición, 
la eficiencia y la equidad …". op. cit., pp. 173-196.  
382 CORDÓN EZQUERRO,  TEODORO: "La imposición, la eficiencia y la equidad …". op. cit., p. 
196. 
383 YEBRA MARTUL-ORTEGA, P.: "Artículo 31.1 de la Constitución  …". op. cit.,  pp. 514-515. El 
art. 31.1 de la CE reconoce que la justicia es uno de los fines del Derecho y en particular 





operativo no solo por su indeterminación o la falta de clarificación realizada 
por el Tribunal Constitucional, sino porque fueron reconocidos sin la 
verdadera intención de que se realizasen.   
J. LUIS PÉREZ DE AYALA384, en un análisis del artículo 31.1 desde el punto 
de vista de la teoría escolástica del impuesto justo, empieza por reconocer 
que su redacción, debida al profesor FUENTES QUINTANA, tiene 
antecedentes en la teoría elaborada en el campo de la Hacienda Pública 
habiendo sido ésta introducida en España por el citado profesor y por 
influencia del Informe Carter primero y de los Principios de la Imposición de 
NEUMARK después. Se trata de una línea de pensamiento heredera de la 
desarrollada por hacendistas de formación económica cuyas aportaciones 
sustituyeron y se distanciaron de las aportaciones escolásticas en torno al 
impuesto justo (Schumpeter, R. Pomini). Continúa afirmando que el 
lenguaje técnico empleado por el artículo 31.1 no es fácilmente 
interpretable en el sentido de que sea posible una recepción de dichos 
principios en el Derecho positivo. De hecho, señala cómo el Tribunal 
Constitucional ha adoptado una postura pragmática y de ponderación 
técnica y jurídica respecto de los principios contenidos en el art. 31.1. 
Puede con ello decirse que estos principios quedan convertidos en "criterios 
orientadores de un pensamiento tópico", por ser comúnmente aceptados 
pese a su vaguedad y por haber permitido al pensamiento hacendístico 
construir sobre ellos sistemas impositivos lo más racional y menos 
                                                                                                                
reconoce también los principios derivados de la justicia tributaria. No obstante presenta en 
su configuración una serie de problemas comunes a los principios de la imposición: cómo se 
materializa esa justicia en los tributos, si la capacidad económica es aplicable a todos los 
tributos (sistema tributario)  o solo a los impuestos (distintas posturas doctrinales), la 
cuestión de si el principio de capacidad económica es aplicable a todas las fuentes de 
financiación de los gastos públicos o solo a las tributarias, los intereses constitucionales (su 
reconocimiento no justificaría en ningún caso desconocer los límites de la imposición que 
señala el art. 31), las cuestiones económicas (influencia de la inflación en la capacidad 
económica, efecto financiero retenciones excesivas)... etc. 
384 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS. "La imprecisión jurisprudencial  …". op. cit., pp. 513-548. El 
autor ya ha manifestado con ocasión de otros trabajos su inquietud respecto de la aplicación 
de los fundamentos éticos de la obligación tributaria en la escolástica a los sistemas fiscales 
modernos. No obstante, es en este cuando manifiesta de forma mucho más tajante esta 
postura, dejando, en mi opinión, un rastro de escepticismo cuando de juzgar el artículo 31.1 
en términos de justicia se trata.  





arbitrarios posibles habida cuenta de las múltiples funciones y exigencias 
con las que tienen que convivir. En su opinión los principios contenidos en el 
art. 31.1 no son técnicamente unívocos, sino indeterminados, por lo que 
tampoco puede una solución particular de técnica fiscal ser juzgada 
unívocamente respecto de ellos: son muchas y distintas las fórmulas que 
pueden ser válidas para dar virtualidad a estos principios. Concluye 
afirmando la insuficiencia técnica y operativa del principio de capacidad 
económica de cara al diseño de un sistema tributario justo. El principio de 
capacidad económica no tiene suficiente virtualidad jurídica operativa en 
orden a la solución de muchos problemas fiscales. PÉREZ DE AYALA 
concluye afirmando que en el Derecho Tributario constitucional es muy 
difícil garantizar legislativamente un sistema tributario justo porque, en el 
mejor de los casos, las leyes tributarias son éticamente indefinidas, 
imprecisas y opacas. Coincidimos plenamente con esta postura que 
encuentra su confirmación en las ya descritas vicisitudes experimentadas 
por los principios configuradores de la justicia tributaria en España. 
Desde un análisis más histórico en torno a la virtualidad del artículo 31.1 de 
la CE se afirma que "la realidad del sistema tributario y de los principios 
constitucionales que lo informan se ve hoy fuertemente erosionada en sus 
presupuestos teóricos y en sus criterios estructurales debido a fenómenos 
derivados de la globalización de la economía"385. Este proceso de crisis 
manifiesta una evolución en los presupuestos científicos e ideológicos de los 
preceptos constitucionales y cuenta con manifestaciones concretas que 
reducen la personalización de la carga impositiva.  
                                      
385 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: "Breve reflexión sobre  …".  op. cit., p. 247. Las 
manifestaciones que cita como parte de ese proceso de despersonalización de la carga fiscal 
son:  fraude fiscal por deslocalización en la obtención de renta o la elusión fiscal, pérdida del 
carácter sintético de los impuestos personales y así como de su generalidad, igualdad y 
territorialidad, mayor peso de la presión fiscal indirecta y avance del principio del beneficio 
(tasas, contribuciones especiales y precios públicos)… (pp. 249-250). Por su parte, ENRIQUE 
ORTIZ CALLE analiza los argumentos que están detrás del cambio de paradigma que 
representa la Ley 35/2006 del IRPF así como los problemas constitucionales que de ello 
pueden derivarse. Ver, "La "dualización" del Impuesto  …". op. cit., pp. 141-174. 





Por su parte GARCÍA AÑOVEROS386 llega a firmar:  
“El ideal de equidad de la reforma de 1978 ha desaparecido. Consideraciones 
de competitividad, eficiencia económica, y libertad de transacciones y de 
capitales tienden a configurar el sistema tributario nuestro, y el de los demás 
países europeos; estos criterios no están presentes en nuestra Constitución, 
aunque no son incompatibles con ella. Algunos de los ideales (o ideas) de la 
reforma iniciada en 1978 han sido sustituidos y no se pueden reconquistar”. 
El profesor Juan F. CORONA387, después de mostrar los que en su opinión 
son síntomas claros del agotamiento estructural de nuestro sistema 
tributario, propone un sistema fiscal alternativo coherente con una nueva 
“cultura” del Sector público. Ello conduce necesariamente a cuestionar 
algunos de los principios impositivos vigentes en los últimos años y por 
tanto a dar cabida a principios impositivos distintos a los convencionales. 
Más allá de esta  propuesta alternativa de principios, Juan F. CORONA 
realiza además una importante crítica a los planteamientos de la teoría 
normativa ortodoxa: la definición de los principios impositivos de un sistema 
fiscal ideal no debería realizarse sin considerar al mismo tiempo el volumen 
y la composición del gasto público, sin reconocer que existe un cierto grado 
de dependencia entre ambos lados del Presupuesto. Es decir, desde un 
enfoque crítico que puede encontrarse también en la teoría de la Elección 
Pública388, se reconoce una limitación en la forma tradicional de plantear los 
principios configuradores de un sistema fiscal ideal.  
                                      
386 En  “Las reformas …” ob. cit. p. 531. 
387 CORONA, JUAN F.: “Transformación y modernización  …”. op. cit., pp. 233-248. El principio 
del beneficio como fuente importante de financiación de bienes y servicios públicos permitiría 
racionalizar su demanda e incrementar de forma considerable la eficiencia en su prestación. 
Por otra parte, la afectación de algunos impuestos sobre consumos específicos a la 
financiación de los costes sociales a ellos vinculados  (hidrocarburos, alcohol y tabaco), pese 
a incidir negativamente sobre el principio de generalidad, dotaría de mayor coherencia a 
unas figuras tributarias  creadas para internalizar efectos externos. 
388 BRENNAN, GEOFREY: “Elección Pública y Hacienda pública.  …”. op. cit.,  pp. 3-12. El autor 
reconoce que el planteamiento ortodoxo de la teoría de la imposición históricamente se ha 
separado de otros aspectos de la política pública como el gasto o la reglamentación. Esta 
separación encaja mal en el ámbito normativo  porque la alternativa apropiada entre 
objetivos de eficiencia y de redistribución no es independiente de los efectos que en estas 
cuestiones se consigan a través de otras políticas públicas de gasto o de regulación. 





Así, observando los motivos, propuestas de reforma, críticas y opiniones 
doctrinales recogidas más arriba en relación a cómo se han desarrollado los 
principios impositivos de equidad y eficiencia económica recogidos en la CE, 
puede afirmarse lo siguiente: 
 La proyección práctica del principio de justicia en los tributos no ha 
estado a la altura de la honda y sentida aspiración social que reflejó 
el texto constitucional cuando se aprobó en 1978.  
 El principio de eficiencia económica en los tributos, aun sin estar 
expresamente reconocido en la CE, estuvo siempre presente en las  
aportaciones doctrinales que se sucedieron al hilo de las distintas 
reformas fiscales. 
 La relación entre los principios de justicia y eficiencia ha sido definida 
por la doctrina desde puntos de vista que acentúan cuestiones 
distintas. Pueden encontrarse aportaciones que ponen especial 
énfasis en señalar el conflicto entre ambos principios, o que 
identifican un cambio en la jerarquía existente entre ellos.  
 No obstante lo anterior, tanto el principio de justicia como el de 
eficiencia en los tributos se encuentran invocados en la mayoría de 
las demandas de reforma fiscal que se han propuesto desde la 
doctrina. 
 Algunas de las reformas fiscales impulsadas desde el principio de 
eficiencia económica en los tributos han abierto nuevos cauces de 
proyección al principio de justicia.  
Reconociendo la centralidad que se le ha otorgado a ambos principios 
tributarios y las limitaciones más significativas que han encontrado en su 
proyección práctica, pueden plantearse al menos los siguientes 
interrogantes: 
 ¿Cuáles son los presupuestos teóricos que subyacen en su enunciado, 
interpretación y puesta en práctica?  





 ¿Qué influencia tiene en la configuración jurídica de los principios 
impositivos el componente económico presente en el ámbito social en 
que se aplican así como su consideración doctrinal?  
 ¿Qué consecuencias pueden derivarse de dichos presupuestos en 
cuanto a su traducción en un sistema fiscal justo y económicamente 
racional?  
 ¿Cuáles son los motivos que permiten explicar el conflicto existente 
entre los principios de justicia y eficiencia económica en los tributos?  
 ¿Existe un sustrato teórico común a partir del cual puedan resolverse 
las tensiones existentes entre estos dos principios y darles cabal  
proyección al mismo tiempo? 
Las preguntas anteriores tratarán de ser respondidas a partir del análisis de 
los presupuestos teóricos que sirven de base a los principios impositivos de 
justicia y eficiencia económica en los tributos. Este análisis pretende utilizar 
herramientas no solo jurídicas o económicas, sino también histórico-
filosóficas. Además, un mejor entendimiento de los principios de justicia y 
eficiencia económica pasa por una mayor comprensión del fenómeno 
tributario en su conjunto así como de la función que desempeña dentro de 
una concepción concreta del hombre, de la sociedad, del Estado y de sus 
respectivos fines. Es decir, tal y como se apuntó al describir el marco 
metodológico, parece conveniente abordar la cuestión sin descartar un 
punto de vista multidisciplinar que acompañe la investigación y permita 
comprender mejor el núcleo jurídico-económico en torno al cual se 
desarrollarán el grueso de las aportaciones siguientes.     




CAPÍTULO 3.  PRESUPUESTOS TEÓRICOS DEL 
PRINCIPIO IMPOSITIVO DE JUSTICIA  
 
 
"Cuando se impone cierto lenguaje, cierta forma de ver 
el mundo, de desglosar sus elementos y razonar sobre 
ellos, el espíritu de sistema obliga a ver todo el 





En los capítulos anteriores, y una vez delimitado el concepto al que se 
refiere el término “principios impositivos”, se ha podido confirmar la 
actualidad de la pregunta por la cuestión de la vigencia, limitaciones y 
conflicto que, tanto en el ámbito internacional como en España, caracteriza 
la relación entre los principios impositivos de justicia y eficiencia económica. 
Hasta ahora el análisis se ha centrado en la observación del fenómeno 
jurídico vinculado con ambos principios e íntimamente ligado al Derecho 
positivo, ya sea en su versión constitucional o en su desarrollo legislativo 
posterior. En particular, se han seleccionado un conjunto de 
manifestaciones legislativas concretas con la pretensión de mostrar el 
estado de la cuestión a partir de algunas de las aportaciones doctrinales 
más significativas sobre las mismas. La pregunta por la cuestión de los 
principios así como la respuesta sobre su sentido, vigencia y posible 
conflicto, se ha circunscrito al ámbito formal del Derecho habiendo 
concluido en el capítulo anterior en la conveniencia de ahondar en su 
realidad.  
                                      
389 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía del Derecho. Tomo I, “Definiciones y fines del 
Derecho”. 2ª ed. 1978, traducción española, Edit. Eunsa, Pamplona, 1979, p. 156, siendo el 
ejemplar utilizado una reproducción autorizada impresa por la Universidad Pontificia 
Comillas.  




Cuando el profesor ESCRIBANO LÓPEZ390 introduce sus propuestas 
metodológicas para la reconstrucción del Derecho Financiero del siglo XXI 
afirma: “En una ciencia social caracterizada por su componente histórico y 
henchida de lógica, en la ciencia jurídica, no puede presuponerse un 
concepto antes de verificar dos órdenes de problemas: los históricos y los 
lógicos (CERRONI). Cuándo surgieron y por qué aparecieron”. 
Desde el punto de vista de la Hacienda Pública, J. M. BUCHANAN391, en su 
trabajo sobre los límites éticos a la imposición, se plantea una respuesta 
solo después de haber descrito las distintas formas de interpretar la 
imposición a lo largo de la historia, distintas concepciones alternativas de la 
misma que él denomina “paradigmas”. Los distintos “paradigmas” se 
caracterizan por entender el fenómeno del gasto y de la distribución del 
mismo desde un punto de vista diferente, desde una consideración distinta 
acerca de los fines de la sociedad y de la vida de hombre que en la misma 
participa. La respuesta a la pregunta que se formula no es la misma desde 
cada uno de ellos. 
No es extraño además que una reflexión sobre la vigencia y el ser de 
determinados principios tributarios nos remita más allá de la norma, pues 
nada cuenta con mayor pretensión de deber ser que la cuestión de los 
principios. PONT MESTRES392, reflexionando precisamente sobre la justicia 
tributaria, invita a “romper las barreras que aprisionan en la mera 
positividad, para introducirse en dimensiones más amplias e idóneas, en las 
que, el espíritu, libre de ataduras condicionantes, pueda desplegar el 
velamen que le permita navegar por las rutas de sus propias posibilidades 
de indagación, de serena reflexión, y de firme convencimiento…..”.  
Por otro lado el Derecho no puede ser considerado únicamente desde un 
punto de vista formal. El Derecho positivo es un reflejo de un conjunto de 
elementos espirituales, ideas y creencias, inquietudes y sentimientos, 
                                      
390 ESCRIBANO LÓPEZ, FRANCISCO: "Algunas propuestas metodológicas …”. op. cit., p. 31. 
391 BUCHANAN, JAMES M.: "Los límites éticos a la imposición". Hacienda pública Española, nº 
114. 1990 (edición original de 1984). p. 231. 
392 PONT MESTRES, MAGÍN: "La Justicia tributaria y  …". op. cit., p. 366. 




preferencias y repulsiones, de los individuos y de las fuerzas sociales que 
actúan en el Estado. Por su parte la Hacienda Pública se configura así con 
arreglo a dichos elementos espirituales, con arreglo a un repertorio sobre 
los fines del Estado y sobre la justicia393. 
Desde un punto de vista metodológico este ejercicio de indagación más allá 
de la norma es del todo coherente con la naturaleza de muchas 
instituciones jurídicas en la medida en que carecen de un referente empírico 
inmediato. Es decir, muchos conceptos y términos empleados son 
construcciones lingüísticas, categorías abstractas de pensamiento. Esta 
realidad trae consigo una consecuencia que suele pasarse por alto, y es que 
el lenguaje técnico jurídico se convierte así en algo bastante maleable cuyo 
sentido no viene dado tanto por referente fácticos sino por el "imaginario 
ideológico" de los sujetos concretos que lo aplican, abogados, jueces... Al 
profundizar en el fenómeno del "relativismo lingüístico" de las distintas 
áreas de conocimiento como un obstáculo a la colaboración interdisciplinar, 
se termina reconociendo en muchos casos que el ser humano no vive en un 
mundo exclusivamente objetivo sino que se ve influido por el lenguaje que 
utiliza como grupo social. El "mundo real" se construye así en gran medida 
mediante los hábitos lingüísticos y gramaticales los cuales predisponen 
hacia ciertas elecciones de interpretación394. Este fenómeno tiene que 
afectar forzosamente a las categorías abstractas que contienen los 
principios de la imposición y justifica nuevamente una indagación más 
profunda sobre ellos. 
En definitiva, un análisis sobre los presupuestos teóricos de los principios de 
equidad y de eficiencia remite necesariamente a un estudio sobre el origen 
y las causas de dichos presupuestos. Se trata así de indagar cuáles han sido 
las cosmovisiones, las fuentes filosóficas y antropológicas, las ideas y 
creencias, los elementos espirituales que han servido de referencia a tales 
                                      
393 SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO: Programa de Derecho Financiero, 6ª Edic. Facultad de 
Derecho, sección de publicaciones e intercambio. Madrid, 1972-1973. pp. 21 y ss. 
394 SALAS, MINOR E.: "La interdisciplinariedad …op. cit., pp. 60 y ss. Salas cita en particular las 
aportaciones de Benjamín Lee Whorf, Ludwing Wittgestein, Edward Sapir sobre el fenómeno 
anterior. 




principios hasta configurarse e interpretarse tal y como lo hacen en la 
actualidad. Para ello deberá tenerse en cuenta no solo la cuestión más 
genuinamente jurídica de la justicia, sino también aquellas otras que desde 
ámbitos menos jurídicos han configurado la realidad actual del principio.  
Por otro lado, y como ya se apuntó más arriba, el análisis realizado en torno 
a la cuestión de los principios ha suscitado la intuición de que el fenómeno 
tributario remite a una idea previa sobre la realidad y fines del hombre, de 
la sociedad y del Estado. Esta idea no es difícil de encontrar en la literatura 
sobre Filosofía jurídica y del Estado, especialmente entre aquellos autores 
que no tienen una visión formalista del Derecho. En este sentido J. 
HERVADA afirma: “No es extraño la diversidad en las nociones vigentes 
sobre lo que es el Derecho, pues la noción que del mismo se tiene depende 
de la noción previa del hombre y de la sociedad”395. Por su parte, M. 
PUELLES, refiriéndose a las ideologías como fuerzas que alientan el 
dinamismo de la sociedad, afirma: "Antes que un repertorio de consignas y 
formas de actividad, toda ideología es una doctrina y en concreto, una 
doctrina antropológica, una visión o concepción del hombre"396. 
En definitiva, se pretende analizar cómo la configuración del principio de 
justicia en los tributos se ha visto transversalmente influido a lo largo de la 
historia, entre otros, por los elementos o claves siguientes: 
 Por la evolución en las teorías sobre el conocimiento humano y la 
visión sobre la ciencia 
 Por la visión sobre el hombre y sus fines 
 Por la visión sobre el Estado y sus fines 
 Por las relaciones entre el Derecho y otras ciencias 
Este ejercicio de introspección resulta necesario y ello a pesar de las 
limitaciones que un estudio como el presente pueda encontrar en una 
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jurídico. Eunsa. Pamplona. 2008. 2ª edic. p. 23. 
396 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. Rialp. Madrid. 1976. 




cuestión que compete con mayor legitimidad a la Filosofía de la Ciencia, a la 
Historia de la Filosofía, a la Antropología o a la Filosofía del Derecho. Con 
ello se pretende ser consecuente con la observación que realiza H. SIMONS, 
según la cual ningún análisis de los principios de la imposición puede 
hacerse con rigor sin antes plantear explícitamente los presupuestos 
filosóficos en ellos subyacentes397.  
Por último puede señalarse el hecho de que no es frecuente encontrar 
análisis de la justicia tributaria desde la perspectiva de la Filosofía del 
Derecho. K. TIPKE398 lo explica diciendo: 
“El que los filósofos del Derecho no analicen el problema de la justicia 
tributaria, pese a que la "justicia" es su tema central, se encuentra más bien 
relacionado con la dificultad para analizar la diversidad de figuras tributarias 
que encuentra una persona no familiarizada con la innecesaria complicación 
de tal materia (dificultad que de modo patente afrontan mejor los 
economistas)…… El que los economistas -en particular los hacendistas- se 
hayan ocupado de los "impuestos justos" o "racionales" podría explicar el 
abandono de esta materia por parte de los filósofos y los juristas”.  
Esta situación que reconoce TIPKE es un nuevo motivo para justificar una 
indagación más profunda en materia de principios tributarios. 
La incorporación de las perspectivas o elementos antes citados en el estudio 
de la justicia en los tributos, además de ser ambiciosa debe ser realista, por 
lo que será necesario seleccionar solo algunas de las claves que desde las 
distintas cosmovisiones que históricamente se han sucedido, hayan influido 
especialmente en la configuración histórica del principio de equidad 
tributaria. Por cosmovisión entendemos aquí una particular visión acerca del 
hombre, de la sociedad, del mundo y de Dios y con ello una Epistemología, 
Antropología y Teoría del Estado concretas. 
                                      
397 SIMONS, H.: The Personal Income Taxation, University Chicago Press, reimpresión de 1948, 
citado por PÉREZ DE AYALA, JOSÉ L.: “Las cargas públicas …”. op. cit.,  p .88.  
398 TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado  …. op. cit.,  pp. 24-25. 




1. Cosmovisión realista 
La inclusión de este epígrafe responde a un ejercicio obligado de remisión al 
pasado en la búsqueda de los presupuestos teóricos del concepto de justicia 
en general y del principio de justicia tributaria en particular. El primer 
objetivo es destacar las notas fundamentales que, en materia de Filosofía 
del conocimiento, Antropología y Teoría del Estado, estuvieron presentes 
cuando el concepto de justicia fue inicialmente pensado y vinculado de 
manera determinante al arte del Derecho. El segundo es analizar cómo esa 
cosmovisión influyó de forma significativa en lo que fue la formulación inicial 
y germen posterior de la teoría del impuesto justo.  
Es por lo tanto el realismo aristotélico-tomista el que atrae ahora nuestra 
atención desde el convencimiento de que una perspectiva histórica en 
profundidad aportará claves fundamentales para reflexionar después sobre 
el fenómeno jurídico tributario actual.  
a) Elementos configuradores: cosmovisión aristotélico-tomista 
La consideración de los elementos configuradores de toda cosmovisión es 
condición necesaria para entender los desarrollos a los que ha dado lugar, 
también en el caso del principio de justicia en los tributos. Esto es así 
porque ha sido a partir de esos elementos desde donde se han pensado los 
principios jurídicos y desde donde puede comprenderse el significado que 
tuvieron. Se trata por tanto de describir algunas notas básicas del marco 
que servía de referencia en este caso a la formulación primera y expresa 
que se hizo del principio de justicia en los tributos. 
 Realismo gnoseológico 
ARISTÓTELES399 propuso una doctrina del conocimiento ajustada a su 
concepción de la naturaleza humana y dirigida al conocimiento de las cosas 
concretas "que están ahí". Esta doctrina se denominó realista frente al 
empirismo y a la visión platónica precedentes. Para ARISTÓTELES la verdad 
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sobre las cosas se encuentra en la máxima proximidad a ellas, accediéndose 
al conocimiento de lo universal a través de lo individual. El hombre tiene así 
la posibilidad de elevarse desde el dato de lo sensible a la verdad 
suprasensible, a pesar de que siempre habrá cierta desproporción entre lo 
que capte la mente y el objeto en sí. A pesar de ello, para ARISTÓTELES la 
verdad tiene una base objetiva. Si se admitiera el relativismo subjetivista 
dos conceptos contradictorios podrían calificarse de verdaderos. Reconoce 
que para llegar a la explicación fundamental de un objeto el entendimiento 
debe seguir cierto proceso lógico que se apoye en la experiencia y en la 
evidencia de algunos juicios universales como el principio de contradicción o 
el de causalidad. 
En esta forma de aproximarse a la realidad SANTO TOMÁS400 sigue a 
ARISTÓTELES, desde el convencimiento de que por encima del mundo 
empírico está el de las esencias, las causas, los fines, las leyes, un mundo 
al que puede llegar nuestro entendimiento. Entender es aprehender una 
verdad inteligible y aunque el hombre no posee ideas innatas sí cuenta con 
una luz intelectual que alumbra sus conocimientos. La verdad del intelecto, 
insiste, estriba en su conformidad con las cosas conocidas. Afirma asimismo 
que el logro de la verdad es indispensable para la felicidad del hombre. Para 
SANTO TOMÁS lo propio y exclusivo del hombre es el conocimiento 
intelectivo cuyo objeto específico es el de las esencias abstractas. Gracias al 
entendimiento iluminador y abstrayente el hombre se eleva del orden 
sensible que conoce por los sentidos al orden inteligible de lo universal y de 
las esencias401. 
 Hombre social y politico 
Las ideas fundamentales de la antropología “aristotélico-realista”402 giran en 
torno a un concepto clave que explica cómo es y hacia dónde tiende el 
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hombre, su sentido, su límite y sus fines. Este concepto es el de naturaleza 
humana403. Se trata de un elemento de carácter dinámico que sitúa en el 
centro de esta antropología la idea de los fines, de su jerarquía, el carácter 
teleológico del hombre. El hombre tiene inscrito su fin en esta naturaleza y 
este fin siempre es el bien, su perfección. La naturaleza ejerce en este 
sentido tanto una función de límite como de sentido. Es decir, la noción de 
naturaleza tiene aquí carácter normativo, lo cual abre la posibilidad de 
determinar desde el ser el deber ser. La profundización en el concepto de 
naturaleza humana tiene sentido en la medida en que permite determinar si 
existe algo que convenga naturalmente al hombre hacer o no hacer. Esta 
finalidad del ser del hombre no se contrapone con su libertad pues ambas 
derivan de su naturaleza humana. Otros elementos “espirituales” relativos a 
la idea de hombre, como el alma, el lenguaje o la razón, adquieren singular 
importancia. Junto a esta concepción del hombre en un sentido teleológico y 
a la idea de libertad como posibilidad del hombre de elegir o no su bien, 
ARISTÓTELES desarrolla su teoría sobre la virtud404.  
Conforme a la corriente aristotélica tradicional en torno a las virtudes 
humanas405 el bien del hombre es el mismo que el bien de aquellos otros 
que constituyen junto a él la comunidad humana. No se puede perseguir el 
bien de ninguna manera que necesariamente sea antagónica al bien del 
otro, porque el bien no es peculiarmente de uno o de otro. De ahí la 
                                      
403 El término naturaleza procede  etimológicamente del verbo latino "nascor" (nacer) del que 
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que se contiene como posible consecuencia del hecho mismo del nacimiento. En un sentido 
expresa la forma de actuar que le está abierta a un sujeto. Cfr. WOJTYLA, KAROL: Persona y 
acción. Traducción de Jesús Fernández Zulaica. BAC. Madrid. 1982. pp. 92 y ss. En la escuela 
tomista la noción de naturaleza humana se entiende exclusivamente en sentido metafísico, 
como substancia de una cosa tomada como principio de toda actuación de la misma. Aunque 
al término "naturaleza" se le han atribuido varios significados, solo ocupa un lugar adecuado 
cuando se emplea en el ámbito del realismo filosófico. Así, naturaleza se refiere a la esencia 
de un determinado ser cuando esta  esencia se concibe como la base para toda actividad del 
mismo. Cfr. WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre. Hacia una nueva ética. Introducción y 
traducción de Pilar Ferrer. Palabra. 1997. pp. 44 y ss. Este término no obstante será utilizado 
a lo largo de la historia con una significación diversa.  
404 Existen tres grandes obras sobre Ética atribuidas a Aristóteles: la Ética a Nicómaco, que 
consta de diez libros; la Ética a Eudemo, que consta de cuatro libros, y la Magna Moralia 
(Gran ética), de la cual todavía se duda si fue escrita por él o por un recopilador posterior. 
405 MACINTYRE, ALASDAIR: Tras la virtud. op. cit.,  pp. 281-282. 




definición aristotélica de amistad como forma fundamental de relación 
humana en términos de bienes que se comparten. 
Es desde esta idea de hombre desde la que ARISTÓTELES afirma que se 
trata de un ser social, que tiende de forma natural a vivir en comunidad. De 
forma innata a esta naturaleza se encuentra la inclinación humana a la vida 
social406. Esta tendencia es coherente con el fin del hombre, pues es su 
carácter teleológico el que le lleva a vivir junto con otros más allá de 
razones de conveniencia o de utilidad. El hombre alcanza su bien íntegro 
viviendo en comunidad; no persigue su perfección él solo. ARISTÓTELES 
además parte del principio de "la naturalidad de la sociedad política". Es 
decir, entiende al hombre como ser naturalmente político, llamado a vivir en 
la polis como exigencia de su propia esencia. No obstante, esta idea va más 
allá a una referencia general a la sociabilidad como imperativo de la 
naturaleza del hombre. "El hombre no sólo es social, como lo son otros 
animales, sino que es también político, y sólo él es tal. La polis es la 
condición de la vida humana buena, de una vida humana dotada de aquella 
plenitud que a la esencia del hombre como animal racional corresponde"407. 
Solo mediante la polis descubre el hombre todo lo que su naturaleza 
implica, pues este término es en ARISTÓTELES de carácter dinámico, 
identificándose con lo que en cada ser está latente como potencia y se 
despliega conforme al fin408. 
                                      
406 WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre. op. cit., pp. 56 y ss. 
407 TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía del Derecho y del Estado.1.De los 
orígenes a la baja edad media. Alianza. Madrid. 1995, 12ª edición. p. 161. 
408 De forma bastante sistemática aparece en la doctrina política de los juristas teólogos 
españoles de los siglos XV a XVII un rechazo de la idea de sociedad o comunidad política 
como resultado de un pacto o convenio. Reconocen que pueden existir muchas causas que 
impulsen a los hombres a congregarse, pero son solo causas dispositivas, motivaciones. 
Francisco de Vitoria expresa la concepción social del hombre afirmando: "El hombre es 
radicalmente sociable. Su natural es tan desvalido que, pese a la superioridad que la razón le 
da sobre los animales, perecería de no vivir en sociedad. El lenguaje sería un bien fallido, de 
no estar destinados los hombres a una estrecha convivencia. Y aun dando que pudiésemos 
subsistir aislados, semejante vida sería ingrata y poco de desear....La apetencia del propio 
bien conciértase con la consecución del bien común". Cfr. CORTS GRAU, JOSÉ: Historia de la 
filosofía del derecho. op. cit.,  p. 440. Más adelante afirma también: "Por tanto, la sociedad y 
la autoridad, lejos de ser convención o artificio de los hombres, están basadas en la 
naturaleza humana, si bien se concretan y delimitan según cauces libres. Contra estas 
normas de la naturaleza no puede prevalecer convenio alguno". Ibídem,  p. 441. Otros 




Habría muchas otras formas de expresar esta tendencia humana de vivir en 
comunidad, apuntando ahora para concluir una última perspectiva: el hecho 
de que la esencia del hombre se halle actuada en grado diferente en cada 
individuo hace que estos naturalmente tiendan a la vida en sociedad, única 
forma posible en la que lograr su plenitud409. Con otras palabras podría 
decirse que lo que define al hombre, su esencia, "es constreñido por la 
potencialidad de la materia individual en la que se da, lo que le impide 
agotar todas las perfecciones propias de la especie en un solo individuo... 
Este hecho, por lo tanto, nos demuestra, que la suma de fuerzas que exige 
la plena satisfacción humana, necesariamente se reúne solo en el todo que 
deben formar los individuos..."410.  
Ya veremos cómo esta idea del hombre transciende al ámbito impositivo. 
 Orden social y bien común 
Los conceptos de orden social y bien común desarrollados por la tradición 
aristotélico-tomista son piezas clave en la aproximación realista en materia 
de Antropología y de Teoría del Estado. 
El orden social se considera siempre respecto a una base objetiva ajena a la 
voluntad de cada hombre en particular, a una base coherente con el fin del 
hombre y su ser social. Esta base objetiva permite asimismo medir la 
bondad del orden efectivamente constituido.  
Respecto al contenido del bien común, y entendido este como aquel orden 
que posibilita la satisfacción de las necesidades de todos los hombres, habrá 
                                                                                                                
autores también elaboran su teoría política en torno a esta sociabilidad humana natural. 
FRANCISCO SUÁREZ (1548-1617) por ejemplo  desarrolla su doctrina política en torno a la 
idea del hombre como animal sociable que por naturaleza vive y se comunica con otros 
hombres. "Su subsistencia y su perfección requieren una comunidad más amplia que la 
doméstica y unos vínculos más unitarios y dilatados que los de la simple amistad y vecindad 
interfamiliar, o los de ciertas sociedades constituidas para fines parciales; una comunidad 
dónde se logre la plena y perpétua cooperación para la seguridad, la guarda de la justicia y 
cualesquiera fines temporales..... No estamos, pues, ante el pacto puramente convencional 
considerado como fuente primaria del Derecho y del Poder, sino ante una sociabilidad natural 
encauzada y fijada por el consentimiento como causa secundaria de los vínculos sociales". 
Ibídem, pp. 503 y 504. 
409 IBÁÑEZ SANTA MARIA, GONZALO: "Orden social y bien común". Revista chilena de derecho, 
nº 2. 1974. p. 229. 
410 Ibídem, p. 228. 




que remitirse a la naturaleza de tales necesidades. Así, y siguiendo en esto 
las aportaciones de SANTO TOMÁS, el hombre cuenta con tres tipos de 
inclinaciones, las dirigidas a conservar su existencia, las que comparte con 
otras especies animales como puede ser la conservación de la especie, el 
cuidado de los hijos o la alimentación, y por último, aquellas necesidades 
que derivan de su naturaleza racional y que le inducen a conocer las causas 
de las cosas y a proyectarse en la cultura411. El bien común sería por tanto 
aquel conjunto de condiciones, recursos, bienes, etc., que hacen posible al 
hombre cubrir sus necesidades y avanzar hacia su fin último, el bien 
íntegro, hacia su la perfección como ser humano. Este bien no se opone a 
los bienes personales, los contiene, pues implica precisamente la generación 
de las posibilidades necesarias para el desarrollo y plenitud de dichos 
bienes412. 
El objetivo de la actividad política es precisamente la consecución de este 
bien común que “es el bien de todo el pueblo visto transtemporalmente en 
su sucesión de generaciones”413. Por tanto, la ley se ordena siempre al bien 
común y debe tener en cuenta la complejidad del mismo según personas, 
tiempos y circunstancias. Su campo de competencia debe limitarse a los 
actos que afectan a la convivencia y comunicación humana, es decir, a 
ordenar en materia de justicia. "De ahí que las leyes no puedan ordenar 
todo lo bueno ni prohibir todo lo malo"414. 
b) La justicia en el Derecho: justicia como reparto 
El término justicia ha sido calificado por la doctrina de forma muy diversa, 
como virtud, esencia, idea, sentimiento o valor y ha sido vinculado de forma 
especial, más allá de sus connotaciones como principio o aspiración 
universal, al concepto y sentido del Derecho. Se trata de un término cuya 
                                      
411 Ibídem, p. 231. 
412 ABELLÁN SALORT, JOSÉ C.: "Fines y límites del Estado: "Paternalismo" y libertades 
individuales". Conferencia pronunciada el 14 de diciembre de 2005, Colegio Mayor Santa 
Mónica, Madrid. 2005. p. 14. 
413 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El bien común, pauta de la justicia general o social". 
Revista de estudios políticos, nº 153-154. 1967. p. 54. 
414 CORTS GRAU, JOSÉ: Historia de la filosofía del derecho. op. cit., p. 331. 




popularidad y variedad de connotaciones ha favorecido que el tratamiento 
de la cuestión de la justicia haya sido objeto de diversidad de análisis, 
instalando la confusión y el desaliento en la búsqueda de claridad cuando de 
delimitar la esencia de la justicia se trata. 
No es tampoco de extrañar que no sea la justicia “una idea simple, de 
contornos claros e inequívoca”415, pues, formulada en su abstracción, debe 
ser susceptible de abarcar la especialidad del caso concreto. Su realización 
histórica en un tiempo y lugar determinados puede relativizar su sentido, 
pero ello solo afecta a las manifestaciones de justicia  y no a la justicia 
misma, que representa, nos dice LUMIA, el valor permanente e inagotable a 
que va referida la mudable realidad del Derecho416. 
También encontramos posturas para las que la variedad y distancia de los 
conceptos históricamente manejados sobre la justicia han vaciado de su 
contenido al término, provocando que en la actualidad decir que el Derecho 
busca la justicia, es no decir casi nada si no se acompaña de una 
aclaración417. Tanto se han desdibujado para algunos los contornos del valor 
jurídico de lo justo que ello les ha llevado a afirmar que se trata de un 
concepto oscuro, idealista e ilusorio (Hume o Marx). Asimismo, KELSEN, en 
el ámbito del positivismo jurídico, resulta consecuente al afirmar en una 
conferencia sobre el tema que la justicia absoluta es un ideal irracional, o, 
lo que es lo mismo, una ilusión, una de las eternas ilusiones de la 
Humanidad418. De hecho solo llega a reconocer un concepto relativo de 
justicia y en todo caso del mismo solo puede decir lo que para él significa. 
HENKEL por su parte llega a afirmar “La pregunta ¿Qué es la justicia? no 
tiene respuesta”419. 
                                      
415 CASTÁN TOBEÑAS, J.: La Justicia. Ed. Reus. Madrid, 1968, p. 10. 
416 LUMIA, G.: “La giustizia como valore”, Revista Internazionale di Filosofia del Diritto, enero-
junio de 1962, p. 115, cit. por  CASTÁN TOBEÑAS, J.: La idea de justicia hoy, ¿crisis? 
¿apogeo? Instituto Editorial Reus, Madrid, 1964, p. 35. 
417 VILLEY, M.: Compendio de filosofía …, op. cit., p. 68. 
418 Cit. por  CASTÁN TOBEÑAS, J.: La idea de … op.cit., p. 33. 
419 HENKEL, HEINRICH: Introducción a la filosofía del derecho, Traducción española, edit. 
Taurus, Madrid, 1968, p. 498. 




La doctrina contemporánea en materia de Filosofía jurídica se puede decir 
que no ha llegado a alcanzar un acuerdo sobre casi nada. De hecho, como 
denuncia M. VILLEY “carecemos de filosofía jurídica porque disponemos al 
menos de una decena”. Es por ello que el autor califica como la peor torre 
de Babel a los Congresos Mundiales sobre Filosofía del Derecho, en la que 
iusnaturalistas, positivistas, sociologistas, kelsenianos, logicistas, etc., 
desarrollan distintas teorías que solo tienen en común el pertenecer a un 
mismo manojo de contradicciones420. 
En este epígrafe se tratará de exponer cuál fue el sentido original del 
término justicia en su vinculación con el arte jurídico y cómo ambas 
realidades estaban estrechamente relacionadas con las ideas ya apuntadas 
sobre la realidad del hombre y sus fines, su capacidad de conocer y 
conocerse y su vida en comunidad con otros hombres. Este objetivo implica 
un ejercicio de remisión en el tiempo que nos sitúa en el marco que se ha 
denominado “realismo aristotélico-tomista”.   
Aunque la importancia de la “aproximación realista” en la configuración e 
interpretación de la justicia está para muchos fuera de toda duda, pueden 
recordarse ahora algunas de las razones que justifican dedicarle este 
espacio.   
Dentro de la historia del pensamiento puede identificarse una coincidencia 
de las doctrinas respecto a la idea formal de justicia como armonía, 
igualdad, orden o proporcionalidad y una clara divergencia entre las 
valoraciones sobre su contenido421. Esos puntos de coincidencia entre la 
multiplicidad de los ideales de justicia son también denominados elementos 
lógicos de una misma idea sobre la justicia en contraposición a la 
variabilidad del objeto o elementos materiales de la misma. Pues bien, estos 
elementos comunes en la apreciación de la justicia por gran parte de la 
doctrina iusfilosófica durante más de veinte siglos, son directamente 
                                      
420 VILLEY, MICHEL: Filosofía del Derecho. op. cit., p. 39. 
421 Cf. RECASENS SICHES, LUIS: Tratado General de Filosofía del derecho, 4ª Ed., edit. Porrúa, 
México, D.F., 1970, p. 481. En las páginas siguientes puede encontrarse un repaso histórico 
de la idea formal de justicia como valor jurídico político desde los pitagóricos hasta los neo-
tomistas contemporáneos. 




identificables en el concepto de justicia elaborado por las escuelas filosófico-
jurídicas de la Antigüedad, y en especial por ARISTÓTELES.  
Desde un punto de vista histórico, además, la doctrina aristotélica se ha 
podido reivindicar a lo largo de muchos siglos de una forma que no 
encuentra paralelo en ninguna otra doctrina filosófica y desde una amplia 
variedad de contextos (griego, islámico, judío y cristiano). No obstante, de 
mayor peso todavía que el argumento histórico es el hecho de tratarse del 
esfuerzo filosófico más poderoso de cuantos han precedido a la 
Modernidad422. Por otra parte el carácter universal y enciclopédico la obra de 
ARISTÓTELES, su influencia sobre el Derecho romano primero y sobre los 
estudios medievales después, especialmente con SANTO TOMÁS, le 
acreditan como una de las claves de nuestra cultura, en Metafísica, en 
Política, en Lógica y en Moral. 
Esa referencia a la noción clásica sobre la justicia parece resultar relevante 
también para la moderna Filosofía jurídica de la Europa continental e 
Iberoamérica que, desde distintas escuelas, reflexiona sobre la justicia a 
partir de su formulación original423. 
La tradición iusfilosófica española (escuela española del Derecho Natural, 
siglos XVI y XVII) “guarda estricta fidelidad a la doctrina escolástica tomista 
en un momento en que en la generalidad de los demás países y a virtud de 
                                      
422 Esta relevancia histórica y filosófica de la doctrina aristotélica es la que defiende A. 
MacIntyre  cuando después de argumentar el fracaso del proyecto ilustrado en cuestiones de 
Filosofía Moral en su obra Tras la virtud se plantea la alternativa ¿Nietzsche o Aristóteles?.  
Cf. ESPINOSA, TULIO A.: Alasdair MacIntyre: ética contextualizada. Universidad Monteávila. 
Caracas. 2000, pp.114-115.  
423 Aportaciones francesas y belgas pueden encontrarse en Renard y Delos (institucionalismo 
tomista), Villey (analiza los fines del Derecho desde la tradición aristotélico-romanista) y 
Perelman, italianas con Giorgio del Vecchio (de pensamiento original reúne elementos de 
distinto signo), Sergio Cotta, alemanas y austriacas con Radbruch (filosofía de la cultura y de 
los valores), Verdross, Messner (reafirma la estimativa jurídica desde el Derecho natural), 
Pieper, suizas con Brunner (estimativa jurídica con orientación iusnaturalista) y procedentes 
de Iberoamérica con Herrera Figueroa, Llambías de Azebedo, Beuchot….Una referencia 
bibliográfica sobre la cuestión de la justicia en los anteriores autores puede encontrarse en 
CASTÁN TOBEÑAS, J.: La idea de … op.cit. pp. 13-21, con independencia de que algunas de 
sus obras sean expresamente aludidas más adelante. 




las ideas del Renacimiento, la Filosofía había perdido ya el dogmatismo y 
sentido cristiano propio de la Edad Media”424.  
En la moderna doctrina filosófico-jurídica española encontramos un 
antecedente próximo que vuelve a remitirnos a los orígenes clásicos en 
cuanto a la delimitación de la esencia de la justicia y su vinculación al 
Derecho425.  
El realismo metodológico de la filosofía aristotélica está siendo recuperado 
por los análisis doctrinales que tratan de superar las limitaciones heredadas 
del positivismo jurídico, respecto a la limitación fáctica de su objeto y 
respecto a la identificación del Derecho con el ordenamiento jurídico estatal. 
Con la recuperación de la lógica aristotélica queda abierto el camino de la 
fundamentación ontológica y antropológica del Derecho, así como la 
posibilidad de derivar el deber ser del ser en lo que a la cuestión de la 
justicia se refiere426.  
Pues bien, ARISTÓTELES, dentro de su doctrina en torno al estudio de las 
virtudes, supo identificar en el significado general atribuido a la justicia, un 
sentido específico, estricto, propio, la quintaesencia del mismo427. Ello le 
permitió delimitar las fronteras del arte jurídico, la especialidad del mismo 
frente a otros artes y otras ciencias y con ello delimitar también el objeto 
                                      
424 CASTÁN TOBEÑAS, J.: La justicia y su contenido a la luz de las concepciones clásicas y 
modernas, Servicio de publicaciones de la secretaría general técnica del ministerio de 
justicia, Madrid, 1967, p. 59. Las reelaboraciones de esta escuela a partir de la vieja 
escolástica permitió una valiosa y fecunda adaptación de la teoría a las circunstancias del 
momento histórico. Deben destacarse las aportaciones de Domingo de Soto, Luis de Molina y 
Francisco Suárez. 
425 Este análisis desde la tradición clásica puede encontrase en las más relevantes aportaciones 
a la Filosofía del Derecho de Corts Grau, Luño Peña, Sancho Izquierdo, Fernández Galiano, 
Legaz y Lacambra, Recasens Siches, entre otros. Como referencia pueden citarse de los 
mismos las obras siguientes: CORTS GRAU, JOSÉ: Filosofía del derecho: introducción 
gnoseológica, edit. Nacional, Madrid, 1948; SANCHO IZQUIERDO, MIGUEL: Principios de 
Derecho natural como introducción al estudio del Derecho, 5ª Ed. Zaragoza, 1955; 
FERNÁNDEZ GALIANO, ANTONIO: “Introducción a la Filosofía del Derecho”. Revista de 
Derecho Privado. Madrid. 1963; LEGAZ Y LACAMBRA, LUIS: Filosofía del Derecho, Bosh. 
Barcelona. 1975; RECASENS SICHES, LUIS: Tratado General de Filosofía … op.cit. 
426 BALLESTEROS, JESÚS: Sobre el sentido del derecho, Introducción a la filosofía jurídica. 2ª 
ed. 1986. edit. Tecnos. Madrid. 1997. 4ª reimpresión. p. 90. Por su parte  FRANCISCO 
CARPINTERO destaca la riqueza que para el Derecho aporta una aproximación ontológica. Cf. 
Derecho y Ontología Jurídica. edit. Actas. Madrid. 1993. 
427 VILLEY, M.: Compendio de filosofía … op.cit. p. 78. 




del Derecho428. Así, una de las definiciones de justicia que aporta 
ARISTÓTELES,429 puede ser considerada como pieza clave del sentido y 
finalidad del Derecho y por tanto relevante si de lo que se trata es de 
principios jurídicos, y en particular del principio de justicia en los tributos. 
La jurisprudencia o ciencia del Derecho remitía en su desarrollo al 
conocimiento de la naturaleza de las cosas que era facilitada por el realismo 
metodológico aristotélico430. 
 Justicia general y justicia particular 
Del análisis de ARISTÓTELES sobre la justicia se desprenden dos sentidos 
atribuibles al término. De un lado estaría la justicia general, también 
denominada justicia legal. En la justicia legal quedarían comprendidos todos 
los deberes cuyo cumplimiento es exigencia del bien común, quedando así 
configurada como la virtud de las relaciones sociales. La perspectiva aquí 
sería el bien del otro, desde las ventajas que de la justicia se derivarían 
para la comunidad431. La justicia general daría idea de orden, de buena 
                                      
428 Entre la abundante bibliografía que se ocupa de esta cuestión pueden citarse los siguientes 
trabajos: VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "¿Qué es el realismo? Distintas perspectivas con 
las cuales se enfoca su significado". Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y 
Políticas,  nº 78. 2001. pp. 283-605; SÁNCHEZ DE LA TORRE, A.: "La naturaleza de las cosas 
como factor jurídico: un aspecto del esfuerzo de los griegos por alcanzar la ciencia de la 
justicia". Arbor: Ciencia, pensamiento y cultura, nº 691. 2003. pp. 1111-1129.; VALLET DE 
GOYTISOLO, JUAN B.: "¿Fuentes formales del Derecho ó elementos mediadores entre la 
naturaleza de las cosas y los hechos jurídicos. Anuario de derecho civil, nº 4. 2000. pp. 
1319-1368. 
429 Las fuentes de referencia básicas se encuentra en las aportaciones de Aristóteles sobre la 
justicia recogidas en el Libro V de su Ética a Nicómaco, retomadas posteriormente por 
SANTO TOMÁS en la Suma Teológica. El material de referencia utilizado para reflexionar 
sobre la justicia desde las aportaciones de la Filosofía clásica han sido las obras siguientes: 
De MICHEL VILLEY: Compendio de Filosofía  … op.cit; De LUIS LEGAZ Y LACAMBA: Filosofía 
del Derecho, op.cit; De JAVIER HERVADA: Lecciones propedéuticas de filosofía del derecho. 
3ª Ed. edit. Eunsa. Pamplona. 2000; Asimismo, los comentarios de FRANCISCO DE VITORIA 
a las cuestiones básicas de la Summa relativas a la justicia, en La Justicia, Estudio preliminar 
y traducción de Luis Fraile Delgado, edit. Tecnos. Madrid. 2001; las aportaciones de JOSEF 
PIEPER sobre la misma cuestión en Las Virtudes fundamentales, 5ª ed. Traducción española. 
edit. Rialp, Madrid 1997, estando tomadas del mismo las referencias bibliográficas a los 
textos clásicos; De ANA LLANO TORRES: Derecho, persona y comunidad política. edit. 
Dykinson, Madrid, 2001. 
430 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "La Ciencia  y el Derecho en la concepción de Inmanuel 
Kant". Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas nº 82. 2005. p. 100. 
431 VILLEY, M.: Compendio de filosofía  … op.cit., p. 75. 




relación, poniéndose el acento en un elemento caracterizador de la misma, 
la alteridad o intersubjetividad432. 
No obstante, las leyes que conformarían la justicia general, escritas o no, 
naturales o positivas, cuyo objetivo estaría en gobernar las conductas, no 
son el Derecho en el sistema de ARISTÓTELES. Pueden afectarle en la 
medida en que lleven aparejada una sanción temporal, pero la aportación 
específica de ARISTÓTELES fue precisamente separar de esa idea de justicia 
general la de justicia particular.   
Junto a la justicia general estaría la justicia particular, la virtud de la justicia 
en sentido propio y estricto. Es acerca de esta virtud de lo que tratará 
seguidamente ARISTÓTELES en el libro V de su Ética a Nicómaco. La 
finalidad del comportamiento justo aquí es no quedarse con más ni con 
menos de lo que corresponda. “A que sea bien realizada en una comunidad 
la repartición de los bienes y de las cargas”433. 
El objeto de esta virtud es lo debido al otro, siendo también considerado ese 
objeto como el justo medio que nace del hecho de que yo doy lo que debo y 
el otro recibe lo que se le debe, restableciendo con ello un equilibrio perdido 
entre ambas partes, es decir, restableciendo la igualdad434. 
SANTO TOMÁS aporta una definición conceptual de justicia como virtud en 
los términos siguientes: “La justicia es el modo de conducta según el cual 
un hombre, movido por una voluntad constante e inalterable, da a cada cual 
su derecho”435. Deriva el deber de justicia de la existencia previa de un algo 
que le es debido a alguien, el suum, el cual denota un componente de 
pertenencia, de necesidad, refiriéndose también a lo que es preciso que le 
                                      
432 HERVADA, JAVIER: Lecciones propedéuticas… op. cit., p. 109 y 102. 
433 VILLEY, M.: Compendio de filosofía… op.cit. p. 79. 
434 FRANCISCO DE VITORIA: La Justicia,… op. cit., p. 12. 
435 Summa Theológica, 2-2, 58,1, desarrollando también su teoría sobre la virtud de la justicia 
en el Comentario a la Ética a Nicómaco, de ARISTÓTELES. Las referencias a su doctrina 
sobre la justicia son muy abundantes, por su interés puede verse el siguiente trabajo: 
VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "La justicia según SANTO TOMÁS de Aquino". Arbor: 
Ciencia, pensamiento y cultura, nº 691. 2003. pp.1143-1162. 




corresponda a alguien436”. La justicia implica cierta igualdad o 
proporcionalidad, y ordena al hombre en cuanto que se relaciona con los 
demás"437. Es aquí, en el análisis de la justicia particular, en la 
determinación de eso que le es debido a alguien,  dónde surge el objeto del 
Derecho, su finalidad. 
La búsqueda de este fin no puede ser atribuida a los particulares, sino que 
debe recurrirse a un órgano público, al legislador, al juez, y en general al 
Derecho. Por tanto, siguiendo a ARISTÓTELES, analizar la justicia particular 
es definir el arte en que consiste el Derecho, permitiendo con ello distinguir 
su finalidad específica en relación a otras artes. Así el Derecho tiene por 
objeto una repartición de bienes y cargas, su misión es dar a cada uno lo 
suyo438. Son los bienes exteriores la materia sobre la que se realiza el 
reparto en el que consiste el Derecho, siendo otros muchos los que por su 
naturaleza no se prestan al mismo (bienes espirituales). El Derecho es 
definido como una cosa, como cosas que radican en el mundo de la 
naturaleza, en instituciones sociales, o bien lo que descubrimos en el seno 
de cada acción439.  
El suum, lo debido, conforme a la concepción realista de la justicia, se 
descubre en la realidad de esa persona y en sus relaciones con los otros. El 
Derecho pues, remite al hombre, a su realidad, de ahí la importancia que 
para el mismo tiene toda visión antropológica440.  
                                      
436 Para un estudio completo sobre el concepto aristotélico-tomista de justicia puede verse de 
MANUEL MOIX MARTÍNEZ: Nuevas perspectivas de la justicia clásica. Instituto de Estudios 
Económicos. Madrid. 1968. También resultan interesantes las aportaciones que ANTONIO 
GÓMEZ ROBLEDO recoge en su Meditación sobre la justicia. Fondo de Cultura Económica. 
México-Buenos Aires. 1963. 
437 CORTS GRAU, JOSÉ: Historia de la filosofía del derecho. op. cit., pp. 330 y ss. 
438 El fundamento o razón de por qué algo es debido a alguien: Pieper, aludiendo a la opinión 
de SANTO TOMÁS,  afirma encontrar el fundamento del suum en la propia naturaleza de las 
cosas, en la propia condición del sujeto del derecho (en el Derecho natural), y en la medida 
en que no se opongan a la misma también puede encontrarse en un acuerdo, pacto o 
promesa privados, o en un acuerdo público o disposición legal (en el derecho humano,  
positivo). PIEPER, JOSEF: Las virtudes… op. cit., p. 93. 
439 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., p. 107. 
440 JAVIER HERVADA al plantearse cuál es el origen del arte del Derecho hace una referencia 
directa al hombre, a las condiciones de tiempo y espacio en que vive, a su naturaleza social , 
al reparto de funciones que le acompaña, y cómo de todo ello se deriva la necesidad de que 




En relación a la pregunta acerca de dónde encontrar el contenido del 
Derecho (el suum) y comprobando las limitaciones que encontramos en 
nuestra mente e intuición, ARISTÓTELES nos remite a la naturaleza. 
Tratando de explicar a qué va referido el término "naturaleza", VALLET DE 
GOYTISOLO441 lo identifica con lo que es el hombre aquí y ahora, "in 
concreto", en su medio específico y con todas las circunstancias y 
posibilidades que le rodean, reales e históricas, económicas, geográficas y 
sociales...igual que referido a su origen y a su fin442.  
 Justicia conmutativa y justicia distributiva 
Puesto que el lugar propio en el que se desarrollan la justicia y el Derecho 
es la vida en común y en ella pueden encontrarse distintas formas de 
relación humana, también puede apreciarse el ejercicio de la justicia 
particular desde dos formas (Aristóteles en realidad se refiere a ellas como 
dos formas posibles de Derecho o dos formas posibles de definir la relación 
de igualdad): conmutativa o reparadora, relativa a  las relaciones de los 
individuos entre sí y distributiva o asignadora, realizable en las relaciones 
entre la sociedad y cada uno de sus miembros individualmente 
considerados. La relación entre cada individuo y la sociedad sería el objeto 
                                                                                                                
exista un reparto de las cosas, de que las mismas estén atribuidas a personas concretas. 
Describe así el origen del Derecho como lo relativo a lo suyo de cada uno, a lo justo. (p. 34 y  
s.) El fundamento de que esas cosas puedan entenderse debidas a alguien  se encuentra en 
la propia naturaleza personal del hombre. Es decir, a diferencia del animal, el hombre se 
pertenece a sí mismo, domina su propio ser al no moverse únicamente por fuerzas o 
instintos biológicos. Esta característica le constituye en persona. Al dominar su ser, es capaz 
de dominar su entorno y con ello es capaz de apropiarse de cosas que le serán debidas. Otra 
circunstancia que confirma su naturaleza personal es el hecho de que el hombre no es pura 
materia, posee un alma espiritual que hace que de la persona un ser incomunicable. Es decir, 
como ser espiritual no puede ser parte de otra cosa, pues el espíritu es simple y por tanto el 
hombre no puede hacerse común en el ser con otros seres. Al no ser una parte del todo el 
hombre necesita del reparto de las cosas del universo. Una consecuencia de ello es que las 
posiciones materialistas no explican suficientemente el derecho.(p. 80 y ss). Cfr. HERVADA 
XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho? … op. cit. 
441 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El bien común …". op. cit., p. 50. 
442 La naturaleza no es un concepto estático sino dinámico, por lo que habrá que contemplar al 
hombre con perspectiva temporal. Tampoco lo justo puede deducirse de las causas 
materiales o eficientes, sino que habrá que tener en cuenta las causas finales. Por ello, sus 
aportaciones sobre la justicia resultan inseparables de una antropología y una Filosofía Moral 
y Política basada este realismo gnoseológico.  




de la justicia general o legal cuyas notas fundamentales se adelantaron 
antes.   
En realidad, estos dos tipos de justicia son dos formas distintas de entender 
la igualdad, dos formas de ser de la igualdad definidas por el Derecho, dos 
formas que puede adoptar lo justo. Por ello, pertenecería su análisis más a 
la Teoría del Derecho que a la Teoría de la Justicia. 
 Justicia conmutativa o compensadora 
Es la única de las tres formas de justicia en la que dos individuos, extraños 
entre sí, se relacionan ocupando cada uno una posición de independencia y 
alteridad frente al otro (en las dos restantes el individuo no deja de ser 
además una parte del todo, aunque cuente con entidad propia), siendo solo 
posible también en este caso el que ambos se encuentren en una posición 
de igualdad. 
Se dice de esta forma de justicia que consiste en un acto de restitución al 
otro, en la medida en que el mismo entra en posesión de lo que le era 
debido. La solución justa se encuentra en la equivalencia (igualdad 
aritmética) entre los bienes o cargas que se intercambian, por lo que no es 
relevante la referencia a la condición de los agentes o sujetos intervinientes. 
Se hace acepción de personas. Es ésta justicia compensadora la que 
permite restituir un desequilibrio que continuamente desencadena el 
hombre con su actuar, constituyéndose ahora en acreedor de lo debido, 
ahora en deudor de un tercero. Se le puede atribuir así un carácter 
dinámico a la justicia conmutativa, por ser la forma de justicia que con más 
frecuencia  responde con la restitución a la alteración del orden esencial que 
el hombre provoca.  
 Justicia distributiva o asignadora 
Es aquella forma de justicia que puede predicarse de la relación entre el 
todo social, poder político o Estado y los ciudadanos. No obstante, aunque 
la persona individual sea en este caso la destinataria de lo debido,  no es 
considerada aisladamente, sino comparativamente, es decir, en relación con 
todos los demás. Consiste en el reparto que hace pasar de lo común a lo 




particular. La diferencia frente a la justicia conmutativa está tanto en la 
cosa que le es debida como en el modo en que tiene de serle debida443.  
Respecto a la primera singularidad, lo debido en este caso no es cosa 
alguna de su exclusiva e individual pertenencia, sino lo que le corresponde 
de lo que pertenece a todos, su participación en el bien común. La 
determinación de lo que le es debido corresponde a quien es el custodio y 
administrador legítimo del bien común, para lo cual no tendrá solo en 
cuenta el valor del objeto de Derecho (relación cosa-cosa, vigente en la 
conmutativa) sino la condición y circunstancias del sujeto acreedor (relación 
cosa-persona). Es decir, todos los miembros de la comunidad tienen igual 
derecho al reparto de lo que procede del bien común, pero la dimensión o 
medida de su derecho no tiene por qué ser la misma. 
Aunque SANTO TOMÁS, como ARISTÓTELES, refiere la justicia distributiva 
principalmente al reparto de bienes comunes entre los ciudadanos,444 
también se ha entendido referida a las cargas comunes que la colectividad 
debe atribuir a cada uno de sus miembros. No obstante, una vez 
determinada la cuantía y el reparto de las mismas, su satisfacción estaría 
                                      
443 Radbruch expresa muy bien las diferencias de matiz entre justicia conmutativa y 
distributiva. El postulado de igualdad en que consiste la justicia se plasma bajo estas dos 
formas, en las que la justicia conmutativa representaría la igualdad absoluta “entre una 
prestación y una contraprestación, por ejemplo entre la mercancía y el precio, entre el daño 
y la reparación, entre la culpa y la pena,” siendo la justicia distributiva la que hace referencia 
a una igualdad proporcional “en el trato dado a diferentes personas, por ejemplo, el reparto 
entre ellas de los tributos fiscales con arreglo a su capacidad de tributación, su promoción a 
tono con su antigüedad en el servicio y con sus méritos.” La justicia conmutativa sería propia 
del Derecho privado y la distributiva propia del Derecho público. Cfr. RADBRUCH, G.: 
Introducción a la filosofía del Derecho, 1948. Traducción española. edit. Fondo de cultura 
económica. 1ª Ed. 1951. México. D.F. 1993. 5ª reimpresión. pp. 31 y ss. Mientras que en los 
cambios predominaba la idea de equivalencia (justicia conmutativa), en las distribuciones 
predomina la idea de proporción VILLEY, M.: Compendio de filosofía… op.cit. p. 94. 
444 No obstante, HENRY W. SPIEGEL, en su Historia del pensamiento económico, El desarrollo 
del pensamiento económico. Omega. Barcelona. 1984, p. 47, menciona respecto de la 
justicia distributiva en Aristóteles una alusión expresa del mismo al reparto de las cargas 
públicas: “Como ejemplo Aristóteles se refiere a la distribución de los gastos del tesoro 
público que se encuentran en la misma relación, es decir, son proporcionales a las 
contribuciones de los ciudadanos al fondo público”. Puede encontrarse aquí una referencia 
directa al principio del beneficio como criterio de reparto, cuestión a la que se aludirá más 
adelante. 




como aportación al bien común que entraña, dentro de la justicia legal o 
general445. 
El criterio para medir la proporción de cada reparto será diferente. Para 
determinarlo habrá que considerar la distinta relación que guarda cada 
destinatario con el fin de la distribución, y en esa relación podrán influir 
factores como la condición, la capacidad, la aportación a la sociedad, la 
función y la necesidad446.  
c) El impuesto justo 
En este epígrafe se mostrará cómo tanto el deber mismo de pagar tributos 
como los distintos elementos que configuran su exacción justa enlazan de 
forma directa con las nociones aristotélicas de bien común y justicia 
particular, y dentro de ésta especialmente con la distributiva. Es decir, tanto 
su fundamento y su fin (el bien común) como su medida (distribución 
proporcional) y su forma de aprobación (en nombre de la comunidad) se 
encuentran anclados en una Teoría del Estado y en una Antropología cuyas 
notas básicas son las ya apuntadas bajo la cosmovisión realista.  
Se puede comenzar diciendo que el análisis de las propiedades que debían 
reunir los impuestos, los fines para los que son recaudados y el estudio de 
sus efectos han sido cuestiones tan antiguas como la existencia del propio 
impuesto. GERLOFF447 por ejemplo, al comenzar su Tratado de Finanzas y 
referirse a la literatura financiera de referencia en la Antigüedad, reconoce 
que “de mayor transcendencia son las exposiciones contenidas en la Ética a 
Nicómaco y la Política de ARISTÓTELES concernientes a la diferencia entre 
los criterios de justicia conmutativa y distributiva en el reparto de las 
cargas”, criterios que “tuvieron considerable influencia en las ideas 
medievales y modernas de justicia impositiva”. SPIEGEL448 también recoge 
esta referencia a los impuestos al citar un ejemplo con el que ARISTÓTELES 
                                      
445 MOIX MARTÍNEZ, M.: Nuevas perspectivas … op. cit. pp. 471 y 483. 
446 HERVADA, J.: Lecciones propedeúticas… op.cit. p. 222. 
447 GERLOFF, W., NEUMARK, F.: Tratado de finanzas, El Ateneo, Buenos Aires, 1961.p. 1. 
448 SPIEGEL, H.W.: El desarrollo del pensamiento económico. op. cit., p. 47.  




explica su idea acerca de la justicia distributiva. Esta justicia, por diferencia 
con la llamada conmutativa o correctiva, es la que se refiere a la 
distribución de la riqueza y de los honores en la sociedad, no idénticos para 
todos sino proporcional al mérito y valía de cada ciudadano. Como caso 
aplicable a la misma ARISTÓTELES se refiere a la distribución proporcional 
de los gastos públicos respecto de las contribuciones de los ciudadanos al 
fondo público.  
Fue así la pregunta acerca del cómo repartir las cargas impositivas y su 
relación con la justicia como requisito en el reparto la que primero ocupó las 
aportaciones doctrinales sobre la cuestión de los principios impositivos. En 
particular, fue precisamente la cuestión del impuesto justo la más abordada 
por el pensamiento doctrinal de la llamada doctrina escolástica449. 
 Fundamento del deber de pagar tributos 
Antes decíamos que las aportaciones de ARISTÓTELES en relación a la 
justicia partían de una idea previa sobre el ser del hombre y su tendencia 
natural a vivir en comunidad. Esta idea tenía como referente la propia vida 
y realidad del hombre, sus circunstancias y sus fines. En ella se observa 
cómo la formación de la sociedad y la gestión de las cuestiones comunes se 
entienden como fenómenos espontáneos y necesarios para que el hombre 
realice los fines que le son propios. De estas realidades se deriva la 
existencia de gastos y necesidades de financiación que desembocan en 
obligaciones también naturales como el pago de impuestos. La 
obligatoriedad del pago del impuesto queda con ello fundamentada en la 
propia realidad social del hombre. 
                                      
449 Las aportaciones de SANTO TOMÁS y de otros contemporáneos suyos como san Raimundo 
de Peñafort respecto de los impuestos, se encuadran  dentro de su análisis sobre la 
obligación moral de pagarlos y sus conclusiones representaron en este campo una novedad 
respecto al pensamiento de los Padres de la Iglesia entonces vigente. Hasta ese momento el 
pago de los impuestos era considerado como una obligación moral en cuanto que eran 
exigidos por unos gobernantes cuyo poder había sido conferido por Dios y ello con 
independencia de que fueran justos o no.  A partir de ahora el pensamiento mayoritario 
considera que sólo los impuestos justos generan obligación moral de pagarlos. SANTO 
TOMÁS las desarrolla en la Summa Teológica, I, II, cuestiones 90 a 96; y II, II, 9, 47, 60, 
66, …etc. Un resumen de la doctrina escolástica sobre la justicia de los impuestos desde 
SANTO TOMÁS hasta F. Suarez puede  encontrarse en PEREZ DE AYALA, JOSÉ L.: “El 
fundamento deontológico del impuesto …”. op. cit., pp.285-310.  




En la terminología clásica ya expuesta relativa a la justicia, el origen de lo 
debido en concepto de impuestos se encontraría en este caso en el Derecho 
natural, aunque posteriormente sea recogido por la ley positiva450. Es decir, 
las leyes positivas tributarias justas concretan una obligación de contribuir 
que ya contiene el Derecho natural451. Por esta razón la obligatoriedad de la 
ley tributaria se señala siempre en abstracto, pues deberá concretarse en 
cada caso si el tributo es justo. La justicia aquí se ordena al bien común y 
consiste en darle a la comunidad lo que se le debe, en forma de impuestos 
en este caso, por lo que este ejercicio de reconocimiento de lo que le es 
debido y su satisfacción por parte del ciudadano quedaría dentro de la 
justicia legal o general. El pago de los impuestos, sin atender todavía a su 
fin, cuantía concreta o distribución, quedaría por tanto dentro de la esfera 
de la justicia general al encontrarse ordenada al bien común452. 
 La justicia en los tributos 
El análisis del fenómeno tributario desde la perspectiva de la justicia fue el 
centro de atención de los primeros desarrollos teóricos sobre la materia. Es 
decir, fue la equidad en el establecimiento de los tributos la cuestión que 
más despertó la atención de la doctrina dedicada a estudiar la materia 
impositiva. De hecho el análisis de los distintos elementos de una realidad 
tributaria concreta, doctrinalmente denominados con posterioridad 
“principios”, se desarrolló de forma unitaria y conjunta en torno al concepto 
del impuesto justo453.  
                                      
450 MESSNER, JOHANNES: Ética social, política y económica,  Edic. Rialp. Madrid. 1967.p. 1027. 
451HIGUERA, GONZALO: Tributos y moral en los siglos XVI y XVII. Pontificia Universitas 
Comillensis. Madrid. 1963. p. 36. 
452 MESSNER, JOHANNES: Ética social, política y económica.  op. cit., p. 1029. 
453 El análisis de la equidad de un impuesto formaba parte de una teoría más amplia sobre la 
justicia de las leyes positivas dedicada a buscar los requisitos (causas) que las mismas 
debían cumplir para resultar moralmente obligatorias. Entre otras pueden citarse las 
aportaciones de DOMINGO DE SOTO (1496-1560): causa final, el bien común, cusa eficiente, 
que el legislador no haya traspasado los límites de su competencia, causa material, que no 
prohíban lo bueno ni ordenen lo malo, la formal, que guarden la debida proporción, por 
ejemplo en los hombres y en las cargas, ... Ver CORTS GRAU, JOSÉ: Historia de la filosofía 
del derecho. op. cit., p. 459. En general la doctrina derivada de las aportaciones aristotélico- 
tomistas en relación al impuesto justo se extendió hasta los siglos XVI y XVII.  




Resultan especialmente relevantes en este campo las aportaciones de la 
doctrina escolástica a lo largo de un extenso periodo que va desde el siglo 
IX hasta el siglo XVII. En general los escolásticos no se interesaron por los 
problemas concretos de los Estados nacionales aunque sí lo hicieron por 
algunos fenómenos que llamaron su atención como el de la política fiscal. 
Su aproximación al tema no fue de carácter económico, es decir, no 
analizaron tanto los problemas económicos de la Hacienda Pública, los 
efectos de la imposición o el gasto público, sino que se centraron en 
analizar la justicia de los tributos en el más amplio sentido del término. Se 
sentían especialmente atraídos por los problemas de la Teoría del 
Conocimiento y entre sus propuestas se pueden encontrar importantes 
aportaciones de carácter normativo. En estás puede identificarse un análisis 
de la naturaleza de la imposición y de la relación entre el Estado y el 
ciudadano.   
Respecto de la justicia en la imposición y en la medida en que el impuesto 
como deuda en favor de la comunidad se puede incluir entre las relaciones 
que desde el todo social se proyectan a cada individuo, su cuantificación y 
efectivo reparto quedarían vinculados al ámbito de la justicia distributiva, no 
de forma exclusiva pero sí más relevante454. 
La proyección del principio de justicia distributiva en el ámbito de los 
tributos ha dado origen a la consideración de distintos principios 
configuradores de su contenido material y a la elaboración de una doctrina 
en torno al concepto de impuesto justo455. Básicamente, las condiciones que 
                                      
454 Un análisis de Domingo de Soto (1495-1560) acerca de distintas aplicaciones de la justicia 
distributiva en figuras tributarias concretas vigentes en aquel momento  puede verse en: 
DIGÓN CELIA; LEONETTI, JUAN E.: "Domingo de Soto, los impuestos y la acepción de 
personas". Biblioteca virtual Miguel de Cervantes. 2006. 
455 Resultan relevantes las aportaciones sobre la cuestión de FRANCISCO DE VITORIA en 
“Comentarios a la Secunda Secundae de Sto. Tomás”. Edit. Beltrán de Heredia. Salamanca. 
1934. tomo III, pp. 152 y ss; JUAN DE MARIANA en “De la Moneda de Vellón”. capítulo II, en 
Biblioteca de Autores Españoles. Edit. Rivadeneira. Madrid. 1872. Tomo 31, p. 578; MARTÍN 
AZPILCUETA en “Manual de Confesores”. Salamanca. 1557. C. 17, nº 200; LUIS DE MOLINA  
en “Opera Omnia”, Cuenca. 1597. Tomo II, todos ellos citados por GOROSQUIETA, J.: “El 
sistema de ideas tributarias de los teólogos y moralistas principales de la escuela de 
Salamanca”. Hacienda pública Española  nº 17. 1972.; GÓMEZ CAMACHO, FRANCISCO: 
Economía y filosofía moral: la formación del pensamiento económico europeo en la 
Escolástica española. Síntesis. Madrid. 1998. pp.  293-307; CHAFUEN, ALEJANDRO: "Justicia 




deben cumplir los impuestos para ser considerados justos y por tanto para 
poder obligar en conciencia son las siguientes:  
 Causa final: servir al bien común de la sociedad. 
 Causa eficiente: ser establecidos por la autoridad competente. 
 Causa material: partir de la existencia previa de capacidad económica. 
 Causa formal: gravar a las personas de forma proporcional y universal. 
A estas cuatro condiciones se le añaden otras dos sobre las cuales no 
existió unanimidad: el consentimiento del pueblo a la fijación del impuesto y 
el rechazo de los impuestos indirectos.  
Estos elementos o causas de la equidad impositiva representan para la 
tradición aristotélico-tomista la esencia misma del tributo, las notas 
necesarias que configuran su identidad, su obligatoriedad, fuera de las 
cuales nos encontraríamos ante figuras distintas. Se desarrollan con más 
detalle a continuación456. 
 Primera condición: el fin del tributo 
La doctrina escolástica, a partir de sus ideas en torno a la naturaleza y fines 
del Estado, mantenía una postura unánime respecto del fin de los tributos: 
el fin de los tributos es el bien común457, no el provecho privado del rey. En 
este sentido los tributos, si son justos, obligan en conciencia, pues solo la 
justicia de los mismos los confirma como verdadera ley458. 
De hecho, durante el periodo histórico de la Hacienda Patrimonial en la 
Edad Media, el impuesto estaba estrechamente unido al gasto público por 
                                                                                                                
distributiva en la escolástica tardía". Seminario Justicia distributiva y escolástica, organizado 
por CEP. 1984. 
456 En su desarrollo se han utilizado los siguientes trabajos: HIGUERA, GONZALO: Tributos y 
moral  …. op. cit.; GÓMEZ CAMACHO, FRANCISCO: Economía y filosofía moral …. op. cit.; 
PEREZ DE AYALA, JOSÉ L.: “El fundamento deontológico del impuesto …”. op. cit.,  pp.285-
310; GOROSQUIETA, JAVIER: “El sistema de ideas tributarias  …”. op. cit.,  pp. 131-150.  
457 Existen una muy abundante bibliografía sobre la cuestión del bien común en la doctrina 
escolástica, siendo uno de los trabajos más recientes el de  ELDERS, LEO J.: "La doctrina del 
Bien Común según SANTO TOMÁS de Aquino". Intus legere, nº 9. 2006. pp. 51-62. 
458 Cfr. CHAFUEN, ALEJANDRO A.: “Economía y ética”. Edic. Rialp. Madrid. 1991. pp. 82 y 83. 




cuanto se trataba de una prestación pecuniaria extraordinaria dirigida a un 
bien específico y que partía del carácter consentido del mismo. El impuesto 
resultaba justificado, por su existencia y cuantía, por el fin que estaba 
destinado a cubrir459. 
 Segunda condición: gravamen proporcional desde el principio 
de igualdad. 
De entre las dos formas de entender la igualdad o dos formas de justicia 
particular definidas por ARISTÓTELES, conmutativa y distributiva, se 
concluirá que en materia impositiva resulta mayormente de aplicación la 
justicia distributiva. La razón de lo anterior está en que solo ésta última 
considera las circunstancias de ambas partes, cuestión que sin duda resulta 
relevante cuando se trata de relaciones entre los individuos y el gestor del 
bien común460. 
No obstante lo anterior, tanto la justicia conmutativa -en el principio del 
beneficio- como la distributiva -en el de capacidad- han tenido aplicación en 
sendas formas de entender la justicia en los tributos, siendo la segunda la 
que más proyección ha tenido. Veamos por qué. 
 Principio del beneficio 
Una de las formas de entender el principio de igualdad en el reparto de los 
gastos públicos ha sido el derivado del principio del beneficio.  Según este 
principio debe existir una correlación entre los beneficios que se reciben en 
términos de bienes y servicios públicos y la obligación que surge de 
contribuir al pago de los impuestos.  Es decir, la medida de la igualdad se 
fundamenta en la medida del beneficio percibido.  
                                      
459 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: Introducción al estudio del Derecho Financiero: un 
ensayo sobre los fundamentos teóricos del Derecho Financiero. IEF. Ministerio de Hacienda. 
1976. pp. 82 y ss.  
460 Si son las diferencias en las cualidades humanas las que dan razón del ser social del 
hombre, no resulta extraño a las relaciones entre el Gobierno y los individuos tener en 
cuenta esas mismas diferencias. El primer paso hacia la delimitación de un tratamiento 
tributario bajo el principio de igualdad consiste por tanto en identificar cuál de las formas de 
justicia es mayormente aplicable al reparto de la carga impositiva entre los ciudadanos por 
parte del Estado.  




La existencia de una relación de reciprocidad o de compensación entre lo 
que las partes se intercambian en materia de impuestos y servicios públicos 
parece identificar esta relación de igualdad con la derivada de la justicia 
conmutativa. En ella se produce una abstracción de las personas 
intervinientes461 y el suum adquiere la forma de igualdad aritmética, al 
menos en términos de valoración entre lo que se recibe y lo que en 
consecuencia resulta debido.   
No obstante, la forma de igualdad en que consiste la justicia conmutativa 
implica la existencia de intereses que se encuentran en un mismo nivel, 
como equivalente es también la posición de los dos agentes que 
intervienen. No parece ser este el supuesto que se daría en una relación 
entre el Estado y el ciudadano, o al menos no responde este esquema a la 
generalidad de los casos en los que en la actualidad entran en relación 
ambas partes. No responden al mismo nivel y entidad de intereses el Estado 
que ofrece unos bienes y servicios públicos y el ciudadano que hace uso de 
ellos. En esa actuación el Estado está ejerciendo un papel que se ordena al 
bien de la comunidad, y los beneficios derivados de la misma transcienden 
la particular utilidad que aprovecha a cada uno de sus usuarios directos. No 
se corresponden por tanto en dignidad y relevancia ni los intereses que se 
encuentran ni las personas que actúan desde éstos. No se trata de una 
relación entre partes a la que con carácter general resulte apropiado aplicar 
la igualdad en el sentido que la expresa la justicia conmutativa. 
 Principio de capacidad de pago 
Conforme a la justicia distributiva, el principio de igualdad en el reparto se 
configura como proporcionalidad, y ello porque en las relaciones entre el 
                                      
461Si el principio del beneficio expresa una igualdad conmutativa que no hace acepción de 
personas es consecuente con ello la negación de un beneficio tributario instaurado 
precisamente por motivo de la condición eclesiástica: “Cuando el bien para el que se 
contribuye se refiere a algunas fincas determinadas, de tal manera que sus dueños deben 
contribuir particularmente por el beneficio que de ahí resulta para tales fincas, entonces, si 
las Iglesias y las personas eclesiásticas tienen allí algunas fincas, que se benefician del 
mismo modo que las otras, deben contribuir lo mismo que los dueños laicos de las demás…. 
La razón es, porque el bien que se pretende y para el que se contribuye mira a los bienes de 
la Iglesia y a los de los eclesiásticos directa y próximamente…” MOLINA, L.:  “Opera Omnia”, 
Cuenca, 1597, tomo II, col.550, citado por GOROSQUIETA, J.: “El sistema de ideas  …. op. 
cit.,  p. 143. 




Estado y cada particular no confluyen ni sujetos ni intereses que puedan 
resultar equiparables bajo una forma de igualdad que no sea precisamente 
la proporcional462.  
Así, el primer paso en la configuración del principio de justicia tributaria es 
determinar la relación de igualdad en términos de proporcionalidad, es 
decir, reconocer que no son irrelevantes a efectos fiscales las circunstancias 
que diferencian a unos ciudadanos de otros. El tratamiento fiscal justo 
estará en determinar qué parte de la carga le corresponde a cada uno, 
debiendo distinguir entre unos individuos y otros en función de aquella 
circunstancia que resulte relevante a efectos del reparto.  
Ahora bien, quedaría por determinar en proporción a qué criterio debe ser 
entendido el sistema de reparto, es decir, cuál es la circunstancia que 
diferencia a unos individuos de otros y que debe ser tenida en cuenta en 
dicho sistema463. Así, el criterio de la capacidad económica o de pago se 
constituyó para SANTO TOMÁS y la doctrina escolástica posterior en la 
                                      
462  Aunque no va a ser objeto de desarrollo al menos en este epígrafe, puede hacerse una 
breve referencia al encaje del principio de progresividad dentro de la doctrina escolástica del 
impuesto justo. Se entiende aquí este principio como aquel conforme al cuál quién más 
capacidad económica tiene contribuye más que proporcionalmente respecto al que la tiene 
menor, siendo este mismo aplicable al pago de un impuesto concreto o al conjunto de los 
impuestos vigentes en un sistema tributario. Dentro de la doctrina del impuesto justo la 
progresividad (relaciones que no guardan la misma proporción) no tiene necesariamente que 
entenderse excluida de la definición de justicia distributiva como igualdad proporcional. Es 
decir, el término proporcional pretende designar en este caso una desigualdad de trato entre 
los ciudadanos que se fundamenta en la situación particular de cada uno, pudiendo ser la 
relación entre ellos tanto proporcional en sentido estricto, como más que proporcional 
atendiendo igualmente a las diferencias en la posición relativa de cada uno. Admitiendo esta 
matización el principio de progresividad podría ser considerado asimismo como una 
expresión de la igualdad y por tanto de la justicia en el ámbito tributario. No obstante, 
encontramos autores como Antonio Rosmini (1797-1855) que comparten la visión realista en 
torno al hombre y a la idea de bien común y para los que solo el  principio de 
proporcionalidad estrictamente hablando constituye el criterio de reparto que respeta el 
principio de justicia distributiva. Para Rosmini “la progresividad además viola otro principio 
de Derecho natural que establece que todas las propiedades son inviolables…” Cfr. HOEVEL, 
CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. Journal of Markets & 
Morality. Volume 10. Number 1 (Spring 2007). pp. 67-84, 2007. p. 71. 
463 Los criterios bajo los cuales establecer una proporción de reparto en la comunidad pueden 
ser dispares: la condición, la capacidad, la aportación a la sociedad, la función y la 
necesidad, principalmente.  El  criterio para determinar en proporción a qué se hace el 
reparto dependerá, como ya se apuntó anteriormente, de la relación que guarde el 
destinatario del tributo con el fin de la distribución. El fin primero y fundamental de la 
distribución es el sostenimiento de los gastos públicos, una de las cargas comunes más 
importantes de la vida en comunidad. Como de distribución de cargas se trata, parece que 
de capacidad para llevarlas es a lo que debe atenderse para su reparto. 




piedra angular para la realización de la justicia distributiva en materia de 
impuestos464.  
Además, cuando se enumeran los requisitos del impuesto justo, las 
llamadas “causas del impuesto”, implícitamente estos autores están 
considerando todos los elementos necesarios para dar también respuesta al 
problema de la medida concreta en la contribución proporcional, es decir, al 
problema del quantum. No es de extrañar que no hicieran referencia a una 
proporción concreta, pues la misma debería estar en estrecha dependencia 
con la finalidad del impuesto, con las necesidades a satisfacer con el mismo 
y por ello, con su magnitud total habida cuenta del concepto de bien común 
de referencia y del papel atribuible al Estado en su realización.  
En la medida en que se reconoce, a partir de un concepto objetivo esencial 
de bien común, una cierta discrecionalidad en su realización por parte de los 
poderes públicos, se está reconociendo también una cierta discrecionalidad 
en las finalidades a las que se destinen los tributos. No obstante, la 
existencia de ese margen no puede impedir que a partir de una visión 
antropológica completa del hombre, sus necesidades, su vida en comunidad 
y el papel del Estado en la realización de ese bien común, sea posible 
determinar el montante total necesario de las cargas comunes. La 
determinación de esa magnitud, respetando la causa final en la justicia del 
impuesto, es la premisa natural para concretar la medida concreta de cada 
contribución, para lo cual el recurso a la capacidad de pago desempeña el 
papel de medida que permite dar cumplimiento asimismo a las causas 
material y formal en la teoría del impuesto justo.  
De esta forma se propone una teoría del impuesto justo en la que sus 
distintos elementos están íntimamente conectados, relacionados, hasta el 
                                      
464 PEREZ DE AYALA, JOSÉ L.: “El fundamento deontológico del impuesto …”. op. cit.  p. 288; 
GÓMEZ CAMACHO, FRANCISCO: Economía y filosofía moral …. op. cit., p. 305. 
GOROSQUIETA REYES, JAVIER.: “El sistema de ideas tributarias  …”, op. cit.,  p. 146. Estos 
dos últimos recogen la siguiente cita de Luis de Molina: “…para que el tributo sea justo…, es 
necesario ….que se guarde en él la igualdad de la proporción geométrica entre las personas a 
quienes se impone, de tal manera que, según la proporción y la capacidad de las fuerzas de 
cada uno, se imponga y se exija, ni sean obligados los pobres a contribuir tanto como los 
ricos y poderosos, cuando no se trate de una cosa módica impuesta más bien en señal de 
vasallaje y sumisión”. 




punto de que una consideración aislada de alguno de ellos, como es la 
determinación de la medida concreta en la contribución proporcional, 
quedaría sin respuesta y a expensas de fundamentaciones no basadas en la 
realidad del hombre como ser social.   
 Tercera condición: gravamen universal o principio de 
generalidad. 
El principio de generalidad es entendido como ausencia de privilegios y 
discriminaciones en materia tributaria, es decir, impide excluir del impuesto 
a nadie por razones sociales, políticas, religiosas, de nacionalidad…. 
Su fundamento a la luz de las reflexiones expuestas sobre la justicia 
tributaria puede establecerse desde el reconocimiento en todo hombre de 
una misma dignidad común, y por tanto de una misma vinculación respecto 
de las obligaciones derivadas del proyecto de cooperación en que toda 
sociedad consiste.  
Puede así situarse en la justicia general como deber de todo hombre 
respecto del bien común el origen y fundamento del principio de generalidad 
en los tributos. Si las diferencias de capacidad fundamentan una diferencia 
en la distribución de las cargas conforme al principio de igualdad, la 
semejanza en la dignidad esencial de las personas fundamenta una común 
vinculación al sostenimiento de las mismas conforme al principio de 
generalidad. 
El principio de generalidad pretende que de una u otra manera resulten 
obligados al pago del tributo quienes cuenten con capacidad económica 
suficiente a efectos fiscales y que nadie pueda resultar excluido de esta 
obligación por motivos que no estén basados en razones o principios que 
justifiquen una limitación al principio.  
2. Cosmovisión moderna 
Así como el realismo supuso un intento de buscar respuestas que partía de 
la realidad y de su posible comprensión por parte del intelecto humano, la 
Modernidad ha sido considerada por algunos autores como un proceso de 
“alejamiento” de esa realidad. Este proceso se reflejará no solo en materia 




de Filosofía y de Teoría del Conocimiento, sino en lo que se piensa y se cree 
acerca del hombre, sus fines, su vida en sociedad y el papel que se le 
atribuye al Estado en todo ello. 
Se puede partir diciendo que la Modernidad465ha sido definida como un 
intento de explicación, coherente y sistemático del mundo, del hombre, de 
Dios y de su historia. Históricamente sus inicios y paulatina “preparación” se 
sitúan entre los siglos XIV a XVII y su culminación en el XVIII. Sus 
influencias se extienden hasta los siglos XIX y XX, considerándose que es en 
este último siglo en el que entra en crisis y cede el paso a la 
Postmodernidad. También ha sido definida como un proceso de 
secularización, es decir, de ruptura y distanciamiento entre lo divino y lo 
humano, entre la revelación y la razón, un proceso en el que se ha 
producido una lenta y progresiva sustitución de los principios y valores 
cristianos por valores obtenidos de la razón pura. Se ha considerado a la 
Modernidad como un intento de emancipación por parte del hombre desde 
el deseo de regirse únicamente por las luces de su propia razón. 
En el siguiente epígrafe se analizarán los elementos más significativos de 
esta cosmovisión moderna desde la perspectiva jurídica y en particular 
desde la perspectiva del principio de justicia en los tributos. El periodo 
histórico que abarca es desde su origen en el siglo XIV hasta su culminación 
en el siglo XVIII. Por facilitar la exposición y para distinguir las notas 
peculiares del último periodo de la Modernidad, los desarrollos de la misma 
durante los siglos XIX y XX se expondrán en el epígrafe siguiente. 
                                      
465 La palabra “modernidad” tiene connotaciones filosóficas e ideológicas y describe asimismo 
una actitud mental que llega a ser dominante durante la Edad Moderna pero que no se 
circunscribe a ese periodo de la Historia.  
 




a) Elementos configuradores 
 Del realismo al paradigma de la certeza466  
Desde el siglo XIV comienzan a difundirse una serie de corrientes filosóficas 
que con el tiempo transformarán la concepción vigente467 de las 
posibilidades del conocimiento humano. La relación mantenida hasta el 
momento entre el hombre y la realidad es cuestionada, al igual que la 
posibilidad de un conocimiento de carácter objetivo.  
Es el nominalismo de GUILLERMO DE OCKHAM (1280-1349) el que inicia la 
división entre la realidad y el pensamiento subjetivo468 pues este ya no es 
representación de la primera sino solo un signo de ella. Tampoco hay orden, 
ni órdenes propiamente dichos, hay cosas. Desaparece también la idea de 
orden natural de carácter teleológico469. Se afirma que solo se puede 
conocer lo material, pues si las palabras son solo signos de cosas 
individuales y concretas solo lo corpóreo o extenso nos ofrece imágenes 
significativas. Para el nominalismo solo son reales los seres singulares, los 
individuos, mientras que los términos universales no se corresponden con 
ninguna entidad genérica real; la única existencia real que tienen es la 
                                      
466 El término “paradigma de la certeza” pretende describir de forma genérica una tendencia 
producida en la teoría de conocimiento que se desarrolló durante la Modernidad. Esta teoría 
ha sido definida como un modelo epistemológico que se esfuerza por constreñir la realidad 
en una serie de objetividades unívocas y homogéneas a las que se puede acceder, sin temor 
a errar, por un método adecuado. Podría definirse también como el intento de proponer una 
lectura matemática de la realidad física y social, entendida de forma mecanicista y sujeta a 
representación, sin admitir profundidad en la misma ni misterio alguno. Sus máximos 
exponentes son Galileo, Descartes y Hobbes. Se trata de un término, el paradigma de la 
certeza, que aparece en los obras de autores como MACINTYRE, A. LLANO, C. ó C. TAYLOR. 
467 El ocaso del espíritu medieval puede situarse hacia el  siglo XIV  con el desarrollo de una 
Filosofía que reacciona frente al realismo tomista y escotista. Se produce  también la 
paulatina disolución de ordenaciones tradicionales. La consecuencia es un mayor 
individualismo teórico y práctico. Cfr. TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía … 
(vol.1). op. cit.,  pp. 409 y ss. 
468 VALVERDE, CARLOS: Génesis, estructura y crisis de la modernidad. BAC. Madrid. 1996. pp. 
10 y ss. 
469 En opinión de ROBERT SPAEMAN desde el siglo XV la ciencia moderna, por razones meta 
científicas, optó por rechazar la teleología en la concepción de la naturaleza. "En la medida 
en que la naturaleza se ha convertido, en ámbito del hacer humano, consecución de fines 
humanos, hemos de prescindir de la consideración de una especie de naturaleza que tenga 
fines naturales inmanentes". Es decir, ahora se busca conocer la naturaleza para ponerla al 
servicio de objetivos humanos, de la praxis,  no tanto comprender tal cual es. Cfr. 
SPAEMANN, ROBERT: "Sobre la ontología de derechas e izquierdas". Anuario filosófico, nº 
17. 1984. pp. 80. 




instrumental o lingüística, es decir, se utilizan para referirse a una 
pluralidad de seres individuales que tienen entre sí alguna semejanza470.  
Comienza a dibujarse asimismo el principio de inmanencia según el cuál el 
hombre no conoce más que sus pensamientos pero no puede afirmar que 
reflejen la verdad de la realidad. Esta cuestión constituye el germen del 
moderno escepticismo filosófico471.  
A ello se le suma el efecto que tendrá la expansión del humanismo italiano 
durante los siglos XV y XVI hacia Francia, Inglaterra, Alemania y Países 
Bajos, corriente intelectual que manifiesta su desprecio por el razonamiento 
sistemático y las doctrinas de la ley natural de los escolásticos, y que llega 
a conquistar las universidades y el pensamiento académico septentrionales. 
Su influencia junto con la reforma protestante es determinante en la 
desaparición del pensamiento escolástico472.  
El método matemático difundido por GALILEO (1564-1642) se revela como 
la clave definitiva para interpretar correctamente y dominar la naturaleza 
material. A partir de este momento la Matemática será considerada por 
muchos como la ciencia reina y muchas otras ciencias querrán aplicar su 
método aunque difieran en su objeto de conocimiento.  
El método cartesiano es una muestra de la influencia anterior. DESCARTES 
(1596-1650) pretende constituir un sistema filosófico coherente y unificado 
utilizando un nuevo método que provoque en el lector una certeza y 
seguridad similares a los que ofrecen las matemáticas473. Son 
                                      
470 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., pp. 152-153. 
471 VALVERDE, CARLOS: Génesis, estructura y crisis de la modernidad. op. cit.,  p.146. 
472 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. El pensamiento económico 
hasta Adam Smith.  Vol. I. Unión Editorial. Madrid. 1999. p. 228. 
473 Para construir desde cero ese sistema filosófico, pone inicialmente en duda la verdad de 
todos nuestros conocimientos, y empieza a construir desde lo que él entiende como primera 
verdad incuestionable y absoluta: “Pienso, luego existo”. Aunque Descartes no realizara la 
afirmación anterior teniendo en cuenta las consecuencias que de la misma se derivarían, no 
fueron pocos sus efectos y las disciplinas que de una forma o de otra se verían influidas por 
esta nueva forma de mirar e interpretar el mundo. El criterio de certeza que asume 
Descartes y que aplica en su hipótesis primera es el de tener una idea clara y distinta de las 
cosas, es decir, no obscura ni confusa. Así las cosas que son percibidas por la razón como 
ideas claras y distintas son todas verdaderas para él. Cfr. VALVERDE, CARLOS: Génesis, 
estructura y crisis de la modernidad. op. cit., pp. 111 y ss. 




fundamentales sus aportaciones en el desarrollo y aplicación posterior del 
método deductivo, también al campo jurídico. Con la pretensión de 
encontrar el mayor criterio de certeza posible, su “pienso, luego existo” 
antepone el pensamiento al ser resultando así separados pensamiento y 
realidad, como si el primero no fuera la presencia de la segunda en la 
conciencia del hombre. Se da prioridad a la representación subjetiva de la 
realidad por encima de la realidad misma, quedando exaltada la razón 
humana como última instancia de conocimiento. La realidad pierde 
autoridad y valor. La certeza adelanta a la verdad en importancia y al 
mismo tiempo interesa más alcanzar seguridad en la representación 
subjetiva de la realidad que su correspondencia con la realidad misma. Se 
prefieren las ciencias “más representables” como las Matemáticas y pierden 
interés las ciencias de las cuestiones humanas como la Filosofía, la Teología, 
la Ética, etc. 
Como una reacción frente al racionalismo extremo continental de 
DESCARTES, se desarrolla en Inglaterra una forma alternativa de 
interpretar la realidad aunque mantiene importantes rasgos racionalistas: el 
empirismo474. Conforme al empirismo no tenemos ningún conocimiento más 
que el de los meros datos que proporcionan los sentidos (escepticismo 
gnoseológico). HUME por ejemplo, no admite que este conocimiento, 
partiendo de la experiencia, pueda transcenderla, es decir, leer aquello que 
de inteligible hay en lo sensible y formar conceptos abstractos, inmateriales 
y universales. Solo son válidas por tanto las ciencias de lo experimental475. 
                                      
474 Sus autores principales fueron  FRANCISCO BACON (1561-1626), TOMÁS HOBBES (1588-
1679), JOHN LOCKE (1632-1704) y DAVID HUME (1711-1776).  Hegel se refiere 
expresamente a este fenómeno en su Ciencia de la lógica mencionando las profundas 
transformaciones experimentadas en los últimos años por la Filosofía y en particular "por lo 
que antes de dicho periodo se llamaba metafísica" y que "fue por así decirlo, totalmente 
arrancado de raíz y ha desaparecido del conjunto de las ciencias”.  Menciona la influencia en 
el mismo de la filosofía kantiana y su defensa de que "el intelecto no debe ir más allá de la 
experiencia, porque de otra manera la capacidad de conocer se convierte en razón teorética 
que por sí misma solo crea telarañas cerebrales". Se justifica así, desde el punto de vista 
científico la renuncia al pensamiento especulativo.  Cfr. HEGEL, G. W. FRIEDRICH: Ciencia de 
la lógica. Traducción de Augusta y Rodolfo Mondolfo, de la edición alemana de 1948. Solar-
Hachette. Buenos Aires. 1968, 2ª edición en castellano. p. 27. 
475 Para HUME por ejemplo sólo existirían como tales dos tipos de ciencias, las que están 
formadas por relaciones entre ideas sin referencia alguna a la realidad, puros raciocinios 
(Matemáticas y Lógica formal) y otras que nos hablan de fenómenos de la realidad (la 




Las ciencias humanas por el contrario son ciencias nominales, sin valor 
objetivo, universal y necesario. “Con el empirismo, el hombre queda 
enclaustrado en la subjetividad de sus sensaciones, a las que llama “ideas”, 
sumido en la ignorancia de toda verdad transcendente, sin explicación 
posible del sentido de su vida, sin Metafísica y sin principios…”476. 
Por su parte KANT (1724- 1804) propone una teoría sobre el conocimiento 
que, mediando entre el racionalismo y el empirismo, termina por negar la 
posibilidad de la Metafísica como ciencia especulativa al no ser sus objetos 
de conocimiento tradicionales -el alma, el mundo, Dios- posibles contenidos 
de la experiencia477. Para KANT no caben otras ciencias que las Matemáticas 
y las que tienen por objeto material sensible como las ciencias naturales. 
Así los conceptos mentales no susceptibles de prueba empírica pertenecen a 
la Metafísica la cual es necesaria a la vez que inútil. Rechaza así el carácter 
científico de los conocimientos que solo alcanzan el nivel de lo verosímil, y 
ello a pesar de que incluso las ciencias naturales desde sus orígenes se 
apoyaran en hipótesis provisionales que podían ser modificadas por nuevos 
conocimientos478.  
Por su parte el utilitarismo479, aunque en origen una Teoría de la Ética, tiene 
repercusiones significativas en la Teoría del Conocimiento entonces vigente. 
                                                                                                                
Física). El Derecho, la Filosofía Política, la Metafísica, La Moral, la Religión son proclamadas 
sofismas e ilusiones. 
476 VALVERDE, CARLOS: Antropología filosófica. op. cit., pp. 59-60. 
477 TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía del Derecho y del Estado. Vol. 2. Del 
Renacimiento a Kant. Alianza. Madrid. 1995, 12ª edición. pp. 391 y ss. Para CARLOS 
VALVERDE la posibilidad humana de conocimiento según Kant es más bien pesimista pues 
niega la posibilidad de conocer las realidades en sí.  Estas realidades deben ser pensadas 
pero no pueden ser conocidas. Conocer sólo se puede conocer el fenómeno a través de la 
sensibilidad externa o interna. Cfr. VALVERDE, CARLOS: Antropología filosófica. op. cit., p. 
62.  
478 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "La Ciencia  y el Derecho  …". op. cit., pp.106 y ss. 
479 Se trata de una teoría calificada por los manuales como hedonista, teleológica y 
consecuencialista. Su coincidencia con la teleología aristotélica se limita a la idea de que 
existe una finalidad en el hombre y en sus acciones, pues ambas aproximaciones difieren en 
el resto de los aspectos. Para la perspectiva utilitarista el punto de partida no es la 
naturaleza sino el hombre en su individualidad. Los autores más relevantes en el 
asentamiento de sus bases teóricas son los ingleses Jeremy Bentham (1748-1832)  y John 
Stuart Mill (1806-1873). 




Para VALLET480 el utilitarismo trata de sustituir “todo intento de lograr una 
inteligencia ontológica de la realidad, en su conjunto, por la pretensión de 
racionalizar conforme una idea, sea la del desarrollo técnico o la de 
utilidad…”. Con el utilitarismo el hombre renuncia a conocer el mundo en 
sus dimensiones transcendente y metafísica, olvida sus límites y en una 
paradójica contradicción pretende construirlo a su medida. Se produce así 
una “subversión completa del acto de conocer”, pues la inteligencia no se 
emplea para contemplar el orden del universo ni para comprenderlo sino 
para sustituirlo por reglas descubiertas a priori por la inteligencia que tratan 
de imponerse a la realidad.  
 Antropología individualista y racional 
Al final de la Edad Media se sustituye la noción teleológica de la naturaleza 
humana por una concepción de la misma como causa eficiente y con ello se 
hace imposible comprender al hombre como un ser que naturalmente vive 
en sociedad. El fin deja de ser una realidad inmanente al hombre481. Al 
                                      
480 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El utilitarismo de Bentham y la ciencia de legislar". 
García Delgado, José L. ET. ALT. (Coord) Economía española, cultura y sociedad. Homenaje a 
Juan Velarde Fuertes ofrecido por la Universidad Complutense, Tomo III. Eudema. 1992.pp. 
413 y ss. Para VALLET la razón renuncia a la búsqueda de la verdad en cuanto que deja de 
buscar la esencia de las cosas. Se pierde la estructura ontológica de la realidad, de los entes 
y de la naturaleza. 
481 Cfr. SPAEMANN, ROBERT: Lo natural y lo racional: ensayos de antropología. Versión 
española realizada por  Daniel Innerarity y Javier Olmo. Prólogo de Rafael Alvira. Rialp. 
Madrid. 1989. p. 34. A lo largo del libro SPAEMAN intenta responder a la pregunta sobre 
cómo entender la "naturaleza" para que el hombre pueda también entenderse a sí mismo. 
Reconoce por tanto la "ambivalencia" del concepto "natural" y se decanta por entenderlo 
como "aquello que lleva a su plenitud el concepto de racionalidad", y no como lo que es 
"espontáneamente". (p. 19) Es decir, la naturaleza ofrece el rostro del hombre que es legible 
por la racionalidad en la medida en que el hombre no puede reconstruirse a partir de los 
conceptos de la objetividad. Menciona las cuatro preguntas que se formula Kant respecto del 
hombre, ¿qué puedo saber?, ¿qué debo hacer?, ¿qué puedo esperar?, ¿qué es el hombre?, y 
reconoce cómo la última queda sin aclaración. (pp. 21y ss) Lo que sí hace es reconocer el 
dualismo que caracteriza el enfoque de la cuestión antropológica. ES decir, el punto de vista 
fisiológico, que apunta hacia lo que la naturaleza hace del hombre, y el pragmático, o lo que 
el hombre hace de sí mismo o puede hacer. Esta dualidad dificulta la comprensión de la idea 
de libertad referida al concepto de naturaleza humana. Para Descartes por ejemplo, no es 
posible una Antropología filosófica en sentido propio.(p. 24) El desarrollo de la ciencias 
naturales modernas inicia la polémica contra el concepto mismo de naturaleza, que se 
identifica con un "reino sin transcendencia" de seres que se mueven pasivamente en los que 
se afirma aquello que ya es, exterioridad que no es por sí misma. (p. 32) Así, se hacen 
incompatibles las ideas de "ser natural" y "persona". "La consecuencia inevitable es que el 
discurso humano sobre el hombre está desprestigiado como antropomorfismo no científico" . 
(p33) ARISTÓTELES, al afirmar que el hombre es un ser naturalmente racional y social, 
partía de un concepto teleológico de la naturaleza. Es decir, es como si hubiera afirmado que 




negarse la posibilidad de que la razón pueda conocer en esencia la 
naturaleza humana y con ello su fin, se elimina la cuestión de la finalidad482. 
En Filosofía Moral se prescinde de la teleología, pieza clave del 
aristotelismo, y con ello se hace implanteable la pregunta por la vida que es 
buena para el ser humano o por sus fines483.  
El Renacimiento (siglos XV-XVI) supone una nueva comprensión del hombre 
y su exaltación en cuanto tal. El antropocentrismo se refleja en las 
manifestaciones artísticas en las que el hombre se siente poderoso y 
orgulloso de sí mismo, avanza en autonomía hasta desembocar en un 
proceso de secularización.  
Por su parte la antropología luterana tendrá una proyección decisiva en el 
humanismo posterior en la medida en que filósofos de gran influencia se 
formarán en el protestantismo (KANT, FITCHE, SCHELLING, HEGEL, 
KIERKEGAARD, NIETZCHE, MARX, ENGELS…). Se trata de una antropología 
pesimista que ve al hombre corrompido por el pecado original, que 
desprecia la naturaleza y la libertad humanas y que, por influencia del 
nominalismo, niega valor a todo conocimiento universal. Se critica la 
Metafísica, se desprecia a la razón y se invita a la introversión y al 
subjetivismo, acabándose por convertir al hombre en norma absoluta para 
sí mismo484. 
El espíritu del siglo XV frente al XIII es el individualismo, que alcanzará su 
pleno desarrollo en el XVIII. Se produce un cambio de actitud fundamental, 
en la mirada e interés del hombre desde lo transcendente a lo inmanente, 
hacia una visión del hombre como creador de la configuración histórica y 
social del mundo, cuyo esfuerzo se centra en abarcar la totalidad del 
                                                                                                                
el hombre, cuando se ha convertido, en parte por su relación con los otros, en lo que 
propiamente es, habla racionalmente y vive en comunidad.(p. 34). 
482 ESPINOSA, TULIO A.: Alasdair MacIntyre  … op. cit., p. 96. 
483 Ibídem, p. 115. 
484VALVERDE, CARLOS: Antropología filosófica. op. cit., pp. 56-57. 




conocimiento y de la experiencia “para actuar sobre la naturaleza y el 
hombre mismo”485.  
La declaración cartesiana del “pienso, luego existo”, implica una afirmación 
del yo pensante frente a todo lo que no sea ese yo, poniendo así distancia 
con todo lo otro y con todos los otros. Los otros dejan de formar parte de 
mi ser de persona. Antropológicamente esta idea implica dejar de concebir 
al hombre como un ser abierto a los otros “con los cuales realiza su misma 
esencia de persona”486. La sociedad se entiende desde los individuos que la 
componen, como un agregado, y con ello los bienes públicos y comunes se 
descomponen en términos de bienes individuales. 
La idea de igualdad entre los hombres sigue presente en las distintas 
antropologías aunque se incorporan elementos nuevos: conforme a la 
antropología materialista hobbesiana la naturaleza ha hecho iguales a los 
hombres tanto en las facultades del cuerpo como en las del alma.  
La concepción antropológica cartesiana complementa en la Ilustración del 
siglo XVIII487 al empirismo inglés que entiende al hombre como un ser de 
sensaciones y que prioriza la subjetividad. Su razón e instintos naturales 
son suficientes para discernir entre lo bueno y lo malo y para permitirle 
alcanzar la felicidad. La reflexión sobre el hombre se hace materialista488, 
siendo en última instancia la aversión y el deseo los dos motores que 
mueven las acciones humanas. Se produce un cambio en el papel de los 
fines en la vida del hombre, pues este, al igual que toda la naturaleza, no 
                                      
485 TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía del Derecho y del Estado…..(Vol. 2) op. 
cit., pp. 3 y ss. 
486 VALVERDE, CARLOS: Génesis, estructura y crisis de la modernidad. op. cit., pp. 111 y ss. 
487 En opinión de DALMACIO NEGRO se trata de un concepto-categoría resultado de un cierto 
reduccionismo  histórico y que “(...) no es más que la idea natural, en contraste con cultura 
o educación, de que mediante la enseñanza científica el hombre puede conocer y actuar con 
claridad y seguridad”. Cfr. NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. Unión 
Editorial. Madrid. 2004. p. 35. 
488 La ética utilitarista identifica en la búsqueda de placer y en la huida del dolor los móviles 
básicos dispuestos por la naturaleza para dirigir la acción humana. “Cada hombre, cada 
mujer, es el juez de su propia felicidad y cada uno elige en qué consiste en cada caso y en 
cada circunstancia concreta.” GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar. 
Presupuestos éticos y políticos. Tesis doctoral. Universidad de Barcelona. Barcelona. 2000. p. 
50. 




actúa ya movido por un fin natural al que tiende sino por una causa motora 
que puede localizarse en sus pasiones. Las premisas filosóficas que influyen 
sobre HOBBES, por ejemplo, presuponen una antropología determinista, 
conducida por el mecanicismo, en la que la voluntad es un juego mecánico 
de afectos y pasiones, sin auténtica libertad489. Por otro lado se trata de un 
modelo de hombre en permanente insatisfacción, egoísta, en continua 
pugna y competencia contra los demás, que desconfía del otro y que siente 
miedo ante la muerte490. Junto a la idea de felicidad como insaciable 
persecución de deseos el hombre siente también necesidad de seguridad y 
de paz491. Así, lo que en un principio fue considerado como un elemento 
negativo, el egoísmo humano, llegó a ser canonizado por muchos autores 
hasta convertirse en postulado de la Filosofía social, quedando abierto el 
camino para su legitimación492.  
El concepto de libertad resulta profundamente alterado. Hasta la 
Modernidad la libertad se define en sentido positivo y se vincula 
especialmente con la pertenencia e interacción respecto de una comunidad 
vital. En este concepto está ausente el sentimiento individualista que se 
aprecia con posterioridad493. La libertad se convierte así en una “libertad de 
                                      
489 La moral kantiana sin embargo es personalista, en ella se exalta la dignidad de la persona y 
su libertad por encima del mecanismo de la naturaleza. El hombre es fin en sí mismo, no 
puede ser objeto de manipulación, merece todo el respecto. Cfr. VALVERDE, CARLOS: 
Antropología filosófica. op. cit., p. 62.  
490 Al referirse a la Ilustración DALMACIO NEGRO atribuye una de sus causas a la decisión 
metafísica de Hobbes tan importante o más que el “pienso luego existo” cartesiano. Este se 
funda en la duda metódica, aquel en el miedo, el temor a la muerte. NEGRO, DALMACIO: Lo 
que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 63. 
491 Este es básicamente el modelo de hombre que puede encontrarse en la antropología de 
THOMAS HOBBES. No puede entender al hombre como ser al que pueda convenirle lo bueno 
sino que le mueve un deseo interno ciego que no puede venir limitado por algo interno. Sólo 
el temor pone límite a ese deseo, ocupando el Estado el lugar de garante de su propia 
conservación. " La función social de conservarse se convierte en el criterio supremo de la 
verdad metafísica y religiosa" SPAEMANN, ROBERT: "Sobre la ontología de derechas e 
izquierdas". op. cit.,  p. 84. 
492 Respecto a las conclusiones anteriores resultan significativas las aportaciones siguientes: 
SABINE, G.H.: Historia de la Teoría política. Tr. V. Herrero, México-Madrid. Fondo de Cultura 
Económica. 1981.11ª., p. 353; BERNS L. Thomas Hobbes, en STRAUSS, CROPSEY (Comp): 
Historia de la filosofía política, Fondo de Cultura Económica, México. 1993. p. 382. Ambos 
citados por GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., p. 121. 
493 Consecuencia del escepticismo gnoseológico se pierde la confianza en el uso de la razón y 
con ello desaparece el concepto del bien del hombre. Con ello, la libertad deja de tener una 




indiferencia”, individualista, consistente en estar libre de obstáculos 
externos como pueden ser los demás hombres. La simplicidad conceptual de 
esta idea y su aparente conexión con la vivencia cotidiana de la libertad 
explican buena parte de su éxito494. 
En coherencia con el proceso anterior se aprecia la ausencia de un sólido 
concepto y de una práctica de las virtudes intelectuales y morales. Se 
anteponen además las regulaciones a dichas virtudes cuando no puede 
entenderse la función y autoridad de las reglas sin atender a las virtudes495. 
El “proyecto ilustrado” pretende ofrecer una justificación racional de la 
moralidad desde un abierto rechazo a la tradición de las virtudes. “El olvido 
de las virtudes personales y sociales deja sin asidero la pretensión de un 
modo de vida que sea humana en sentido pleno”496 . La pérdida de los fines 
y del sentido relacional del ser humano, la imposibilidad de conocer el bien 
objetivo sobre sí mismo y la influencia del subjetivismo, desembocan en lo 
que ha sido descrito por algunos autores como fragmentación o 
compartimentación del yo. El individuo construye su identidad sin una 
unidad de criterio que le guie en su actuación dentro de los distintos 
ámbitos sociales en los que participa. “La Modernidad desconfía de la 
discusión racional acerca de los principios, y de las nociones de “vida 
buena” y por ello trata de abstraerlos, sin pretender alcanzar nociones 
sustantivas y comprehensivas sobre el bien común”497. Es decir, se separan 
el yo y sus intereses de las normas y exigencias sociales, reduciéndose las 
posibilidades de que la persona se beneficie de los bienes derivados de la 
                                                                                                                
referencia a ese bien y se identifica con ausencia de límites externos. La conciencia subjetiva 
autónoma pasa a ser la única regla. 
494LLANO, ALEJANDRO: Humanismo cívico. Ariel. Barcelona. 1999. pp. 60 y ss. Para el autor la 
libertad negativa es inviable puesto que para realizarse y conquistar su identidad el hombre 
necesita interactuar con los otros, ejercitar las virtudes personales e intelectuales. Solo a así 
es capaz de vencer sus obstáculos internos, resolver sus conflictos éticos y decidir. Es la 
diferencia entre el “llega a ser lo que eres” de Píndaro y el “sé tú mismo” que encierra la 
libertad entendida en sentido negativo. 
495 ESPINOSA, TULIO A.: Alasdair MacIntyre … op. cit., p. 40. 
496 Ibídem, p. 173. 
497 GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair 
MacIntyre. op. cit., p. 213. 




cooperación social. Uno de los bienes que se pierde es precisamente una 
concepción coherente del bien para la persona y para la sociedad498 . 
Como también se mencionó del utilitarismo respecto de la Teoría del 
Conocimiento, el principio de utilidad se constituye en principio normativo, a 
la vez que descriptivo, de la conducta, individual y colectiva. Conforme a la 
tradición utilitarista el fin del hombre sigue siendo la felicidad pero ese fin 
ya no se ubica en la naturaleza humana ni tiene el hombre que someterse a 
él. Como consecuencia de la idea de autonomía absoluta de la voluntad es 
el hombre el único juez de sus fines, creándose así una separación entre el 
bien individual y el bien común. El hombre, medida de todas las cosas, se 
auto-reduce al prescindir de todo valor que no sea utilitario y mensurable, 
asimila su espíritu al de la materia, se cosifica, es cantidad que se mide y 
pesa. La sociedad se reduce también a ser un “mecanismo” y no un 
“organismo”, se somete a la realización de un plan, no de un orden, a la 
“construcción de un plan económico social, no a la edificación de un orden 
moral y comunitario”. El hombre retrocede de homo sapiens a homo faber, 
lanzándose al facere de cuanto cree útil499. El utilitarismo, además de 
simplista e imprevisor, es un evidente reduccionismo de la naturaleza del 
hombre, una medida unidimensional de un ser que tiene otras 
dimensiones500.  
Esta nueva antropología resultante de la Modernidad tendrá unos efectos 
continuados en la Historia de toda la Filosofía posterior, circunstancia que 
                                      
498 Sobre esta misma idea pueden verse distintas aportaciones o perspectivas: Cfr. 
MACINTYRE, ALASDAIR: Tres versiones rivales de la ética (Enciclopedia, Genealogía y 
Tradición). Rialp. Madrid. 1992.p. 241; Con la doctrina ética que inicia Kant se produce la 
separación entre felicidad (vida lograda) y obrar justo. Con ello la moralidad derivada del 
respeto a la ley y la satisfacción de inclinaciones egoístas convergerán meramente como 
unión extrínseca. SPAEMANN, ROBERT: Felicidad y benevolencia. Versión española de José 
Luis del Barco. Rialp. Madrid. 1991, versión original de 1989.p. 19. 
499 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El utilitarismo de Bentham y la ciencia de legislar". op. 
cit., pp. 426-427. 
500 Para Bentham todas las ideas del hombre dimanan de la influencia del placer y del dolor en 
nosotros. El objeto del hombre es buscar placer y evitar el dolor. El principio de utilidad todo 
lo hace depender de esos dos agentes. En Benthan se pueden apreciar claros signos de su 
posición inmanentista. Cfr. VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El utilitarismo de Bentham y la 
ciencia de legislar". op. cit., pp. 416-419. 




VILLEY501 reconoce precisamente cuando reflexiona sobre el Derecho: "… en 
filosofía general (hay siempre dependencia de los principios de todas las 
artes en cuanto a la visión general del mundo) ha prevalecido una 
concepción del hombre como ser aislado y encerrado en sí mismo: el 
individualismo". Este modelo de hombre supone además, para la 
Antropología, una limitación en su propia capacidad para pensar en el ser 
humano y comprenderlo, circunstancia que BUBER resalta tras analizar 
distintas corrientes modernas y contemporáneas: "una antropología 
individualista que no se ocupa esencialmente más que de la relación de la 
persona humana consigo misma, de las relaciones entre el espíritu y los 
impulsos dentro de ella, etc., no puede llevarnos a un conocimiento de la 
esencia del hombre"502. 
 Nacimiento del Estado moderno protector 
Ya en el Renacimiento se comienza a identificar indicios de crisis en las 
sociedades occidentales en su transición desde la Cristiandad medieval al 
Estado moderno503. 
Durante los siglos XVI a XVIII una serie de autores permeados de la 
Filosofía y Antropología predominantes van aportando los elementos 
teóricos para una Teoría Política que cristalizará en el nacimiento del Estado 
moderno504.  El hombre del que habla MAQUIAVELO (1469-1527) por 
                                      
501 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía …. op. cit., p. 144. 
502 BUBER, MARTIN: ¿Qué es el hombre?. Fondo de Cultura Económica. México, D.F. 1974.p. 
141. 
503 Como ya se apuntó, durante los siglos XV y XVI, un humanismo devoto de la literatura 
clásica, caracterizado por un pensamiento político absolutista y el desprecio por el 
razonamiento sistemático y las doctrinas de la ley natural de los escolásticos, se extendió 
desde Italia hacia Francia, Inglaterra, Alemania y Países Bajos llegando a conquistar el 
pensamiento de las universidades e influyendo junto con la reforma protestante en la 
desaparición del pensamiento escolástico y en la preparación del camino que conducía al 
Estado absoluto. ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. …  Vol. I. op. 
cit., p. 228. 
504 La nueva idea de contrato social parte de la de un estado de naturaleza diferente a la de 
naturaleza humana y sociedad humana hasta entonces vigente, difiriendo de unos autores a 
otros según una concepción antropológica más o menos pesimista. TRUYOL Y SERRA, 
ANTONIO: Historia de la Filosofía del Derecho y del Estado … (Vol. 2) op. cit., p. 194. Según 
este autor Rousseau (1712-1778), por ejemplo, presta atención al llamado “estado de 
naturaleza del hombre” y en este a la libertad como esencia del ser humano, nacido además 
igual a los otros y bueno. No reconoce un impulso social natural. La desigualdad surge de la 




ejemplo, es un hombre solitario y egoísta que busca su propio interés y que 
será el antecedente del hombre del “estado de naturaleza” posterior. “En el 
mundo antiguo y el medieval, el egoísta es alguien que ha cometido un 
error fundamental acerca de dónde residen su propio bien y por ello se 
autoexcluye de las relaciones humanas…..Para muchos pensadores de los 
siglos XVII y XVIII la noción de un bien compartido por el hombre es una 
quimera aristotélica; cada hombre busca por naturaleza satisfacer sus 
propios deseos"505. En el origen de este fenómeno se encuentra lo que para 
algunos autores506 es un concepto deformado de libertad. Conforme al 
mismo se insta al ciudadano a que se plantee metas de realización personal 
de carácter meramente individual, sobre las que la comunidad afirma no 
querer influir. 
Por su parte T. HOBBES (1588-1679), calificado por LEO STRAUSS como 
fundador de la Modernidad, elabora su teoría política del contrato desde la 
idea de un hombre que no es ni social ni político507. Solo puede llegar a 
                                                                                                                
aparición de la propiedad privada, de la codicia de bienes superfluos, de rivalidades, así 
como de la perversión de las costumbres. De esta lucha entre unos y otros surge el Estado 
instaurado para asegurar los privilegios de los fuertes. Las condiciones que garantizan la 
vuelta a la igualdad y libertad originarias son las de un gobierno legítimo, condiciones que se 
dan en el contrato social por el cual el ciudadano se somete a la voluntad general, que tiene 
por fin el bien de todos y que se expresa en la ley. Respecto a su contenido, Rousseau no 
establece límite material alguno salvo la delimitación formal de la coacción legítima.  De aquí 
se deriva un voluntarismo radical y una concepción puramente formal del Derecho como 
expresión de la voluntad general. El contrato social confiere así a la comunidad un poder 
absoluto sobre los individuos, soberanía, proyectada en la legislación. Otorga al soberano la 
facultad de formular una “religión civil” de observancia obligatoria que y relativa a 
sentimientos de sociabilidad dirigidos a formar buenos ciudadanos y súbditos fieles. pp. 342 
y ss. 
505 MACINTYRE, ALASDAIR: Tras la virtud. op. cit., pp. 281-282. 
506 Resultan en esta cuestión muy interesantes los análisis que realiza GARCÍA DE MADARIAGA 
acerca de la crítica de MacIntyre al concepto de libertad que se desarrolla tras la 
Modernidad. Cfr. GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en 
Alasdair MacIntyre. Tesis doctoral. Universidad Complutense de Madrid. 2004. 
507 Dentro de los filósofos individualistas modernos se encuentran distintas variantes al análisis 
del “estado de naturaleza” de Hobbes y su propuesta de Contrato Social (…los “derechos 
naturales de los individuos”  con Locke, menos pesimista que Hobbes,  o Wolf, entre otros, o 
el utilitarismo de J. Bentham (1748-1832)), siendo el origen de muchas de estas 
aportaciones nuevamente una concepción individualista de la naturaleza humana. Esta teoría 
parte de" la existencia de una situación pre-social en la que los individuos viven aislados sin 
ningún tipo de cooperación. Cada uno realiza su propia producción y se preocupa de 
defenderla. Estos individuos pre-sociales  se dan cuenta, sin embargo, de que pueden 
mejorar su situación mediante la cooperación y, como resultado, se reúnen en asamblea 
para establecer los principios que han de regular su unión. (...) Los términos de este acuerdo 




serlo mediante un acuerdo o consenso artificial “que en vez de dejar 
depender la libertad social y política directamente del libre arbitrio como 
una dimensión ontológica del ser humano, la pone en dependencia de la 
voluntad humana, encarnada en forma despersonalizada, objetiva, en 
Leviatán, el Estado”508. Se convierte éste en “una morada de seguridad y 
paz” y justifica por su parte la monopolización de la actividad política. El 
Leviatán propone “las reglas de la nueva ordenación mecanicista de la vida 
humana colectiva de la que resulta el más gigantesco y decisivo de los 
artefactos concebibles”509.  
A la fuerza de las ideas se unió la de los acontecimientos. Durante los siglos 
XVI y XVII Europa se convierte en campo de batalla por intereses religiosos, 
políticos y territoriales y se crea un clima de desconfianza en las 
posibilidades del propio hombre de vivir en paz consigo mismo y con los 
demás hombres. En este contexto en el que la guerra resulta ser el estado 
natural del hombre surge la necesidad de un poder que garantice la 
seguridad y tranquilidad públicas y asegure el disfrute pacífico de los 
                                                                                                                
libremente aceptado por todos los miembros de la sociedad constituyen el contrato social." 
Cfr. ZUBIRI, IGNACIO: "Justicia distributiva: enfoques nuevos a un problema antiguo". 
Hacienda pública Española, nº 91. 1984. pp. 280-281. La teoría del pacto social ha sido 
contestada por muchos autores y desde distintos puntos de vista, especialmente el que tiene 
que ver con su desconocimiento de la sociabilidad natural del hombre. Así por ejemplo 
JAVIER HERVADA afirma:  "La sociedad política no existiría si no dependiese de un núcleo 
natural de asociación política. Por eso, no tiene base suficiente- resulta imposible-la teoría 
del pacto social, según la cual el hombre sería por naturaleza asocial y la sociedad sería el 
fruto de un pacto entre los hombres. Nada cultural, por consenso o pacto en este caso es 
posible al hombre si no existe una base natural". Cfr. HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el 
derecho? … op. cit., pp. 176-177. Por su parte KAROL WOJTYLA también se refiere 
expresamente a la antropología que se encuentra tras “el contrato social”.  En su opinión la 
característica cualidad de ser social que existe en el hombre está profundamente enraizada 
en su naturaleza. Por ello, el hecho de asociarse con otros hombres no depende de su 
voluntad, y con ello la sociedad y la vida social no es fruto de un contrato en el sentido en 
que lo han afirmado Hume, Hobbes o Rousseau. Si así fuera podría en cualquier momento 
romper o modificar dicho contrato puesto que el individuo es anterior a la sociedad. Una 
consecuencia fundamental de estas premisas de carácter individualista seria que la justicia y 
el amor, como virtudes sociales, no tendrían razón de ser." Y no tienen razón de ser porque 
la extensión de la libertad del individuo en tal estructura no les permite existir. En el ámbito 
de un contrato, o incluso de varios contratos sociales, se puede llegar a una imitación de lo 
que se llama justicia y amor, pero estas en sí, no pueden ser creadas. Si el hombre estuviera 
orientado por naturaleza exclusivamente a su bien individual no sería capaz de querer 
profundamente el bien de otro hombre y mucho menos el bien común de la sociedad". Cfr. 
WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre….. op. cit., p. 96. 
508 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 61. 
509 Ibídem. 




bienes. Fue en este contexto en el que surge el Estado moderno 
protector510. Se trataba de organizar la vida colectiva de manera correcta 
según la razón dando entrada al utilitarismo y al consecuencialismo, que 
prescinden de las distinciones cualitativas como la diferencia entre lo 
superior y lo inferior511. Por otro lado y como consecuencia del 
individualismo y de las teorías utilitaristas, el papel del Estado se hace 
necesario para conjugar el interés personal con el interés común, 
sustituyéndose la noción de bien común por la de suma de intereses 
particulares. 
"El Estado se constituyó en la Edad Moderna como forma de organización 
artificial de los grupos nacionales, no como expresión del desarrollo natural de 
la esencial sociabilidad humana. Habiendo sido su finalidad el imponer la paz 
en conflictos de carácter religioso, partió de la idea de que la naturaleza 
humana es por sí misma conflictiva y solo puede conseguir la paz mediante la 
superación de los grupos naturales y una estructuración artificial de la 
sociedad al servicio del poder dominante que impone la paz. Sin embargo, la 
sociabilidad es algo esencial de la naturaleza humana y no las contingentes 
estructuras artificiales de gobierno social….La sociedad humana se va 
organizando, pues, de abajo arriba..... un orden natural de la organización 
social no debe partir de la instancia artificial del Estado, sino de los 
                                      
510 Son frecuentes las referencias que pueden encontrarse a esta realidad en distintos autores. 
ALVARO D´ORS califica al Estado como organización artificial creada para la resolución de 
conflictos religiosos y no como desarrollo de la esencial sociabilidad natural del hombre. Se 
sustenta sobre la idea de una naturaleza humana conflictiva. Cfr. D´ORS, ÁLVARO. Nueva 
introducción al estudio del derecho. Cívitas. 1999. p. 147; ANTONIO TRUYOL Y SERRA señala 
que el Estado moderno surge como resultado de un verdadero conflicto entre reyes y 
príncipes territoriales contra el universalismo imperial y pontificio y contra “el particularismo 
de los derechos y privilegios feudales, estamentales y corporativos ó municipales”. Cfr. 
TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía del Derecho  …(Vol. 2) op. cit., p. 115. 
Para MIGUEL AYUSO El tránsito desde el gobierno al Estado moderno  aparece en el siglo XVI 
como reacción ante la anarquía provocada en algunos pueblos europeos tras las guerras de 
religión.  Se trata así de una entidad artificial fruto del contrato social y dotado de soberanía 
que se impone como fundamento del orden civil. Cfr. AYUSO, MIGUEL: ¿Ocaso o eclispse del 
Estado? Las transformaciones del derecho público en la era de la globalización. Marcial Pons. 
Madrid. 2005. pp. 35 y ss; Para DALMACIO NEGRO El Estado es una forma de orden no 
natural como el gobierno, sino artificial. Su idea consiste en concentrar todo el poder para 
resolver los conflictos y acaba imponiendo su propia idea de orden destruyendo con ello el 
consenso social. No es casualidad que haya surgido en el contexto de las guerras civiles de 
religión que asolaron Europa en los siglos XVI y XVII. NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La 
situación de las sociedades europeas. La desintegración del êthos y el Estado. IIES, 
"Francisco de Vitoria" y Unión Editorial. Madrid. 2008.p. 39. 
511 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 61. 




fundamentos asociativos naturales, empezando por la familia hasta llegar a la 
más alta agrupación de los "grandes espacios""512. 
Para algunos autores, el Estado, construcción del racionalismo político, 
concentra y absorbe todo el poder, no solo política sino jurídicamente, 
arrogándose así el poder de crear el Derecho. Esto puede explicarse en la 
medida en que el nominalismo, desde el punto de vista político, no fue 
capaz de proporcionar criterios de ley natural que oponer al Estado, lo que 
facilitó el creciente absolutismo estatal del Renacimiento513. Pretende 
asimismo remediar la anarquía del “hipotético estado de naturaleza” siendo 
un único punto de referencia incluso para la determinación del bien y del 
mal514. Sin salir del nominalismo, J. BENTHAM515, por ejemplo, fundamenta 
Estado, Moral y Derecho en su utilidad. La utilidad general se convierte en 
el principio del raciocinio de la legislación.  
La utilidad también fue considerada elemento dinamizador esencial de la 
sociedad, no solo en su faceta jurídica, sino en la económica. En este 
sentido se ha apuntado la influencia significativa que tuvieron las 
aportaciones de A. SMITH, no solo en relación a cuestiones de Economía 
Política, sino en la configuración de la sociedad como tal. Es decir, aunque 
el escocés considera la simpatía, la amabilidad recíproca o la benevolencia 
como tendencias naturales del hombre como ser moral, a la hora de 
describir la dinámica que caracteriza las relaciones humanas y que permite 
satisfacer sus necesidades, concluye describiendo al hombre como un 
                                      
512 D´ORS, ÁLVARO. Nueva introducción ….  op. cit., pp. 147-148. La misma idea la 
encontramos en DALMACIO NEGRO para el que el hombre además de un animal político es 
una animal social. El orden político se encuentra dentro del orden social que es previo, 
aunque el primero es importante de cara a mantenerlo unido y darle seguridad. Con el 
contractualismo político, el artificialismo ha ido progresando y con ello la pérdida de la 
realidad acelerada desde el Romanticismo. Para Hobbes es como si antes del Estado la 
sociedad sólo co-existiera y gracias al contrato social, pudiera convivir. Cfr. NEGRO, 
DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 13. 
513 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. … Vol. I. op. cit., p. 103. 
514 AYUSO, MIGUEL: ¿Ocaso o eclispse del Estado?  … op. cit., pp. 36 y ss. 
515 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El utilitarismo de Bentham y la ciencia de legislar”. op. 
cit., pp. 411 y ss. 




mercader y a la sociedad como un mercado516. Se trata esta de una visión 
que se aproxima a la visión comercial de LOCKE de sociedad como un 
contrato que asegura la propiedad presente y la futura y que, extrapolada y 
en el caldo de cultivo existente, ha ejercicio indudable influencia en la 
configuración del modelo antropológico del homo economicus517. “Llevado a 
sus últimas consecuencias esta visión de la sociedad como mercado 
convertiría todas las relaciones entre los hombres en relaciones basadas en 
la utilidad, y no en la amistad o en otro tipo de motivos518.  
Cabe resaltar por último otro fenómeno social que influirá de forma 
importante tanto en el papel atribuido al Estado en su realización del “bien 
común” como en la manera de vivir del hombre en comunidad. Se trata del 
fenómeno que se ha descrito como la ruptura del sistema de vigencias 
básicas que configuraba el ethos europeo, el desvanecimiento de “la vieja 
ética que enseñaba a estar en el mundo” o también la desintegración del 
sistema de relaciones de confianza consustanciales a ese ethos519. Otros 
                                      
516 “El hombre reclama en la mayor parte de las circunstancias la ayuda de sus semejantes y 
en vano puede esperarla sólo de su benevolencia. La conseguirá con mayor seguridad 
interesando en su favor el egoísmo de los otros y haciéndoles ver que es ventajoso para ellos 
lo que les pide. Quien propone a otro un trato le está haciendo una de esas proposiciones. 
[...] No es la benevolencia del carnicero, del cervecero o panadero la que nos procura el 
alimento, sino la consideración de su propio interés. No invocamos sus sentimientos 
humanitarios, sino su egoísmo; ni les hablamos de nuestras necesidades, sino de sus 
ventajas.” “El hombre vive así, gracias al cambio, convirtiéndose, en cierto modo, en 
mercader, y la sociedad misma prospera hasta llegar a ser lo que realmente es, una sociedad 
comercial.” SMITH, ADAM. La riqueza de las naciones. Alianza Editorial. Traducción de Carlos 
Rodríguez Braun, Madrid, 1994. 
517 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., pp. 184 y ss. 
518 Ibídem, p. 188. La autora afirma no obstante que no sería lícito concluir que en su sistema 
prime el criterio utilitarista, pues el propio Adam Smith reconoce que aprobamos algo no 
porque sea útil sino porque es verdadero, bueno y real. Sin embargo, aunque el justificante 
último de todo sea en teoría un sentimiento moral de simpatía, en la práctica tiende a 
coincidir con un sentimiento de utilidad. “A pesar de que el autor inglés puso en guardia 
contra el Utilitarismo, una consideración superficial de su doctrina podía dar lugar a lo que 
ésta criticaba y rechazaba.” Ibídem. p. 197. Pueden encontrarse no obstante más referencias 
al papel del Adam Smith en la configuración de la razón de Estado del Estado moderno. Así 
por ejemplo A. LLANO señala que su origen se encuentra tres elementos fundamentales: la 
pasión privada del individuo frente a la voz pública del ciudadano (Hobbes), la propiedad en 
lugar de la virtud (Locke) y la “imaginación comercial” que reduce todas las cosas a bienes 
útiles en lugar de la Ética política (A. Smith). Cfr. LLANO, ALEJANDRO: Humanismo cívico. 
op. cit., p. 41. 
519 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., pp. 38-39. Dalmacio 
vincula este proceso especialmente con la Revolución francesa. En su opinión el êthos de lo 
social es un sentimiento o visión común, colectiva, de la realidad, que le da unidad a la 




autores se refieren a este fenómeno desde otro punto de vista, como un 
proceso de secularización que se desarrollará en Europa especialmente 
desde la Revolución Francesa. Consiste este proceso en confinar a la esfera 
de lo privado los sistemas de creencias individuales, incluidas las religiosas, 
manteniendo la esfera pública gobernada únicamente por procesos de 
racionalización, incluyendo la legislación520. HEGEL lo menciona también 
indirectamente al analizar las profundas transformaciones por las que ha 
pasado la Metafísica, reconociendo que es si es asombroso que “hayan 
llegado a ser inservibles para un pueblo su ciencia del Derecho, sus 
principios, sus costumbres morales y virtudes, del mismo modo debe ser no 
menos asombroso que un pueblo pierda su metafísica, y que el espíritu, que 
se ocupaba de su esencia pura, ya no tenga una existencia real en él”521. 
b) La justicia en el Derecho: justicia como idea 
La Filosofía jurídica se verá directamente influida por las nuevas filosofías 
acerca del conocimiento y de la ciencia así como por la Antropología y la 
Teoría Política que se configuran tras el Renacimiento. Para resaltar más la 
conexión entre éstas y el concepto imperante de justicia, el desarrollo del 
epígrafe se realiza en torno a elementos clave que la han configurado: el 
nominalismo, el racionalismo y el utilitarismo. Seguidamente se apuntará 
cuál fue la puerta de entrada al positivismo posterior y cómo el 
individualismo torna la justicia como reparto en justicia como “derecho 
subjetivo”, introduciendo así una falsa dicotomía entre el bien individual y el 
colectivo. El efecto de todo ello sobre el principio de justicia se hace más 
                                                                                                                
sociedad, al pueblo, y la misión del gobierno es velar por ese êthos a través del Derecho, su 
fin es custodiar la manera de vivir. El Estado es una forma de orden no natural como el 
gobierno, sino artificial. Su idea consiste en concentrar todo el poder para resolver los 
conflictos y acaba imponiendo su propia idea de orden destruyendo con ello el consenso 
social. No es casualidad que haya surgido en el contexto de las guerras civiles de religión que 
asolaron Europa en los siglos XVI y XVII.  
520 ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad posmoderna: propuestas para la acción 
político-económica". Revista Cultura Económica, nº 70. 2007. p. 26. STEFANO ZAMAGNI es 
catedrático de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Bolonia y profesor de 
Economía Política Internacional de la Universidad John Hopkins (USA). También es consultor 
del Pontificio Consejo Iustitia et Pax y ha trabajado como asesor económico de los Papas 
Juan Pablo II y Benedicto XVI. Ha participado en diversas actividades organizadas por el 
Instituto de Estudios Económicos y Sociales de la Universidad Francisco de Vitoria. 
521 HEGEL, G. W. FRIEDRICH: Ciencia de la lógica. op. cit.,  p. 27. 




evidente conforme se desdibujan conceptos clave que sirven de referencia 
al citado principio: finalidad-teleología, bien común compartido, relación 
entre las partes y el todo común. 
 Nominalismo y teoría del impuesto: del noúmeno al fenómeno 
Como efecto del nominalismo y conforme a lo que ya se apuntó, al negarse 
la realidad de los términos abstractos y universales, la Filosofía jurídica se 
aparta de la ciencia clásica aristotélica centrada precisamente en las 
esencias o cualidades universales. En este sentido, como el nominalismo no 
reconoce definiciones de cosas sino que las asimila a instrumentos 
meramente lingüísticos, tampoco admite la realidad de términos jurídicos 
tan significativos como “justicia”, “relación” o “proporción”.  
Hasta la Modernidad la idea de justicia se relaciona con la restauración de 
un orden natural, un orden cuyo origen no es humano, del que resulta una 
armonía, un equilibrio, entendiendo que solo bajo ese orden podía haber 
una paz auténtica. El nominalismo, al no reconocer la existencia de ese 
orden sino solo la de cosas individuales y concretas, deja a la justicia sin su 
referente externo y objetivo, sin las categorías o esencias (noúmenos) que 
se manejaban hasta el momento, como puede ser la Teoría del impuesto 
justo y sus elementos constitutivos.  
Estas “esencias” (de lo que el impuesto es) se sustituyen por los fenómenos 
que históricamente se van sucediendo. En su propuesta de definición del 
Derecho el nominalismo rechazará los fines y fuentes de conocimiento 
consolidados desde ARISTÓTELES, perdiendo con ello como referencia en la 
determinación del suum el orden inscrito en la realidad. 
 Autosuficiencia y racionalismo: de la ley natural a la ley 
racional 
En medio de un mundo agobiado por luchas políticas y de religión, fruto en 
ocasiones de dogmatismos intransigentes, la confianza en la razón humana 
introdujo un sesgo racionalista en la visión del Derecho natural522. El 
                                      
522 El iusnaturalismo racionalista conoce su auge en la Alemania de los siglos XVII y XVIII 
siendo Pufendorf (1632-1694) uno de sus máximos exponentes. En su fundamentación del 




Derecho natural pasa a convertirse en creación de la razón apoyada en sí 
misma523 y como la única manera de fundamentar el Derecho y la Política. 
“La Modernidad,…, por influencia del racionalismo, traslada a la justicia al 
plano de un intelecto descomprometido con las circunstancias del sujeto 
(…). Ese intento de la razón por hallar modelos de justicia válidos 
intemporalmente, ignora que los contextos donde pueden surgir los 
modelos de justicia son siempre relevantes para hacerse ellos mismos 
inteligibles, discutibles y aplicables”524. La filosofía kantiana por su parte 
transciende en este mismo sentido de forma importante en el ámbito 
jurídico525. Por un lado se ha señalado que su influencia favorece el deseo 
de autosuficiencia de la sociedad para darse sus propias normas de 
funcionamiento sin tener que depender de nada externo526. Por otro lado, la 
concepción antropológica de KANT supone que sea imprescindible que el 
Derecho sea imperativamente normativizado por una voluntad superior e 
impuesto de forma coactiva527. Así, fueron las premisas del racionalismo y 
                                                                                                                
Derecho natural sigue una vía intermedia entre Grocio y Hobbes. Admite en el hombre un 
instinto social pero lo deriva del interés, por cuanto los hombres, como consecuencia de la 
indigencia en que se encuentran, se necesitan unos a otros. Así, como en el caso de Hobbes, 
señala Pufendorf que la paz y la seguridad es el fin del Estado. Cfr. TRUYOL Y SERRA, 
ANTONIO: Historia de la Filosofía  … (Vol. 2) op. cit., pp. 263 y ss. 
523 Destaca HUGO GROCIO (1583-1645) por sus aportaciones en las que trata de superar la 
antinomia existente entre el intelectualismo (escolástica) y el voluntarismo (OCKHAM). 
Entiende el Derecho natural como aquello que la recta razón demuestra conforme a la 
naturaleza social del hombre, principios del Derecho que pueden deducirse en gran parte a 
priori, con precisión matemática, de verdades axiomáticas evidentes por sí mismas. Esta 
postura contrasta con la de SANTO TOMÁS y sus seguidores, para los que la evidencia es 
mucho mayor en cuestiones teóricas que en las prácticas, dada la contingencia de las 
acciones humanas. Con esta nueva orientación se amplia el contenido del Derecho natural. 
Cfr. TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía….( Vol. 2) op. cit., pp. 199 y ss. 
524 GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair 
MacIntyre. op. cit., p. 215. 
525 Por influencia de Locke y especialmente de Kant, el conocimiento científico queda reservado 
a los fenómenos. Las esencias invisibles o “noúmenos” quedarían fuera del campo científico 
del conocimiento. Ya desde Descartes tampoco sería posible un conocimiento objetivo de la 
justicia pues este conocimiento solo es posible sobre aquellas cuestiones que puedan resultar 
evidentes. Las cosas existen porque pueden ser conocidas (idealismo cartesiano). 
526 CORRAL GUERRERO, LUIS: "Derecho Financiero y derecho natural". Revista de derecho 
financiero y Hacienda pública nº 201. 1989. p. 684. 
527 Cfr. VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "La Ciencia  y el Derecho  …". op. cit., pp. 112 y ss. 
En opinión de VALLET Kant proyectó en el hombre el dualismo cartesiano de la res cogitans y 
res extensa que preside asimismo su perspectiva sobre la ciencia y sobre el Derecho y su 
teoría de la libertad. 




del iluminismo jurídico los que anularon toda posible referencia del Derecho 
(también del tributario y presupuestario) a una ley natural exterior, anterior 
y objetivamente definida. Con ello la causa final del impuesto, por ejemplo, 
habrá que buscarla en la propia ley fiscal528. Lo veremos más adelante. 
 Utilitarismo: del bien común al bienestar general 
La Filosofía jurídica centra su atención en el estudio de otras ideas que 
encuentra más presentes en la realidad, como la utilidad, y que le sirven 
mejor para razonar sobre el fenómeno jurídico. Algunos autores han 
señalado que en el campo de la justicia el principio de utilidad pretende 
reivindicar el entero sistema de justicia presente en una sociedad, como lo 
que más conviene al mayor número529. Pues bien, bajo las premisas 
heredadas del nominalismo individualista, del racionalismo voluntarista y 
del utilitarismo, el Derecho y por tanto la justicia, se convierten en 
instrumento armonizador de intereses y derechos que se presuponen 
contradictorios, en conseguidores de la máxima utilidad (utilitarismo jurídico 
de BENTHAM) y bienestar para el mayor número, de un orden limitativo y 
coercitivo que se aleja de la concepción clásica de Derecho como orden de 
cooperación y colaboración.  
Se ha señalado que los límites del concepto de justicia heredado de la 
Modernidad se derivan de su falta de pretensiones sobre la existencia de un 
bien compartido por la comunidad como un todo. “Sin un concepto 
compartido de bien no se pueden evaluar las aportaciones o daños a ese 
bien común, y por tanto no tiene sentido plantearse la justicia en términos 
                                      
528 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Valoración y significado de las ideas tributarias de 
Montesquieu, para la dogmática del Derecho Tributario moderno. Discurso leído el día 12 de 
febrero de 2001 en su recepción pública como académico de número, por el Excmo. Sr. D. 
José Luis Pérez de Ayala, Conde de Fuensalida y de Cedillo y contestación del Excmo. Sr. D. 
Juan Vallet de Goytisolo. Real Academia de Jurisprudencia y Legislación. Madrid. 2001.pp. 
52-53. 
529 GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR. La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair 
MacIntyre. op. cit., p. 211. Pero MacIntyre también demuestra que muchas veces los 
criterios de justicia y los criterios de mayor felicidad entran en colisión, y en esos casos hay 
que remitirse a una fundamentación distinta al principio de mayor felicidad. 




de mérito, pues éste implica el conocimiento de ciertos criterios de 
contraprestación respecto a las aportaciones a un bien común”530.  
 Justicia y contrato social: hacia el positivismo 
La doctrina optará entonces en su reflexión sobre el Derecho por uno de dos 
caminos posibles531: uno, por la razón humana abstracta y su capacidad 
para reflexionar a partir de ideas ínsitas en la mente, otro por el uso de 
métodos empleados por las ciencias físicas532, con la idea de fabricar o 
construir un orden humano. 
Ambos caminos son identificables en el concepto kantiano de Derecho 
natural. Se trata éste de un Derecho racional “por cuanto no se trata de 
extraer de la naturaleza un orden de la conducta humana, sino de desplegar 
la actividad formalizadora de la razón”. Por otro lado el concepto del 
Derecho no puede extraerse de la experiencia pues esta nada dice acerca 
de si responde a no a un criterio universal con arreglo al cual algo es o no 
justo. El fin último del Derecho es la libertad533.  
Hasta entonces el Derecho es el resultado de la autoridad del juez que 
afirma lo que conforme al êthos vigente se considera Derecho justo. Es una 
regla que se busca en la naturaleza de las cosas para solucionar los 
conflictos, no es coactivo. Busca ajustar lo recto a la justicia que 
transciende al Derecho. Es creación de los juristas, jurisprudencial. Se 
refiere a cosas, pertenece al orden de lo relacional. No crea nada.  
                                      
530 Ibídem, pp. 115 y ss. 
531 En el primer caso por influencia de GREGORIO DE RÍMINI, en el segundo a través de 
FRANCISCO BACON Y GALILEO y la Escuela de Pavía. Cfr.  VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: 
"La Ciencia  y el Derecho  …". op. cit., p. 100. 
532 Como ya se apuntó en el epígrafe dedicado a analizar los cambios habidos en materia de 
Teoría del Conocimiento, muchos son los trabajos que mencionan la influencia en las ciencias 
sociales de los métodos empleados en las Matemáticas y en las ciencias físicas.  Así por 
ejemplo ANTONIO  TRUYOL Y SERRA destaca además de las notas de racionalismo e 
individualismo, los intentos de aplicar a los problemas jurídicos y políticos el método 
matemático empleado por Copérnico, Kepler y Galileo en la investigación experimental de la 
naturaleza. Cfr. TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía  …(Vol. 2)  op. cit., pp. 
193 y ss. 
533 Ibídem, pp. 396 y ss. 




Con el Estado moderno la ley sustituye a la costumbre como medio de 
conocimiento del Derecho, hasta el punto de que la ley se convierte incluso 
en fuente del mismo. Este fenómeno ha sido explicado534 como el resultado 
natural de las teorías modernas del contrato social que dan origen al 
Estado. En la medida en que es el contrato el origen de la sociedad el 
Derecho pasa a ser expresión de esa voluntad y con ello se produce su 
desnaturalización. La legislación se convierte en un conjunto de mandatos 
que tienen por fin ordenar la conducta, dirigirla, con lo que la autonomía del 
Derecho, relativo a las cosas exteriores, y su conexión con la Moral, relativa 
al hombre justo, se pierde. La legislación, mandato del poder, ajustado o no 
a la eticidad, coactiva, preventiva del conflicto, se presenta como realización 
inmanente de la justicia que produce el Estado. Está siempre presente, 
expresa lo que, según el legislador, es justo, conforme a los valores 
vigentes. Se refiere directamente a las personas, organiza y dirige las 
relaciones entre ellas, es manifestación imperativa de la voluntad estatal. 
Crea situaciones y conductas. El Derecho es concebido como un 
instrumento valioso para propiciar efectos convenientes y útiles de las 
acciones humanas. Cobra con ello fuerza la aplicación del método deductivo 
a las ciencias jurídicas. 
                                      
534  Se puede hablar de Hobbes como el fundador de la moderna Filosofía del Derecho 
individualista. Gran filósofo inglés del siglo XVII, autor, entre otros libros, del Leviatán 
(1651), estudioso de la política, idea un sistema cuyo esqueleto puede considerarse como 
una Filosofía del Derecho. Muy influido por el nominalismo, su teoría sobre el Contrato Social 
parte así de una situación en la que los individuos separados coexisten sin que exista entre 
ellos ningún orden o ley común. En este “estado de naturaleza” el hombre ha dejado de ser 
“naturalmente político” y su libertad sin límites le provoca un estado de enfrentamientos 
continuos, miedo, miseria, violencia… en definitiva, una situación inviable. Así nace un pacto 
ó contrato social por el que los hombres crean una instancia superior encargada de crear ese 
orden, ese Derecho, que no existe en el estado natural. De aquí surgirá le legislación como 
fuente del Derecho y con ello el positivismo jurídico. El Derecho deja de ser la solución justa, 
la proporción adecuada de lo que le corresponde a cada uno y se identificará con el conjunto 
de normas emanadas desde esa instancia superior, potencia estatal, encargada de crear ese 
orden social necesario. Con ello el Derecho se convierte en un instrumento creado en interés 
de los individuos. VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., pp. 159 y ss. 
Ver también, AYUSO, MIGUEL: ¿Ocaso o eclispse del Estado? … op. cit., pp. 36 y ss. El 
contrato social supone la idea de soberanía y por tanto atribuye al Estado no solo la gestión 
del gobierno y la ordenación de lo público sino la capacidad de legislar, confunde así lo 
político con lo jurídico. Es el Estado el que organiza mediante las leyes un modo de vida, 
único orden humano posible que otorga seguridad, y ello es en detrimento de la libertad. La 
costumbre deja de ser así el medio predominante de conocimiento del derecho. pp. 59.  




 Derecho como poder: los “derechos subjetivos” 
Desde el siglo XIV el realismo jurídico clásico va siendo sustituido por el 
subjetivismo jurídico. Se atribuye a G. de OCKHAM el desarrollo de la idea 
de Derecho como poder, del derecho que más tarde se llamaría subjetivo535. 
La concepción cristiana de la persona y el valor de su dignidad, el 
movimiento humanista impulsado con el Renacimiento y el nominalismo, 
son los tres factores que explican la visión individualista del hombre y con 
ello del Derecho536. “Toda investigación sobre el fin de Derecho tendrá por 
respuesta el provecho egoísta del único ser verdaderamente existente, cada 
individuo, al que nada le une ontológicamente a los demás”537. La invención 
del individuo y de los derechos individuales que tuvo lugar tras la 
Modernidad implican una privatización del bien y una falsa dicotomía entre 
persona y sociedad538. La noción de “derecho subjetivo”539 tendrá un lugar 
privilegiado en el centro del pensamiento jurídico moderno posterior pues 
las leyes que constituyen el Derecho se conciben como instrumentos 
                                      
535 En Filosofía del Derecho buena parte de la doctrina se refiere a este fenómeno. Pueden 
encontrarse alusiones explícitas al mismo en: TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la 
Filosofía  … (Vol. 1) op. cit., p. 417; HERVADA se refiere al fenómeno afirmando que el 
individualismo decimonónico se valió de la vitalidad y empuje que tuvo la teoría del derecho 
subjetivo en el siglo XIV para “adormecer la conciencia de los poderosos frente a los 
desposeídos”. Al convertir el derecho de una persona en derecho subjetivo se le esté 
reconociendo únicamente una facultad moral, con independencia de que tenga o no la cosa 
sobre la que ejercerla. El derecho se coloca así en un plano meramente formal. HERVADA 
XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho?  … op. cit., p. 67.; Cfr. CORRAL GUERRERO, LUIS: 
"Derecho Financiero y derecho natural". op. cit., p.684; VILLEY por su parte lo explica de 
esta manera: con el nominalismo se consolida la idea de “derecho subjetivo”. Anteriormente, 
el derecho, lo justo relativo a un individuo, designaba la parte justa que debía atribuírsele 
pudiendo comportar también ciertas cargas pues su contenido se establecía siempre en 
relación a los otros. El derecho “de uno”, lo que le correspondía, era interpretado en relación 
a los otros, por lo que podía afirmarse una cierta “función social” del mismo. La idea de 
“derecho subjetivo” que se consolida en la Modernidad es individualista, se fija solo en la 
ventaja que supone para el individuo al que corresponde, y toma su contenido de la libertad 
ilimitada que posee el hombre en el estado de naturaleza y que tras el pacto social se ve 
modulada, limitada y apoyada por el Estado. VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. 
cit., pp. 163 y ss.  
536 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., pp. 145-166. 
537 Ibídem, p. 158. 
538 ESPINOSA, TULIO A.: Alasdair MacIntyre … op. cit., p. 172. 
539 ALVARO D´ORS define el "derecho subjetivo" como la facultad atribuida a alguien que un 
criterio decisorio ha establecido. Por el contrario, el Derecho natural impone deberes de los 
que solo indirectamente resultan facultades de exigirlos socialmente. D´ORS, ÁLVARO: 
Nueva introducción ….  op. cit., p. 27. 




dirigidos a garantizarlos. Así, las distintas Declaraciones de Derechos desde 
el siglo XVIII y las modernas Constituciones incluyen la proclamación del 
derecho de los individuos a una serie de cuestiones como garantía de 
protección de tales “derechos subjetivos”. 
Junto al subjetivismo jurídico se desarrolla durante la Modernidad una 
corriente de gran fecundidad jurídica y que influirá de forma determinante 
tanto en la noción de justicia en general como en la de impuesto justo en 
particular: el igualitarismo. Algunos autores han vinculado este 
igualitarismo y la mitificación de la idea de igualdad con la teoría del 
contrato social y con el racionalismo de DESCARTES y de HOBBES540.  
También se ha señalado541 que la idea de justicia como justicia-igualdad, 
fruto del sistema jurídico individualista es una idea falsa, pues si no existen 
más que individuos todos tienen los mismos derechos a todo. Es un 
concepto de justicia idealista, pues la realidad parece distinta y este 
idealismo impide que sea posible la única justicia realizable, la que busca 
establecer una igualdad proporcionada al estado social real. Por ello el 
enfoque del individualismo jurídico moderno es erróneo al entender que la 
justicia tiene como objetivo lo que el sistema jurídico de ARISTÓTELES 
concebía como un efecto, es decir, la justicia, al ser la rectitud de relaciones 
entre individuos, la armonía de un grupo, tiene como resultado garantizar la 
libertad de los individuos y darles seguridad. En opinión de VILLEY el 
pensamiento jurídico moderno no ha sido capaz de aportar una Filosofía del 
Derecho aceptable, pues reconociendo la dignidad de todo hombre y la 
igualdad congénita de todos, entiende que dicha igualdad solo concierne a 
determinados bienes espirituales, no repartibles y sobre los que el Derecho 
no está llamado a entender. 
Como respuesta ante esta “desnaturalización” del objeto del Derecho, no 
son pocos los pensadores sobre los fines del Derecho que se han esforzado 
por señalar la especificidad de su objeto, descartando que el mismo se 
                                      
540 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 65. 
541 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., p. 177. 




encuentre en la búsqueda de la verdad, de la utilidad, del bienestar de los 
hombres, su seguridad, el progreso, el crecimiento542, etc. 
c) El impuesto equitativo 
Coincidiendo parcialmente en el tiempo con lo que hemos denominado 
cosmovisión moderna, se produce en Europa el nacimiento de la Hacienda 
Pública primero y su consolidación con la Hacienda Pública clásica después. 
Se trata este de un periodo de tiempo muy amplio que comienza 
prácticamente en el siglo XV543 y que extiende su influencia hasta el siglo 
XIX. El análisis de la justicia en la imposición de estos dos periodos se 
separará del análisis del principio en los sistemas fiscales modernos que se 
desarrollan en el siglo XX, no solo por facilitar el orden de la exposición sino 
porque estos últimos reciben además la influencia de elementos posteriores 
de carácter filosófico y antropológico que pueden ser relevantes. 
Proponemos a continuación una síntesis rápida de las dos etapas históricas 
identificables en este periodo, para analizar seguidamente las raíces 
filosóficas y antropológicas que se manifiestan en las aportaciones sobre 
justicia en los tributos. 
 Nacimiento de la Hacienda Pública 
La Hacienda Pública en su sentido actual y con ello la fiscalidad moderna se 
puede afirmar que surgen con el nacimiento de los Estados nacionales, 
desarrollándose especialmente en las ciudades-república italianas y en las 
ciudades libres alemanas del siglo XV544.  
El fenómeno detonante de este desarrollo se encuentra en las nuevas 
necesidades de recursos financieros de los príncipes y en la insuficiencia de 
                                      
542 Ver sobre este punto el recorrido histórico que sobre la Filosofía jurídica le permite a M. 
VILLEY demostrar por qué el Derecho no debe entenderse como conjunto de normas de 
buena conducta, ni como herramienta al servicio de los hombres o de la sociedad en 
Compendio de Filosofía… op.cit. 
543 Algunos autores no entran en este grado de distinción y sitúan el nacimiento de la Hacienda 
pública con la publicación de La Riqueza de las Naciones de Adam Smith en 1776 y el 
nacimiento de la Economía como disciplina científica. 
544 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. Ariel, 1ª reimpresión de la 
edición española de 1994 (edición original de 1954), Barcelona, 1995, pp. 242-244. 




las fuentes consuetudinarias de ingresos, especialmente impuestos 
indirectos. Esta circunstancia desplazó hacia las cortes y parlamentos la 
responsabilidad de financiar los gastos del príncipe con cargo a la renta de 
las ciudades y de los nobles convirtiendo en periódicas unas fuentes de 
ingreso fiscal que nacieron para atender necesidades concretas. Los 
crecientes requerimientos financieros de los príncipes y sus burocracias 
multiplicaron el número de tributos existentes y con ello la literatura 
financiera ocupada en analizar su irracionalidad, consecuencias económicas, 
justicia, planificación, méritos relativos de los tributos directos e indirectos, 
etc. 
Esta literatura financiera partirá de un enfoque distinto al de la doctrina 
escolástica, ésta más centrada en la justicia, aquella más preocupada por 
cuestiones de conveniencia económica. La doctrina escolástica centraba sus 
análisis particularmente sobre el impuesto justo en torno a la idea del bien 
común.  
Así, hacia finales de la Edad Media pueden encontrarse muchas pruebas que 
demuestran un nivel alto en la comprensión de los problemas prácticos de 
la política económica. Una muestra significativa es la siguiente: 
 DIOMEDE CARAFA (1406-1487): de la tradición literaria surgida en 
estos años brotó en el siglo XV una obra que constituye, en opinión 
de SCHUMPETER545, el primer libro que trata ampliamente los 
problemas económicos del Estado moderno. Su autor, el duque 
napolitano  DIOMEDE CARAFA (1406-1487), desarrolla una serie de 
recomendaciones en las que se dibujan de forma explícita principios 
relacionados con la imposición. CARAFA se inclina por un presupuesto 
equilibrado, impuestos claros, equitativos y moderados, que no 
alejaran al capital del país y que no oprimieran al trabajo, fuente 
fundamental de la riqueza. 
 CASPAR KLOCK (1583-1655) con el Tractatus juridico-politico-
polemico-historicus de aerario, de 1651, en el que se refiere a los 
                                      
545 Ibídem,  pp. 204. 




principios de proporcionalidad, uniformidad impositiva y al gravamen 
de rendimientos netos.   
 C. BESOLD (1577-1638) con De aerario publico discursus, de 1615, 
también relativo a cuestiones de política fiscal.  
 MATTEO PALMIERI (1405-1475), con Della vita civile, de 1529, donde 
desarrolla su doctrina de que los impuestos se pagan por la ayuda y 
protección prestadas por el Estado a los individuos en sus actividades 
económicas y deduciendo así el principio de proporcionalidad. 
 S. LE PRESTE (1633 -1707) con el Projet d´une dixme rojale de 1707 
dónde expone su idea de sustituir el amasijo asistemático de 
impuestos de la Francia de Luis XIV por un impuesto general sobre la 
renta con un tipo máximo del diez por ciento. Destaca su análisis de 
la imposición como instrumento de terapéutica económica y de cómo 
el método fiscal de recaudación puede dar razón de la parálisis o la 
prosperidad de una economía. Fundamenta sus conclusiones en 
hechos cuantitativos y análisis detallados.  
 El tratado de 1743 de C.A. BROGGIA (1683-1763) sobre los impuestos  
también es citado como exponente de una propuesta de sistema 
fiscal "ideal" y por su justificación del impuesto como pago de la 
seguridad y equivalencia de los servicios prestados por el Estado. 
Para este autor la Hacienda Pública tenía que promover el aumento 
de la riqueza mediante la actividad industrial y comercial para lo cual 
debían evitarse tributos que frenaran la actividad de los negocios u 
oprimieran "la pobreza laboriosa".  
 PIETRO VERRY (1728-1797) en sus Meditazioni (1771) desarrolla los 
cánones de la imposición que se anticipan a los de A. SMITH.  
 W. PETTY (1623-1687)546, médico, profesor universitario,  y 
economista, recoge sus más significativas aportaciones en su Tratado 
sobre las tasas y contribuciones (1662). En el ámbito fiscal destaca 
                                      
546 SPIEGEL, H.W.: El desarrollo del pensamiento económico, op. cit., p. 164. 




su idea acerca de que los impuestos como regla general deberían ser 
proporcionales, aunque admite que otros objetivos fiscales pudieran 
influir sobre este principio. Este criterio de reparto debe ser 
complementado con su idea de que la existencia de los impuestos 
debería dejar imperturbada la posición relativa del contribuyente, es 
decir, ser indiferentes a la distribución de la riqueza reinante en el 
país (¿principio de neutralidad fiscal?). Consecuencia de lo anterior 
mantiene un juicio favorable a un sistema impositivo proporcional no 
tanto a lo que se gana y sí más a lo que se gasta547.  
 J. H. GOTTLOB VON JUSTI (1717-1771), gran investigador de la época 
sobre lo que podría llamarse el Estado providencia y que desarrolla su 
teoría impositiva en el System des Finanzwesens de 1766. Con 
palabras de FUENTES QUINTANA se pueden resumir en seis los 
principios aportados por JUSTI: procurar que el impuesto se pague 
con buena disposición o incluso voluntariamente, evitar su efecto 
negativo sobre la industria y el comercio, no impedir el ejercicio de 
una libertad razonable de la conducta humana, buscar fórmulas 
impositivas que sean equitativas, seguras y concretas, reducir en lo 
posible el número de recaudadores y facilitar el pago548. 
 Hacienda Pública clásica 
Dentro de la escuela clásica de Economía se encuentran referencias muy 
significativas a los principios impositivos. Los autores que trataron este 
tema lo hicieron dentro de tratados generales de Economía y, antes de 
abordar las cuestiones impositivas, describieron el papel que para ellos 
debía desempeñar el gobierno, y con ello las actividades públicas. Su 
análisis de los principios de la imposición formaba parte de un análisis 
detallado de los distintos tributos de la época y, en particular, de los efectos 
económicos que causaban en aquellas personas y actividades que de forma 
                                      
547 Esta propuesta de gravamen sobre el consumo como alternativa al gravamen sobre la renta 
o la riqueza ha sido apoyada posteriormente por John. S.Mill, Marshall, Pigou, Fischer y 
Kaldor con la idea de alentar así el ahorro y la inversión. 
548 VALLE, VICTORIO: “Una nota sobre los  …”. op. cit. pp. 44-45. 




efectiva los soportaban. Es decir, el estudio de las normas o cánones que 
debían respectar los impuestos se realizó por los autores de la escuela 
clásica desde una óptica fundamentalmente económica aunque los 
principios relativos a la justicia y a la equidad también fueron objeto de 
análisis. 
 ADAM SMITH (1723-1790) 
Dentro de esta escuela es ADAM SMITH549 el autor más citado de los que se 
han ocupado de los principios generales del impuesto. Su aportación se 
contiene básicamente en el Libro V de Una investigación sobre la naturaleza 
y las causas de la riqueza de las naciones (1776) (en adelante La riqueza de 
las naciones), un tratado de Hacienda Pública sobre gastos, impuestos y 
Deuda pública en el que analiza el papel del Estado y de las instituciones en 
la vida social y económica. SMITH fue un estudioso de las causas del 
desarrollo económico, básicamente el trabajo y de sus efectos, bienes 
mejores y más baratos de los que se benefician los consumidores. Denunció 
ya entonces la existencia de grupos económicos que obtenían privilegios del 
Estado amparándose en que representaban intereses amplios de la sociedad 
(contra el mercantilismo). Admitió la intervención estatal en seguridad 
exterior, justicia e infraestructuras y bienes públicos básicamente, es decir, 
en los ámbitos en los que los fallos del Estado sean menores que los del 
mercado. 
Los principios impositivos de ADAM SMITH o cánones de tributación son los 
siguientes550: 
 PRIMERO: Principio de IGUALDAD. No se refiere directamente a ningún 
principio como principio de justicia, aunque el primero está dirigido 
                                      
549 SMITH, ADAM: La riqueza de las naciones. Alianza Editorial, traducción de Carlos Rodríguez 
Braun, Madrid, 1994. 
550 Ibídem, pp. 747-749. Se ha criticado respecto de estos cánones que están expuestos de 
manera confusa (el primero en particular pues identifica la capacidad de pago primero con 
los ingresos y luego con los intereses de los ciudadanos), y no han sido en modo alguno 
probados (A. Smith no demuestra por qué la capacidad de pago es proporcional a la renta o 
por qué el beneficio que uno obtiene del Estado es proporcional a su renta). Cfr. ROTHBARD, 
MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. … Vol. I. op. cit., pp. 516 y ss. 




especialmente a evitar la desigualdad. Según el mismo se debe 
contribuir en proporción a las capacidades de cada uno y dichas 
capacidades dependen de tres fuentes de ingresos: la renta, el 
beneficio y el salario. La principal desigualdad que surge deriva de 
que los impuestos no incidan en todas las fuentes de ingreso.  
 SEGUNDO: Principio de CERTEZA. Certeza y ausencia de arbitrariedad 
que eviten indirectamente también la corrupción al ser recaudados.  
 TERCERO: Principio de CONVENIENCIA RECAUDATORIA. Recaudados 
en el momento y la forma que resulten con probabilidad más 
convenientes para los contribuyentes, que favorezcan el pago.  
 CUARTO: Principio de ECONOMÍA RECAUDATORIA. Que sean diseñados 
de tal forma que lo que entre en las arcas públicas sea lo más 
parecido posible a lo que salió (o no entró) de los bolsillos de los 
ciudadanos, es decir, limitando los costes de recaudación, evitando 
que el impuesto desincentive la actividad económica, reduciendo las 
tentaciones a la evasión mediante impuestos no excesivos y 
reduciendo los inconvenientes derivados del control en el 
cumplimiento tributario. 
Reconoce el principio de progresividad al menos en alguna de las figuras 
impositivas concretas que analiza al afirmar: “Resulta razonable afirmar que 
los ricos financien el gasto público no sólo en proporción a su ingreso sino 
en una cantidad más que proporcional”551. 
 DAVID RICARDO (1772-1823) 
DAVID RICARDO552 también se refiere a distintos principios impositivos 
conforme va analizando las figuras tributarias de su época. Analiza la 
incidencia efectiva de los distintos impuestos (sobre la renta de la tierra, 
sobre la producción de la tierra, sobre los salarios, sobre los beneficios....) y 
refleja su apoyo inequívoco por el "laissez faire" afirmando que los 
                                      
551 Ibídem, p. 753. 
552 RICARDO, DAVID: Principios de Economía Política y Tributación, 1º edición de 1817, 
traducción española de Paloma de la Nuez y Carlos Rodríguez Braun, Pirámide, Madrid, 2003. 




impuestos constituyen fondos que son sustraídos de la industria productiva 
del país para el sostenimiento en muchos casos de trabajadores 
improductivos553. También analiza posibles efectos de la imposición sobre 
variables macroeconómicas como el stock de capital.  
 J. STUART MILL (1806-1873) 
J. S. MILL parte en su análisis de los principios impositivos de los cuatro 
cánones ya apuntados por ADAM SMITH, y reconoce que es el canon de la 
igualdad en los impuestos el que precisa de una mayor aclaración. La 
exigencia de igualdad en materia impositiva tiene relación con el hecho de 
que los impuestos son una cuestión de gobierno y en este campo se debe 
tratar a todas las personas por igual, es decir, presionando a todos por igual 
en la medida de lo posible 554. Esta es además la manera en la que el 
sacrificio en conjunto es menor. Para MILL la igualdad en la imposición 
representa la igualdad en el sacrificio. Para asegurar este principio reconoce 
la conveniencia de un mínimo exento de subsistencia y la limitación de 
impuestos indirectos sobre bienes de primera necesidad. Después de estas 
consideraciones más generales, MILL se ocupa de analizar en particular los 
distintos tipos de impuestos y de comparar unos con otros. 
 ANTONIO ROSMINI (1797-1855) 
Dentro de las aportaciones a la Hacienda Pública clásica se puede citar 
también la doctrina tributaria de ANTONIO ROSMINI555 (1797-1855), 
pensador y filósofo italiano. Desarrolló ampliamente su pensamiento en el 
ámbito jurídico y político, en el que pueden encontrarse asimismo análisis y 
                                      
553 SPIEGEL, H.W.: El desarrollo del pensamiento económico. op. cit., pp. 396-397.  
554 JOHN STUART MILL, desarrollando el concepto de igualdad en materia impositiva, y aunque 
aquí no se refiere de forma directa a la capacidad de pago, afirma: “Así como el gobierno no 
debe hacer ninguna distinción entre las personas o las clases por lo que respecta a las 
peticiones que éstas puedan hacerle, los sacrificios que se les exijan deben, por así decir, 
presionar a todos  por igual en la medida de lo posible, lo cual debe observarse que es la 
manera de que el sacrificio para el conjunto sea menor (…) La igualdad en la imposición, 
como una máxima política, significa, por consiguiente, igualdad en el sacrificio. STUART 
MILL, JOHN: Principios de economía política, Fondo de Cultura Económica, primera edición 
inglesa de 1848, segunda edición española de 1951, tercera reimpresión, México, 1996, pp. 
686-696. 
555 Las referencias a la doctrina tributaria de ANTONIO ROSMINI están tomadas de HOEVEL, 
CARLOS. “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., pp. 67-84. 




propuestas relativas al sistema fiscal. En este ámbito y en el económico se 
aprecian influencias claras de A. SMITH y J. B. SAY.  
Sus consideraciones en materia tributaria son una consecuencia natural y 
consciente de su pensamiento acerca de la naturaleza y fines de la sociedad 
civil y política así como del papel y razón de ser de los impuestos. En su 
doctrina tributaria pueden identificarse principios impositivos más 
relacionados con cuestiones de justicia y equidad y otros más cercanos a 
consideraciones de carácter económico. Dentro del primer grupo se refiere 
especialmente al de capacidad económica suficiente para el pago así como 
al de proporcionalidad de la carga fiscal respecto del nivel de ingresos, una 
vez descontados los necesarios para vivir. No parece admitir el principio de 
progresividad en la medida en que no respeta el de proporcionalidad y 
puede además interferir con el derecho de propiedad. Entre los de carácter 
más económico propone la utilización de impuestos que no afecten 
negativamente a la actividad productiva sino que fomenten la inversión y la 
creación de riqueza. En todo caso la cuantía total de los impuestos 
recaudados no debe exceder de lo que precisa la sociedad conforme a sus 
fines y siempre bajo una administración fiscal dirigida por el ahorro, la 
prudencia y la moralidad556. 
Por último, y antes de entrar en las aportaciones doctrinales más 
significativas de los sistemas fiscales modernos, debe mencionarse la 
contribución alemana por parte de ADOLPH WAGNER (1835-1917). Su 
caracterización del concepto de tributo supuso un adelanto a su época, pues 
definió y sistematizó elementos que cobrarán vigencia durante la etapa 
posterior de intervencionismo estatal. Son destacables sus consideraciones 
sobre los principios de suficiencia, flexibilidad y justicia557.  
                                      
556 Ibídem, pp. 69-70. 
557 Un análisis reciente sobre la evolución histórica en materia de principios impositivos puede 
encontrarse en los trabajos de VALLE, VICTORIO: “Una nota sobre los  …”. op. cit. así como 
en el de ÁLVAREZ GARCÍA, SANTIAGO Y FERNÁNDEZ DE SOTO BLASS, Mª LUISA: “Ética y 
Hacienda pública: el principio de justicia en la imposición”. Crónica Tributaria nº 111. 2004. 
pp. 9-25. 




 Configuración del principio de justicia en los tributos 
Una vez apuntadas las aportaciones doctrinales básicas de este periodo, 
cabe reflexionar acerca de cómo influyó en las mismas la cosmovisión 
moderna y qué elementos de su desarrollo son relevantes para entender 
mejor la evolución posterior del principio de equidad en los tributos. 
 Marco de reflexión en el que se desarrolla el principio 
El nacimiento de la Hacienda Pública como antecedente de la Hacienda 
Pública clásica tiene lugar cuando los impuestos dejan de ser fuentes 
temporales de ingreso destinadas a fines puntuales y se convierten en 
medios ordinarios y continuados en el tiempo para la cobertura de gastos 
públicos de naturaleza variada. Esta circunstancia, y con ella la magnitud y 
continuada presencia del fenómeno impositivo, convierte de forma natural 
en centro de atención el análisis de sus efectos económicos. Por esta razón 
el análisis de la equidad impositiva, aunque sigue presente en las 
aportaciones doctrinales, va acompañada de reflexiones de carácter 
económico y se inserta en manuales y obras predominantemente no 
jurídicas558. De hecho, será la Hacienda Pública la que elabore conceptos 
fundamentales como el de capacidad económica, siendo la dogmática 
jurídica (segunda mitad del siglo XX), mucho más tarde, la que reflexione 
sobre estos conceptos para incorporarlos o no al Derecho Tributario como 
disciplina científica independiente. 
Como ya se apuntó más arriba, las aportaciones de la doctrina escolástica 
se prolongaron hasta el siglo XVII coincidiendo en el tiempo con el 
nacimiento de la Hacienda Pública, aunque SCHUMPETER559 reconoce que la 
posterior ciencia de la Hacienda nació principalmente de otras raíces. De 
                                      
558 Puede resultar significativo respecto del fenómeno anterior la opinión manifestada por A. 
Rosmini según la cual la política fiscal no tiene sólo una dimensión económica sino que 
también tiene una dimensión jurídica. Podría deducirse de la misma un cierto predominio de 
la primera con posible detrimento de la segunda y por tanto de cuestiones como la equidad 
desde un punto de vista específicamente jurídico. De hecho para él la justicia distributiva y la 
utilidad pública son los dos principios que deben estar simultáneamente presentes en los 
tributos. HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. 
cit., p.68. 
559 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit., pp. 130 y ss. 




hecho, en opinión de R. POMINI560 esta línea de pensamiento elaborada por 
hacendistas de formación económica sustituirá a la escolástica al verse esta 
desplazada por el nominalismo, el racionalismo y el idealismo jurídicos.  
La doctrina hacendística561 reflejó en mayor o menor medida en el campo 
impositivo las distintas corrientes de pensamiento que sobre el 
conocimiento, el hombre y la sociedad se iban gestando desde el 
Renacimiento. En particular, será el individualismo, la idea de sociedad 
como fruto de un contrato y la creciente contraposición entre las esferas 
privada y pública algunas de las cuestiones que más incidan en el 
pensamiento hacendístico. No es casual que haya sido en este marco en el 
que se haya desarrollado la idea del impuesto como una prima de seguro o 
como un precio en contraprestación de la seguridad ofrecida por el Estado 
(Estado moderno protector)562.  
Por ejemplo, en A. SMITH563 se aprecian influencias de las corrientes 
filosóficas que confluirán en la Ilustración. En el modelo de hombre que 
queda reflejado en sus obras pueden encontrarse notas de marcado 
individualismo (interés propio, egoísmo, razón autosuficiente) así como 
elementos relacionales y de coordinación natural dentro de la sociedad 
(simpatía, altruismo, mano invisible) que pueden interpretarse como 
contrapartida a la ausencia de una naturaleza común al hombre o de una 
                                      
560 POMINI, R.  La "causa impositionis". Giuffré. Milán. 1951. Citado por PÉREZ DE AYALA, JOSÉ 
L.: "La imprecisión jurisprudencial  …". op. cit. p. 516. 
561 Sir William Petty (1623-1687), recibe influencias claras de Hobbes y su Leviathan (1651) 
que reflejarán sus aportaciones en su Tratado sobre las tasas y contribuciones (1662). Cfr. 
SPIEGEL, H.W.: El desarrollo del pensamiento económico. op. cit., p. 164. 
562 Aunque PÉREZ DE AYALA se refiere en particular a las aportaciones de J. BODINO y de 
MONTESQUIEU en este punto y menciona cómo se trata de una perspectiva del impuesto 
que es considerada por la doctrina como consecuencia del ius-naturalismo racionalista y del 
individualismo dominante desde mediados del siglo XVIII, posteriormente se ocupa en 
demostrar cómo las ideas tributarias del segundo guardan paralelismo con la teoría tomista 
del impuesto justo. PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Valoración y significado de las ideas 
tributarias de Montesquieu … op. cit., pp. 24 y ss. 
563 ADAM SMITH fue contemporáneo de los franceses Helvecio y Rousseau y continuador de 
Hume como profesor de Ética en la Universidad de Glasgow. Comparte con todos ellos, igual 
que con Mandeville, la influencia lejana pero cierta de Hobbes y Locke. Destaca en especial la 
de Francis Hutcheson, catadrático de Filosofía Moral que junto con otros pensadores de la 
época entienden que el hombre y su razón se bastan a sí mismos para darse normas 
morales. 




naturaleza social (sentimientos de benevolencia)564. Esto se observa en lo 
relevante que le resulta el efecto que un impuesto sobre un tipo de rentas 
pueda causar sobre el resto de la población (porque se reduzca la inversión, 
por la posible salida de rentas del país, por la elevación del precio de los 
bienes necesarios, porque se abandone la producción de un bien...). Parece 
como si su juicio del impuesto no fuera un juicio sobre la equidad del mismo 
o su eficiencia  económica, sino un juicio global sobre sus efectos sobre la 
sociedad en su conjunto565. En todo caso reconoce que un marco previo de 
paz y de justicia es necesario para que se produzcan el orden y la 
prosperidad que, no siendo buscados de forma directa, resultan de forma 
natural como fruto del mercado.   
En J. S. MILL también se aprecia una notable influencia de BENTHAM y la 
contraposición entre la centralidad de la libertad humana y la función 
pública de lograr la eficiencia y el bienestar social. En sus aportaciones está 
presente asimismo un juicio global sobre la bondad de un tributo566 y tras 
justificar la no conveniencia del gravamen de las rentas destinadas al 
ahorro, llega a afirmar que de no respetarse este principio “la diferencia que 
aquí así se crea en perjuicio de la prudencia y de la economía, no sólo es 
impolítica sino injusta”. 
Por otra parte y relacionado con la idea de sociedad como fruto de un 
contrato, el área impositiva resulta especialmente sensible a los cambios 
que se van produciendo en el sistema de fuentes del Derecho. Esa es al 
menos la impresión que traslucen las reflexiones de A. ROSMINI quien, 
                                      
564 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit.,  pp. 82 y ss. Para la 
autora estos sentimientos de benevolencia se contradicen con la idea que se mantiene 
acerca del ser humano egoísta por naturaleza. De hecho la cuestión acerca de si en la obra 
Adam Smith la ética y la teoría económica pertenecen a dos ámbitos distintos ha sido objeto 
de polémica por parte de la doctrina. Una interesante análisis y síntesis de la misma puede 
encontrarse en FERNÁNDEZ BLANCO, V.; PRIETO RODRÍGUEZ, JUAN. “Ética y mercado en 
Adam Smith.” En Álvarez García, Santiago; Herrera Molina, Pedro (coords). La ética en el 
diseño y aplicación de los sistemas tributarios. Documentos 16/04. IEF. 2004. pp. 49 y ss. 
565 Por ejemplo, ADAM SMITH en La riqueza de las naciones. op. cit.,  pp. 749 y ss., reconoce el 
posible conflicto entre el canon de igualdad y los restantes, pero para emitir un juicio sobre 
una figura tributaria concreta realiza un análisis global de todos sus efectos, es decir, de los 
que provoca en la persona que soporta la carga fiscal y de los efectos que ello puede 
provocar  en la comunidad que le rodea. 
566 JOHN STUART MILL, Principios de Economía Política. op. cit., p. 696. 




mirando hacia el pasado, reconoce en algunas políticas fiscales un medio de 
financiación utilizado por los propietarios de grandes fortunas a partir del 
gravamen de los menos adinerados. Esta forma de entender la imposición, 
una especie de absolutismo sociopolítico en palabras de ROSMINI, puede 
manifestarse de muchas formas y perpetuarse en las políticas fiscales que 
practican los modernos Estados democráticos. En estos la posición de 
privilegio de los grandes señores es sustituida por la de los políticos y 
legisladores, y el objetivo de financiación de los tributos se dirige en este 
caso a sostener “un omnipresente Estado con unos gastos ilimitados”567.  
Es decir, bajo la cosmovisión realista, el suum, lo debido, el impuesto en 
este caso, se descubre en la realidad de las cosas, en la relación entre la 
persona y el bien común en el que participa. Esta remisión a lo real conduce 
a una forma de justicia, la distributiva, que distingue entre las personas, no 
para resaltar sus diferencias sino para determinar lo que le corresponde a 
cada uno aportar para hacer posible la idea de un bien común compartido. 
Con la cosmovisión subjetiva sin embargo, y por efecto de los distintos 
elementos ya apuntados, esta visión sobre el Derecho cambia. Se ha 
señalado que los límites del concepto de justicia heredado de la Modernidad 
se derivan de su falta de pretensiones sobre la existencia de un bien 
compartido por la comunidad como un todo568.  
En este sentido resultan de interés las aportaciones de A. ROSMINI en la 
medida en que revelan un claro realismo antropológico. No solo por su 
                                      
567 “Podemos esperar ahorro de aquellos que gastan lo que es suyo, pero ¿cómo podemos 
esperar lo mismo de quiénes gastan lo que pertenece a otros y que con dinero que no es 
suyo, del que disponen por ley, pueden comprar la gloria de hacer cosas grandes y 
maravillosas?...”. En opinión de Rosmini, las raíces profundas de este nuevo tipo de 
absolutismo se fundamentan en un concepto de legislación tributaria que prescinde de 
cualquier principio de justicia natural o divino diferente del que se deriva del poder del 
Estado manifestado en las mayorías políticas. En este tipo de sociedades el Estado es 
considerado como la fuente de la justicia y por tanto la ley se convierte en sí misma en la 
justicia. HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., 
pp. 79-80. 
568 “Sin un concepto compartido de bien no se pueden evaluar las aportaciones o daños a ese 
bien común, y por tanto no tiene sentido plantearse la justicia en términos de mérito, pues 
éste implica el conocimiento de ciertos criterios de contraprestación respecto a las 
aportaciones a un bien común. GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR. La crítica al concepto liberal 
de justicia en Alasdair MacIntyre. op. cit., pp. 115 y ss. 




consideración de los fines de la sociedad civil y política sino por que revelan 
un profundo entendimiento de la psicología humana en relación al pago de 
los impuestos569. Así, aporta claves de técnica impositiva con la idea de 
hacer confluir efectividad recaudatoria, equidad impositiva y aceptación por 
parte del ciudadano. Destaca especialmente su enunciación del principio de 
“auto-imposición” especialmente relevante en un periodo histórico en el que 
las instancias de decisión política y fiscal van tomando distancia cada vez 
mayor con la realidad social destinataria del tributo570.  
Finalmente, y aunque no hayamos dedicado un espacio específico a sus 
ideas tributarias, puede mencionarse a MONTESQUIEU por el paralelismo de 
sus aportaciones con la teoría tomista de las causas del impuesto justo y 
por el contraste de sus aportaciones frente a otras de la época. Es decir, 
tanto desde la justificación que realiza del impuesto (la utilidad común, 
causa final), como desde su idea sobre la forma de recaudación 
(proporcionalidad-progresividad, causa formal), o por su postura ante las 
materias gravables (causa material) o sobre la forma de aprobación del 
                                      
569 También son significativas en este ámbito las aportaciones de A. Smith en torno a dos de 
sus cánones, el principio de certeza y el de conveniencia, enunciados desde una especial 
consideración del lugar del contribuyente y la posible arbitrariedad del legislador. 
570 Reflexionando sobre el diseño impositivo, la efectividad recaudatoria y su percepción por el 
ciudadano rechaza el argumento que para muchos apoya la imposición indirecta y según el 
cual este tipo de imposición atenúa la percepción del gravamen y con ello la posible 
oposición o queja del contribuyente.  En su opinión los ciudadanos “bien instruidos sobre sus 
intereses” rechazarán los impuestos indirectos porque no permiten saber si están 
equitativamente distribuidos y aceptarán los directos al verlos necesarios y respetuosos con 
los criterios de reparto justo.  La imposición directa ofrece además mayor simplicidad y 
rapidez en la recaudación e incrementa la confianza económica y moral de la gente. Otra 
pieza clave para la aceptación del tributo por sus destinatarios es el que llama “principio de 
auto-imposición” (self-taxation), es decir, la implicación de los ciudadanos en el 
establecimiento de los impuestos que van a pagar. Esta participación favorece su 
cumplimiento y permite igualar su interés en el bien común en la medida en que “sienten 
que son iguales en sus derechos y nadie se siente perjudicado por la injusta supremacía de 
otros”. El principio de auto-imposición fomenta también unas finanzas públicas más 
saneadas, una mejor administración de los bienes públicos y una mayor consecución de la 
paz social. Por último menciona el principio de sencillez como pieza clave de la auto-
imposición así como el respeto estricto del principio de proporcionalidad. Partiendo del 
principio de auto-imposición y con ello de la participación del ciudadano en la aprobación de 
los tributos, los principios clave de técnica impositiva son para Rosmini el de sencillez y el de 
ausencia de privilegios fiscales que distorsionen la estructura de unos “bien diseñados 
impuestos”. HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. 
cit., pp. 76-80. 




impuesto (causa eficiente), puede deducirse que para MONTESQUIEU la ley 
no garantiza el contenido justo de un tributo571.  
 El fin de los tributos 
La influencia del nominalismo y del utilitarismo en la consideración de los 
fines también tiene su reflejo en la doctrina ocupada en reflexionar sobre 
cuestiones de equidad impositiva, especialmente cuando se trata de 
reflexionar sobre conceptos abstractos como el bien común o el fin de la 
sociedad. 
En particular, con la transformación de la Hacienda patrimonial en Hacienda 
monetaria, se irá produciendo la desintegración del vínculo ingreso-gasto, 
convirtiéndose el impuesto en una prestación abstracta cuya causa 
descansa directamente en la Ley. Este proceso supuso un cambio 
significativo relacionado con la denominada razón del impuesto y la 
apariencia unitaria del fenómeno financiero572. 
 El bien común 
La doctrina iniciada por la escolástica en torno a la causa final del impuesto 
o fin último, el bien común, no se encuentra presente con la misma 
intensidad en las reflexiones de los distintos autores. En el Derecho natural 
clásico, el bien común como pauta de la justicia general contaba con la 
utilidad pública como uno de sus elementos. Con la Modernidad y por 
influencia directa de algunos autores (J. BENTHAM especialmente) se 
convierte esa parte en un todo y se acusa de imprecisión a la idea de bien 
común573. Una interesante excepción a esta tendencia es el caso de A. 
ROSMINI, pensador y filósofo cristiano, para quien la naturaleza de los 
impuestos está íntimamente conectada con la naturaleza y el fin de la 
                                      
571 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Valoración y significado de las ideas tributarias de 
Montesquieu ….  op. cit., pp. 36-46. Más adelante menciona cómo la doctrina (Vallet) le ha 
considerado como uno de los pocos autores que en su tiempo constituyeron una excepción 
por su rechazo del mito del contrato social y del empleo del método deductivo propugnado 
por la escuela de Derecho natural y de gentes.   
572 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B. Introducción al estudio del derecho  ….  op. cit., p. 84. 
573 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El utilitarismo de Bentham y la ciencia de legislar". op. 
cit., p. 418. 




sociedad civil y política. En consecuencia, uno de los principios básicos que 
debe limitar la política impositiva es que la recaudación no debe exceder de 
lo que necesita la sociedad conforme a sus fines574.  
Es decir, el pensamiento y la reflexión presentes en la doctrina de este 
periodo en torno de los fines de la sociedad, de la vida en común, se va 
centrando en otras realidades más visibles en el campo impositivo.  
No obstante, la existencia de una reflexión previa sobre el fin de los 
impuestos y con ello su justificación desde el fin del hombre y de la 
sociedad, parece estar presente al menos en dos aspectos. Por un lado el 
análisis del fenómeno impositivo viene precedido en algunos casos de una 
explicación previa sobre la necesidad de financiar gastos comunes (A. 
ROSMINI) o por la justificación de la intervención estatal en distintos 
ámbitos (ADAM SMITH, entre otros).   
La contribución impositiva individual es concebida en muchos casos como 
una contraprestación o pago de los servicios recibidos por el Estado, 
subrayando de forma expresa el carácter contrapuesto en los intereses de 
una y de la otra parte. Esta perspectiva se reflejará expresamente en la 
importancia que se le concede al principio del beneficio o al llamado 
principio de equivalencia. Ambos se analizan más adelante. 
 La redistribución como fin 
Son varios los factores que irán conformando el significado de la 
redistribución de renta y riqueza como fin de las políticas públicas en 
general y como elemento interpretativo de la justicia en los tributos en 
particular. 
Por un lado, el derecho de propiedad, que pasará a ser asegurado y 
favorecido por el poder estatal, jugará un papel esencial en lo que define al 
                                      
574 A. Rosmini ha sido calificado como uno de los mayores filósofos cristianos de la Modernidad. 
Habiendo recibido importantes influencias de A. Smith en pensamiento en torno a los 
tributos, sus aportaciones descansan sobre una idea de hombre, de sociedad y de Derecho 
muy próximos al realismo presente en la escolástica. En su opinión la legitimidad de los 
impuestos se deriva del “derecho” de la sociedad a recaudarlos para el cumplimiento de sus 
fines, pero este derecho no puede ser absoluto ni arbitrario. HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal 
and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., pp. 68 y ss.  




individuo y su identidad. A esta visión de la propiedad se unen las notas 
antropológicas de un modelo de hombre insatisfecho, egoísta y en 
competencia con el resto. Además y conforme se adelantó, la influencia del 
individualismo y de la antropología materialista que resulta de la Ilustración, 
alteran de forma sustancial uno de los elementos clave de la Antropología 
predominante hasta el momento: la idea de virtud. Así, la virtud, como 
como camino ordenado al fin del hombre que vive en comunidad, queda 
profundamente afectado. La idea de virtud se altera al depender su 
contenido del contrato, sustituyendo al concepto anterior de deber575. La 
vida moral queda así relativizada al no existir una verdadera 
responsabilidad y la vida social también se ve amenazada576. Considerando 
las circunstancias anteriores se ha señalado que la Modernidad, desde una 
perspectiva moral, determina una insatisfactoria realización racional de la 
vida y la existencia de formas sociales y culturales que contribuyen a las 
desigualdades e injusticias577. A estos elementos se une, como ya se 
apuntó, el progresivo avance de una cierta mercantilización de las 
relaciones y de la dinámica social. 
Por otro lado comienza a definirse la actitud del moderno Estado resultante 
del contrato social respecto del ejercicio de la caridad. Se considera que la 
caridad privada es incierta y con ello se sugiere la necesidad de que el 
Estado intervenga, todo ello desde la confianza en que su poder es 
suficiente para acabar con el riesgo y la incertidumbre, con la necesidad 
humana578. El objetivo no obstante de esta iniciativa no es tanto el bien de 
la persona sino la creación de un clima de paz y de satisfacción favorables 
                                      
575 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 61. 
576 VALVERDE, CARLOS: Génesis, estructura y crisis de la modernidad. op. cit., p. 148. 
577 Supone esta una de las críticas más importantes de MacIntyre a la Modernidad. ESPINOSA, 
TULIO A.: Alasdair MacIntyre … op. cit., p. 39. 
578 El nivel de responsabilidad que debe asumir el Estado en obras de caridad es distinto según 
los autores. En el caso de Adam Smith por ejemplo se trata de una tarea que debe completar 
a la que realizan los particulares. En el caso de Spinoza y Hobbes se trata de una 
intervención que agota en sí misma la función. Cfr. GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado 
del bienestar … op. cit., pp. 192-193. 




al soberano que le permitieran seguir ostentando el poder579. En este 
sentido se trata de medidas consideradas válidas en función de su 
utilidad580. Esta iniciativa estatal se verá potenciada por la ascendencia que 
se concede progresivamente a la Economía Política dentro de la labor 
estatal y limitada a su vez por las premisas que irá definiendo el liberalismo 
económico581. 
Así, la distinción entre financiar gastos comunes y utilizar los impuestos 
para redistribuir la renta y la riqueza estuvo presente en la doctrina del 
periodo pero no constituyó una cuestión sobre la que los autores se 
pronunciaran de forma generalizada. Posiblemente al considerar de forma 
especial los efectos económicos del impuesto, W. PETTY por ejemplo, hace 
especial alusión a la conveniencia de que la recaudación impositiva no 
alterara la posición relativa existente entre los contribuyentes (principio de 
neutralidad impositiva: “leave them as you find them”). No obstante, 
cuando se refiere a la financiación de los gastos públicos mediante 
impuestos parece relajar su exigencia de que estos no influyan sobre la 
distribución de riqueza al admitir el beneficio derivado de una transferencia 
de fondos de un "manirroto" a unas "manos beneficiosas". El mismo sentido 
de redistribuir la renta, aunque con otro fin, parece estar implícito en lo que 
SPIEGEL582 califica como propuesta de PETTY de un impuesto negativo 
sobre la renta en favor de aquellos para los que no haya trabajo disponible. 
                                      
579 Así por ejemplo SANMARTÍN, al referirse a la dimensión social presente en John Stuart Mill, 
comenta que la misma surge del obligacionismo moral y de un planteamiento sólidamente 
utilitarista en relación a posibilitar la libertad y la participación política. SANMARTÍN, JOSÉ: 
"El bien común como idea política. John Stuart Mill, los liberales y sus críticos". Foro interno: 
anuario de teoría política, nº6 . 2006. p. 130. 
580 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar …  op. cit., p. 119. La autora se 
refiere expresamente al pensamiento de T. Hobbes al respecto, en su Leviatan. 
581 Uno de sus elementos clave, definido especialmente por Adam Smith pero que se irá 
configurando en el tiempo gracias a otros autores, consiste en afirmar que la mejor manera 
de favorecer la felicidad de toda la sociedad y la individual es dejar al ciudadano en la mayor 
libertad posible para entregarse a negocios que lo enriquezcan. Así, la actividad pública se 
entiende dirigida de forma teleológica hacia un fin que coincide con el de la actividad 
privada, siendo ese fin el aumento de la riqueza. Para hacer posible esta armonía de 
intereses y de beneficios será necesario que el Estado garantice la seguridad y la libertad. 
582 SPIEGEL, H.W.: El desarrollo del pensamiento económico, op. cit., pp. 164 y ss. 




 Otros fines impositivos 
Por otro lado se desdibuja la vinculación entre el impuesto en particular y el 
fin al que va destinado, pues no solo las distintas figuras impositivas dejan 
de tener carácter temporal sino que dejan de ser identificables los fines a 
los que se afecta la recaudación. 
En relación al fin del tributo y como causa que justifica la posible excepción 
al principio de proporcionalidad, se va reconociendo la existencia de otros 
objetivos fiscales (W. PETTY)583. El creciente protagonismo de la acción 
estatal va dando entrada a nuevos fines más allá de la repartición de los 
costes en la gestión del bien común. Como ya se apuntó en relación a la 
Teoría del Conocimiento, la imposibilidad de conocer el bien objetivo acerca 
de la vida del hombre en sociedad va reduciendo las oportunidades para la 
reflexión acerca de los contornos del bien común al que en cada periodo 
histórico están ordenados los impuestos. 
 Los principios de reparto de la carga tributaria 
La idea de justicia en el reparto de la carga tributaria se encuentra presente 
en la doctrina de ambos periodos y se identifica, con distintos niveles de 
concreción, con el principio de proporcionalidad (C. KLOCK, W. PETTY, A. 
SMITH). En este sentido parece estar presente la idea de justicia como 
igualdad proporcional (justicia distributiva), aunque el razonamiento para 
llegar a dicho principio no pone tanto el acento en la existencia de unas 
cargas comunes como en la relación particular que cada uno establece con 
el Estado en términos de bienes y servicios (MATTEO PALMIERI, CARLO A. 
BORGIA) o en el sacrificio que supone contribuir a su sostenimiento (J. S. 
                                      
583 El análisis de impuestos con fines no fiscales como los impuestos sobre bienes “de lujo” o 
sobre consumos socialmente perjudiciales también estuvo presente en la doctrina de la 
época. Así por ejemplo para Rosmini ambos tipos de bienes representan una excepción a su 
rechazo de la tributación indirecta pues no responden tanto al deber general de contribuir en 
proporción a la renta percibida sino a la actividad regulatoria del Estado en relación a los 
mercados.  En este caso el objetivo del gravamen atendería a razones de conveniencia social 
dirigidas a contener o disminuir el consumo de ciertos bienes. La naturaleza de la exacción 
corresponde en esto casos más a la de una multa que a la de un tributo. Por este motivo 
recomienda que el gravamen de este tipo de bienes se regule a nivel local y no universal, 
para poder valorar en cada caso la existencia de razones sociales o culturales que lo hagan 
conveniente. HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. 
op. cit., pp. 74-75. 




Mill). Aunque pequeña, se trata de una importante diferencia de matiz que 
va dejando al margen paulatinamente la idea de bien común en el que se 
participa frente a la idea de bien individual y bien público.  
 Principio de capacidad económica 
La capacidad económica continúa siendo no obstante el criterio más 
importante para llevar a la práctica ese tratamiento proporcional (A. SMITH, 
J. S. MILL, ROSMINI). Como resultado de un ejercicio de realismo y con ello 
del análisis de las circunstancias que rodean al hombre de la época, se 
encuentran ya citadas distintas fuentes de capacidad económica (renta, 
beneficio y salario en el caso de A. SMITH) y se consideran otros elementos 
que pueden afectar significativamente a su medición (el fenómeno de la 
traslación impositiva -A. SMITH- la cantidad destinada a cubrir las 
necesidades mínimas -A. ROSMINI, J. S. MILL- el gravamen de 
rendimientos netos - C. KLOCK-). 
Consecuencia del “substrato contractualista” en el que se desarrolla este 
periodo, será la correlación entre los impuestos y las ventajas que obtiene 
el individuo del Estado, la sociedad y la economía nacional la idea que irá 
fundamentando el principio de capacidad económica. En todo caso empieza 
a ser significativa la idea de incertidumbre y arbitrariedad en su valoración, 
cuestión que algunos autores resaltan como negativa en la apreciación de la 
justicia del gravamen. Esta realidad es suficiente para llevarles a aconsejar 
la moderación impositiva sobre las fuentes de ingreso o el gravamen de 
otros signos de capacidad económica (el consumo, W. PETTY), mayor 
cuanto mayor es la ocultación o la dificultad de medir las fuentes de 
ingreso584. 
                                      
584 En su análisis sobre el cumplimiento del canon de igualdad en distintas figuras, A. Smith 
resalta la posible existencia del fenómeno que más adelante se denominará de "traslación 
impositiva". Es decir, analiza sobre quién recae verdaderamente el impuesto antes de 
pronunciarse sobre si cumple el canon de igualdad o alguno de los restantes. El canon de 
igualdad resultará de difícil cumplimiento en aquellos impuestos que recaigan sobre bienes 
de fácil ocultación como el capital, por lo que aconseja su gravamen con extrema 
moderación. SMITH, ADAM: La riqueza de las naciones. op. cit.,  p. 758. El llamado principio 
de capacidad económica A. Smith parece identificarlo con el nivel de ingresos y su valoración 
es calificada como arbitraria e incierta. “Si se intenta que los impuestos de capitación sean 
proporcionales a la fortuna o ingreso de cada contribuyente se convierten en totalmente 




La doctrina también va identificando la existencia de elementos contrarios al 
principio de proporcionalidad y al de capacidad económica como lo son los 
privilegios fiscales (ROSMINI), la falta de sencillez en el diseño de los 
tributos (S. LE PESTRE, A. SMITH, ROSMINI) o el uso inapropiado de los 
impuestos indirectos (J. S. MILL, ROSMINI)585.  
 Principio del beneficio 
El principio del beneficio como forma de realización de la justicia en los 
tributos entronca de forma particular con la antropología y teoría política de 
HOBBES586. No es extraño encontrar entre los autores de esta época alusión 
expresa al impuesto como contrapartida por la seguridad y protección que 
otorga el Estado (C.A. BORGIA, M. PALMIERI) o vinculado a la idea de un 
contrato587.  
                                                                                                                
arbitrarios”. En este sentido puede ser más lógico gravar los bienes de consumo siempre que 
el gasto sea más o menos proporcional al nivel de ingresos, limitando los impuestos que 
recaen sobre los bienes necesarios por trasladarse a los salarios y con ello incidir en la 
producción. Ibídem. p. 765. 
585 Para A. Rosmini el consumo no refleja tan bien como los ingresos la medida en la que el 
ciudadano obtiene beneficio de la actividad y los bienes públicos. Una parte del mismo no 
depende además del nivel de renta si no de la necesidad o del deseo arbitrario del 
consumidor. Es decir, la imposición sobre el consumo no permite distinguir entre la renta 
gastada en necesidades básicas y la gastada de forma superflua, por lo que no permite 
excluir de gravamen a la primera de ellas. Conforme a estas consideraciones Rosmini afirma 
que este tipo de gravamen no puede ser nunca distribuido de forma equitativa. A las razones 
de justicia incorpora también razones de eficiencia económica para rechazar la tributación 
indirecta. Los impuestos que recaen sobre bienes de primera necesidad presionan sobre los 
salarios de los trabajadores y por tanto sobre los costes laborales, haciendo menos 
competitivos los productos de cara al exterior e incidiendo negativamente en el nivel de 
empleo. HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., 
pp. 72-74. Por el contrario, los Impuestos sobre bienes “de lujo” o sobre consumos 
socialmente perjudiciales representan una excepción al rechazo de Rosmini de la tributación 
indirecta pues no responde tanto al deber general de contribuir en proporción a la renta 
percibida sino a la actividad regulatoria del Estado en relación a los mercados.  En este caso 
el objetivo del gravamen atendería a razones de conveniencia social dirigidas a contener o 
disminuir el consumo de ciertos bienes. La naturaleza de la exacción corresponde en esto 
casos más a la de una multa que a la de un tributo. Por este motivo recomienda que el 
gravamen de este tipo de bienes se regule a nivel local y no universal, para poder valorar en 
cada caso la existencia de razones sociales o culturales que lo hagan conveniente. Ibídem. 
pp. 74-75. 
586 ÁLVAREZ GARCÍA, SANTIAGO Y FERNÁNDEZ DE SOTO BLASS, Mª LUISA: “Ética y Hacienda 
pública: el principio de justicia en la imposición”. op. cit., p. 15. 
587 A. Smith, por ejemplo, además de mencionar el principio de capacidad económica dentro del 
canon de igualdad, también parece referirse, aunque no expresamente, al principio del 
beneficio. Es decir, la contribución en proporción al ingreso se justifica en la medida en que 
los gastos públicos se realizan como si de unos gastos de administración de una finca se 




No obstante, la alusión al mismo no siempre se encuentra de forma expresa 
en la doctrina y en ocasiones sirve para justificar los principios de 
proporcionalidad y de capacidad económica. Esto es así al entenderse que 
aquellos ciudadanos que más beneficio obtienen de la actividad pública y de 
la vida en sociedad (protección de bienes y derechos, potenciación, ejercicio 
e incremento de los mismos, etc.) son precisamente los que cuentan con un 
patrimonio mayor o una actividad económica capaces de generar mayores 
ingresos588. 
La vinculación del principio del beneficio con la justicia conmutativa, como 
expresión de una equivalencia entre el valor de lo que se recibe y el valor 
de lo que se contribuye, se encuentra presente en particular con relación a 
bienes y servicios públicos susceptibles de ser demandados de forma 
individual589. 
 Principio de progresividad 
El principio de progresividad entendido como contribución más que 
proporcional se encuentra reflejado en la doctrina con distinto grado de 
aceptación. 
Hay autores que lo rechazan de forma directa (A. ROSMINI)590y otros de 
forma indirecta al concebir el tributo como una exacción que no debe influir 
en la posición relativa de los contribuyentes (W. PETTY). Para otros su 
aceptación se limita al gravamen de las herencias (J. S. MILL) o se reconoce 
como posible en alguna de las figuras tributarias analizadas (A. SMITH). En 
                                                                                                                
trataran, siendo los copropietarios los obligados a sostenerlos en función de los intereses, 
ingresos, que mantienen en la misma. 
588 HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”.  op. cit., p. 71. 
589 En opinión de Rosmini pueden llegar a ser injustos los impuestos generales destinados a 
financiar bienes y servicios públicos susceptibles de ser demandados individualmente, pues 
deben ser sus beneficiarios los que los financien siempre que el precio de dichos bienes y 
servicios no atienda a la búsqueda de beneficios sino a la cobertura de los costes. HOEVEL, 
CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., pp. 75-76. 
590 Rosmini rechaza el gravamen progresivo porque en su opinión se opone de forma abierta y 
evidente al principio de proporcionalidad como medida de reparto de las cargas públicas. 
Además afirma: “La progresividad además viola otro principio de Derecho natural que 
establece que todas las propiedades son inviolables…” HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and 
Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., p. 71. 




todo caso la reflexión sobre el mismo aparece íntimamente ligada a sus 
posibles efectos económicos, cuestión que se analizará con más detalle en 
el capítulo dedicado al principio de eficiencia en los tributos. 
3. Cosmovisión cientificista 
Como se adelantó y en un intento de separar las notas más significativas 
para nuestro objeto de estudio dentro del último periodo de influencia de la 
Modernidad, se dedica este epígrafe a los siglos XIX y buena parte del XX.  
Aunque fueron muchas las tendencias de pensamiento que se desarrollaran 
o surgirán en este periodo, como el idealismo, es destacable la herencia que 
en particular ha permanecido de una de ellas: el cientificismo o 
cientifismo591. Se trata de una corriente de pensamiento, una actitud, una 
cosmovisión, o una manera de mirar al hombre y al mundo, si se quiere, 
cuyos efectos influirán directa o indirectamente en la configuración actual 
del principio de justicia en los tributos. Sus efectos incidirán en el ámbito de 
los tributos especialmente por la vía de la Teoría del Conocimiento que se 
consolida en el siglo XIX y que se proyecta también sobre el Derecho.  
a) Elementos configuradores 
 Del nominalismo al método científico 
Filosóficamente el nominalismo da paso a orientaciones filosóficas en las 
que se resalta la realidad de instituciones colectivas frente a lo individual así 
como a significativos intentos de aportar una interpretación racional global y 
secular del mundo, de Dios y del hombre. HEGEL, MARX y AUGUSTO COMTE 
destacan por sus aportaciones en este periodo, siendo estas especialmente 
                                      
591 El término “ciencia” según la definición clásica, consiste en el “conocimiento cierto por 
causas”. El lenguaje común no obstante, por influencia de diversos factores, entre ellos el 
cientifismo, suele restringir su uso a las ciencias empíricas con exclusión de las ciencias del 
espíritu. Así, el cientifismo o cientificismo es una corriente de pensamiento según la cual el 
único conocimiento riguroso que puede tener el hombre de sí mismo y de cuanto le rodea es 
el científico (monismo metodológico). Las ciencias experimentales de la naturaleza hicieron 
posible un tipo de conocimiento universal y necesario, demostrable y preciso que hizo 
realidad un sueño largamente anhelado por la humanidad. La fascinación que produjo este 
éxito impidió que muchos perdieran conciencia de la limitación del método científico-
experimental y pretendieran extrapolarlo a toda la realidad.  




relevantes en materia de Teoría del Conocimiento, Metodología, Metafísica y 
Teoría del Estado.  
En materia de Teoría del Conocimiento y aunque son muchas las 
aportaciones de pensadores anteriores las que son recogidas por estos 
autores, la contribución realizada a la Metafísica por pensadores realistas no 
encontró reflejo en los “grandes relatos” idealistas592. Así por ejemplo la 
metafísica de HEGEL no parte del análisis inmediato de la realidad, de lo 
existente y real en cuanto real para penetrar después en las estructuras 
profundas de esa realidad que es el ser. La filosofía de HEGEL parte del 
pensamiento abstracto, de la idea y de ahí pasa a considerar el ser, siendo 
por ello calificada su metafísica de idealista. Considerando la importancia 
que se ha atribuido a sus aportaciones en materia de Filosofía, Historia y 
Derecho, no es extraño identificar rasgos de este idealismo en otras 
disciplinas como la Filosofía jurídica o la Economía que irán influyendo 
también en la conformación de los principios impositivos. Más adelante se 
irá analizando esta cuestión. 
A modo de síntesis histórica y señalando al mismo tiempo las claves 
filosóficas más significativas de este periodo, puede decirse con DALMACIO 
NEGRO593 que tras la Ilustración y el fracaso de los ideales revolucionarios, 
el romanticismo generalizó la desconfianza sobre la capacidad del hombre 
real y comenzó a fraguarse el mito de la regeneración de la humanidad por 
medio del saber y de la ciencia. También puede observarse cómo el rechazo 
a la existencia de un absoluto transcendente va dando paso a la 
absolutización de otras realidades inmanentes.  
Así, el racionalismo kantiano seguido del escepticismo gnoseológico (HUME) 
en el que derivaría la búsqueda de certezas del periodo anterior, dio paso a 
nuevas tendencias entre las que destaca, además del racionalismo idealista 
                                      
592 VALVERDE, CARLOS: Génesis, estructura y crisis de la modernidad. op. cit., p. 242. 
593 Esta es una de las tesis fundamentales de esta obra del autor. Cfr. NEGRO PAVÓN, 
DALMACIO. El mito del hombre nuevo. Ed. Encuentro. Madrid. 2009. 




de Hegel ya citado, el método positivo594 (AUGUSTO COMTE, 1798-1857) y 
lo que se ha denominado cientifismo. El positivismo científico de AUGUSTO 
COMTE se caracteriza por la intención de aplicar a toda cuestión, incluso 
humana, moral y social, los métodos científico-experimentales modernos, 
atenerse al estudio de los hechos. Las causas finales dejan de interesar a la 
ciencia por falta de utilidad. Los fines objetivos son reemplazados por los 
ideales, por las intenciones de cada uno. De aquí surge el principio de 
neutralidad del sabio, su deseo de atenerse a hechos ya constatados595. Se 
aprecia también una marcada tendencia a prescindir de la tradición y 
abogar exclusivamente por el progreso. 
Se trata de una corriente cuya incidencia en el ámbito de las ciencias 
sociales como el Derecho o la Economía ha sido considerada como 
especialmente perjudicial por los efectos que tuvo. Así, se ha señalado que 
los cultivadores de las ciencias del comportamiento social “extreman, en 
efecto, la similitud de su metodología característica con la propia de las 
ciencias de la naturaleza, pagando por ello el alto precio de marginar lo más 
peculiar de la conducta humana: el carácter cognitivo y libre de la praxis 
ética y política”596. 
Dentro de esta postura epistemológica destacaron las aportaciones de 
COMTE que adoptó una posición “filosófico cientificista” que, además de 
extenderse a otras disciplinas, derivaría también en su caso en fisicalismo597 
social (o intento “científico” de reorganización social). Así, su positivismo 
                                      
594 En opinión de DALMACIO NEGRO el constructivismo nacido del cartesinismo y el 
hobbesianismo suscitan el positivismo. Augusto Comte lo transforma en una filosofía 
científica y  libera los hombres de ciencia de las preocupaciones metafísicas. NEGRO, 
DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 47. VALLET también se refiere a 
este fenómeno cuando describe el positivismo lógico: pretende convertir a la Filosofía en una 
ciencia dedicada al análisis de los conceptos y de los métodos de las ciencias experimentales. 
Cfr. VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B. "Derecho y economía". IGLESIAS PRADA, JUAN L. 
(Coord).: Estudios jurídicos en homenaje al profesor Aurelio Menéndez, Vol IV. Cívitas. 1996. 
p. 5554. 
595 VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., pp. 201 y ss. 
596 Pueden encontrarse referencias a la cuestión en: LLANO, ALEJANDRO: Humanismo cívico. 
op. cit., .p. 56. 
597 Conforme al diccionario de la Real Academia de la Lengua, se trata de una teoría 
epistemológica derivada del neopositivismo, según la cual las ciencias humanas deben 
organizarse según la metodología de las ciencias físicas. 




filosófico centrado en la observación de fenómenos sujetos a leyes 
invariables, le lleva a considerar inaccesible y vacía de sentido la 
investigación de las llamadas “causas”, primeras o finales, muy en línea con 
el escepticismo de HUME acerca del posible conocimiento de las mismas. El 
método positivo lleva a COMTE prescindir de todo lo sobrenatural y 
metafísico y en consecuencia a reducir la humanidad del hombre al “homo 
naturalis”. VALLET critica la postura anterior afirmando: “Una cosa es 
rechazar las metafísicas idealistas y otra cosa es negarse a ascender desde 
el conocimiento de las cosas visibles al de las invisibles y de los efectos a 
las causas, por el camino de la metafísica realista para alcanzar lo 
verdadero, o lo verosímil, como dice Vico, o lo probable y lo más probable, 
como dice Montesquieu”598. 
Por su influencia en la Antropología, en Filosofía del Derecho y en Teoría del 
Estado es importante destacar una tendencia que se consolida en este 
periodo y que afectará al concepto e interpretación de la justicia primero y 
de su relación con la eficiencia económica después. Consiste en la 
separación radical que se produce entre el acto de conocer la realidad y el 
acto de valorarla, es decir, se trata del rechazo a la posibilidad de extraer 
del ser criterio normativo alguno. Es esta fundamentalmente una herencia 
que procede de las ideas dominantes acerca de los límites del conocimiento 
humano, del individualismo antropológico y de la pérdida del interés por las 
causas y los fines. El relativismo jurídico y la concepción de la justicia como 
criterio subjetivo serán algunos de sus frutos. 
Como consecuencia de lo anterior y por influencia del utilitarismo, el modo 
racional de evaluar los hechos o estados de cosas que predomina es por 
medio del análisis de sus consecuencias, cuestión que se convertirá en 
paradigma de las sociedades post-modernas. El intento de cuantificar la 
utilidad, el bienestar o el placer que se deriva de este consecuencialismo 
deja al margen una cuestión genuinamente humana, su faceta cualitativa, 
                                      
598 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B. "El positivismo jurídico de Augusto Comte y lo utilizado de 
él por la ciencia del Derecho en el siglo XX". Anales de la Real Academia de Ciencias Morales 
y Políticas nº 83. 2006. pp. 361-384.p. 22. 




que es difícilmente traducible en términos cuantitativos. El punto de vista 
utilitarista no admite las diferencias cualitativas, sino solo las cuantitativas y 
según la medida de placer-utilidad que proporcionen. Como criterio de 
valoración tendrá amplias repercusiones en las ciencias sociales como el 
Derecho, la Economía o en la configuración del principio de eficiencia en los 
tributos en las que ambas disciplinas ejercen su influencia. Esta tendencia 
es un reflejo de su intento por replicar el método científico y asegurar la 
neutralidad de sus proposiciones. Ahondaremos en ello más adelante. 
Por último cabe mencionar a la Fenomenología por la influencia que ejercerá 
sobre el concepto de justicia en el ámbito de la Filosofía jurídica y en 
particular en la denominada Axiología y por el contraste que representa 
frente a las tendencias dominantes en el momento. Se trata esta de una 
corriente filosófica que extiende el concepto de experiencia más allá de la 
percepción sensorial, admitiendo el conocimiento intuitivo de las esencias. 
Reconoce la existencia de una categoría de objetos ideales, los valores, 
cuyo conocimiento es posible mediante la intuición directa y reconoce que 
dichos valores son objetivos599. Estos valores pertenecen al mundo del ser y 
tienen la vocación de proyectarse a través de la conducta humana y de su 
realidad social. El desarrollo más destacable de la teoría de los valores es 
                                      
599 El valor es definido como una cualidad irreal que reside en las cosas, que nos hace 
preferirlas frente a otras, estimarlas, por lo que valorar no es dar valor sino reconocer el 
valor que tiene la cosa, aquello que la hace merecedora de ser deseada. El ser de los valores 
no es el mismo ser de la realidad. Los valores propiamente no existen (realidad sensible), ni 
son (realidad ideal), sino que valen (algunos autores los sitúan en el ámbito del deber ser). 
Por ello el valor, no se percibe con la intuición sensible, ni se comprende, se estima, de ahí la 
estimativa como ciencia de los valores. El valor no es lo que agrada o lo que se desea, pues 
se reconoce el valor de cosas que no agradan, quedando así desligada su entidad de actos 
sentimentales y apetitivos. El placer es valioso, es preferible al dolor, pero de ahí no puede 
inferirse que todo valor sea placer.  Una significativa distinción entre los valores parece ser la 
que los diferencia entre valores-medios y valores-fines. Las dimensiones del valor se 
encuentran definidas por su cualidad o polaridad (positiva y negativa), su rango o jerarquía 
(valores superiores, valores inferiores) y su materia (útiles, vitales, intelectuales, éticos, 
estéticos, religiosos…) En la virtualidad de cada una de estas tres dimensiones coinciden 
todas las fuentes doctrinales, pero es la cuestión de la jerarquía entre los valores a la que 
más esfuerzo de profundización dedican siendo su existencia la que aparece como más 
evidente en una primera aproximación a la teoría de los valores. Esta claridad en la 
percepción de que unos valores se encuentran subordinados a otros en razón de su jerarquía 
es la que lleva a García Morente a afirmar, por ejemplo, que la justicia es, en jerarquía, 
superior a la elegancia; y lo es con la misma evidencia con que la suma de dos lados de un 
triángulo es mayor que el tercer lado. Cfr. GARCÍA MORENTE, MANUEL: “Ensayos sobre el 
progreso”, en Obras Completas. Edición de Juan Miguel Palacios Rogelio Rovira. Anthropos. 
Madrid. Fundación Caja de Madrid. 1996 Tomo I. Vol. I.p. 312. 




debido a dos grandes pensadores alemanes: MAX SCHELER600 y NICOLAI 
HARTMANN601. Constituye en algunos autores una reacción al idealismo 
cartesiano y al utilitarismo económico anglosajón en la medida en que se 
reconoce la posibilidad de que existan unas intuiciones elementales no 
sometibles a crítica que captan la bondad moral con la misma inmediatez y 
certidumbre con la que el ojo capta los colores602. Es destacable la 
formulación de la idea de justicia como valor y su intento de fundamentar 
un criterio normativo sobre la base de una jerarquía entre los valores603. Se 
volverá sobre ello también más adelante. 
 Antropología: del individuo a la sociedad 
La actitud cientificista que se desarrolla especialmente entre los siglos XIX y 
XX no logra descubrir la singularidad de la vida humana al limitar las vías 
para acceder a la misma. Así, las distintas facetas que explican y aportan el 
                                      
600 Scheler retoma las distintas esferas de valor manejadas desde los griegos como categorías 
independientes e irreductibles unas a otras, reconociendo la distinción entre valores relativos 
a lo agradable y desagradable (incluiría los valores sobre la utilidad y los económicos), 
valores vitales, valores espirituales (incluiría los artísticos, los de justicia y los relativos al 
conocimiento de la verdad) y por último los religiosos. Su jerarquía atiende a la dignidad o 
excelencia intrínseca de cada esfera de valores, confiriendo a lo santo (valor religioso) la 
máxima altura y a lo útil (valor de lo agradable) la menor pues se trata de un valor que no 
vale por sí mismo sino por su instrumentalizad para alcanzar los verdaderos valores, valiosos 
por sí mismos. Entre ambos extremos se situarían el resto de los valores en el orden 
señalado, aunque no realiza referencia expresa a los valores morales pues según Scheler no 
pueden ser realizados directamente sino a través de la realización del resto de los valores en 
su orden correcto. SCHELER, MAX. Der formalismus in der Ethik und die materiale 
Wertethik,.- El formalismo en la ética y la ética material de los valores,.- 1913. 
601 Hartmann, de forma más sistemática y rigurosa establece una jerarquía desde un punto de 
vista diferente. No atiende a la dignidad del valor sino a la prioridad en su realización, a la 
fuerza con que compele su presencia previa a la búsqueda de otros valores. Así lo más 
valioso será el valor económico en cuanto que tienen mayor fuerza y exige su cumplimiento 
prioritario antes de poder alcanzar un valor ético o estético. HARTMANN, N. Ethik, 1926. Las 
ordenaciones jerárquicas ofrecidas por Scheler y Hartmann son  consideradas desde su 
complementariedad en el sentido de que ofrecen un orden en los valores desde una doble 
dimensión: la altura o dignidad intrínseca y la fuerza con que es demandada su realización 
(urgencia del valor en palabras de H. Reiner).  Los valores más bajos serían valores más 
fuertes, pues resultaría incoherente vivir un valor más alto sin tener cubiertos los más bajos. 
602 GEORGE MOORE cit. por MÉNDEZ, JOSÉ.: Introducción a la … ob. cit. pp. 7-8. 
603 En España fueron Ortega, Zubiri y García Morente los que se ocuparon del tema axiológico, 
aunque desde hace cuatro décadas parece haberse reducido la elaboración doctrinal en torno 
a esta cuestión. Cf. GARCÍA MORENTE, MANUEL: “Ensayos sobre el progreso”. op. cit., pp. 
285-356; MARÍAS, JULIÁN: Historia de la filosofía, 4ª Ed., edit. Revista de Occidente, 
Madrid, 1981, pp. 406-412; MÉNDEZ, JOSÉ M.: Introducción a la axiología. edit. Estudios de 
axiología. Madrid. 1995; ORTEGA Y GASSET, JOSÉ: “Introducción a una estimativa”. Obras 




sentido en la vida del hombre, como el Arte, la Filosofía, la Religión, no 
pueden ser captadas por medio del método científico, y el resultado es el 
empobrecimiento en la vida del hombre. Los avances técnicos que resultan 
del progreso científico, influido por una actitud individualista y utilitaria, 
potencian un modelo antropológico que fomenta la actitud de poder y de 
dominio604. SPAEMAN expresa muy bien esa actitud cuando afirma: "El 
cientificismo rechaza la pretensión de considerarnos a nosotros mismos 
como parte de esa naturaleza a la que hemos despojado de todo parecido 
con el hombre y reducido a toda objetividad"605. 
Los sistemas idealistas que siguieron a KANT son el resultado de un intento 
de ver en perfecta coherencia todos los seres de la realidad. Dentro de este 
sistema, cuestiones genuinamente humanas como la angustia, la alegría, el 
amor y el odio, lo espontáneo, el dolor y el gozo, no tienen cabida en una 
representación racionalista del hombre. La persona individualmente 
considerada corre el riesgo de disolverse en el afán de coherencia y 
sistematización que caracteriza a estos sistemas de pensamiento606. El 
cientifismo no logra descubrir que la realidad, especialmente la humana, por 
ser compleja, precisa de métodos de conocimiento peculiares para darse a 
conocer. 
El decaimiento de la Filosofía Moral se vio acrecentado por el positivismo 
lógico según el cual la discusión científica se debe limitar a utilizar 
proposiciones que o bien son empíricamente contrastables o verdaderas por 
definición. Las discusiones sobre lo moralmente correcto o incorrecto se 
dejan al margen por entender que no se trata de un asunto científico sino 
emocional607. Con ello se abandona todavía más la tradición de las virtudes 
en la consideración de la vida humana en su proyección individual y social. 
                                                                                                                
Completas. Vol. 6. 2ª reimpresión. edit. Alianza Editorial. Revista de Occidente. Madrid. 
1994-1997. pp. 315-334. 
604 AA. VV. Apuntes para el Plan de Formación de Formadores I, Momento Histórico. curso 
2002-2003. Universidad Francisco de Vitoria. 
605 SPAEMANN, ROBERT: Lo natural y lo racional: ensayos de antropología. op. cit., p. 18. 
606 VALVERDE, CARLOS: Antropología filosófica. op. cit., p. 64. 
607 ZUBIRI, IGNACIO: "Justicia distributiva …". op. cit.,  p. 279. 




A ello se une la circunstancia de que para muchos de los herederos del 
liberalismo clásico la economía va a regular no solo las relaciones 
mercantiles sino las relaciones sociales y políticas608.  
En contraste con el carácter abstracto de la antropología hegeliana, el siglo 
XIX ofrece otras filosofías acerca del hombre que por su trascendencia 
posterior merecen al menos ser mencionadas. FEUERBACH (1804-1872) es 
considerado, por su descubrimiento del “tú” y de la relación entre el “yo y el 
tú” en la realización personal, como uno de los iniciadores de personalismo. 
KIERKEGARD (1813-1855) por su parte contribuye a revalorizar realidades 
humanas vitales como las emocionales o las volitivas seguido por 
NIETZSCHE (1844-1900) en la exaltación de la vida, de la libertad, de los 
instintos y la voluntad de poder de un hombre que se da así mismo sus 
valores. Formando parte del grupo de filósofos existencialistas encabezados 
por los dos anteriores, puede incluirse a SARTRE (1905-1980) quien refleja 
en gran medida la grave crisis social derivada de las guerras mundiales y 
las dictaduras que conmocionan a las sociedades europeas. El hombre de 
SARTRE carece de proyecto vital, vive una vida carente de sentido, de fin, 
sufre y no puede sino darse a sí mismo sus propios valores, sus verdades, 
su esencia. La libertad la entiende como total autonomía  y los “demás son 
un infierno” en cuanto que representan límites a esa libertad. Se trata del 
“extremo nihilista” del existencialismo. 
El siglo XX aporta nuevas formas de mirar al hombre que resaltan aspectos 
concretos de su complejidad y posible determinismo (S. FREUD, 1856-
1939), que tratan de superar el formalismo moral kantiano desde la 
fenomenología y la teoría de los valores (M. SHELER, 1874-1928) o que 
remiten el problema antropológico al problema ontológico fundamental, a la 
pregunta por el ser (M. HEIDEGGER, 1889-1976).  
 Del Estado protector al Estado benefactor 
El Estado ilustrado da paso al Estado liberal609 dentro del cual se quiere 
limitar los poderes y atribuciones como reacción ante el despotismo y el 
                                      
608 SANMARTÍN, JOSÉ.: "El bien común como idea  …". op. cit., p. 128. 




ejercicio abusivo de poder. Así, bajo la idea de un Estado mínimo, 
abstencionista, se le pide que intervenga únicamente en la medida en que 
contribuya a crear las condiciones necesarias para la libre concurrencia, 
política, económica y social. El Estado se limita así a garantizar la propiedad 
y los demás derechos innatos del hombre, aquellos de los que disponía en 
un estadio pre-político o pre-social, en el estado de naturaleza. Para 
algunos autores610 este proceso introduce la ruptura en el orden jurídico, en 
la unidad del Derecho, generando, por un lado, un Derecho público o 
Derecho estatal y, por otro, un Derecho privado en torno a la propiedad o 
Derecho de la sociedad. El primero de ellos es un ámbito garantizado 
coactivamente mientras que el segundo constituye una especie de reino de 
la libertad. No obstante, para garantizar la seguridad y ante la vitalidad que 
demuestra la nueva forma de sociedad industrial, el Estado se va viendo 
obligado a intervenir con ánimo de encauzarla conforme a pautas estatales. 
La llegada de los regímenes parlamentarios es interpretada como un 
proceso de legitimación de ese paulatino proceso de avance en la 
intervención estatal. 
Es en las últimas décadas del siglo XIX donde suele situarse la primera 
etapa del Estado de bienestar, una etapa de experimentación y debate 
acerca de los principios fundamentales, sobre todo del Estado. Así, la 
llegada progresiva de los regímenes parlamentarios permitió la evolución 
hacia el Estado democrático, en el que la soberanía reside en el pueblo y el 
poder del Estado es un poder limitado y delegado. Añade así a sus 
funciones clásicas (seguridad, defensa, producción legislativa, justicia, 
moneda...) la de garantizar los derechos civiles y políticos que hacen viable 
el dinamismo democrático. Los primeros sistemas de previsión social, 
públicamente instituidos, hacen su aparición. 
                                                                                                                
609 Se refiere DALMACIO al hecho de que tras la Revolución Francesa y a pesar de sus 
propósitos restauradores, el Romanticismo carecía de principios para restaurar el sentido del 
orden. Quedó como único recurso atenerse al orden estatal comenzando la pugna de las 
ideologías por controlar el Estado para conseguir un “estadio final feliz de la Humanidad”. 
NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 43. 




Iniciado ya el siglo XX y como resultado de las limitaciones e inaptitud del 
Estado liberal democrático para afrontar situaciones de crisis o tensiones 
territoriales, algunas ideologías cristalizan en el fenómeno del Estado 
totalitario. H. ARENDT611 relaciona el fenómeno del totalitarismo con la 
soledad, con la ausencia de identidad que en el hombre solo brota en la 
relación con los otros. Tiene lugar tras un proceso de desarraigo del hombre 
respecto al mundo, que genera un individualismo gregario en el que cada 
uno está absolutamente aislado de todos los demás. En esta situación la 
pretensión del movimiento totalitario es la de organizar a las masas, como 
mera agregación de personas, incapaces de integrarse en ninguna 
organización basada en el interés común. Parece resultar clave en este 
fenómeno la desvinculación del hombre respecto de la realización del bien 
común y cómo esta falta de implicación social da paso a su aislamiento y al 
incremento del poder estatal.  
Más allá del fenómeno de los totalitarismos y como culminación del proceso 
de limitación del poder estatal desde el principio de legalidad, surge  el 
Estado de Derecho, que por influencia de las desigualdades 
socioeconómicas, el movimiento obrero y las ideologías predominantes 
(socialismo y marxismo), deviene en Estado social o de bienestar. La 
segunda etapa del mismo se ha situado entre los años 20 y los 40 del siglo 
XX, aunque será en las décadas siguientes en las que se consolide 
definitivamente. A ello contribuye la puesta en marcha de las políticas 
keynesianas que convierten a la demanda agregada en pieza clave del 
crecimiento económico. El Estado asume progresivamente deberes de 
carácter social, viendo así intensificadas y ampliadas sus funciones. Entre 
estas son especialmente significativas aquellas destinadas a dar respuesta a 
situaciones de necesidad y desigualdad, realidad hecha posible como 
                                                                                                                
610 Cfr. NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., pp. 68-69. En opinión 
de DALMACIO NEGRO el Estado de Derecho es una construcción arbitraria inventada para 
contrarrestar la potencia estatal y hacer del Estado un Estado de Paz. 
611 ARENDT, HANNAH: Los orígenes del totalitarismo. Taurus. Madrid. 1974.pp. 388 y ss. 
También MARTÍN BUBER relaciona los totalitarismos-colectivismos con la experiencia de 
soledad en el hombre y afirma que en este fenómeno ya no puede verse al hombre pues solo 
se ve ya la sociedad. Cfr. BUBER, MARTIN: ¿Qué es el hombre. op. cit., p. 142. 




consecuencia del crecimiento económico sostenido612. No obstante, la crisis 
demográfica y el creciente incremento de las demandas sociales y 
asistenciales del Estado provocan la pregunta sobre la viabilidad del modelo 
a medio plazo. Desde posiciones ideológicas neoliberales surge así un nuevo 
replanteamiento de las funciones asumidas por el Estado613. 
Un análisis de los presupuestos teóricos del Estado de bienestar permite 
relacionar sus fundamentos no solo con la teoría del contrato social sino con 
otras tendencias y actitudes que acerca del hombre y del conocimiento de la 
realidad se extienden por Europa durante la Modernidad: el utilitarismo y el 
consecuencialismo614. Así, el bienestar, que en la ética aristotélica ocupaba 
un lugar de medio para fin, ha pasado a ocupar el lugar del fin, 
identificando el “vivir bien” de la vida buena aristotélica, con el “estar bien”. 
No obstante se ha afirmado que no se trata únicamente de nociones 
distintas de bienestar y felicidad (que justificarían políticas gubernamentales 
distintas) sino algo mucho más básico, esto es, nociones distintas del ser 
humano y de su finalidad615. 
                                      
612 Particularmente negativa es la valoración del Estado de bienestar en algunos autores. Como 
muestra puede citarse la postura mantenida por DALMACIO NEGRO para quien la naturaleza 
de la ratio status es económica. Tiene como objetivo conseguir la seguridad exterior  total en 
este mundo, hasta el punto en que se ha ido reduciendo en lo esencial a Estado Fiscal. Cita a 
su vez a Federico Bastiat quien define al Estado como una “gran ficción a través de la cual 
todo El mundo se esfuerza en vivir a expensas de todo el mundo”. La libertad queda abolida, 
suplantada por la permisividad y el conformismo. La pretensión de conseguir la seguridad 
para todo el mundo explica en parte la tendencia expansiva del Estado y su intervención e  
intromisión cada vez mayores en la sociedad hasta llegar al actual Estado Minotauro del 
Bienestar. Cfr. NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., pp. 251-
252.  
613 Cfr.  ABELLÁN SALORT, JOSÉ C.: "Fines y límites del Estado  ….” op. cit., pp. 10-13.; 
GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., pp. 293-295. 
614 La influencia de ambas corrientes es especialmente significativa en la elección y valoración 
de los fines que asume el Estado. Es decir, con el utilitarismo se confunde la tendencia 
teleológica del hombre enfocada hacia el futuro con la valoración de sus consecuencias, esto 
es, con el sentimiento de placer o dolor que una determinada acción trae consigo.614 Su clara 
influencia en la configuración del principio de eficiencia en los tributos, se analiza en el 
epígrafe siguiente. Esta tendencia produce primero en la Modernidad la confusión entre 
medios y fines (se identifica con el fin lo que produce placer) y más tarde la reducción de los 
fines a los medios olvidando los primeros. Esta es la base del utilitarismo que se va 
desarrollando durante los siglos XIX y XX y que actúa de soporte ideológico del Estado de 
bienestar. 
615 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., pp.80 y ss. 




Continuando con el proceso de desintegración e incomunicación social ya 
iniciado, algunos autores616 vinculan la disgregación de la vida colectiva, no 
solo con las condiciones de vida urbana y las laborales sino con los modelos 
antropológicos y de pensamiento ya apuntados. Se identifica una “pérdida 
de la realidad” o nihilismo, un modelo de existencia sin doctrina en la que la 
acción carece de sentido. Esta actitud mina las ideas-creencias en que se 
sustenta la cultura y le dan sentido, destruyendo toda posibilidad de êthos y 
disgregando la vida colectiva. Es la causa última de la anomia que padece la 
sociedad europea, anomia que se da incluso en la familia, institución 
naturalmente comunitaria. A ello se une un sentimiento de incertidumbre, 
causado por la pérdida del vínculo religioso, vínculo social eficaz en cuanto 
que contribuye a la formación del êthos que da sentido comunitario a la 
convivencia. M. BUBER617 se refiere a este fenómeno como a la disolución 
progresiva de las viejas formas organizativas de convivencia humana en las 
que nacen o ingresan en ella hombres "que no entienden su pertenencia a 
las mismas como resultado de un acuerdo libre con otros sino como debida 
al destino o a la tradición vital....la familia, el gremio, la comunidad 
aldeana, la urbana". Se ha sugerido618 que este desarraigo y desintegración 
de la persona en las condiciones modernas de vida occidental provocan 
impedimentos para el desarrollo ético de las personas.  
Por otro lado, los intentos de identificación de las “leyes” que rigen lo social 
se acomodan a las limitaciones del modelo epistemológico positivo y 
prescinden de todo argumento metafísico así como de la identificación de 
las causas a partir de los efectos. En opinión de VALLET si no se determinan 
o valoran las causas de los efectos de las acciones u omisiones humanas, su 
axiología y teleología, “no es posible determinar cuál debe ser la conducta 
que ha de seguirse para el buen orden social, a fin de conseguir una 
solidaridad en la  que todos participen del modo más conveniente, según 
                                      
616 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p. 51. 
617 BUBER, MARTIN: ¿Qué es el hombre?. op. cit., p. 75. 
618 ESPINOSA, TULIO A. Alasdair MacIntyre … op. cit., p. 239. 




sus aptitudes y posibilidades”619. Esta metodología no solo dificultó una 
comprensión más completa del origen de los desequilibrios sociales 
provocados por las nuevas formas de producción. Esta forma de 
aproximarse al fenómeno social impidió además la generación de modelos, 
dinámicas y elementos culturales que dieran respuesta a las nuevas 
situaciones de necesidad social sin crear situaciones de dependencia frente 
al Estado620. 
La sociedad moderna excluye la consideración de principios como el de 
subsidiariedad621 porque supone contemplar en el análisis elementos "no 
verificables científicamente y en consecuencia racionalmente 
impertinentes". Esta actitud desemboca en una "deconstrucción de la 
realidad" operada por la razón y que busca elementos simples y evidentes 
que sean aptos para ser utilizados como  hipótesis básicas y que permitan 
la recomposición sistemática del agregado en que se constituye la totalidad 
social. Estos comentarios de MIGUEL AYUSO622 recuerdan al modelo positivo 
que se instaura en la comprensión del fenómeno social y que salpicará a los 
                                      
619 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B. "El positivismo jurídico de Augusto Comte  …". op. cit., 
p.22. 
620 Se trata de un proceso que por un lado va vaciando de contenido a la idea más abstracta de 
bien común asentada en una intuición previa de los fines. Por otro lado aumenta la 
significación de ideas como la justicia o el Derecho y la diversidad en los fines individuales, 
confiando así al Estado la respuesta a situaciones en las que se manifiesta la limitación de la 
persona individualmente considerada. Las utopías modernas son un reflejo de la pretensión 
moderna de hacer feliz al hombre transformando las estructuras en las que éste se 
encuentra inmerso. La confianza en los efectos sociales de los instrumentos de carácter fiscal 
son un reflejo de esta situación. 
621 Por el carácter conciso, la claridad y el momento histórico en que fue publicada la Carta 
encíclica (1931) transcribimos la definición del principio  recogida por  PÍO XI. Quadragesimo 
Anno "Carta encíclica SOBRE LA RESTAURACIÓN DEL ORDEN SOCIAL EN PERFECTA 
CONFORMIDAD CON LA LEY EVANGÉLICA AL CELEBRARSE EL 40º ANIVERSARIO DE LA 
ENCÍCLICA ""RERUM NOVARUM"" DE LEÓN XIII".  1931. Nº 79. Pues aun siendo verdad, y la 
historia lo demuestra claramente, que, por el cambio operado en las condiciones sociales, 
muchas cosas que en otros tiempos podían realizar incluso las asociaciones pequeñas, hoy 
son posibles sólo a las grandes corporaciones, sigue, no obstante, en pie y firme en la 
filosofía social aquel gravísimo principio inamovible e inmutable: como no se puede quitar a 
los individuos y dar a la comunidad lo que ellos pueden realizar con su propio esfuerzo e 
industria, así tampoco es justo, constituyendo un grave perjuicio y perturbación del recto 
orden, quitar a las comunidades menores e inferiores lo que ellas pueden hacer y 
proporcionar y dárselo a una sociedad mayor y más elevada, ya que toda acción de la 
sociedad, por su propia fuerza y naturaleza, debe prestar ayuda a los miembros del cuerpo 
social, pero no destruirlos y absorberlos. 
622 AYUSO, MIGUEL: ¿Ocaso o eclispse del Estado? … op. cit., p. 31. 




principios impositivos como destinatarios de una función que ha dejado de 
ser común para ser estatal.   
b) La justicia en el Derecho: justicia como criterio subjetivo, 
justicia como valor 
El positivismo científico aplicado al campo jurídico reduce el Derecho a la 
exégesis de los textos, renunciando al estudio y consideración de los fines 
de la actividad judicial623. Se extiende la idea, especialmente en el siglo XIX, 
de que fuera del positivismo como método no puede hacerse “ciencia 
jurídica”; solo sería “filosofía e ideología del Derecho”. “El Derecho natural, 
más que Derecho sería o Moral o valores relativos, o estructuras lógicas o la 
naturaleza de las cosas, etc…entendiéndose por Derecho positivo todo 
derecho cuyo título y cuya medida deben su origen a la voluntad humana 
manifestada en la ley, la costumbre o el contrato”624.  
Conforme a sus rasgos fundamentales el positivismo jurídico considera al 
Derecho como un hecho y no como un valor. El mundo de los valores es 
ajeno a él. Además de afirmar la coactividad-imperatividad de las normas, 
consolida la idea de que es la legislación la fuente principal del Derecho y 
afirma la coherencia y plenitud del ordenamiento jurídico. Sostiene que es 
la interpretación mecanicista la que debe predominar en la actividad del 
jurista desde la premisa de la obediencia absoluta a la ley. Del positivismo 
se afirma la tendencia a un alto dogmatismo y formalismo como notas 
características así como el principio de omnipotencia del legislador. Se cita 
asimismo el principio del subjetivismo según el cual los criterios del Derecho 
                                      
623 VILLEY cita como exponentes de este positivismo jurídico a Jhering, Heck  (Derecho como 
resultado de la lucha de intereses contradictorios o rivales entre los particulares), Radbruch, 
Weber (los valores del Derecho), Kelsen (neutralidad del jurista ante los fines, Derecho como 
conjunto de normas). Cfr. VILLEY, MICHEL: Compendio de filosofía  …. op. cit., p. 202.; Por 
su parte y desde una óptica de Derecho Tributario, CORRAL GUERRRERO también destaca la 
importancia del fenómeno. Es en el Ssiglo XIX cuando realmente se desarrolla el positivismo 
jurídico, especialmente a través del positivismo lógico o normativismo formalista, corriente 
representada por Hans Kelsen, Adolfo Merkl, Félix Verdross, entre otros. Otras corrientes 
dentro del positivismo serán la de la Escuela Histórica del Derecho con Federico Carlos de 
Savigny, Rudolf Von Ihering, y el sociologismo jurídico con Emil Durkheim, Leon Duguit, 
Maurice Hauriou entre otros. Cfr. CORRAL GUERRERO, LUIS: "Derecho Financiero y derecho 
natural". op. cit., p. 685. 
624 HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho? … op. cit., pp. 83-84. 




recto son de naturaleza subjetiva lo que implica que no existen criterios o 
pautas objetivamente válidos, es decir, reconocibles por la razón, acerca de 
cuál debe ser el contenido del Derecho. Esta postura sería la contraria a la 
mantenida desde lo que hemos denominado cosmovisión realista. Por último 
se ha señalado también respecto del positivismo el principio de neutralidad 
en el sentido de que el Derecho debe definirse prescindiendo de su 
contenido abogando por una estricta separación entre la atribución de 
validez jurídica y la validez ético-normativa625.  
Así, la meditación estimativa sobre el Derecho, que había estado animada 
por la convicción de que más allá del Derecho positivo había ciertas pautas 
que permitían someterlo a crítica, sufrió un ocaso en la segunda mitad del 
siglo XIX como resultado del materialismo nihilista y del positivismo. 
Ambos, y desde la influencia del método científico, pretendieron suprimir 
toda Filosofía valoradora por carecer de base que la justificara. “El 
positivismo quiso reducir el ámbito del conocimiento justificado tan solo al 
campo de los hechos observables y verificables por los sentidos; y por tanto 
negó la posibilidad de toda indagación de valores y de normas ideales”626. A 
finales del s XIX el positivismo empieza a entrar en crisis aunque deja tras 
de sí una actitud jurídica y una herencia que llegarán hasta nuestros días. 
Ya se apuntó más arriba cómo la Fenomenología aportó un punto de vista 
que, identificando las limitaciones en la Teoría del Conocimiento 
predominante, pretendía superarlas desde la Teoría del Valor. Sus 
aportaciones en el ámbito jurídico627 contribuyeron al abandono del 
                                      
625 APARICIO PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal y jurisprudencia" Coord: Álvarez García, Santiago; 
Herrera Molina, Pedro. Documentos, nº 10/04. IEF. Madrid. 2004. pp. 32 y ss. 
626 RECASENS SICHES, LUIS: Introducción al estudio del Derecho. Decimocuarta Edición. 
Porrúa. 1970. p. 277.  
627 La Axiología jurídica es la rama de la Filosofía del Derecho que se ocupa de la Teoría de los 
valores, o también la ciencia que se encarga del estudio y análisis de los problemas sociales 
de valoración jurídica. La perspectiva axiológica del Derecho tiene por objetivo ir más allá de 
lo que hay, más allá del ser, esto es, al deber ser, realizando por ello una labor crítica 
constante en la búsqueda de un Derecho mejor, más justo .El papel de la Axiología o teoría 
de los valores respecto al Derecho ha sido reconocido desde una aproximación que se aleja 
del positivismo legalista,  admitiendo en la estimativa tanto un fundamento como una guía 
para la delimitación de su contenido concreto y posterior interpretación . Las conclusiones 
alcanzadas por la estimativa sobre la función desempeñada por los valores respecto al 
Derecho hacen de la pregunta axiológica y teleológica una cuestión fundamental para la 




formalismo y a superar la separación entre el ser y el deber ser, afirmando 
la existencia de un contenido objetivo en la idea de justicia y negando que 
la misma fuera un término de carácter formal. Se afirmará también que las 
esencias y los valores pertenecen al mundo del ser, estando ligados de 
forma indisoluble y ontológica a la existencia humana social628. No obstante, 
la filosofía de los valores se enfrenta con algunas limitaciones que 
restringen su fecundidad, también en el ámbito jurídico629.  
Dentro de las corrientes que reconocen la necesidad de una estimativa o 
valoración sobre el Derecho se han desarrollado un buen grupo de ellas 
para las que aun aceptando la existencia de un “a priori” entienden que este 
es de carácter subjetivo630. El tratamiento de la cuestión de la justicia en los 
tributos recibirá claras influencias de esta corriente, no solo en su 
consideración por parte de la Economía sino más específicamente dentro de 
la Hacienda Pública. Esta postura relativista, enraizada en la actitud 
epistemológica ya apuntada, mutila el ámbito del conocimiento humano al 
aceptar proposiciones enunciativas de fenómenos y rechazar proposiciones 
normativas. No obstante, un significativo sector doctrinal opina que la 
categoría del “deber ser” es tan primaria y originaria como la del “ser”. 
”Siempre se ha sostenido que existen criterios jurídicos intrínsecamente 
                                                                                                                
comprensión del mismo. Sobre la cuestión puede verse: LUCAS VERDÚ, PABLO: Estimativa y 
política constitucionales, sección de publicaciones de la Facultad de Derecho U. C. M, Madrid, 
1984; OTERO PARGA, MILAGROS: Valores constitucionales. Introducción a la Filosofía del 
Derecho: axiología jurídica, Universidad de Santiago de Compostela. Santiago de 
Compostela. 1999; PECES-BARBA, GREGORIO: Los valores superiores. Tecnos. Madrid. 
1984; PÉREZ LUÑO, A. E.: Derechos humanos, Estado de Derecho y Constitución. Tecnos. 
Madrid. 1984; RODRÍGUEZ PANIAGUA, JOSE M.: ¿Derecho natural o axiología jurídica?. 
Tecnos. Madrid. 1981; TORRES DEL MORAL, ANTONIO: Principios de Derecho Constitucional 
Español. op. cit. 
628 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit., p. 165.   
629 Como muestra de esta opinión doctrinal podemos citar este trabajo en el que se recogen a 
su vez otras citas de interés. VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El bien común …l". op. cit., 
pp.50-51. 
630 Esta forma de relativismo jurídico encuentra un claro ejemplo en Kelsen, quien no renuncia 
a la estimativa jurídica, a preguntarse por la cuestión del valor, aunque cree que se trata de 
un problema que no puede ser resuelto científicamente, no es comprobable por le 
experiencia. No existe por tanto un método científico para aclarar el problema de la jerarquía 
de los valores, pudiendo los conflictos que se planteen ser juzgados únicamente desde una 
concepción subjetiva. 




válidos basados sobre lo más íntimo de la esencia o naturaleza del hombre, 
como persona individual y social”631. 
Los nuevos sistemas de pensamiento, aunque fueron más filosofías políticas 
que jurídicas, le otorgan al Derecho nuevos fines y “amplían” el significado 
de la idea de justicia632. En relación con este fenómeno resulta significativo 
mencionar el desarrollo doctrinal de la llamada justicia social cuyo 
antecedente próximo parece encontrarse en el fenómeno que desde 
mediados del siglo.XIX recibe el nombre de cuestión social633. Es entonces 
cuando los efectos del capitalismo comienzan a descubrir síntomas de 
fracaso en la realización de funciones esenciales por parte del orden social, 
básicamente la ausencia de participación de las clases trabajadoras, 
artesanas y agrícolas en el resultado del esfuerzo común. La cuestión social 
aparece así como “fracaso del orden social en la realización del fin esencial 
de la sociedad, es decir, del bien común, con la consecuencia de que una 
parte considerable de los grupos sociales se ve desprovista de su 
participación proporcional en los frutos de la cooperación social”634. Es en 
este contexto en el que se desarrolla, dentro de la doctrina iusnaturalista 
principalmente, un movimiento doctrinal deseoso de hacer resurgir de la 
justicia su carácter social. Esta corriente de pensamiento implicará una 
                                      
631 RECASENS SICHES, LUIS: Introducción al estudio del Derecho. op. cit.,  p. 287.  
632 Así por ejemplo Hegel lo concibe como un instrumento al servicio de la comunidad, 
entendiendo que el Estado es fruto de la superación del propio individuo, una realidad 
autónoma. Su influencia en el papel de los tributos en la realización de la caridad, se 
analizará más adelante. Por su parte Marx entiende que el Derecho está al servicio colectivo 
de una clase social, sometido a la política, dirigido hacia el progreso de la humanidad cuando 
esa clase es el proletariado. Augusto Compte, dando prioridad al todo social y al interés del 
grupo sobre el del individuo, entiende el Derecho como al servicio de la Humanidad, del 
grupo. Esta tendencia cristalizará en el siglo XX hasta provocar el hábito moderno de calificar 
de justa cualquier cosa que se considere emocionalmente deseable. 
633 Para la doctrina social individualista que se ha venido gestando con la Modernidad, la 
armonía social es alcanzable en la medida en que se permita a cada individuo el libre 
desenvolvimiento de sus intereses. De forma consecuente con este principio la justicia legal 
y la justicia distributiva “han sido reducidas en su expresión dando paso a un margen de 
actuación cada vez mayor para la justicia conmutativa. La armonía en muchas relaciones 
sociales que antes se derivaba de una aplicación conjunta de justicia conmutativa y 
distributiva, se deja a merced de la primera de ellas y se justifica con ello el principio, 
subjetivo, de la autonomía de la voluntad, especialmente en el ámbito de las relaciones 
laborales. Cfr. CASTÁN TOBEÑAS, J.: La idea de justicia hoy, ¿crisis? ¿apogeo?  op. cit.,  p. 
8. 
634 MESSNER, JOHANNES en Ética social, política y económica.  op. cit., pp. 551-557.  




defensa, enriquecimiento o revisión, según las posturas, de la clasificación 
de las formas de justicia heredada de la tradición clásica y escolástica 635. 
En este marco, dónde se desarrolla una particular sensibilidad ante la falta 
de participación proporcional en el producto común y que genera 
importantes fricciones en el orden social, es en el que proliferan distintas 
reflexiones en torno a la justicia social, con independencia de su postura 
frente a la clasificación aristotélico-tomista de las formas de justicia. 
Aunque podrían apuntarse muchas más, se pueden destacar algunas de las 
tendencias más significativas.  
Para algunos autores636 la justicia social tiene relación con la participación 
debida de los distintos grupos o individuos en el producto social. Es decir, 
ordenada al bien común, se refiere a una cuestión de reparto de los bienes 
producidos como consecuencia de la cooperación social. Por su parte 
VALLET637 la menciona cuando va repasando las distintas especies de 
justicia ya descritas por ARISTÓTELES, y se refiere a la misma cuando cita 
la medida o criterio que ordena las partes al todo, esto es, identifica la 
justicia general con la justicia social en su recto sentido. Posiblemente 
VALLET quiera con ello separarse de otras interpretaciones dadas al 
concepto de justicia social pues, como ya se apuntó, su interpretación no 
fue unidireccional y por la vía de su identificación con la justicia distributiva 
se le terminó vinculando también con la cuestión de la redistribución de la 
renta (y no del producto social) que tanta resonancia encontraría en el 
ámbito del principio de justicia en los tributos.  
                                      
635 Un análisis más detallado, con referencias doctrinales y bibliográficas  puede encontrarse en 
CASTÁN TOBEÑAS, J.: La idea de … op. cit. 
636 “…es la que regula, en orden al bien común, las relaciones de los grupos sociales entre sí 
(estamentos o clases) y de los individuos como miembros suyos, de suerte que cada grupo 
dé a los demás aquella parte del bien social a que tienen derecho, en proporción a los 
servicios con que contribuyen a ese bien”. Cfr.  MESSNER, JOHANNES: La cuestión social. 
Traducción de M. Heredero. Madrid. Rialp. 1960. p. 20. Lo debido, el suum de cada grupo 
social o miembro del mismo, procede aquí del Derecho natural y exige una voluntad de 
cooperación, negociación y distribución de bienes entre las clases y grupos sociales 
implicados. Cfr. MESSNER, JOHANNES. Ética social, política y económica. op. cit., pp. 498-
500. 
637VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El bien común …". op. cit., p. 53. 




Esta prioridad de lo social y de los nuevos fines atribuidos al Derecho se une 
a la herencia individualista ya asentada en el campo jurídico para configurar 
los contornos del principio de justicia, también en los tributos. A ello 
contribuye el igualitarismo y papel que se le asigna a la justicia ante 
situaciones de desigualdad social 638.  
c) Principios de justicia en los tributos 
El principio de justicia en los tributos define en este periodo buena parte de 
los elementos más representativos que configurarán a los sistemas fiscales 
modernos. Se ha señalado que la idea de la relación tributaria como pura 
relación de poder, de supremacía o subordinación entre el Estado y el 
ciudadano se consolida con el positivismo liberal durante el siglo XIX. En 
este proceso ha jugado un papel muy importante el ius-naturalismo 
racionalista surgido durante la etapa anterior y particularmente las 
aportaciones de KANT en torno a la sustitución de la justicia por la 
regularidad de la ley como elemento fundamental del Derecho. Queda así 
roto el fundamento meta-jurídico del poder tributario. El tributo, en cuanto 
que imprescindible para la existencia del Estado, quedaría justificado por la 
propia existencia del mismo639.  
En este proceso jugarán un papel esencial los nuevos fines asumidos por el 
Estado benefactor y las significativas situaciones de necesidad social que 
                                      
638 Así por ejemplo, analizando la relación que se va gestando entre lo jurídico y  la Economía 
política Vallet  analiza cómo el Derecho llega a adquirir carácter instrumental al servicio de 
objetivos propuestos desde fuera por el Estado de bienestar que ponen en peligro la idea 
misma de libertad. Repasando referencias doctrinales sobre el tema, recoje una cita de B. 
Oppetit que refleja muy bien el modelo antropológico al que se opone la tendencia anterior, 
el de quienes “ven en la libertad un bien intrínseco, piensan que la moralidad es connatural 
al hombre y no es convencional; que es preciso respetar las capacidades autónomas de 
elección y acción de los individuos, y que no puede considerarse a estos cómo instrumentos 
de la realización de un objetivo impuesto desde fuera….El hombre no es reductible solo a la 
eficacia”. Por su parte Vallet concluye reconociendo que en su labor de darle a cada uno lo 
suyo, los juristas deben tener una idea de lo que piensan los economistas de distintas 
escuelas (como parte de “humanarum rerum notitia”), aunque su labor no consiste en seguir 
la tendencia dominante.   En un interesante repaso sobre la relación mantenida entre el 
Derecho y la Economía a lo largo de la historia, VALLET se refiere aquí en particular al 
Análisis Económico del Derecho. Repasa también la doctrina crítica más relevante. Cfr. 
VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B. "Derecho y economía". op.cit.,  p. 5553. 
639 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Valoración y significado de las ideas tributarias de 
Montesquieu, ….  op. cit., p. 70 y ss. 




históricamente se producen. Se apuntarán a continuación algunas de las 
claves más importantes en ese proceso, en particular aquellas que reflejen 
de forma más clara la influencia de la cosmovisión moderna y cientificista 
en los principios de justicia en los tributos.  
Por su parte la influencia del positivismo en materia tributaria es clara: “el 
impuesto en el ordenamiento positivo se basa en principio en 
consideraciones que no tienen en cuenta si es justo o no atendiendo tanto 
al elemento objetivo como subjetivo del mismo; Es indiferente al concepto 
de lo justo, aunque no necesariamente sea contrario a él”640. 
 El fin de los tributos: su multiplicación 
Como ya se señaló más arriba, la relación entre el ingreso impositivo y el 
gasto público comenzó su desintegración con el desarrollo de la hacienda 
monetaria. No obstante, durante el periodo histórico correspondiente al 
Estado constitucional (siglos XVIII y XIX) la conexión entre ingresos y 
gastos era todavía claramente perceptible en la medida en que la 
recaudación quedaba objetivamente limitada por lo indispensable para la 
cobertura de las necesidades públicas641. 
 El bien común 
Como se ha ido apuntando en los epígrafes anteriores, la problemática del 
bien común y su centralidad en el fenómeno impositivo va dejando de tener 
sentido en un contexto en el que lo político va acaparando la totalidad de lo 
social. La idea de fomento y tutela del bien común resulta incómoda dentro 
del modelo epistemológico positivo, así como la pregunta por los fines del 
hombre y de la vida en sociedad. Por otro lado, el modelo de hombre 
individualista que busca sus propios fines y que ve en el otro una limitación 
para su propio desarrollo, tampoco suscita la formulación de la pregunta por 
este bien. En su lugar, como ocurre con el Derecho, son una pluralidad de 
                                      
640 APARICIO PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal y jurisprudencia". op. cit.,  p. 35. 
641 SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO: "Estado de Derecho y Hacienda pública". Revista de 
Administración pública, nº 6. 1951. pp. 193-211.p. 196. 




objetivos concretos los que inspiran y dirigen los principios de la 
imposición642.  
Es precisamente la multiplicación de las  funciones del sistema fiscal las que 
llevan a SCHUMPETER unos años más tarde (1918)643 a afirmar la tendencia 
intrínseca a entrar en crisis del Estado capitalista a causa de sus 
contradicciones internas. Varias son las causas posibles de esta crisis. Una 
de ellas tiene su origen en la insuficiencia de los recursos fiscales para la 
multiplicidad de funciones que los votantes exigen al Estado en un sistema 
democrático.  
Consolidadas ya esas funciones estatales, en 1959 EINAUDI 644 realiza una 
interesante  fundamentación del impuesto desde una concepción del papel 
estatal que recuerda a la teoría del "contrato social" y concibe el impuesto 
como "medio con el cual el Estado crea nuevos valores: seguridad, justicia, 
defensa nacional, cultura, sanidad, unidad de los hombres que habitan en 
un determinado país. Merced al impuesto el Estado crea el ambiente jurídico 
y político en el cual los hombres pueden trabajar, organizar, inventar, 
producir." En esa producción de bienes por parte del Estado menciona 
expresamente los de carácter espiritual. 
En definitiva, la profundización y búsqueda activa del significado del bien 
común en cada lugar y época concretos, desde una interrogación previa y 
                                      
642 Se ha afirmado no obstante que la idea del bien común (sin entrar ahora en el significado 
que para ellos tuvo) fue consustancial  al desarrollo intelectual del liberalismo del siglo XIX. 
De hecho, el análisis del concepto de bien común permite distinguir varios tipos de 
liberalismo. Sin embargo, se afirma también que después de una generación lo social pasa a 
un segundo plano y el compromiso por combatir la pobreza se desplaza al ámbito potestativo 
de cada individuo. Así, “el denominado neoliberalismo representa la caída del compromiso 
social característico entre los liberales clásicos”. SANMARTÍN, JOSÉ. "El bien común como 
idea política  …". op. cit., p. 126. El Bien común es entendido en el liberalismo clásico más 
como un instrumento que como un fin en sí mismo,  como el acervo de usos e ideas que 
nutre los valores morales de la mayoría democrática en el campo de lo social, que supone 
una mejora para la comunidad o para el mayor número posible de sus ciudadanos sin 
implicar daño para nadie. Ibídem, p. 133 y ss. 
643 SCHUMPETER, JOSEPH A.: "La crisis del estado fiscal". Revista española de control externo, 
nº 5. 2000. pp. 147-192. 
644 "¿Qué sería de los hombres si no existiese el Estado? Miserables salvajes sin defensa y sin 
orden en lucha constante contra sí mismos." EINAUDI, LUIGI: Mitos y paradojas de la justicia 
tributaria. Prólogo de Fuentes Quintana. Ariel. Barcelona. 1959, traducción española de 
1963.p. 18. 




constante por los fines del hombre, deja de ocupar el centro de la actividad 
política. La idea de fomento y promoción de un orden, de unas condiciones 
para la proyección de un tejido social vivo, de una serie de bienes 
materiales y espirituales, en los que poder participar y proyectar la libertad 
y la iniciativa, van siendo sustituidos por una multiplicidad de 
intervenciones públicas desde la idea de que el Estado debe llevar la 
iniciativa, liderar el progreso social y guiar a la comunidad hacia la meta del 
bienestar. 
 La redistribución como fin 
La redistribución fue uno de los fines adoptados por los sistemas fiscales 
cuya influencia resulta clave para entender el sentido y alcance del principio 
de justicia en los tributos.  
La fiscalidad como mecanismo distributivo se relacionó inicialmente con el 
axioma del liberalismo clásico según el cual la búsqueda del  interés 
individual debe quedar limitada por el “principio de utilidad social”. Con ello 
se impide la indebida expansión del egoísmo, desde la idea según la cual el 
interés individual debe producir ventajas para los otros645. Se trata de una 
fundamentación en la que destacan unos rasgos antropológicos, el 
individualismo y la utilidad, que recuerdan a la cosmovisión moderna.  
NEUMARK646 se refiere a este fenómeno al describir el cambio producido en 
las ideas sobre lo que es justo, no solo en su aplicación al reparto de la 
carga fiscal sino en relación al papel de la política fiscal en la distribución de 
la renta. Este papel de la política fiscal es consecuencia de la crítica cada 
vez mayor que se viene ejerciendo respecto de los resultados distributivos 
del mecanismo de mercado y dado que la caridad es a todas luces 
                                      
645 SANMARTÍN, JOSÉ: "El bien común como idea política  …". op. cit., p. 132. 
646 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., pp. 22 y ss. NEUMARK reconoce que 
la recaudación tributaria aspira conscientemente a una cierta modificación de la posición 
relativa de los contribuyentes porque "ya no existe la convicción de que la actual distribución 
de rentas y patrimonio se lleva totalmente a cabo en virtud de las aportaciones individuales a 
la formación del producto nacional ni de que es justa desde el punto de vista ético-social, 
especialmente para los que, por razones de desigualdad financiera en la base de partida y 
por disponer de una peor capacidad espiritual y/o física, son económicamente débiles…”. 




insuficiente, explica NEUMARK, compete al Estado crear en este campo una 
cierta compensación equilibradora mediante medidas coactivas, entre las 
que se incluyen las fiscales. Como consecuencia de lo anterior aborda la 
cuestión de la distribución justa de la carga fiscal como cuestión separada 
de los objetivos de redistribución de renta y riqueza. Considera que ambas 
pueden entenderse estrechamente relacionados con la idea de justicia en la 
imposición pero prefiere darles un tratamiento diferenciado. NEUMARK647 
desarrolla el postulado o principio de redistribución reconociendo que se 
trata de un principio de naturaleza especial y diferente cuya aplicación es 
válida únicamente para los Estados en los que predominen determinados 
ideales o ideologías sociopolíticos.  
A lo largo del siglo XX se consolida además en Europa una nueva forma de 
entender la igualdad. Algunos autores han señalado cómo hasta ese 
momento y como forma de hacerla compatible con la libertad, no se había 
identificado a la igualdad con la mera igualdad exterior, de la misma forma 
en que la libertad no se identificaba con la libertad exterior. Sin embargo, 
por influencia directa de las ideologías y del Estado e indirecta del 
igualitarismo racionalista de DESCARTES y HOBBES,  la igualdad social pasa 
a entenderse como igualdad exterior y con ello a convertirse en objeto de la 
llamada justicia social.648 En particular lo que caracterizará a esta tendencia 
moderna será la exigencia de igualdad en el consumo. Será precisamente el 
convencimiento de que la desigualdad económica es en sí injusta o mala 
uno de los factores que se han identificado como motor del 
redistribucionismo moderno649. 
                                                                                                                
Ibídem, p. 44. En el mismo sentido se pronuncia en la obra colectiva que dirige con 
GERLOFF, Tratado de finanzas, op. cit., p. 399. 
647 Ibídem,  pp. 202 y ss. 
648 Véase más arriba el marco en el que surgió la idea de justicia social y de las distintas 
interpretaciones que la misma ha dado lugar. La referencia concreta del epígrafe actual es 
respecto del trabajo siguiente: NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. 
cit., pp. 272-273. 
649 JOUVENEL, BELTRAND DE: La ética de la redistribución. Traducción de Stella Mastrangelo. 
Katz editores. Madrid. 2010. Conferencias publicadas originalmente por University Press en 
1950. p. 14. 




En todo caso, el creciente protagonismo de la preocupación por el fin 
redistributivo de los impuestos fue consecuencia de un complejo conjunto 
de circunstancias que además se influyeron entre sí. Su origen no estuvo 
únicamente en situaciones reales de necesidad social que de otra forma 
hubieran quedado desatendidas, sino que estuvo relacionado con la 
progresiva relevancia y legitimación que se le otorgó al Estado en la 
realización de la Justicia. El entendimiento de ambas causas remite una vez 
más a raíces más profundas, bien al proceso ya iniciado de desintegración 
social, bien a la visión del hombre y del Estado que derivó de la cosmovisión 
predominante.  
Conforme se anticipaba más arriba, desde la Modernidad algunos autores650 
identifican la paulatina consolidación de una crisis de integración política en 
las sociedades europeas. Esta crisis se identifica en el decaimiento de la 
conciencia de pertenecer a unidades sociales que engloben y superen al 
conjunto de los individuos aislados o en la falta de sentido de pertenencia a 
grupos. Se busca sin embargo la inserción del individuo en “autonomías 
libremente elegidas” frente a su vinculación con comunidades tradicionales. 
A este proceso contribuye en el SXIX el predominio de un  tipo de actividad, 
el trabajo productivo, del que está ausente la dimensión comunicativa y 
pública de la acción propiamente dicha. 
En la misma dirección ARENDT651 reflexiona acerca de cómo la "época 
moderna", desde el descubrimiento de América, fue dando paso a una serie 
de fenómenos que incrementaron la desprotección de un gran número de 
trabajadores, privándoles de la doble protección que encontraban en la 
familia y en la propiedad, la parte privada poseída por la familia en el 
mundo. Así fue cómo la "sociedad se convirtió en el sujeto del nuevo 
proceso de la vida, como lo había sido antes la familia. La pertenencia a una 
clase social remplazó a la protección previamente ofrecida por la familia, y 
                                      
650 Pueden encontrarse referencias a este proceso en: LLANO, ALEJANDRO. Humanismo cívico. 
op. cit.,  pp. 5 y ss. 
651 ARENDT, HANNAH: La condición humana. Traducción de Ramón Gil Novales. Paidós. 
Barcelona. 1ª edición española de 1993, reimpresión 1996, edición original de 1958.pp. 277 
y ss. 




la solidaridad social se convirtió en el muy eficaz sustituto de la anterior y 
natural solidaridad que regía a la unidad familiar". 
En términos muy parecidos se expresa BELTRAND DE JOUVENEL652 cuando 
menciona cómo el fenómeno moderno de la redistribución solo es nuevo 
respecto a las prácticas inmediatamente anteriores y respecto del agente 
responsable, el Estado. “La idea de que los que sufren necesidades 
apremiantes deben ser atendidos es inherente al concepto mismo de 
sociedad. El principio se aplica en cada familia y en cada comunidad 
pequeña, y en realidad solo dejó de practicarse hace algunas generaciones 
como resultado del desbaratamiento de las pequeñas comunidades que 
produjo de Revolución Industrial. Eso provocó el aislamiento del individuo y 
el nuevo “amo” de este no se consideraba unido a él por los mismos lazos 
que el señor anterior”. 
En estrecha relación con este fenómeno se desarrollan desde la Modernidad 
toda una serie de corrientes de pensamiento en torno a la cuestión y los 
criterios que deben predominar en materia de distribución de la renta653. Se 
trata de un área de creciente interés durante el siglo XX y que gran parte de 
la doctrina vinculará de forma directa con el concepto de justicia 
distributiva654. Algunas corrientes reflejan la antropología heredada del 
                                      
652 JOUVENEL, BELTRAND DE: La ética de la redistribución. op. cit., p. 44. 
653 Un análisis sintético de la influencia de las distintas corrientes de “filosofía social” en 
relación a la propiedad y a la distribución de la renta (libertarias, pensamiento social-liberal y 
pensamiento social-colectivista) pueden verse en el trabajo de RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ, 
JUAN G.; SALAS DEL MARMOL, RAFAEL: "Justicia social y redistribución”. Coord.: Álvarez 
García, Santiago; Herrera Molina, Pedro. La ética en el diseño y aplicación  ….  op. cit.,   pp. 
45 y ss. 
654 La traducción del Manual de Musgrave al referirse a los criterios de justicia en la distribución 
de la renta entre la población los denomina criterios de justicia distributiva. Musgrave 
describe una síntesis de los distintos criterios que históricamente se han calificado como 
justos en la cuestión de la distribución de la renta. CRITERIOS BASADOS EN LA DOTACIÓN: 
es decir, según los frutos del trabajo y de las capacidades de cada uno. Describe además 
algunas variantes que matizan la cuestión de las condiciones de competencia en el mercado, 
si se incluyen o no las rentas no ganadas o si debe partirse de una situación de igualdad de 
oportunidades. Estos criterios se fundamentan en la innata desigualdad de capacidades que 
existe entre unos hombres y otros y están relacionados con las filosofías políticas del 
contrato social (Hobbes, Locke). CRITERIOS BASADOS EN LA UTILIDAD bajo influencia de 
Benthan, es decir, no se acepta la desigualdad innata de capacidades como determinante de 
la distribución de la riqueza sino que se busca el criterio de reparto en obtener la máxima 
utilidad o satisfacción en términos absolutos o en términos medios. Para ello es necesario 
conocer el bienestar que a cada individuo le reporta un nivel de renta determinado y con ello 




contrato social (criterios basados en la dotación: HOBBES, LOCKE, NOZICK) 
o del utilitarismo (criterios basados en la utilidad: BENTHAM). Otras 
resaltan los motivos de equidad como determinantes con mayor (ROSSEAU, 
MARX) o menor énfasis (equidad como imparcialidad en RAWLS) en la 
cuestión de la igualdad. Su influencia es clara en la configuración del papel 
del Estado y con ello en los fines atribuidos al sistema impositivo, 
especialmente por la vía del principio de progresividad. Es decir, el interés y 
centralidad de la idea de bien común, más abstracta,  relativa a un 
concepto previo de fin y en la que la comunidad interviene como parte 
activa, resultan paulatinamente desplazados por una preocupación más 
concreta y mensurable, atendida por el Estado: la distribución de la renta y 
el bienestar de la mayoría. Su identificación con una de las formas de 
justicia heredadas del realismo aristotélico, la justicia distributiva, le 
confiere la legitimidad necesaria para convertirse en fundamento y 
justificación de la intervención pública.  
No obstante, tanto los criterios de reparto en sí como su identificación con 
la justicia distributiva y por ello con los fines del Estado, han sido objeto de 
análisis crítico desde el punto de vista de sus presupuestos. Sin necesidad 
de repasarlos en detalle, existen indicios suficientes para identificar en estos 
criterios las mismas limitaciones que las existentes en los modelos de 
persona y de sociedad de los que parten655. Así, por ejemplo, y sobre la 
                                                                                                                
poder comparar la utilidad que obtienen unos y otros. En los CRITERIOS BASADOS EN LA 
EQUIDAD el tema del igual valor de todos los individuos y el de la posición relativa entre los 
mismos es el realmente relevante (Rosseau, Marx). Este criterio puede ser aplicado 
conjuntamente con el de dotación al admitir diferencias de distribución basadas en las 
capacidades individuales siempre que se asegure un mínimo de renta para todos. Una 
variación de los criterios de equidad es el propuesto por John Rawls llamado del "maximin". 
ESte criterio admite las desigualdades derivadas de la dotación solo  en la medida en que 
permitan mejorar la situación del que está en la parte más baja de la distribución de renta. 
MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., pp. 130-
139. También ROSEN analiza criterios de distribución de la renta no basados en las utilidades 
individuales sino en cuestiones de relación entre los más ricos y los más pobres, el 
igualitarismo por una cuestión esencial de igualdad entre los hombres, o en asegurar un 
mínimo de bienes esenciales para todos (Tobin, 1970) Cfr. ROSEN, HARVEY S.: Manual de 
Hacienda pública. Ariel Economía, 2ª reimpresión de la 1ª edición española de 1987. 
Barcelona. 1994. p.86. 
655 Zubiri, por ejemplo, señala como Rawls en su Teoría de la justicia se ve obligado a suponer 
que los individuos en la posición original desconocen su concepción particular del bien, lo 
cual implica que las razones por las que se lleva a cabo una acción son irrelevantes desde el 




base de esa visión crítica podría afirmarse que la Teoría sobre la justicia de 
RAWLS es un nuevo intento de estructurar y organizar la vida en común 
que recoge la herencia antropológica de la Modernidad: el individualismo y 
la búsqueda de certezas en las cuestiones humanas. Se trata de un 
esfuerzo enfocado a construir desde el mutuo acuerdo un orden social que 
ha dejado de buscarse en los propios fines inscritos en la naturaleza del 
hombre y que se venía manifestando en forma de cultura o tradición de vida 
en común. 
Desde un punto de vista diferente se ha afirmado que en cierto modo los 
programas de reforma social centrados en la redistribución ofrecen la 
misma promesa que la sociedad capitalista mercantil, esto es, aumentar la 
capacidad de consumo. En ambos casos se considera que el producto final 
de la sociedad es el consumo personal. “Nos hemos apartado 
completamente de cualquier concepción de “la vida buena” y la “sociedad 
buena”. Es inadmisible considerar la “vida buena” como una sucesión de 
salidas de compras…”656. El error se encuentra en la premisa original según 
la cual los ingresos son vistos únicamente como medios para el disfrute del 
consumidor, lo cual es tanto como tener una concepción “asocial” e 
“improductiva” del consumo. Es decir, el ingreso se concibe como 
placentero o provechoso únicamente para el que lo recibe, lo cual es tanto 
como pensar que, “el individuo, terminada su jornada de trabajo, pagada su 
deuda para con la sociedad, se retira a roer su hueso del ingreso en la 
soledad, en un proceso gástrico solitario que no va a ninguna parte….Pero 
no es así. Vivir es un proceso social. Nuestra vida individual no es solo para 
                                                                                                                
punto de vista moral. Por otro lado" se ve forzado a imponer una concepción general del bien 
liberal e individualista a todos los individuos". Más adelante Zubiri se vuelve a referir a los 
que participan en el acuerdo desde la posición original como a "un grupo de individuos 
egoístas y mal informados que tratan de asegurarse un buen futuro".Cfr. ZUBIRI, IGNACIO: 
"Justicia distributiva …op. cit., . p. 287. La teoría de Rawls se inserta dentro de la tradición 
de la teoría del contrato social y básicamente consiste en determinar cómo se deben repartir 
los beneficios de la cooperación social en un grupo de individuos que viven bajo instituciones 
comunes. Zubiri señala cómo "A Theory of justice" es "la búsqueda de las raíces filosóficas 
del conjunto de valores dominantes en la sociedad americana". Ibídem. p. 289. Enumera, 
incluye referencias e incluso analiza algunas de las críticas que ha recibido su teoría. En su 
opinión el éxito de la obra de Rawls se fundamenta en estar escrita para el público al que va 
dirigido, una obra que trata de justificar una visión liberal e individualista.  
656 JOUVENEL, BELTRAND DE: La ética de la redistribución. op. cit., pp. 79 y ss.  




nosotros. Un espíritu generoso prestará muchos servicios a la sociedad 
fuera de sus actividades profesionales….El ingreso individual, consumido 
socialmente, es un medio para esos servicios. Esos servicios no se cuentan 
como servicios productivos porque son gratuitos”657. Esta realidad sin 
embargo no resulta ni conocida ni alentada desde la perspectiva que 
justifica la necesidad de una distribución de la renta operada por el Estado. 
También se ha señalado que el concepto de justicia distributiva utilizado por 
muchos autores modernos confunde la idea de la justa distribución de la 
riqueza con la justicia distributiva, pues el primero va referido a la posición 
patrimonial de los miembros de una sociedad y el segundo, conforme a la 
tradición aristotélico-tomista, se refiere a la justa distribución de los bienes 
comunes. En particular el concepto de justicia distributiva utilizado por 
muchos autores modernos (ROBERT NOZICK, J. RAWLS) difiere de la idea 
de justicia procedente de la tradición clásica y retomado por la escolástica, 
pues se vincula este tipo de justicia con el reparto del fruto de la 
cooperación social y no específicamente con el reparto de los bienes 
comunes que se derivan de la misma658.  
Respecto al protagonismo estatal en la realización de la  justicia distributiva, 
se trata de una tendencia criticada por aquellos que entienden la política 
como un arte que tiene que ver más con el orden que con el reparto. De 
hecho, “la justicia es bastante menos propia de la política de lo que puede 
dar a entender la frecuencia con que los políticos la usan y pronuncian ese 
latiguillo de la "sociedad justa y solidaria"659.  El fin al que se dirige la 
justicia, dar a cada uno lo suyo, ni más ni menos, se trata de un fin 
modesto que no está llamado a constituirse en el ideal de una sociedad, ni a 
                                      
657 Ibídem, p. 84. 
658 CHAFUEN, ALEJANDRO: "Justicia distributiva en la escolástica tardía". op. cit., pp. 10 y ss. 
La escolástica distingue entre las dos formas de justicia, conmutativa y distributiva, referida  
esta última a la distribución de los bienes y cargas comunes. Admiten asimismo que entraña 
mayor dificultad determinar lo justo en materia de distribuciones que de conmutaciones, y 
que la justicia conmutativa es más perfecta que la distributiva. Por el contrario, la 
distribución del fruto derivado de la cooperación social, no es función de la justicia 
distributiva conforme se entiende en la escolástica.   
659 HERVADA XIBERTA, JAVIER. ¿Qué es el derecho?  … op. cit., p. 29. 




conducir a los hombres a la felicidad o a su pleno desarrollo....aunque la 
sociedad necesite de la justicia para sobrevivir, no puede ser su meta o su 
ideal. "La sociedad justa, la justicia, son puntos de partida, no de llegada. 
Son principio o base, no ideal"660.  
El acuerdo que progresivamente se va extendiendo acerca de la función 
estatal en la distribución de la renta alcanza también a la realización de la 
caridad. La idea de un Estado que debe hacerse cargo de la caridad 
desposeyendo a los ciudadanos de esa tarea la encontramos 
magníficamente expresada en HEGEL661. GÓMEZ DE PEDRO662 la explica 
muy bien:  
"Como el Estado es la expresión máxima del Espíritu, origen y fin de la vida y 
de la Historia, Hegel pondera su acción como la única perfecta, sobre todo 
respecto a un precepto de perfección moral tan significativo como el del amor 
al prójimo. Al calificar su acción de inteligente y universal, desacredita la otra 
manera existente de ejercitar la caridad, la de los particulares… Es más, tacha 
de dañino a este amor individual y a la caridad que nace de él, porque puede 
llevar a actuar en contra de lo universal al buscar un bien privado para la 
persona que se ama. La noción cristiana de caridad, bien por ser estéril, como 
lo es para HEGEL, o bien por ser imposible e incierta, tal como la ve HOBBES, 
                                      
660 Ibídem, p. 63. 
661En el contexto de una de sus obras, la Fenomenología del Espíritu, escrita en 1807, nos 
ofrece el siguiente texto que a continuación transcribimos porque resulta muy iluminador: 
“Otro precepto famoso es el de ama a tu prójimo como a ti mismo. Es un precepto dirigido al 
individuo en relación con otros individuos, en que se afirma como una relación entre 
individuo e individuo, o como relación de sentimiento. El amor activo [...] tiende a evitar el 
mal a un ser humano y a hacerle el bien. A este efecto, hay que distinguir lo que para él es 
el mal, lo que es frente a éste el bien eficiente y lo que es, en general, su bienestar; es decir, 
que debemos amar al prójimo de un modo inteligente, pues un amor no inteligente le hará 
tal vez más daño que el odio. Ahora bien, el obrar bien de un modo esencial e inteligente es, 
en su figura más rica y más importante, la acción inteligente y universal del Estado -una 
acción en comparación con la cual el obrar del individuo como individuo es, en general, algo 
tan insignificante, que apenas si vale la pena hablar de ello. Además, aquella acción es tan 
poderosa, que si oponemos a ella el obrar individual y éste quisiera ser precisamente para sí 
un delito o defraudar por amor a otro lo universal en lo tocante al derecho y a la 
participación que tiene con él, ese obrar individual resultaría totalmente estéril y sería 
irresistiblemente destruido”. Cfr.  HEGEL, C.W.F.: Fenomenología del espíritu; Tr. W. Roces, 
México, Fondo de Cultura Económica, 1979. 1ªreim, p. 248-9. Citado por GÓMEZ DE PEDRO, 
M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., p. 205. 
662 Ibídem, p.205. 




es sustituida por la “acción inteligente universal del Estado”, la única eficaz y 
útil”.  
Resultan así relacionados la aparición de los Estados de bienestar con la 
modificación de las normas de ayuda caritativa o providencial663.  
La influencia de este proceso en la configuración del principio de justicia y 
en la forma de interpretarlo fue determinante. La idea de reparto fue dando 
paso a la de redistribución hasta convertirse en legitimadora del fenómeno 
tributario664. Por otro lado la presión que ejerció sobre el principio de 
capacidad económica suscitó amplias críticas sobre su idoneidad y desplazó 
hacia el principio de progresividad la esperanza de solución a las situaciones 
de necesidad social.  
 Principio de justicia en los tributos 
Se incluye a continuación una referencia a aquellos principios tributarios 
que mejor reflejan la cosmovisión cientificista dominante, principios que se 
irán interpretando desde instancias de conocimiento no necesariamente 
jurídicas, configurados en el campo de las ciencias sociales y en particular 
desde el ámbito de la ciencia de la Hacienda. Si bien es cierto que es en 
este periodo cuando empieza a configurarse la dogmática jurídica en torno a 
los tributos665, sus fuentes en materia de principios serán los conceptos y 
categorías elaborados desde la Hacienda Pública cuyas raíces, como ya se 
apuntó, son distintas de las categorías conceptuales elaboradas desde el 
realismo jurídico. En nuestra opinión, la dogmática tributaria recibió 
también la influencia de la teoría del pacto social ya aceptada por la 
                                      
663ASHFORD, D.: La aparición de los Estados de Bienestar. Tr. B. Gimeno. Madrid. Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 1989.p. 345. 
664 BELTRAND DE JOUVENEL señala cómo han sido las políticas declaradamente 
redistribucionistas las que han hecho posible el enorme crecimiento experimentado por el 
gasto público y los impuestos encontrando para ello una oposición muy débil. Por el contrario 
repasa fases anteriores de la historia en las que a las autoridades públicas les costaba un 
enorme esfuerzo no ya aumentar el nivel de ingresos sino incluso conservar la misma 
proporción de que antes disfrutaban. JOUVENEL, BELTRAND DE: La ética de la redistribución. 
op. cit., pp. 103. 
665 En el caso del principio de capacidad económica puede señalarse en particular los esfuerzos 
de GRIZIOTTI por integrar el concepto procedente de la Hacienda pública en el sistema de 
Derecho Tributario. PALAO TABOADA, C.: “Apogeo y crisis del principio de capacidad 
contributiva”. op. cit., p. 377.   




Hacienda Pública cuya manifestación directa refleja GRIZZIOTI (1929) al 
fundamentar el deber de contribuir en la participación del contribuyente en 
los beneficios derivados de los servicios públicos. Se ha afirmado666 incluso 
que por influencia del nominalismo jurídico se irá atribuyendo a politólogos 
y economistas, en lugar de a los juristas, la concreción práctica o ejecución 
política del impuesto justo, todo ello mediante una técnica fiscal que ofrezca 
soluciones a los problemas prácticos de la imposición más que centrarse en 
la traslación al Derecho positivo de los axiomas de la tradición escolástica 
sobre el impuesto justo. 
 Principio de capacidad económica 
El principio de capacidad económica como pieza clave de la equidad 
tributaria, aunque definido y fundamentado desde la escolástica y 
confirmado doctrinalmente por la Hacienda clásica (aunque desde raíces 
distintas), experimenta no pocas vicisitudes durante este periodo. Buena 
parte de la discusión en torno este principio procede de los intentos de 
limitar la discrecionalidad del legislador y con ello del papel que asumirá el 
Estado en la realización de los fines “colectivos” ya apuntados. Más que 
repasar su evolución histórica, el objetivo de este apartado es analizar cómo 
influyó la cosmovisión dominante en su desarrollo y configuración. Se 
apuntan ahora de forma sintética las posturas “filosóficas” doctrinalmente 
más relevantes en torno a distintas actitudes o perspectivas desde las que 
se considera el principio de capacidad económica. Aunque se presentan 
clasificadas por epígrafes667, las motivaciones que se encuentran detrás de 
cada toma de postura doctrinal son muchas veces el resultado de distintas 
influencias. 
 Positivismo: ley como fuente de la justicia 
Como ya se adelantó, el positivismo jurídico, aunque hunde sus raíces en el 
contractualismo y en las teorías modernas en torno a la utilidad como 
                                      
666 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ L.: "La imprecisión jurisprudencial  …". op. cit., p. 531.  
667 A estos efectos resulta de gran interés los trabajos siguientes: PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS. 
"Las cargas públicas …". op. cit.,  pp. 87-112.  




criterio normativo, se consolida en este periodo potenciado por el 
positivismo científico. La Filosofía del Derecho resultante del mismo negará 
toda relevancia al principio de capacidad económica como criterio de 
equidad al entender que no hay más fuente de justicia que la propia ley. 
También puede encontrase esta misma postura respecto a otros principios o 
requisitos que ya habían sido vinculados con los tributos de forma explícita 
por la Hacienda Clásica por ejemplo (como los de igualdad, 
proporcionalidad, comodidad, certidumbre…). El respeto a ciertos criterios 
objetivos (causas en la terminología escolástica) deja de fundamentar el 
carácter jurídico del tributo. Se trata de la actitud opuesta a la del realismo 
jurídico, pues desestima toda posible lectura de la realidad o de las 
relaciones entre los hombres y la comunidad, que pueda ser relevante a 
efectos de orientar la justicia en la distribución de los tributos.  
 Invalidez como criterio normativo 
Otra postura doctrinal en torno a la cuestión la encontramos en aquellos 
autores para los que es necesario contar con criterios éticos y de justicia 
fiscal que estén más allá del Derecho, aunque no reconocen que el principio 
de capacidad económica sea uno de ellos. Para un sector doctrinal se trata 
de un principio que se considera vinculado a la filosofía utilitarista y una vez 
que esta se entiende superada, bien entrado el siglo XX, se niega también 
la validez del principio668.  
Para otros, la razón de su invalidez como criterio normativo se encuentra 
vinculada una vez más con el positivismo científico y la imposibilidad, 
filosófica y lógica, de demostrar la conexión entre el principio de capacidad 
económica y la justicia en los tributos. Las posturas epistemológicas 
apuntadas en torno a la dificultad de extraer de la realidad un criterio 
normativo ejercen en este grupo considerable  influencia. Se considera éste 
un principio orientador, construido por la vía inductiva para resolver el 
                                      
668 PÉREZ DE AYALA cita entre estos autores que siguen esta tendencia a H. SIMONS y a 
MYRDAL aunque también señala que obedece a una visión histórica y filosófica parcial. Cfr. 
PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: "Las cargas públicas …". op. cit.,  p. 89. 




problema del reparto de las cargas públicas y no un verdadero principio de 
equidad en los tributos669.  
Se ha señalado que las limitaciones del principio de capacidad como criterio 
fundamental de justicia tributaria derivan de la propia complejidad de los 
fenómenos sociales y la realidad fiscal, cuestión que abarca mucho más que 
un “reparto” del coste de los servicios públicos. La justicia en la imposición, 
entendida como igualdad, no se materializa únicamente mediante el 
gravamen conforme a la capacidad sino que dicha igualdad puede 
proyectarse por medio de otros criterios siempre que no sean arbitrarios670. 
Se extiende así la concepción de la doctrina alemana (LEIBHOLZ) que 
concibe el principio de igualdad como un mandato de “interdicción de la 
arbitrariedad” y según el cual un tratamiento tributario desigual sería lícito 
cuando existieran motivos objetivos que lo justificaran a la luz de la “común 
conciencia jurídica”671. Así, la interdicción de la arbitrariedad como 
contenido de la igualdad tributaria alcanzó no solo a la jurisprudencia 
constitucional alemana sino también a la italiana y a la española,  revelando 
                                      
669 Cfr. PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: "Las cargas públicas …". op. cit., p. 89. En este caso 
PÉREZ DE AYALA, refiriéndose a la doctrina española, cita el caso de P. TABOADA.  
670 PALAO TABOADA, CARLOS: “Apogeo y crisis del …”. op. cit., pp. 393 y ss. En su opinión las 
limitaciones del principio de capacidad contributiva derivan del intento metodológicamente 
erróneo de otorgar al mismo la exclusividad en la determinación de la igualdad o diversidad 
de las situaciones a efectos impositivos. Es decir, “no es posible formular criterios 
apriorísticos para la aplicación del principio de igualdad. El verdadero significado de este 
principio es….la interdicción de la arbitrariedad. Lo arbitrario no es susceptible de definición 
mediante notas formales, pues supone una contradicción con lo que en cada situación 
histórica se considera como justo, o razonable o conforme a la naturaleza de la cosa”. 
Ibídem. p. 411. En su trabajo anterior, "La imposición sobre  …". op. cit., pp. 35-72, aunque 
parte de la idea de capacidad contributiva como criterio de justicia en la imposición, reconoce 
que es ingenuo esperar que este principio nos proporcione en sí mismo una indicación  sobre 
la estructura de un impuesto o sobre métodos concretos de imposición.  Esto explica que en 
la discusión sobre la equidad en la imposición predomine el aspecto ideológico y por ello 
surjan partidarios y detractores de un impuesto. No obstante un conocimiento más exacto de 
"ciertos datos reales" elimina al menos en parte algunos puntos del debate. No obstante la 
indeterminación de la noción de capacidad contributiva no supone que carezca de contenido. 
Así, "el estudio sobre la justicia de una figura tributaria tiene como base el análisis de todos 
los aspectos de la fiscalidad", sin que con ello el autor quiera defender las tesis integralistas. 
Ibídem. p. 38. 
671 HERRERA MOLINA, PEDRO M.: Capacidad económica y sistema fiscal. …op. cit., pp. 23 y ss.  




ser con el tiempo un instrumento insuficiente para controlar la igualdad al 
ser interpretado de forma reduccionista672.  
En efecto, el principio de capacidad económica resultó ser de difícil 
seguimiento cuando se contemplaban figuras tributarias no dirigidas 
estrictamente  a la cobertura de las cargas públicas. En estos casos la causa 
que se opone al principio está relacionada directamente con los fines 
paulatinamente asumidos por el Estado a través del sistema impositivo. Por 
esta razón, algunos autores, para evitar aceptar la “vulneración” del 
principio de capacidad económica, tienden a separar del ámbito de los 
tributos aquellas figuras que respondan a fines con los cuales se vea 
dificultada su vigencia673. 
 Escepticismo por falta de precisión 
El escepticismo epistemológico, surgido con la Modernidad y confirmado 
desde el positivismo científico, conduce a una parte de la doctrina a 
despreciar el principio de capacidad económica por falta de precisión. Se 
propone así su sustitución por otros criterios más claros y concretos. La 
demanda de criterios más concretos de imposición dentro del principio de 
justicia en los tributos recuerda a la demanda cartesiana de ideas "claras y 
distintas" que faciliten la tarea en el diseño de los impuestos. Se trata del 
deseo de disponer de criterios que por sí mismos den respuesta a la 
pregunta acerca de cuánto debe pagar cada uno sin necesidad de una 
ulterior investigación acerca de la realidad que está detrás de cada caso. 
                                      
672 Ibídem, p. 24. HERRERA, tras reconocer esta situación, se propone en su trabajo “liberar” el 
principio de capacidad económica que como resultado de la misma se encuentra apresado en 
la construcción dogmática de la interdicción de la arbitrariedad. Para ello se propone 
demostrar que existe un derecho fundamental a contribuir a las cargas públicas con arreglo a 
la propia capacidad económica. Ibídem, p. 25.  
673 Así, los tributos no fiscales en sentido estricto o tributos de ordenamiento, entre los que no 
estarían necesariamente los que persiguen fines socio-económicos ni aquellos que incluyeran 
beneficios fiscales puntuales con fines de política económica, no tendrían la consideración de 
impuestos y por ello no mantendrían su vinculación a los principios de justicia aplicables a los 
mismos. Su legitimidad quedaría acreditada en la medida en que sirvieran a fines o intereses 
constitucionalmente protegidos. Entre ellos podrían incluirse aquellas figuras que persiguen 
desalentar determinados comportamientos en defensa de una utilidad pública o social 
(gravamen del tabaco, de los alcoholes o del juego, gravamen sobre tierras infrautilizadas) o 
compensar de los costes públicos o externalidades negativas derivados de alguna actividad 
(gravamen de hidrocarburos o medioambiente. Sobre esta cuestión, ALBIÑANA, CÉSAR: “Los 
tributos con fines no financieros”. op. cit. 




Así, por ejemplo, un primer problema que presenta el concepto es el de su 
dificultad de medición, cuestión que ha llevado a prestigiosos hacendistas 
como LUIS EINAUDI a afirmar de la capacidad contributiva: “….. este par de 
palabras se escapa entre los dedos, se escurre inaprensiblemente, y vuelve 
a aparecer  en cada momento, inesperado y persecutorio…, con ese par de 
palabras se explica todo…”674.   
A.D. GIANNINI, como destacado exponente de esta postura, niega que se 
trate de un concepto preciso y concreto, siendo más bien un concepto de 
gran vaguedad675. No resulta sorprendente sin embargo su respeto del 
principio de capacidad contributiva habida cuenta del formalismo que 
demuestra al cuestionar la virtualidad de otros principios tributarios: 
“incluso al más inicuo o antieconómico de los tributos no podría negársele el 
carácter jurídico de impuesto cuando tenga su base en la potestad de 
imperio del Estado y el fin de procurarle a éste un ingreso”676.  
Otro aspecto de la falta de concreción que se le atribuye al principio es el 
hecho de que en sí mismo no contiene la medida concreta de la contribución 
adecuada. Es decir, no es un criterio traducible cuantitativamente en una 
cuota concreta a pagar en función de una capacidad medible de pago. A 
este respecto y como se señaló con anterioridad, la doctrina original del 
impuesto justo no precisaba de una concreción mayor del principio por 
cuanto era la consideración global de las causas (no solo la formal) la que 
daba plena proyección a cada una. Es decir, la medida de la contribución de 
cada uno es una cuestión que solo cabe hacerse explícita una vez 
determinado el gasto público necesario conforme a la causa final del 
                                      
674 EINAUDI, L.: Mitos y paradojas de la justicia tributaria. op. cit.,  p. 72. En un sentido muy 
similar puede verse el trabajo de  BLUM, WALTER J. y KALVEN, HARRY: El impuesto 
progresivo: un tema difícil. Edición al cuidado de Carlos Fernández de la Torre. Instituto de 
Estudios Fiscales. 1972. pp. 183 y ss en el que reconocen que el criterio de capacidad de 
pago ha sido propuesto como criterio cardinal de la justicia tributaria aunque afirman que "la 
frase clave es tan ambigua que el principio carece de contenido".  
675 GIANNINI  llega a afirmar: “Sería ciertamente deseable que un soberano criterio de justicia 
distributiva presidiese toda la imposición, pero esta es una exigencia ideal, cuya realización, 
como en cualquier otro campo de la vida social, está encomendada a la prudente apreciación 
del legislador” Cit. por PALAO TABOADA, C.: “Apogeo y … ob. cit, pp. 379-380. 
676 Ibídem.  




impuesto, el bien común. En este caso sin embargo el principio de 
capacidad se contempla de forma aislada, posiblemente desde la influencia 
de modelos epistemológicos que potencian el análisis de las manifestaciones 
más visibles de cada fenómeno. Por otro lado el interés que antes 
despertaba la lectura de los fines que ofrecía la realidad, también los del 
área tributaria y que legitimaba la intervención pública, ahora resulta 
prescindible ante la legitimación que otorga la soberanía o la capacidad 
legislativa del Estado.  
 Aceptación como criterio de justicia en los tributos 
También se encuentran autores para los que el principio de capacidad 
económica es la vía por la que de forma natural mejor se expresa la justicia 
en el reparto de los tributos. Se reconoce que se trata del criterio que ha 
predominado en el pensamiento filosófico europeo continental a lo largo de 
la historia677. Para muchos autores no puede desconocerse que ha sido el 
principio de proporcionalidad conforme a la capacidad económica o 
contributiva el que ha representado bajo un consenso social mayor un 
criterio de reparto más acorde al principio de justicia, y ello a pesar de que 
la indeterminación con la que viene formulado dificulte la identificación de 
signos auténticos de esa capacidad para contribuir.  
Ha sido este principio asimismo el elegido por una mayoría de Estados 
modernos como criterio constitucional de justicia tributaria678 y  aunque se 
trate de un principio que no agota en sí mismo las posibilidades de 
realización de la justicia tributaria sí permite transitar de lo abstracto a lo 
                                      
677 La doctrina italiana destaca entre los autores que pueden citarse dentro de este grupo, 
como por ejemplo R. POMINI y GIARDINA. La doctrina española parece aceptar de forma 
general el principio de capacidad económica como criterio material de justicia tributaria. En 
este sentido pueden verse los trabajos siguientes: PONT MESTRES, MAGÍN: "En torno a la 
capacidad económica como criterio constitucional de justicia tributaria en los Estados 
contemporáneos". Discurso leído en el acto de su recepción como académico el 12 de marzo 
de 1974, Real Academia de Ciencias Económicas y Financieras de Barcelona. Real Academia 
de las Ciencias Económicas y Financieras de Barcelona. 1974; SAINZ DE BUJANDA, 
FERNANDO: Hacienda y Derecho, Vol. IV. Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1963.pp. 
154 y ss; CORTÉS DOMÍNGUEZ, MATÍAS: "El principio de capacidad contributiva  …". op. cit., 
pp. 996 y ss; PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Las ficciones en el Derecho Tributario. Edersa. 
Madrid. 1970. PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: "Las cargas públicas …". op. cit., p. 90. 
678 Cf. PONT MESTRES, MAGIN: “En torno a la capacidad económica  …”. op. cit., p. 10 y ss. 




menos abstracto en una cuestión  como la justicia de contornos nada claros 
e inequívocos. 
Partiendo de la vinculación entre justicia y capacidad contributiva, se han 
propuesto tres momentos distintos que permiten interrelacionar algunos de 
los principios con los que se ha identificado la justicia en los impuestos. En 
un primer momento, la justicia se identificaría con el principio de 
generalidad, en el cual operaría esta capacidad económica de forma 
absoluta al delimitar los posibles supuestos de hecho objeto de tributación. 
En un segundo momento la justicia se conjugaría mediante el principio de 
igualdad a través de la valoración objetiva de la capacidad económica 
existente, o capacidad económica relativa. En un tercer momento la 
tributación vendría graduada teniendo en cuenta la capacidad contributiva 
específica o subjetiva, admitiendo aquí el principio de equidad un gravamen 
distinto para capacidades distintas679. 
La aplicación práctica del principio, según muestra la experiencia histórica, 
ha planteado distintos retos a su proyección real como criterio material de 
justicia en los tributos, como, por ejemplo, el de determinar qué signos o 
flujos monetarios utilizar para medir la capacidad real de pago de las 
personas. La inexistencia de un único índice que refleje todo el potencial 
económico y el bienestar que obtiene una persona de la totalidad de sus 
bienes (el ocio sería un bien difícil de valorar) ha provocado que sean varios 
los índices utilizados en los sistemas fiscales modernos, fundamentalmente 
la renta (definida en sentido amplio e integral siguiendo la tradición 
marcada por SCHANZ, HAIG, Y SIMONS), el patrimonio (como índice 
complementario y distinto a la renta personal) y las ventas efectuadas en el 
sistema económico. 
No obstante, y a pesar de la centralidad que se afirma acerca del principio 
de capacidad contributiva, en muchas aportaciones doctrinales se aprecia la 
presión que sobre el mismo ejercen las nuevas funciones asumidas por el 
Estado y por el sistema fiscal. 
                                      
679 PONT MESTRES, MAGÍN. "La Justicia tributaria y  …". op. cit., pp. 385 y ss. 




Para CORTÉS DOMÍNGUEZ680,  por ejemplo, el principio de capacidad 
contributiva es una de las figuras fundamentales de la dogmática tributaria. 
Parece identificarlo con el principio mismo de justicia en los tributos cuando 
afirma: "… parece obvio que el Derecho Tributario no tiene más enfoque 
posible, no tiene criterio ni guía más adecuados que el que brinda el 
principio de justicia en los tributos. Podríamos decir que el principio de 
capacidad contributiva es la verdadera estrella polar del tributarista". Más 
adelante reconoce, sin embargo, la existencia de una nueva concepción de 
la Hacienda Pública en la que funciones como la redistribución de la renta o 
el crecimiento económico pueden encontrar mayor proyección por medio de 
otros principios. Cortés Domínguez no parece cuestionar estas nuevas 
funciones e incluso llega a admitir que el principio de capacidad contributiva 
puede tener que ceder en beneficio de otros principios más eficaces. 
 Principio de progresividad 
El principio de progresividad no solo adquiere en este periodo el 
protagonismo que no tenía en la Hacienda Pública clásica, sino que se 
convierte en elemento esencial de la configuración del principio de justicia 
en los tributos. 
Las teorías que le han servido de fundamentación se han agrupado 
básicamente en torno a dos ejes681: las que justifican la progresividad como 
medio de hacer efectiva la igualdad en la tributación y, con ello, como 
condición de la equidad tributaria (teorías sobre la igualdad del sacrificio, la 
utilidad marginal decreciente del dinero, la teoría del beneficio respecto del 
gasto público), y aquellas que entendían la progresividad como instrumento 
al servicio de la redistribución de la renta desde la idea de que la economía 
no recompensaba justamente los talentos y habilidades individuales. 
                                      
680 CORTÉS DOMÍNGUEZ, MATÍAS: "El principio de capacidad contributiva  …". op. cit., pp. 989 
y ss. Analizando la problemática que respecto del principio de capacidad económica provocan 
las exenciones con fines extrafiscales, Cortés Domínguez apunta una posible causa: "Me 
pregunto si todo el problema no nace de una falta de adecuación entre el perfil que adopta el 
jurista cuando ve el sistema a través del principio de capacidad contributiva y la misión que 
hoy ha de cumplir el Estado a través de la política fiscal". 
681 Una síntesis de las mismas puede verse en el trabajo de MAGRANER MORENO, F. J.; 
MARTÍN LÓPEZ, J.: "Impuestos progresivos y  …". op. cit., pp. 449-464.  




Ambos tipos de teorías fueron cuestionadas en un conocido trabajo de 
WALTER J. BLUM y H. KALVEN.682  Las críticas al principio de progresividad 
se inician calificándolo como una medida que resulta en ocasiones 
"políticamente irresponsable", al tratarse de “una medida legal que resulta 
especialmente resistente a la sobria reconsideración por medio de un 
proceso político". La desaparición de las razones que motivaron un 
incremento de las tarifas no suele tener el efecto contrario, como tampoco 
la reducción de la misma cuando se produce, en los tramos de renta más 
afectados. Otra muestra de irresponsabilidad en su aplicación es que la 
misma se acompañe de lo que denomina como "fraude oficial", por el que 
altos tipos impositivos van acompañados de "grandes escapes en la base 
imponible". Para la gran mayoría esto provoca una verdadera incertidumbre 
acerca de los tipos efectivos resultantes que en todo caso serán muy 
inferiores a los de la tarifa aplicada. Por último, puesto que los tipos más 
altos votados por una mayoría solo son pagados por una minoría, afirma 
Blum que no es posible que dicha aprobación se realice con justicia y 
responsabilidad cuando está de por medio el propio e inmediato interés de 
los que votan esa medida. 
Su segundo motivo de crítica es el hecho de que complica la estructura del 
impuesto sobre la renta y viene acompañado de un esfuerzo adicional del 
                                      
682 De entre el inabarcable volumen de publicaciones que analizan la cuestión de la 
progresividad, tomamos como referencia el trabajo de J. Blum y H. Kalven por la 
transcendencia y representatividad que alcanzó respecto del desarrollo del principio en la 
primera mitad del siglo  XX. "The uneasy case for progressive taxation" publicada en 1952. 
Edición española: BLUM, WALTER J. y KALVEN, HARRY: El impuesto progresivo: un tema 
difícil. op. cit., pp. 62 y ss. Blum no sugiere directamente la proporcionalidad como 
alternativa a la progresividad en forma de tipos marginales graduados. La elección se da más 
bien entre dos formas de progresividad. Su propuesta se dirige a considerar la progresividad 
que se deriva de un mínimo de renta exento, más o menos amplio, y la aplicación de un tipo 
único. Esta forma de progresividad llamada "degresión" permite que "la progresividad 
resultante parezca una consecuencia incidental y sin importancia". El sistema degresivo,  
propuesto por Blum como "solución casi ideal a un tema incómodo", se diferencia de la 
progresividad tradicional por tres notas básicas: no le es de aplicación muchos de los 
argumentos ideológicos utilizados para defender a esta última, enfoca su interés en la 
desigualdad entre los grupos de renta más baja y todos los demás, no en la que existe entre 
distintos grupos de rentas medias y altas (se centra en el problema de la pobreza),  evita las 
consecuencias negativas de los elevados tipos marginales manteniendo el efecto progresivo. 
La crítica al sistema degresivo vendría por el lado de los descensos de recaudación que 
provocaría en mínimo exento significativo y por la penalización que sufrirían las rentas 
medias al elevarse el tipo único como compensación. 




contribuyente por reducir su base imponible, mediante la exclusión de 
determinadas rentas o mediante la división familiar de los ingresos. En 
relación a esto último, la aplicación de la progresividad puede tener efectos 
negativos en materia de equidad, pues según se determine la unidad 
contribuyente, -persona, matrimonio, familia, hogar-, la carga tributaria 
para rentas iguales puede ser muy distinta. La progresividad, además, 
convierte en una cuestión muy relevante la imputación temporal de las 
rentas, mucho más que en sistemas proporcionales o degresivos, y ello 
puede incidir nuevamente de forma negativa en la equidad: dos rentas 
iguales obtenidas en momentos distintos son sometidas a gravámenes 
distintos. Las rentas exentas de gravamen, en el caso de impuestos 
progresivos, benefician más a las rentas más altas (intereses de deuda del 
Estado, por ejemplo en EEUU). “El precio que el sistema fiscal paga por la 
progresividad, es, pues, alto. Da lugar a una norma tributaria de una 
complejidad casi impenetrable, invita a una interpretación tergiversada de 
los aspectos tributarios de toda transacción económica; y concede un 
estímulo excesivo a la defraudación del impuesto, tal vez con incalculables 
consecuencias para la moral del contribuyente y para el respecto general 
hacia la ley"683.  
Por último684, reconocen que está ampliamente admitido que desde un 
cierto nivel una elevada progresividad perjudica algunos estímulos 
                                      
683 Ibídem,  p. 104. 
684 Ibídem,  pp. 108 y ss. Más adelante reconocen el efecto de la progresividad en la reducción 
de las desigualdades aunque echa en falta una mayor profundización doctrinal en materia de 
igualdad. Ibídem. 193. Menciona posturas que justifican la redistribución sin apelar a 
ideologías socialistas, como Seligman para quien "se puede ser un acérrimo individualista  y 
a pesar de todo creer en la imposición progresiva" (Seligman, 1893) , y otras que la tienen 
por conveniente pero sin considerarla como justificación propiamente dicha de la 
progresividad (Josiah Stamp, 1921). En todo caso la cuestión de la progresividad en relación 
con la igualdad económica se reduce al tema de la igualdad y en esta materia se afirma 
haber "perdido el rumbo del tema". Ibídem p. 197. Plantea como pregunta fundamental si 
existe la convicción de que la sociedad debería reducir las desigualdades económicas y si 
existen realmente medios legítimos para conseguir una mayor igualdad. Parece responder 
negativamente a lo anterior y reconocer la conveniencia de utilizar el sistema impositivo para 
la redistribución dentro de ciertos límites. Utilizando la progresividad en la recaudación 
impositiva y un sistema de transferencias en el gasto "puede parecer exactamente un buen 
trabajo de ingeniería social alcanzar una mayor igualdad como un subproducto de la 
consecución de las rentas necesarias, pues entonces la sociedad no está simple y claramente 
empeñada en redistribuir la renta”.  Ibídem p. 199. Menciona alguna cuestiones más 




económicos importantes y afectan adversamente a toda la comunidad. Así, 
el reparo a la progresividad que más atención ha recibido es que disminuye 
la productividad económica de la sociedad. Básicamente sus dos efectos en 
materia de productividad son una menor oferta de trabajo y una menor 
acumulación de capital o incluso su disminución. Respecto al impacto de la 
progresividad sobre la creación de capital el efecto puede venir incidiendo 
en la renta destinada a inversión en entidades o en las decisiones de ahorro 
frente a consumo. En el primer caso la progresividad altera siempre la 
propensión al riesgo en las inversiones haciéndolas más atrayentes 
(después de impuestos los efectos de una pérdida y de una ganancia del 
mismo importe son distintos por los tramos de renta). En el segundo caso la 
recompensa monetaria derivada del ahorro frente al consumo también 
disminuye. En todo caso los efectos de la progresividad en estas variables 
es muy impreciso, "pero no hay duda de que el efecto relativo de un 
impuesto progresivo en comparación con un impuesto proporcional 
semejante es reducir el total de los ahorros"685.  
Desde un punto de vista ajeno al posible conflicto entre el principio de 
progresividad y el progreso económico, algunos autores han apuntado el 
efecto social “colateral” de un elevado índice de tributación. Más allá del 
desincentivo que la redistribución puede provocar en materia de 
responsabilidad personal, una alta tributación “tiene además la 
consecuencia indeseable de reducir la esfera de los servicios gratuitos que 
las personas prestan, en las relaciones de convivencia, sin esperanza de 
pago, corroyendo con ello la cultura de civilidad que sostiene la civilización 
                                                                                                                
profundas acerca del ser humano (la generación de "nuevas necesidades" y la actitud de 
envidia hacia los bienes de otros) y analiza los motivos que apoyarían una redistribución de 
renta más allá del mínimo de subsistencia (maximización del bienestar de la sociedad, 
estabilidad, mejora en los valores espirituales  y morales etc). En ellas se identifica 
normalmente bienestar con capacidad económica, con posibilidad de consumo de bienes. La 
defensa de la progresividad sobre los cimientos de la igualdad económica llevan de forma 
inevitable a la cuestión de la responsabilidad personal y a la de la justicia con la que el 
mercado distribuye sus recompensas. CONCLUYE el autor calificando de incómoda a la 
defensa de la progresividad pero reconociendo que la misma tiene mayor atractivo cuando se 
concibe como medio para reducir las desigualdades económicas. De hecho se refiere a los 
efectos sobre la desigualdad económica como aquellos que dan "significado y preeminencia 
al tema y al instituto de la progresividad". Ibídem. p. 254. 
685 Ibídem, p. 118. 




liberal”686. Puede decirse que la existencia misma de la sociedad depende 
realmente de ese tipo de actividades no remuneradas que además 
consumen tiempo y recursos y que se encuentran en un proceso de declive 
significativo. 
Posteriormente a las aportaciones de J. BLUM Y H. CALVEN, la literatura 
académica norteamericana amplió el abanico de fundamentaciones ya 
ofrecidas aunque desde un punto de vista un tanto abstracto y teórico, 
posicionándose mayoritariamente en su aceptación del principio de 
progresividad como instrumento redistributivo.  
PONT MESTRES687 explica este proceso refiriéndose a  la idea de “justicia 
integral”, y cómo la justicia tributaria como una especie de la misma, ha ido 
evolucionando e impregnándose de un humanismo que valora por encima 
de todo la dignidad de la persona. De aquí el autor deduce que la 
redistribución es parte integrante de la justicia tributaria. La progresividad 
ha irrumpido así en el marco de la justicia tributaria. La redistribución de la 
riqueza, continúa, en otro momento extraña a la fiscalidad, se convierte así 
en objetivo primario, es entendida como exigencia de la fiscalidad moderna 
y por imperativo de la justicia social.  
La profundización en el principio de progresividad, más allá de las críticas 
recibidas, nos conduce necesariamente a tratar de explicar sus causas y 
consecuencias desde un elemento que ha transcendido al principio mismo, 
el fin redistributivo. Para ello es necesario además analizar este objetivo 
desde la visión que acerca del Estado y del Hombre han ido propiciando la 
cosmovisión moderna y la cientificista.  
De momento puede adelantarse que la centralidad del principio guarda una 
importante relación con el creciente número de funciones que se le piden al 
Derecho y con una idea de justicia más amplia, y en particular, en cómo su 
realización efectiva se ha ido interpretando como parte integrante de la 
labor estatal. No es extraño por ello que PONT MESTRES utilice el término 
                                      
686 JOUVENEL, BELTRAND DE: La ética de la redistribución. op. cit., p. 15. 
687 PONT MESTRES, MAGÍN: "La Justicia tributaria y  …". op. cit., pp. 384 y ss. 




“justicia integral” y que relacione el término justicia con la “dignidad de la 
persona”. El mismo proceso que ha ido aislando al hombre en su 
individualidad y dirigiéndolo hacia sus propios fines subjetivos, es el que ha 
ido provocando situaciones de necesidad real y vulnerabilidad que no han 
encontrado respuesta en un tejido social desestructurado. Estas situaciones 
han generado una demanda-dependencia social que, al menos en su faceta 
material, viene a ser atendida por el Estado a través del gasto público y las 
políticas de transferencia de rentas. En definitiva,  ese protagonismo 
público, esa activa y creciente intervención estatal en materia social es 
coherente con la visión moderna del hombre “del contrato”,  y del Estado 
protector y benefactor al que por acuerdo se llega. Pero quedarían 
preguntas por formular, como por ejemplo: ¿Responden verdaderamente a 
la realidad esos modelos de hombre y de sociedad? ¿Tiene realmente 
sentido el fundamento antropológico “moderno” del principio de 
progresividad? ¿Se han analizado con suficiente detalle los efectos 
“sociales” de los elevados tipos de tributación que en ocasiones el principio 
conlleva?. 
4. Cosmovisión postmoderna 
La cosmovisión postmoderna se ha identificado688 con una actitud de 
desencanto extendida tanto en la sociedad como entre los intelectuales y un 
rechazo a la posibilidad de alcanzar a priori verdades objetivas. Esta actitud 
encuentra relacionada con el fracaso histórico de las utopías modernas en 
su intento de explicar el mundo, el hombre y Dios, desde DESCARTES hasta 
MARX. 
a) Elementos configuradores 
 Del positivismo al relativismo 
La consecuencia última del fracaso de los proyectos modernos de 
transformación social se ha relacionado con la renuncia a buscar 
fundamentos últimos en los ámbitos del ser y del deber ser. La 
                                      
688 VALVERDE, CARLOS: Génesis, estructura y crisis de la modernidad. op. cit., pp. 336 y ss. 




Postmodernidad689, inspirada por los “maestros de la sospecha”- Marx, 
Nietzche y Freud, sostiene la imposibilidad de alcanzar certezas 
inamovibles, verdades definitivas y para todos,  pudiéndose aspirar 
únicamente a un “pensamiento débil” hecho de verdades provisionales y 
sospechosas. Lo contrario conduciría necesariamente a la intolerancia. Esto 
se produce cuando la tolerancia, elevada a valor supremo, provoca que el 
postulado de respetar otras convicciones se convierta en exigencia de no 
tener convicciones que hagan posible considerar equivocadas las opuestas. 
Tener convicciones en este caso se considera una intolerancia. La tolerancia 
como postulado lleva a la dogmatización del relativismo y lo convierte en 
cosmovisión predominante690. No es extraño que en este marco 
epistemológico la pregunta por los fines, del hombre o de la sociedad, 
permanezca sin ser formulada.  
Aunque el término Postmodernidad literalmente significa después de la 
Modernidad, se ha sugerido que la cultura y filosofía postmodernas 
permanecen fieles al principio de inmanencia y continúan en lo esencial en 
el ámbito de la Modernidad. SERGIO COTTA691 califica a la Postmodernidad 
de neomodernidad y afirma de la misma: “En resumen, la neomodernidad, 
pese a las fuertes pero engañosas seguridades de una Modernidad cuyo 
poder (¿o soberbia?) cultural se ha precipitado en un abismo de 
destrucción, se encuentra delante del espejo con la imagen de un hombre 
"débil" por la ya manifiesta incapacidad de moverse y de construirse sobre 
el terreno movedizo de la duda, de lo provisional, de lo experimentable sin 
certeza de la utilidad y del valor final.....” 
En distintos ámbitos, científico, filosófico, moral, político, etc., rige el lema 
del “anarquismo epistemológico”692, conforme al cuál cualquier 
                                      
689 AA. VV. Apuntes para el Plan de Formación de Formadores I, op.cit., pp. 24 y ss. Contiene 
referencias sintéticas al fenómeno de la Postmodernidad y distintas citas significativas.  
690 SPAEMANN, ROBERT: "Europa: comunidad de valores u ordenamiento jurídico". Conferencia 
pronunciada en la Universidad de Navarra. 2004.p. 7. 
691 COTTA, SERGIO: "Posmodernidad y bien común". Revista de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Complutense nº 87. 1997. pp. 330-331. 
692 El “anarquismo epistemológico” de Paul K. Feyerabend es una teoría sobre el quehacer 
científico expresada en su obra Contra el método que afirma que los científicos no deben 




pensamiento, cualquier forma de ver la vida, cualquier teoría es válida con 
tal de que alguien la sostenga. Se tolera todo porque todo vale lo mismo, y 
ello bajo una actitud de pasividad e indiferencia693. 
Como fruto de las actitudes anteriores frente al conocimiento se desarrollan 
una serie de corrientes que, como el relativismo, influyen sobre elementos 
clave de la cosmovisión postmoderna: la idea del hombre, de bien común, 
de justicia, de los fines de la imposición, etc. Conforme al relativismo694 es 
verdadero para cada uno lo que al mismo le parece verdadero o dicho de 
otra forma, toda verdad o todo conocimiento son relativos, es decir, 
relativos al sujeto que juzga en cada caso. Este fenómeno se puede vincular 
con el llamado argumento antropológico cultural  que concibe al hombre 
como un ser que, sin estar fijado por los instintos, se crea una “segunda 
                                                                                                                
estar constreñidos por un método determinado. Sostiene que la ciencia progresa y se trabaja 
mejor estando al margen de toda autoridad, incluida la autoridad de la razón. Cfr. AA. VV. 
Apuntes para el Plan de Formación de Formadores I. op. cit., pp. 26 y ss.  
693 JULIÁN MARÍAS señala como una de las dificultades actuales en la percepción de la verdad, 
de la estructura de la realidad, además de la excesiva cantidad de información, la presencia 
de lo que denomina "un viento de falsedad". La causa principal del mismo la identifica con lo 
que denomina "totalitarismo", fenómeno de nuestro tiempo para el que "todo es 
políticamente relevante" o su sucedáneo, la "politización". MARÍAS, JULIAN: Tratado sobre la 
convivencia. Concordia sin acuerdo. Martínez Roca. Barcelona. 2000. Pp. 23 y ss. 
694 Dentro del relativismo, se distingue el relativismo específico, en el que el juicio depende no 
ya del sujeto que lo realiza sino de lo específico del hombre, de la especie humana, y que se 
denomina antropologismo. Cfr. HUSSERL, EDMUND: Investigaciones lógicas. Vol, 1. Versión 
de Manuel G. Morente y José Gaos. Alianza. Madrid. 1999. pp. 109 y ss. Husserl dedica una 
buena parte de su obra a combatir el psicologismo. Además de describir lo que denomina 
"condiciones ideales de la posibilidad de una teoría general" y de afirmar la posibilidad en el 
conocimiento de la verdad, critica dos corrientes filosóficas cuya influencia en la  Filosofía 
moderna y contemporánea es notable. Por una parte el escepticismo o teorías filosóficas que 
pretenden limitar el conocimiento posible de grandes áreas del ser real o de ciencias 
valoradas hasta el momento como la metafísica, y por otra el relativismo o subjetivismo. A 
este respecto afirma "la Filosofía moderna  y contemporánea propende al relativismo 
específico, de un modo más concreto al antropologismo, en tal medida que solo por 
excepción encontramos un pensador que haya sabido mantenerse totalmente puro de los 
errores de esta teoría. Y, sin embargo, también esta es una teoría escéptica en el sentido de 
la palabra anteriormente fijado, o sea, una teoría gravada con los mayores absurdos que 
puedan concebirse en una teoría.". Ibídem. p. 113. Contra la postura anterior puede 
argumentarse que un mismo contenido de juicio no puede ser verdadero para una especie de 
seres según su constitución o sus leyes de pensamiento y ser falso para otra especie distinta. 
Utilizando las palabras verdadero y falso con el sentido que le es propio, la tesis del 
relativista dice lo contrario de su propio sentido. "Lo que es verdadero es absolutamente 
verdadero, es verdadero "en sí". La verdad es una e idéntica, sean hombres u otros seres no 
humanos, ángeles o dioses, los que la aprehendan por el juicio. Esta verdad, la verdad en el 
sentido de una unidad ideal frente a la multitud real  de las razas, los individuos y las 
vivencias, es la verdad de que hablan las leyes lógicas y de que hablamos todos nosotros, 
cuando no hemos sido extraviados por el relativismo. Ibídem, p. 114. 




naturaleza" a través de la cultura y por tanto toda apreciación ética 
depende de condiciones temporales y espaciales careciendo por tanto de 
sentido una supuesta naturaleza humana invariable.695 Para algunos 
autores696, esta pérdida del sentido de la realidad, constatada desde 
distintas posiciones filosóficas, es una prueba de la enfermedad que aqueja 
a las naciones históricas europeas. 
 Antropología: hedonismo y pérdida del sentido 
El afán de seguridad del hombre unida a la pérdida de sentido de carácter 
nihilista, se proyecta en la creciente importancia del tener sobre el ser, 
constituyéndose el bienestar material, el hedonismo, en horizonte vital. 
DALMACIO NEGRO697, después de analizar la trayectoria de las sociedades 
europeas en los últimos siglos y de reconocer su progreso material, sugiere 
que la pregunta por Europa desde un punto de vista espiritual se ha vuelto 
más difícil de responder. En su opinión, en Europa domina un materialismo 
suave entrevisto ya por TOCQUEVILLE y un hedonismo utilitarista como 
sustrato, creencia fundamental, de las concepciones, visiones e ideologías 
en boga. La comparación entre las expectativas de consumo y el nivel 
efectivamente alcanzado provoca tensión, incrementa la competitividad en 
las relaciones personales y distorsiona la forma de medir el éxito personal y 
la felicidad. 
En un interesante trabajo de investigación sobre las bases o presupuestos 
éticos y filosóficos del Estado de bienestar, E. GÓMEZ DE PEDRO698 afirma 
que, más allá de los motivos económicos, existen unas raíces mucho más 
profundas que pueden explicar su crisis actual. En su opinión, en el Estado 
de bienestar domina precisamente una visión hedonista del hombre 
(primero confusión ideológica entre felicidad y placer y después 
                                      
695 SPAEMANN, ROBERT: "¿Son "natural" e "innatural" conceptos moralmente relevantes?" 
Traducción de Ana Marta González. Conferencia leída dentro de las XLIV Reuniones 
Filosóficas: "La Ley Natural", Universidad de Navarra. Marzo de 2006. p. 2 y ss. 
696 NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas.  …. op. cit., p. 12. 
697 NEGRO, DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., p.13.  
698 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., pp. 427 y ss. 




identificación del placer con el bienestar) y con ello una visión parcial del 
mismo con olvido de otras realidades (espiritual y racional). Este 
predominio de la parte sensible del hombre y de su búsqueda del bienestar 
deja al margen toda dimensión social o comunitaria de búsqueda conjunta 
del bien (que no solo del bienestar) y de la felicidad. Es decir, el hombre no 
busca tanto el bien como una parte del mismo (el placer-bienestar); lo 
busca de forma individual y lo hace desde un punto de vista subjetivo, 
presuponiendo con ello una posible incompatibilidad entre los bienes 
buscados individualmente. 
Unido al sentimiento de desencanto característico de este periodo, se 
identifica otra actitud que consiste en rehuir toda confrontación con el 
sufrimiento, la responsabilidad, los compromisos y los proyectos. Como 
reacción ante el imperialismo de la razón moderna, la Postmodernidad 
favorece la hipervaloración del sentimiento y del instinto como instancias de 
conducta. Como síntesis puede decirse respecto al ámbito moral que se 
produce un “ocaso del deber”. En coherencia con la ausencia de Verdad 
sobre el hombre todo se permite y se identifica libertad con espontaneidad, 
con ausencia de todo criterio normativo. Cada individuo debe elegir de 
forma autónoma sus valores (subjetivismo) y decidir lo que está bien y está 
mal (relativismo). Este es el marco que se propone como camino para la 
realización humana, para la autorrealización. Se mantiene sin formular la 
pregunta por el sentido de la vida humana, su vida buena y la posible 
existencia de criterios con validez universal. 
El hombre postmoderno experimenta además una grave crisis de identidad, 
consecuencia en gran medida de la “fragmentación” o “segmentación” en 
que vive699. Antecedentes de esta situación ya se han señalado en epígrafes 
                                      
699 Distintas referencias doctrinales en relación a la fragmentación del hombre moderno, causas 
y consecuencias, pueden encontrase en: MACINTYRE, ALASDAIR: Tras la virtud. op. cit., pp. 
252 y ss.  Dentro de su capítulo dedicado a las virtudes resalta las dificultades que existen 
en el mundo contemporáneo de aproximarse a la idea de vida humana como un todo. La 
Modernidad fragmenta la vida humana en multitud de segmentos (ocio, vida privada, vida 
pública, ámbitos corporativo y personal...) y somete a cada uno de ellos a sus propias 
normas y modos de conducta. Se destaca lo distintivo de cada una de esas facetas y se 
pierde perspectiva de la unidad de la vida del individuo que pasa por ellas; WOJTYLA, 
KAROL: Mi visión del hombre.  …. op. cit., p. 59. Se refiere en particular a la fragmentación 




anteriores, cuando comentábamos la ausencia de unidad de criterio en la 
toma de decisiones y en la actuación personal. La cultura de la 
Postmodernidad produce una imagen del hombre asimilable a un 
conglomerado de papeles sociales, roles personales sin conexión, en los que 
deja de ser creativo para dejarse llevar por las estructuras con las que 
interacciona. El problema del hombre que inicia su andadura en el siglo XXI 
es un problema antropológico, es una crisis del concepto de persona. “La 
neomodernidad de todos modos queda tenazmente impregnada por la 
búsqueda de felicidad, recibida del iluminismo; es este el valor tan 
absolutizado como abandonado, indeterminado y vago. Pero ¿es posible 
evitar (en teoría y en la práctica) la indeterminación de la felicidad si no se 
comprende al hombre en su integridad estructural?”700. 
MILLÁN PUELLES701 recoge algunas críticas relativas a los esquemas 
antropológicos modernos en cuanto que parciales o superficiales. En 
particular menciona el olvido de aspectos del hombre que constituyen parte 
de su dimensión antropológica más profunda, como es la exigencia religiosa 
del espíritu humano. La noción de Dios y las exigencias religiosas del 
hombre han sido encerradas en el ámbito personal y privado, sin conexión 
alguna con la cuestión social o la convivencia humana.  Los esquemas 
ideológicos de la Postmodernidad, como confirmación de lo anterior, ofrecen 
un tratamiento  de carácter "tecnológico" a la cuestión social, un ámbito en 
el que la técnica ha sido elevada a suprema regla de la vida social.  
 El Estado de bienestar: consolidación y crisis 
Uno de los fenómenos que se vincula especialmente con el último tercio del 
siglo XX es el nihilismo como forma de pensar y de estar ante la vida. Como 
supone no reconocer ningún ideal que merezca la pena, trasladado al 
ámbito social y político se traduce en una pérdida de toda esperanza ante la 
                                                                                                                
que se produce en el hombre ante su huida de la ley natural entendida desde lo que el 
hombre es.  
700 COTTA, SERGIO: "Posmodernidad y bien común". op. cit., p. 331. 
701 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., p. 222. Considera 
relevante mencionar a este respecto el análisis crítico  recogido la Carta Encíclica Mater et 
Magistra. 




posibilidad de cambiar el mundo para mejorarlo. Refiriéndose a los últimos 
movimientos de reforma social, y a la disyuntiva entre más igualdad 
económica o más desigualdad con mayor crecimiento, BELTRAND DE 
JOUVENEL ya sostenía en 1950:  
“Lo que sí hay que criticarles no es que sean utópicos, sino que no lo son en 
absoluto; no es su exceso de imaginación, sino su total falta de ella; no es 
que quieran transformar la sociedad más allá del reino de la posibilidad, sino 
que han renunciado a cualquier transformación esencial; no es que sus 
medios no sean realistas, sino que sus objetivos tienen pies planos. En 
realidad, el modo de pensamiento que tiende a predominar en los círculos 
avanzados no es otra cosa que el último capítulo del utilitarismo del siglo 
XIX”702.  
En unos términos similares y reflexionando acerca del contenido del bien 
común VALLET  afirma unos años más tarde: “El mayor defecto actual es la 
cortedad de visión, la miopía, temporal y espacial”703. Esta falta de 
creatividad y de ambición a la hora de enfrentar los retos que acompañan al 
siglo XXI, no solo extiende sus efectos a la visión del bien común sino a su 
proyección (o ausencia de ella) sobre la política económica en general y las 
políticas fiscales en particular. Lo analizaremos más adelante. 
Se ha calificado al Estado de bienestar704 como la consolidación social y 
política de un proceso iniciado durante el siglo XVI a través de las teorías de 
                                      
702 JOUVENEL, BELTRAND DE: La ética de la redistribución. op. cit., pp. 74-75. 
703 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El bien común …". op. cit., p. 54. 
704 El Estado de bienestar adolece de una serie de errores filosóficos: de un profundo 
individualismo, de una explicación del hombre reducida en muchos casos a lo cuantificable y 
material y de una prioridad del conocer- como mera representación subjetiva, sobre el ser, 
que lleva en última instancia a una oposición entre naturaleza y libertad. La idea de 
bienestar es insificiente al dejar fuera otra clase de bienes, comunes a todos, los bienes 
sociales, que son necesarios para el pleno desrrollo del bien personal de cada uno. La 
sustitución del boen común por el interés general supone la pérdida del carácter ético del 
primero y la consideración técnica e instrumental del segundo. Así, el fin del gobierno se 
identifica con el logro del máximo placer o felicidad para el mayor número. Bienestar es la 
palabra que mejor define, en el mundo occidental, las aspiraciones individuales convertidas 
además en derechos exigibles. Estas aspiraciones de bienestar son dependientes, como los 
propios individuos, de la protección, ayuda y seguridad que ofrecen la sociedad y el Estado. 
Esta concepción de la vida conduce en la práctica a una renuncia a la libertad y al 
protagonismo social y político. Cfr. GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar …  
op. cit., pp. 94-95. 




MAQUIAVELO, HOBBES, SPINOZA llegando hasta BENTHAM, MILL, KEYNES 
o BEVERIGE705. Además del hedonismo que caracteriza la visión 
antropológica del periodo, será el utilitarismo el que inspire las decisiones 
políticas y sociales. Es decir, un utilitarismo entendido como esa cortedad 
de visión de la que hablaba antes VALLET, como ausencia de voluntad de 
búsqueda del bien sustantivo para la sociedad, de un criterio objetivo 
orientador en la elección de fines y medios, actualmente a merced de 
criterios subjetivistas o relativistas. En esta situación es la felicidad 
(=bienestar, personal y subjetivo) para el mayor número la finalidad 
máxima de la vida política. El individualismo es así punto de partida y de 
llegada pues el “Estado promueve un tipo de hombre individualista, 
desgajado de sus dependencias y raíces sociales, incapaz de solidaridad…En 
esta dinámica el individuo tiende a hacerse cada vez más autónomo de la 
sociedad y de sus semejantes, pero, por contra, más dependiente del 
Estado. Este individualismo hace imposible una vida en sociedad según unas 
coordenadas naturales y teleológicas. El individuo que desconfía de los 
demás y que no quiere vincularse ni comprometerse con ellos no practicará 
la solidaridad. Es incompatible con la búsqueda del bien común”706.  
La sustitución del bien común por el bienestar individual hace imposible 
introducir una jerarquía en los fines y objetivos buscados por el poder 
político. Esta situación también tendrá su reflejo en el ámbito impositivo. 
Las estatificadas sociedades europeas, regidas burocráticamente, 
estatalmente, están muy fragmentadas al verse afectado el êthos o 
consenso social y con él la cultura. En opinión de algunos autores la 
actividad estatal se entromete en la vida social tratando de configurarla, 
regimentarla, a su imagen y semejanza. Esta enfermedad se ha tratado de 
curar sustituyendo el consenso social, las tradiciones, los usos, por el 
consenso político707.  
                                      
705 Ibídem,  pp. 428 y ss. 
706 Ibídem, pp. 429-430.  
707 NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas. …. op. cit., pp. 43 y 
ss. 




La cosmovisión postmoderna se proyecta y retroalimenta además de una 
serie de rasgos culturales que han llamado la atención de la doctrina y que 
influirán en los fines de la política fiscal. Uno de ellos es el lugar que ocupa 
y los efectos que se han derivado de la adopción del pluralismo como 
valor708. Por un lado son distintos los autores que señalan cómo el problema 
de la sociedad actual estriba en que "la sociedad civil no responde, en casi 
ningún país occidental a una sola creencia y una única concepción de la 
sociedad y de la vida y porque el régimen político….no se apoya en un 
pluralismo social formado por un entramado de cuerpos sociales básicos y 
asociaciones intermedias sino en un pluralismo ideológico... con el fin de 
imponer sus respectivos programas, ya sea total o progresivamente a una 
suma amorfa de individuos"709. Algunos autores han señalado cómo este 
pluralismo tiene un precio y cómo el número de cosas que en una sociedad 
se aprecia o se aborrece en común ha descendido en relación con formas de 
vida más antiguas710.  
Se ha afirmado que este fenómeno que tiene lugar en el constitucionalismo 
democrático viene acompañado de una proclamación retórica de derechos 
que no implican responsabilidad alguna. Así, la convivencia democrática 
esconde una guerra de todos contra todos dónde corresponde al propio 
Estado, en virtud del pluralismo democrático, elevar el conflicto a principio 
                                      
708 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos entiende el pluralismo como "pluralidad de 
concepciones de la vida, multiplicidad de "imágenes del hombre", todas las cuales deben 
quedar amparadas por el Estado de Derecho propio de una sociedad democrática". En 
opinión del  autor, la dignidad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad, sin 
fundamento metafísico, han discurrido en el seno de nuestra sociedad plural por el camino 
del individualismo sin límites bajo la retórica de la ausencia de daño a terceros. El pluralismo 
posmoderno ha orientado completamente la concepción de los derechos hacia el propio 
individuo sin considerar las dimensiones de la sociedad civil. Consecuencia de lo anterior es 
la supremacía del individuo aislado sobre cualquier dimensión social. NUEVO, PABLO: 
"Pluralismo y bien común en el Derecho Constitucional”. Díkaion: revista de actualidad 
jurídica, nº 13. 2004. pp. 71 y ss. 
709 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "Sociedad civil, cultura, derecho y poder político". 
Filosofía Oggi nº 1. 1985. p. 67. 
710 En este sentido pueden verse distintos trabajos: Cfr. SPAEMANN, ROBERT: "Europa: 
comunidad de valores u ordenamiento jurídico". op. cit., p.7.; NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La 
situación de las sociedades europeas. …. op. cit., p. 11. En su opinión, en el interior de las 
naciones europeas  hay más disociación que socialización. 




rector de la vida política711. Más adelante veremos cómo esta situación 
conflictiva también se proyecta en las políticas fiscales, no solo cuándo se 
trata de favorecer a determinadas actividades productivas o de inversión 
sino cuando se aborda el problema de la desigualdad social y económica. 
Para algunos autores es significativa la llamada “neutralidad” que se predica 
de los Estados democráticos, íntimamente relacionada con la afirmación de 
pluralismo que se mantiene en relación a ellos. Esta neutralidad, religiosa e 
ideológica, implica por un lado por parte del Estado "respetar unas esferas 
de la libertad en la vida privada en las que cada una puede buscar la 
felicidad y la autorrealización con arreglo a sus concepciones subjetivas", y 
por otro "ordenar la convivencia, -más bien la coexistencia-, con el 
sometimiento de los ciudadanos a unas mismas leyes iguales en lo político y 
en lo social"712.  
Como fenómeno adicional de la cultura de la Postmodernidad y contra todo 
pensamiento clásico, la doctrina identifica también en este periodo la 
separación entre dos éticas dicotómicas, la pública, de los deberes con 
responsabilidad y la privada, de los derechos de autonomía personal. Se 
trata también de un reflejo de la propia fragmentación en que vive el 
hombre. En tal situación, sin embargo, no tiene sentido ni lógico ni práctico  
hablar de bien común concerniente al Estado, sino solamente de su bien 
público y fuera de éste únicamente el bien estrictamente personal. Entre 
ambos bienes rebrota el conflicto presente en la Modernidad. Algunos 
autores713 llegan a afirmar que la idea del bien común ha sido exiliada del 
                                      
711 NUEVO, PABLO: "Pluralismo y bien común en el Derecho Constitucional”. op. cit., p.77. 
712 Ibídem, p. 58. En su opinión el pluralismo debe encontrarse referido al método para 
designar a los titulares del poder público y constituye un valor que se encuentra subordinado 
a otros de contenido material y con fundamento real (metafísico), más allá de la neutralidad 
estatal. ASí, la democracia y el Estado constitucional se asientan sobre unos presupuestos de 
carácter preconstitucional entre lo que está un acuerdo sobre lo que no se puede votar 
(derechos fundamentales), un límite al pluralismo. El Estado depende de un ethos común, 
que no puede crear y que no es compatible con unos derechos entendidos de forma 
individualista y pluralista." Ibídem, p. 80. 
713 Cfr.: AYUSO, MIGUEL: ¿Ocaso o eclispse del Estado? … op. cit., p. 29; NUEVO, PABLO: 
"Pluralismo y bien común en el Derecho Constitucional”. op. cit. NUEVO analiza aquí las 
consecuencias que el abandono de la doctrina del bien común tiene en el Derecho 
constitucional. El constitucionalismo liberal, pluralista e individualista de nuestros tiempos, 
carece de herramientas conceptuales para solucionar las aporías que plantea las sociedades 




horizonte moderno instaurándose en su lugar la contraposición entre lo 
público y lo privado. Aunque inicialmente el bien común se redujo al bien 
público posteriormente fue el bien privado el que asumió mayor relevancia, 
reduciendo al Estado a instrumento para alcanzar cualesquiera instancias 
individuales. Se aprecia así una fuerte tensión entre el sentido de la unidad 
de lo comunitario frente a la diversidad de lo individual. 
Siendo mucho más lo que podría decirse sobre las claves filosóficas y 
antropológicas que caracterizan al Estado de la Postmodernidad, nos 
limitamos a añadir una última por las relaciones que guarda con la misión 
que se le otorga al Estado y con ello a la política fiscal. Junto a la crisis 
económica que la doctrina reconoce de forma generalizada cuando se 
pronuncia sobre el Estado de bienestar, también se ha apuntado la 
existencia de una crisis social. Es decir, son repetidas las alusiones 
doctrinales a los efectos de los programas públicos asistenciales y 
redistributivos en la destrucción del tejido social y de las redes naturales de 
solidaridad y cohesión714. Se identifica así la existencia de un daño directo 
causado a las instituciones clásicas que, desde siempre, se han encargado 
de velar por el bienestar de los individuos: familia, asociaciones voluntarias, 
Iglesia, etc. Como síntesis puede apuntarse la observación de  
MACINTYRE,715 quien, reconociendo los logros indudables del Estado social 
                                                                                                                
occidentales de nuestro tiempo, que se debaten entre el miedo al Leviatán y la inseguridad 
de un mundo anómico. 
714 Así por ejemplo Niklas Luhmann en su  Teoría política en el Estado del Bienestar (1993, ed. 
Española) se refiere a una lectura de la crisis del mismo según la cual es precisamente el 
vacío de lo social lo que el Estado busca llenar y suplir. Por su parte ZETTERBERG, H. 
(1979), analizando el Estado de bienestar en Suecia comenta que como regla general, allí 
donde ha intervenido la política de asistencia social los contactos sociales normales se han 
roto. GLAZER, N. en Los límites de la política social (1992) alude expresamente al daño 
ocasionado por determinadas políticas públicas a instituciones o intermediarios clásicos como 
la familia o las asociaciones voluntarias, que siempre se han ocupado de atender las 
necesidades de los más desfavorecidos. Por su parte ROSANVALLON, P., en La crisis del 
Estado Providencia (1995) señala cómo el Estado al convertirse en agente central de la 
redistribución constituye un intermediario que sustituye la interacción entre los individuos y 
los grupos. Todos ellos pueden encontrarse citados junto a un análisis más profundo de la 
cuestión en GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., pp. 353 y ss. 
715 GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair 
MacIntyre. op. cit., p. 89. 




de bienestar, afirma después de este que no teje redes de solidaridad, que 
no arma moralmente a la sociedad.  
Ya anticipábamos en epígrafes anteriores cómo se trata de un proceso que 
viene de lejos pero que se acentúa en la Postmodernidad en la medida en 
que lo hace la dependencia del individuo respecto del Estado. Así, la 
consolidación de una relación de reciprocidad entre el individuo y el Estado 
ha contribuido a la degeneración de estructuras tradicionales, a la pérdida 
de conexión entre el individuo y la sociedad, a la desnaturalización de la 
solidaridad y al predominio de seres o colectivos egoístas que solo buscan 
su propio interés. El ámbito político ha sido calificado incluso como el de un 
mercado en el que el sistema democrático ha favorecido la proliferación de 
grupos de interés en la toma de decisiones de política económica y social. 
Su efecto inmediato es “la apropiación privada del poder estatal para fines 
particulares” y la creación de “situaciones de derroche, duplicación y 
solapamiento de proyectos y servicios estatales”.  
Este modelo de coexistencia social se encuentra instalado en la cultura y es 
transmitido por las instituciones educativas y los medios de comunicación 
en los que predominan los criterios de “moralidad” transmitidos desde 
instancias políticas. GÓMEZ DE PEDRO716 se refiere a esta situación 
comentando respecto de la misma: “Esta actitud se remonta en sus 
orígenes a siglos atrás hasta el agnosticismo filosófico, que negaba la 
capacidad de la razón humana de poder conocer la realidad de las cosas, de 
las relaciones y del mismo hombre; en definitiva, ponía en duda que 
existiera una verdad y una naturaleza común a todos, con una finalidad y 
una búsqueda compartida por todos”717. Al encontrarse el ámbito social 
monopolizado por la política y separadas la ética pública y la privada, el 
individuo se repliega sobre sí mismo y proyecta sus inquietudes personales 
                                      
716 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., p. 381. 
717 O’CONNOR, J.: La crisis fiscal del Estado. Tr. Varios. Barcelona.  Península. 1981 (primera 
edición de 1973). p. 30. Citado por GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … 
op. cit., p. 381. 




en su esfera privada de interés. En este marco de referencia la cuestión del 
bien común no tiene tampoco sentido ser planteada. 
b) La justicia en el Derecho: formalismo y constructivismo 
La Filosofía del Derecho que se desarrolla durante este periodo y que 
acompaña, no en solitario pero sí en gran medida, al constitucionalismo 
democrático, refleja los distintos aspectos que apuntábamos antes como 
configuradores de esta cosmovisión. Veamos cómo se plasman cada una de 
ellas en la idea de Derecho y de justicia primero y cómo lo hacen después 
en el ámbito tributario. 
El positivismo, con sus crisis, replanteamientos y novedad de matices 
respecto del periodo anterior, sigue siendo el que modela el quehacer 
jurídico en los regímenes políticos modernos, contando además ahora con la 
legitimidad que le otorga el sistema ya consolidado de las mayorías 
parlamentarias. Puede decirse que el positivismo se adapta bien a los 
regímenes democráticos asentados sobre la  pieza clave del dogma de la 
soberanía popular. De forma consecuente con las tendencias previas en el 
ámbito de la Teoría del Conocimiento, ningún criterio objetivo del bien o del 
mal existe fuera de los dictados de la mayoría, de la voluntad del pueblo. 
Así, y desde el principio del utilitarismo una vez más, se ha afirmado que lo 
que las encuestas muestran como opinión mayoritaria, ese es el criterio que 
debe seguir el legislador718. La consolidación del positivismo legalista viene 
acompañado en esta etapa de una sobreproducción normativa y de un 
constructivismo jurídico719 que tratan de regular, ordenar o intervenir, en 
instancias de la realidad económica, social y cultural que habían 
permanecido hasta el momento dentro de ámbitos de influencia 
estrictamente personales o comunitarios.   
                                      
718 HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho? …  op. cit., pp. 144-145. 
719 Se entiende por tal aquella doctrina que no acepta que la justicia sea prexistente a la norma 
positiva y en la que la misma debe inspirarse. Considera que la justicia es un concepto 
manipulable por el Derecho positivo, un instrumento político para de configuración de la 
realidad social y de los comportamientos a seguir por los ciudadanos. 




Comenta SPAEMAN720 que las categorías del "bien y del mal" ya no forman 
parte del debate político, sino que de lo que se habla es de "valores". En su 
opinión, no obstante, el discurso sobre los valores conlleva una profunda 
ambigüedad. Es trivial en cuanto que cualquier sociedad comparte 
determinadas valoraciones y peligroso a la vez, porque el discurso de la 
comunidad de valores tiende a "sustituir paulatinamente y cada vez más el 
discurso sobre los derechos fundamentales por el discurso sobre los valores 
fundamentales". Esto conlleva el peligro de que, alegando valores más 
elevados, el Estado se considere legitimado para actuar sin tener 
fundamento legal para ello. De hecho la doctrina reconoce que importantes 
sectores del positivismo jurídico actual admiten la existencia de valores 
superiores al Derecho positivo. Estos son entendidos como sistemas de 
legitimidad que sirven de base a los sistemas de legalidad, y que se pueden 
identificar con "resultados o conquistas históricas de la humanidad y no 
como valores permanentes e invariables"721. Estas conquistas históricas de 
la humanidad, que SPAEMAN722 denomina comunidad de valores, son en su 
opinión la expresión paradójica de un relativismo moral y político, que 
identifica con aquellos que presumen de haber encontrado la verdad aunque 
la verdad que sostienen es paradójicamente que respecto del bien y del mal 
no existe la verdad. En su opinión los valores en realidad no pueden ser 
solo el resultado de la historia de un pueblo y de sus opciones, nunca son 
algo por lo que optamos sino algo que precede a las opciones y las 
fundamenta, por tanto, aquello en lo que creemos realmente y por lo que 
seguimos optando. Eso es para SPAEMAN un ordenamiento jurídico. 
Respecto al referente antropológico de la idea de justicia dominante, resulta 
generalizada la tendencia de dar prioridad al individuo y sus deseos e 
intereses, frente a la comunidad. No se incluye entre las notas principales 
de la justicia el concepto de mérito, es decir, la responsabilidad ante la 
                                      
720 SPAEMANN, ROBERT: "Europa: comunidad de valores u ordenamiento jurídico". op. cit. 
721 PÉREZ LUÑO, ANTONIO E.: Teoría del Derecho. Tecnos. Madrid. 2004.p. 84. 
722 SPAEMANN, ROBERT: "Europa: comunidad de valores u ordenamiento jurídico". op. cit., p. 
14. 




mayor o menor contribución al bien de la sociedad como un todo, cuestión 
que por otro lado resulta imposible de responder si no existe una idea de 
bien compartido, de lo que se estima valioso para una sociedad, y que 
tenga carácter objetivo y sea aplicable a todo hombre723.   
El contenido y significado del término justicia continúa desviándose de su 
sentido original conforme va siendo empleado dentro del lenguaje político. 
Se va cargando de un sentido y de unas connotaciones que remiten más a 
la satisfacción de las necesidades personales y sociales que al modesto 
objetivo asignado al término y consistente en dar a cada uno su derecho. El 
término justicia no solo se ha convertido en el ideal social sino que su 
realización se ha vinculado con la intervención del Estado y su ámbito de 
responsabilidad. 
Respecto al iusnaturalismo, su resurgimiento durante el siglo XX se 
concreta en corrientes muy diversas, con notas propias que lo diferencian 
de concepciones anteriores, pero que ponen de relieve la existencia de 
contenidos éticos objetivos y permanentes que han de servir de guía para la 
creación e interpretación del Derecho724. Frente a posturas que favorecen la 
visión historicista o relativista se siguen encontrando tendencias en las que 
prevalece la visión escolástica y tomista. En particular hay autores que 
mencionan un cierto resurgimiento de la corriente iusnaturalista frente al 
positivismo dominante, tendencia que se encuentra latente en el hombre, la 
necesidad de un concepto objetivo de justicia. Este iusnaturalismo trata de 
impregnar al Derecho  "de la idea de justicia como valor superior encuentra 
pleno sentido y vigencia, teniendo esta idea de justicia un contenido 
inmutable e imperecedero que permite en todo momento distinguir el bien 
del mal y que por tanto trasciende a la mera norma positiva"725. 
                                      
723 En su análisis de la crítica de MacIntire al concepto liberal de justicia, el autor repasa en 
particular una serie de ideas de justicia imperantes en el mundo anglosajón. Cfr. GARCÍA DE 
MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair MacIntyre. op. cit., 
p. 220 y ss. 
724 PÉREZ LUÑO, ANTONIO E.: Teoría del Derecho. op. cit., p. 78. 
725 APARICIO PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal y jurisprudencia". op. cit.,  p. 29. 




No obstante PÉREZ LUÑO reconoce que las nuevas circunstancias 
socioculturales, tecnológicas, políticas y económicas imperantes "han 
favorecido el desinterés por las grandes cuestiones valorativas acerca de la 
fundamentación del Derecho y de su justicia, incrementando en cambio el 
interés por sus aspectos meramente formales y preocupándose ante todo 
por la consecución de un mayor rigor metodológico en lo que se refiere a la 
creación y aplicación del Derecho positivo, pero infravalorando otros 
aspectos y convirtiendo la reflexión iusfilosófica en pura lógica jurídica"726. 
Por último, y aunque estos epígrafes no tienen un referente espacial 
concreto, para concluir el análisis de Filosofía del Derecho y dado que 
nuestro punto de partida fue la CE de 1978, queremos incluir una de las 
pocas referencias abiertas que hemos encontrado acerca de la posición que 
ocupa nuestro ordenamiento respecto del positivismo formalista cuya 
trayectoria hemos descrito desde su origen.  
En este trabajo, el autor727, después de haber analizado las notas 
fundamentales del marco iusnaturalista y positivista del Derecho se 
pronuncia respecto de nuestra Constitución y nuestro ordenamiento 
calificando a ambos de positivistas. En su opinión, aunque la CE en su 
artículo 1.1 propugna como valor superior de su ordenamiento jurídico el de 
justicia, posteriormente dicho valor no es recogido ni desarrollado en 
plenitud ni por otros preceptos de la misma Constitución ni por el resto del 
ordenamiento jurídico. Además, la propia Constitución incide en el aspecto 
positivista del ordenamiento jurídico al señalar en el artículo 9.1 que los 
ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto 
del ordenamiento jurídico. Son estos motivos y otros que deduce de un 
análisis integrado de la legislación ordinaria728, los que fundamentan su 
                                      
726 PÉREZ LUÑO, ANTONIO E.: Teoría del Derecho. op. cit.,  p. 79. 
727 ANTONIO APARICIO PÉREZ es profesor titular de Derecho Financiero de la  Universidad de 
Oviedo y Magistrado Suplente del Tribunal Superior de Justicia de Asturias. Cfr. APARICIO 
PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal y jurisprudencia". op. cit.,  pp. 25-47. 
728 En su análisis destaca los preceptos del Código Civil, en particular los artículos 
1.7,3,4.1,6.1, 7.1, donde se recogen el principio de seguridad jurídica que prima sobre la 
realidad jurídica y en ocasiones también sobre la justicia, la prescripción extintiva, la propia 
aplicación de los derechos fundamentales de conformidad exclusivamente con la declaración 




conclusión. Además, “ la propia idea de justicia es interpretada desde y por 
el Derecho positivo y ad intra, por lo que ha de llegarse a la conclusión de 
que nos encontramos ante un verdadero ordenamiento positivista, conforme 
al cual la idea de ética y su correlativa idea de justicia ni se buscan ni se 
rechazan, simplemente se ignoran"729. 
c) Principios de justicia en los tributos 
Se puede comenzar diciendo cómo la doctrina730 constata la presencia de un 
pensamiento jurídico formalista en la Europa Continental en el que el objeto 
material de la ciencia jurídica, las normas, emanan ya de la razón (ius-
naturalismo racionalista) ya del Estado (la teoría estatal del Derecho), y 
desde el que en la norma empieza y acaba el material empírico con el que 
cuenta el jurista. En su extremo formalista la ciencia del Derecho Tributario 
no se ocuparía de comportamientos sociales sino de documentos. 
Como se adelantó más arriba, APARICIO PÉREZ731, después de afirmar que 
en España nos encontramos con un ordenamiento verdaderamente 
positivista, reconoce que lo mismo cabe predicar del sistema impositivo. "En 
el Derecho español en el impuesto se prescinde en su formulación de la 
existencia de un elemento de lo justo objetivamente reconocible, apostando 
por el contrario por una apreciación subjetiva del mismo en el marco de la 
configuración positivista del sistema". Advierte asimismo la influencia del 
positivismo en la jurisprudencia de jueces y tribunales afirmando que la 
misma es deudora de una gnoseología de tipo realista, que vaya más allá 
de una labor meramente reproductora del Derecho.  
                                                                                                                
Universal de los Derechos Humanos, y de la obligación de los Tribunales al aplicar 
exclusivamente el Derecho positivo y sólo en caso de ausencia de preceptos expresos 
aplicables podrá acudirse a la costumbre y a los principios generales del Derecho, se llega 
por una parte, a la aplicación de un Derecho objetivo y, por otra subsidiaria y/o 
alternativamente a la aplicación subjetiva del mismo a veces utilizando los principios 
generales del Derecho, pero en otras a través de máximas jurídicas que no llegan a la 
categoría de éstos. APARICIO PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal y jurisprudencia". op. cit.,  pp. 
30 y ss. 
729 Ibídem, p. 36. 
730PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit., pp. 159 y ss.  
731 APARICIO PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal y jurisprudencia". op. cit.,  pp. 36. Y ss. 




 El fin de los tributos 
La consolidación del Estado de bienestar en el marco antropológico y social 
ya descrito (individualismo, disolución del ethos o consenso social-cultural, 
utilitarismo-consecuencialismo en las acciones públicas, hedonismo-
prioridad al bienestar, pluralismo ideológico) le otorga al sistema fiscal un 
protagonismo evidente no solo en cuestiones de carácter económico más o 
menos relacionadas con el reparto de los gastos públicos, sino con objetivos 
de carácter social más allá del fin redistributivo ya apuntado con 
anterioridad. Estos fines, en ocasiones contradictorios u opuestos unos a 
otros, ejercerán una importante presión sobre los principios tributarios, 
especialmente sobre el de capacidad económica.   
La doctrina732 recoge también el fenómeno anterior refiriéndose al "Estado 
fiscal" como la forma que ha adoptado el "Estado social" en nuestra cultura 
política europea, orientado más hacia la igualdad, hacia la socialización de 
las necesidades humanas y del modo de satisfacerlas. Esta situación genera 
crecientes demandas, expectativas, compromisos sociales que se han 
consolidado para los ciudadanos como derechos adquiridos que presionan, 
cuando no se imponen, a los poderes públicos.  
Es destacable, especialmente durante el último cuarto del siglo XX, la mayor 
relevancia que adquieren los objetivos fiscales relacionados con la atención 
que despierta el principio de eficiencia económica. Estos objetivos en 
muchos casos llevarán a un replanteamiento, revisión o reformulación de 
algunos de los principios impositivos cuya evolución se ha ido apuntando, y 
en particular a una relación no siempre pacífica entre el principio de justicia 
y el de eficiencia económica en los tributos. La relación que han mantenido 
ambos principios, ya analizada para el caso de nuestro ordenamiento 
impositivo español postconstitucional, será objeto de especial atención en el 
capítulo dedicado al análisis de los presupuestos teóricos del principio de 
eficiencia económica en los tributos.   
                                      
732 Aunque son muchos los trabajos que reflejan este fenómeno, recogemos aquí solo una 
muestra. Entre otros puede versen verse los trabajos de RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: 
"Breve reflexión sobre  …". op. cit.,  pp. 248-249. 




 El bien común 
La multiplicidad de fines que se le han ido atribuyendo a la imposición, 
especialmente desde la cosmovisión cientificista, en opinión de una parte de 
la doctrina, no ha estado acompañada de una profunda y sistemática 
reflexión en torno al gasto público como parte de la justicia tributaria de la 
que se han ocupado tantos pronunciamientos doctrinales, tanto desde el 
punto de vista del Derecho Financiero y Tributario como desde la Teoría de 
la Hacienda Pública. Veamos un poco más en profundidad esta cuestión. 
Se ha señalado que la teoría normativa de la imposición se ha centrado casi 
exclusivamente en responder a la pregunta acerca de cómo distribuir la 
carga impositiva. Es decir, no se ha pronunciado acerca de ningún límite 
implícito de tributación o nivel absoluto de la misma. En esa reflexión ha 
quedado  prácticamente al margen la pregunta por el gasto público. Por 
ejemplo, NEUMARK,733 en su desarrollo del principio de suficiencia 
impositiva, se refiere de una manera muy colateral a la cuestión de la 
cuantía total de impuestos a recaudar. En este sentido habla de los gastos  
considerados deseables o necesarios que sean establecidos por la 
representación política del pueblo "de acuerdo con las ideas políticas 
dominantes" y sobre la base de un proyecto elaborado por el gobierno. Su 
cuantía máxima dependerá asimismo de lo que sea soportable desde la 
perspectiva de la política económica.  
Las referencias críticas al gasto público desde el punto de vista de la 
imposición suelen centrarse más en la cuestión de la presión fiscal 
cuantitativamente considerada, como cuando FUENTES QUINTANA734 afirmó 
hace ya unas décadas cómo la alteración sustancial del nivel de imposición  
es una de las cuestiones que diferencian a la imposición de los años 90. 
                                      
733 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., pp. 59-65. 
734 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "La imposición en los años 90". op. cit., pp. 558-577. 
Fuentes Quintana menciona dos referencias doctrinales que, desde cierta perspectiva 
temporal, calificarían los actuales niveles de presión fiscal como "exhorbitantes" (Leroy 
Beaulieu, Tratado de Hacienda pública, 1875) y transformarían la relación entre la economía 
pública y la privada a través de la "multiplicación y variación radical de sus efectos" 
(Seligman, Ensayos sobre la imposición). pp. 559-560. 




Aunque no entra a valorar la cuestión del fin de los tributos, no duda 
seguidamente en afirmar que "ese crecido nivel de la imposición es el 
primer problema de los impuestos en los años 90"735.  
Puede encontrarse en la doctrina una cierta actitud crítica hacia la tendencia 
anterior fundamentada sobre posturas distintas. Todas ellas ponen de 
manifiesto una limitación importante en el tratamiento de la justicia 
tributaria, un defecto de perspectiva que por otro lado es reflejo de los 
presupuestos teóricos que se han ido analizando.  
En opinión de BUCHANAN por ejemplo “la justicia de la imposición supone 
tener en cuenta tanto la cuantía de la renta nacional que va a tomarse para 
fines colectivos como la forma en que esa cuantía va a distribuirse entre 
personas diferentes"736. BUCHANAN se pregunta primero si existen criterios 
normativos para fijar un límite máximo de imposición y apunta después 
algunas claves para determinar dicho límite. Propone para ello la aplicación 
de normas éticas compartidas y se sirve de los principios enunciados por 
RAWLS en Una teoría sobre la justicia (principios orientadores de acuerdos 
colectivos en un marco contractual idealizado). En particular, sostiene que 
los límites máximos al nivel de imposición se encuentran implícitos en el 
primero de sus principios, el de libertad igual máxima (aquí la libertad la 
entiende en sentido negativo). Es decir, este nivel máximo de imposición 
deberá hacer posible esta libertad igual máxima entendida como el conjunto 
de todas las actividades que el público puede emprender libremente 
sometidas únicamente al requisito de que todas las personas disfruten de 
libertades idénticas o iguales. Por ello, el segundo principio enunciado por 
RAWLS, el principio diferencial en la distribución de bienes fundamentales o 
criterio maximín, sería de aplicación posterior al primero.  
El paradigma impositivo737 al que refiere su análisis (empresa de 
intercambio fiscal completo), en nuestra opinión, parece incorporar 
                                      
735 Ibídem,  p. 559. 
736 BUCHANAN, JAMES M.: "Los límites éticos a la imposición". op. cit., pp. 231 y ss.  
737 Antes de entrar a analizar la cuestión que él mismo plantea, precisa a qué tipo de 
“paradigma de la imposición se refiere”, pues dependiendo del mismo la respuesta será 




elementos ya destacados como característicos de las distintas 
cosmovisiones que han dejado su huella en la imposición: el sustrato 
contractualista del Estado, el fin redistributivo del mismo, la libertad 
entendida en sentido negativo, la visión economicista de la imposición 
(=empresa), etc. Es destacable y positivo, creemos, que sea la libertad y no 
el bienestar para el mayor número, el elemento clave que le lleva a poner 
límites éticos a la imposición. Junto a esta faceta tan esencialmente humana 
(¿realismo antropológico?) que debe respetar y fomentar el sistema 
impositivo, no se menciona  por el contrario la existencia  de un bien común 
colectivo. 
Desde otro punto de vista, K. TIPKE coincide en la trascendencia jurídica 
que tiene tanto el uso de los recursos públicos como su mal uso. Comenta 
en particular cómo, a diferencia de la defraudación tributaria, el derroche en 
el gasto no tiene consecuencias penales (aunque se refiere al sistema 
alemán, el comentario es extensible a mucho Estados modernos). Reconoce 
la dificultad que existe para ordenar el gasto a la consecución del bien 
común puesto que la concepción que del mismo tienen los grupos políticos 
de una sociedad pluralista, es muy distinto: "Nadie discute que la 
recaudación tributaria deba utilizarse para el bien común, pero, como 
resulta comprensible, los políticos tienen concepciones no coincidentes 
sobre el bien común. En una sociedad pluralista puede discutirse de modo 
muy acertado qué sirve al bien común"738. Esta última reflexión de TIPKE 
refleja la realidad cultural de los Estados modernos, caracterizada por la 
disolución del ethos o consenso social que minimiza las cuestiones sobre las 
que hay acuerdo, la ausencia de una idea compartida sobre qué es el 
hombre y por qué y para qué vive naturalmente en sociedad, la pluralidad 
                                                                                                                
diferente. Así,  Buchanan parece que opta por asimilar los sistemas fiscales modernos con el 
cuarto paradigma de la imposición, conforme al cual el sistema fiscal es asimilable a una 
empresa de intercambio fiscal completo.  
738 TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado  …. op. cit. p. 108. Esta última reflexión de Tipke 
refleja la realidad cultural de los Estados modernos, la ausencia de una idea compartida 
sobre qué es el hombre y por qué y para qué vive naturalmente en sociedad. Recuerda 
bastante a las reflexiones de McIntyre acerca de referentes y modelos distintos que impiden 
llegan a un entendimiento sobre cuestiones básicas. 




ideológica o la frecuencia con la que el lenguaje moral contemporáneo o el 
uso de algunos términos sirven para expresar desacuerdos739.  
El hecho de que el carácter unitario del fenómeno financiero y con ello la 
vinculación ingreso-gasto no encontrara reflejo en la doctrina del Derecho 
financiero, ha sido relacionada con la concepción autoritaria del impuesto y 
del poder financiero en la escuela alemana de Derecho Público primero y en 
la doctrina italiana después. Es decir, como ya se apuntó, la obligatoriedad 
del pago deja de fundamentarse en una realidad concreta, en algo exterior 
al mismo, ya fuera la noción escolástica de bien común ya la idea de gasto 
público aprobado en el Presupuesto. Esta fue sin duda una influencia 
decisiva en la formación del sistema dogmático del Derecho Financiero 
contemporáneo y en la cual el fenómeno  tributario pierde toda su conexión 
con los gastos públicos. “El impuesto aparece, así, desprovisto de toda 
fundamentación en un criterio material de justicia….El tributo se concibe, en 
esta tendencia doctrinal, como una prestación pecuniaria abstracta, no 
causal, en la que toda referencia a fin (procurar al ente público los ingresos 
necesarios para el mantenimiento de los servicios públicos) parece 
jurídicamente irrelevante”740. 
En el caso español, la obligación de contribuir es un deber ordenado 
teleológicamente conforme al artículo 31.1 de la CE: “Todos contribuirán al 
sostenimiento de los gastos públicos”. No obstante, no queda explicitado en 
el citado texto el propio fin al que se dirige este gasto público más allá de la 
consecución de una asignación equitativa de los recursos públicos (artículo 
31.2 CE). La doctrina741 ha señalado que nuestro actual artículo 31.2 no 
                                      
739 Resulta muy esclarecedor de este fenómeno los primeros capítulos del Tras la virtud y en 
particular el relativo a “La naturaleza del desacuerdo moral contemporáneo actual y las 
pretensiones del emotivismo”. Cfr. MACINTYRE, ALASDAIR: Tras la virtud. op. cit.  
740 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: Introducción al estudio del Derecho … op. cit., p. 88. 
Esta misma concepción va unida a una calificación  del principio de capacidad contributiva 
como mero criterio orientador, de directriz de la política legislativa. 
741 Distintas referencias a la cuestión pueden verse en el siguiente trabajo: HERRERA MOLINA, 
PEDRO M.: "¿Existe un principio general de justicia financiera?". En AA. VV. I Jornada 
Metodológica “Jaime García Añoveros” sobre la metodología académica y la enseñanza del 
Derecho Financiero y Tributario. Documento nº 11/02.  Instituto de Estudios Fiscales. 2002. 
pp. 271 y ss. 




ofrece criterios suficientes para un verdadero control en la justicia del gasto 
público. Aunque este se encuentra sometido a directrices jurídicas, el 
criterio de la “asignación equitativa” del gasto público puede, si acaso, 
remitir a otros objetivos constitucionalmente protegidos, pero difícilmente 
puede constituirse en un criterio unitario de justicia tributaria más allá de 
un control de asignación de mínimos existenciales. El gasto público se 
considera un instrumento para satisfacer el interés general y se afirma que 
este puede concretarse en forma de muy diversos programas de gastos 
compatibles con el texto constitucional.  
En definitiva, el escepticismo que suscita el artículo 31.2 del texto 
constitucional en cuanto a un control de constitucionalidad implica 
reconocer la dificultad de controlar el cumplimiento de la llamada “causa 
final” del tributo en la terminología escolástica, lo que es tanto como no 
poder controlar la adecuación del gasto público al bien común. Como ha 
quedado suficientemente apuntado, en las sociedades modernas resulta casi 
imposible concebir que exista “un bien objetivo y conveniente para todos, 
por ser complementario y enriquecedor de (y nunca en conflicto con) los 
bienes o intereses particulares o privados”742. Como concepto alternativo la 
doctrina y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional aluden al interés 
general, un interés que puede ser el de la mayoría pero que 
cualitativamente no coincide con el bien común. Con ello “la causa final del 
tributo desaparece y se subsume en otra de las causas de aquella doctrina: 
en la denominada causa eficiente. El bien común, en la versión moderna 
comentada, solo exigiría que el tributo se haya creado por considerarlo 
necesario el titular legítimo del poder tributario para financiar la opción 
política democráticamente mayoritaria, con independencia de cuál sea su 
contenido ético objetivo”743. 
                                      
742 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ L.:"La imprecisión jurisprudencial  …". op. cit., p. 521. 
743 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ L.: "La imprecisión jurisprudencial  …". op. cit.  p. 523. En el mismo 
lugar recoge alguna opinión doctrinal (A. D´ors) según la cual el concepto escolástico de bien 
común carece de significación empírica y operativa para justificar, por el fin, a los tributos 
modernos, cuestión que parece desprenderse igualmente de la jurisprudencia de nuestro 
Tribunal Constitucional.  




El profesor DURÁN-SINDREU744, después de reconocer que el debate de la 
justicia tributaria se centra en los ingresos, invita a reflexionar sobre 
distintos aspectos del gasto público. No se refiere únicamente a las políticas 
de gasto en sí en las que identifica un componente ideológico significativo, 
sino también a su forma de financiación y al control de eficacia y eficiencia 
en la gestión del gasto. Curiosamente también se refiere a actitudes 
sociales de indiferencia respecto de la política y a la devaluación de los 
valores esenciales que está viviendo la sociedad con un sistema educativo 
que no los cultiva ni fomenta. Concluye con una llamada urgente a afrontar 
sin demora “el tabú” de la justicia tributaria desde su verdadera 
perspectiva: el gasto público. 
RODRÍGUEZ BEREIJO745 admite, en la línea que apuntábamos más arriba, 
que las razones del descuido del gasto público por parte de la doctrina 
financiera se deben principalmente al “enorme peso que la ciencia de la 
Hacienda y la concepción liberal de esta ha tenido en la formación y 
desarrollo del Derecho Financiero”. Junto a ella puede mencionarse “la 
difundida creencia de que el gasto público responde en sus últimas 
motivaciones a decisiones de orden puramente político”, y aunque ello no 
tiene que implicar que dicha asignación haya de ser irracional o arbitraria sí 
significa que “la elección financiera en materia de gasto público no está 
sujeta a criterios, normas o principios jurídico-materiales de justicia”. Más 
adelante apela a los fines, objetivos y necesidades públicas de la comunidad  
recogidos en cada Constitución histórica como  la forma de controlar esa 
legitimidad política en la decisión del gasto, aunque reconoce la dificultad 
interpretativa de tal ejercicio. 
En definitiva, la pregunta por los fines a los que responde el gasto público 
permanece planteada si se quiere seguir reflexionando sobre las condiciones 
del impuesto justo desde la función que tienen los tributos en la sociedad, y 
desde el papel que juega la sociedad en la vida del hombre, y ello aunque 
                                      
744 DURÁN-SINDREU BUXADÉ, ANTONIO: Justicia tributaria y gasto público. Diario Cinco Días. 
17 de mayo de 2007. 
745 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: Introducción al estudio del Derecho … op. cit., p. 100. 




esta pregunta haya permanecido latente durante mucho tiempo.  Esa es la 
conclusión que se desprende de la pregunta que formula RODRÍGUEZ 
BEREIJO746 después de constatar la falta de principios de justicia en el gasto 
público en las Constituciones modernas: “¿Por qué no existe todavía una 
forma jurídico constitucional en la que se recoja claramente la necesidad de 
un empleo y distribución justa de los gastos públicos? ¿Por qué razón los 
límites de lo justo y de lo injusto, como dice Matías Cortés, en este sector 
de la actividad social no están claramente deslindados por medio de una 
norma constitucional?”. Posiblemente la respuesta tenga relación con la 
falta de una reserva común de conceptos, un ethos o cultura compartidos 
en los que exista una referencia objetiva de la idea de lo que es bueno para 
todo hombre y para la sociedad, una idea del bien común. A esa misma 
pregunta llega una parte de la doctrina aunque no encuentre en nuestros 
Derecho positivo cauces suficientes para darle virtualidad747.  
Concluimos este apartado reproduciendo unas reflexiones de SOLER 
ROCH748 con las que coincidimos. En su opinión, el criterio de “asignación 
equitativa del gasto público” recogido en el artículo 31.2 de nuestra 
Constitución ha sido un principio que, desde su aprobación, ha pasado de 
ser “la gran esperanza blanca” a convertirse en “la cenicienta” del Derecho 
                                      
746 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: Introducción al estudio del Derecho … op. cit., p. 110. 
Aunque Bereijo realiza esa reflexión en 1976, parece plenamente aplicable en la actualidad 
habida cuenta de las crítica recibidas por nuestro actual art. 31.2 en materia de control de 
justicia del gasto. 
747  Así por ejemplo el profesor Aparicio Pérez tras analizar las condiciones del impuesto justo a 
la luz de la teorías de las causas afirma, respecto del sistema impositivo español,  que nos 
podemos encontrar con impuestos que, dado su carácter de no afectación, están financiando 
conductas o actividades objetivamente inmorales. Por otro lado tampoco existe en el sistema 
(español) ningún mecanismo para dejar de financiar gastos excesivos o no justificados, lo 
cual supone que se prescinde en gran medida del fin como uno de los elementos que 
determinan la existencia de un impuesto justo. Cfr. APARICIO PÉREZ, ANTONIO: "Ética fiscal 
y jurisprudencia". op. cit.,  p. 36. Algunos autores han afirmado incluso que mientras este 
problema no se resuelva no habrá Derecho Financiero al carecer este de su base 
fundamental. MATÍAS CORTÉS citado por RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B: Introducción al 
estudio del Derecho … op. cit., p. 102. Rodríguez Bereijo propone en particular no un control 
de legalidad del gasto sino un control de la legitimidad de la decisión de gasto público, de la 
decisión política de gastar en unas determinadas finalidades antes que en otras. Refiriéndose 
al terreno del Derecho positivo menciona la postura de un buen número de tratadistas de 
Derecho Financiero para los que las Constituciones de los Estados modernos no contienen un 
principio constitucional de justicia para los gastos públicos.  
748 SOLER ROCH, Mª TERESA: "Los principios implícitos en el régimen jurídico del gasto 
público". El sistema económico en la constitución española, Vol. 2. 1994.p. 1837. 




constitucional financiero. Esto es así en la medida en que la adecuación del 
gasto público a determinados criterios formales no resuelve por si sola de 
forma satisfactoria el problema de su legitimidad, cuestión que permanece 
como asignatura pendiente de esta área del ordenamiento jurídico.  
 La redistribución como fin 
En una reciente reflexión acerca de los perfiles y metodologías del Derecho 
Financiero del siglo XXI, se afirma que el sustrato ideológico de las 
construcciones teóricas en el ámbito del Derecho pocas veces se explicita 
con la idea de preservar la “pureza del método”. El silencio frente a esta 
cuestión, se dice, no merma un ápice la evidencia de que ese componente 
ideológico se encuentra en las construcciones dogmáticas que afectan a las 
relaciones entre el poder político y los ciudadanos. De hecho, identifica un 
importante componente ideológico en la dogmática jurídica relacionado con 
el movimiento pendular en la interpretación del principio de capacidad 
económica así como con el fortalecimiento del interés público frente a la 
defensa de los intereses individuales, “legitimado aquél por la concepción 
del deber constitucional de contribuir entendido como deber de 
solidaridad”749. 
Así, el principio de igualdad en los tributos se ha interpretado por parte de 
la doctrina española como si estuviera dirigido a la promoción de medidas 
fiscales que reduzcan las desigualdades sociales, especialmente a través de 
la progresividad, principio vinculado a la función redistributiva asignada a la 
Hacienda Pública moderna750.  
El fin redistributivo del sistema fiscal con el que se identifica este deber de 
solidaridad, ya vinculado con el principio de justicia en los tributos o 
considerado como un principio independiente, ha seguido su trayectoria 
durante las últimas décadas del siglo XX y los inicios del siglo XXI. Ahora, 
                                      
749 SOLER ROCH, Mª TERESA:"Reflexiones sobre la evolución del concepto del Derecho 
Financiero". En AA. VV. I Jornada Metodológica “Jaime García Añoveros” sobre la 
metodología académica y la enseñanza del Derecho Financiero y Tributario. Documento nº 
11/02. Instituto de Estudios Fiscales. 2002.pp. 61-62. 
750 PÉREZ ROYO, FERNANDO: Derecho Financiero y Tributario. Parte General. op. cit., pp. 35-
50. 




más que profundizar en una circunstancia que, como ya comentamos antes, 
había configurado la identidad misma del principio de justicia, apuntamos 
brevemente nuevos matices en la proyección del fin redistributivo en los 
impuestos.  
Como ya se adelantó al analizar la situación actual de los principios de 
justicia y eficiencia, el paradigma económico que había favorecido el Estado 
de bienestar parece encontrar un punto de inflexión en las últimas décadas 
del siglo XX. Esta situación,  en la que el fenómeno de la globalización 
incide de forma directa, pone de relieve aspectos económicos colaterales al 
fenómeno de redistribución de la renta, y determina incluso un 
replanteamiento o re-pensamiento de las fórmulas tradicionalmente 
empleadas para su realización práctica. Así, aunque la doctrina751 lo sigue 
calificando en los países occidentales como objetivo ineludible del Sector 
público y vincula su desarrollo especialmente con un principio de 
progresividad, reconoce la posibilidad de conflicto entre este objetivo y 
otros de carácter económico y en particular el de fomento del crecimiento 
económico. 
Ese re-pensamiento que comentábamos, así cómo los conflictos que se han 
señalado respecto de otros principios, han suscitado innumerables esfuerzos 
por encontrar el fundamento del fin redistributivo de los impuestos y por 
justificar el lugar que ocupa en las economías occidentales. No obstante, las 
conclusiones en este campo no parecen ser pacíficas y siguen dejando sin 
responder una buena parte de las preguntas. Por ejemplo, E. ALBI752, 
después de analizar distintas aportaciones a la teoría normativa de la 
redistribución y diversidad de posturas dentro de la discusión sobre el 
                                      
751 Existen incontables referencias a esta circunstancia en la doctrina tributaria y hacendística, 
algunas de las cuales ya se han citado anteriormente, en particular al analizar la situación 
actual de los principios de justicia y eficiencia o su proyección en el Derecho positivo español 
postconstitucional. Como muestra puede verse: LAGARES CALVO, MANUEL.: "Objetivos de 
un sistema fiscal  …." op. cit.,  p. 13. Como propuesta de "redistribución más eficiente" 
señala la utilización del gasto público dirigido a garantizar unos niveles mínimos de renta y 
un conjunto de medidas tendentes a reducir las distorsiones generadas por impuestos 
redistributivos: neutralidad en la imposición indirecta que evite efectos regresivos, 
moderación en la progresividad de los directos y dispersión de la progresividad entre 
distintas figuras impositivas.  
752 ALBI IBÁÑEZ, EMILIO: Impuesto sobre la renta y  …. op. cit., pp. 79. y ss.  




principio de equidad vertical afirma: "no hemos encontrado ningún 
argumento concluyente que nos sirva para basar las medidas 
redistributivas, o sea, para dar un trato fiscal adecuado a las personas que 
se encuentran en situaciones diferentes. El tema es preponderantemente 
una cuestión de filosofía social”. En el fondo es tanto como decir que no ha 
encontrado argumentos de carácter “técnico”, verificables, que puedan 
sustentar una u otra postura. Por su parte MUSGRAVE753, al analizar el 
principio de proporcionalidad en relación al de progresividad y a las 
aportaciones de J. S. MILL respecto de la equidad vertical y a la igualdad en 
el sacrificio concluye afirmando: "las obligaciones tributarias deberían 
aumentar con la renta" aunque respecto de la progresividad y a excepción 
del supuesto de sacrificio marginal igual, "las razones en favor de la 
progresión (o el grado de ésta) son por completo inconcluyentes y esto es 
cierto incluso si aceptamos los supuestos subyacentes de curvas de utilidad 
decrecientes e idénticas". 
Por otra parte, la confirmación de los negativos efectos económicos que 
pueden derivar de determinadas políticas redistributivas, ha avivado el 
debate doctrinal sobre la cuestión de la renta y la riqueza en torno a 
posturas que priorizan la libertad o las que priorizan la igualdad o desde 
otra perspectiva las que se apoyan en pretensiones basadas en el legítimo 
derecho y las que se apoyan en pretensiones basadas en la necesidad. Este 
es uno de los casos a los que se refiere MACINTYRE754 cuando afirma que la 
                                      
753 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., p. 356. 
MUSGRAVE propone como solución alternativa del problema el enfoque de la progresividad 
desde una curva de utilidad de la renta socialmente determinada. 
754 MACINTYRE, ALASDAIR: Tras la virtud. op. cit., pp. 302 y ss. Básicamente la primera 
postura puede identificarse con la teoría sobre la justicia defendida por R. Nozick (1974) 
(defiende el principio de igualdad con respecto al derecho) y la segunda por la defendida por 
J. Rawls (1971)(en este caso el principio es el de igualdad respecto a las necesidades). Para 
Rawls la justicia es una cuestión de modelos presentes de distribución siendo irrelevante el 
pasado. Para Nozick solo cuentan los títulos de lo legítimamente adquirido en el pasado. Se 
pueden situar las teorías sobre la justicia de Rawls y Nozick dentro de la corriente del 
contrato social, según la cual la sociedad es el resultado de la voluntad de un grupo de 
hombres potencialmente racionales con intereses previos que se preguntan sobre qué tipo de 
contrato es el más adecuado para vincularse.  Por ello queda excluida cualquier concepción 
de la comunidad humana "en la que la noción de mérito, como contribución a las tareas 
comunes de la comunidad y a la persecución de los bienes compartidos pudiera proporcionar 
la base para juicios acerca de la virtud y la injusticia" p. 308. Puede verse también respecto 
de R. NozicK el trabajo de ZUBIRI, IGNACIO: "Justicia distributiva …”.  op. cit., pp. 290 y ss. 




vida moderna está llena de disputas que no pueden ser racionalmente 
resueltas, puesto que se parte de principios y conceptos que producen 
resultados incompatibles. En su opinión, detrás de cada una de esas 
disputas existen conceptos de justicia distintos. Una es una justicia que 
contempla las necesidades y la otra es una justicia que contempla los 
derechos. Para ambos la sociedad está compuesta de individuos con 
intereses propios que avanzan juntos y deben formular reglas de vida 
comunes. Para ambos los individuos son primordiales y la sociedad ocupa 
un lugar secundario, por lo que la identificación de las necesidades 
individuales es previa e independiente a la construcción de lazos morales o 
sociales entre los individuos. En las dos teorías sobre la justicia está 
ausente la noción de mérito pues en ninguna existe  una comunidad cuyo 
vínculo sea un entendimiento común acerca de cuál es el bien del hombre y 
el bien de la comunidad.  El debate social en torno a la justicia de la 
redistribución de renta y riqueza revela que las sociedades modernas tienen 
conceptos de justicia distintos y rivales, cuestión que no puede resolverse 
tampoco a partir de una reserva común de conceptos, o recursos morales a 
que todos puedan apelar para resolver la cuestión de forma racional. Por el 
contrario, convivimos con diversos y múltiples conceptos fragmentados que 
además se usan al mismo tiempo para expresar ideas rivales e 
incompatibles. En nuestra opinión, esta es una realidad que afecta también 
al ámbito tributario. 
                                                                                                                
La teoría de la justicia de Nozick se inserta en la tradición liberal iniciada en los siglos XVII y 
XVIII por entre otros, John Locke y Adam Smith, cuyos mayores representantes son en la 
actualidad Friedrich A. Hayek, Milton Friedman y Robert Nozick. El enfoque liberal se inserta 
a su vez dentro de la teoría del contrato social pues asume la idea de un momento presocial 
en el que los individuos viven sin ningún tipo de cooperación. La exitencia del Estado dentro 
del enfoque liberal se justifica como medio para garantizar que a todos los ciudadanos les 
sean respetados sus derechos naturales negativos (la vida, la libertad y la propiedad 
básicamente) y para que se cumplan las obligaciones positivas adquiridas mediante el libre 
ejercicio de la voluntad.  Por ello, conforme a  la teoría de la justicia de Nozick  un acto es 
justo en la medida en que respecta los derechos negativos de los demás o los viola con el 
acuerdo de los afectados. Rechaza el témino justicia distributiva porque presupone que hay 
algo que distribuir cuando la producción total de la sociedad no está ahí para ser distribuido, 
sino que es el resultado de muchos esfuerzos y decisiones individuales que pueden suponer 
participaciones diferentes en la producción. Por ello, una política redistributiva es un medio 
para incautar algo que pertenece por derecho a  persona para dárselo a otra. La crítica más 
destacable a la teoría de Nozick se centra en la artificialidad de la situación presocial a la que 




Por último, y sin la intención de repetir de nuevo lo que ya se apuntó 
respecto del efecto social de las políticas redistributivas, quisiéramos 
concluir este apartado haciendo una referencia a la relación de las mismas 
con la idea de bien común desarrollada desde la cosmovisión realista. 
Comentábamos más arriba cómo, desde una visión del gobierno como tarea 
relativa al orden755 (a diferencia de la del jurista cuya tarea es relativa al 
reparto), lo propio del gobernante es crear las condiciones que hagan 
posible un orden social determinado. Ese orden, para permitir el desarrollo 
pleno del ser humano conforme al fin que le es propio, debe atender a 
consideraciones materiales, culturales y espirituales del mismo, no solo del 
hombre en cuanto individualidad, sino en cuanto que es un ser 
naturalmente abierto y en relación con otros. En este sentido, una vía 
importante para el desarrollo de la persona es la del ejercicio de la 
solidaridad y la ayuda a su prójimo necesitado, lo que en la actualidad se 
encuentra negativamente afectado no solo por la falta de una cultura que 
establezca relaciones de corresponsabilidad entre las personas o la 
existencia de un proyecto a desarrollar en comunidad, sino por la conciencia 
de que dicha misión pertenece al Estado. 
DALMACIO NEGRO expresa una idea muy parecida cuando se refiere al 
proceso por el cual el Estado ha ido monopolizando el poder político y la 
política, “igual que anteriormente la Iglesia monopolizaba la autoridad y la 
religión, conserva de esta última, con la idea de misión, la de realizar la 
caridad. “Dios es caridad y el Estado socialdemócrata que ocupa su lugar no 
va a ser menos”756. 
                                                                                                                
hace referencia la teoría del contrato social básicamente en el sentido de que somos antes 
seres sociales que seres humanos. ZUBIRI cita aquí a P. Singer. 
755 En este sentido nos parece muy acertada la reflexión que al respecto realiza Javier Hervada 
cuando se refiere al orden social justo. HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho?  …. 
op. cit., pp. 39-40. 
756 DALMACIO NEGRO se refiere especialmente al valor moralizante con el que cuenta la norma 
y con ello la Ley, cuestión que es plenamente aplicable a la actuación del Estado en materia 
de redistribución. También se refiere expresamente a ello más adelante. Cfr. NEGRO PAVÓN, 
DALMACIO: Lo que Europa debe al Cristianismo. op. cit., pp. 259 y 316. 




 Principios de justicia en los tributos 
En este apartado, más que volver sobre los principios de justicia en los 
tributos individualmente considerados, se pueden apuntar fenómenos 
impositivos recientes que reflejen alguna particularidad de la cosmovisión 
postmoderna ya descrita. Estos fenómenos inciden sobre dichos principios y 
confirman los interrogantes que nos han conducido hasta esta investigación 
de sus presupuestos teóricos desde un punto de vista antropológico. 
Como referencia previa, y por su relación con las tendencias que en materia 
de Teoría del Conocimiento han ido influyendo también en el Derecho 
Tributario, incluimos aquí una reflexión de BERLIRI sobre la justicia en los 
impuestos. Estas reflexiones son fruto de una inquietud real por el problema 
de la justicia, de la justicia simple y corriente "que por todos se entiende y 
se reconoce porque es capaz de satisfacer una necesidad real,....apremiante 
y general que se halla en el corazón del hombre"757, la única justicia posible. 
La inquietud de BERLIRI es resultado de cómo percibe el Derecho 
Tributario, fruto de una idea sobre la ciencia, que, para economistas y 
políticos, debe desinteresarse de la justicia o injusticia del impuesto, y de 
una idea del mismo que, para los juristas, es "manifestación de la soberanía 
financiera del Estado"758. La conclusión de las tendencias anteriores lleva a 
BERLIRI a afirmar que el impuesto justo no existe.  
 Los fines extrafiscales 
Aunque la existencia de fines extrafiscales en los impuestos (impuestos con 
fines no estrictamente recaudatorios, impuestos de ordenamiento o 
impuestos no financieros) no es un fenómeno exclusivo de los Estados 
modernos759, su multiplicación como instrumento de intervención estatal sí 
puede situarse temporalmente en las últimas décadas del siglo XX y en los 
                                      
757 BERLIRI, LUIGI V.: El impuesto justo: Apuntes sobre un sistema jurídico de la contribución 
pública: esbozo de una reforma orgánica de la hacienda ordinaria. Prólogo de Luigi Einaudi. 
Instituto de Estudios Fiscales. Madrid. 1986.p. 29. 
758 Ibídem, p. 29. 
759 Una sintética historia de la extrafiscalidad de los tributos desde la civilización griega hasta la 
actualidad puede verse en este trabajo: AIZEGA ZUBILLAGA, JOXE MARI.: La utilización 
extrafiscal de los tributos  …. op. cit., pp. 19 y ss. 




primeros años del siglo XXI. Varios han sido los factores propiciadores de 
esta situación y desde luego con ello tiene mucho que ver el papel activo 
que asume el Estado no solo en materia económica sino también en áreas 
de carácter social y cultural. Como apuntábamos antes, tanto la 
consolidación del Estado de bienestar como de los regímenes democráticos, 
han fomentado y legitimado el protagonismo estatal en la consecución de 
fines constitucionalmente protegidos, constituyéndose el impuesto en una 
herramienta al servicio de dichos fines.  
Se trata de impuestos (o disposiciones en particular) “ordenadores de 
conductas” que si no tuvieran un fin fiscal accesorio no se llamarían 
impuestos. Doctrinalmente han suscitado recelo debido a que en ocasiones, 
para conseguir su fin prioritario, encuentran difícil respetar el principio de 
igualdad de la imposición mediante la capacidad económica. Esto es 
consecuencia principalmente de que su articulación práctica puede tomar la 
forma de beneficios fiscales (en forma de normas singulares de 
ordenamiento dentro de impuestos financieros). En relación a ellos existen 
dos corrientes fundamentales, la favorable a su eliminación y a la 
consiguiente reducción impositiva general como consecuencia del aumento 
de recaudación, y la que los justifica desde motivos económicos o desde 
ciertos intereses.  
El profesor TIPKE760, refiriéndose precisamente a este fenómeno y a las 
políticas de dirigismo fiscal, afirma:  
"Los beneficios fiscales y las subvenciones no corresponden a la economía de 
mercado. Tales figuras distorsionan y falsean la competencia y privan a las 
empresas de la presión conveniente para la mejora de sus prestaciones y la 
reducción de sus costes.....Hay demasiados políticos que ven en el Derecho 
Tributario un vehículo de política económica y se olvidan de las 
consideraciones jurídicas".  
                                      
760 TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado  …. op. cit.,  p. 75 y ss. Nos remitimos a este 
trabajo en particular debido a que está escrito precisamente desde la óptica de analizar la 
moralidad (y justicia) de las actuaciones del Estado en relación a la moralidad en el 
cumplimiento del contribuyente. 




En su opinión detrás de cada beneficio fiscal está un grupo de presión que 
trata de perpetuar esta situación dificultando al político la toma de 
decisiones. Su justificación deberá basarse en algún motivo o interés 
general que tenga al menos tanto peso como la igualdad en el gravamen 
que queda afectada, teniendo en cuenta que la Justicia tributaria basada en 
la igualdad afecta a todos y los beneficios fiscales solo a un grupo. Una vez 
más el fenómeno impositivo refleja aquí la pluralidad de intereses 
contrapuestos (individuales o de grupo) y la presión que desde distintas 
instancias se puede ejercer para obtener el favor político. 
Un análisis de los citados beneficios fiscales desde el punto de vista de su 
coherencia con el bien común nos remitiría a analizar la realidad concreta 
que se está tratando de proteger o favorecer. Es decir, aunque las leyes han 
de dirigirse al bien común  pueden otorgar beneficios personales siempre 
que este bien lo justifique. Para valorar esta circunstancia, J. HERVADA761 
propone analizar si dichas leyes se dirigen a aquellos ámbitos que entrarían 
dentro de la esfera personal (o comunitaria) de actuación, de lo que la 
persona (o las instituciones) puede y debe hacer por sí misma habida 
cuenta de las capacidades intelectuales y de la libertad que le son propias. 
En su opinión:  
"Buscar la tutela y la providencia del Estado para nuestros asuntos 
particulares es hacer dejación de nuestra condición de personas libres, 
abogando por un colectivismo que despersonaliza. Las leyes, como el Estado y 
el gobierno, están para conseguir el bienestar general, la felicidad común, o si 
se prefiere, las condiciones sociales necesarias y convenientes para que los 
ciudadanos obtengan su desarrollo personal".  
En este caso se trataría de medidas fiscales que estarían yendo más allá de 
la creación de ese orden social, cultural y económico necesario en que 
consiste el bien común. Es decir, en la medida en que los tributos no 
financieros o las disposiciones con fines extra fiscales estuvieran 
interviniendo en esferas de actuación personal, empresarial, comunitaria o 
institucional cuyo desarrollo les es propio a dichas personas e instituciones, 
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se estaría produciendo una extralimitación que no puede ser compatible con 
el principio de justicia porque no lo es con el bien común. Esta situación 
refleja un desconocimiento de lo que es el hombre y de por qué la iniciativa 
que le mueve a la acción no puede proceder del Estado si quiere ser 
consecuente con su libertad.  
Este fenómeno también refleja la realidad de un proceso de 
sobreproducción normativa por el que la ley, en este caso la fiscal, alcanza 
los más remotos rincones de la vida económica y social, un dirigismo fiscal 
que se siente legitimado y que no renuncia a tomar la iniciativa para 
potenciar o para reprimir conductas. 
 El principio de capacidad económica 
El principio de capacidad económica junto con el del beneficio siguen siendo 
considerados como criterios posibles de reparto equitativo de la carga 
tributaria, aunque es el de capacidad económica el más adecuado para las 
funciones que tiene el Estado en materia de redistribución de renta y 
riqueza762. Es significativo cómo la idoneidad del principio de capacidad 
económica se sitúa más en su vinculación con el fin redistributivo que con 
su condición de criterio de medida adecuado para dar cauce a la justicia 
distributiva en materia de impuestos.  En el mismo sentido parece 
pronunciarse CORRAL GUERRERO cuando en su explicación sobre cómo 
opera la relación jurídica distributiva en el ámbito tributario afirma que la 
aportación mayor se realiza en función de la capacidad económica y "tiene 
un destino de redistribución de rentas"763. 
Doctrinalmente se sigue señalando tanto la dificultad en la elección de un 
índice para su medición (renta, consumo o riqueza) como su configuración 
concreta en una particular estructura y realidad tributaria. El diseño de 
impuestos más perfectos, más acabados técnicamente, los convierte al 
mismo tiempo en figuras tributarias más vulnerables a comportamientos 
fraudulentos, lo cual obliga al uso de ciertas prácticas antielusivas 
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dudosamente compatibles con los principios tradicionalmente vinculados a 
la justicia tributaria y en particular con el de capacidad económica. 
Las vicisitudes actuales del principio ya se han apuntado más arriba en 
relación al reconocimiento que del mismo realiza nuestra Constitución y a 
los problemas que este principio encuentra en su proyección práctica. Son 
distintos elementos los que inciden en esta situación, desde la proliferación 
de tributos o disposiciones finalistas, el uso de conceptos jurídicos 
indeterminados, pasando por la multiplicación de tratamientos fiscales de 
carácter preferencial o exenciones, o el gravamen de capacidades 
económicas meramente potenciales. Son todas ellas situaciones que la 
doctrina ha puesto de manifiesto desde una mirada crítica hacia los 
sistemas fiscales modernos y que han llevado incluso a algunos a afirmar la 
existencia de una incongruencia o incompatibilidad lógica e inevitable en el 
concepto convencional de tributo.  
Así, PÉREZ DE AYALA764 entiende que el elemento de obligatoriedad del 
concepto actual del tributo está configurado de tal manera que muchos de 
los presupuestos de gravamen que lo generan no reflejan necesariamente 
una capacidad económica real. En su opinión esta circunstancia implica algo 
más que un alejamiento entre el ser y deber ser del tributo. Es decir, tanto 
la existencia de capacidad contributiva como el resto de las causas descritas 
por la tradición aristotélico-tomista acerca del impuesto justo (causas final, 
material, formal y eficiente) no se limitan a expresar el “deber ser” del 
tributo, sino que expresan lo que es el impuesto, su naturaleza necesaria 
como institución jurídica y política. Por ello, cuando la ley se aparta de este 
esquema causal en los impuestos, no es que se aleje de su “deber ser” sino 
                                      
764 Así, tanto la proliferación de exacciones públicas que, a pesar de ser asimilables a los 
tributos, no le son de aplicación los principios constitucionales establecidos para los mismos, 
como las medidas que tratan de evitar que el contribuyente pueda elegir alternativas 
económicamente equivalentes a la que es objeto de gravamen (presunciones y ficciones 
legales, claúsulas anti-abuso, anti-fraude de ley y anti-economías de opción, conceptos 
jurídicos indeterminados) determinan una falta de libertad real en la realización del supuesto 
de hecho de la obligación tributaria. Con ello la nota de coactividad del tributo queda 
desvinculada de la existencia previa y necesaria de una capacidad económica real. Cfr. 
PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS. ". ¿una antítesis insalvable? GONZÁLEZ DELGADO, JOSÉ 
ANGEL (Coord) Responsa iurisperitorum digesta, Vol. 5. Ediciones Universidad de Salamanca. 
Salamanca. 2003. pp. 219-234.  




que se aparta de la esencia misma del tributo, encontrándonos por ello ante 
figuras que son una mezcla de confiscación y tributo. “Filosóficamente, 
hemos pasado del realismo al nominalismo. Y, jurídicamente, hemos pasado 
del ius-naturalismo al positivismo formalista, cuando no al constructivismo 
jurídico”765.  
Esta reflexión de PÉREZ DE AYALA refleja íntegramente el recorrido 
histórico que hemos tratado de describir y que en materia de Teoría del 
Conocimiento, Filosofía del Derecho y Teoría del Estado ha ido reflejando el 
principio de justicia en los tributos: tendencia a considerar las causas del 
impuesto justo como “fenómenos” (históricos) más que “noúmenos” y con 
ello como elementos sujetos a la interpretación del legislador, alejamiento 
del hecho imponible del principio de capacidad económica como medida 
contributiva real, utilización del impuesto como instrumento corriente de 
dirigismo socio-económico y fomento de conductas socialmente 
convenientes, etc. El individualismo que define la antropología dominante 
de los últimos siglos también encuentra su reflejo en la multiplicidad de 
medidas fiscales destinadas a proteger o fomentar los intereses de grupos o 
sectores concretos. 
Por último quisiéramos señalar una última manifestación en la 
interpretación del principio de justicia en los tributos que incide de lleno en 
la virtualidad del principio de capacidad económica. Puede decirse que es el 
resultado natural del proceso que venimos describiendo y por el cual tanto 
el escepticismo que genera la aplicación del principio como la multiplicación 
de los fines extrafiscales ya mencionados ha provocado una excesiva 
presión sobre el concepto de capacidad económica. Se trata de la tendencia, 
cada vez más presente en la doctrina y jurisprudencia constitucional (el 
caso español ya lo vimos más arriba) de identificar el principio de igualdad 
en el ámbito tributario, no tanto con el principio de capacidad económica, 
sino con el de interdicción de la arbitrariedad. En nuestra opinión, la misma 
                                      
765 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS. "El Derecho positivo tributario entre el iusnaturalismo y el 
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(Coord) Responsa iurisperitorum digesta, Vol. 5. Ediciones Universidad de Salamanca. 
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ausencia de sentido teleológico en el Estado que puede significar el 
protagonismo de un principio “de mínimos” como el de interdicción de la 
arbitrariedad de los poderes públicos es la que se intuye en este giro 
interpretativo del principio de igualdad tributaria.  
El profesor TIPKE, haciéndose eco de esta situación y después de mostrar 
su desacuerdo con la misma, reconoce que si cualquier motivo objetivo 
puede justificar la quiebra del principio de igualdad, con independencia de 
su relevancia respecto del interés general, lo que se está haciendo es 
desplazar el principio de igualdad y con ello la justicia a un lugar 
secundario. Ello le lleva a afirmar:  
“…el reconocimiento del principio de igualdad como Carta Magna del Derecho 
Tributario queda en retórica vacía cuando el principio de igualdad no puede 
aplicarse a los impuestos como tales… partiendo de una concepción tan 
restrictiva del principio de igualdad, no puede desarrollarse el judicial activism 
que resulta tan urgente en este ámbito, ni pueden controlarse de modo eficaz 
los incentivos fiscales”766. 
Frente a esta tendencia también puede identificarse en la doctrina española 
un anhelo de restaurar al principio de capacidad económica en un lugar 
preminente dentro de la búsqueda de la justicia en los tributos. Así, 
encontramos por ejemplo trabajos767 que tienen como objetivo liberar al 
principio de capacidad económica de las adherencias perturbadoras en las 
que se encuentra por efecto de construcciones dogmáticas como la de la 
interdicción de la arbitrariedad. Dentro del mismo encontramos 
afirmaciones que recuerdan a la perspectiva del realismo tomista acerca de 
la traducción de la justicia distributiva al ámbito tributario. La afirmación de 
que la igualdad como reparto con arreglo a una justa medida encierra un 
contenido material para el cual es necesario examinar la “naturaleza de la 
cosa”, “la naturaleza de la materia que es objeto de reparto”, es una 
muestra de ello. También lo es la idea de no considerar aisladamente el 
principio de capacidad económica (causas material y formal) y los llamados 
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“fines internos” del reparto de bienes y cargas públicas, sino en conjunción 
con otros bienes o factores externos que puedan justificar su restricción en 
aras del bien común (causa final)768. Se adivina aquí, en nuestra opinión, 
una referencia implícita al fin del impuesto y con ello a la posición que 
respecto al mismo ocupa el principio de capacidad económica.  
5. Algunas conclusiones 
Después de analizar las referencias filosóficas, antropológicas, de Teoría del 
Estado y del Conocimiento de las distintas cosmologías, creemos haber 
identificado elementos suficientes de estas disciplinas que contribuyen a 
explicar mejor el porqué de la interpretación actual del principio de justicia 
en los impuestos. Por la misma razón también pueden apuntarse algunas 
explicaciones acerca de sus carencias actuales, sus conflictos con otros 
principios impositivos o las limitaciones que encuentran en su proyección 
práctica.   
Así, y con la intención de ofrecer unas conclusiones que sean preparatorias 
de las definitivas, podemos afirmar: 
 La evolución experimentada por la Epistemología desde el nominalismo 
hasta la Postmodernidad pasando por el racionalismo kantiano y el 
positivismo científico, al prescindir del carácter normativo de la 
realidad, influyó de forma determinante en la consideración de 
realidades objetivas exteriores al Derecho que resultan esenciales 
para justificar la obligación jurídica tributaria y sus elementos 
constitutivos. Así, la fundamentación del impuesto en sus 
“causas” (por su fin, por su forma de reparto, por la materia 
imponible y por su aprobación) se tornó progresivamente en una 
consideración del tributo como fenómeno histórico, como 
manifestación de una relación de poder y con ello sujeta a criterios 
políticos. El positivismo y formalismo jurídicos modernos son reflejo 
de esta tendencia. 
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 La concepción antropológica del ser humano, sobre la que se asienta la 
interpretación de los principios tributarios, desde el momento que 
prescinde de su carácter teleológico, de su naturaleza social y 
relacional y de la libertad como elección coherente con los dos 
elementos anteriores, hizo implanteable entender la sociedad como 
un orden de cooperación (¿cooperación para  qué?) en el que tuviera 
pleno sentido la justicia distributiva aristotélica y con ello la 
justicia como un reparto en función de capacidades (económicas) 
para hacer frente a las cargas (comunes). Por el contrario, el 
individualismo que suscitó ese escepticismo epistemológico introdujo 
una contraposición entre el bien individual y el bien social y con ello 
una concepción del impuesto como instrumento sustitutivo de la 
responsabilidad individual para con el prójimo y el bien común. Con 
ello pierde la cultura y pierde la sociedad, pues antropológicamente el 
hombre, un ser “en relación”, necesita  proyectarse en actividades 
coherentes con su fin teleológico, y especialmente en la atención a 
situaciones próximas de vulnerabilidad. 
 La cuestión de la justicia en los tributos, más allá de la tradición 
aristotélico-tomista, ha sido pensada, desarrollada y criticada 
mayoritariamente por autores de formación económica y 
hacendística. Esta cuestión, además de resultar paradójica tratándose 
de un tema de justicia, ha marginado la consideración de aspectos 
valorativos, ha dificultado una consideración unitaria del fenómeno 
impositivo así como la debida reflexión en torno a la trascendencia 
jurídica de realidades e instituciones de carácter económico. 
 La concepción contractual de la sociedad así como el trasfondo 
hedonista y utilitarista que caracteriza el desarrollo del Estado 
moderno, atribuye a este último el protagonismo activo de impulsar y 
procurar el bienestar de la mayoría y de remediar las situaciones de 
dependencia y necesidad del “mecanismo social”. Para ello, el 
Derecho en general y el sistema tributario en particular se convierten 
en depositarios de las expectativas individuales o en instrumento de 
dirigismo e ingeniería social que desdibujan la primigenia idea de 




justicia como reparto, de justicia tributaria como proporción en el 
reparto de las cargas de un proyecto común. Con ello el principio de 
capacidad económica resulta afectado, bien por la presión que 
sobre él ejercen otros fines difícilmente compatibles con la idea de 
reparto, bien por no representar un criterio factible de medida de la 
igualdad material y convertirse en mero criterio orientativo del 
legislador. Por su parte el principio de progresividad se convierte 
en garante de la justicia tributaria al estar al servicio de la 
redistribución de la renta, consolidando al Estado como responsable y 
solucionador en solitario de situaciones de dependencia y necesidad.  
 La consideración del fin en los tributos, en concordancia con la 
desatención a los fines que inició el nominalismo y la legitimidad que 
el positivismo y la soberanía otorgó a las decisiones políticas, fue 
prescindiendo de su faceta normativa, tanto cuantitativa como 
cualitativamente. Por otra parte, la ausencia de un concepto 
compartible sobre lo que conviene al hombre y a la sociedad y sobre 
el bien común en el que todos participan aportando y recibiendo, 
imposibilitó la reflexión continuada sobre los fines a los que 
destinar la recaudación tributaria. Ambas cuestiones impidieron 
el tratamiento del fenómeno tributario como un todo y con ello la 
posibilidad de que ambas facetas pudieran complementarse.   
 Las “tipologías del contribuyente”769 actual reflejan los modelos 
antropológicos herederos del proceso histórico descrito: en ellas 
                                      
769 Por su actualidad y visión antropológica reproducimos las tipologías del contribuyente a las 
que se refiere el profesor K. TIPKE. en la parte de su obra dedicada  a la moralidad del 
contribuyente. Cfr. TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado …. op. cit., p. 112 y ss. Estas 
tipologías son descritas como modelo homo oeconomicus, modelo chalanero, modelo liberal, 
elusor legalista e ignorante.  Resalta la importancia que tiene de cara a mejorar la moral 
tributaria y el cumplimiento del contribuyente, el ejemplo que ofrece al respecto el propio 
Estado:" La renovación moral del contribuyente sólo será posible cuando la moral se 
introduzca de nuevo en las leyes tributarias y la justicia tributaria no quede ya como algo 
marginal. Un ordenamiento tributario moralmente renovado es algo distinto de un 
ordenamiento coactivo para la imposición de leyes que utilizan diversas varas de medir. Tras 
una renovación moral del ordenamiento tributario podría llevarse a cabo una labor de 
formación de la opinión pública que difundiera de nuevo el sentir de que una conducta moral 
generalizada de los ciudadanos sería buena para todos; la idea de que los impuestos son 
necesarios para el establecimiento de servicios públicos que el individuo no puede conseguir 
por sí solo y son imprescindible  para que la vida en común se desarrolle civilizadamente". 




trasluce un modelo de persona individualista, que se mueve por el 
propio interés, anclado en el principio de correlación en las 
prestaciones, carente de conciencia social, cínico algunas veces, 
elusor legalista e ignorante otras ante el caos tributario.     





CAPÍTULO 4: PRESUPUESTOS TEÓRICOS DEL 




"Lo recibido por las gentes como relacionado con 
"economía" en nuestras sociedades es, en el fondo, una 
antropología, aunque no se percibe esto así, sino más 
bien relacionado con "una parte de la actividad 
humana"; pero esto que se percibe como "una parte de 
la actividad humana" son, en realidad y en el fondo, 
modelos de persona, de existencia y de sociedad". 





De forma paralela a como se desarrolló el capítulo anterior, ahora será la 
eficiencia económica en los tributos el centro de las reflexiones que se 
propongan. El punto de partida, cuyo origen y justificación ya se adelantó 
más arriba para el principio de justicia en los tributos, es la intuición de que 
la forma actual de interpretar los principios impositivos se asienta sobre 
concepciones antropológicas históricamente heredadas. Estas concepciones 
se ven también influidas por perspectivas epistemológicas que han limitado 
las posibilidades de una visión completa del hombre y de su vida en 
sociedad. 
                                      
770 RUBIO DE URQUÍA, R.: "La economía como dimensión antropológica y social" . Sociedad 
civil. La democracia y su destino. Eunsa. Navarra. 1999. p. 343. 





En uno de sus trabajos y dentro de un contexto de análisis de los 
fundamentos antropológicos de la ciencia económica, S. ZAMAGNI771 
reconoce que todo planteamiento epistemológico termina arribando al 
terreno antropológico. Es decir, que toda teoría acerca de lo que el hombre 
puede conocer termina remitiendo a una pregunta (y respuesta) distinta 
acerca de lo que es el hombre.  
"No se puede pensar en mantener los dos planos del discurso separados entre 
sí en aras de la tesis de la gran división entre conocer y valorar entre verdad 
(objetiva) y valores (subjetivos) una tesis bastante difundida en la cultura 
contemporánea y cuyo origen habitualmente se retrotrae a DAVID HUME. Así 
fue como se gestó la disciplina económica que para hacer suyo el estatuto 
epistemológico de las ciencias naturales, sobre todo el de la física, había 
debido declarar como externo a su alcance cognoscitivo el mundo de la vida". 
La cuestión antropológica no es baladí. Desde el punto de vista de futuras 
aportaciones a esta área de conocimiento, coincidimos con RUBIO DE 
URQUÍA772 cuando afirma: "Las concepciones acerca del agente económico y 
de la acción humana asociadas a una teoría de los procesos asignativos no 
solamente sirven para interpretar la realidad. Sirven también, y no en 
menor medida, para pensarla, para proyectarla".  
En el caso del principio de eficiencia impositiva los antecedentes 
epistemológicos y antropológicos remiten a los de un concepto, el de 
eficiencia, cuya historia entronca también con la de otra disciplina distinta a 
la jurídica, la Economía. Es decir, no es solo que, como ya se apuntara, las 
cuestiones tributarias hayan sido desarrolladas y reflexionadas por autores 
con formación mixta o no jurídica (hacendistas y economistas) sino que el 
propio principio tributario de eficiencia conforma buena parte de su 
identidad a partir de fuentes estrictamente económicas. A la anterior 
                                      
771 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico. La 
perspectiva de la economía civil. IIES, "Francisco de Vitoria" y Unión Editorial. Madrid. 
2006.pp. 10-12. 
772 RUBIO DE URQUÍA, R: "Concepciones de la acción humana, teorías de los procesos 
asignativos y el momento histórico actual". Revista de trabajo y seguridad social. 1993, 
Enero-marzo. p. 313. 





circunstancia se le ha unido el hecho de que la relación entre el Derecho y 
la Economía no ha estado exenta de importantes desencuentros, recelos y 
faltas de entendimiento, cuyo efecto en la interpretación de los principios de 
justicia y eficiencia se ha dejado sentir también. 
El objetivo ahora es entresacar de la Historia del pensamiento económico, 
de la Hacienda Pública y del Derecho Tributario elementos suficientes que 
puedan dar razón de la forma actual de entender el principio impositivo de 
eficiencia y de su relación con el de justicia. Para ello dichos elementos se 
analizarán desde un punto de vista histórico-antropológico que remitirá a la 
cuestión epistemológica predominante en cada momento. Por su parte una 
referencia, aunque sea somera, a la relación mantenida entre el Derecho y 
la Economía, aportará sin duda mucha luz para la comprensión del difícil 
equilibrio en que hoy se encuentran los principios de justicia y eficiencia 
impositivos. 
La división histórica del capítulo en cosmovisiones desde el realismo 
aristotélico no tiene ahora tanto sentido como en el caso de la justicia, pues 
tanto la ciencia económica como hoy la entendemos como el principio de 
eficiencia en los tributos, cuentan con unos antecedentes más próximos en 
el tiempo que los relativos a la justicia. No obstante, el seguimiento de esa 
estructura en cosmovisiones, además de prepararnos el terreno y aportar el 
marco filosófico, antropológico y político ya descrito, permitirá ofrecer un 
análisis de la eficiencia impositiva que sea paralelo al de la justicia y que 
refleje más claramente cómo las conclusiones alcanzadas para un caso 
guardan coherencia con las resultantes del otro.  
1. Cosmovisión realista 
a) Análisis económico: de la vida buena al juicio moral 
Durante muchos siglos, el pensamiento doctrinal en torno a los tributos 
estuvo centrado en la cuestión de la justicia, sin que el principio de 
eficiencia económica formara parte de las reflexiones de forma explícita. 
Este principio fue adquiriendo relevancia más adelante con el nacimiento de 
la Hacienda Pública moderna, el cual coincidió con el momento en que la 





recaudación tributaria ganó en entidad, sistemática y peso dentro de los 
llamados Estados nacionales (siglo XV).  
Este desarrollo y proyección posterior del principio de eficiencia impositiva, 
en la medida en que comprende el análisis de los efectos económicos de la 
imposición, nos remite al desarrollo de la propia Economía como disciplina 
autónoma y al contexto en el que la misma se fue configurando como tal. 
Por ello, puede resultar de interés apuntar algunos de los elementos que 
conformaron los primeros desarrollos del pensamiento económico para 
entender mejor el marco en el que surgió el principio de eficiencia en la 
imposición. 
 Antecedentes del análisis económico: Aristóteles 
Aunque no puede decirse que los antiguos griegos fueran economistas en el 
sentido moderno del término773, las referencias doctrinales que se pueden 
encontrar en la Edad Antigua a la cuestión del intercambio de bienes y a la 
Economía se encuentran muy vinculadas con elementos ya apuntados como 
configuradores de la cosmovisión realista, especialmente en ARISTÓTELES: 
distinción entre medios y fines, naturaleza humana e idea de vida buena, 
concepto de Estado y de ciudad de referencia, etc. Así, las cuestiones 
“económicas” son contempladas por ARISTÓTELES dentro de la 
preocupación por las necesidades de la vida, motivo inicial e inmediato de 
unión entre los hombres, y lo primero de lo que se debe ocupar el 
gobernante. No obstante, su sola satisfacción no perfecciona la ciudad. Por 
ello, conseguir el “mero vivir”, es decir, tener las necesidades vitales 
cubiertas, supone, como reconoce ARISTÓTELES, una “cierta parte del bien” 
                                      
773 Si bien el término “economía” procede de la palabra griega “oikonomia”, en su momento 
ésta carecía del sentido actual del término refiriéndose más bien a las tareas de la 
administración doméstica o aspectos técnicos de la organización del hogar. Se atribuye al 
poeta Hesíodo el honor de haber sido el primer pensador económico griego (mediados siglo 
VIII antes de Cristo) quien se hizo eco del problema de la escasez y de su contraste con la 
amplitud de los objetivos y deseos del hombre. ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del 
pensamiento Económico.  …  Vol. I. op. cit., p. 37. 





-siempre que no lo acompañen excesivas contrariedades- pero no el bien 
perfecto774. 
En este contexto de la idea de vida buena, felicidad y bienestar tiene 
sentido la apreciación775 según la cual ARISTÓTELES junto con otros 
pensadores griegos (Platón) eran en general hostiles al crecimiento 
económico y favorables a una sociedad estática, ignorando con ello la 
intuición de Hesíodo acerca de la escasez como problema económico 
fundamental. Tanto Platón como ARISTÓTELES aconsejaban más bien la 
virtud consistente en disminuir los propios deseos para adaptarlos a los 
recursos disponibles. 
Se ha señalado776 que en el caso de ARISTÓTELES se diseña un aparato 
conceptual que funciona como un sistema de instrumentos de análisis 
relacionados los unos con los otros y que están concebidos para su uso 
conjunto. En este sistema cobra especial importancia la explicación causal 
de las instituciones (o análisis teleológico) y el uso del método inductivo en 
la investigación de procesos de cambio. La utilización por su parte de juicios 
de valor es frecuente así como el análisis ético y político de las distintas 
actividades económicas que cayeron dentro de sus consideraciones777. 
Así, entre sus aportaciones embrionarias a la Economía778 el principal 
interés de ARISTÓTELES se centra en “lo natural” y en “lo justo” vistos 
desde el ideal de vida buena y virtuosa ya mencionado, siendo la cuestión 
de las necesidades la piedra angular en la que basa su análisis 
                                      
774 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., p. 36. GÓMEZ DE PEDRO 
está aquí tratando de desentrañar el significado que tuvo el concepto de bienestar para 
Aristóteles y se refiere en particular a su Política III.  Añade más tarde que la postura 
aristotélica es firme: ni la persona humana ni la ciudad deben conformarse con este “mero 
vivir”, y tener lo imprescindible para vivir, equiparable a la supervivencia, porque por 
naturaleza tienden a una mayor perfección: la vida buena y, en último término, a la felicidad. 
775 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico.  …  Vol. I. op. cit., p. 45. 
776 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit., pp. 93 y ss. 
777 Ibídem, pp. 93 y 101.  
778 Las aportaciones aristotélicas fundamentales se encuentran en Política I, 8-11 y en Ética V, 
5. 





económico779. Así, por ejemplo, su postura en torno a la propiedad privada 
entronca tanto con el concepto de naturaleza humana como con el ejercicio 
de las virtudes pues relaciona esta forma de propiedad con la posibilidad de 
actuar moralmente a través de la práctica de la benevolencia y la 
filantropía780. También entre sus aportaciones a la teoría del valor el precio 
y la justicia conmutativa por él formulada se encuentran relacionados. 
Aunque criticó la acumulación individual de posesiones se opuso a cualquier 
limitación externa en este sentido apelando más bien a la educación como 
vía de contener voluntariamente los deseos y con ello la acumulación de 
riquezas. Distinguió entre necesidades “naturales” como aquellas que 
debían ser satisfechas (por un trabajo de subsistencia) y artificiales o “no 
naturales” e  ilimitadas como aquellas que debían ser objeto de renuncia781. 
Con esta distinción entronca también su condena del préstamo a interés 
como “no natural” a pesar de su reconocimiento al papel de la moneda en la 
producción e intercambio.  
Puede decirse en definitiva que en la concepción aristotélica de la economía, 
la naturaleza, la razón y la justicia en una comunidad son puntos de 
referencia ineludibles pues, lo que en el fondo está en juego también a 
través de una actividad económica y crematística, es una forma de entender 
y orientar la vida humana782. Desde esta idea de Economía de inspiración 
aristotélica (Política I, 8) como uso de lo estimado necesario para la vida 
buena, se ha llegado a afirmar783 que la Economía no es tanto una técnica 
                                      
779 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit., pp. 95-96. 
780 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. … Vol. I. op. cit., p. 44. 
781 Rothbard comenta que no existe ningún argumento que apoye semejante distinción ni 
tampoco la crítica que Aristóteles hacía de la actividad mediadora de los minoristas. DE 
hecho le llama la atención la crítica anterior por su falta de coherencia  con la alabanza que 
realiza de la red de intercambios que mantiene a la ciudad unida mediante el recíproco dar y 
tomar de unos bienes por otros. ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento 
Económico. …  Vol. I. op. cit., p. 44. 
782 CONILL SANCHO, JESÚS: Horizontes de economía ética. Tecnos. Madrid. 2004. pp. 14 y ss. 
783 CRESPO, RICARDO F.: "Antropología, escuela austriaca y resultados comparados desde el 
punto de vista de la libertad". Estudios de teoría económica y antropología. Unión Editorial. 
Madrid. 2005. pp. 296 y ss. El autor realiza un análisis de la concepción antropológica 
subyacente en las aportaciones neoclásicas y de la escuela austriaca y finalmente propone  





sino una praxis humana y como tal en ella se produce una estimación del 
objeto usado así como de los fines intermedios. En esta estimación está 
presente la libertad del entendimiento y de la voluntad, y al estar presente 
en la misma la idea de "vida buena" se trata de un acto de libertad moral.  
De las aportaciones aristotélicas en materia económica no resulta fácil 
entresacar una teoría de la eficiencia económica. No obstante, sí es 
significativo el hecho de que en sus consideraciones sobre la materia se 
encuentren latentes una serie de elementos antropológicos que 
posiblemente habrían formado parte de su teoría de la eficiencia económica 
de haber sido formulada; a saber: 
 El hombre como ser para el cual existe una forma de vida que le es 
propia (idea de vida buena) conforme a una idea de naturaleza 
humana y según la cual identifica una serie de necesidades “más 
naturales” que otras cuya satisfacción es necesaria pero no suficiente 
para alcanzar ese ideal de vida buena. 
 En el análisis de las actividades de producción e intercambio no deja 
de referirse a cuestiones coherentes y relacionadas con ese concepto 
previo de vida buena, como es la cuestión de la virtud y el vicio en la 
valoración de los deseos-preferencias. 
 No parece identificar el comportamiento racional con la persecución de 
riqueza784. 
 Su valoración “económica” de las actividades adopta un punto de vista 
global (frente a individual o particular), no solo por la incorporación 
de la perspectiva teleológica especialmente cuando trata de 
instituciones sociales, sino por la relevancia que para él suscita el 
                                                                                                                
como herramienta de contraste el referente antropológico que propone Millán Puelles (1995) 
a partir de las aportaciones de Aristóteles en este campo. 
784 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit.,  p. 101. Nota 18. El 
autor aplaude al filósofo por haberse negado a identificar precisamente el comportamiento 
racional con la persecución de la riqueza. No obstante también le critica por no seguir en 
cuestiones económicas una metodología de análisis y contrastación previa a la emisión de 
juicios de valor, tal y como sí hace en cuestiones políticas. 





juicio de justicia o injusticia en las relaciones humanas que se 
establecen. 
 Junto a sus aportaciones en materia de reciprocidad, equivalencia o 
justicia conmutativa en los intercambios, menciona también otra 
forma de relaciones que considera socialmente necesaria y coherente 
con la idea de vida buena que acompaña a su visión del hombre: la 
benevolencia y la filantropía. 
 En la acción económica que se desprende de sus aportaciones están 
contenidas todas las libertades propias del hombre, las innatas 
(entendimiento, voluntad como apertura a todo bien, libre arbitrio 
como dominio de los propios actos por parte de la voluntad) y las 
adquiridas (libertad moral como autodominio derivado de la 
adquisición de virtudes y libertad política)785.  
 Economía y eficiencia en la doctrina escolástica 
Las aportaciones al análisis económico de los doctores escolásticos han sido 
clasificadas por SCHUMPETER786 dentro de tres periodos que comprenden 
desde el siglo IX al XVII. Hasta el siglo XII estos pensadores (ERIÚGENA, 
ABELARDO, SAN ANSELMO, JUAN DE SALISBURY) se sienten especialmente 
atraídos por los problemas de la Teoría del Conocimiento y fue en el XIII 
cuando se produjo la consolidación del sistema de pensamiento llamado 
clásico, con aportaciones de la escuela franciscana (GROSSETESTE, 
ALEJANDRO DE ALES, SAN BUENAVANTURA, DUNS ESCOTO) y dominica 
(SAN ALBERTO MAGNO y SANTO TOMÁS, especialmente). A ello contribuyó 
el redescubrimiento de los escritos de ARISTÓTELES lo cual les facilitó 
buena parte de la tarea que tenían por delante, no solo en metafísica sino 
en el campo de las ciencias sociales y físicas. La influencia de ARISTÓTELES 
en la escolástica por medio de la síntesis aportada por SANTO TOMÁS es 
                                      
785 CRESPO, RICARDO F.: Antropología, escuela austriaca y  …". op. cit., pp. 296 y ss. 
786  SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit.,  pp. 111-136. 





evidente, especialmente en cuestiones relacionadas con el intercambio de 
bienes, la teoría del valor y el interés. 
El periodo que va desde el siglo XIV hasta el XVII (con BURIDÁN, ORESME, 
SAN ANTONIO DE FLORENCIA, LESIO, MOLINA, MERCADO, LUGO, etc.) 
comprende prácticamente toda la Historia de la Economía escolástica, 
refleja en gran medida todo el fenómeno del capitalismo naciente y 
representa el nacimiento de la llamada Economía "científica". La llamada 
Escuela de Salamanca en España pertenece a este último periodo. 
La disciplina económica se gestó en sus aportaciones formando parte de la 
Teología Moral pues, de hecho, la atención de los escolásticos, inicialmente 
por cuestiones aisladas, se centró en las que guardaban alguna relación con 
cuestiones de carácter ético o moral. Así, la idea de lo injusto, tanto en 
política económica como en la práctica mercantil, iba unido a la idea de 
contrario al bienestar público. De ahí por ejemplo que la teoría del impuesto 
justo fuera el aspecto que atrajo su atención dentro del fenómeno 
impositivo más que los efectos económicos de la imposición o del gasto 
público. La jurisprudencia escolástica, básicamente centrada en cuestiones 
puntuales, nunca trató de un modo sustantivo la economía en su conjunto o 
como un cuerpo unitario de problemas. Será a partir del tercer periodo 
(siglo XIV al XVII) cuando los doctores tratarán los distintos fenómenos del 
capitalismo naciente sirviendo sus aportaciones de base para el trabajo 
analítico posterior787. Las cuestiones económicas que llamaron su atención 
tienen relación en su mayoría con análisis éticos, morales o religiosos que 
las mismas suscitaban. La cuestión de la usura y de las condiciones para 
que el cobro de interés fuera moralmente admitido, la justicia en la fijación 
                                      
787 Ibídem,  p. 133. Schumpeter menciona dentro de los desarrollos escolásticos de Economía 
aplicada el concepto de bien público concebido en su opinión de forma utilitarista con 
referencia a la satisfacción de las necesidades económicas percibidas por la razón o ratio 
recta del observador. En ello Schumpeter identifica el concepto de bienestar propio del 
Welfare Economics de Pigou aunque tampoco explica si el bienestar de los escolásticos 
coincidía o no con el simple “estar bien” de Aristóteles y por tanto como condición necesaria 
pero no suficiente de la vida buena a la que el mismo se refiere. Si la escolástica seguía en 
estas cuestiones a Aristóteles es de suponer que también sobre ellos tuvo influencia su teoría 
sobre la vida buena y el lugar que en la misma ocupa la utilidad o el bienestar. 





de los precios (precios de mercado o legalmente establecidos), la teoría del 
valor o la moralidad del comercio eran temas constantes de su atención788. 
Las referencias explícitas a la cuestión de la eficiencia económica se pueden 
encontrar especialmente en la doctrina económica escolástica relativa al 
papel del “empresario”. S. BERNARDINO DE SIENA789 por ejemplo se refiere 
a la eficiencia (o diligencia) como una de las cuatro cualidades para tener 
éxito, entendiendo por tal el estar bien informado de los precios, costes, 
cualidades del producto y ser sutil al ponderar riesgos y oportunidades de 
beneficio. No obstante, una valoración positiva en términos de justicia 
implicaba una valoración positiva en términos de competitividad, de ahí que 
la doctrina en torno al precio justo-competitivo en realidad comprendiera 
ambos aspectos (justicia y eficiencia) de una misma realidad. 
En general puede decirse que en muchas cuestiones la escolástica 
representó una continuidad respecto a las aportaciones de ARISTÓTELES 790 
en este campo y que las motivaciones de los doctores, principalmente de 
origen normativo, guardaban cierto paralelismo con los juicios de valor 
aristotélicos respecto de la vida buena. A este respecto SCHUMPETER llega 
afirmar: “Es evidente que el motivo del análisis escolástico no fue la 
curiosidad científica pura, sino el deseo de entender algo que estaban 
llamados a juzgar desde un punto de vista moral….lo que les importaba no 
era el mérito o demérito de instituciones, sino el mérito o demérito de la 
conducta individual en el marco de las instituciones y condiciones dadas”791. 
Por ello, la valoración y juicio moral y de justicia que se contiene en sus 
aportaciones refleja la existencia de un criterio normativo con el que 
confrontaban las distintas situaciones. Más adelante el historiador añade:  
                                      
788 Así por ejemplo Francisco de Vitoria, dentro de la Escuela de Salamanca y aunque sus 
contribuciones económicas son modestas en extensión, muestra su interés por la moralidad 
del comercio y la justicia en la fijación de los precios. ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del 
pensamiento Económico. …  Vol. I. op. cit. , p. 133. 
789 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. …  Vol. I. op. cit., p. 114. 
790 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico.  op. cit., p. 127. 
791 Ibídem,  p. 141. 





“Así pues, en este caso el motivo normativo…planteó el problema y suministró 
el método del análisis escolástico. Una vez planteada, la tarea era 
estrictamente científica y lógicamente independiente de la Teología Moral a 
cuyos fines tenía que servir. Y el método era también estrictamente científico; 
en particular era sumamente realista porque solo incluía observación e 
interpretación de los hechos: era un método para explicar principios generales 
partiendo de casos…”792. 
Lógicamente, ese ejercicio de contraste debía contar con una medida de 
referencia más allá de la norma que además sirviera a la misma de 
fundamento. Una realidad, si se quiere, que aportara el criterio de 
comparación, pues las aportaciones escolásticas en materia económica 
estaban insertas en una Metafísica o Filosofía que llevaba siglos 
preguntándose por el ser y la esencia de las distintas realidades. De hecho, 
conforme al esquema de las disciplinas filosóficas de SANTO TOMÁS, 
además del orden de la naturaleza (objeto de la Física, la Matemática y la 
Metafísica) y del orden del pensamiento (objeto de la Lógica), existía el 
orden de los actos de voluntad, producido por el hombre y orden moral, 
objeto de la Filosofía Moral o Ética. En sus dimensiones colectivas este 
orden es estudiado también por la ciencia del Estado, la Economía y la 
Política793. Así pues, este ejercicio de contrastación desarrollado por la 
Escolástica, debió de contar con la referencia a distintas realidades en la 
vida del hombre respecto de las cuales se afirmaba la existencia de un 
orden, un equilibrio o incluso un sentido teleológico: la realidad del hombre 
como ser social, su naturaleza, una teoría sobre los fines (de la actividad 
económica, del impuesto…) etc. En este sentido ROTHBARD794 comenta, 
para explicar el contraste del enfoque económico de los escolásticos con el 
de la doctrina protestante posterior (siglo XVI), que el centro de atención de 
aquel era el consumo y el consumidor entendidos como objetivo del trabajo 
                                      
792 Ibídem. 
793 MARÍAS, JULIAN: Historia de la Filosofía. Revista de Occidente. Madrid, 33ª Ed. 1981 (1ª 
edición 1941). p. 164. 
794 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. … Vol. I. op. cit., p. 173. 





y de la producción. El trabajo no se ve como un bien en sí mismo, sino 
como un medio para el consumo en el mercado. El equilibrio aristotélico, la 
regla de oro del justo medio, se consideró requisito para la vida buena, una 
vida dirigida a la felicidad por ajustarse a la naturaleza del hombre.  
Por otra parte, se ha relacionado la constitución de la economía de mercado 
con el Humanismo del siglo XV y de acuerdo a tres principios regulativos: 
división del trabajo (1), para permitir participar a todos del proceso 
productivo y surgiendo así la necesidad de intercambio sistemático e 
interdependencia entre los hombres, la idea de desarrollo y acumulación (2) 
(para la provisión de bienes a la generación siguiente) y la libertad de 
empresa (3) que convierte al principio de competencia en mecanismo para 
coordinar las decisiones de muchos. Estos tres principios estaban orientados 
a un fin último que era el bien común795. Pueden encontrarse otras 
referencias doctrinales para las que la cuestión económica durante los siglos 
XIV y XV, sin prescindir de la Ética, va adquiriendo cierto grado de madurez 
hasta irse consolidando la Economía Política como disciplina particular. Se 
ha señalado asimismo que, a pesar de la influencia nominalista, la ética 
económica del pensamiento aristotélico-tomista sigue vigente en las 
aportaciones doctrinales importantes796. 
No obstante, será precisamente la reacción ante tales posiciones ético-
religiosas la que lleve a protestantes fuera de la Iglesia católica por un lado 
y a secularistas y racionalistas por otro, a oponerse y atacar las 
aportaciones escolásticas. ROTHBARD comenta a este respecto lo siguiente:  
“Ninguno de los contendientes de la Iglesia católica se dejó impresionar por la 
brillantez de los argumentos escolásticos a favor de la usura o por la compleja 
tarea casuística emprendida por escolásticos y jesuitas dirigida aplicar los 
                                      
795 ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad posmoderna …". op. cit.,  p. 35. Más 
adelante reconoce que la Revolución industrial y la afirmación de la filosofía utilitarista de 
Bentham provocará que en la economía de mercado, aunque se conservan estos tres 
principios, queden orientados hacia el bien total y no el bien común. 
796 TRUYOL Y SERRA, ANTONIO: Historia de la Filosofía  … (vol. 1) op. cit., p. 435. 





principios morales, tanto naturales como divinos, a las circunstancias 
concretas de la vida cotidiana”797.  
El historiador también se refiere a otra cuestión de fondo que influyó en el 
declive de la escolástica. De forma expresa se refiere a la cuestión 
epistemológica que más arriba ya hemos apuntado, a la cuestión de cómo 
conocemos lo que conocemos y a cómo la idea acerca de ello cambió 
profundamente desde el siglo XVII: 
 “…el tomismo y el método escolástico sufrieron el ataque conjunto de los 
campeones de la “razón” y el “empirismo”. En el pensamiento tomista, la 
razón y la experiencia sensible no están separadas, sino integradas, 
entrelazadas. La razón construye la verdad sobre el sólido fundamento de la 
realidad empíricamente conocida. Lo racional y lo empírico se integran en un 
todo coherente. En la primera parte del siglo XVII, empero, dos filósofos de 
orientación dispar obraron en conjunción la fatal escisión de lo racional y lo 
empírico que ha impregnado el método científico hasta nuestros días: el 
inglés FRANCIS BACON (1561-1626) y el francés RENÉ DESCARTES (1596-
1650).” 
b) El principio impositivo de eficiencia  
Durante este periodo fue la cuestión de la justicia la que atrajo la atención 
de la doctrina y, en el caso de la escolástica en particular, las condiciones 
que debían reunir los impuestos para que fuera obligatorio su pago, para 
que fueran legítimos, en conciencia y moralmente. Los escolásticos no 
entraron a analizar problemas propiamente económicos de la Hacienda 
Pública, como los efectos del gasto público o de la imposición, sino que lo 
que más les interesó fue la justicia en la imposición en su más amplio 
sentido. Sus aportaciones incluían propuestas normativas y un análisis 
social a propósito de la naturaleza de la imposición. Estas normas y análisis, 
junto con su particular sociología política y económica, pasaron a la obra de 
                                      
797 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. …Vol. I. op. cit., p. 161. 





sus sucesores laicos, aunque la posterior ciencia de la Hacienda Pública, 
como ya se apuntó más arriba, nació principalmente de otras raíces798. 
c) Lo económico en la determinación de lo justo 
La relación entre Derecho y Economía (o más bien lo económico, habría que 
decir aquí) ha existido siempre en la medida en que las actividades con 
utilidad pública han sido consideradas desde un punto de vista jurídico al 
igual que otras instituciones eminentemente económicas como el comercio 
marítimo799. La escolástica medieval no dejó de contemplar esta relación al 
tratar de temas como la propiedad, la posible determinación legal de los 
precios, la acuñación de moneda o el pago de los impuestos, tal como se vio 
con anterioridad. Una profundización en el conocimiento de este tipo de 
instituciones propició la intuición de que el funcionamiento del mercado, la 
determinación de los precios, la producción y la oferta de los bienes se 
trataban de realidades que el Derecho podía crear pero que mayormente 
estaba llamado a respetar y a conocer cuando de establecer un orden y 
determinar lo suyo de cada uno se trataba.  
Ateniéndonos además al concepto primigenio de Derecho, como arte que se 
ordena a la justicia y al de justicia como el dar a cada uno lo suyo, su 
derecho (el suum), corresponderá sin duda al Derecho conocer múltiples 
situaciones en las que la determinación del derecho o lo suyo de cada una 
de las partes quede inserto en una relación de carácter económico 
establecida de mutuo acuerdo o derivada de una situación previa (de un 
daño o mandato legal). No es extraño además que así sea puesto que 
conforme al método realista de conocer, también en el caso del Derecho 
aplicable, es necesario remitirse a la realidad de las situaciones y de las 
relaciones para determinar lo que corresponde a cada uno, siendo lo 
económico parte indisoluble y cotidiana del humano actuar.  
                                      
798 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit.,  pp. 135-136. 
799 Para un análisis más detallado puede verse VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B. "Derecho y 
economía". op. cit., pp. 5541-5543. 





Decíamos a su vez al tratar del tema de la justicia en los impuestos que los 
distintos elementos que conformaban su legitimidad atendían a la situación 
globalmente considerada, esto es, tanto a las necesidades económicamente 
cuantificables derivadas del bien común (causa final) como a las 
capacidades económicas del contribuyente (causas material y formal). Es 
decir, la realidad económica tanto de la vida en comunidad como del 
individuo y la justicia en los tributos son cuestiones que permanecen 
inevitablemente unidas. 
En el contexto de los tributos en particular, no tiene sentido el plantear una 
contraposición entre justicia y eficiencia económica por cuanto ambas, 
desde una consideración antropológica teleológica y realista de la vida del 
hombre en comunidad, tienen una común referencia en el bien común. 
2. Cosmovisión moderna 
Tal como adelantamos en el capítulo anterior, desde el siglo XV y por 
influencia del humanismo italiano, se fue consolidando el fenómeno político 
del Estado absoluto para el que la cuestión económica resultó ser aliado y 
moneda de cambio al servicio de los distintos grupos de poder (el 
mercantilismo y el nacimiento de la Hacienda Pública). A ello contribuyó la 
paulatina retirada de la doctrina escolástica del Derecho natural como 
referente de legitimación y control al poder político. Al mismo tiempo 
comenzó un proceso de ruptura que, enraizándose en posturas 
epistemológicas recelosas con nuestra capacidad de conocer800, facilitó el 
vuelco antropológico individualista y la huida de los fines en la concepción 
del hombre.  
También se comentó cómo el racionalismo, tanto desde la perspectiva 
cartesiana como desde el empirismo, facilitó la entrada del criterio utilitario 
                                      
800 También los historiadores económicos se refieren a cómo el nominalismo ockhamita negaba 
el poder de la razón humana para llegar a las verdades esenciales sobre el hombre y sobre el 
universo y por tanto ponía en duda que la razón humana pudiera conducir a una Ética 
sistemática para el hombre. "Debe quedar claro que el nominalismo preparó el camino para 
el escepticismo y positivismo modernos". Cfr.  ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del 
pensamiento Económico. …Vol. I. op. cit., p. 103. 





en el análisis del tratamiento de las cuestiones sociales, jurídicas y 
económicas. De hecho, las consecuencias de este enfoque utilitarista sobre 
el área económica y con ello sobre el principio impositivo de eficiencia, 
fueron determinantes para entender sus desarrollos posteriores. Por esa 
razón merece la pena indagar aunque sea brevemente, el origen y efectos 
económicos de ambos fenómenos y, en particular, sus bases antropológicas 
y con ello su conexión con el análisis económico. Su vinculación con el 
nacimiento de la Hacienda Pública primero y con la Hacienda Pública clásica 
después será el hilo conductor del epígrafe. 
a) Economía, Estado absoluto y utilitarismo: del mercantilismo a 
la economía clásica: bases antropológicas 
 El mercantilismo: del juicio moral al juicio político 
El absolutismo estatal, ya consolidado en el siglo XVI, precisaba para su 
mantenimiento no solo de estructuras estables de ingresos públicos sino de 
la creación de alianzas entre los distintos estratos del poder, también el 
económico. Como consecuencia de ello se generó un “sistema de privilegio 
estatal sistemático”, especialmente para subsidiar las exportaciones y 
restringir las importaciones así como para conceder monopolios 
privilegiando a unos a costa de los competidores y de los consumidores, 
todo ello para constituir lo que se ha denominado un “capitalismo 
monopolista de Estado”801.  
La desaparición de los límites externos al ejercicio del poder estatal estuvo 
acompañada de la desaparición de criterios exteriores al intercambio 
económico más allá del afán de lucro de alguna de las partes implicadas y 
desde la connivencia del poder político. Las implicaciones en materia de 
intercambio que se derivaron del mercantilismo no resultaban compatibles 
ni con las teorías escolásticas todavía vigentes acerca de la formación del 
                                      
801 Ibídem, p.247. Recoge asimismo alguna cita que refleja cómo el grueso de la literatura 
mercantilista estaba formada por tratados escritos por mercaderes en los que destacaban los 
alegatos en favor de particulares intereses económicos: libertad para ellos mismos y 
restricciones para los demás. 





precio justo-competitivo ni con las de la necesidad y utilidad como 
determinantes del mismo, ni con la aceptación del mutuo beneficio de las 
partes intervinientes802. Tanto la cuestión de la justicia como la de la 
eficiencia económica resultaron subordinadas al interés político y al afán de 
lucro individual.  
 Hacia la economía clásica: racionalidad y utilitarismo 
Aunque para nuestro objetivo de análisis hemos fechado el inicio de la 
cosmovisión moderna en el siglo XV y efectivamente en el área filosófica fue 
entonces cuando parece iniciarse el proceso de ruptura, la influencia 
escolástica en materia económica puede considerarse vigente en muchos 
aspectos hasta el siglo XVII803. No obstante, conforme avanza la 
Modernidad, el racionalismo, el éxito del método científico y la acentuación 
del individualismo en las teorías político-sociales van propiciando la 
adopción de métodos de trabajo y análisis que, en el caso de las ciencias 
sociales, aportarán un modelo antropológico de estudio empobrecido y 
alejado de la realidad. 
Desde el siglo XVII, y especialmente desde la Ilustración, se generaliza una 
visión racionalista del hombre en la que lo intelectivo y lo sensitivo se 
encuentran separados. Es decir, la acción humana se concibe como 
resultado de una operación racional y abstracta, consecuencia de aplicar 
una serie de reglas automáticas de carácter formal. Se prescinde en gran 
medida de la influencia de lo corporal y lo sensible en la vida del hombre así 
como del carácter contingente y cambiante que de ello se deriva. Esta 
visión parcial es consecuencia de la pretensión de lograr un conocimiento 
certero y controlable sobre el hombre en el sentido en que lo habían hecho 
                                      
802 Puede señalarse por ejemplo la crítica que recoge Molina frente a la fijación exterior de los 
precios o a los conglomerados monopolísticos. SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis 
económico. op. cit.,  p. 138. 
803 ROTHBARD se refiere al siglo XVII como aquel en el que la inspiración creativa y excelente 
de la escolástica se iba agotando aunque debió su continuación durante el mismo 
especialmente a las obras de Teología Moral de los jesuitas en las que discutían entre otras 
cosas la aplicación de los principios teológicos y morales a la ética de los negocios. 
ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. ….  Vol. I. op. cit., p.165. 





las ciencias de la naturaleza. Esta antropología parcial e incompleta ha 
provocado grandes dificultades a la hora de comprender el sentido de la 
acción humana y de elaborar una teoría razonable de la acción 
económica804.   
Trasladado al orden social805, la concepción racionalista de la ley natural 
termina identificándola con un principio de orden global que se impone de 
modo necesario e inevitable y que actuaría en forma de "mano invisible", 
llevando al logro del orden social con independencia de las motivaciones de 
cada uno. La ley natural dejaría así de ser un principio vital operativo. El 
resultado es un diseño dualista de la acción humana pues en este marco la 
libertad solo puede ser entendida como puro arbitrio haciendo de la 
compatibilidad entre libertad y orden un problema irresoluble.  
Esa incompatibilidad en la que las concepciones antropológicas de lo 
económico jugaron un papel fundamental es la que se encuentra en la 
génesis de las ideologías contemporáneas y en particular en la disputa 
esencial entre liberalismo y socialismo en torno a la cuestión de si es la 
libertad individual o el orden impuesto por el Estado el que debe tener la 
prioridad. De los dos se ha criticado806 su concepción de la vida político-
económica como una esfera autónoma independiente de toda regulación 
moral o religiosa, sin subordinación a un principio superior. Es decir, ambas 
corrientes conciben la integración entre libertad y orden como una meta, no 
como norma previa directiva que limite los abusos, tanto de la libertad 
individual como del poder.  
                                      
804 MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y ORTEGA, MIGUEL A.: "Una antropología para el agente 
económico" Estudios de teoría económica y antropología. Unión Editorial.  Madrid. 2005. p. 
514. 
805 Ibídem,  pp. 513-533. Durante el siglo XVII, por influencia del racionalismo, en la medida en 
que solo puede ser real lo cognoscible de forma certera o evidente, la ley natural se 
identificó con un conjunto de ideas, instrucciones o reglamento básico alcanzable 
directamente por cada hombre y mediante el cual se podía establecer por vía deductiva el 
comportamiento justo en cada momento. Esta visión de la ley natural resultó ser 
insostenible, y condujo a su identificación con este principio de orden global que se impone 
de modo necesario e inevitable.  





Analizando el concepto de libertad vigente en el liberalismo en el que el 
rasgo central es "el afán de independencia, de autonomía, de emancipación, 
de liberación de cualquier norma supra-individual de todo género"807, puede 
decirse que se trata de un proyecto "liberacionista" y por ello su nota más 
característica es el individualismo. Para el liberalismo clásico la sujeción del 
individuo a un orden legal es entendida como un "mal necesario", como 
conjunto de restricciones mínimas necesarias para una convivencia 
aceptable, que evite el caos y asegure el ámbito de independencia 
individual. Esta idea se aparta de la de existencia de armonía entre el ser, la 
naturaleza y la ley presentes en PLATÓN y ARISTÓTELES. Así, se da 
prioridad a la libertad exterior como ausencia de coacción, frente a la 
interior, pues se admite incluso la posibilidad de que exista un cierto 
determinismo en la decisión individual (MILL y posteriormente MISES y 
HAYEK). De ahí la importancia de asegurar la propiedad privada y la libertad 
de mercado.  
Por su parte, el racionalismo y la influencia de la antropología individualista 
son patentes especialmente en el siglo XVIII al igual que ocurrió con el 
utilitarismo. A este respecto resulta muy interesante analizar con 
SCHUMPETER las raíces intelectuales de éste último y el porqué de su 
influencia en los métodos e hipótesis de trabajo en las ciencias sociales de 
aquel momento histórico y de los siglos posteriores.  
Así, cuando se refiere al siglo XVIII cree conveniente señalar cómo, según 
buena parte de la doctrina (CONDILLAC, HUME, HARTLEY), para el estudio 
de las ramas de la ciencia que tuvieran algo que ver con las acciones o 
actitudes humanas, el único tronco de conocimiento general que se 
necesitaba era la Psicología. De ahí que se pensara que las consideraciones 
psicológicas explicarían no solo los mecanismos psicológicos del 
                                                                                                                
806 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., pp. 230 y ss. Se refiere 
aquí Millán Puelles al contenido de la Encíclica Mater et Magistra y a su análisis acerca de la 
génesis y limitaciones de las ideologías modernas. 
807 CRESPO, RICARDO F.: "Antropología, escuela austriaca y  …". op. cit., p. 274. En su opinión, 
la libertad se identifica en ocasiones como "facticidad en la espontaneidad del sujeto 
actuante" siendo éste un concepto empobrecido de la misma. p. 276. 





comportamiento individual y de grupo y la forma en la que los hechos 
sociales se reflejan en el individuo o en el grupo y son interpretados por él, 
sino también los hechos sociales mismos808. A ello se unió el hecho de que 
la Psicología tendía a subrayar en la ciencia del hombre, como lo había 
hecho ARISTÓTELES, el elemento de racionalidad en su comportamiento.  
En ese contexto se produjeron una serie de especulaciones éticas cuya 
relevancia es señalada por SCHUMPETER en la medida en que influirían en 
los métodos que se iban a utilizar en el análisis económico durante más de 
un siglo. Se refiere al desarrollo de una Ética de carácter analítico que no se 
mezcla con la finalidad normativa en el análisis del comportamiento real809. 
Así, de la misma forma que en Estética la estimación subjetiva de una obra 
de arte será la que produce su valor objetivo, salvo por ciertos matices, 
ocurre de forma similar en el campo de la Ética (SHAFTESBURY, 
HUTCHESON, HUME y ALISON)810. Es decir, las estimaciones subjetivas 
sobre el comportamiento humano que adquirieron entonces relevancia 
(hipótesis de HOBBES acerca del egoísmo individual y hedonista como 
factor determinante de la conducta humana, reacción de SHAFTESBURY y 
HUTCHESON acerca de su hipótesis sobre la conducta altruista, 
principalmente) favorecen la creación de un tipo moral objetivo, el del 
egoísta amable, sereno, despreocupado, humano y que ama sobriamente el 
placer y para el cual la satisfacción de los deseos individuales es su finalidad 
última y motivo de acción universal (HUME, 1711-1776, A. TUCKER, 1704-
1774).  
                                      
808 Es decir, aunque no negaron que para explicar un proceso real haya que tener en cuenta 
hechos no psicológicos, no desarrollaron ninguna teoría general sobre los mismos (por esta 
razón el autor denomina a esta corriente de psicologismo). SCHUMPETER, JOSEPH A. : 
Historia del análisis económico. op. cit.,  pp. 165 y ss. 
809 En su opinión, la psicología usada fue siempre psicología individual, introspectiva, pocas 
veces dotada de hipótesis sobre las reacciones individuales. "Los valores estéticos y éticos se 
explicaban, pues, de un modo que recuerda el utilizado por los economistas franceses e 
italianos del siglo XVIII y por la mayoría de los economistas de todos los países en el siglo 
XIX para explicar los valores económicos. Este procedimiento se llamaba empírico...No tenía 
nada de "experimental" ni inductivo, y en realidad no era muy realista...". SCHUMPETER, 
JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit.,  p. 167. 
810 Ibídem,  pp. 167 y ss. 





J. BENTHAM (1748-1832) consolida esta corriente en la medida en que 
vincula con esta idea de hombre la hipótesis de que los únicos intereses que 
puede tener en cuenta el individuo de forma sólida son los suyos propios. 
HELVETIUS (1715-1771) incluso, influido por el prestigio de los métodos de 
trabajo de las ciencias de la naturaleza, llega a comparar la función del 
principio del interés propio en el mundo social con la que tiene la ley de 
gravitación en el físico.  
Así, habiendo la razón eliminado todos los valores supra-personales con 
excepción del bien de la sociedad, "¿en qué podía consistir ese bien de la 
sociedad sino en la  suma total de todas las satisfacciones que los 
individuos obtienen de la realización de los esquemas hedonísticos de 
referencia? Si ello es así, ¿no habremos descubierto la racionalidad de los 
valores sociales, la relación entre ellos y los valores individuales y, por lo 
tanto, también la única norma de moralidad que puede tener sentido?"811.  
Con esta explicación de base se comprende mejor cómo se consolidó el 
canon fundamental de la ética utilitarista y el porqué de su fertilidad en los 
siglos posteriores: es buena toda acción que promueva el bienestar social y 
mala la que lo obstaculice. Ocurre aquí como si los fines hubieran 
desaparecido también de la Ética y ésta solo se fijara en las consecuencias 
de la acción. De ahí que se le haya denominado ética consecuencialista. Con 
el olvido de los fines podríamos decir que desaparece la idea de “vida 
buena” como referencia en la valoración de la acción económica. R. 
SPAEMAN812 lo expresa muy bien cuando explica que es en el 
                                      
811 Ibídem,  p. 169.  
812 SPAEMANN, ROBERT: Felicidad y benevolencia . op. cit, . Importantes críticas al 
utilitarismo y a la ética utilitarista pueden encontrarse también en la obra de Alasdair 
MacIntyre. Una buena síntesis de las mismas puede verse el trabajo de GARCÍA DE 
MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair MacIntyre. op. cit. 
Para MacIntyre los tres errores fundamentales del utilitarismo son: 1º “La visión de la acción 
humana como medio-fin. Evaluamos una acción por sus consecuencias. La acción es un 
medio para algo ulterior a ella misma; 2º evaluamos las consecuencias tasando la 
satisfacción. La asunción de que hay una escala por medio de la cual podamos medir o al 
menos comparar las satisfacciones; 3º la posición [utilitarista] requiere dar algún sentido al 
concepto de una comunidad global de intereses; a una noción de ‘la mayor felicidad del 
mayor número’”. “Against Utilitarianism”, en Aims in Education: The Philosophic Approach, T. 
H. B. Hollins (ed.); Manchester University Press; Manchester, 1964, pp. 3-4.citado por 





consecuencialismo donde se aprecia la escisión entre moralidad y felicidad. 
Con la ampliación de posibilidades para la acción humana se rechaza la 
eudaimonia (felicidad, vida lograda) como principio del que puedan 
derivarse reglas capaces de guiar la acción. Su lugar lo ocupará un principio 
o estrategia universal de optimización del bien que el agente consigue a 
través de una acción. El principio de utilidad aparece en las distintas formas 
de consecuencialismo como criterio determinante del deber de actuar o no.  
En opinión de P. KOSLOWSKI813 la maximización de la utilidad, siendo una 
característica fundamental de la racionalidad humana, deja de estar 
inmersa, se libera de contextos religiosos y culturales, lo cual es 
característico de la Modernidad y se consolida en Europa durante el 
Renacimiento y el periodo mercantilista. Se trata de un proceso de 
neutralización moral y desinmersión social que se extiende a los derechos 
de propiedad. La Economía se "emancipa" frente al marco social y cultural 
manifestando la evolución del espíritu europeo hacia el individualismo, el 
subjetivismo y la racionalización. Es un proceso de diferenciación entre el 
individuo y la sociedad que se percibe como liberación.  
SCHUMPETER reconoce respecto del utilitarismo que se trata de una teoría 
que acentúa la racionalidad del comportamiento (aunque de forma más 
aparente que real) y que llevada a sus últimas consecuencias no nos dejaría 
ir muy lejos en el planteamiento de las hipótesis. No obstante, ¿por qué fue 
esa teoría tan fácilmente aceptada? Pues porque resultaba de una sencillez 
y trivialidad que fueron bienvenidas por la doctrina del momento para la 
que la situación heredada parecía "irracional". Así, el bien común o utilidad 
social de los doctores escolásticos se polarizó en un sentido determinado 
por obra de los "adoradores dieciochescos de la razón", poniendo la suma 
de placeres y dolores de cada individuo en el lugar del bien común, el cual 
se resuelve en esas sensaciones individuales de placer y dolor, únicas 
                                                                                                                
GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair 
MacIntyre. op. cit., p. 208. 
813 KOSLOWSKI, PETER: La ética del capitalismo. Rialp. Madrid. 1997.pp. 29 y ss.  





realidades últimas814. La diferencia de este enfoque con el de los 
escolásticos está en que estos limitaban el punto de vista utilitarista a la 
actividad puramente utilitaria "mientras que los utilitaristas redujeron el 
entero mundo de los valores humanos a ese esquema, eliminando, como 
contrario a la razón, todo lo que realmente importa al hombre"815.  
Esta adopción de las concepciones utilitaristas ha sido interpretada como 
una pérdida ocasionada por el liberalismo que, al no mantener una posición 
firme sobre su teoría del bien, deja que predominen las cuestiones sobre los 
medios. Esto es consecuencia de haber “pactado” con estas teorías. “El 
pacto del liberalismo es una cesión; su neutralidad, una claudicación. Su 
triunfo, una disolución moral que termina por primar al oportunista. La 
divisoria que traza entre las cuestiones de propósito, y las de los medios 
deviene una excusa para no reconocer el predominio de fin alguno"816. 
La hipótesis de comportamiento racional asumida por la escuela clásica ha 
sido objeto de crítica posterior debido a la imposibilidad de cuantificar las 
motivaciones humanas y al hecho de que no son estrictamente económicas. 
Respecto del presupuesto maximizador de esta escuela, la racionalidad 
asignativa, la eficiencia, se ha señalado que supone concebir al individuo 
como un ser que adolece de valores y preferencias salvo las puramente 
económicas817.  
                                      
814 SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit.,  p. 171. Esto produce 
el principio normativo del utilitarismo o también el de la felicidad máxima para el mayor 
número. Reconoce el autor que el utilitarismo es un sistema que pretende derivar mediante 
la luz de la razón, leyes acerca del hombre partiendo de una naturaleza humana "muy 
estable y muy simplificada". 
815 Ibídem, p. 173. Analizando la utilidad de las hipótesis utilitaristas en distintos ámbitos del 
análisis económico afirma que se trata de hipótesis contraproducentes en el caso de 
cuestiones que impliquen el análisis de esquemas reales de motivación. No obstante afirma 
que se trata de hipótesis básicas en el campo  de la teoría económica denominada Economía 
del bienestar. 
816 GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al concepto liberal de justicia en Alasdair 
MacIntyre. op. cit., p. 124. 
817 Comentando las características metodológicas de la escuela historicista (Escuela histórica 
alemana y inglesa) ROMERO JORDÁN señala que dicha escuela es una de las que apunta 
dicha crítica. La valoración siguiente acerca del modelo antropológico que dicha metodología 
supone es opinión del propio autor. Cfr.  ROMERO JORDÁN, DESIDERIO: "Aspectos 





Puede apuntarse también cómo el individualismo en los ámbitos social y 
político de la Modernidad se irá insertando en las metodologías científicas 
condicionando la mirada de la ciencia económica y con ello su consideración 
de la eficiencia. Aunque los autores clásicos no siguen una misma 
metodología de trabajo, predomina el método abstracto y deductivo- D. 
RICARDO, MALTHUS- aunque el empirismo-inductivismo y algunas 
referencias a la física de NEWTON pueden encontrarse en A. SMITH. El 
estudio económico de grupos y clases de individuos, siendo fundamental en 
la economía clásica, se va desviando paulatinamente hacia el individuo 
como centro del análisis hasta consolidarse a partir del marginalismo. No se 
trata ésta de una característica cualquiera dado que se ha llegado a afirmar 
que  “la aceptación del individualismo metodológico y la racionalidad han 
sido el soporte de la mayor parte de las aportaciones de Teoría 
Económica"818. 
 La eficiencia en la economía clásica 
Teniendo en perspectiva los efectos del mercantilismo, así cómo los 
distintos elementos que van influyendo en los métodos de las ciencias 
sociales (psicologismo, racionalismo, utilitarismo, subjetivismo ético e 
individualismo), resulta más fácil poner en contexto las aportaciones 
doctrinales que sentarían las bases de la economía clásica primero y de la 
neoclásica después. 
Una de las más influyentes obras de la Economía moderna, La Riqueza de 
las Naciones819, representó una reacción ante los postulados mantenidos 
desde la teoría mercantilista todavía vigente y contra la justificación de la 
intervención pública en el comercio y la industria que se derivó de dicha 
situación. En esta obra se pusieron asimismo de manifiesto las propiedades 
                                                                                                                
metodológicos de la economía y de la Hacienda pública". Documentos 3/03. Instituto de 
Estudios Fiscales. Madrid. 2003. pp. 24-27. 
818 Ibídem, p. 23. 
819 De ADAM SMITH y publicada originalmente en 1776. Entre otras puede verse la versión 
castellana en SMITH, ADAM. La riqueza de las naciones. Alianza Editorial, traducción de 
Carlos Rodríguez Braun, Madrid, 1994. 





de coordinación espontánea de la economía de mercado y se sentaron las 
bases de lo que se iría identificando con el concepto de eficiencia 
económica. Así, el concepto de “eficiencia”, entendido en el contexto que A. 
SMITH describe en La Riqueza de las Naciones, parece identificarse con la 
satisfacción efectiva de las necesidades humanas que se produce como 
consecuencia de la tendencia individual a buscar el propio interés. Es decir, 
la consecución de un objetivo no buscado directamente (una necesidad 
ajena) por acciones individuales dirigidas hacia otro objetivo (el deseo de 
enriquecerse, prosperar, mejorar económicamente) es explicada desde la 
intervención de la conocida “mano invisible”820.  
Esta mano invisible no solo permite la satisfacción de las necesidades 
humanas que van surgiendo, sino que la respuesta a las mismas tenderá a 
aprovechar de la mejor manera posible los recursos que para ello se 
precisen. La competitividad, entendida como libre concurrencia de esfuerzos 
individuales que buscan el propio interés, permite la mejor satisfacción 
posible de las necesidades (propias y ajenas), pudiendo calificar las 
circunstancias que favorecen este resultado, así como el resultado mismo, 
como de eficientes821. 
                                      
820 “En la medida en que todo individuo procura en lo posible invertir su capital en la actividad 
nacional y orientar esa actividad para que su producción alcance el máximo valor, todo 
individuo necesariamente trabaja para hacer que el ingreso anual de la sociedad sea el 
máximo posible. Es verdad que por regla general él ni intenta promover el interés general ni 
sabe en qué medida lo está promoviendo. Al preferir dedicarse a la actividad nacional más 
que a la extranjera él solo persigue su propia seguridad; y al orientar esa actividad de 
manera de producir un valor máximo él busca sólo su propio beneficio, pero en este caso 
como en otros una mano invisible lo conduce a promover un objetivo que no entraba en sus 
propósitos. El que sea así no es necesariamente malo para la sociedad. Al perseguir su 
propio interés frecuentemente fomentará el de la sociedad mucho más eficazmente que si de 
hecho intentase fomentarlo. Nunca he visto muchas cosas buenas hechas por los que 
pretenden actuar en bien del pueblo.” SMITH, ADAM. La riqueza de las naciones, Alianza 
Editorial, traducción de Carlos Rodríguez Braun, Madrid, 1994. Libro IV, Capítulo II, p. 554. 
821 Dentro del sistema de libertad natural que concibe Smith los objetivos sociales no tienen 
que estar previamente establecidos sino que  son, junto al crecimiento económico, el 
resultado espontáneo de la diligencia y del interés de los individuos que componen la 
sociedad. El bienestar social y la libertad individual son presentados en una relación 
armónica dentro de un sistema dirigido exclusivamente por reglas de justicia que protegen al 
individuo y constituyen el marco propio para las relaciones espontáneas. Cfr. ALCÓN 
YUSTAS, Mª FUENCISLA: El pensamiento político y jurídico de Adam Smith. La idea de orden 
en el ámbito humano. Universidad Pontificia Comillas. Madrid. 1994. pág. 363 En este 
sentido la eficiencia, entendida como la satisfacción de las necesidades humanas de la mejor 





Tras haber descrito el marco epistemológico (racionalismo), ético 
(utilitarismo) y antropológico (individualismo-comportamiento racional) 
predominante en Europa durante el siglo XVIII, es más fácil identificar en el 
sistema de coordinación que describe A. SMITH, elementos  enraizados en 
dicho marco y que supondrán la base sobre la que se desarrollará la 
Economía durante los siglos siguientes822. 
En particular, se ha identificado un proceso de diferenciación histórica del 
sistema de pensamiento económico que lo separa de la sociedad, su cultura 
y sus valores. Este proceso provoca una separación entre condicionamientos 
económicos de mercado o la competitividad, y las exigencias sociológicas de 
cohesión e integración social, es decir, "las exigencias de una común 
concepción simbólica del mundo y del comportamiento"823. Como  
antecedentes de esta separación entre ethos y economía se ha mencionado 
a la "paradoja de Mandeville" o La fábula de las abejas (la persecución 
directa del bien trae efectos secundarios negativos y la búsqueda del mal 
origina efectos positivos), en su versión más "cínica" y la mano invisible de 
A. SMITH en su versión más "humanitaria". Referencias explícitas824 
apuntan cómo la escuela clásica de Economía (A. SMITH) diferenció la 
                                                                                                                
de las maneras, sería posible gracias a una condición previa de justicia en al ámbito social y 
económico.  
822 Ya desde el siglo XIX estaba abierta la polémica acerca de si A. Smith, al desarrollar su 
Teoría Económica, sacrificaba o no los contenidos éticos o por el contrario ambos caminaban 
juntos. A finales del siglo XX era difícil encontrar quien sostuviera que Ética y Economía se 
encontraban en Smith en dos planos independientes aunque fue ganando la idea del enfoque 
dual conforme al cual las relaciones sociales estarían gobernadas por los sentimientos 
morales (simpatía y altruismo) y las económicas por el egoísmo. No obstante en ningún caso 
estamos ante dos mundos aislados, sino que existe una amplia interconexión entre ellos 
especialmente cuando se imponen restricciones legales o sociales al mundo económico. Se 
reconoce que el egoísmo es un axioma clave de la conducta del individuo, pero opera en el 
ambiente anónimo del mercado donde sentimientos morales como la benevolencia o la 
simpatía no tienen cabida. Por su parte Amartya Sen (1987) ha ido un paso más allá al 
sostener que egoísmo y sentimientos morales impregnan toda la RN, aunque la mayoría de 
las explicaciones han olvidado estos últimos. FERNÁNDEZ BLANCO, V.; PRIETO RODRÍGUEZ, 
JUAN: “Ética y mercado en Adam Smith.” op. cit., pp. 10 y ss. 
823 KOSLOWSKI, PETER: "Moralidad y eficiencia. Líneas fundamentales de la ética económica". 
Cuadernos de Empresa y Humanismo, nº 7. 1989. p. 9. 
824 RATZINGUER, JOSEPH: "Economía y responsabilidad moral". Traducción de Fernando 
Monge. Introducción al simposio sobre «Iglesia y economía, y su responsabilidad para el 
futuro de la economía mundial. Instituto alemán de Economía y la Fundación Konrad 
Adenauer. Roma. 1985. 





cuestión ética del funcionamiento del mercado y su búsqueda de 
efectividad. El mercado garantizaría por el libre juego de sus leyes tanto el 
progreso económico como incluso la justicia distributiva. En un contexto 
histórico diferente y a pesar de los éxitos obtenidos desde este enfoque, 
salen a la luz sus presupuestos filosóficos, siendo su verdadero núcleo no 
tanto liberacionista sino determinista. Se presupone que el libre juego de 
las reglas y leyes del mercado, con independencia de la opción moral de los 
que actúan en el mismo, es "naturalmente" bueno y que conduce al bien. 
No obstante, a pesar del éxito que esta idea ha demostrado, se trata de una 
concepción que cuenta con grandes limitaciones. 
En los dos supuestos mencionados para prescindir del ethos en las 
decisiones que conducen a la eficiencia, hacen falta unas condiciones que 
son difíciles de cumplir en la realidad (competencia completa, ausencia de 
gastos de transacción). Solo en presencia de ellas, los fines individuales y 
egoístas son capaces de provocar un buen resultado mercantil permitiendo 
que el bien común se realice sin recurrir a la Ética. Por otra parte la 
presunción de equilibrio óptimo preconizada por A. SMITH ha supuesto, 
para algunos autores, una distracción de la necesaria exploración de otras 
tesis o hipótesis sobre el papel de la conducta moral en el fenómeno del 
intercambio económico y social825.  
También se ha relacionado la base antropológica de las filosofías políticas de 
HOBBES Y LOCKE (presunción del egoísmo humano como más vigoroso que 
el débil interés general o público) con la asimilación de lo bueno al egoísmo 
humano y a sus vicios como generadores de riqueza y productividad para la 
sociedad. Así, La fábula de las abejas antes citada (o los vicios privados 
hacen la prosperidad pública) de BERNARD DE MANDEVILLE (1670-1733), 
publicado inicialmente en 1714, recoge la idea del interés individual, la 
pasión por enriquecerse, los vicios individuales y egoístas, inevitables, como 
motores de la prosperidad social. Bajo esta propuesta de MANDEVILLE,  





"… hay una determinada concepción antropológica que conviene resaltar: la 
naturaleza humana es radicalmente egoísta y busca en todo momento lo que 
le resulta más provechoso para satisfacer sus necesidades e 
inclinaciones"…."El mejor gobierno será el que, sirviéndose de las pasiones de 
lujo, de riqueza o de comodidad, las potencie en los individuos de tal manera 
que lleguen a originar empleo, iniciativa, riqueza, negocios, etc. Lo cual tiene 
un doble efecto: satisface, en primer lugar, las necesidades humanas, y crea, 
además, prosperidad y riqueza en la sociedad....”826.  
Con ello MANDEVILLE canoniza abiertamente el egoísmo individualista y los 
vicios privados como algo bueno y deseable por lo que respecta al 
comportamiento ético de los ciudadanos827. 
Por su parte, quien verdaderamente tiene para algunos el honor de ser el 
“padre de la Economía moderna”, RICHARD CANTILLÓN (1680-1734), 
ostenta tal título entre otras cosas por haber emancipado su análisis 
económico de su anterior subordinación a cuestiones éticas (escolástica) y 
políticas (mercantilismo). Puede que fuera para escapar de la “ciénaga 
mercantilista” pero lo cierto es que este mercader y banquero irlandés 
                                                                                                                
825 ORDUNA DÍEZ, LUIS: Economía y antropología ética: el problema interdisciplinario de las 
Ciencias Sociales. Compañía española de reprografía y servicios, 2ª edición.  Madrid.  2008. 
pp. 29-30. 
826 GÓMEZ DE PEDRO, M. ESTHER: El Estado del bienestar … op. cit., p. 142. En el mismo 
sentido puede verse ORDUNA DÍEZ, LUIS: Economía y antropología ética … op. cit., p. 81. 
Desde Adam Smith las “doctrinas convencionales” de la economía defienden el “afán de 
lucro” como el móvil fundamental de las conductas. En este sentido y por influencia de la 
moral hobbesiana se produce una separación respecto del concepto aristotélico de economía 
que hasta entonces era el referente más significativo. Los antecedentes antropológicos de A. 
SMITH también son objeto de atención en un interesante trabajo de REYES CALDERÓN 
CUADRARO: "Antropología en Adam Smith". Muñoz Pérez, Félix F; Rubio de Urquía, R.; 
Ureña, Enrique M. (Editores)  Estudios de teoría económica y antropología. Unión Editorial. 
Madrid. 2005. pp. 391-414. En su opinión la antropología de Adam Smith está más cercana a 
la del John Locke que a la de Hobbes. Esta influencia se percibe especialmente en su idea de 
una sociedad formada por individuos libres dotados de derechos individuales inalienables, la 
existencia de unas leyes de origen pacífico, armónicas, accesibles para la racionalidad 
humana. También se perciben influencias de Newton en su idea de investigar sobre la posible 
existencia de  unas leyes mecánicas, objetivas, observables y predecibles (mano invisible) 
así como del iusnaturalismo de F. Hutcheson (sentido moral del hombre, visión horizontal 
frente a la vertical del propio interés) o el empirismo de D. Hume (espectador imparcial, 
sentido moral resultante de una reflexión previa). 
827 Mandeville fue duramente criticado entre otros por Francis Hutcheson, maestro de Adam 
Smith, para quien son precisamente los frugales e industriosos quienes aportan prosperidad 
proveyendo de bienes a la sociedad. Cfr. ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento 
Económico. … Vol. I. op. cit., p. 463. 





afincado en Francia centró sus análisis en la dimensión económica de la 
acción humana abstrayéndola, aunque fuera temporalmente, de otras 
dimensiones por muy importantes que éstas fueran828. 
Esta tendencia quedará acentuada desde el momento en que la felicidad se 
vaya paulatinamente identificando con la satisfacción de las necesidades 
materiales y con el bienestar físico. Es decir, la eficiencia económica, si bien 
se sigue considerando desde la consecución de un objetivo de trascendencia 
social,  da entrada a un elemento impulsor, la racionalidad identificada con 
el interés individual, que pone de manifiesto lo que ya se apuntó en al 
capítulo anterior, esto es, la paulatina separación entre el bien personal y el 
bien común. Esta separación resulta coherente con la sustitución de la idea 
de bien común (en el que se participa) por la de suma de placeres y dolores 
ya apuntada (como mera adición o sustracción), dejando huérfana a la 
decisión individual de posibles referencias éticas, culturales o de 
trascendencia social. Con ello, la idea de vida buena, felicidad o bien común 
que pudieron estar presentes en el análisis económico y que derivaban de la 
consideración teleológica del hombre, dejan de ser puntos de referencia 
cuando de valorar la acción económica se trata. Su lugar lo ocupa ahora el 
bienestar material entendido como mera adición de bienestares 
individuales, y sin que la acción económica individual pueda tener efectos 
en terceros más allá de los relativos al sumatorio final. Por ello, el 
utilitarismo en al ámbito económico, también denominado empirismo 
naturalista por PÉREZ DE AYALA829, supone en opinión de éste un rechazo 
frontal a la idea de bien común inherente a todo concepto de equilibrio 
económico en la sociedad.  
                                      
828 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. …   Vol. I. op. cit., pp. 388-
389. Reconoce también que las aportaciones de los escolásticos medievales y renacentistas 
habían sido incomparablemente más reflexivas y sistemáticas, quedando las mismas 
incrustadas en un entramado moral y teleológico. La metodología seguida por Cantillón  era 
la del experimento-pensamiento, centrada en el análisis de la causa-efecto gracias a 
abstracciones mentales, manteniendo fijas determinadas variables para inferir los efectos del 
cambio de una de ellas. Se partía así de modelos simples y se introducían sucesivas 
complicaciones a medida que se analizaban las más sencillas. 





Por otro lado, ese bienestar personal cuenta por única referencia con la 
individual apreciación de lo que es bueno (útil, habría que decir) para uno 
mismo, sin que exista un lugar para la consideración del fin (compartido) de 
la vida humana, en su aspecto personal o comunitario. A este respecto 
MACINTYRE830 comenta que, al no haber una idea clara del telos como algo 
propio de la persona, predominan los bienes de la eficacia sobre los de la 
excelencia. Es por ello que el liberalismo separa necesariamente el concepto 
de efectividad o de ventaja, del relato de las virtudes o excelencias. 
J. S. MILL (1806-1873) por su parte sigue muy de cerca las ideas ya 
analizadas acerca del utilitarismo y parte de un concepto de libertad 
también en consonancia con lo comentado a propósito del individualismo 
(libertad como ausencia de obstáculos con el límite del perjuicio al prójimo). 
Es el primero que utilizará el concepto de homo oeconomicus en su On The 
Definition of Political Economy and The Method of Investigation Proper to It, 
publicado en 1836. 
b) La eficiencia impositiva en la Hacienda clásica 
Ya se adelantó en el capítulo referente al principio impositivo de justicia 
cómo a partir del siglo XV el incremento en la recaudación impositiva 
propició el desarrollo del pensamiento hacendístico. También se mencionó 
que aunque las aportaciones de la doctrina escolástica se prolongaron hasta 
el siglo XVII, la ciencia de la Hacienda que se iba gestando nació 
principalmente de otras raíces, siendo esta línea de pensamiento elaborada 
por hacendistas de formación económica la que sustituiría a la escolástica al 
verse ésta desplazada por el nominalismo, el racionalismo y el idealismo 
jurídicos.  
Desde el siglo XV pueden encontrarse aportaciones doctrinales centradas en 
tratar los problemas económicos del Estado moderno así como analizar el 
papel y los efectos del sistema impositivo en ámbitos sociales y económicos. 
                                                                                                                
829 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Introducción a una teoría pura de la economía política. 
Edersa. Madrid. 1976. p. CCCV.  
830 MACINTYRE, ALASDAIR: Justicia y Racionalidad. Eiunsa. 1994. p. 119. 





La doctrina, en este análisis, realizó tanto una labor de crítica como de 
propuesta respecto del uso del tributo, en cuestiones de justicia y también 
ahora expresamente, de eficiencia económica. En este último sentido 
pueden entenderse distintas recomendaciones destinadas a no alejar a 
posibles inversores del país o a no oprimir al trabajo como fuente principal 
de riqueza (DIOMEDE CARAFA, 1406-1487) , a evitar su efecto negativo 
sobre la industria y el comercio y a no impedir el ejercicio de una libertad 
razonable de la conducta humana (GOTTLOB VON JUSTI, 1717-1771), a 
simplificar y ordenar el amasijo de impuestos existente (S. LE PRESTRE, 
1633 -1707), a reducir en lo posible el número de recaudadores y facilitar el 
pago (V. JUSTI, 1717-1771) o incluso a fomentar la actividad comercial e 
industrial y con ello la prosperidad económica (C. A. BROGGIA, 1683-1763).  
En la generalidad de las aportaciones se admite la conveniencia del 
fenómeno impositivo y se pone de manifiesto la influencia del mismo con el 
devenir de la actividad económica de un país, con el capital, con la fuerza 
de trabajo, con la actividad comercial y, por ello, la conveniencia de 
ponderar los efectos en dichas variables cuando de valorar los recursos 
recaudados se trataba. Es decir, empieza a resultar evidente la profunda 
interconexión entre los impuestos y las decisiones individuales y por ello la 
necesidad de valorar, no solo el beneficio directo de la cantidad recaudada, 
sino los posibles efectos negativos derivados de dicha recaudación. 
También empieza a apuntarse la posibilidad de utilizar el tributo como 
instrumento de terapéutica económica (S. LE PESTRE, 1633 -1707), en la 
confianza de que la política impositiva pudiera estimular la realización de 
actividades beneficiosas para la economía831.  
                                      
831 Otros autores como J-B. Say niegan absolutamente que los impuestos puedan resultar un 
estímulo para la producción o la fuerza de trabajo. Cfr. ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del 
pensamiento Económico. La Economía clásica.  Vol. II. Unión Editorial. Madrid. 1999. pp. 65-
66. 





Por su parte puede entenderse que ADAM SMITH832 (1723-1790) se refiere 
a la eficiencia en los tributos cuando formula sus principios de conveniencia 
(recaudados en el momento y la forma más convenientes y que favorezcan 
el pago) y economía recaudatorias (diseñados para que lo que entre en las 
arcas públicas sea lo más parecido posible a lo que salió- o no entró- de los 
bolsillos de los ciudadanos). En ambos principios, aunque especialmente en 
el segundo, hay una referencia clara al total de los recursos afectados, 
tanto en el sentido de minimizar los que se emplean en recaudar los 
impuestos, como los que se desaprovechan o no se llegan a generar como 
consecuencia de un cambio en las decisiones individuales. Es decir, la 
eficiencia se considera en la medida en que la cantidad recaudada coincide 
con la cantidad que pagaron los contribuyentes o con aquella que se 
hubiera generado en su favor de no haber mediado el impuesto. Se trata 
por ello de una valoración mayormente cuantitativa y que se mide en 
términos de decisiones individuales que hayan podido verse afectadas por el 
impuesto. Es decir, identifica al impuesto ineficiente o económicamente 
perjudicial con el que llega a las arcas públicas disminuido respecto del que 
pagó el contribuyente (una parte del mismo se pierde por el camino) o bien 
con aquel cuyos efectos desincentivadores de la actividad provocan una 
reducción en las rentas generadas (lo que no entra en los bolsillos) superior 
al importe del propio impuesto. En ambos casos parece que existe un 
desaprovechamiento de recursos, un cierto despilfarro. 
También hubo en este periodo quien proyectara desde el análisis económico 
una mirada sobre los impuestos absolutamente crítica y de reproche. Así, 
JEAN-BAPTISTE SAY (1767-1832), discípulo de A. SMITH, hace 
responsables a los impuestos de todos los males económicos de la sociedad 
incluidas recesiones y depresiones, pudiendo vincular esta mirada hostil con 
una concepción negativa de la naturaleza del Estado, totalmente alejada de 
cualquier función del mismo al servicio del bien común. A diferencia de las 
                                      
832  No utiliza la palabra eficiencia pero parece referirse a ella cuando afirma que un impuesto 
puede extraer o impedir que entre a los bolsillos de la gente mucho más de lo que ingresa en 
el tesoro público. SMITH, ADAM: La riqueza de las naciones. op. cit.,  p 748. 





aportaciones de otros autores clásicos como D. RICARDO, SAY defendió la 
no contribución del consumo público al aumento de la riqueza nacional 
calificando al impuesto como carga coercitivamente impuesta833.  
En A. ROSMINI834 (1797-1855) también pueden identificarse aportaciones 
claramente vinculadas con el principio de eficiencia impositiva, 
especialmente cuando se refiere a que los tributos no deben tener efectos 
negativos en la producción, sino estimular la inversión y la creación de 
riqueza. ROSMINI menciona asimismo de forma indirecta lo que más 
adelante se denominará “exceso de gravamen”, al recomendar que la 
recaudación no produzca gastos excesivos y que esté precedida de un 
estudio sobre costes y beneficios, sujetos afectados, y consecuencias 
económicas posibles teniendo en cuenta las particulares características del 
mercado en un tiempo y lugar concretos. Por razones de eficiencia también 
critica los impuestos que gravan el comercio con el exterior pues privan al 
mismo y a la industria nacional de la libertad que necesitan. Considera que 
los tributos son en general “consumo y destrucción de riqueza” y que por 
tanto deben ser todo lo moderados que sea posible. 
La hacienda que se desarrolla dentro del sistema clásico general de “libertad 
natural” y del laissez-faire, lo hace desde una visión política y económica 
para las que había que suprimir los obstáculos fiscales a la actividad 
privada, bien reduciendo en lo posible el gasto público, bien 
racionalizándolo. Se trata además de una Hacienda Pública que se 
desarrolló en un entorno de riqueza creciente y de condiciones 
relativamente pacíficas, en las que la presión fiscal sobre la actividad 
económica fue ligera. Paralelamente, si de incrementar los ingresos públicos 
se trataba, había que hacerlo de tal modo que el comportamiento 
económico se apartara lo menos posible de lo que habría sido en ausencia 
                                      
833 ROTHBARD, MURRAY N.: Historia del pensamiento Económico. … Vol. II. op. cit., pp. 63-66. 
834 HOEVEL, CARLOS: “The Fiscal and Tributary Philosophy of Antonio Rosmini”. op. cit., pp. 69-
70. (Traducción propia). 





de imposición (“imposición simplemente recaudatoria”)835. No obstante, en 
las primeras décadas del siglo XX comenzó a elevarse la imposición directa 
y sobre todo, a dar entrada a una imposición que ya no solo era 
recaudatoria sino que se dirigía a cambiar la distribución de la renta. Estas 
medidas fueron de forma inmediata seguidas de una profunda crítica en la 
idea de que provocaban un efecto negativo en el esfuerzo empresarial y en 
la formación de capitales.  
En general, puede decirse que en estas etapas del desarrollo de la Hacienda 
el crecimiento y expansión del fenómeno tributario convierten en relevante 
la pregunta no solo por la forma de repartir la carga impositiva sino por los 
efectos de la misma. Se aprecia así en la doctrina un tratamiento del 
fenómeno tributario como un todo, no susceptible de ser valorado desde 
una única perspectiva. Es decir, es frecuente encontrar en los autores una 
valoración del efecto global de las figuras tributarias analizadas, valoración 
que comprende no solo la equidad en el trato individual sino los efectos 
posteriores del impuesto en términos de generación de trabajo y riqueza 
comunes (CARAFA, BROGGIA, A. SMITH, D. RICARDO, JOHN S. MILL, 
ROSMINI, ect.).  
                                      
835 Este es el sentido que se le dio al principio de neutralidad de la imposición tal y como fue 
formulado desde la hacienda clásica, principalmente británica, ya contenido en el Treatise de 
Petty de 1662 y recogido posteriormente por la denominada regla de Edimburgo, la leave-
them-as-you-find-them-rule of taxation, a la que se refiere James Mill en la segunda edición 
de los Principles, de 1824. Esta regla, al postular la no influencia de la imposición en la 
situación relativa de los contribuyentes previa al propio gravamen, (que el impuesto les 
“deje” tal y como les encontró) presupone tácitamente que la distribución de rentas y 
patrimonios resulta conforme a los principios ético-sociales y es también racional y óptima en 
lo económico. El sentido que desde la hacienda clásica se le otorga al principio de neutralidad 
se sitúa en un contexto en el que se está considerando si los impuestos pueden (o deben) 
producir efectos distintos a los directamente derivados de las necesidades recaudatorias. Es 
decir, la neutralidad impositiva se identifica con una imposición fiscalmente pura que atiende 
únicamente a objetivos presupuestario-financieros. 





c) Relación entre equidad y eficiencia impositivas en la Hacienda 
clásica 
Aunque ya comentamos la existencia de relaciones entre lo jurídico y lo 
económico desde tiempo inmemorial, se ha señalado836 al siglo XVIII como 
aquel en el que Derecho y Economía (en sentido propio) se entrelazan 
formando parte las relaciones entre ambas disciplinas de las aportaciones 
tanto de los representantes de la escuela de Derecho natural y de gentes, 
como de los fisiócratas y de los primeros teóricos de Economía Política. 
Centrando en el individuo sus reflexiones, se le considera como fuente del 
Derecho sometido a un orden natural inmutable y como ser impulsado a 
satisfacer las necesidades de la naturaleza humana, situándose con ello la 
función del Derecho en arbitrar entre los diversos deseos y ordenarlos. 
Queda por así decirlo confundido el "homo iuridicus" con el "homo 
economicus" y la Economía Política se injerta en el Derecho hasta el punto 
de que A. SMITH entiende la Economía Política como una rama de la 
legislación.  
En el plano más estrictamente impositivo, como ya se adelantó, el análisis 
de los tributos llevado a cabo desde un punto de vista más económico no 
deja en ningún caso de considerar el punto de vista de la justicia en el 
reparto. La relación entre los principios de justicia y eficiencia empieza ya a 
hacerse explícita y se admite la posibilidad de que exista contraposición 
entre ambos puntos de vista. No obstante, de su consideración conjunta no 
se resalta tanto la existencia de un conflicto sino más bien la conveniencia 
de valorar todas las variables para concluir en un juicio global que tenga en 
cuenta tanto al individuo afectado como a la comunidad de la que forma 
parte.   
                                      
836 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "Derecho y economía". op. cit., pp. 5543 y ss. El autor 
analiza aportaciones doctrinales sobre las distintas etapas por las que ha pasado la relación 
entre el Derecho y la Economía citando la existencia de un interés recíproco entre los dos 
ámbitos desde los tiempos más remotos. La referencia al siglo XVIII la toma en este caso de 
Bruno Oppetit. 





Por ejemplo, en su análisis de las figuras impositivas vigentes, A. SMITH837 
parece hacer una consideración unitaria del canon de igualdad y del de 
eficiencia, aunque reconoce que puede existir un conflicto entre ambos. Es 
decir, un impuesto equitativo por proporcional, puede provocar una 
ausencia en la introducción de mejoras o en la asunción de riesgos 
(impuesto sobre el capital) que determinen un menor nivel de empleo y de 
producción cuyo perjuicio supere el beneficio obtenido en términos de 
igualdad. Es decir, las valoraciones que realiza SMITH sobre la conveniencia 
de un tributo particular, se realizan considerando quién soporta realmente 
el coste del tributo y qué consecuencias globales tiene para la población y 
las arcas públicas en su conjunto.  
J.S. MILL838, por su parte, no defiende la progresividad (principio de 
graduación) con carácter general, precisamente por entender que penaliza 
la actividad económica, el trabajo y el ahorro, aunque sí la justifica respecto 
a los bienes adquiridos por herencia. Analiza los efectos económicos de la 
imposición sobre distintos tipos de renta y propone el gravamen de la renta 
dedicada al gasto con exención de la dedicada al ahorro en la medida en 
que esta es gravada al percibir las ganancias o los intereses que genera. Si 
                                      
837 SMITH, ADAM: La riqueza de las naciones. op. cit.,  pp. 749 y ss.  Reconoce explícitamente 
que un impuesto pueda no cumplir con las reglas establecidas para asegurar la igualdad y sí 
lo haga con los cánones restantes .En algunos casos concretos (impuesto sobre la renta de la 
tierra) parece dar prioridad al principio de eficiencia sobre el de igualdad al ponderar los 
efectos desincentivadores de mejoras de un impuesto variable con la renta y reconocer 
además la dificultad de revisarlo periódicamente para mantener esa igualdad. En este caso 
se decanta por la aplicación de un impuesto de cuantía fija, aunque no parece que tenga que 
ser tampoco igual para todos. Para valorar en qué medida las figuras impositivas que analiza 
respetan los cánones impositivos y emitir un juicio sobre la conveniencia del impuesto, tiene 
en cuenta todos sus efectos desde un punto de vista global. Es decir, analiza primero quién 
es el contribuyente que realmente asume la carga del impuesto (traslación jurídica) y qué 
consecuencias económicas tiene sobre el mismo de forma directa y con ello sobre la 
comunidad de forma indirecta. De este análisis extrae un juicio global, como si la 
consideración aislada de los distintos cánones no fuera posible o resultara incoherente. Su 
concepción de la sociedad es con frecuencia relacional y ello se observa en lo relevante que 
le resulta el efecto que un impuesto sobre un tipo de rentas pueda causar sobre el resto de 
la población (porque se reduzca la inversión, por la posible salida de rentas del país, por la 
elevación del precio de los bienes necesarios, porque se abandone la producción de un 
bien...). Parece como si su juicio del impuesto no fuera un juicio sobre la equidad del mismo 
o su eficiencia  económica, sino un juicio global sobre sus efectos sobre la sociedad en su 
conjunto. 
838 STUART MILL, JOHN: Principios de economía política. op. cit., pp. 686-696. 





no se respeta el principio anterior, las rentas improductivas pagan menos 
que las productivas, lo cual sería atentar contra los principios de equidad y 
eficiencia conjuntamente. Su valoración de los efectos de un impuesto se 
centra especialmente en los efectos que de forma directa o indirecta pueda 
tener sobre la satisfacción de las necesidades básicas de quién los paga y 
sobre las posibilidades de crecimiento económico del país. En este sentido y 
como en el caso de A. SMITH, parece tratarse de una apreciación conjunta 
de la realidad impositiva en sus vertientes económica y de equidad.  
3. Cosmovisión cientificista839 
Ya se adelantó cómo la general apreciación de los méritos del método 
científico tuvo sus efectos en la metodología y configuración de las ciencias 
sociales ya desde el siglo XIX, influyendo no solo en la consideración de los 
fines y del componente valorativo de las disciplinas sino en la consolidación 
del paradigma de la llamada “neutralidad” de las aportaciones científicas.  
Se ha afirmado que a partir de D. RICARDO comienza a desarrollarse en la 
Teoría Económica, a diferencia de A. SMITH, una tendencia cientificista que 
se consolida en la economía neoclásica y dura hasta hoy. La acción 
económica, reduccionistamente es considerada desde su racionalidad 
estratégica o instrumental, sus agentes vistos desde la exclusiva 
perspectiva del homo oeconomicus y el sector económico de la actividad 
humana es tratado de forma segmentada prescindiendo de analizar otras 
interrelaciones humanas esenciales840. Puede describirse también como un 
"redescubrimiento del hombre en las ciencias", un "desplazamiento del 
                                      
839 Aunque todo intento de periodizar la historia resulta en algún sentido arbitrario, por 
mantener el paralelismo del análisis con las aportaciones del capítulo anterior  podemos 
vincular este periodo, dentro del  ámbito de la Economía, con la ruptura que se produce a 
partir de 1870 como reacción ante las aportaciones de la escuela clásica y a partir del 
desarrollo marginalista primero y la elaboración de la teoría del valor después. Son además 
en estos años en los que se asientan las bases de la corriente ortodoxa por excelencia en 
materia económica, la economía neoclásica, un término un tanto impreciso pero que agrupa 
un conjunto de aportaciones al que referiremos nuestros análisis posteriores. 
840 UREÑA, ENRIQUE M.: "La actividad económica en el conjunto de la actividad social 
humana". Economía y dinámica social. Unión Editorial y Universidad Pontificia de Comillas. 
Madrid. 1994. p. 174. 





paradigma científico de la naturaleza inanimada del fisicalismo hacia una 
ciencia que incluye en praxis científica misma al sujeto de la ciencia, el 
hombre” aunque “la Economía como doctrina de la actuación consciente del 
ser intelectual que es el hombre, es más ciencia del espíritu que ciencia de 
la naturaleza"841. 
MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA842 lo expresa de una forma parecida. Después de 
rechazar la visión racionalista de la ley natural y como consecuencia de la 
epistemología dominante se pensó que el ámbito de la acción humana debía 
estar regulado por algo muy similar a la ley de la naturaleza. Así, tomando 
como referencia el modelo matemático descrito por NEWTON para explicar 
el movimiento de los planetas, surgió la idea de una ciencia de la Economía 
en la que, tras algunas operaciones de simplificación de la realidad, se 
llegaba a un agente humano que se movía sin cambiar a semejanza del 
átomo de la mecánica. Se logra así una verdadera ciencia de la acción 
humana y un modelo de orden social como equilibrio mecánico. Dicho 
orden, al no ser empírico ni observable, es en el fondo una imposición de 
una idea peculiar de cómo debe ser el orden humano, es decir, una 
imposición de un principio supremo de moralidad. 
Cuando SCHUMPETER describe el marco intelectual de la Historia del 
análisis económico de este periodo se refiere en particular tanto al 
utilitarismo como al positivismo “comtiano”. La filiación que más 
obviamente se puede encontrar relacionaría en su opinión nuevamente las 
ciencias sociales con el utilitarismo inglés, no tanto una filosofía en sentido 
técnico cuanto una “filosofía de la vida” que influiría especialmente en las 
aportaciones de la Sociología económica y, aunque menos, en las 
recomendaciones de política económica, quedando el análisis económico 
“racional” a salvo de sus influencias. Respecto a la Sociología económica 
afirma que “no es posible describir al utilitarismo sino como un fracaso 
                                      
841 KOSLOWSKI, PETER: "Moralidad y eficiencia …". op. cit.,  p. 7. 
842 MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y ORTEGA, MIGUEL A.: "Una antropología para el agente 
económico" op. cit.,  pp. 513-533. 





total, pues su concepción racionalista del comportamiento individual y de 
las instituciones sociales era obvia y radicalmente falsa”.   
Como ya se apuntó, resulta destacable por la importancia que tuvo entre los 
economistas la influencia de AUGUSTO COMTE cuyos antecedentes pueden 
vincularse con la tradición cartesiana, el empirismo inglés y la “filosofía 
escocesa del sentido común”. Su influencia en la Economía ha sido 
considerable, especialmente en materia metodológica, pues tras acusar a 
los economistas clásicos de especulación acientífica, abogó por utilizar los 
métodos de las ciencias físicas. Esta preocupación por otorgarle a la 
investigación económica el apelativo de científica y la identificación de lo 
científico con la verificación experimental de las proposiciones, llevó 
paulatinamente no solo a distinguir el análisis de los hechos de las 
proposiciones normativas, sino a excluir de estas últimas su carácter 
científico.  
Por ejemplo, cuando MUSGRAVE843 se plantea la elección entre criterios de 
justicia en materia de redistribución de renta y riqueza, entiende que la 
Economía no puede entrar en ello por ser una cuestión filosófica y cargada 
de juicios de valor. Por su parte F. NEUMARK844, al abordar la cuestión de la 
naturaleza de los principios de la imposición, reconoce un fenómeno 
acentuado por el desarrollo de la Economía del bienestar845, y que consiste 
en negar la posibilidad de una fundamentación científica de los principios 
político-económicos y político-financieros y en equiparar los calificativos 
"científico" y "neutral". Reconoce que en esta corriente han influido los 
trabajos de G.MYRDAL846 sobre la especulación política en la Economía 
Política aunque en el prólogo de su nueva edición inglesa de 1953 MYRDAL 
se distancia de su postura anterior afirmando: "la fe en la existencia de un 
                                      
843 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit. pp. 139-
144. 
844 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., pp. 24-25. 
845 Ya nos referiremos más tarde a ello. Simplemente adelantamos que la Economía del 
bienestar es una rama de la Economía que aporta los criterios de deseabilidad social de 
distintos estados de la economía en dónde el protagonismo público ocupa un lugar diferente. 
846 El factor político en la doctrina de la economía política, 2ª edic. alemana,Hannover, 1963. 





saber que se puede obtener con independencia de los juicios de valor no es 
más que ingenuo empirismo”. Aunque parece referirse a juicios de valor 
relacionados con ideologías sociales o políticas, en nuestra opinión el 
comentario de G. MYRDAL podría aplicarse igualmente a la idea de persona 
y de acción humana que se tenga como referencia al hablar de principios de 
la imposición. 
En este sentido, uno de los autores que más ha reflexionado en las 
corrientes filosóficas de este periodo, A. MACINTYRE, expresa su 
desacuerdo con la pretendida neutralidad de la Modernidad manifestada en 
la artificial separación entre medios y fines. Por ello, denuncia la falsedad de 
una de las dicotomías típicamente modernas del pensador austríaco KARL 
POPPER, quien afirmaba que, o nos ocupamos de medios y no de fines, o 
estamos destinados a ser ilegítimamente parciales en las ciencias 
sociales847.  
“MACINTYRE encuentra la raíz de esta oposición precisamente en los 
condicionantes epistemológicos de la Modernidad, que se basa en la abrupta 
delimitación entre medios y fines, entre hechos y valores.....Precisamente en 
esa insistencia por suscitar las cuestiones relevantes como cuestiones de 
asignación de medios, y, paralelamente, excluir los debates sobre los fines, 
MACINTYRE ve un factor de empobrecimiento del mundo moral"848.  
Este empobrecimiento no solo atañe al ámbito moral pues, en  definitiva, 
impide conocer de una forma más completa también las fuerzas y los 
objetivos que están detrás de cada acto de asignación de bienes o recursos 
y con ello pronunciarse cabalmente sobre su eficiencia. 
A este fenómeno se refiere VALLET cuando menciona que la razón 
utilitarista ha renunciado a conocer el mundo en sus dimensiones 
transcendentales y metafísicas, y olvidando sus límites, ha pretendido 
construirlo a su medida. Lo explica después diciendo que el análisis que 
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MacIntyre. op. cit., p. 123. 
848 Ibídem.  





descompone lo real en elementos simples y la síntesis que lo recompone a 
partir de los mismos elementos, son una muestra de una razón contraria a 
la naturaleza o al ser de las cosas y del hombre a través de la cual éste 
manifiesta su omnipotencia849. 
Desde el propio ámbito de los tributos, el profesor RODRÍGUEZ BEREIJO850 
se pregunta también acerca de la presencia de juicios de valor en el trabajo 
científico así como por el problema de la objetividad del mismo,  
reconociendo seguidamente la gran dificultad que implica la eliminación de 
todo juicio valorativo por parte del científico acerca de los hechos que 
estudia. Después de hacerse eco de la polémica acerca de la neutralidad de 
las ciencias sociales y de los juicios de valor implícitos en toda teoría social, 
concluye afirmando la dificultad de abstraerse de tales influencias 
ideológicas aunque confía en que su verdadero carácter científico sea 
confirmado por la práctica y la contrastación del pensamiento con la 
realidad.  
a) De la economía clásica al keynesianismo: bases antropológicas 
Aunque fueron distintos los factores que suscitaron la ruptura con la 
tradición clásica851, la tendencia epistemológica hacia el cientificismo y la 
gestación del Estado benefactor generaron entre los economistas un nuevo 
interés no solo por otorgar mayor rigurosidad a los desarrollos analíticos, 
sino por los incipientes movimientos de reforma social. Ello, unido a las 
innovadoras aportaciones en torno a la teoría del valor y la medición de la 
                                      
849 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El utilitarismo de Bentham y la ciencia de legislar". op. 
cit., p. 427. Esta última idea la explica con palabras de Marcel de la Corte. La misma idea es 
recogida por MACINTYRE cuando identifica dentro de la filosofía analítica una tendencia a 
pensar atomísticamente sobre la acción humana, analizando acciones y transacciones 
complejas mediante su descomposición en elementos simples. MACINTYRE, ALASDAIR: Tras 
la virtud. op. cit., p. 252. También mencionamos en el capítulo anterior cómo Miguel Ayuso 
se refiere al mismo fenómeno denominándolo “deconstrucción de la realidad”. Cfr. AYUSO, 
MIGUEL: ¿Ocaso o eclispse del Estado? … op. cit., p. 31. 
850 RODRÍGUEZ BEREIJO, ALVARO B.: Introducción al estudio del Derecho … op. cit., pp. 374-
376. 
851 A finales del siglo XIX el liberalismo económico, las virtudes del laissez-faire y el liberalismo 
político empiezan a ponerse claramente en cuestión y perder atractivo para el electorado. 
Cfr. SCHUMPETER, JOSEPH A.: Historia del análisis económico. op. cit.,  p. 836. 





utilidad, determinaron el desarrollo de este proceso de ruptura y de 
integración de aportaciones.  
Más adelante, ya entrando en el siglo XX, serán las particulares 
circunstancias económicas y sociales motivadas por la Primera Guerra 
Mundial las que determinen la generación de nuevos trabajos que 
complementen las aportaciones anteriores desde la perspectiva keynesiana. 
 Positivismo científico, formalización e individualismo 
metodológico: el marginalismo y la escuela neoclásica 
En relación a los antecedentes de esta nueva etapa del análisis económico, 
pueden situarse ya en el periodo anterior algunos intentos de 
matematización por parte de W. PETTY y de A. COURNOT. No obstante, es 
en torno a 1870 cuando se sitúan tres aportaciones económicas de gran 
importancia que sentarían las bases para el posterior trabajo analítico de la 
acción económica y del concepto económico de eficiencia: las de S. JEVONS 
en Inglaterra (1835-1882), C. MENGER en Austria (1840-1921) y L. 
WALRAS en Francia (1840-1921). Sus aportaciones, concurrentes en la idea 
de la utilidad marginal y del principio de “disminución marginal de la 
utilidad” ante incrementos en el consumo, son consecuencia de esa 
focalización en el análisis del comportamiento individual ya comentada. La 
teoría de la utilidad marginal o también denominada Teoría subjetiva del 
valor, responde a la inquietud de conocer lo que determina el valor de los 
bienes y con ello su precio y demanda. Conforme a esta teoría, dicho valor 
depende de la utilidad o beneficio que de forma individual y subjetiva se 
atribuya a cada bien conforme a las necesidades existentes en un momento 
dado, lo cual hace del mismo una magnitud variable (a diferencia de lo 
mantenido por los clásicos) y por tanto decreciente a medida que las 
necesidades son objeto de satisfacción (utilidad marginal decreciente). 
Las aportaciones del marginalismo en materia de procesos de asignación de 
recursos son fundamentales en relación a la configuración posterior del 
concepto de eficiencia y representan una continuidad en el enfoque 
filosófico utilitarista que identifica la moral con la elección racional de los 
individuos egoístas. Su interés se centra temporalmente más en el corto 





plazo a diferencia de la tendencia de los clásicos a poner la mirada en el 
crecimiento económico a largo852. 
Los intentos de integrar este análisis marginalista con algunas de las 
aportaciones de la economía clásica, especialmente por parte de A. 
MARSHALL y sus seguidores, derivaron en lo que se ha denominado 
economía neoclásica o escuela neoclásica, sistema de pensamiento 
económico que se ha convertido en la corriente ortodoxa o dominante en 
materia económica. 
En este sistema los individuos persiguen sus propios fines y sus acciones se 
coordinan y ajustan mediante sus propias respuestas a las señales de los 
precios formados en el mercado. La ausencia de coacción externa permite 
una coordinación no deliberada que conduce al equilibrio general. Se trata 
de un sistema estático, cerrado y determinista que recuerda al mundo de la 
física natural. En JEVONS, WALRAS, PARETO, SAMUELSON y HICKS pueden 
identificarse claras influencias  de la teoría energética de la física y de la 
termodinámica. "El espíritu neoclásico es el de una ciencia que pretende, 
por ser exacta, reducir todas las variables a datos accesibles"853. El modelo 
neoclásico es particularmente estático y en el mismo están ausentes las 
expectativas. Se ha afirmado que utiliza un concepto limitado de 
racionalidad consecuencia de una opción metodológica y epistemológica 
vinculada a las ciencias de la naturaleza, siendo su origen de carácter 
metafísico, filosófico, pues no es otro que un concepto erróneo de 
libertad854. Además, una parte de la doctrina855 viene señalando que esta 
metodología supone una excesiva simplificación que se aleja de la realidad. 
                                      
852 DOMÍNGUEZ MARTÍN, RAFAEL.: “La revolución marginalista y el paradigma neoclásico”. 
Universidad de Cantabria (www.unican.es). El año no parece. p. 1. 
853 CRESPO, RICARDO F.: "Antropología, escuela austriaca y  …". op. cit., p. 278. Recoge 
asimismo una cita de Leon Walras (1952) según el cual: "La teoría pura de la economía es 
una ciencia que se parece en todo sentido a las ciencias físico-matemáticas". 
854 CRESPO, RICARDO F.: "Antropología, escuela austriaca y  …". op. cit., pp. 278 y ss. Se trata 
de una tendencia a pensar lo económico como un sistema mecánico, tendencia que ha sido 
denominada por Mittermaier (1986) como "Mecanomorfismo". 
855 Entre otros, pueden citarse como partidarios de esta opinión: ROMERO JORDÁN, 
DESIDERIO: "Aspectos metodológicos de la economía y de la Hacienda pública". op. cit.,  p. 





 ESCASEZ  
La base axiomática del modelo es la idea de escasez, muy bien expresada 
por el austríaco LIONEL ROBBINS (1898-1984) en su An Essay on the 
Nature and Significance of Economic Science publicado en 1932, cuando 
afirma que “la Economía es una ciencia que estudia el comportamiento 
humano como una relación entre una jerarquía dada de fines y medios 
escasos de usos alternativos”. De la misma se desprende el postulado 
básico consistente en que la escasez de recursos obliga a los hombres a 
tomar decisiones racionales, y ello, unido a su falta de pronunciamiento 
sobre los fines, convierte a la Economía en la ciencia de la elección, en la 
ciencia de los procesos asignativos.  
Las críticas doctrinales a la definición de Economía aportada por ROBBINS 
comprenden distintos ámbitos y pueden resumirse sintéticamente en lo 
siguiente:856 encorseta el objeto de conocimiento de la materia (LIPSEY 
prefiere enumerar las cuestiones que preocupan a la disciplina), se centra 
en la maximización pero olvida otras cuestiones sociales (LANGE 1966) o 
cuestiones como la distribución de la renta o la estabilización económica, se 
ocupa únicamente del individuo y no de las interrelaciones entre estos 
(FRIEDMAN, 1962), no tiene en cuenta el marco institucional (BUCHANAN 
1989), y tampoco tiene en cuenta el aspecto dinámico de la economía al 
ignorar las expectativas del individuo y la incertidumbre (HAYEK, V. MISES).   
Junto con la escasez, el concepto de la maximización de la utilidad por parte 
del individuo, el individualismo metodológico y el comportamiento racional, 
el darwinismo económico (sobreviven solo las empresas más eficientes), los 
                                                                                                                
27 y ss. En su opinión, la idea del riesgo por ejemplo es excesivamente simplificadora pues 
en la realidad hay más incertidumbre que riesgo en sí. 
856 Ibídem, pp. 17 y ss. Por su parte Samuelson y Nordhaus (1999) proponen las siguientes 
áreas de interés como objeto de la Economía: formación de precios y su uso en la asignación 
de bienes, mercados financieros y procesos de asignación de capital, redistribución de la 
renta minimizando efectos sobre crecimiento, oscilaciones en desempleo y producción con 
estudio de medidas para mejorar crecimiento,  estudio del gasto-déficit públicos e impuestos 
en el crecimiento, estudio del comercio internacional y de los efectos de las barreras 
comerciales, análisis crecimiento países en desarrollo y propuesta de mejorar en la eficiencia 
uso de recursos. 





mercados perfectos y el riesgo, son los elementos fundamentales para 
desarrollar la teoría marshallista-neoclásica del equilibrio general y para 
explicar la fenomenología económica.  
 AUSENCIA DE FINES  
Se ha relacionado la configuración de la Economía como ciencia de los puros 
medios con la insistencia adoptada en el uso del método analítico. Con ello 
por un lado se olvida el hecho de que el hombre es un ser ontológicamente 
abierto a otros fines aunque pueda a voluntad establecerles temporalmente 
un límite. Por otro lado se ha producido una cosificación materialista de los 
fines, lo que se denominan medios de forma genérica, lo cual supone un 
límite arbitrario a la idea siempre abierta de felicidad. Además, el ámbito 
intermedio que se ha establecido entre lo puramente material y los fines 
propios del hombre es una ficción que ni siquiera resulta útil para mejorar la 
manipulación de la realidad857. Este modelo toma los fines, los motivos y las 
preferencias como dados y solo acepta consideraciones respecto de los 
medios. "En este modelo no hay cabida para la consideración de los valores 
en la selección de los fines"858. La aceptación de los fines como dados y 
constantes hace prescindible la intervención de la Ética.  
Así, lo que se ha calificado como una total separación entre el mundo de la 
Economía y el de la Ética, como campos que se perciben total e 
irremediablemente incompatibles, encuentra su explicación en tres 
elementos que se han venido anticipando: el elemento axiológico, el 
epistemológico y el institucional. En el primer caso se trata de un cambio de 
valores en el que el afán de lucro se identifica con la virtud. La cuestión de 
la Teoría del Conocimiento nos remite a la interpretación mecanicista, al 
proceso de formalización y matematización, a la construcción de categorías 
económicas vacías de contenido ético y la atención exclusiva a categorías 
cuantitativas o expresables numéricamente. Institucionalmente el desarrollo 
                                      
857 Esta es la tesis mantenida por el autor en su trabajo. Cfr. MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y 
ORTEGA, MIGUEL A. "Una antropología para el agente económico" op. cit.,  pp. 513-533. 
858 KOSLOWSKI, PETER: La ética del capitalismo. op. cit., pp. 56 y ss. 





del fenómeno de la mediación favorece el proceso de “desresponsabilización 
moral” de los agentes individuales en favor de mecanismos de decisión 
colectivos859.  
Lo que podríamos llamar “orfandad teleológica de la Economía 
convencional”860 es asimismo resultado de su esfuerzo por acumular 
explicaciones relativas a la realidad sin la pretensión de lograr 
transformaciones dirigidas a su perfeccionamiento. Esta situación, en 
palabras de L. ORDUNA,861 dejaría a la ciencia vacía de sus fines últimos. En 
su opinión, el tipo de conocimiento al que se refiere la Economía ha de ser 
necesariamente de orden finalista. Esto significa que los problemas que le 
incumben a la Economía suponen una preocupación sobre los "fines" en 
relación con los cuales debe estructurarse el estudio de la misma. 
La falta de una pregunta acerca de los fines por parte de la Economía es un 
reflejo de la tendencia epistemológica iniciada en la Modernidad y que 
encontró también su reflejo en el Derecho. Ya lo vimos en el capítulo 
anterior. Lógicamente este vacío teleológico tendrá sus consecuencias tanto 
en la definición del concepto de eficiencia (¿eficiencia para lograr qué?) 
como en su medición (¿qué medios de entre los posibles se consideran?). 
Trataremos de analizarlo más adelante. 
 HIPÓTESIS DE LOS MODELOS 
En un análisis de distintos tipos de procesos asignativos entendidos como 
procesos en los cuales medios escasos son asignados a fines alternativos 
dando lugar a planes de acción, H. A. SIMON 862 realiza una crítica de las 
                                      
859 CONILL SANCHO, JESÚS: Horizontes de economía ética. op. cit.,  pp. 114 y ss.  
860 El calificativo es nuestro aunque mirado desde otro punto de vista hay quien se refiere a 
este fenómeno como “polivalencia teleológica” de la Teoría Económica. Cfr. GÓMEZ 
FERNÁNDEZ, JOSÉ M.: Economía y valores humanos. Ediciones Encuentro. Madrid. 1992 
(primera reimpresión de 1997).p. 28. 
861 ORDUNA DÍEZ, LUIS: Economía y antropología ética …. op. cit., pp. 12-13.   
862 SIMON, H. A.: "Rational Decision Making in Business Organization". Conferencia en el acto 
de recepción del Premio Novel (1978), citado por TURMO A., JORGE: "La concepción 
antropológica de H.A. Simon: un análisis desde la perspectiva de la teoría de los procesos 
asignativos" . Estudios de teoría económica y antropología. Unión Editorial. Madrid. 2005.p. 
357. 





teorías clásica y neoclásica. En la misma se refiere no tanto al contenido de 
sus proposiciones fundamentales (Ley de SAY, teoría cuantitativa del 
dinero, postulado de racionalidad), sino a la forma en que se presentan. Es 
decir, las hipótesis que se proponen como auxiliares son calificadas por 
SIMON como fundamentales, pues si estas hipótesis fueran cambiadas los 
resultados también serían diferentes. De esta forma la potencia explicativa 
del modelo queda desplazada hacia las peculiaridades que se presentan 
como auxiliares, cuya verificación a través de un estudio empírico tampoco 
se ha llevado a cabo.  
El proceso asignativo neoclásico se ha constituido como el proceso 
asignativo más estudiado y conocido, en el que concurren dos 
circunstancias relevantes: UNA, que existe una caracterización muy 
concreta del agente, su medio de operación y el conjunto de medios 
escasos y fines alternativos; DOS, que las propiedades de la legalidad 
universal deducidas para este tipo especial de proceso asignativo son 
consecuencia de la adopción de un principio teórico económico fundamental, 
el principio económico optimizador. Éste principio ha sido el único principio 
fundamental utilizado hasta ahora por la teoría y referente a la manera en 
la que se adecuan medios a fines, hipótesis absolutamente general y muy 
fértil en consecuencias. De todo ello se deriva que las leyes económicas 
aplicables a este tipo de proceso asignativo son válidas de forma absoluta o 
parcial o completamente inválidas para otros tipos de procesos 
asignativos863. 
 COMPORTAMIENTO RACIONAL  
H. A. SIMON critica también el postulado de racionalidad neoclásico, cuya 
presencia se supone y se necesita para reestablecer el equilibrio y que en 
su opinión no es necesaria en determinadas ocasiones y en otras en las que 
no puede suponerse. La racionalidad absoluta del agente maximizador 
neoclásico no puede actuar sino en contextos muy concretos. "No hay 
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evidencia empírica de que los consumidores distribuyan sus compras de 
forma que maximicen su utilidad e igualen sus utilidades marginales"864.  
Analizando el proceso de producción de leyes económicas parece que 
resulta relevante distinguir entre "el principio de comportamiento" y el resto 
de las notas antropológicas que pueden ser imputadas al agente económico. 
Es decir, las leyes económicas que rigen la acción de los agentes dependen 
de ambas cuestiones por lo que carece de todo fundamento "entender que 
el principio de comportamiento económico constituye la base de los modelos 
de la Teoría Económica moderna"865.  
También se ha señalado866 que en otros ámbitos de decisión como en los 
que refleja el dilema del prisionero en la teoría de juegos, los individuos que 
responden al modelo homo oeconomicus, racionales y egoístas, consiguen 
peores resultados que si hubieran cooperado. En el ámbito de la teoría de 
juegos evolutivos en particular, algunas de las investigaciones más 
recientes evidencian cómo no necesariamente los comportamientos 
racionales en sentido pleno son los que aseguran a los jugadores la máxima 
ganancia, llegando así a desafiar el fundamento darwiniano de referencia 
para la racionalidad del homo oeconomicus867. De hecho "la teoría de los 
                                      
864 SIMON, H. A.: "Rational Decision Making in Business Organization". Conferencia en el acto 
de recepción del Premio Novel (1978), citado por TURMO A., JORGE: "La concepción 
antropológica de H.A. Simon …". op. cit., p. 357. El autor analiza entre otras cosas las 
críticas de H. A Simon a distintos tipos de procesos asignativos entendidos como procesos en 
los cuales medios escasos son asignados a fines alternativos dando lugar a planes de acción. 
H. A  Simon, Premio Novel de Economía en 1978, destaca asimismo por su diversidad de 
intereses y aportaciones en otras ramas de conocimiento lo cual le permite aportar una 
perspectiva más amplia y general. 
865 RUBIO DE URQUÍA llega a esta conclusión en un ejercicio de análisis  del proceso de 
deducción de las leyes económicas desarrollado por la Teoría Económica moderna. RUBIO DE 
URQUÍA, R.: "La economía como dimensión antropológica y social" . op. cit., p. 339. 
866 CALSAMIGLIA, ALBERT: "Justicia, eficiencia y Derecho". Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales, nº 1. 1988. pp. 305-335. 
867 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico…. op. cit., 
p. 33. La teoría de juegos evolutivos surge en el ámbito de los estudios de biología con la 
intención de representar la selección natural del enfoque darwinista bajo un modelo 
matemático concreto. En el ámbito de la teoría de juegos se ha comprobado que la 
racionalidad no implica que ante las mismas situaciones se hagan las mismas cosas o se 
adopten las mismas decisiones. "El hecho es que el ambiente en que se desarrolla el juego y 
las relaciones que se instauran entre ambiente y jugadores son elementos de vital 





juegos evolutivos se está consolidando gradualmente como paradigma 
alternativo al enfoque neoclásico gracias a su capacidad de explicar 
endógenamente (...) condiciones de supervivencia de motivaciones 
individuales no auto-interesadas"868. Otro campo de aplicación para esta 
teoría es la explicación de la emergencia de normas sociales como las de 
reciprocidad, de simpatía y altruismo así como respecto a estrategias de 
tipo cooperativo y recíproco que tienden a prevalecer en una amplia 
variedad de situaciones. No obstante, la forma en la que el ambiente y la 
relación entre los sujetos implicados en un juego o en la vida real influye en 
sus decisiones remite a la cuestión del ethos o sustrato cultural ya 
mencionado o, en muchos casos, a su ausencia en las sociedades europeas 
actuales. No es extraño por tanto que sin una cultura o ethos integrador 
que apoye el sentido de identidad o pertenencia a grupos surjan con más 
dificultad disposiciones a la reciprocidad o al altruismo. 
En general, toda crítica a las bases antropológicas del sistema conduce 
también a un cuestionamiento de las premisas sobre lo que mueve el 
comportamiento del agente. En particular, se puede mencionar la limitación 
que implica tomar el criterio del comportamiento racional para predecir el 
real sin preguntarse antes por la consistencia interna de las elecciones o por 
su realizabilidad869.  
En el ámbito tributario por ejemplo PÉREZ DE AYALA870, en un trabajo sobre 
la Economía y el Derecho en el estudio de la justicia fiscal, introduce dos 
presupuestos metodológicos. Uno de ellos se refiere precisamente al 
                                                                                                                
importancia a efectos de la decisión, elementos estos que no abarca el principio de 
racionalidad”. Ibídem, p. 53. 
868 Ibídem, p. 35. 
869 CONILL SANCHO, JESÚS: Horizontes de economía ética. op. cit.,  pp. 141 y ss. Las 
referencias al elemento de realizabilidad de los planes de acción del agente y su lugar en la 
formación de modelos económicos son constantes en algunos de los trabajos de RUBIO  DE 
URQUÍA, y en particular en RUBIO DE URQUÍA, R., ET ALT. “Estructura fundamental de la 
explicación de procesos de autoorganización mediante modelos teórico-económicos”. 
Procesos de autoorganización. Muñoz Pérez, Félix F. Instituto de Investigaciones; Unión 
editorial. Madrid.  2003. pp. 13-99. 
870 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit.,  p. 206. 





abandono del supuesto "excesivamente simplificado del auto-interés", 
criticado por ciertos sectores doctrinales (LINDBLOM, COLM, ILLMAN, 
UPHOFF) para prestar atención a "la compleja gama de motivos que 
intervienen, de hecho, en la creación de las instituciones jurídicas".  
 CARACTERIZACIÓN ANTROPOLÓGICA DEL AGENTE 
Según la caracterización antropológica ya descrita, el agente utiliza su razón 
de forma certera pero miope, pues se limita a actuar como si aplicara un 
algoritmo en el cálculo de las consecuencias de una decisión aunque le 
exige una capacidad sobrehumana de cálculo. Los agentes tienen solo 
tendencias sensibles, ilimitadas e insaciables. La acción humana se hace 
impersonal, sin posibilidad de historia sino solo de estados mecánicos 
instantáneos sin conexión entre sí. El problema fundamental del modelo es 
que resulta incompatible con el carácter libre de la acción humana. Este 
problema trató de superarse apelando a la existencia de una "mano 
invisible" o afirmando que la racionalidad y el equilibrio social es el logro de 
la libertad y la felicidad871. 
Sin embargo, en realidad,872 las acciones derivan su carácter en tanto que 
son parte de conjuntos más amplios, es decir, la vida es algo más que una 
secuencia de acciones y episodios individuales. En toda acción resulta 
relevante conocer la intención primordial o algunas de las creencias del 
agente, pues para entender lo que alguien hace hay que colocar ese 
episodio particular en el contexto de un conjunto de historias narrativas, 
historias del individuo e historias de los ambientes sobre los que actúa y 
que actúan sobre él. Así, una acción es un momento en la historia real o 
posible de alguien, siendo la noción de historia tan importante como la de 
                                      
871 MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y ORTEGA, MIGUEL A.: "Una antropología para el agente 
económico" op. cit.,  pp. 513-533. A este fenómeno también se refiere DALMACIO NEGRO 
comentando cómo el  hombre, dotado de lenguaje y de razón, es ontológicamente libre y por 
tanto la acción humana no es una mera respuesta ante estímulos o una relación mecánica 
con otros seres o las cosas, está movida por la libertad, la imaginación, la razón y la 
voluntad. NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas. …. op. cit., 
p.15. 
872 MACINTYRE, ALASDAIR. Tras la virtud. op. cit., p. 252.  





acción. Esta idea no se encuentra reflejada en el espíritu de la Modernidad y 
SARTRE873 lo expresa muy bien en Una teoría del yo cuando dice: "la vida 
humana se componen de acciones discretas que no llevan a ninguna parte, 
que no guardan ningún orden". 
Por otro lado, como ciencia relativa a la acción humana, la Economía 
debería tener como referencia los mismos fundamentos de esta. Así, las 
motivaciones humanas no solo se dirigen a la obtención de efectos 
exteriores (motivaciones extrínsecas) sino que alimentan actos dirigidos a 
provocar un cambio interior en el sujeto (intrínsecas) o un cambio en 
terceras personas (transcendentes). Pues bien, la consecución de estos tres 
tipos de fines no puede ser objeto de medición por las funciones de utilidad 
que emplea la economía neoclásica. En opinión de ARGANDOÑA874 el 
modelo neoclásico es útil para explicar situaciones en las que solo operan 
motivaciones extrínsecas, no hay aprendizaje, los factores son 
perfectamente sustituibles, y no son relevantes las interacciones que tienen 
lugar entre las personas dentro del sistema. En este modelo la concepción 
motivacional del agente es muy pobre y es estática, pues la persona "no se 
humaniza ni se deshumaniza en los procesos en los que se ve inmersa; no 
mejora (excepto desde un punto de vista sesgado, cuando mejorar como 
persona significa tener más bienes). Se trata en definitiva de maximizar la 
eficacia".  
Indirectamente al afirmar las limitaciones antropológicas del agente 
neoclásico el concepto de eficiencia también se ve afectado en cuanto que 
solo recoge el aprovechamiento de unos recursos dejando fuera otros que 
no considera y para la consecución de unos fines que no son únicos ni 
tampoco los más importantes. La consideración estática del agente es otra 
                                      
873 Se trata de una referencia que incluye MACINTYRE cuando explica las consecuencias de la 
Filosofía analítica de la Modernidad. Ibídem, p. 264. 
874 ARGANDOÑA, ANTONIO.: "Sobre las motivaciones humanas: un enfoque unificador". 
Economía y dinámica social. Unión Editorial y Universidad Pontificia de Comillas. Madrid. 
1994. pp. 159 y ss. En el mismo sentido Cfr. CONILL SANCHO, JESÚS. Horizontes de 
economía ética. op. cit. Se pregunta si la racionalidad se identifica realmente con la 
maximización del propio interés o si más bien se están olvidando otras motivaciones 
humanas igualmente importantes. 





importante limitación a efectos del concepto de eficiencia que analizaremos 
(básicamente el paretiano), pues el hombre es un ser abierto, por su 
libertad, a la propia construcción de su proyecto vital. En este sentido tanto 
su específica biografía como las decisiones que va tomando son las que 
conforman sus motivaciones y decisiones que no permanecen constantes en 
el tiempo. 
Después de reconocer la importancia de las teorías neoclásica y austriaca 
en la intelección de los procesos de mercado, RUBIO DE URQUÍA875 analiza 
las limitaciones que encuentra en las mismas y que se refieren básicamente  
a las hipótesis de las que se parte y a la caracterización que hacen del 
agente económico. En su opinión, esta reducción del campo de lo asignativo 
relativa a la teoría neoclásica no tiene su origen en la adopción del principio 
de comportamiento económico. Como limitaciones más importantes señala 
las siguientes: 1) Partir de conjuntos de medios escasos y fines alternativos 
que se encuentran dados sin tener en cuenta que el agente los va 
constituyendo de forma permanente en su acción personal y social y 
además considerar únicamente los susceptibles de ser expresados en 
términos de un equivalente general, usualmente el dinero; 2) Reducir a la 
persona a mero optante, haciendo del agente económico alguien 
desprovisto del carácter proyectivo y subjetivo de la acción humana y 
                                      
875 RUBIO DE URQUÍA, R.: "Concepciones de la acción humana,  …". op. cit., pp. 301-313. 
Rubio de Urquía también menciona la influencia que las concepciones sobre el agente 
económico y la sociedad que derivan de la Teoría Económica influyen en la propia sociedad 
apoyándose en el prestigio y garantía que ofrece el cuerpo científico al que van asociadas. 
Esta apreciación es semejante al fenómeno del desplazamiento del que habla Zamagni 
cuando se refiere a la generalización de los procesos de intercambio de equivalentes. En el 
fondo se trata de reconocer que las concepciones antropológicas que tienen como referencia 
las ciencias sociales repercuten significativamente en la cultura y creencias de la comunidad. 
La cuestión de las limitaciones del modelo neoclásico también puede encontrarse en varios 
de sus trabajos: Cfr. RUBIO DE URQUÍA, R.: "Ética, eficiencia y mercado". Ética, Mercado y 
Negocios. Eunsa. Pamplona. 1992. p. 56. En el mismo expone como la teoría neoclásica 
fundamental de los procesos de asignación de recursos, adolece de ciertas limitaciones por 
las cuales solo le es accesible la intelección de procesos asignativos ultra simplificados 
quedando fuera de su alcance los más importantes y característicos de la acción humana, los 
procesos asignativos dinámicos. Es decir, queda fuera "el trance permanente y fundamental 
de la creación del futuro por parte de las personas, y por tanto de buena parte de los 
conjuntos de medios escasos y fines alternativos, mediante la constitución de planes de 
acción, proceso primordial de la acción humana en cuyo seno procede definir los procesos 
asignativos...". 





prescindiendo de la cualidad de organicidad de los planes personales de 
acción; 3) Reducir el espacio temporal a un momento dado, a un punto 
temporal concreto, excluyendo del estudio los procesos dinámicos; 4) Por 
otro lado no considera la especificidad de cada agente y que deriva de su 
personal ensamblaje de creencias, valores, actitudes y representaciones 
teórico-técnicas, el cual le hace percibir y representar la información de 
forma particular y distinta a como lo hacen otros agentes. La adopción de 
este cuerpo hipotético no conlleva tanto una delimitación del campo 
específico de lo asignativo sino "una selección de procesos asignativos de 
entre todos los procesos asignativos ínsitos en los procesos de producción 
de la acción humana". Es decir, quedan fuera muchos procesos económicos 
y singularmente los más importantes de entre ellos. En su opinión se trata 
de una caracterización antropológica que "excluye casi todos los rasgos 
esenciales definitorios de la persona y la acción humana en su complejidad 
real"876. 
Si quisiéramos apuntar las causas que han influido en la caracterización 
antropológica del agente contenida en el sistema de pensamiento 
neoclásico, una explicación clave la daría el propio modelo de persona que 
tenían en la cabeza los economistas cuando elaboraban sus aportaciones. 
Los sistemas de leyes económicas de la teoría moderna son implicaciones 
lógicas derivados de una concepción antropológica concreta que se proyecta 
en los enunciados teóricos y en las caracterizaciones de los agentes, medio 
de operación, conjuntos de medios y de fines alternativos, esto es, del 
"mundo ideal" cuyas propiedades se deducen en forma de leyes 
económicas. El teórico, al formular un sistema económico no parte de una 
"posición de vacío", sino que resulta influido por su propia concepción 
antropológica, por su concepción acerca "de lo que es" y "de lo que debe 
ser", por sus representaciones acerca de la "persona", "existencia humana", 
etc., .."que no pueden ser clara y distintamente demostradas en sentido 
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lógico-empírico ordinario, a las que el teórico se adhiere en virtud de 
creencia" 877.  
Con ello queremos decir que los modelos económicos diseñados durante los 
dos últimos siglos reflejan el devenir de los modelos de persona, de 
sociedad y de Estado que han dado lugar las distintas posturas 
epistemológicas y filosóficas desde la Modernidad, al igual que ocurre, como 
ya se apuntó, respecto del campo jurídico. En ese sentido parece apuntar la 
reflexión que hace H. ROSEN878 cuando afirma: "Los economistas que se 
ocupan de la Hacienda Pública analizan las políticas que el Sector público 
está aplicando y establecen líneas maestras de actuación. En este último 
papel, los economistas están influidos por sus opiniones sobre el papel del 
Sector público en la sociedad”. Por otro lado las críticas ya apuntadas al 
modelo antropológico “neoclásico” recuerdan bastante a las críticas que 
realiza MACINTYRE879 al modelo antropológico del liberalismo, para él 
                                      
877 RUBIO DE URQUÍA, R.: Economía de comunión. Coord. Luigino Bruni. Prólogo, p. 17. 
878 HARLEY S. ROSEN afirma: ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  p. 25. 
879 Sobre esta cuestión puede verse el trabajo de GARCÍA DE MADARIAGA, CÉZAR: La crítica al 
concepto liberal de justicia en Alasdair MacIntyre. op. cit. En el liberalismo (pp. 80 y ss) late 
una concepción concreta del "yo" en la que no existe una concepción unitaria de la vida 
humana tal y como se entendía  desde la tradición aristotélica y agustiniana. Esa unidad 
partía de la realidad del hombre como ser corpóreo (realidad informada por el alma), como 
ser que es uno y el mismo durante toda esa vida corporal , miembro de distintas 
comunidades en las que se relaciona y ante las que responde y cuyos actos en las mismas 
prolongan sus efectos en el tiempo. Por último un tercer aspecto de esta unidad es el que 
deriva de entender la vida humana desde un punto de vista teleológico, cuya naturaleza y 
cuyo bien tienen que ser descubiertos por el propio hombre en una proceso de búsqueda 
dotado de unidad y continuidad. Para el liberalismo en cambio el hombre es un ser 
compartimentalizado, incapaz de construir una narrativa correcta de sus diferentes acciones, 
un "yo desvinculado" que carece de unidad de criterio en los distintos ámbitos en que actúa. 
Todo ello dificulta que exista una concepción coherente del bien que lo sea tanto para la 
persona como para la comunidad y por tanto la persona se siente impedida para conseguir 
los bienes que le proporciona esta cooperación social.  MacIntyre detecta en el campo del 
liberalismo una serie de contradicciones de fondo en el ámbito de la concepción de la acción 
humana. "La dicotomía entre los deseos y los fines de la vida humana es una de ellas y da 
lugar a una abrupta separación entre aspiraciones individuales y normas, hasta el punto de 
crear esferas separadas e independientes entre sí."(p.215)Al no existir la idea de fin en la 
concepción del yo, predominan los bienes de la eficacia sobre los de la excelencia. No es 
sorprendente que este modelo concreto de individuo se plantee y valore la acción en 
términos tan distintos a los de épocas anteriores. La tendencia moderna a minusvalorar los 
antecedentes de la acción, causales, psicológicos, sociológicos la relaciona en particular con 
una cita de Kant en la que  este último afirma: “Esta elección no puede tener antecedentes 
causales en sí misma"(p.189) Todo lo anterior se entremezcla con un  concepto de libertad 
como mera ausencia de obstáculos internos o externos y con la idea de autonomía en la 
toma de decisiones. Ibídem, p. 83.  





expresión máxima de la Modernidad. En su opinión, la concepción del yo 
inherente al mismo carece de la unidad que le atribuía la tradición 
aristotélica y agustiniana. Se trata de un ser cuya vida está 
compartimentalizada (procesos estáticos), carece de narrativa vital (medios 
y fines dados) y de proyecto por descubrir (ausencia de fin, agente como 
mero optante), para el que resulta difícil concebir un bien que lo sea para él 
mismo y para su comunidad (ausencia de motivaciones transcendentes), 
que experimenta una contradicción entre sus deseos y el fin de su vida 
(preferencias subjetivas) así como una preferencia de los valores de la 
eficacia frente a los de la excelencia (comportamiento maximizador, solo 
medios-fines económicamente valorables). Un hombre en cuyas acciones no 
influyen sus antecedentes psicológicos, culturales, sociológicos (no se 
considera la especificidad de agente) y cuya libertad se identifica con la 
mera ausencia de obstáculos externos. 
 CONSECUENCIAS  
El hecho de que esta caracterización antropológica del agente económico, 
de la naturaleza de la persona y de la sociedad se encuentre ligada a un 
cuerpo científico de gran vigencia y prestigio social, ha permitido que esa 
concepción pase a adquirir vigencia y se convierta en un "instituto de auto-
representación de la sociedad por sí misma"880. Esto significa que estos 
modelos son tomados por las personas como representaciones de la 
realidad "suministradas por la ciencia", socialmente percibidas como fuentes 
fiables de producción de representaciones sobre la realidad, y con ello 
ejercen una notable influencia en la constitución de planes personales de 
acción y en la producción de la realidad social histórica881.  
Por otro lado los modelos teórico-económicos existentes influyen también 
en sus aplicaciones político-económicas como lo han hecho por ejemplo en 
                                      
880 RUBIO DE URQUÍA, R.: "Concepciones de la acción humana  …". op. cit., pp. 301-312. Como 
conclusión, propone una ampliación fundamental de la teoría mediante una revisión 
sistemática de su cuerpo hipotético. 
881 RUBIO DE URQUÍA, R.: "La economía como dimensión antropológica y social". op. cit., p. 
342. 





las políticas económicas públicas de carácter liberal los modelos 
"monetaristas", o en las intervencionistas los "keynesianos"882. Esto es, la 
forma de caracterizar al agente económico, los medios de que dispone y los 
fines a los que tiende condicionarán las conclusiones a las que se llegue con 
independencia de su alejamiento de la realidad. Así por ejemplo, en un 
análisis de los procesos de asignación de carácter impositivo o de procesos 
de asignación “afectados” por un impuesto, la ausencia del fin que los 
justifica en su análisis, el bien común, impedirá una valoración completa de 
la eficiencia del mismo entendida como adecuación de medios a fines. 
Por ello, puede afirmarse que la capacidad de predicción o las deficiencias 
explicativas de cualquier sistema legal económico dependen de la 
antropología fundamental que tiene por referencia y de su mayor 
aproximación a la realidad. 
 Reacción metodológica y antropológica: escuela austriaca de 
economía 
A finales del siglo XIX, y como contraste ante algunos supuestos 
metodológicos y antropológicos del agente económico neoclásico, surge una 
corriente de pensamiento que se separará de la ortodoxia económica y 
continuará su andadura particular durante el siglo XX, la escuela 
austriaca883.   
Este sistema de pensamiento económico supuso una reacción precisamente 
frente al uso en Economía de las metodologías mecanicistas de las ciencias 
naturales y del análisis experimental y a favor de los métodos basados en la 
deducción e introspección. Entre sus autores se produce en general una 
defensa del apriorismo en Economía, el individualismo metodológico, la 
desconfianza hacia los agregados económicos, el rechazo por el uso de las 
                                      
882 Ibídem, p. 342. 
883 Pueden citarse entre sus representantes más importantes a Carl Menger, V. Mises, F. Hayek, 
Kirzner, Ludwig Lachmann, entre otros. 





matemáticas y la contrastación cuantitativa, y el énfasis otorgado a los 
procesos de desequilibrio884. 
Desde sus aportaciones se intentó diseñar una teoría económica que fuera 
compatible con la libertad desde unos presupuestos metodológicos 
distintos885. En MERGER aparece ya una idea de acción humana intencional, 
con expectativas, con rasgos de incertidumbre debidos a la libertad, el 
tiempo y el error y de ahí sus desarrollos en el ámbito del llamado equilibrio 
"dinámico". Sin embargo, MERGER parece renunciar a esta concepción 
antropológica más rica en favor de la exactitud de sus conclusiones886. Los 
autores que han pertenecido a esta escuela han ido introduciendo la 
presencia de una idea más realista de libertad, dando cabida a un 
componente teleológico no determinista en la acción humana económica. No 
obstante, este enfoque resulta ambiguo o queda coartado en varias 
ocasiones. 
En opinión de algunos autores, la variante metodológica de esta escuela 
respecto a la neoclásica tiene un claro objetivo: dotar a la Teoría Económica 
del mismo rango epistemológico que las ciencias "duras"887. También se ha 
considerado888 que la dogmática procedente de la escuela austriaca cuenta 
con mayor capacidad de percepción teórico-sistemática de procesos de 
asignación reales, más complejos e importantes y que es superior a la 
                                      
884 ROMERO JORDÁN, DESIDERIO: "Aspectos metodológicos de la economía y de la Hacienda 
pública". op. cit., p. 28. El autor se refiere aquí a la caracterización metodológica que realiza 
M. Blaug acerca de la escuela austriaca. 
885 Comparando la economía neoclásica y la tradición austriaca PETER KOSLOWSKI las 
identifica con dos enfoques del capitalismo, la primera como modelo mecanicista de 
equilibrio general , la segunda como un modelo de interacción entre individuos en busca de 
intereses particulares en el que junto al aspecto de asignación óptima gana importancia la 
libertad. Cfr. KOSLOWSKI, PETER: La ética del capitalismo. op. cit., pp. 53 y ss. 
886 El autor realiza un análisis de la concepción antropológica subyacente en los postulados de 
los distintos exponentes de la escuela austriaca de economía y los compara con los que 
subyacen en las aportaciones neoclásicas. Lo anterior le lleva a delimitar los distintos 
conceptos de libertad de referencia en cada uno de los mismos. Cfr. CRESPO, RICARDO F.: 
"Antropología, escuela austriaca y …". op. cit., pp. 276 y ss. 
887 MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y ORTEGA, MIGUEL A.: "Una antropología para el agente 
económico" op. cit.,  pp. 513-533.  
888 RUBIO DE URQUÍA, R., ET ALT.: “Estructura fundamental de la explicación de procesos de 
autoorganización  …”. op. cit.,  pp. 15 y ss. 





perspectiva neoclásica y keynesiana en el estudio de procesos dinámicos 
con propiedades de auto-organización.  
 Hacia la consolidación del Estado de bienestar: el 
keynesianismo 
El contexto social y político que acompañó a las tres primeras décadas del 
siglo XX facilitó y se retroalimentó, proyectándose hacia el futuro, de las 
aportaciones del economista británico J. MAYNARD KEYNES (1883-1946) y 
la escuela que adoptó su nombre, el keynesianismo. En esas aportaciones 
se recupera la metodología deductiva clásica y neoclásica aunque se rompe 
con la herencia de esas escuelas, especialmente con la idea de la capacidad 
de coordinación automática de la economía o de su tendencia natural al 
equilibrio con pleno empleo de los factores productivos.  
Así, por ejemplo, se dejan de utilizar algunos supuestos como la Ley de SAY 
–la oferta crea su propia demanda–, la inexistencia de ciclos, etc., y se 
generaliza el uso de magnitudes agregadas frente al uso de las individuales.  
Su punto fundamental de ruptura con el enfoque neoclásico lo representa el 
papel del Sector público, en la producción, los ciclos económicos y el 
desempleo, lo cual otorga al keynesianismo un papel fundamental en la 
consolidación del Estado de bienestar en los países occidentales. Es decir, a 
diferencia de lo que sucede en el modelo neoclásico, la economía aparece 
en los desarrollos de KEYNES plasmados en su modelo teórico final “ultra 
simplificado”, como un objeto susceptible de control889. 
No obstante, se ha llegado a apuntar890 que junto a estas aportaciones que 
son las que más relevancia han tenido en la síntesis neoclásica, lo más 
innovador e importante contenido en la Teoría General de Keynes es el 
estudio de los procesos de asignación no neoclásicos. Es decir, el estudio de 
los procesos de asignación de recursos presididos por el principio del 
comportamiento optimizador del agente en los que se producen 
                                      
889 RUBIO DE URQUÍA, R.: “Keynes hoy”, op. cit., p. 55. 
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necesariamente situaciones prolongadas de descoordinación, aportaciones 
que además de su centralidad están referidas a procesos más cercanos a la 
realidad y actualmente presentes en ella.  
Por su parte, la caracterización del sistema de pensamiento keynesiano más 
difundido e inspirado en su Teoría General, la síntesis neoclásica, no incluye 
prácticamente nada de sus aportaciones más innovadoras e importantes, el 
estudio de los procesos de asignación no neoclásicos, quedando con ello lo 
microeconómico prácticamente eliminado. Además, las expectativas de los 
agentes quedan relegadas a un segundo o tercer plano y se incurre en dos 
graves defectos metodológicos: “su escaso rigor, fruto en gran medida de 
un uso laxo de representaciones agregadas ad hoc y su excesiva 
dependencia con respecto de determinaciones empíricas 
metodológicamente discutibles….. De modo que la economía keynesiana, 
doctrina principal y de mayor divulgación, fundamento teórico de las 
políticas económicas de pleno empleo….estuvo asentada sobre bases de 
dudosa solidez”891.  
El hecho de que haya sido la síntesis neoclásica, con mayor aplicación 
directa a la política económica, la interpretación más difundida de las 
aportaciones de KEYNES, puede encontrar mejor explicación en un contexto 
en el que el Estado protector se está consolidando como benefactor para 
pasar a convertirse en Estado de bienestar. Esto es, se trata de un modelo 
que aporta las herramientas de análisis y la justificación del papel estatal en 
la economía, lo cual complementa a la teoría vigente sobre el Estado y 
potencia su desarrollo dentro del itinerario ya recorrido durante la 
Modernidad. Como ocurriera en al ámbito jurídico, el positivismo científico 
atribuye un papel económico transcendental al Estado en la tarea de 
responder a las demandas sociales desde la fuerte influencia que ejerce, 
también en el ámbito jurídico, el utilitarismo y el consecuencialismo. Para el 
Derecho y la Economía, y por influencia del paradigma epistemológico 
cientificista, el referente humano es semejante, y semejante también su 
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distanciamiento de la realidad, modelos que son deudores del rastro 
antropológico de individualismo, hedonismo y racionalismo que ha ido 
dejando la Modernidad a su paso892. 
A modo de síntesis respecto de las notas metodológicas y antropológicas 
fundamentales descritas de las tres escuelas, quisiéramos incluir algunas de 
las observaciones que realiza el profesor RUBIO DE URQUÍA893 tras analizar 
el estado actual de la Teoría Económica. En su opinión existe un una 
importante relación entre Antropología, entendida como concepción de 
persona y existencia humana, y Economía. Para ello parte de la pregunta 
acerca de si el cuerpo teórico-económico actual constituido por diferentes 
tipos de teorías y concepciones del conocimiento económico (economía 
neoclásica, KEYNES, escuela austriaca) permite dar respuesta a las 
cuestiones que se proponen explicar. Para RUBIO DE URQUÍA los distintos 
sistemas teóricos existentes tienen límites explicativos que le son 
                                      
892 Los principios del keynesianismo, plenamente integrados en la ortodoxia económica, han 
sido aplicados de una manera o de otra por la mayor parte de los Estados occidentales desde 
el final de la Segunda Guerra Mundial hasta la crisis de los años 70. Dicha crisis, el 
crecimiento con inflación, el incremento en las tasas de desempleo, y los abultados déficits 
públicos fueron los argumentos que sirvieron de crítica a la incapacidad de los gobiernos para 
favorecer el crecimiento sostenido de la economía. Esto generó el resurgimiento de 
diferentes corrientes críticas al keynesianismo, como el neoliberalismo o la corriente 
monetarista. Para un análisis más detallado del proceso y su relación con los principios 
impositivos de justicia y eficiencia puede verse el capítulo II. 
893 RUBIO DE URQUÍA, R.: "La naturaleza y estructura fundamental de la teoría económica y las 
relaciones entre enunciados y teórico-económicos y enunciados antropológicos". Estudios de 
teoría económica y antropología. Unión Editorial. Madrid. 2005. pp. 36, 37 y  53. En otro de 
sus trabajos realiza una comparación entre las distintas antropologías que inspiran las 
distintas escuelas de pensamiento económico. Cfr. RUBIO DE URQUÍA, R.: “Estructura 
fundamental de la explicación de procesos de autoorganización  …”. op. cit., pp. 55 y ss. 
Teniendo en cuenta los marcos o contextos de los que proceden los ámbitos doctrinales 
actuales, las escuelas neoclásica, austriaca y keynesiana cuentan con caracteres 
metodológicos, estructurales y dinámicas similares aunque tienen diferencias considerables 
en muchos aspectos. Aunque sus visiones del mundo son diferentes cuentan también con 
elementos comunes, habiendo adoptado posiciones antropológicas inconsistentes entre sí. 
Las causas fundamentales de lo anterior derivan de su elección de Antropologías 
Fundamentales diferentes que provocan enunciados también diferentes respecto a tipos 
ideales de persona y sociedad o respecto a las dinámicas éticas, cognitivas y sociales que 
consideran. Estas Antropologías se encuentran cerradas en sí mismas y reflejan mundos 
ideales con mayor o menor riqueza según la escuela. Si la antropología de referencia resulta 
ser particularmente pobre y los estudiosos de la misma la consideran como antropología 
absoluta o insuperable, el potencial explicativo de la misma, ya de por sí reducido, se 
agotará con rapidez y los ulteriores esfuerzos doctrinales en reformular los modelos 
existentes serán de poca utilidad.  





característicos. Ninguno de estos sistemas es capaz de explicar procesos 
reales o ideales que forman parte del conjunto de los que se han propuesto 
como objetivos de explicación teórico-económica que además no pueden 
calificarse de poco importantes o de anomalías exógenas. Algunas razones 
que pueden explicar lo anterior pueden ser que en ninguno de estos 
sistemas están "clara y sistemáticamente establecidas demarcaciones entre 
lo "económico" y lo "no económico"" y ninguno reúne tampoco las 
condiciones suficientes para constituirse en ámbito general firme para la 
práctica científico-económica.  
Otra referencia expresa a la importante vinculación entre el referente 
antropológico de una teoría o ciencia y los resultados de la misma la 
encontramos en un interesante trabajo acerca de la relación entre la 
Antropología y la Economía en ALBERT SCHÄFFLE (1831-1903): "Las 
diversas antropologías implícita o explícitamente subyacentes a las grandes 
teorías o paradigmas económicos conducen a los respectivos discursos 
analíticos a distintos puertos, a distintos resultados"894. 
En definitiva, la idea de eficiencia económica a la que remite el principio 
impositivo de eficiencia que seguidamente se verá, se encuentra definido en 
ámbitos doctrinales cuyas antropologías de referencia no consideran 
importantes facetas de la realidad del hombre, como ser personal y social. 
Al no incorporar elementos tan relevantes como los fines (desde una idea 
previa y compartida de hombre), o el proceso dinámico de creación de 
nuevos fines o medios, la influencia cultural, religiosa o ideológica en las 
elecciones o los efectos de las mismas en terceros y su efecto en el agente,  
no puede definir cabalmente un concepto de eficiencia por cuanto que deja 
fuera parámetros que serían esenciales para su medición. 
 
                                      
894 UREÑA, ENRIQUE M.: "Economía y antropología: Albert Schäffle, un caso singular". Estudios 
de teoría económica y antropología. Unión Editorial. Madrid. 2005. p. 199. 





 La eficiencia en la economía neoclásica 
 PUNTUALIZACIÓN 
Las notas que seguidamente se apuntarán acerca de la eficiencia económica 
pretenden únicamente mostrar aquellos elementos de la misma que, desde 
un punto de vista antropológico o epistemológico, puedan limitar su valor o 
su potencial como criterio normativo en relación al principio impositivo de 
eficiencia. Es decir, no forma parte del objetivo de este epígrafe el ejercicio 
de profundizar en cuestiones técnicas o de detalle respecto de la eficiencia 
económica que, no siendo necesarias para lo que aquí nos ocupa, 
corresponden además con mayor legitimidad a los economistas. 
 RELEVANCIA DE LA CUESTIÓN  
La cuestión de la eficiencia económica se encuentra referida básicamente a 
la medición del uso o aprovechamiento de recursos en la producción de 
bienes y en la satisfacción de las necesidades humanas. Su importancia ha 
ido en ascenso a la misma velocidad que lo han hecho ideas como la 
utilidad y el bienestar (material) en los ámbitos económico y político 
principalmente. Ya se apuntó cómo, tanto en materia jurídica como en la 
política o la económica, la influencia del consecuencialismo fue 
determinante a la hora de afirmar la bondad de una acción, habiendo sido 
los fines “últimos” sustituidos por “medios-fines” subjetivos y dependientes 
de la voluntad del Estado en unos casos o de las preferencias individuales 
en otros. Con ello, la medición del efecto directo de las acciones públicas o 
individuales resulta de la mayor importancia, convirtiéndose la eficiencia en 
piedra angular en la valoración de los resultados. El aumento de la 
presencia pública en el medio económico y social le otorga si cabe a la 
misma mayor protagonismo en la medida en que sirve de justificación tanto 
para bendecir sus efectos como para criticarlos. La eficiencia económica se 
convierte por ello en el criterio de referencia constante dentro del fenómeno 
ya anticipado de contraposición entre el ámbito público y el privado, siendo 
el conflicto entre principios impositivos de justicia y eficiencia una de sus 
manifestaciones. De esta forma se ha podido disponer de un criterio 





“neutral” y científico que permita tomar decisiones en el ámbito social y 
político. 
 AUSENCIA DE FINES  
La ausencia de los fines en el planteamiento del proceso económico 
asignativo ha sido señalado por algunos autores como una importante 
limitación del propio concepto de eficiencia. Es decir, la eficiencia, referida a 
un método de acción dirigido a obtener los mejores resultados con el 
mínimo de medios y esfuerzo a emplear, necesita primero responder a una 
serie de preguntas previas: para qué, para quién, cómo, dónde…."es preciso 
conocer y hacer explícitos los fines y las causas por las cuales los sujetos 
sociales están llamados a contribuir ordenadamente a la suma de esfuerzos 
que toda eficiencia requiere si ha de fructificar en resultados prácticos"895. 
Se afirma con ello, por ejemplo, el hecho de que la Economía tiene que 
hacer referencia a los valores fundamentales del sistema de convivencia. Es 
decir, se entiende que la Economía no es una ciencia que solo maneja 
medios o instrumentos, pues no sería científico relegar a lo político la 
cuestión de los fines896. Concluye más adelante que la cuestión de los fines 
y su jerarquía es fundamental en el estudio de los sistemas económicos. Ya 
hemos vinculado más atrás la ausencia de fines y con ello de juicios de 
valor con la búsqueda de neutralidad por parte de la Teoría Económica. 
 EFICIENCIA-UTILITARISMO-PREFERENCIAS SUBJETIVAS  
Entrando ya en el plano histórico, habíamos mencionado cómo el 
utilitarismo situó el bienestar social en la suma del bienestar de cada uno de 
los individuos y cómo dicho bienestar se identificó con la preferencia 
subjetiva e individual por bienes de índole material. Pues bien, la eficiencia 
económica, vinculada entonces con la mayor utilidad posible (individual y 
social), adopta ahora las herramientas que le proporcionará el marginalismo 
para definir la preferencia de unas situaciones-elecciones frente a otras. Si 
                                      
895 ORDUNA DÍEZ, LUIS: Economía y antropología ética …. op. cit., p. 47. 
896 Ibídem,  pp. 48 y ss. 





la idea de eficiencia como maximización de la producción se encontraba ya 
presente en las aportaciones económicas desde la tradición escolástica, la 
de eficiencia como maximización de la utilidad personal e individual (y por 
adición la social) era un concepto cuya gestación y desarrollo se debió 
especialmente a este periodo. Así lo refleja la generalizada concepción de 
que eficiencia implica que más es mejor897, entendiendo por más la mayor 
capacidad de la gente de comprar más bienes y asumiendo que las 
elecciones individuales son expresión de lo que realmente mejora la 
situación de cada uno. No obstante, hay incluso entre los economistas quien 
se pregunta si, bajo un criterio diferente, podría ponerse en duda si a la 
gente le beneficia una mayor producción de determinados bienes como el 
alcohol, los cigarros, o los coches caros. Lo cual conduce a una pregunta 
más interesante aun, “¿Existen criterios conforme a los que pueda valorarse 
el bienestar que sean superiores a la mera observación de las elecciones de 
la gente?”. Lástima que el autor termine afirmando: “Aunque sin defensa ni 
disculpa, permitidme simplemente afirmar que no exploraré esas cuestiones 
a pesar de su importancia”898.  Por nuestra parte en cambio, sí que 
trataremos de ahondar en ellas. 
 MEDICIÓN DE LA UTILIDAD  
Conforme a las herramientas aportadas por el nuevo marco doctrinal, se 
admite la posible medición de la utilidad (utilidad cardinal) por observación 
directa o estimación de la misma, la constancia en las preferencias del 
agente, el hecho de que todos los individuos posean funciones de utilidad 
que son comparables entre sí y la ley de la utilidad marginal decreciente. 
Sobre estos elementos se elabora la teoría neoclásica relativa a la eficiencia.  
 
 
                                      
897 OKUM, ARTHUR M.: Equality and efficiency. The big tradeoff. The bookings Institution. 
Washinton, D.C. 1975.p. 2. Traducción propia. 
898 Ibídem, p. 3. Traducción propia. 







Aunque la eficiencia económica se identifica en general con la ausencia de 
derroche en los recursos, su significado más completo lo alcanza cuando 
esta eficiencia productiva va acompañada de eficiencia en su asignación a 
quien más lo necesita o lo valora. Aquí es donde entra en juego la idea del 
valor subjetivo de los bienes y de la utilidad marginal del agente e implica 
que la eficiencia será mayor cuanto mayor sea la utilidad marginal o 
beneficio psicológico de quien recibe o adquiere el bien. Esta conclusión está 
basada en la ley del decrecimiento de la utilidad marginal (H. GOSSEN, 
1810-1858) e implica básicamente que tanto adicionales cantidades de 
renta como de consumo producen una utilidad menor en el agente 
económico pues la intensidad de la utilidad disminuye con su satisfacción. 
Esto significa que la utilidad derivada del consumo de un bien será mayor 
en las primeras unidades consumidas del mismo. Las premisas anteriores se 
fundamentan en la apreciación subjetiva de las necesidades del sujeto, la 
libertad absoluta (como ausencia de coacción) en la fijación de los fines y 
en la naturaleza material o sensible de las necesidades, pues solo a estas 
les es de aplicación el fenómeno de la saturación implícito en le Ley de la 
utilidad marginal decreciente. El conjunto de medios-fines respecto de los 
que se hace una apreciación de eficiencia asignativa no incluye aquellos 
bienes a los que no les resulta de aplicación la Ley de la progresiva 
saturación. Se trata de bienes cuya naturaleza les hace deseables en la 
mayor medida posible porque no satisfacen necesidades materiales o 
sensibles, bienes que, como muchos de los materiales, responden a 
necesidades que derivan de cómo está hecho el hombre y del fin al que por 
naturaleza tiende. Quedando estos bienes fuera de su consideración, los 
procesos asignativos serán eficientes solo para determinados conjuntos de 
bienes no suficientes para atender a otras necesidades humanas que 
también pueden entrar dentro del objeto de la Economía.  
 
 





 IGNORANCIA DE OTRAS NECESIDADES  
El abanico de necesidades humanas desde el que se mide la utilidad 
marginal y con ello la eficiencia en la asignación, responde a una visión 
incompleta del hombre, pues ignora otras necesidades (morales, religiosas 
y relacionales, fundamentalmente) respecto de las que no se cumplen los 
presupuestos marginalistas. La raíz de esta parcialidad en la comprensión 
del ser humano también se apuntó con anterioridad: desde DESCARTES el 
hombre solo tiene certeza de lo que él puede pensar, de su percepción 
subjetiva, perdiendo así de vista toda certeza objetiva sobre su naturaleza, 
fines y deberes morales. Este vacío lo viene a llenar la propia experiencia 
psicológica del sujeto, su sentimiento, ahora de placer o de utilidad, ahora 
de dolor899. Creemos haber identificado una reflexión parecida cuando BLUM 
W. Y CALVEN H.900, en su análisis del deseo de una mayor igualdad 
económica en relación a la redistribución de la renta, relacionan la cuestión 
con la limitación del mecanismo valorativo del mercado:  
"La fuente de la dificultad radica en que el logro económico no es el total del 
logro humano; existe algo más para un hombre que aquello que el mercado 
pueda valorar y recompensar y, por lo tanto, hay una discrepancia inevitable 
entre "poner precio" a todo el hombre y "poner precio" a sus talentos 
económicos por el mercado. Esto... quiere subrayar que el mercado no pretende 
tomar en cuenta todas las cualidades. Por consiguiente, nos vemos tentados a 
calificar al mercado como un valor secundario, ya reconociendo algunas 
cualidades que aquel ignora o reduciendo otras que casi inadvertidamente 
parece supervalorar". 
 
                                      
899 Este planteamiento, consecuencia lógica de la evolución epistemológica y antropológica 
detallada en los ámbitos jurídico y económico, coincide con la denuncia que realiza el 
profesor Gómez Fernández acerca de la pretendida neutralidad metafísica de la Teoría 
Económica. En su razonamiento incluye además algún detalle acerca de cómo tanto los 
economistas clásicos como los neoclásicos (Edgeworth, Jevons, Walras) reducen las 
necesidades morales al plano del sentimiento. Cfr. GÓMEZ FERNÁNDEZ, JOSÉ M.: Economía 
y valores humanos. op. cit., pp. 30 y ss. 
900 BLUM, WALTER J. y KALVEN, HARRY: El impuesto progresivo: un tema difícil.  op. cit., p. 
220. 





 LIMITES DEL INDIVIDUALISMO METODOLÓGICO  
La cuestión acerca de si las ciencias sociales y por ello la Economía deben 
proceder en una línea individualista u holística, es un punto de tensión 
tradicional. No obstante, se ha afirmado901 que "el individualismo 
metodológico excluye todas las proposiciones macroeconómicas que no 
pueden ser reducidas a proposiciones microeconómicas" (BLAUG, 1992), 
debiendo de haber algo de erróneo en un principio metodológico que tiene 
consecuencias tan devastadoras. 
Desde otro punto de vista puede decirse que el individualismo 
metodológico902, al rechazar implícitamente la idea aceptada por los clásicos 
de que puede tener sentido vincular los fenómenos económicos con el 
estudio de los grupos, está rechazando la pretensión de que una 
colectividad pueda funcionar como un organismo autónomo o que éste 
pueda influir en cómo actúan sus miembros. Conforme a este planteamiento 
el concepto de eficiencia neoclásico resulta difícilmente compatible con la 
idea de un bien común compartido en el que tienen efecto las elecciones 
individuales y cuya existencia no solo puede a su vez conformar dichas 
decisiones sino que genera bienes adicionales tanto para individuos como 
para los grupos en los que éste participa.  
 LÍMITES DEL COMPORTAMIENTO RACIONAL  
La premisa maximizadora o de comportamiento racional que se presume en 
la acción económica deja fuera procesos de asignación en los que la 
motivación del agente es diversa. En estos procesos la eficiencia económica 
en la asignación de medios a fines debería ser formulada de forma 
diferente, o su medición no resultaría representativa del fin perseguido. Por 
ejemplo, quedaría fuera del comportamiento racional y eficiente la 
                                      
901 CALLE SAIZ, RICARDO: "La relevancia de la metodología para la Ciencia de la Economía: 
unas reflexiones orientativas". Revista de Economía Aplicada e historia económica nº8. 2001. 
pp. 35-36. 
902 Aunque ya nos referimos a ello antes quisiéramos aclarar que la idea fundamental que 
subyace tras la perspectiva del individualismo metodológico es que todo lo que ocurre en una 
sociedad tiene que ser explicado a partir de las decisiones individuales de las personas que 
componen esa sociedad. 





identificación y búsqueda de satisfacción respecto de las necesidades ajenas 
al sujeto, teniendo éstas la relevancia que tienen en un ser relacional y 
social como es el hombre. Es decir, quedarían fuera de su consideración 
todos los procesos asignativos que no responden al esquema del 
intercambio de equivalentes, sino a un acto de benevolencia o de gratuidad.  
Se trata éste, como ya lo fuera en el caso de la interpretación del principio 
de justicia en su aspecto de redistribución de la renta, de un “olvido 
antropológico” que responde a una concepción individualista y atomizada de 
la sociedad que se ha ido insertando desde la Modernidad en la cultura. De 
hecho, la existencia de comportamientos sociales que se alejan de la 
racionalidad instrumental presente en el intercambio de equivalentes, como 
la reciprocidad o incluso el altruismo en sentido puro, han permitido afirmar 
la compatibilidad de los sistemas de mercado con diversas matrices 
culturales903. Además, este "grado de compatibilidad no carece de efectos 
sobre la eficiencia misma del sistema; lo que quiere decir que una cultura 
marcadamente individualista tenderá a producir, caeteris paribus, 
resultados diferentes, en términos de bienestar y productividad, con 
respectos a los asociados a una cultura dela reciprocidad"904. En opinión de 
S. ZAMAGNI905 el aumento de personas relacionalmente orientadas en la 
sociedad genera resultados superiores también en sentido económico a los 
asociados a comportamientos individualistas. En estos casos, a diferencia de 
la mano invisible de ADAM SMITH por la que sujetos auto-interesados  
promueven sin quererlo "el bien común", los sujetos que practican la 
reciprocidad consiguen, más allá de su propia intención, también el interés 
personal. 
Resulta significativo que desde una teoría que tuvo sus orígenes en la 
Hacienda Pública y que resaltó que las motivaciones de los políticos no 
                                      
903 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico.... op. cit., 
p. 50. 
904 Ibídem,  p. 50. 
905 Ibídem, p. 51. 





tienen por qué ser diferentes de las que la ciencia atribuye al agente 
económico, es decir, un agente racionalmente egoísta del tipo del homo 
oeconomicus, la teoría de la Elección Pública, se vislumbren posiciones que 
rechacen una búsqueda de modelos factibles en los que los agentes están 
totalmente obligados y son totalmente egoístas. A la original aportación de 
la Teoría de la Elección Pública sobre la heterogeneidad motivacional de los 
procesos políticos y con ello de la acción humana en la toma de decisiones 
comunes, se une ahora un intento de rebatir la idea de que en materias de 
interés público todo caiga dentro del ámbito del egoísmo individual. Este 
intento y la presunta dicotomía de intereses dónde tiene su origen pueden 
manifestar una limitación en el concepto de persona y de acción humana en 
aquellas teorías políticas y hacendísticas relativas a las decisiones 
colectivas. Entre las teorías del interés público y las del interés privado de 
las políticas gubernamentales existe una profunda brecha: en opinión de G. 
BRENNAN906, poder salvarla no debería estar fuera de la inteligencia 
humana.  
 LA EFICIENCIA PARETIANA  
Como última referencia a la eficiencia económica en esta etapa habría que 
citar otra forma de entender o de definir la eficiencia que se desarrolló como 
consecuencia de las dificultades de medición de la idea de utilidad cardinal 
aportadas desde el marginalismo907. Así, la idea de eficiencia en el sentido 
que le otorgó el economista italiano V. PARETO (1848-1923), no precisa de 
                                      
906 BRENNAN, GEOFREY: “Elección Pública y Hacienda pública.  …”, op. cit., pp. 3-12. 
907 La eficiencia económica en sentido de Pareto fue un criterio de valoración que, entre otras 
cosas, trató de superar las limitaciones del utilitarismo como teoría filosófico-política 
dominante en el la mayor parte del siglo XX. El criterio paretiano como criterio de valoración 
social, permite diseñar procedimientos de decisión por unanimidad, es individualista en este 
sentido, no precisa de mediciones absolutas ni de comparaciones interpersonales en materia 
de felicidad, y es condición necesaria pero no suficiente de la justicia. CALSAMIGLIA, 
ALBERT: "Justicia, eficiencia y Derecho". op. cit.,  pp. 305-335. Sobre el concepto de  
optimalidad paretiana y la eficiencia en sentido de pareto que se enseña en las aulas de 
nuestras universidades pueden citarse entre otros, los siguientes Manuales: SLOGAN, JOHN: 
Introducción a la microeconomía.  3º edición. Edit. Prentice Hall. Madrid. 1997. cap. 11; 
ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  cap. 3; STIGLITZ, JOSEPH E.: La 
economía del sector público. op. cit.,  cap.3; ALBI, EMILIO, GONZÁLEZ PÁRAMO, JOSÉ M., 
ZUBIRI, IGNACIO.: Economía Pública II. editorial Ariel, Barcelona. 2000. cap. 1. 





la medición cardinal de las utilidades y también permite valorar la existencia 
de despilfarro de recursos. Su definición de eficiencia se encuentra referida 
a situaciones de distribución (asignaciones de bienes) o a situaciones de 
producción (asignaciones de factores productivos). En relación a las 
primeras, las asignaciones de recursos que tienen la propiedad de que no es 
posible mejorar el bienestar de ninguna persona sin empeorar el de alguna 
otra se dice que son eficientes u óptimas en el sentido de Pareto. Respecto 
a las segundas se afirma que una situación de producción en la que no es 
posible aumentar la cantidad de ningún bien sin reducir la cantidad 
producida de otros es eficiente u óptima en el sentido de Pareto. En ambos 
casos se encuentra implícita la idea de ausencia de despilfarro de bienes o 
de recursos, lo cual, desde la hipótesis que manejan muchos economistas 
respecto de la escasez de estos recursos, otorga al criterio de eficiencia 
paretiano un significativo valor normativo que transcenderá incluso la 
disciplina puramente económica. Ya veremos más adelante cómo este 
criterio influyó en el ámbito jurídico y también en el tributario. 
 LA ECONOMÍA DEL BIENESTAR  
El valor normativo del concepto paretiano de eficiencia se vio proyectado 
particularmente dentro de la llamada Economía del bienestar908. La 
evidencia histórica que acompañó a variables económicas y sociales 
significativas del grado de bienestar como el crecimiento económico, el 
índice de paro, la oferta de bienes públicos, la pobreza, etc., reveló la 
insuficiencia de los planteamientos implícitos en la teoría de la mano 
invisible respecto de la intervención estatal en la economía. La posible 
introducción de nuevos planteamientos justificativos de la intervención 
                                      
908 Las condiciones de un mercado ideal que garantizan el óptimo de Pareto admitido como 
criterio de valoración por la moderna Economía del bienestar, son: 1. Información completa 
sobre los precios, no influencia de las decisiones de los demás en la propia, 2.Derechos de 
propiedad ya asignados, estables y garantizados 3. Individuo egoísta, racional, conocedor de 
sus preferencias, consistente en sus elecciones, 4.Costes nulos de transacción y de las 
negociaciones 5. Ausencia de externalidades, mercado como único lugar de transacción 
social, fuera del mismo nada influye en la oferta, demanda o precios 6. Productos no 
diferenciados entre los oferentes 7. No existe capacidad individual de influir sobre los 
precios. CALSAMIGLIA, ALBERT: "Justicia, eficiencia y Derecho". op. cit.,  pp. 305-335. 





pública hizo necesario la adopción de un punto de vista crítico que evaluara 
su conveniencia. Surge así un marco de referencia para esa evaluación, una 
rama de la Economía, la Economía del bienestar, que aporta los criterios de 
deseabilidad social de distintos estados de la economía en dónde el 
protagonismo público ocupa un lugar diferente. Dentro de ese ámbito 
normativo se desarrolla con entidad propia el concepto de eficiencia que 
tienen en la cabeza una buena parte de los economistas cuando se refieren 
a la misma: el concepto de eficiencia en el sentido de Pareto ya 
mencionado, o también llamada optimalidad paretiana. 
La relación existente entre el concepto paretiano de eficiencia y el 
funcionamiento de los mercados viene expresado por los denominados 
teoremas fundamentales de la Economía del bienestar909 . Según el primero 
de ellos, si la economía es competitiva y satisface algún requisito adicional 
es eficiente en el sentido de Pareto. Es decir, en un sistema descentralizado 
de mercado, dónde las decisiones relativas a qué producir, cómo y para 
quién son tomadas por multitud de empresas e individuos, las asignaciones 
de bienes y recursos serían pareto-eficientes. En caso contrario, si las 
decisiones fundamentales de producción y distribución son tomadas de 
forma centralizada por un agente planificador, la optimalidad de las 
asignaciones no estaría garantizada. Así, cuando alguna de las condiciones 
del mercado competitivo que son necesarias para la obtención de 
asignaciones eficientes no está presente en el mismo, se habla de fallos de 
mercado y por tanto de situaciones en las que se encuentra justificada 
desde la eficiencia una intervención centralizada. La teoría de los fallos de 
mercado (situaciones de monopolio, efectos externos, información 
imperfecta o asimétrica, mercados incompletos…) se convierte así en un 
punto de encuentro entre el concepto de eficiencia y la intervención pública 
en la economía, bien en forma de actividad regulatoria, subvencionadora, 
sancionadora o bien mediante una concreta política fiscal impositiva o de 
gasto público.   
                                      
909 STIGLITZ, JOSEPH E.: La economía del sector público. op. cit., pp. 72-74. 





Para el segundo teorema, que parte de la existencia de múltiples 
distribuciones eficientes de bienes y de recursos, se puede pasar de una a 
otra introduciendo un mecanismo de redistribución de estos bienes y 
recursos permitiendo a continuación que actúen libremente las fuerzas del 
mercado competitivo. Esta transferencia de riqueza entre unos agentes y 
otros mejorará el bienestar de unos a costa de su pérdida en otros, pero no 
será obstáculo para que la nueva reasignación de bienes y recursos pueda 
llegar a ser igualmente eficiente. Este segundo teorema fundamental de la 
Economía del bienestar haría compatible la existencia de un mecanismo 
descentralizado de mercado con intervenciones centralizadas puntuales 
dirigidas únicamente a redistribuir recursos entre unos agentes y otros. “En 
otras palabras, si fueran válidas las condiciones supuestas en el segundo 
teorema del bienestar, el estudio de la Hacienda Pública podría reducirse a 
analizar las redistribuciones correctas de los recursos”910. Sobre la base de 
este segundo teorema de la Economía del bienestar la justificación de la 
intervención pública en la economía no se apoyaría en fallos de mercado 
propiamente dichos sino más bien en redistribuciones de bienes o recursos 
social o políticamente convenientes.  
En ambos teoremas está ausente, tanto para definir los fallos del mercado 
como para justificar una redistribución de rentas, la idea de bien común y la 
presunción de que la intervención pública es la respuesta adecuada al 
problema. El segundo teorema refleja la consolidación de una cultura 
legitimadora del Estado en la solución de los problemas sociales y eximente 
de la responsabilidad individual respecto del prójimo. Ambas contradicen la 
naturaleza relacional y esencialmente vinculativa del hombre hacia sus 




                                      
910 Ibídem.,  p. 73. 





 AUSENCIA DE VERIFICACIÓN DE PRESUPUESTOS 
Se ha afirmado911 que así como en relación a cuestiones de justicia y 
equidad se ha entendido que las mismos partían de unos supuestos éticos 
que carecían de validez intersubjetiva y por tanto no eran objetivos sino 
variables según la persona, la Economía del bienestar y en ella la idea de 
eficiencia se han sustentado en la idea de bienestar cuya veracidad no se ha 
cuestionado de la misma manera.  Es decir, admitiendo que los modelos o 
construcciones científicas pueden ser de dos clases, los que definen 
relaciones entre hechos (ciencia positiva), y los que definen relaciones entre 
situaciones hipotéticas (aquí entrarían las proposiciones normativas entre 
las que están la Economía Política y la Economía del bienestar), se reconoce 
que el procedimiento para verificar una teoría positiva consiste en verificar 
sus conclusiones y el procedimiento para verificar una teoría normativa 
consiste en verificar sus presupuestos. En el caso de la Economía del 
bienestar por ejemplo habría que comprobar la veracidad del concepto de 
bienestar del que parte, de sus supuestos éticos, del objetivo político 
adoptado, etc., y no bastaría por tanto con comprobar la veracidad de las 
condiciones de hecho.  En efecto, se ha elaborado una teoría científica 
basada en la idea de bienestar, vinculada con el llamado "óptimo paretiano" 
y apoyada en una serie de supuestos que se suponen mayoritariamente 
aceptados y que se admiten como verdaderos. Ya hemos ido adelantando al 
respecto por qué la idea de bienestar representa un criterio de medida que 
deja fuera de su consideración facetas del hombre que son irrenunciables, 
también para la Economía.  
                                      
911 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit.,  pp. 196 y ss. En 
todo caso, para verificar los presupuestos éticos de proposiciones de carácter normativo hay 
que emplear también un método diferente al que se emplea en la verificación de  
conclusiones científicas de carácter positivo. Esto es así porque los valores a los que va 
referida la ciencia normativa, no son observables, no forman parte de la experiencia 
entendida ésta exclusivamente como experiencia sensorial, forman parte de la experiencia 
entendida en un sentido más amplio, a partir de datos o elementos que "se dan" al hombre 
desde fuera, no siempre observables pero sí cognoscibles, aprehensibles... 





Una cierta postura crítica respecto a la cuestión anterior es la que deja 
traslucir H. ROSEN912 en algunos de sus comentarios. "La Economía del 
bienestar se basa en una filosofía social individualista. No presta mucha 
atención a los procesos utilizados para alcanzar los resultados. Así pues, 
aunque proporciona un marco coherente y útil para analizar la política, la 
Economía del bienestar es polémica". Comenta asimismo que su punto de 
vista es individualista en cuanto que se concentra en las utilidades de los 
individuos aisladamente considerados y en el criterio que cada uno pueda 
tener acerca de lo que le produce felicidad o satisfacción. Es decir, parece 
criticar el que la medición de la utilidad social no tenga en cuenta otra idea 
de bienestar que la suma de las individuales. Por otra parte, como ya 
apuntamos para el caso de OKUM, se pregunta por la validez de los criterios 
subjetivos para determinar lo que es satisfactorio o bueno. Otra limitación 
que apunta sobre la Economía del bienestar es el hecho de centrar su 
preocupación en la consecución de un resultado en términos de asignación 
(nosotros lo hemos denominado consecuencialismo), con independencia de 
cómo se llega al mismo: no se valora por ejemplo la existencia de libertad 
en la toma de decisiones. Por su parte las funciones de utilidad marginal 
individuales que se toman como referencia dentro del ámbito de la 
Economía del bienestar dependen únicamente de la renta. Este punto de 
partida es ya de por sí muy limitativo cuando desde un punto de vista 
antropológico, acerca de cómo es el ser humano, hay cada vez más indicios 
                                      
912 ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  pp. 74-76. Rosen demuestra con 
frecuencia su visión crítica de los presupuestos "antropológicos" que se mantienen en un 
análisis económico determinado como cuando afirma que es imposible saber si todos los 
individuos obtienen la misma satisfacción del consumo de los bienes (tienen la misma 
función  de utilidad). No obstante, su crítica no le lleva mucho más lejos pues afirma 
"aunque no se pueda probar que la gente obtenga la misma utilidad de cantidades de renta 
iguales, esta es una conjetura razonable. Después de todo, si en general la gente no difiere 
de forma disparatada en sus características observables-peso, altura, etc.-¿Por qué debieran 
ser diferentes sus funciones de utilidad?". También comenta la objeción al hecho de que la 
utilidad marginal de la renta sea decreciente, aunque sí sea más plausible que esto ocurra en 
relación al consumo. Si las funciones de utilidad marginal de la renta fueran constantes y 
horizontales para cada nivel de renta, en una redistribución lo que uno pierde coincide con lo 
que otro gana, por lo que si se busca maximizar el bienestar social las políticas públicas no 
tendrían nada que hacer. Ibídem. pp. 82-83. Llama la atención que Rosen compare las 
posibles diferencias físicas entre las personas con sus diferencias en materia de preferencias, 
escala de valores, etc…. Revela, en nuestra opinión, una postura un tanto materialista.   





de que el nivel de renta no es un parámetro determinante de la felicidad o 
el bienestar. Si por ejemplo la felicidad personal no dependiera tanto de la 
renta como se supone en estos análisis, las curvas de utilidad marginal de 
la misma serían bastante horizontales por lo que los incrementos en la 
satisfacción derivados de las redistribuciones de renta sería mucho 
menores. En definitiva, en estos comentarios se intuye una crítica implícita 
a esos presupuestos de una teoría, la Economía del bienestar, que 
proporciona la base para la mayor parte del trabajo normativo de la 
Hacienda Pública.   
 NO CONTEMPLA ASIGNACIONES DESINTERESADAS  
Por su parte, los fines contemplados en las asignaciones cuya eficiencia se 
valora raramente hacen referencia a bienes comunes que trasciendan los 
intereses individuales, y cuando lo hacen se encuentran con las mismas 
limitaciones que para el caso general derivan del modelo antropológico de 
referencia. Así, aunque no es corriente reconocer en la literatura económica 
referencias explícitas a la cuestión del hombre como ser relacional, sí que 
podemos encontrar afirmaciones relativas a la acción de donar de forma 
desinteresada por parte de un sujeto. Por ejemplo MUSGRAVE913, antes de 
reconocer que las utilidades individuales pueden ser interdependientes 
afirma: "Los humanos, como se dijo anteriormente, son seres sociales, y 
sus satisfacciones no se obtienen de modo aislado". Ello le permite afirmar 
que una redistribución de rentas puede tratarse en términos de "óptimo de 
Pareto" pues con una donación voluntaria "alguien gana y nadie pierde". No 
obstante, en su opinión, esta forma de redistribución debe ser matizada: se 
produciría solo a partir de que el consumo del donante ha alcanzado "un 
nivel relativamente alto" y además el estado de distribución final resultante 
"depende del que prevalecía con anterioridad al ajuste", por lo que esta 
"redistribución secundaria" difiere de la cuestión más básica de cómo 
determinar el estado previo de distribución. Una tercera matización o límite 
                                      
913 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., pp. 144-
145. 





a la redistribución voluntaria es el hecho de que realizada de forma general 
y anónima, para reducir en general la desigualdad se encontraría con un 
problema similar al que encuentra la provisión de bienes sociales: la utilidad 
de tal donación dependería de las donaciones efectivas de terceros y se 
produciría además el fenómeno del "usuario gratuito". Esta es una razón 
más que encuentra MUSGRAVE para utilizar los impuestos como medida 
redistributiva.  
En nuestra opinión, las limitaciones apuntadas acerca de las redistribuciones 
voluntarias derivan de la propia caracterización del agente económico 
utilizado por la economía ortodoxa, así como de su insistencia en el uso del 
presupuesto optimizador. Este modelo de persona al que se refiere 
MUSGRAVE contiene  claros signos del individualismo, derivados del hecho 
de afirmar que las donaciones se producen solo desde niveles de consumo 
relativamente altos (primero yo, luego los otros) o que la utilidad de una 
donación depende de las donaciones que hagan otros. Sin embargo,  ¿es la 
utilidad el objetivo buscado al hacer una donación, o es simplemente una 
consecuencia derivada de la misma y no buscada directamente?  
Por otro lado, la pregunta acerca de cuál es el papel de la Economía en todo 
este ámbito parece haber sido planteada desde dentro de la propia 
disciplina. Así A. MARSHALL después de haber observado que "los hombres 
son capaces de servir una causa no egoísta mucho más a menudo de 
cuanto pueda creerse" declara: "el objetivo supremo del economista es el 
descubrir cómo este bien que está latente pueda ser desarrollado más 
deprisa y pueda ponerse a producir de un modo más inteligente"914. Las 
reflexiones de MARSHALL son coherentes con el modelo de hombre como 
ser social que venimos proponiendo pues la forma en la que se construye la 
identidad de la persona y su carácter constitutivamente relacional  hacen de 
las relaciones interpersonales una pieza clave del bienestar del hombre. En 
estas relaciones el valor se encuentra en la relación en sí misma, por lo que 
                                      
914 A. MARSHALL: Principios de economía. 1890, p.9. citado por ZAMAGNI, STEFANO: 
Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico … op. cit., p. 12. 





les son aplicables unos principios que son distintos a los que pueden 
encontrarse en el de intercambio de equivalentes. Así por ejemplo, aunque 
las relaciones de reciprocidad exigen cierto equilibrio entre lo que uno da y 
lo que espera obtener, esto puede variar según estén presentes 
disposiciones morales como la simpatía, la solidaridad o la benevolencia. 
Por otro lado “hay mucha más libertad en la reciprocidad que en el 
intercambio de equivalentes" pues en el primer caso la transferencia que 
hace el sujeto es absolutamente voluntaria e independiente de la del otro 
sujeto915.  
H. ROSEN916 también apunta el hecho de que una redistribución de renta 
podría ser pareto-eficiente si la utilidad de un individuo no dependiera 
únicamente de su renta, y nosotros añadimos que podría ser más eficiente 
todavía si el propio sujeto tuviera la libertad de elegir y realizar esa 
redistribución voluntaria respecto de la que ROSEN muestra, a pesar de 
todo, tantos recelos. 
El concepto paretiano de eficiencia es por otro lado un concepto de carácter 
estricto917, pues está formulado de tal forma que permite separar dos de los 
problemas básicos a los que trata de dar respuesta la Economía: el de la 
asignación de factores y bienes y el de la distribución de renta y riqueza. Es 
decir, la eficiencia entendida en el sentido de Pareto tiene en cuenta 
únicamente la cuestión de la asignación y deja al margen el de la 
distribución de renta y riqueza.  
 
                                      
915 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico…  op. cit., 
pp. 36-46. 
916 ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  pp. 84-85. No obstante Rosen 
menciona varias razones que hacen recomendable que esta redistribución la dirija el sector 
público mediante políticas públicas: porque la redistribución tiene efectos externos (fallo de 
mercado-redistribución como bien público) y suele existir falta de información sobre cómo 
hacerla, porque de forma voluntaria no se llegaría al nivel de redistribución considerado 
eficiente, básicamente. 
917 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., p. 88. 





 AUSENCIA DE CONEXIÓN ENTRE EFICIENCIA PARETIANA Y 
JUSTICIA 
La distribución de la renta derivada de una economía eficiente en el sentido 
de Pareto puede no ser considerada como conveniente o equitativa y 
justificar por ello una intervención pública destinada a su modificación. De 
aquí se deduce de forma inmediata que la eficiencia económica paretiana no 
está vinculada necesariamente a consideraciones de equidad. STIGLITZ918, 
en sintonía con las corrientes ya comentados en torno a la legitimación 
estatal en la realización de la justicia, reconoce como objetivo fundamental 
del Estado la alteración en la distribución de la renta, y admite después que 
en las actuaciones públicas a ello dirigidas existe una disyuntiva entre la 
eficiencia económica y la equidad. Esta disyuntiva se encuentra en el núcleo 
de muchas políticas públicas, es decir, el Estado debe decidir si actuar de 
forma que se fomente la eficiencia económica a costa de perder en equidad 
en la distribución de la renta o por el contrario buscar esta última a costa 
perder en eficiencia. Para ello es fundamental poder responder básicamente 
a dos preguntas: cuánta eficiencia se pierde en cada caso y cuánta equidad 
se gana a cambio. Para ello analiza las herramientas de que disponen los 
economistas en orden a mediar ambas cuestiones. 
 EL CONSENTIMIENTO COMO FUNDAMENTACIÓN 
Se ha señalado del criterio paretiano de eficiencia su importancia como 
criterio neutral que no incurre en la problemática comparación interpersonal 
de utilidades. De ahí que se haya atribuido a este concepto de eficiencia una 
fundamentación basada en el consentimiento (fundamentación kantiana), 
puesto que solo se puede saber si una situación es superior a otra si nadie 
se opone al cambio y alguien, al menos uno, desea ese cambio919.  
                                      
918STIGLITZ, JOSEPH E.: La economía del sector público. op. cit., pp. 111 y ss. 
919 HIERRO, LIBORIO L.: Justicia, igualdad y eficiencia. Centro de estudios Políticos y 
Constitucionales. Madrid. 2002.p. 68. 





Este concepto de eficiencia puede afirmarse que es individualista en un 
doble sentido920, en cuanto que solo se ocupa del bienestar de la persona 
individualmente considerada sin atender a su bienestar en relación al del 
resto, y en cuanto que para evaluar ese bienestar solo tiene en cuenta la 
percepción de cada persona sobre su propio bienestar. Según esto, un 
cambio en la distribución de los bienes que mejorara la situación de los más 
favorecidos en términos de renta sin modificar la de los menos favorecidos 
sería considerada una mejora de la eficiencia en sentido de Pareto. Es decir, 
el concepto de eficiencia paretiana no es sensible a la cuestión de la 
desigualdad entre las personas. Asimismo un cambio en la distribución que 
permitiera el consumo de bienes perjudiciales para la salud física o 
psicológica de algunos ciudadanos sería calificado de mejora paretiana 
siempre que los afectados percibieran el cambio como positivo aunque fuera 
desde un punto de vista absolutamente subjetivo y ajeno a la realidad de 
sus consecuencias.  
La primera razón por la que puede considerarse a la eficiencia paretiana 
como individualista, es decir, el hecho de que no permita comparar entre sí 
situaciones óptimas porque no tiene en cuenta lo relacional sino únicamente 
la suma de situaciones individuales, ha llevado a algunos economistas a 
despreciarlo como criterio normativo921. En otras ocasiones, después de 
reconocer su virtualidad como criterio de “eficiencia social”, se ha señalado 
que se trata de “un test débil del bienestar social, ya que no tiene en cuenta 
la distribución mejor o más justa de la renta. Es posible que para que una 
asignación de los recursos sea ideal sea una condición necesaria que se 
                                      
920 STIGLITZ, JOSEPH E.: La economía del sector público. op. cit.,  pp. 71 y 72. 
921 Entre otros: BUCHANAN, ALLEN: “Ethics, Efficiency and the Market”, Rowman&Allanheld, 
New Jersey, 1985, pág. 9 y  SEN, AMARTYA: “Sobre ética y economía”, Alianza editorial, 
Madrid, 1989, pág. 51; citados por  HIERRO, LIBORIO L.: Justicia, igualdad y eficiencia. op. 
cit., p. 21, del segundo de los cuales incluye el comentario siguiente: “En la pequeña caja en 
la que se confinó a la Economía del bienestar dónde la optimalidad de Pareto era el único 
criterio de valoración y el comportamiento egoísta la única base de la elección económica, las 
posibilidades de decir algo interesante se hicieron extremadamente pequeñas”) 





lleven a cabo todas las mejoras en el sentido de Pareto, es decir, que se 
elimine todo el despilfarro. Sin embargo, no es suficiente”922. 
 CRÍTICA A LAS CRÍTICAS 
El grueso de las críticas al criterio de eficiencia paretiano se centra en que 
se trata de un criterio valorativo que no tiene en cuenta la cuestión de la 
distribución de la renta. Se trata de una crítica que, aun pudiendo estar 
justificada, participa en nuestra opinión de la cortedad de visión de la 
cultura moderna en cuanto al diagnóstico de los males sociales. Además, al 
igual que ocurriera en el caso del redistribucionismo moderno para el caso 
de los impuestos, el desarrollo del igualitarismo, entendida la igualdad como 
igualdad exterior y con ello como igualdad en el consumo, y del papel de la 
Economía Política, la desigualdad en materia de renta se convierte en la 
gran legitimadora de la intervención pública, distrayendo con ello la 
atención de la responsabilidad social de los grupos e instituciones 
intermedios y de los propios individuos. Entre los parámetros del esquema 
anterior se mueven muchas propuestas dirigidas a encontrar una solución 
de compromiso entre la eficiencia económica y la intervención pública, 
propuestas que carecen de las herramientas conceptuales, filosóficas y 
antropológicas, para ahondar en las razones del problema y proponer 
soluciones más creativas923.  
Por el contrario, no es frecuente encontrar críticas al criterio paretiano de 
eficiencia que cuestionen las limitaciones antropológicas de un índice de 
medida como el del bienestar. Esto es, críticas que saquen a la luz la 
                                      
922 SLOGAN, JOHN: Introducción a la microeconomía. op. cit.,  p. 428. 
923Entre otros puede verse: KUTTNER, ROBERT: "Economía social de mercado y eficiencia 
económica". Leviatán. Revista de hechos e ideas nº 77-78. 1999. pp. 119-124. Utilizando 
frecuentes comparaciones entre países con distinto grado de regulación en los mercados y 
protección social, trata de mostrar cómo la eficiencia económica no está reñida con una 
cierta regulación en los movimientos de capital o en el mercado laboral, un Estado de 
bienestar que asegure servicios sociales y prestaciones públicas, una política de ayudas a los 
países subdesarrollados o una mayor valoración de la economía real sobre la financiera. 
Concluye abogando para que los gobiernos progresistas se unan "para asumir de una vez por 
todas la tarea de imponer la economía social de mercado en nuestros países". En nuestra 
opinión se trata de una mirada sobre el mercado dirigida a compensar sus excesos y efectos 
adversos desde fuera, desde la intervención regulatoria, sin ser un poco más ambicioso en 
dirigirse al problema antropológico y cultural subyacente. 





pobreza valorativa de un modelo basado en que un colectivo humano 
subjetiva e individualmente decide por unanimidad que un cambio 
asignativo no perjudica al bienestar de nadie.  En el camino vuelve a 
quedarse el intento de utilizar un índice más representativo de la bondad de 
una asignación de bienes que vaya más allá del bienestar psicológico o 
material subjetivo que produce en los individuos. Un índice capaz de 
incorporar en el papel de la economía la constante pregunta por la posible 
existencia de unos fines objetivos, compartidos y comunes y por los 
posibles contornos del bien común en cada situación espacial y temporal 
concreta.  
b) Eficiencia impositiva y Estado de bienestar 
A continuación se apuntan las notas fundamentales del principio impositivo 
de eficiencia económica que, como fácilmente puede intuirse por sus 
antecedentes, ha sido principalmente pensado, analizado y desarrollado 
más por hacendistas y economistas que por la doctrina dogmática tributaria 
en sentido estricto. Así, la cuestión impositiva, no solo desde el punto de 
vista de sus efectos económicos en la actividad económica sino desde su 
papel como herramienta de intervención pública, ha atraído poderosamente 
la atención de la doctrina y se ha ido configurando sobre las bases 
conceptuales aportadas, primero por el marginalismo y más tarde por la 
economía neoclásica y por la llamada síntesis neoclásica-keynesiana. Por 
ello, conceptos como utilidad-coste marginal, preferencias subjetivas, 
bienestar, incentivos, eficiencia paretiana, etc., forman parte de las 
herramientas conceptuales con las que se definen los contornos del principio 
impositivo de eficiencia económica de la misma forma que lo hacen los 
modelos antropológicos que les sirven de referencia. Veámoslo ahora con 
un poco más de detalle. 
El análisis del principio impositivo tiene aquí por fuerza que ser sintético 
dentro del marco histórico al que concretamente nos estamos refiriendo, 
marco que abarca básicamente el grueso del siglo XX hasta bien entrada su 





segunda mitad924. En este periodo se consolida el principio impositivo de 
eficiencia para pasar a jugar un papel fundamental en los desarrollos 
doctrinales y reformas legislativas del siguiente periodo histórico que hemos 
llamado Postmodernidad. 
 RAZÓN ECONOMICA DEL ESTADO 
Inicialmente, y con objeto de conocer el fundamento que desde el punto de 
vista económico se le la da a la intervención estatal, y de situar con ello en 
su contexto a los impuestos y su eficiencia, nos referimos a lo que podría 
llamarse la razón económica del Estado y su proyección en las políticas 
públicas de asignación, distribución, estabilización y crecimiento.  
MUSGRAVE se refiere a ello después de afirmar que el mecanismo de 
mercado no puede ejecutar por sí solo todas las funciones económicas, 
concluyendo en la necesidad de que exista una política pública para guiarlo, 
corregirlo y complementarlo en determinados aspectos. Seguidamente 
afirma: "Es importante caer en la cuenta de este hecho, dado que ello 
implica que la adecuada dimensión del Sector público es, en un grado 
significativo, una cuestión técnica más bien que ideológica"925. Después, 
desarrolla los distintos motivos y fallos de mercado que justifican la ya 
                                      
924 Las primeras aportaciones relevantes sobre el tema de la imposición eficiencia sobre la renta 
se deben a Edgeworth (1859-1897) y bajo los supuestos en los que se sustentaba su 
propuesta los impuestos deberían establecerse de tal manera que la distribución posterior 
dela renta fuese los más igualitaria posible, es decir, apoyaba la utilización de una estructura 
impositiva radicalmente progresiva. No obstante, las limitaciones de esta aportación 
derivaban de las propias limitaciones contenidas en los supuestos del modelo: igual utilidad 
marginal de la renta para todos los individuos y únicamente dependiente de la renta, 
cantidad fija total de renta (sin tener en cuenta los efectos del impuesto sobre la oferta de 
trabajo y la posible reducción de la renta total...). Introduciendo en el modelo la posibilidad 
de elección entre renta y ocio, bajo un sistema lineal de imposición sobre la renta (con 
trasferencia para rentas nulas y tipo proporcional para positivas), suponiendo un bajo grado 
de sustitución entre ocio y trabajo y unas necesidades públicas del 20 % de dela renta Stern 
(1976) estimó que un impuesto del 19% maximizaba el bienestar social. En general a mayor 
elasticidad de la oferta de trabajo mayor exceso de gravamen y mayor coste en términos de 
eficiencia para una redistribución de renta. Estudios sobre sistemas tributarios con tasas 
marginales no constantes concluyeron que para maximizar el bienestar social el tipo 
impositivo marginal del límite superior de la escala de renta debería ser cero. Rosen comenta 
más adelante el contraste que existe entre estas conclusiones y los sistemas de impuestos 
sobre la renta existentes en los Estados modernos en los que se tienden a gravar estas 
rentas con marginales elevados. Cfr. ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. 
cit.,  pp. 287-290. 
925 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit.,  p. 6. 





mencionada necesidad de que exista una cierta política centralizada 
(asegurar condiciones de competencia en mercados, estructura legal y 
regulatoria, mercados ineficientes, bienes no de mercado, externalidades, 
redistribución de renta, nivel de empleo-estabilidad de precios-crecimiento 
no asegurados por mercado....). Con ello justifica la clasificación de las 
políticas públicas en las cuatro funciones básicas ya apuntadas926. 
MUSGRAVE parece justificar la intervención pública en materia económica 
sobre la base de que existen fallos en el mercado. De hecho, parece 
fundamentar incluso algunas de sus funciones (función de asignación y 
estabilización) en motivos de carácter técnico más allá de posibles razones 
ideológicas o filosóficas, como si de explicitar la neutralidad de la Hacienda 
Pública se tratara. En materia de redistribución, sin embargo, sí que 
reconoce la referencia obligada a un criterio externo sobre distribuciones de 
renta consideradas justas por distintos sistemas filosóficos. La respuesta 
ante los fallos de mercado, su evitación, compensación o reducción, parece 
constituirse como fin u objetivo de referencia cuando se analizan las 
intervenciones públicas, también las relativas a la obtención de sus ingresos 
y en particular en el principio de eficiencia en los tributos.  
 AUSENCIA DE OBJETIVO COMÚN CON LA EQUIDAD IMPOSITIVA  
Una primera reflexión que suscita este objetivo es el hecho de que el 
principio impositivo de eficiencia no debería considerarse de forma 
autónoma en el ámbito tributario, sino dentro de una teoría completa sobre 
el impuesto justo y orientado al mismo fin que el principio impositivo de 
justicia: el bien común. En definitiva, se trata de dos principios que se 
complementan y que están destinados a concretar el reparto de las cargas 
públicas y la protección del orden económico y social. Esto sin embargo no 
ocurre así. La influencia del utilitarismo, los modelos antropológicos 
individualistas y las limitaciones que se le atribuyen al acto de conocer 
respecto de las cuestiones teleológicas, del hombre o de la sociedad, hacen 
implanteable una pregunta por lo común que vaya más allá de la mera 
                                      
926 Ibídem., pp. 8-23. 





adición del bienestar o interés material de un colectivo desestructurado, al 
menos desde el punto de vista del principio de eficiencia. Por su parte, el 
principio impositivo de equidad se encuentra embarcado en su propia 
cruzada por la justicia que le propone el Estafo benefactor, multiplicando los 
fines del Derecho y ganando su legitimidad a partir de la redistribución de 
rentas927. Por el camino, entre el nominalismo y el positivismo formalista, 
ha quedado vacío de sentido el propio concepto de bien común, ya lo vimos 
con anterioridad. No es de extrañar que ambos principios, dirigidos hacia 
objetivos diversos, inspirados incluso desde distintas disciplinas y sin un 
modelo de hombre y de sociedad comunes, se conduzcan por senderos no 
concurrentes y con frecuencia en dirección opuesta. El principio impositivo 
de eficiencia, al igual que ocurre con el concepto económico de eficiencia 
paretiana, no tiene por qué considerar cuestiones de equidad. Más adelante 
veremos en profundidad esta relación de conflicto y falta de entendimiento 
entre ambos. 
 CONFIGURACIÓN DE LA EFICIENCIA ECONÓMICA IMPOSITIVA 
Con el fin de ordenar las notas que siguen conforme a un criterio que facilite 
el análisis, vamos a utilizar como hilo conductor los desarrollos aportados 
por MUSGRAVE928 a propósito de los principios o requisitos deseables de un 
                                      
927 Aunque esta cuestión se vio con mayor profundidad anteriormente, incluimos una referencia 
doctrinal que describe en pocas palabras lo que estamos analizando. Cfr. VALDÉS COSTA, 
RAMÓN: Curso de Derecho Tributario, T. I. (sin editorial). Montevideo. 1970. p. 138. “Debe 
señalarse que la capacidad contributiva, base del principio de igualdad ante la ley, está en la 
actualidad perdiendo terreno frente a otros intereses generales también de base 
constitucional, como son la mejor organización económica y social. En este aspecto la 
tributación aparece como un instrumento fundamental para obtener una distribución más 
equitativa de la riqueza y para acelerar el proceso de desarrollo económico. Se trata de 
intereses opuestos que el Estado debe armonizar en la búsqueda de soluciones que 
contemplen las finalidades de bienestar general, característica de la organización política 
contemporánea.” 
928 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., pp. 427-
448. La formulación moderna del principio de eficiencia impositiva, en algunos de sus 
elementos ya presente en Dupuit, puede atribuirse a Marshall y a su concepción de 
excedente del consumidor, desde la cual se desarrolla el concepto de exceso de gravamen. 
Fue en 1927 cuando Ramsey sentó las bases de la teoría de la imposición óptima definiendo 
un criterio de referencia: los tipos impositivos óptimos son aquellos que dan lugar a una 
reducción equiproporcional en el consumo de todos los bienes. Esta línea de investigación fue 
seguida por Hotelling, Little, Diamond y Mirrless, siendo Harberger el que inició los estudios 
sobre la medición empírica del exceso de gravamen. 





sistema tributario ideal. Es decir, al igual que ocurriera con los escolásticos 
primero o los economistas y hacendistas clásicos después, la cuestión de los 
requisitos o principios predicables de un tributo ha sido una cuestión 
recurrente en las aportaciones doctrinales en torno a la realidad tributaria. 
Este análisis previo de los principios de un sistema tributario, como análisis 
sobre el “deber ser”, parece derivarse, en nuestra opinión, de un 
reconocimiento implícito sobre la necesidad de encontrar el mejor modo de 
ser de un tributo, como si de definir su “naturaleza necesaria” se tratara. 
Aunque no fuera eso exactamente lo que MUSGRAVE tuviera como 
referente, al menos era a lo que aspiraban los escolásticos cuando 
definieron las notas esenciales que hacían al tributo moralmente obligatorio, 
incluido su fin.   
 INEFICIENCIA COMO EXCESO DE CARGA  
Decíamos que MUSGRAVE, al repasar esos cánones o principios del sistema 
tributario ideal, cita en segundo lugar el principio que podríamos identificar 
con el de eficiencia económica. La razón por la que la eficiencia económica 
se encuentra relacionada con la cuestión impositiva puede explicarse de una 
manera muy simple, como lo hace MUSGRAVE929 al afirmar que el proceso 
de tributación es costoso, es decir, la carga que se coloca sobre la economía 
es superior a lo que recauda la Administración. El exceso de carga fiscal que 
produce un sistema impositivo por encima de lo que se recauda remite de 
forma directa a una cuestión de eficiencia (o ineficiencia) económica.  
Esta estrecha vinculación entre tributos y eficiencia explica la virtualidad del 
principio de eficiencia económica en cuanto que ambas cuestiones están 
naturalmente relacionadas. Es decir, analizar un sistema impositivo o un 
tributo desde un punto de vista normativo, del deber ser, no podría dejar 
sin abordar la cuestión de sus efectos en materia de eficiencia o de los 
costes derivados de su aplicación más allá de la mera traslación de recursos 
desde la economía privada a la pública. También estuvieron con ello de 
                                      
929 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., .p. 427, 
nota al pié. 





acuerdo los clásicos, aunque, como en el caso de MUSGRAVE, dejaron de 
hacer explícita la cuestión del fin como foco iluminador de esta tarea 
normativa. 
Por otra parte no es casualidad que el principio impositivo de eficiencia haya 
cautivado la atención de los economistas pues, en palabras de alguno930, los 
sacrificios (o tradeoffs) son su materia central de estudio. En particular, el 
coste que un sistema tributario produce en una economía más allá del 
importe efectivamente disponible para fines públicos (exceso de carga 
fiscal) tiene básicamente dos orígenes: los costes de administración y 
cumplimiento que genera la actividad recaudatoria propiamente dicha y las 
distorsiones que el impuesto puede provocar sobre las elecciones de las 
economías familiares y sobre los procesos de producción de bienes. 
MUSGRAVE considera más sutil el segundo de estos dos efectos. Como 
puede apreciarse, la mayor o menor eficiencia impositiva queda vinculada, 
de forma paralela a como lo hacía la utilidad o el bienestar en el caso del 
consumo, con la idea de carga o gravamen. Sería como si se identificara el 
impuesto con el reverso del bienestar individual, perdiendo además de vista 
su fin, como lo hacía el análisis de asignaciones pareto-eficientes, en toda 
valoración de eficiencia impositiva.  
Esta idea de eficiencia impositiva es abordada por MUSGRAVE931 al referirse 
al concepto de carga tributaria y al hecho de que la misma no tiene por qué 
coincidir con los ingresos recaudados. Una de las cuestiones que explica esa 
diferencia, adelantábamos antes, es el exceso de gravamen o coste de 
eficiencia, además de los costes de administración y cumplimiento. El 
exceso de gravamen es igual al importe de la carga fiscal que supera a los 
ingresos recaudados. Esta pérdida de eficiencia o gravamen adicional no 
estrictamente monetario es consecuencia de que el impuesto interfiere en 
las decisiones de los agentes económicos. El cambio de comportamiento 
                                      
930 OKUM, ARTHUR M: Equality and efficiency. The big tradeoff. op. cit., p. 1. (Traducción 
propia). 
931 MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., pp. 363-
364 y 427-448. 





provocado por la presencia del impuesto ocasiona una carga derivada de la 
menor satisfacción que experimenta el consumidor, por ejemplo, o de una 
menor productividad de una empresa. Así, en la medida en que el pago de 
un impuesto se hace depender de un índice de capacidad económica (renta, 
consumo o riqueza), éste interferirá en las decisiones que se hubieran 
tomado de no existir dicho impuesto. La influencia en la toma de decisiones 
puede afectar, en el ámbito de las economías domésticas, básicamente a 
tres ámbitos: consumir unos bienes u otros, consumir ahora o en el futuro, 
y dedicar el tiempo al ocio o al trabajo. Normalmente el análisis de los 
efectos impositivos en términos de pérdida de eficiencia se realiza desde un 
enfoque de equilibrio parcial analizando uno de esos tres ámbitos y 
considerandos fijos los otros dos932.  
En éste entorno se puede definir el principio impositivo de eficiencia como la 
exigencia genérica de que los impuestos no alteren en lo sustancial el 
equilibrio eficiente que alcanzaría un mercado competitivo, refiriéndose 
también a esta circunstancia  con la idea de neutralidad impositiva. No es 
extraño que este principio pueda plantear un conflicto respecto al principio 
de equidad si la aplicación más generalizada de éste último, el principio de 
capacidad de pago, se aleja del criterio de asignación más parecido al 
vigente para el mercado de bienes privados como sería el principio del 
beneficio.  
                                      
932 Puede distinguirse entonces entre: INEFICIENCIA EN LAS ELECCIONES DE CONSUMO: la 
pérdida de eficiencia que provoca un impuesto que recae sobre el consumo de un bien se 
produce porque la disminución que experimenta el excedente del consumidor (lo que estaría 
dispuesto a pagar sobre lo que paga realmente por ese bien) es superior a la cantidad 
recaudada en concepto de impuesto. Es decir, la pérdida de satisfacción que produce la 
variación en la demanda de un bien al introducir un impuesto es mayor que la cuantía del 
impuesto recaudado. El exceso de gravamen será mayor cuanto más elástica sea la demanda 
del bien. El efecto del impuesto es mayor al que se deriva directamente del pago del mismo; 
INEFICIENCIA EN LAS ELECCIONES ENTRE EL OCIO Y EL TRABAJO: En este caso como en el 
anterior, el excedente del oferente-trabajador (lo que excede la masa salarial recibida sobre 
la que hubieran estado dispuestos a recibir los trabajadores para esa cantidad de trabajo) se 
reduce más del importe que se ingresa en concepto de impuesto, es decir, la pérdida de 
renta que se experimenta por el trabajador es mayor que el importe del impuesto que se 
recauda. INEFICIENCIA EN LAS ELECCIONES ENTRE CONSUMO PRESENTE Y FUTURO: El 
excedente del ahorrador (renta percibida por el ahorrador) disminuye más que el importe 
ingresado en concepto de impuesto. MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B.:Hacienda pública 
teórica y aplicada, op. cit.,  pp. 363-364 y 427-448. 





En general el exceso de gravamen aumenta al incrementarse el tipo 
impositivo aplicable y puede llegar a ocurrir que se incremente el coste de 
eficiencia y se reduzca además la recaudación impositiva. Desde un enfoque 
de equilibrio general se puede apreciar asimismo cómo la existencia de un 
impuesto impide que puedan cumplirse las condiciones que aseguran la 
eficiencia en la elección entre productos alternativos, entre renta y ocio y 
entre consumo presente o futuro.  
El exceso de gravamen es analizado por ROSEN933 en un sentido muy 
similar al de MUSGRAVE y se produce porque el impuesto interfiere en las 
condiciones de igualdad que han de cumplirse en asignaciones de recursos 
pareto-eficientes. La idea en síntesis es que la existencia de un impuesto 
modifica por ejemplo el plan de consumo y que puede existir exceso de 
gravamen aunque la introducción de un impuesto no modifique el 
comportamiento observado. Cuando se introduce un único impuesto el 
exceso de gravamen es proporcional a la elasticidad compensada de la 
demanda y al cuadrado de la tasa impositiva. 
En general, y respecto de los impuestos que recaen sobre las economías 
domésticas (sobre el consumo y sobre la renta), un impuesto selectivo 
sobre el consumo (impuesto de producto) interfiere en la elección entre 
productos, mientras que un impuesto general sobre el consumo no lo hace. 
A su vez, un impuesto sobre la renta interfiere entre consumo presente y 
futuro mientras que no lo hace un impuesto general sobre el consumo.  
Estos dos tipos de impuestos interfieren asimismo sobre la elección entre 
renta y ocio. En el ámbito de los impuestos que gravan la renta de las 
entidades, MUSGRAVE analiza cómo distintas cuestiones del diseño de un 
impuesto pueden provocar pérdida de eficiencia en los sistemas de 
                                      
933 ROSEN, HARVEY S: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  pp. 257-274. El impuesto sobre la 
renta infringe dos de las tres igualdades mientras que un impuesto diferenciado sobre 
mercancías por ejemplo  infringe las tres. Esto no significa que la imposición de la renta sea 
necesariamente más eficiente que la imposición diferenciada sobre las mercancías. Ello solo 
ocurre cuando la estructura subyacente de preferencias de los consumidores tiene una 
propiedad muy concreta. Rosen utiliza el concepto de "respuesta compensada"  referido al 
efecto sustitución y al efecto renta y las curvas de demanda compensada, para explicar el 
exceso de gravamen. 





producción. Por ejemplo, la existencia de un gravamen mayor o de mayores 
beneficios fiscales sobre un sector productivo puede hacer que la industria 
afectada sea más o menos intensiva en capital de lo que debería ser 
conforme a criterios de eficiencia productiva. Por otro lado, el tratamiento 
de las amortizaciones de activos como gasto deducible puede influir en las 
decisiones de compra de las empresas y con ello introducir un sesgo en el 
uso de la tecnología. También menciona los posibles costes de eficiencia 
que puede provocar la distinta consideración que en materia de 
deducibilidad tiene el coste financiero derivado de los fondos propios 
(dividendos) y el de los fondos ajenos (intereses). Habría otros muchos 
casos que podrían apuntarse, aunque estos son suficientes para ilustrar los 
posibles efectos secundarios de una medida fiscal aparentemente inocua. 
 RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE JUSTICIA  
Lógicamente, el exceso de gravamen se elimina cuando nos encontramos 
ante impuestos de suma fija o de capitación, pues en estos casos el agente 
no puede modificar su importe variando su conducta y por tanto no influyen 
en el comportamiento.  Este fenómeno ya fue reconocido con anterioridad, 
aunque no ha sido nunca aceptado como posible al atentar contra los 
requerimientos mínimos de los principios de igualdad y de capacidad 
económica. Por esta razón las aportaciones respecto del principio de 
eficiencia han partido siempre de su oposición inicial al principio de justicia 
y por ello de la búsqueda del mejor equilibrio posible entre ambos. Un 
conjunto eficiente de impuestos es por tanto aquel que distorsiona lo menos 
posible las decisiones económicas o que minimice el exceso de gravamen934. 
                                      
934 Las aportaciones sobre este particular son muy numerosas en la doctrina hacendística y 
económica y a pesar de su interés, no es necesario ahondar en las mismas para el objetivo 
que aquí nos hemos marcado. Como muestra apuntamos algunos análisis de ROSEN. Cfr. 
ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  pp. 279-283. Respecto de la 
imposición eficiente de las mercancías por ejemplo, si la capacidad de distorsión es mayor 
cuánto más elástica es la demanda de una mercancía, la imposición eficiente requiere que se 
grave con tipos impositivos más elevados a los bienes relativamente más inelásticos. Esta es 
la teoría implícita por ejemplo en la llamada regla de Ramsey aunque debería ser 
complementada con consideraciones de equidad. Por otro lado un impuesto a la misma tasa 
sobre todas las mercancías, incluido el ocio, es equivalente a un impuesto de suma fija y no 
tiene exceso de gravamen. Como el gravamen del ocio en sí mismo es imposible, se gravan 





 COSTES DE ADMINISTRACIÓN  
Por su parte, los costes de administración derivados de la actividad pública 
en cuestiones como la recaudación o el control posterior de los tributos son 
parte de un servicio público necesario. Como en toda actividad pública se 
debe buscar un nivel de calidad aceptable que pueda ofrecerse a un coste 
mínimo, es decir, que verifique criterios de eficiencia y se evite el 
despilfarro de recursos. Es por tanto en este punto dónde encuentra una 
aplicación directa el principio de eficiencia en los tributos. El nivel de calidad 
ofrecido por el servicio es en cambio una cuestión que debería venir 
determinada en opinión de MUSGRAVE por objetivos de equidad del 
sistema. Es decir, una estructura fiscal más equitativa puede exigir una 
mayor complejidad en el diseño de los tributos o una mayor actividad de 
comprobación o inspección del cumplimiento y por tanto mayores costes de 
administración. A esta relación entre incremento en los costes de 
administración por la búsqueda de mayor equidad se refiere MUSGRAVE con 
el término "transacción", en el sentido de que la mayor eficiencia económica 
sin referencia alguna a la equidad se conseguiría mediante la aplicación de 
                                                                                                                
sólo las mercancías con una misma tasa en lo que se llama "imposición neutral" (lo cual es 
equivalente a un impuesto sobre la renta) no siendo no obstante esta imposición neutral del 
todo eficiente. Sobre esta idea se asienta la propuesta de Corlett y Hague (1953) en el 
sentido de que la imposición eficiente requiere que se grave el bien complementario al 
trabajo (el ocio) a una tasa relativamente alta. En realidad se trataría de gravar a esa tasa a 
los bienes que tienden a ser consumidos conjuntamente con el ocio. En general la 
minimización del exceso de gravamen requiere que se establezcan los impuestos de modo 
que las demandas compensadas de todas las mercancías se reduzcan en la misma 
proporción y en el caso de bienes no relacionados implica que las tasa aplicadas se 
determinen en proporción inversa a las elasticidades de la demanda. Un análisis de la 
tributación familiar (impuesto sobre la renta que grava al mismo tipo marginal la renta de 
ambos cónyuges) bajo la perspectiva de la imposición óptima sugiere que las rentas del 
trabajo del marido, de oferta menos elástica, deberían gravarse con tasas superiores. Este 
planteamiento va en la misma dirección que la sugerencia basada en motivos de equidad y 
que apunta a reducir el gravamen de los salarios de las mujeres casadas; Otra referencia 
interesante puede verse en GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO: “Justicia y eficiencia 
impositivas  …”. op. cit.,  p. 206. Con el objetivo de mejorar la eficiencia en la imposición se 
ha estudiado la relación entre EFICIENCIA y ELASTICIDAD en la oferta o en la demanda: A 
partir de los planteamientos de H. George sobre un impuesto único sobre la propiedad de la 
tierra que permitiera redistribuir la renta sin afectar a la productividad, el economista inglés 
Ramsey concluyó que los impuestos menos distorsionadores, los más neutrales, eran los que 
incidían sobre sobre bienes cuyas ofertas y demandas fueran más inelásticas respecto al 
precio.  





un impuesto de capitación. Los costes de cumplimiento935 se definen como 
la valoración económica de la actividad de aplicación de los tributos que 
llevan a cabo los contribuyentes. Son costes normalmente superiores a los 
de administración y su existencia se encuentra motivada por razones de 
equidad. Es decir, el diseño de un sistema tributario en el que los impuestos 
sean objeto mayoritariamente de autoliquidación por parte de los 
contribuyentes permite adaptar mejor la carga fiscal a la capacidad 
económica real, y con ello dar mayor virtualidad al principio de equidad. 
Nuevamente aquí se produce una transacción entre la pérdida de eficiencia 
que se deriva de los costes de cumplimiento y las ganancia en equidad del 
sistema. 
 CONCEPTO DE EFICIENCIA IMPOSITIVA SEGÚN NEUMARK  
En su clasificación y análisis posterior de los principios impositivos 
configuradores de los sistemas fiscales modernos, F. NEUMARK936 no 
denomina expresamente a ninguno como principio de eficiencia. No 
obstante, este principio se encuentra presente en sus consideraciones por 
cuanto su objetivo es precisamente enunciar los principios que configuren 
un sistema fiscal justo y económicamente racional. La racionalidad 
económica937 y por tanto la eficiencia, son cuestiones que permanecen en el 
trasfondo de todos sus análisis. Para identificar los principios desarrollados 
por NEUMARK que pueden ser expresión del de eficiencia económica, puede 
tomarse como referencia el concepto de carga fiscal apuntado por 
MUSGRAVE  (pérdida neta de bienestar o utilidad provocada por la 
                                      
935 Los costes de administración son explícitos, fácilmente valorables y se encuentran ya 
incorporados como un coste presupuestario más. Los costes de cumplimiento en cambio 
deben de ser estimados y permanecen implícitos en el sistema tributario como una carga 
adicional que soportan los contribuyentes además de la del propio impuesto. 
936 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit.,  pp. 240-402. NEUMARK va 
desgranando a lo largo de la mayor parte de su obra los principios que tienen que ver tanto 
con la justicia, como con la suficiencia financiera y con la racionalidad o eficiencia económica. 
937 Para entender mejor el alcance de sus aportaciones es relevante referirse a alguna de sus 
hipótesis de trabajo relacionadas con esta cuestión: Neumark da por supuesta  “la 
racionalidad económica del mantenimiento de la propiedad privada, de la iniciativa 
empresarial individual, de la libre elección del consumo, de la libertad de movimientos de los 
factores de producción." NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., p. 240. 





recaudación impositiva), y las condiciones necesarias que requiere una 
asignación de bienes o recursos para ser eficiente en términos paretianos. 
Con este marco de análisis el principio de eficiencia económica en la 
imposición puede identificarse con los principios desarrollados por 
NEUMARK. 
Entre ellos pueden encontrarse principios relacionados con la intervención 
pública en la economía (contrarios a medidas dirigistas o de interferencia 
con la libertad económica), con la preservación de la competencia derivada 
de mercado o la potenciación del crecimiento económico, o principios 
relacionados con la forma de establecer los impuestos y de recaudarlos 
(básicamente para minimizar los costes de administración y 
cumplimiento)938. Son principios que resultan, una vez más, de la 
                                      
938 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit. De forma sintética los principios a los 
que nos referimos serían: EL PRINCIPIO DE EVITACIÓN DE MEDIDAS DIRIJISTAS según el 
cuál la política fiscal debe abstenerse de aquellas intervenciones en la economía de mercado 
que de manera no sistemática y fragmentaria favorezcan o perjudiquen a grandes o 
pequeños sectores de la vida económica en su evolución y/o en su estructura formal"(p. 
250); EL PRINCIPIO DE MINIMIZAR LAS INTERVENCIONES FISCALES EN LA ESFERA 
PRIVADA Y EN LA LIBERTAD ECONÓMICA DE LOS INDIVIDUOS en el sentido de reducir en lo 
posible las intromisiones fiscales en las condiciones privadas y personales y en la libertad de 
decisión de los individuos en tanto lo permitan los objetivos presupuestarios, de justicia, 
estabilización y crecimiento que se establezcan. (p. 275); EL PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD 
FISCAL respecto de la competencia, entendido como la ausencia de medidas fiscales que 
perjudiquen al mecanismo del mercado salvo que la intervención sea indispensable para 
provocar correcciones de los resultados de la competencia perfecta a las que por razones de 
rango superior se las considera necesarias, o para suprimir o atenuar algunas imperfecciones 
de la competencia. (p. 285) Neumark también menciona una aplicación del principio desde 
un punto de vista positivo en el sentido de que la política fiscal estimule la competencia 
cuando esta sea imperfecta por razones no fiscales (p. 281); el PRINCIPIO DE UNA 
IMPOSICIÓN ORIENTADA HACIA LA POLÍTICA DE CRECIMIENTO ECONÓMICO en el sentido 
de que la política fiscal tanto en su totalidad como en sus particularidades no produzca 
efectos que frenen el crecimiento y además pueda influir positivamente sobre el mismo en el 
caso de que la tasa de crecimiento a largo lazo quede por debajo de la que se considere 
adecuada. (p. 338). Por último se pueden citar una serie de principios que tienen relación 
con el de eficiencia económica en el sentido de que su no cumplimiento incrementa los 
llamados costes de administración y cumplimiento aunque no afecten directamente a las 
condiciones de asignación de recursos Pareto-eficientes: el PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA 
FISCAL en el sentido de que las disposiciones fiscales establezcan de forma clara, inteligible 
y precisa cuáles son los derechos y deberes de los contribuyentes (p. 366); el PRINCIPIO DE 
FACTIBILIDAD DE LAS MEDIDAS FISCALES en cuanto que la política fiscal, en sus objetivos y 
medidas, satisfaga la comprensión intelectual y las tendencias del políticas contribuyente 
medio así como las atribuciones y los medios materiales de los organismos de recaudación y 
control permitiendo con ello que sean eficaces y aplicables; el PRINCIPIO DE CONTINUIDAD 
DEL DERECHO FISCAL referido a la conveniencia de limitar en lo posible las modificaciones 
en la regulación fiscal tras largos periodos de tiempo y en el marco de reformas generales y 
sistemáticas (p. 388); el PRINCIPIO DE ECONOMICIDAD EN LA IMPOSICIÓN dirigido a 





constatación de que los impuestos pueden provocar efectos secundarios 
perjudiciales para la economía más allá de la propia detracción de recursos 
en que consisten. A diferencia del planteamiento que al respecto hacían los 
clásicos, se observa siempre en NEUMARK una desconfianza en la capacidad 
del mercado para lograr los objetivos de bienestar, estabilidad y 
crecimiento, el mismo mercado cuya fuerza motora ha sido identificada 
desde la Modernidad con la búsqueda del propio interés, el egoísmo o la 
utilidad individual. Así, los objetivos perseguidos por el principio impositivo 
de eficiencia cuentan como aliados en unos momentos al mismo mercado 
dejado a su libre devenir y en otros al oportuno mecanismo de intervención 
estatal que compense al anterior de sus imperfecciones y lo redirija por 
razones de rango superior.  
 CONCEPTO DE EFICIENCIA IMPOSITIVA SEGÚN OKUM  
Una tercera perspectiva acerca de la eficiencia económica en los tributos, o 
para ser más exactos, acerca de las ineficiencias económicas que están 
vinculadas con los impuestos y  a la finalidad redistributiva asumida por el 
Estado durante el siglo XX de forma especial, es la ofrecida por OKUM. 
A. OKUM939 compara el escenario de transferencia de renta entre ricos y 
pobres con un cubo lleno de agua que está agujereado. Su análisis de los 
agujeros del cubo le lleva a reconocer al menos cuatro tipos de fugas de 
agua, costes o cargas, en la terminología de MUSGRAVE: los costes 
administrativos (pequeños y cuantificables), el esfuerzo laboral afectado por 
la pérdida de incentivos, el ahorro y la inversión (la fuga “citada más 
ampliamente y la menos convincentemente confirmada”) y la fuga “socio-
económica” o pérdidas de motivación para emprendedores o de autoestima 
para los destinatarios de las transferencias. 
                                                                                                                
minimizar los gastos de recaudación y control por parte de contribuyentes y organismos 
públicos (p. 392); el PRINCIPIO DE COMODIDAD DE LA IMPOSICIÓN relativo a facilitar en lo 
posible a los contribuyentes el cálculo y pago de la deuda tributaria (p. 402). 
939 OKUM, ARTHUR M.: Equality and efficiency. The big tradeoff. op. cit., pp. 96 y ss. 
Traducción propia. 





Por último, podemos referirnos a una última concepción del principio 
impositivo de eficiencia, esta vez de carácter marginal, que identifica dicha 
eficiencia con la neutralidad y al impuesto neutral con el impuesto justo. 
Así, entiende EINAUDI940 que al "impuesto neutral" puede llamárselo "justo, 
si nos parece adecuado tomar el calificativo de la terminología jurídica. 
Neutral si queremos subrayar especialmente la idea de que el legislador, al 
crearlo, ha renunciado a lograr con el impuesto fines económicos, morales, 
políticos o sociales, pretendiendo tan solo, obtener una indemnización justa 
por la aportación del Estado, a la consecución de la renta nacional." Se trata 
de una concepción del impuesto vinculada con teorías del Estado recelosas 
de su legitimidad en materia de intervención pública. Aunque cuenta con 
referencias antropológicas comunes con las orientaciones anteriores, no se 
trata de una postura que tuviera carácter mayoritario durante el siglo XX. 
 REMISIÓN A CRITERIO POLÍTICO  
Como trasfondo de la cuestión de la eficiencia impositiva aparece como 
constante la remisión a un criterio político que complete la legitimidad ya 
perdida por la  “mano invisible” de Smith, aunque de ello se derive la 
necesidad de conformarse con la menor de las ineficiencias posibles. En 
esta cuestión, y ante la renuncia epistemológica a conocer lo que 
objetivamente conviene al organismo social (que no mecanismo), irán 
surgiendo posturas de distinto signo acerca de lo que puede entenderse por 
principio impositivo de eficiencia (y de justicia) y del grado de intervención 
pública necesario para conseguirlo941. Las convulsiones sociales, económicas 
                                      
940 EINAUDI, LUIGI: Mitos y paradojas de la justicia tributaria. op. cit., p. 24. 
941 Como muestra y contraste respecto de los análisis previos de Musgrave y Rosen, puede 
verse EINAUDI, LUIGI: Mitos y paradojas de la justicia tributaria. op. cit. Su propuesta de 
fundamentación acerca de la actividad financiera del Estado le permite proponer un "enfoque 
adecuado del impuesto" que solo se logra desde su vinculación con cierta "productividad" 
social. Es decir, vincula la actividad impositiva con un resultado de "fecundidad económica" 
medible en términos de bienes materiales y espirituales para la colectividad. Junto a este 
concepto de "impuesto adecuado"  Einaudi menciona el de "impuesto neutral" que intenta 
hacer operativo como criterio orientador de la carga tributaria. Impuesto "neutral" es el que 
ejerce una igual presión sobre las distintas dosis de renta, no realiza una distribución de 
personas y capitales distintos de los que existirían en ausencia del mismo, respeta la 
situación de "equilibrio económico" pre-existente, un gravamen subordinado al equilibrio 
económico de la sociedad. Su teoría del impuesto óptimo es su teoría del impuesto "neutral": 





y políticas del siglo XX serán escenario privilegiado para poner en práctica 
proposiciones de distinto signo en las que, por razón de los objetivos que 
nos hemos propuesto, no es preciso entrar aquí. 
 EVOLUCIÓN GENERAL DEL PRINCIPIO EN EL SIGLO XX 
En general puede decirse que conforme avanza el siglo XX el principio de 
eficiencia económica gana en identidad y virtualidad convirtiéndose junto 
con el de equidad en uno de los objetivos perseguidos por los sistemas 
tributarios. Se trata de un proceso que para el principio de eficiencia viene 
determinado en particular por el avance del principio de progresividad y por 
el aumento de las medidas fiscales dirigistas o favorecedoras de áreas de 
actividad o de colectivos. Es decir, tanto el incremento de la progresividad 
como la multiplicación de tratamientos fiscales de carácter preferencial, 
suscita la generación de abundante literatura centrada en analizar los 
costes de todo ello, las cargas de eficiencia. No obstante, durante este 
periodo y hasta la crisis del petróleo el protagonismo le corresponderá al 
principio de justicia, pasando el principio de eficiencia a brillar con luz 
propia en la siguiente etapa. 
c) Relación entre positivismo, eficiencia y justicia en los tributos  
La reducción del Derecho a la norma legislada impuesta coactivamente 
conforme al positivismo legalista característica de esta etapa contribuye, en 
opinión de VALLET, al distanciamiento entre Derecho y Economía. MAX 
WEBER llega a afirmar que "el orden jurídico ideal de la Teoría del Derecho 
nada tiene en común, al menos directamente, con el cosmos de la actividad 
económica real porque una y otra se hayan en diferentes planos"942. Esta 
                                                                                                                
La nota de neutralidad permite traducir al campo de la actividad financiera del Estado el 
deseo de valorar en primer lugar los resultados alcanzados por la libre decisión individual. 
Con ello se evita tener que ponderar las distintas finalidades públicas que se invoquen como 
justificación del impuesto. (prólogo, pp.11 y ss) Esta forma de entender el impuesto 
entronca con la teoría del cambio voluntario. Esta idea de impuesto neutral ha sido criticada 
como imprecisa para contrastar la productividad del Estado y como inaceptable criterio 
normativo. La razón está en que parte de una situación de óptimo en la producción y 
distribución de la riqueza. Sus aportaciones teóricas se vinculan con elementos teleológicos 
próximos a los principios de la economía liberal. 
942 Citado por VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "Derecho y economía". op. cit., p. 5544. 





escisión y la recíproca ignorancia entre Derecho y Economía se ve reforzada 
por la Filosofía jurídica en sus versiones normativista y formalista. 
La misma impresión es la que se deduce de los comentarios de PÉREZ DE 
AYALA943  a propósito de los efectos del positivismo en las relaciones entre 
Derecho y Economía primero y en el ámbito tributario después. Se acentúan 
las discrepancias metodológicas entre la ciencia jurídica y la ciencia positiva, 
también la económica, adoptando esta última un concepto de ciencia 
diferente, el de ciencia como conjunto de proposiciones susceptibles de 
verificación empírica. El concepto de experiencia jurídica diferirá del de 
experiencia económica desde la idea de que es científico un conocimiento 
que tenga validez intersubjetiva y que haya sido construido conforme a las 
reglas de la lógica y de la razón. Así, estimando como único modelo válido 
de ciencia el modelo de las ciencias físicas, el sistema racional de 
conocimientos sobre la justicia y el Derecho no sería ciencia, quedaría como 
ideología y sin posible valor normativo. Poco tiempo después, esta radical 
separación desparece dando paso a fenómenos jurídicos que prestan 
atención al hecho económico o a corrientes de pensamiento centradas en 
analizar las consecuencias económicas de lo jurídico. Lo veremos con más 
detalle dentro de la siguiente cosmovisión. 
No es casualidad, por ejemplo, que cuando H. ROSEN se pregunte acerca de 
criterios distintos a la eficiencia para un sistema tributario y proponga el 
criterio de equidad horizontal, aunque reconozca su atractivo, parezca 
resultarle incómoda  la complejidad que se deriva de su aplicación. No 
obstante afirma después: "Los conceptos de equidad entre iguales, 
independientemente de su vaguedad, continuarán desempeñando un papel 
importante en la puesta en práctica de la política tributaria"944.  
En particular, la filosofía kantiana acerca del subjetivismo de los valores 
éticos en general influyó a la hora de considerar a los criterios de justicia y 
equidad como criterios carentes de un contenido objetivo. Ello, a diferencia 
                                      
943 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit., pp. 194 y ss. 
944 ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  p. 295. 





de lo que ocurrió con las ideas de bienestar y de eficiencia paretiana, 
impidió a la Economía plantearse la posibilidad de elaborar proposiciones 
científicas acerca de estos valores éticos945. El óptimo económico-social 
derivado de las premisas establecidas por Pareto (preferencias individuales, 
valoraciones ordinales, unanimidad) determina una asignación de recursos 
derivada de un sistema de preferencias en el que conscientemente se han 
excluido las relacionadas con la distribución de la renta. Esto es 
consecuencia de entender que un posible óptimo acerca de las mismas solo 
puede ser determinado a partir de consideraciones éticas sobre la justicia 
en las que no puede entrar la Economía. Si por el contrario las preferencias 
individuales contemplaran variables relativas a la distribución de la renta no 
se llegaría a un óptimo paretiano surgido en virtud de unanimidad. Habría 
varios óptimos posibles desde el punto de vista de la asignación de los 
recursos pero los óptimos relativos a la distribución de la renta se 
dispersarían, haciéndose contradictorios946. 
 FORMALISMO EN AMBAS DISCIPLINAS  
Por otra parte, de la misma forma que el positivismo introdujo en el 
Derecho un formalismo que polarizó su atención sobre la norma escrita, 
consiguiendo con ello mantener inmune su objeto de conocimiento y 
separarlo del de la ciencia económica, se advierte un movimiento formalista 
paralelo en el ámbito económico. Este  formalismo, especialmente en el 
ámbito de la doctrina neoclásica y ortodoxa, se produce particularmente 
respecto de los aspectos económicos derivados de las normas e 
instituciones tributarias. La Teoría Económica formalista y abstracta no 
incluye entre su objeto de estudio realidades o comportamientos humanos 
de acción colectiva dirigidos a la producción de normas e instituciones 
tributarias. Ambas ciencias mantienen separados sus objetos de estudio y 
llegan aun más lejos cuando excluyen de su interés el principal el punto en 
el que podían haberse encontrado: el proceso de acción colectiva integrado 
                                      
945 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit.,  pp. 198-199. 
946 Ibídem., pp. 169 y ss. 





por comportamientos humanos y dirigido a la producción de normas e 
instituciones jurídicas. Esta acción es, para los unos prejurídica; para los 
otros, no económica947. Más adelante PÉREZ DE AYALA describe un proceso 
de acercamiento entre ambas posturas. 
 PRINCIPIO DE EFICIENCIA COMO CENTRO DEL CONFLICTO  
Un ámbito en el que se pone especialmente de manifiesto la falta de 
entendimiento entre Derecho y Economía es precisamente el del principio 
impositivo de eficiencia económica. Comentábamos antes cómo se trata de 
un principio que, llevado hasta sus últimas consecuencias conforme se viene 
interpretando, implicaría una negación completa del principio impositivo de 
justicia (impuesto de suma fija o de capitación). No obstante, tanto 
economistas como hacendistas no tardan en reconocer que dicha 
configuración del principio carece de sentido y que, reconociendo que a la 
equidad se le debe un espacio en la imposición, se debe aspirar entonces a 
diseñar el sistema menos ineficiente posible. Esta concesión que la 
eficiencia le reconoce a la equidad no se corresponde sin embargo con una 
comunicación enriquecedora entre los ámbitos jurídico y económico, sino 
que, a pesar del esfuerzo doctrinal por el diseño de sistema fiscales 
óptimos, termina por remitir la resolución de los conflictos al ámbito estatal 
confiriéndole también al mismo la legitimidad en la determinación de lo 
justo impositivo. Con ello tiene lugar una vez más una ausencia del fin, del 
fin del impuesto en este caso, de una referencia teleológica con la que 
medir la eficiencia en las asignaciones de bienes y recursos afectados por el 
tributo. Entendemos que esto es así pues el término eficiencia948 en general 
y en particular la eficiencia económica, remiten para su medición a un 
objetivo, a un para qué, y ese efecto que quiere conseguirse en este caso 
con el tributo solo tiene sentido desde el que le atribuye la teoría general 
del impuesto justo, desde la causa final que la misma contempla, desde el 
                                      
947 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en …". op. cit., pp. 159 y ss. 
948 Según la Real Academia de la Lengua Española: “Capacidad de disponer de alguien o de 
algo para conseguir un efecto determinado”. 





bien común y ello con independencia de que los que más traten de la 
eficiencia impositiva sean los economistas. No obstante, como ya se 
comentó, la necesaria imprecisión que acompaña a la idea de bien común le 
ha venido resultado incómoda a la doctrina, tanto a la jurídica como a la 
económica. Como consecuencia de ello, de las limitaciones epistemológicas 
autoimpuestas y de los modelos antropológicos vigentes, se ha preferido 
adoptar puntos de referencia más concretos o medibles como la utilidad o el 
bienestar, elementos que sin ser ajenos a la idea de bien común constituyen 
solo una parte de su totalidad. 
 ORIGEN DE LOS CONFLICTOS 
El origen de la existencia de conflictos entre los principios impositivos ha 
sido vinculado por NEUMARK949 con el hecho de que dichos principios 
pueden afectar a tres ámbitos o sujetos distintos: a los ciudadanos 
contribuyentes, a la propia Hacienda Pública y al orden macroeconómico 
general. En su opinión, y contra la idea mayoritaria presente en la economía 
clásica y neoclásica,  no existe conflicto entre los dos últimos, pues uno de 
los objetivos de la llamada fiscal policy es precisamente la estabilidad y el 
crecimiento económicos. En cambio, y aquí igualmente en contra de las 
ideas del liberalismo clásico, sí reconoce que la relación entre los sujetos y 
la economía pública puede ser más complicada especialmente desde un 
punto de vista microeconómico. En sus Principios de la imposición, donde 
NEUMARK950 desarrolla su propuesta de los principios que conforman un 
sistema fiscal justo y económicamente racional, identifica los conflictos que 
se dan entre las figuras concretas que analiza y los principios enunciados. 
Entre los objetivos de un  sistema fiscal moderno implícitos en los dieciocho 
                                      
949 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., pp. 29-31. 
950 Más que un análisis a nivel teórico de los conflictos entre objetivos o principios de la 
imposición, el hacendista alemán va apuntando a lo largo de toda su obra de qué forma 
medidas tributarias concretas afectan a alguno de esos objetivos o principios de desarrollo. 
Conviene aclarar además que la cuestión de los conflictos es especialmente problemática 
cuando los mismos se producen entre distintos objetivos del sistema fiscal y no tanto cuando 
se produce entre un objetivo y el principio  o medio concreto que se utiliza para llevar a la 
práctica un objetivo distinto. A los conflictos entre los distintos objetivos del sistema fiscal es 





principios que desarrolla, no se pueden considerar todos "como 
fundamentales ni del mismo rango más que algunos ..... mientras que en 
otros se trasluce sin más la trascendencia secundaria o terciaria que les es 
inherente". En todo caso la cuestión de la jerarquía de objetivos y de los 
conflictos entre ellos es una cuestión "para la que muy posiblemente no hay 
una respuesta válida para todo lugar y tiempo y en cuya solución serán de 
importancia capital la situación de hecho y las visibles tendencias evolutivas 
de la estructura y la coyuntura económicas, por una parte, y las de las 
fuerzas e ideologías sociopolíticas, por otra” 951. En el fondo NEUMARK, 
desde la Teoría de la Hacienda y al igual que vimos que ocurría con la 
doctrina tributaria, concluye afirmando el carácter histórico de los principios 
de la imposición por encina de su fundamentación en sus causas, lo cual 
dificulta la tarea de remitirse a una jerarquía para solucionar posibles 
conflictos. En nuestra opinión, la jerarquía, además, no estaría propiamente 
entre los distintos principios sino entre los principios y el fin al que sirven. 
 ADOPCIÓN DEL CONCEPTO SUBJETIVO DE JUSTICIA  
Otra de las razones que han contribuido a desviar la atención de la 
eficiencia impositiva respecto del fin es el hecho de que los hacendistas 
occidentales modernos se han decantado por adoptar la concepción 
subjetiva de justicia como idea, que es la concepción de justicia menos 
operativa y también la menos ambiciosa de las que históricamente se han 
sucedido. No se ha considerado en cambio como posibilidad el adoptar  la 
concepción realista de justicia como esencia o la concepción  
"fenomenológica" de justicia como valor, metodológicamente más fecundas. 
La razón es sorprendentemente simple: tal enfoque obliga a situar a la 
justicia en el plano de las preferencias individuales952.  En opinión del autor 
se trata de una opción que no solo no es científica sino que es radicalmente 
                                                                                                                
a los que NEUMARK se refiere en el capítulo final de su obra.  NEUMARK, FRITZ: Principios de 
la imposición, op. cit., pp. 409-433.  
951 NEUMARK, FRITZ.: Principios de la imposición, op. cit., pp. 409-410. 
952 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit., p. 222. 





anticientífica. Señala a su vez que las discrepancias individuales acerca de 
la justicia se deben a un imperfecto y erróneo conocimiento del contenido 
objetivo de la misma. Desde el punto de vista metodológico la opción por el 
concepto subjetivo de justicia como idea significa que la definición de 
justicia habrá de formalizarse en términos de preferencias y de elección 
individuales, lo cual supone desde un punto de vista científico que no es 
posible llegar a una definición única sobre la justicia953. Desde un punto de 
vista científico la pluralidad de concepciones subjetivas sobre la justicia 
implica que no podrá nunca llegarse a la formulación de una teoría 
normativa sobre la equidad del impuesto sino que habrá una variedad de 
modelos normativos que conducirán a principios políticos diferentes 
derivados de ideologías distintas sobre la justicia fiscal. 
 CONTRADICCIÓN INHERENTE MERCADO-ESTADO  
Por su parte, la contradicción que se manifiesta en el principio impositivo de 
eficiencia respecto al de justicia es un reflejo de la contradicción cada vez 
más patente entre la libertad del mercado y la seguridad que ofrece el 
Estado. Se contraponen aquí las fuerzas maximizadoras del bienestar 
individual y subjetivo del mercado y la libertad como libertad exterior, con 
las garantías de protección que ofrece el contrato social que supuestamente 
dio origen al nacimiento de los Estados europeos. Así, habiendo configurado 
al mercado como entidad libre de toda atadura social e inmune al influjo de 
todo juicio de valor, y al Estado como solucionador en solitario, a golpe de 
ley, de las carencias materiales de una sociedad individualista, se ha dado 
vida a dos realidades contrapuestas en pugna constante que confluyen de 
forma particular en el área impositiva.  
 TEORÍA DE LOS DERECHOS SUBJETIVOS Y EFICIENCIA 
A este conflicto ha contribuido también en gran medida el desarrollo, desde 
la Modernidad, de la visión del Derecho como poder, la consagración de los 
                                      
953 Ibídem,  pp. 223 y ss. El autor repasa brevemente algunos modelos (Rawls-Buchanan, 
Boulding-Pfaff) en los que las soluciones alcanzadas para el óptimo ético o de equidad son 
distintas al partir de ideales éticos diferentes. 





derechos individuales, más tarde subjetivos y  la consolidación del sistema 
jurídico como garante de los distintos bienes-derechos individuales. Se trata 
de derechos cuya adquisición y ejercicio tiene carácter gratuito, a los que no 
les es de aplicación el principio de la ventaja comparativa al ser de alcance 
universal, no guardan relación con el mérito o la virtud y su distribución 
enfatiza la igualdad, en ocasiones, a expensas de la libertad y la equidad. 
Todo ello es lo que lleva a algún autor a reconocer que “el territorio de los 
derechos está lleno de infracciones contra el cálculo de la eficiencia 
económica.  Nuestros derechos pueden ser vistos como ineficientes, pues 
excluyen precios que promoverían el ahorro, opciones que invocarían la 
ventaja comparativa, incentivos que aumentarían el esfuerzo social 
productivo e intercambios que beneficiarían tanto al comprador como al 
vendedor”954. Este desequilibrio implícito entre derechos subjetivos y 
eficiencia económica es resultado, en nuestra opinión, de una interpretación 
antropológica individualista tanto de los derechos, entendidos como 
privatización de un bien, como de la eficiencia económica, por su desinterés 
ante fenómenos de bien compartido como parte fundamental del bien del 
hombre. Llevado al ámbito impositivo la conclusión no es muy diferente en 
cuanto que el criterio más coherente con el de justicia en el reparto 
(igualdad proporcional a la capacidad económica del sujeto) se separa del 
criterio generalizadamente utilizado en el mercado que es el del precio de la 
cosa. Mientras en el primer caso se trata de una forma de aplicación de la 
justicia distributiva (persona-fin) en el segundo es el de la justicia 
conmutativa (precio-cosa). El resultado de aplicar formas distintas de 
igualdad a la misma realidad no podía dejar de ser contradictorio.  
                                      
954 OKUM, ARTHUR M.: Equality and efficiency. The big tradeoff. op. cit., pp. 6-10. Traducción 
propia. Por otra parte CALSAMIGLIA, aunque desde otro punto de vista, también se refiere a 
este fenómeno. Cfr. CALSAMIGLIA, ALBERT: "Justicia, eficiencia y Derecho". op. cit.,  pp. 
305-335. Analiza los presupuestos de la economía de mercado y afirma que el individualismo 
es precisamente su valor sustancial. Señala influencia de los derechos innatos de Locke, que 
en el estado de naturaleza para ser protegidos necesitan del pacto social  y del Estado para 
convertirse en jurídicos. No se acepta ningún criterio exógeno que no sea aceptado por el 
propio individuo. Reconoce que esta filosofía individualista y la importancia que la da a la 
eficiencia es criticable por no tener este valor el carácter de absoluto. La Teoría Económica 
también supone del individuo su egoísmo, su racionalidad y su elección en función de sus 
preferencias.  





 CONFLICTO DERIVADO DE LA REDISTRIBUCIÓN  
Si dentro del conflicto entre justicia y eficiencia impositivas hubiera que 
señalar un elemento potenciador fundamental habría que referirse al 
fenómeno redistributivo que afectó radicalmente a la forma de entender y 
aplicar el principio de justicia en los tributos y que ya desgranamos en 
detalle955. Es decir, la redistribución de renta y riqueza entre grupos sociales 
                                      
955 El reconocimiento de la finalidad redistributiva de los impuestos de parte de la doctrina 
económica y hacendística es mayoritario. Se trata de un fenómeno que a pesar de la 
incomodidad que provoca en muchos economistas por el lado valorativo de la equidad que 
busca alcanzar, es aceptado como parte de la cuestión. Incluimos algunas referencias  
doctrinales  tratando de que además muestren esta dificultad añadida que encuentran los 
economistas cuando se plantean preguntas acerca de la justicia. MUSGRAVE, R.A.  Y 
MUSGRAVE, P.B.: Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit. MUSGRAVE reconoce que la 
utilización óptima de los recursos implica no sólo la cuestión de su uso eficiente sino también 
la de asegurar un estado de distribución justa (p. 125). Las cuestiones de eficiencia y justicia 
se encuentran por tanto dentro del objeto de la economía. En particular dentro del ámbito de 
la Hacienda pública, cuando MUSGRAVE justifica la necesidad del sector público menciona su 
función en materia de redistribución justa de renta y riqueza (pp. 14-18). No obstante esta 
vinculación entre justicia y eficiencia en materia económica, existe una importante diferencia 
en la manera de afrontar ambas cuestiones. En materia de eficiencia la economía dispone de 
herramientas como el concepto paretiano que le sirven como criterio y medida. No obstante 
este criterio no es aplicable para responder a la pregunta por la justicia en la distribución. En 
realidad la cuestión acerca de qué puede entenderse por distribución justa no entra dentro 
de su esfera según la opinión de  los economistas de los últimos cincuenta años, sino que 
debería ser dejada en manos de los filósofos, poetas y políticos (p. 126). En este sentido las 
cuestiones relacionadas con la distribución justa de las que pueden ocuparse los economistas 
son básicamente las siguientes: evaluar los efectos redistributivos de una determinada 
medida política, proponer la manera de llevar a cabo una redistribución dada para incurrir en 
los costes mínimos y conocer las consecuencias de las distintas normas o criterios conforme 
a los cuales históricamente se ha entendido que una distribución determinada de renta y 
riqueza es justa.  Por otro lado la relación entre justicia en la distribución y eficiencia 
económica es con frecuencia conflictiva, pues una acción dirigida a conseguir la primera 
puede provocar pérdidas en la segunda. En general no sólo es que una medida tributaria 
para transferir rentas provoque una carga fiscal mayor que el importe recaudado, esto es, 
ineficiencia (vía costes de cumplimiento o interferencia en las elecciones eficientes de las 
economía domésticas o del sector productivo) sino que puede provocar una disminución de la 
renta total a repartir por una menor oferta de factores productivos. Por su parte F. 
NEUMARK, en Principios de la imposición, op. cit., p. 409, reconoce una idea muy extendida 
según la cual la antítesis de fines más importante desde un punto de vista teórico y práctico 
es la que se da entre los principios impositivos que buscan la justicia (principios de igualdad, 
capacidad económica y progresividad) y los postulados cuyo objetivo descansa en la 
racionalidad económica en sentido amplio (principio de eficiencia). En particular resalta como 
conflicto más frecuente el que enfrenta a los principios impositivos tendentes al crecimiento 
económico y los principios relativos a la política fiscal de redistribución de la renta y la 
riqueza.  
Así, toda reducción fiscal de recursos privados susceptibles de ser destinados a la inversión 
(por autofinanciación empresarial o por la vía del ahorro e inversión individual) puede 
considerarse un atentado contra la libertad de iniciativa económica y contra un potencial 
aumento de la productividad de los factores. Habrá entonces que valorar si ese efecto 
negativo puede resultar compensado por los beneficios que se obtengan del uso de los 
ingresos tributarios en términos por ejemplo de igualación de posibilidades de partida (vía 





incidió de forma significativa en la aplicación práctica del principio de 
igualdad proporcional al reparto impositivo. Así, la doctrina comenzó a 
reconocer956 que  el protagonismo adoptado por la progresividad en 
combinación con el hecho de que la utilidad de los individuos depende 
también del ocio, podía provocar una disminución de la renta disponible 
total. También se puede explicar diciendo que la cuestión de la 
redistribución de renta y riqueza se encuentra básicamente con dos 
problemas, al menos desde un enfoque económico: el primero tiene que ver 
con la elección del criterio o norma que permita definir qué estado de 
distribución es justo, y el segundo consiste en que, en función del criterio 
elegido, existe un límite a la redistribución derivado de la libertad de ofrecer 
trabajo o no hacerlo ante continuas subidas de impuestos, es decir, 
derivado de la posibilidad de que el tamaño de la tarde a repartir sea cada 
vez menor. Otra de las razones que explica, en opinión de NEUMARK, la 
notoriedad del conflicto entre principios político-económicos y político-
sociales es su alto grado de relatividad temporal y espacial, en contraste 
con la relativa validez general que puede afirmarse respecto de los 
postulados de suficiencia y técnico tributarios. NEUMARK reconoce respecto 
a los primeros que se encuentran vinculados a determinadas condiciones 
                                                                                                                
gasto público en educación, sanidad, cursos de formación para desempleados…). Los efectos 
positivos resultan en este caso en provecho de la libertad individual, la iniciativa económica y 
posiblemente del crecimiento de la productividad gracias a la inversión realizada en capital 
humano. 
956 Las referencias doctrinales a este fenómeno son continuas en cualquier análisis de la 
eficiencia impositiva así como la inclusión de estudios destinados a medir en efecto final de 
distintas políticas redistributivas y el crecimiento económico y la generación de riqueza. Las 
conclusiones respecto de esta última cuestión no son unánimes aunque una profundización 
en las mismas no es precisa para los objetivos de nuestro estudio. Como muestra pueden 
citarse los siguientes trabajos: ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  p. 
83. MUSGRAVE, R.A  Y MUSGRAVE, P.B. Hacienda pública teórica y aplicada, op. cit., pp. 139-
144. El segundo fenómeno que  menciona MUSGRAVE puede explicarse básicamente por el 
hecho de que el pago de un tributo afecta a la elección entre renta y ocio: la utilización de un 
tributo como medio de transferencia de rentas entre contribuyentes puede provocar en 
quienes lo pagan una primera reacción de incremento en la oferta de trabajo, pero a partir 
de un nivel impositivo determinado la oferta de trabajo disminuye haciéndolo también la 
renta generada. Desde ese momento la renta total se verá disminuida a pesar de que se siga 
produciendo una redistribución de renta hacia otros contribuyentes. Un incremento de los 
tipos aplicables con objeto de conseguir una distribución totalmente igualitaria provocará que 
las economías domésticas afectadas dispongan de una renta total menor que la que hubieran 
tenido de haber detenido el proceso de redistribución en un nivel anterior. 





socioeconómicas de naturaleza material y/o ideológica, e igualmente tanto 
el contenido como la importancia relativa del imperativo de justicia están 
sujetos desde siempre a fluctuaciones considerables957. La constatación de 
este fenómeno ha multiplicado la literatura958 centrada en analizar cual es el 
equilibrio más conveniente entre un principio impositivo de justicia 
orientado a la redistribución y un principio impositivo de eficiencia 




                                      
957 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., p. 35. En nuestra opinión la 
relatividad temporal y espacial de los principios que menciona Neumark recuerda a la idea de 
impuesto como fenómeno, carente de notas esenciales, de requisitos consustanciales a su 
naturaleza y por tanto como institución jurídica dependiente de la voluntad del legislador. 
958 Siendo muchas y muy interesante las distintas aportaciones, apuntamos como muestra las 
siguientes referencias: OKUM, ARTHUR M.: Equality and efficiency. The big tradeoff. op. cit., 
pp. 90 y ss. Habiendo sentado previamente el compromiso entre igualdad económica y 
eficiencia, OKUM se pregunta en qué términos está dispuesta una nación para cambiar 
igualdad por eficiencia.  Da la respuesta académica formal: “Se debería promover la igualdad 
hasta el punto donde los beneficios añadidos de más igualdad se corresponden exactamente 
con los costes de una mayor ineficiencia” (p. 90).  El problema es la cuantificación en la vida 
real.  En cualquier caso, siempre es posible plantear un mundo simplificado con el objeto de 
examinar las distintas actitudes hacia este sacrificio.  Esto lo hace OKUM mediante el 
“experimento del cubo agujereado” (pp. 91 y sig.)  Da un escenario de transferencia de 
renta de ricos a pobres con números y demás, pero lo relevante es la filosofía, que se 
traduce en la pregunta: ¿cuánta agua estamos dispuestos a perder con tal de que la 
transferencia tenga lugar?. Según Okun, las respuestas extremas serían:A) la de los 
adherentes al principio de la diferencia de Rawls, que tolerarían una pérdida máxima de 
eficiencia con tal de incrementar la igualdad (postura que Okun critica basándose en que el 
principio de la diferencia, ya comentado en el capítulo dedicado a los derechos, sólo 
resultaría atractivo a aquellos no dispuestos a tomar ningún tipo de riesgo); B) la de 
Friedman, que priorizaría la eficiencia de manera absoluta. 
Okun afirma que la mayoría de la gente estaría entre las dos posturas, y que las respuestas 
reflejarían una opinión sobre cuánto necesitaría el pobre el plus de renta y cuánto le 
fastidiaría al rico el plus de impuestos. 
Por su parte H. ROSEN reconoce la existencia de un sector en la doctrina que rechaza la idea 
de incluir las cuestiones redistributivas en el análisis de la política económica. La razón de 
ello: "Los conceptos que hacen referencia a una distribución justa de la renta son juicios de 
valor y no existe una forma "científica" de resolver las discrepancias en asuntos de ética". En 
la moderna Economía del bienestar  es habitual definir el bienestar de la sociedad en 
términos utilitaristas con claras influencias de la filosofía de Bentham. De esta idea también 
se sacan consecuencias en términos de distribución de renta (igualdad absoluta con curvas 
decrecientes e  iguales de utilidad marginal respecto dela renta y cantidad fija de renta). 
ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  pp. 79-81.  





 TEORÍA DE LA IMPOSICIÓN ÓPTIMA: PRESUPUESTOS  
Buena parte de esa tarea es la que han asumido las aportaciones acerca del 
diseño óptimo de los sistemas tributarios959, desde RAMSEY (1927) hasta 
MIRRLESS (1971). H. ROSEN960 admite, sin embargo, una posible limitación 
en las mismas: "La contribución de la bibliografía relativa a la imposición 
óptima es la derivación sistemática de las implicaciones que tienen distintos 
supuestos éticos y de comportamiento, permitiendo de ese modo una 
discusión coherente de la política impositiva”. No obstante, reconoce más 
adelante que la teoría de la imposición óptima ha utilizado herramientas de 
la Economía del bienestar para añadir fortaleza analítica a la discusión 
tradicional, asociándose con ello a un enfoque utilitarista en Economía y 
"como tal, está sujeto a las críticas relativas a la adecuación de esa 
descripción al mundo". Desde estos comentarios de ROSEN y desde la 
abundancia de las aportaciones al respecto, es fácil concluir cómo todo 
equilibrio propuesto, en definitiva, depende del modelo antropológico, de 
Estado y de sociedad que tenga cada autor y de su capacidad para reflejar 
la realidad. Justicia y racionalidad, tal y como se vienen interpretando desde 
la Modernidad, vuelven aquí a enfrentarse. 
Aunque los estudiosos de la Hacienda Pública hayan incorporado objetivos 
de justicia o equidad dentro de sus planteamientos, la Economía se siente 
incapaz de aplicar sus marcos conceptuales a las cuestiones que tienen que 
ver con la justicia, ya sea en cuestiones de redistribución o en otras 
distintas que pudieran incorporarse a sus fines. Sin embargo, todas las 
cuestiones relativas al fenómeno impositivo, las estrictamente económicas y 
las de justicia, tienen relación directa con el uso, financiación y reparto de 
los bienes disponibles en el ámbito de una comunidad por lo que parece que 
han de compartir una misma visión sobre su naturaleza y fines.  ¿No 
                                      
959Los planteamientos dirigidos a superar este conflicto entre principios dieron origen a la 
moderna teoría de la imposición óptima. Los fundamentos de la misma pueden encontrarse 
en Ramsey (1927), Pigou (1928), Hottelling (1938), Litle (1951), Corlett y Hage (1953), 
Harberguer (1974), Diamond y Mirrless (1971) entre otros. 
960ROSEN, HARVEY S.: Manual de Hacienda pública. op. cit.,  pp. 291-302. 





disminuiría significativamente la relación de conflicto entre eficiencia y 
equidad si se admitiese otra forma de plantear la redistribución necesaria 
que fuera coherente con la naturaleza relacional del ser humano? ¿No 
ganaría en virtualidad y significación un índice de eficiencia impositiva que 
incorporara en su medición los mismos fines que incorpora el principio de 
justicia en los tributos?  
S. ZAMAGNI961 reconoce la existencia de un amplio debate en torno al 
tradeoff entre eficiencia y equidad, debate que, lejos de concluir, ha 
alcanzado además resultados más bien modestos. La razón de ello no es la 
carencia de datos o la calidad de los instrumentos utilizados. La razón se 
encuentra en el olvido del principio de reciprocidad, del principio cuyo fin es 
poner en práctica la cultura de la fraternidad. No se ha llegado a una 
solución creíble acerca del tradeoff en la medida en que se olvida que no es 
sustentable una sociedad de seres humanos reducida a mejorar los 
términos del intercambio de equivalentes mientras que por otro lado se 
incrementan las transferencias realizadas por estructuras asistenciales. "No 
tiene futuro una sociedad en la cual se disuelve el principio de gratuidad; no 
es, de hecho, capaz de progresar aquella sociedad en la cual existe 
solamente "el dar para tener" o bien "el dar por deber". He aquí porqué ni la 
visión liberal-individualista del mundo, en la cual todo (o casi) es 
intercambio, ni la visión Estado-céntrica de la sociedad en la cual todo (o 
casi) es debido, son guías seguras para hacernos salir del estancamiento en 
el cual nuestras ciudades están hoy empantanadas"962. 
Quisiéramos concluir este epígrafe con una referencia doctrinal que, por su 
representatividad de la tendencia dominante, permitirá comprender mejor 
hasta dónde llega la falta de entendimiento entre las áreas jurídica y 
económica en el terreno impositivo. Entiende NEUMARK963 que, en el 
trabajo de investigación hacendístico que desarrolla, no puede detenerse 
                                      
961 ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad posmoderna…". op. cit.,  pp. 25 y ss. 
962ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad posmoderna…". op. cit.,  p. 36. 
963 NEUMARK, FRITZ: Principios de la imposición, op. cit., pp. 85-88. 





demasiado en los problemas específicamente jurídicos de la justicia 
tributaria. Afirma además que los distintos criterios acerca de la justicia 
tributaria no fueron elaborados con rigor hasta el siglo XVIII y a ello añade 
que "los tratadistas del Derecho, los juristas y los jueces no conocen más 
que de manera insuficiente los avances en la Hacienda Pública confundiendo 
a menudo el postulado de generalidad con el de igualdad". Quiere asimismo 
evitar una interpretación excesivamente dogmática de los postulados de 
justicia que haga imposible al Estado la realización de sus objetivos y 
garantizar así que la interpretación de la generalidad, la igualdad y 
proporcionalidad de la imposición se efectúen "correctamente" (las comillas 
son suyas), es decir, de plena conformidad con las ideas y los postulados de 
justicia predominantes.  
En nuestra opinión, se trata ésta de una visión en la que no existe ninguna 
referencia al fundamento ontológico de la justicia, a algo real respecto de lo 
que pueda elaborarse una interpretación adaptada a las circunstancias de 
tiempo y lugar. Resulta llamativo por otra parte que renuncie a una 
investigación más profunda sobre la justicia cuando más tarde tiene que 
reconocer la negativa influencia de los grupos de presión en la configuración 
de la justicia fiscal. ¿Cómo impedir las indeseables influencias de los grupos 
de presión sobre la política fiscal si no es teniendo como referencia unos 
principios impositivos anclados en la realidad de la persona y de la 
sociedad?.  
4. Cosmovisión postmoderna 
Como ya hicimos con el análisis de los presupuestos teóricos del principio 
de justicia en los tributos, incluimos unas notas sobre la última etapa del 
principio de eficiencia económica, el periodo que hemos denominado 
Postmodernidad. No obstante, los aspectos histórico-económicos que 
corresponderían al mismo, básicamente los que tienen lugar desde el último 
tercio del siglo XX, han sido ya avanzados más arriba al describir la 
situación actual de los principios de justicia y eficiencia económica y al 





apuntar la consolidación y crisis del Estado de bienestar964. Asimismo, las 
principales notas del principio impositivo de eficiencia propiciadas por los 
últimos movimientos de reforma fiscal también han sido objeto de análisis, 
así como su influencia en el principio de equidad. Con ello, habiendo 
analizado ya las notas fundamentales del fenómeno de la globalización y del 
cambio de paradigma que dio origen al Estado de bienestar, ambos en 
relación a la cuestión impositiva, podemos concentrar ahora la atención en 
analizar las bases antropológicas de este proceso así como en el conflicto 
actual entre los principios impositivos de justicia y eficiencia. También 
apuntaremos algunas conclusiones. 
a) Globalización y cambio de paradigma: bases antropológicas 
 Nuevos conceptos de eficiencia 
Aunque el criterio de eficiencia paretiano vino a solucionar las limitaciones 
derivadas de los presupuestos marginalistas, la optimalidad paretiana se 
encontró con sus propias críticas965. El intento de incorporar a las 
preferencias individuales variables sobre la distribución de la renta 
desembocó en ausencia de unanimidad en cuanto a la determinación del 
óptimo y con ello a que parte de la doctrina966considerara otros  objetivos 
de distribución, cuestión sin embargo que derivó en importantes problemas 
de carácter metodológico. Tratando de evitarlos se llegó a renunciar a 
incorporar la cuestión distributiva, afirmando al mismo tiempo el principio 
de "neutralidad ética" de la Economía, postura que fue ampliamente 
desbordada por aportaciones posteriores967. Desde entonces se han 
realizado numerosos intentos de incorporar las variables relativas a la 
distribución de la renta, e incluso a la justicia, en el análisis económico, bien 
                                      
964 Estas referencias están contenidas en el capítulo 1 y en el capítulo 3 respectivamente. 
965 Son básicamente tres: posible veto individual en la toma de cualquier decisión, admite la 
situación de partida, no tiene en cuenta la cuestión de la justicia distributiva y no resuelve 
todos los problemas. 
966PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit., pp. 157-225.  
967 PÉREZ DE AYALA se refiere a las aportaciones de Bergson, Samuelson y De Graaf. Cfr. 
PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit.,  p. 173. 





admitiendo la imposición de un juicio externo de valor al respecto, bien 
incorporando en las funciones individuales de utilidad un componente que 
reflejara en las mismas  la influencia del bienestar de terceros. No obstante, 
observa PÉREZ DE AYALA que todos estos intentos pasan por considerar 
estas cuestiones de forma individual desde el punto de vista del propio 
interés, desde la libre apreciación del sujeto. Con ello "se llegará por esta 
vía a soluciones sobre los grandes temas de justicia que serán "egoístas", 
que solo formulan proposiciones "altruístas", en la medida en que sirven a 
una filosofía individualista basada en la primacía del "au-interés""968. En su 
opinión, este planteamiento no basta para tratar los problemas económicos 
relacionados con la realización de la justicia salvo que los economistas se 
atribuyan la improcedente pretensión de dar su propio concepto de justicia. 
Es a la Ética y al Derecho a los que esta tarea corresponde y de ellos debe 
recibirlo la ciencia económica.  
En particular, algunos de los criterios alternativos al de PARETO que se han 
propuesto son el de POSNER (una decisión social es eficiente si maximiza la 
riqueza social, más cercano al utilitarismo) o el de KALDOR-HICKS (un 
estado social es superior a otro si los que ganan pueden compensar a los 
que pierden). El primero traslada el centro del análisis desde el individuo a 
la sociedad. El segundo introduce la posibilidad de acciones ulteriores que 
motiven al individuo a aceptar un cambio. Ninguno representa, en nuestra 
opinión, una variación sustancial en sus referentes antropológicos respecto 
del criterio marginalista o paretiano de eficiencia que ya analizamos en la 
etapa anterior. 
 El lugar de “lo económico” en el todo social 
Tratando de profundizar en las causas del estado actual de la cuestión en 
materia de eficiencia económica y teniendo en cuenta los condicionantes 
heredados en materia epistemológica y cultural desde la Modernidad, 
surgen nuevos análisis que aportan perspectivas novedosas y amplían el 
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campo de reflexión para la Economía. Son análisis en los que la cuestión de 
fondo remite invariablemente a considerar el fenómeno humano, individual 
y socialmente, desde un punto de vista más amplio. 
Así, hemos encontrado que buena parte de la doctrina ocupada en 
interpretar fenómenos económicos es consciente de que, siendo el proceso 
social un todo indivisible, un hecho económico sacado del mismo no es 
nunca exclusivamente económico sino que contiene multitud de aspectos 
extraeconómicos que ejercen influencia sobre el mismo y que pueden 
afectar a su eficacia y a su eficiencia969.  
De hecho se ha señalado que uno de los orígenes del reduccionismo que 
puede tener lugar en materia económica es la percepción de que lo 
económico constituye prácticamente un universo cerrado en sí mismo, lo 
cual es una concepción muy extendida en la actualidad. "Esa concepción de 
la economía, dificulta muchísimo el progreso del conocimiento racional 
acerca de la persona y de la sociedad, incluido el de la ciencia económica; 
conduce a los mayores errores de apreciación y, por consiguiente, a las 
políticas privadas y públicas  en materia económica y social más erradas"970. 
Uno de los efectos de este reduccionismo es la "ingeniería económica". 
¿Podríamos incluir dentro de ese grupo de políticas públicas erradas a las 
políticas fiscales?  Juzgando por los modelos de persona y sociedad a los 
que responden, posiblemente la respuesta sea afirmativa. 
Esto es, reconociendo que en los procesos de asignación de recursos existe 
un tipo de legalidad universal que le confiere cierta autonomía a lo 
económico, esa legalidad universal solo opera en el proceso asignativo o 
plan de acción que se proyecta una vez que la dinámica de acción personal 
y social ha generado un medio de operación, un conjunto de medios 
escasos y un conjunto de fines alternativos relativos a un agente. En 
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definitiva, solo en una parte de la estructura de los planes de acción influye 
la legalidad asignativa universal, siendo pues una legalidad no determinista. 
"Se aprecia claramente que "lo económico" no constituye una "zona exenta" 
de la vida social, sólo débilmente conexa con lo ético, lo cultural, etc..."971. 
Así, cuando RUBIO DE URQUÍA concluye sobre "el lugar de lo económico" 
afirma que es "el lugar en el que se objetivan, se ponen de manifiesto y 
surten efectos las consecuencias de esos despliegues de la libertad, la 
inteligencia, la cultura, la sociabilidad"972. Las contradicciones internas, 
imposibilidades absolutas o relativas de un plan son consecuencia de la 
estructura previa del espectro subjetivo de posibilidades de acción del 
agente. En otro lugar y como fruto de su investigación sobre el ámbito de la 
realidad sobre el que se fundamentan y al que se refieren todas las 
construcciones teórico-económicas, concluye afirmando que "a priori, el 
objeto general de la teoría económica coincide con  todo el ámbito de la 
acción humana y sus productos"973, ámbito que deberá ser objeto de una 
caracterización o concepción orgánica de la persona humana, esto es, 
expresión de una antropología, una teoría explicativa de la acción humana y 
sus productos. 
LEOPOLDO GONZALO974 se refiere al mismo fenómeno de forma parecida. 
La ciencia económica, ocupada en la optimización de los recursos 
disponibles para la consecución de fines determinados, se mantiene al 
margen de la valoración moral de dichos fines. No obstante, una cosa es 
que el sistema capitalista sea éticamente neutro en sus valores centrales de 
búsqueda de eficacia y de eficiencia, y otra distinta es que las distintas 
secuencias del proceso económico sean absolutamente extrañas a la Ética. 
Es decir, tanto la eficacia como la eficiencia se ven afectadas por decisiones 
tomadas libremente que no son moralmente neutras. "El mercado no existe 
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en su estado puro, se adapta a las configuraciones culturales que lo 
concretan y lo condicionan"975. De lo anterior se deriva que ante 
consecuencias económicas o financieras negativas no se debe hacer 
reproches al instrumento o al medio empleado, sino al hombre, a su razón 
oscurecida, a su conciencia moral y a su responsabilidad personal y social.   
Coincidimos con el profesor ORDUÑA DÍEZ976 cuando explica cómo el obrar 
humano está impulsado por una primera motivación a partir de la cual se 
construye un “plan de intenciones” y mediante continuos juicios de valor, se 
va relaborando y dando forma para aplicarlo a la realidad. Eso es posible a 
través de la elaboración de “planes de acción” y de un proceso interactivo 
continuo que concatena intenciones, actos, obras, fines, medios y 
resultados. Esas motivaciones han de analizarse desde un juicio primario y 
apriorístico, hasta comprender la clave del obrar humano, su maldad o 
bondad, “un juicio que, después, puede ser matizado y tamizado, ética y 
científicamente”. 
Lo anterior implica que una de las limitaciones contenidas en las hipótesis y 
caracterizaciones del agente económico presentes en los procesos de 
asignación estudiados por la economía clásica y neoclásica, es el hecho de 
que no contemplan la especificidad de cada agente en cuanto a las ideas 
que le influyen en su manera de actuar. Estas ideas, formadas por un 
ensamblaje de creencias, valores, actitudes y representaciones teórico-
técnicas le hace percibir y representar la información de forma particular y 
distinta a como lo hacen otros agentes977.  Mediante esos ensamblajes, el 
agente va percibiendo y representándose, entre otras cosas, la realidad 
objetiva, de tal modo que esta deviene operante para el agente a través de 
su ensamblaje. De hecho, la naturaleza precisa del contenido y organización 
interna de los ensamblajes personales reviste una importancia fundamental 
para el resultado de la acción personal del agente, siendo unos tipos de 
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cultura y de sociedad más fecundos que otros en la producción de procesos 
asignativos realizables978. Parece intuirse de las reflexiones anteriores que 
una parte de la eficiencia de un proceso de asignación debería atribuirse al 
proceso mismo de generación de medios y fines y al medio en que opera el 
agente, lo cual conecta la eficiencia con consideraciones de carácter ético y 
cultural. Esto significa que la pretendida neutralidad de la Economía 
respecto de apreciaciones de carácter valorativo no es tal neutralidad. La 
legalidad universal que permite explicar muchos procesos asignativos opera 
sobre elementos que son resultado y consecuencia de una forma previa de 
ver el mundo y de interpretarlo por parte del agente, del llamado 
ensamblaje de ideas y creencias entre las que están muchas de carácter 
valorativo.  
Se ha afirmado979 incluso de estas ideas, creencias y actitudes que surgen 
del orden social racional, que reducen las incertidumbres respecto de las 
conductas de los demás, permiten la convivencia. Por ello, estas creencias 
incrementan la seguridad vital y constituyen el instrumento más natural 
para orientarse en el mundo, para actuar racionalmente. Este enraizamiento 
en las creencias y la convivencia habitual generan el consenso social que 
regula las relaciones entre los miembros de la sociedad a través de las 
costumbres, los usos, las tradiciones. Nos atrevemos a añadir que este 
consenso social también transciende al campo de lo económico y por tanto 
a la eficiencia. 
Con la globalización se han identificado980 dos dinámicas que afectan al 
papel de estos sistemas de creencias, valores, actitudes que son 
características de la identidad de una comunidad y a los contenidos de la 
acción personal. La primera consiste en un proceso de disolución de las 
comunidades populares, de las redes de sociabilidad fundamentales de esa 
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comunidad, quedando desvinculadas entre sí las personas, familias, o 
grupos que antes formaban parte de una comunidad. Ya lo habíamos 
anticipado en el capítulo anterior. Con ello pierde eficacia o se extinguen los 
sistemas de creencias, valores y representaciones características de su 
identidad histórica. Por su relación con la realizabilidad de los planes de 
acción y con ello con la eficiencia de los procesos asignativos, podemos 
afirmar que los efectos negativos sobre estos sistemas de ideas y creencias 
compartidos influyen también negativamente en la eficiencia económica, 
cuestión no considerada por los modelos económicos actuales.  
La segunda dinámica consiste en un proceso de monetización creciente de 
los contenidos de la acción personal, es decir, una tendencia de generación 
de conjuntos de medios y fines de acción con valor monetario. Con ello se 
produce un proceso de sustitución de bienes genuinos y necesarios para la 
vida humana no susceptibles de valoración monetaria por bienes 
susceptibles de aflorar en mercados, bienes económicos, sucedáneos de los 
genuinos. En este contexto la capacidad de gasto de una persona se 
convierte en el indicador intersubjetivo de su capacidad de acción en 
general981. VALLET982 lo expresa de forma parecida cuando comenta que la 
cultura ha pasado de ser forma vivida a un producto y con ello surge su 
comercialización en la que el éxito solo se mide y persigue por el resultado 
económico. T. MELENDO983 transmite la misma idea reconociendo que, en la 
civilización actual, la hegemonía de los valores utilitarios y en particular de 
los económicos, dificulta conocer profundamente en que consiste la dignidad 
de las personas y obrar de acuerdo con ello. También se refiere a la 
hegemonía de la "lógica de los equivalentes", que es inherente al comercio 
entre cosas y cuyo dominio se ha ido extendiendo hasta invadir los ámbitos 
donde debería primar la “lógica de la gratuidad” que es lo propio de las 
personas.  
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A este respecto se ha apuntado984 como causa el hecho de que el Estado y 
la religión política democrática han pasado a suplir las funciones que antes 
cumplían respecto del altruismo la religión tradicional y las iglesias, pues 
como el Estado solo puede conseguirlo tratando de obligar a través de la 
reglamentación, el altruismo desaparece paulatinamente de las costumbres 
y los hábitos, de ahí la apelación actual constante a la solidaridad. "Los 
usos, las costumbres, los hábitos, en definitiva el consenso social, el orden 
natural de la convivencia, nacen de la espontaneidad y la confianza social, o 
sea, de la libertad moderada por el altruismo y guiada por la razón 
sustentada en la tradición"985. El altruismo acompaña cada vez menos a las 
acciones humanas y como contrapartida aumentan en las relaciones 
sociales el egoísmo, el interés, la utilidad... 
Ambos efectos no solo influyen en los ensamblajes personales y el tipo de 
medios, fines y medios de operación generados por el agente, sino que 
retroalimentan la interpretación actual del principio impositivo de justicia en 
el sentido ya apuntado. Así, la disolución de las redes de sociabilidad en las 
comunidades y el progresivo proceso de aislamiento de personas, familias y 
grupos de personas favorece la tendencia a incrementar el papel del Estado 
en materia de bienes y servicios sociales, y con ello la necesidad de 
incrementar los ingresos impositivos. El proceso anterior unido a la 
creciente monetización del contenido de la acción personal y la importancia 
de la capacidad adquisitiva como medida de la capacidad de acción 
potencian la importancia que se le atribuye al proceso de redistribución de 
renta y riqueza y con ello a la interpretación del principio de justicia en los 
impuestos. Este proceso de monetización afecta asimismo al principio de 
eficiencia económica en los tributos subrayando los efectos del tributo en 
términos de bienestar e ignorando una consideración más global que 
incorpore la causa final del impuesto, el bien común. 
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 Algunas conclusiones 
Apuntar alguna conclusión acerca de cómo se define e interpreta la 
eficiencia económica en la actualidad implica someter a crítica un criterio de 
medición ampliamente aceptado para tomar decisiones políticas, jurídicas y 
económicas socialmente relevantes. Esto se debe a que la eficiencia ha 
llegado a ocupar un lugar predominante como criterio normativo, no solo en 
Economía, sino también en el ámbito jurídico y como referente de 
conductas en el ámbito social. Para ello es necesario mirar al pasado e 
identificar qué opciones epistemológicas, antropológicas y metodológicas 
adoptadas por la Economía influyeron en su configuración y por tanto qué 
limitaciones trasladaron a lo que se fue configurando como eficiencia en los 
distintos campos, también el tributario. 
Ese ejercicio de análisis histórico de las raíces nos ha permitido constatar lo 
siguiente: 
 El acuerdo sobre lo que puede conocerse acerca de la realidad y la 
definición de lo que se entiende por ciencia ha supuesto la primera y 
gran acotación del objeto de la Economía y con ello de lo que la 
eficiencia estaba llamada a medir. Ambas decisiones epistemológicas 
traen su origen histórico primero del nominalismo (siglo XIV) (admite 
solo el conocimiento de las cosas materiales-singulares), y más tarde 
del cartesianismo (siglo XVII) (racionalismo y prioridad a la 
representación subjetiva de la realidad) y del cientificismo (siglo XIX) 
(decisión de emular a las ciencias de la naturaleza asumiendo su 
metodología). 
 En el ámbito antropológico, la negación nominalista de que la realidad 
pudiera contener alguna lectura teleológica, impidió tomar como 
referentes normativos los que contuviera la propia realidad del ser 
del hombre, situando con ello a la libertad humana en un contexto 
cuyos referentes se concretan al nivel de lo empírico, del placer y del 
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dolor. De ahí que fuera la utilidad, las preferencias individuales y 
subjetivas y el bienestar, las únicas metas predicables de la acción 
asignativa. Habiendo sido malinterpretada la idea de naturaleza 
humana986 (como límite y no como ethos) se impidió que 
desempeñara la función de enjuiciar la eficiencia de las acciones, 
también de las económicas. Es decir, de la misma forma que en el 
ámbito de las ciencias físicas nada en la historia de la humanidad 
había ampliado en  mayor medida el alcance del actuar humano como 
la expansión de nuestro conocimiento de las leyes de la naturaleza, 
también en las ciencias sociales conceptos como "naturaleza", "lo 
natural" o "lo conforme a la naturaleza" podían haber desempeñado 
una función normativa en el enjuiciamiento de la eficiencia. La 
naturaleza humana pertenece aquí al mundo de los objetos y es 
accesible a la manipulación por parte del espíritu. "La ética de una 
civilización semejante es la ética utilitarista o consecuencialista ..... 
No hay nada parecido a una naturaleza interna de las acciones, que 
ponga coto al fantástico mandato universal de optimización". Lo que 
SPAEMAN dice aquí de la Ética ha sido trasladado como ya vimos, al 
ámbito de lo económico y de la acción política. Con palabras de 
SCHUMPETER explicamos más arriba por qué. 
 La visión racionalista del orden social, la herencia individualista de la 
Modernidad, y el deseo mal entendido de neutralidad científica en el 
ámbito económico, confinaron el lugar de lo económico al recinto 
cerrado de la utilidad individual y del consecuencialismo. Así, la 
consideración económica de la acción humana deja de preguntarse 
por el papel de la cultura y de la Ética en la generación de medios y 
                                      
986 Aunque SPAEMAN se refiere aquí al aspecto moral de las acciones, entendemos que la idea 
de naturaleza y por tanto la idea de la finalidad de las acciones influye en los resultados 
económicos tal y como se ha puesto de manifiesto. SPAEMANN, ROBERT: "¿Son "natural" e 
"innatural" conceptos moralmente relevantes?" op. cit., pp. 1-3. La búsqueda nominalista y 
racionalista de certezas primero y la corriente “antropológica cultural” después, centraron la 
atención acerca de las metas humanas en un contexto individual y en las condiciones de 
espacio y tiempo entendiendo que "la aventura del espíritu que culmina con la civilización 
tecnológica no está limitada por ninguna meta natural, por ningún telos".  





fines del proceso asignativo, asumiendo al mismo tiempo el criterio 
político e ideológico en la solución de unos fallos cuyas causas éticas 
ha renunciado a considerar.   
 Las referencias contenidas en el ámbito económico a las cuestiones de 
justicia o equidad se realizan actualmente a un concepto de carácter 
subjetivo generado durante la Modernidad y dependiente de la 
apreciación de cada sujeto o de la voluntad del legislador. Esta 
situación provoca situaciones de conflicto con otros elementos del 
proceso de asignación considerados “objetivos” cuya resolución, sin 
ser tampoco única, es remitida al ámbito estatal o político. Un 
ejemplo de este tipo de conflicto es el que suscita la actual 
interpretación de los principios impositivos de eficiencia y de justicia. 
La eficiencia, centrada aquí en minimizar el coste en bienestar del 
proceso tributario y medida conforme a la lógica de equivalentes del 
mercado, resulta incompatible con la justicia impositiva cuya lógica 
es la de conducir al mecanismo social conforme a los fines 
políticamente relevantes, incluyendo la redistribución de rentas.   
b) La eficiencia impositiva en los sistemas fiscales modernos 
 Consolidación y protagonismo 
De la eficiencia impositiva y su creciente protagonismo desde el último 
tercio del siglo XX hemos ya dado abundante detalle al plantear la pregunta 
por la situación actual entre los principios impositivos de justicia y 
eficiencia. En síntesis, puede decirse que desde los años setenta del siglo 
XX se produce una importante recuperación del principio de eficiencia en los 
tributos. Los tres motores principales de este cambio son: los avances en el 
pensamiento económico y su  influencia en la fundamentación hasta 
entonces ofrecida de la progresividad impositiva,  la extensión de la teoría 
del mercado a la actuación del Sector público (optimalidad paretiana), y la 





aparición de la teoría de la justicia de RAWLS (1972), que se inclina por un 
concepto de justicia-imparcialidad más que por el de justicia-igualdad987. 
Metodológicamente también se menciona este giro hacia la eficiencia. D. 
ROMERO comenta entre sus notas sobre la Hacienda Pública actual cómo 
han ganado en importancia las cuestiones de carácter microeconómico, el 
uso creciente del análisis-modelización matemático y de la contrastación 
econométrica. También menciona un replanteamiento del papel del Sector 
público así como un desplazamiento del interés desde los problemas de 
equidad hasta las cuestiones relacionadas con la eficiencia económica, 
incrementando su interés los aspectos institucionales y organizativos de la 
actividad pública988. 
De hecho, la enunciación actual del principio989 considera de forma mucho 
más explícita sus efectos en las decisiones individuales y en la economía en 
general, habiéndose generalizado el uso del concepto “neutralidad” en la 
imposición también como una reacción ante el frecuente uso dirigista del 
tributo desde el nacimientos de los sistemas fiscales modernos durante la 
primera mitad del siglo XX. Así, por ejemplo, al analizar los objetivos de un 
sistema fiscal y los medios para alcanzarlo, LAGARES990 (1987) menciona el 
principio de eficiencia económica en los tributos dentro del objetivo fiscal de 
asignación eficiente de recursos, y podría decirse que presenta dos 
perspectivas. En primer lugar, dicho principio se encuentra referido al 
                                      
987 LAGARES CALVO, MANUEL: "Reformas pendientes  …". op. cit., pp. 68-89. 
988 ROMERO JORDÁN, DESIDERIO: "Aspectos metodológicos de la economía y de la Hacienda 
pública". op. cit., p. 44. 
989 El principio de eficiencia económica es junto con el de equidad, uno de los objetivos 
perseguidos por el sistema tributario. Un sistema tributario es más eficiente que otro si 
recauda la misma cantidad de ingresos con un coste menor para los contribuyentes. Tres son 
principalmente los costes derivados de la recaudación impositiva: el propio pago del 
impuesto, las pérdidas irrecuperables de eficiencia provocadas cuando los impuestos 
distorsionan las decisiones que toman los individuos y las cargas administrativas que soporta 
el contribuyente cuando cumple las leyes tributarias. Las llamadas "pérdidas irrecuperables 
de eficiencia" se producen en la medida en que los impuestos distorsionan los incentivos 
afectando con ello al comportamiento del contribuyente. Consecuencia de ello se produce 
una reducción del bienestar económico del pagador del impuesto que es superior a la 
cantidad de ingresos recaudados por el Estado. MANKIW, N.GREGORY: Principios de 
economía. McGRAU-HILL/INTERAMERICANA. Madrid. 2004. pp. 153-154.  
990 LAGARES CALVO, MANUEL.: "Objetivos de un sistema fiscal  …". op. cit.,  pp. 12-15. 





propio impuesto y a la relación que guarda con los bienes públicos que 
financia. Es decir, el impuesto deberá cumplir respecto de dichos bienes los 
mismos principios de eficiencia en la asignación que los precios respecto de 
los bienes privados. Básicamente, esto significa que los impuestos deben 
reflejar el equilibrio necesario entre la utilidad derivada de los bienes que 
financian y la desutilidad derivada de tener que pagarlos. Una consecuencia 
del criterio anterior es la cobertura del  coste del servicio público por parte 
del impuesto. El principio de suficiencia estaría así en plena relación con el 
de eficiencia. En segundo lugar, como una segunda perspectiva del principio 
de asignación eficiente aplicado a los impuestos, se encuentra el principio 
de neutralidad991. Según el mismo "un sistema impositivo eficiente no 
debería distorsionar en absoluto -o al menos debería distorsionar lo menos 
posible- la formación de los restantes precios del mercado". Asimismo, 
dentro de los objetivos de estabilidad y de fomento del crecimiento 
económico, también se puede hablar del principio de eficiencia impositiva en 
su vertiente de neutralidad. Es decir, en la medida en que al sistema 
impositivo se le pide que no frene el crecimiento del ahorro privado y que 
no reduzca sustancialmente los incentivos para trabajar o asumir riesgos 
económicos, se le está pidiendo que no interfiera en la asignación de 
recursos que se produciría en el mercado. 
En palabras de FUENTES QUINTANA992:  
                                      
991 Lagares menciona las prescripciones que, en materia de neutralidad fiscal, están latentes en 
la opinión de los que analizan los efectos de los impuestos y preparan las reformas 
tributarias de los países de nuestro entorno: neutralidad frente a la oferta privada de ahorro 
eximiéndola de tributación, no interferencia en decisiones individuales de trabajo, no 
beligerencia contra la asunción de riesgos por parte de empesarios e inversores, no afectar 
negativamente a las decisiones de inversión, no distorsionar de modo apreciable el sistema 
de precios relativos. Reconoce también que resulta inevitable el efecto negativo de la 
tributación sobre estas cuestiones y que por tanto se trata de que dichas reformas los 
minimicen. LAGARES CALVO, MANUEL.: "Objetivos de un sistema fiscal  …".  op. cit.,  p. 112. 
992 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "El impuesto lineal …". op. cit., p 542. Un impuesto mayor 
sobre la renta   reduce la renta neta disponible para el gasto que se consigue trabajando, 
ahorrando o invirtiendo más (efecto renta del impuesto) y esta reducción de los bienes que 
pueden lograrse gracias a una mayor actividad pueden llevar al contribuyente a optar por el 
ocio, el consumo o por abstenerse de invertir en vez de por el trabajo, el ahorro o la 
inversión (efecto sustitución del impuesto). SE puede original así un exceso de gravamen o 
peso muerto de la imposición cuando la carga total originada por el impuesto sobrepasa el 
importe monetario de los ingresos recaudados por él. El efecto sustitución actúa alterando 





"…un impuesto es eficiente cuando su estructura (tarifa y deducciones) 
distorsiona mínimamente las decisiones de asignación de recursos (trabajo, 
ahorro y asunción de riesgos, inversiones, evasión y evitación) ocasionando 
reducidas pérdidas de bienestar. Este principio recomienda gravar mediante 
tipos marginales bajos y evitar la erosión de las bases imponibles mediante la 
multiplicación de exenciones y desgravaciones".  
RICARDO CALLE993 se refiere al mismo en los siguientes términos: 
“Según estrictos criterios de eficiencia, un impuesto será óptimo si procura los 
correspondientes ingresos minimizando el exceso de gravamen total. Y como 
es sabido, y en función de esta exigencia, puede determinarse una regla de 
imposición eficiente que no tiene en cuenta los aspectos de equidad. Pero al 
no poder considerarse irrelevantes los aspectos distributivos, la optimalidad 
del impuesto ha de tener en cuenta, al diseñarse, los aspectos de eficiencia y 
equidad. La combinación de estos objetivos- eficiencia y equidad- suscita una 
interesante problemática”. 
Como puede deducirse de las referencias anteriores, el concepto de 
eficiencia impositiva en los Estados modernos no varía sustancialmente 
respecto de la idea de carga o exceso de gravamen ya apuntados para el 
periodo anterior, ahondando si cabe aún en la necesidad de no 
desaprovechar recursos innecesariamente en su trasvase al Sector público. 
Son por tanto aplicables a la actualidad los mismos comentarios críticos que 
se expusieron entonces. Si tuviéramos que apuntar una nota distintiva de 
este periodo sería la presión que la competitividad internacional ejerce 
sobre la eficiencia impositiva y de ahí la prioridad por la asignación 
eficiente. Sin embargo, la ganancia o pérdida de competitividad de una 
sociedad respecto a un bien o la ganancia o pérdida de competitividad 
global de la sociedad no está relacionada de forma exclusiva con procesos 
de "asignación eficiente", sino también con procesos de alteración de los 
                                                                                                                
las preferencias de los contribuyentes hacia las decisiones de ahorro, trabajo e inversión. Las 
pautas fundamentales dirigidas a reducir el exceso de gravamen en la imposición personal 
son la reducción de los tipos marginales en las tarifas y la ampliación de su base impositiva 
mediante la reducción de los beneficios fiscales aplicables. p. 542. 
993 CALLE SAINZ, RICARDO: “La reforma del IRPF desde  …”. op. cit.,  p. 108. 





medios o de los fines, es decir, con procesos en los que interviene la 
innovación pura994. En ello influye la existencia de "personas y grupos de 
personas máximamente proyectivas desplegando su acción en sociedades 
capaces de fomentar, acoger y hacer eficaz esa acción"995. La eficiencia 
asignativa, con las limitaciones que puede tener en el contexto en que es 
definida por la Teoría Económica y además desde este punto de vista que 
propone el RUBIO DE URQUÍA, no puede entenderse como un objetivo en sí 
misma. Es decir, la eficiencia económica no es la única forma ni la mejor de 
garantizar el crecimiento económico, parece decir, por cuando si éste 
depende de la competitividad y esta del entorno, la clave está en 
proyectarlo, no en reaccionar a él. A su vez, esta forma creativa de 
entender la competitividad se encuentra vinculada a una visión del mundo 
que permita innovar hacia formas de existencia llenas de sentido, en las 
que la cuestión teleológica vuelva a tener un lugar.   
c) Eficiencia y justicia impositivas: en busca de un compromiso 
Explicamos en el epígrafe anterior cómo el formalismo en sus distintas 
manifestaciones -positivismo en lo jurídico, cientificismo en lo económico- 
había contribuido a una separación artificial entre las disciplinas económica 
y jurídica y cómo se había configurado en particular el conflicto entre los 
principios impositivos de justicia y eficiencia. No obstante, no pasó mucho 
tiempo antes de que comenzaran a interesar las consecuencias económicas 
de lo jurídico y los efectos jurídicos de lo económico pudiendo mencionarse, 
por su influencia posterior, distintos desarrollos teóricos habidos dentro de 
una tendencia mayor denominada "análisis económico del Derecho"996. 
                                      
994 RUBIO DE URQUÍA, R.: "Competitividad y formación humanística en las sociedades 
avanzadas". Nueva Revista 69. Mayo-junio, 2000. pp. 85-93. 
995 Ibídem,  p. 88. En su opinión esta es una tarea que requiere una formación delicada y 
trancendental como es " la de ir construyendo una visión del mundo, por parte de la 
persona, capaz de ir sustentando la formulación de proyectos conformadores de sentidos y 
modos de existencia", una fomación humanística. Ibídem. p. 91. 
996  El criterio de eficiencia, ya sea bajo la formulación de Pareto o bajo otras posteriores en 
desarrollo del mismo, ha irrumpido con importantes aportaciones doctrinales en el ámbito del 
Derecho, especialmente en lo que se conoce como escuela del Análisis Económico del 
Derecho, ya sea en su versión más radical,-encabezada por Posner y con G. Becker, H. 





Dentro de esta tendencia llega a entenderse al Derecho como un concepto 
puramente instrumental en el sentido que ya comentamos de cómo el 
"optimo de Pareto" era el que señala al Estado cuándo debe intervenir 
atendiendo a los fallos del mercado con el fin de obtener una solución 
colectivamente óptima. Se produce además en la doctrina un esfuerzo por 
tender puentes para que filósofos y juristas entiendan mejor a los 
economistas, y se trata de conciliar las ideas de eficiencia y justicia. Esta 
tendencia responde muy bien a las nuevas necesidades a las que se 
enfrenta el Estado moderno: sus transformaciones han llevado a que se 
modifiquen los criterios tradicionales de legitimación, a la legitimación por la 
legalidad se añade ahora la de la eficiencia en el suministro de bienes y 
servicios públicos. Se denuncia también que muchos juristas solo se han 
ocupado por los efectos legales en materia de seguridad jurídica y pocas 
veces han analizado los efectos en términos de coste o de eficiencia. En 
este sentido el criterio de "eficiencia" se ha revelado como fundamental 
para diseñar las reglas del juego de una sociedad. Desde este marco se 
propone un nuevo modelo de jurista como solucionador de conflictos 
sociales, como un ingeniero social, que busca la justicia material aunque 
implique una merma de la seguridad jurídica. Aquí es dónde tiene su papel 
la aportación de la Economía, al trasladar al ámbito jurídico el presupuesto 
del hombre racional y egoísta, y la racionalidad entendida como estratégica, 
en la que las decisiones de unos influyen en las de otros, así como el 
concepto de eficacia, de utilidad o cumplimiento espontáneo997. 
L. HIERRO, por ejemplo, comenta cómo el criterio de eficiencia paretiano, y 
otros puntos de vista de carácter normativo como los criterios de elección 
social (la maximización de la riqueza de POSNER) han ido ganando terreno 
en las disciplinas jurídicas. Con ello, el análisis del Derecho desde un punto 
de vista económico ha sido considerado por un sector doctrinal como una 
nueva vía para dar a la justicia una nueva perspectiva. La eficiencia se ha 
                                                                                                                
Demsetz, F.H. Easterbrook, I. Ehrlich, M. Laudes y G. Tullock,- o en su versión más 
moderada,- encabezada por Guido Calabresi. 
997 CALSAMIGLIA, ALBERT: "Justicia, eficiencia y Derecho". op. cit.,  pp. 305-335. 





considerado incluso como parte de la justicia, pues el despilfarro parece 
resultar incompatible con ésta. La ordenación del Derecho a la justicia para 
algunos ha sido incluso sustituida por la ordenación del Derecho a la 
maximización de la riqueza. En todo caso, justicia y eficiencia siguen 
apareciendo aquí enfrentadas, identificándose la primera con distribución de 
la renta y la segunda con producción de riqueza y productividad. La 
influencia del utilitarismo racionalista y del individualismo subyace a 
muchos de los planteamientos. 
Se elabora incluso (Teorema de Coase) un concepto de eficiencia como 
criterio normativo de resolución de conflictos (¿jurídicos?, ¿darle a cada uno 
lo suyo?) que va más allá de considerar quién tiene la culpa o el derecho 
respecto a algo aportando la solución menos costosa. Con ello se deduce, 
en presencia de varias normas aplicables, que será preferible la más 
eficiente998.  
En uno de sus trabajos VALLET999 analiza distintos puntos de vista 
doctrinales que señalan las limitaciones del análisis económico del Derecho 
en la medida en que éste no puede asignar al Derecho sus objetivos 
preferentes e incluso poner en juego la noción de libertad. En su opinión, la 
rama de la Economía Política que propone el Estado de bienestar conduce a 
un Estado omnisciente que manipula las normas del Derecho en nombre del 
balance entre coste y beneficio de las reglas de conducta. Frente a esta 
postura, quienes ven en la libertad un bien intrínseco piensan que la 
moralidad es connatural al hombre, no convencional y que es preciso 
respectar la capacidad autónoma de elección y acción de los individuos. Es 
decir, no se puede considerar que los instrumentos jurídicos son medios 
para realizar objetivos impuestos desde fuera. En estrecha relación con 
estos comentarios está el análisis que realiza ARGANDOÑA1000 acerca de la 
crisis del Estado de bienestar.  En su opinión esta crisis no se debe a la 
                                      
998 Ibídem,  pp. 305-335.  
999 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "Derecho y economía". op. cit., pp. 5543-5553. 
1000 ARGANDOÑA, ANTONIO: "Sobre las motivaciones humanas …". op. cit., pp. 146-165. 





desviación creciente de recursos del sector privado al Sector público, sino 
en que se encuentra relacionada con la satisfacción de necesidades 
materiales a costa de otras como la libertad, el fomento de la iniciativa, los 
atropellos a la dignidad humana, etc., que dependen de dimensiones que 
van más allá de la eficacia entendida como satisfacción de motivaciones 
extrínsecas (que buscan un efecto externo al sujeto). La existencia de 
sectores marginados que justifican en la actualidad la intervención pública 
mediante medidas redistributivas es muchas veces consecuencia de una 
"eficiencia" mal entendida, es decir, una eficiencia centrada en la 
satisfacción de las necesidades extrínsecas. Es decir, el origen de la 
marginación es consecuencia de la no participación de algunos grupos 
sociales en las relaciones de producción e intercambio y por ello de la 
ruptura de la unidad social. La unidad o consistencia es la medida en que 
las acciones individuales de los sujetos son movidas al actuar por 
motivaciones transcendentes, es decir, por las consecuencias que dicha 
actuación pueda tener en terceras personas. Por ello la eficiencia entendida 
como satisfacción de necesidades extrínsecas está mal entendida puesto 
que las motivaciones más coherentes con la unidad social son las 
transcendentes. 
VALLET1001, reafirmando el "suum cuique tribuere" como la función del 
Derecho, entiende que los juristas deben conocer lo que opinan los 
economistas de las distintas escuelas y sus análisis como parte del 
"humanarum rerum notitia", aunque su labor no consiste en seguir las 
teorías dominantes en un momento dado.  
Desde el ámbito específicamente tributario hay quién ha tomado partido al 
respecto apuntando hasta qué punto necesitan entrelazarse Derecho y 
Teoría Económica. PÉREZ DE AYALA1002 reconoce que para la realización 
                                      
1001 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "Derecho y economía". op. cit., pp. 5541-5554. 
1002 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS.: "La Economía y el Derecho en  …". op. cit. pp. 157-225. El 
autor analiza por otro lado algunas aportaciones de Buchanan respecto del principio de 
capacidad contributiva en relación al concepto de justicia de Rawls  y demuestra cómo en su 
propuesta los criterios de eficacia (y eficiencia, parece utilizar ambos términos como 
sinónimos) y los de equidad tienden a unificarse y ambos derivan de preferencias 





práctica de la justicia fiscal es preciso una cierta colaboración disciplinaria 
entre el Derecho Tributario y la Teoría Económica. Esto es así en la medida 
en que para definir  la justicia fiscal material  habrá que considerar la 
realidad social en que la misma deba realizarse siendo para ello preciso 
tener en cuenta las necesidades humanas a cubrir con los recursos 
económicos escasos que con el tributo se absorben, los costes de 
oportunidad que esa absorción comporta en términos de aquellas 
necesidades (es decir, la relación entre recursos y necesidades), etc....Así la 
realidad social a la que va referida la justicia fiscal se puede decir que 
remite en su opinión a una cuestión de necesidades y de recursos escasos, 
siendo esta cuestión a su vez el objeto central de la Teoría Económica. Por 
otro lado también afirma que la Teoría Económica deberá construir sus 
modelos "a partir de supuestos coherentes con la justicia tributaria" 
teniendo en cuenta sus exigencias desde la experiencia jurídica que le 
puede ofrecer la teoría del Derecho Tributario. Esto conlleva la exigencia 
metodológica de traducir, formalizar, trasladar al mundo simbólico de la 
Economía el concepto de justicia elaborado en el ámbito de la ciencia 
jurídica. Sin embargo, el planteamiento ortodoxo que existe al respecto 
dentro de la Hacienda Pública (MUSGRAVE) entiende que los objetivos de 
"eficacia" (y eficiencia) se derivan de preferencias individuales mientras que 
los objetivos de "equidad" son deducidos de normas externas, o criterios 
éticos. Esto hace que ambos criterios no solo sean diferentes sino que 
también pueden ser conflictivos. 
Los comentarios mencionados por VALLET a propósito de los intentos del 
Derecho por ganar su legitimidad por medio de la eficiencia revelan en 
nuestra opinión dos cosas. Por un lado un fuerte anhelo doctrinal por 
encontrar una armonía entre dos principios cuya importancia para el bien 
                                                                                                                
individuales. En este esquema es fundamental el juego conjunto del auto-interés y de la 
ignorancia acerca de la situación futura de cada uno y de la cantidad de bienes públicos a 
recibir. Se trata de una situación en la que una institución fiscal que es eficiente es también 
justa. El autor no se adhiere a esta postura expuesta por Buchanan pero refiriéndose a ella 
pretende mostrar cómo es posible incorporar de forma simbólica a la justicia como ser ideal 
en una investigación económica con significación objetiva. Ibídem, pp. 190 y ss. 





social es clara. Por otro, la pretensión de conducir al mecanismo social al 
mejor de los estadios posibles olvidando que se trata de un organismo vivo 
que tiene que descubrir por sí mismo, desde el ejercicio de su libertad, 
cuáles son sus fines. En ambas cuestiones el fenómeno impositivo juega un 
papel fundamental, pudiendo significar con facilidad una merma de libertad 
para muchos y un injustificado  poder para unos pocos.  
En el ámbito más específico de los principios de justicia y eficiencia, aunque 
las aportaciones doctrinales siguen subrayando su situación de conflicto, se 
identifica también un deseo por aunar eficiencia y equidad. No obstante, el 
conflicto no termina de resolverse, entre otras razones porque se sigue sin 
reconocer un contenido objetivo a la equidad impositiva y la solución queda  
vinculada a posiciones ideológicas de distinto signo1003. La eficiencia, como 
uno de los postulados básicos de la economía de mercado, se interpreta no 
obstante como "acotada" o limitada por el hecho de que la distribución de la 
renta puede no responder al ideal de justicia presente en la sociedad. Esta 
situación justificaría la utilización de impuestos "no neutrales" y pone de 
manifiesto "... la posición relativamente encontrada que a veces ocupan los 
principios de justicia y eficiencia en el orden de la tributación ideal"1004.  
Por otro lado, las estructuras de asistencia, de transferencias de rentas y de 
servicios públicos, en un imparable proceso de crecimiento y de demanda 
de recursos, han desembocado en alteraciones sustanciales del nivel de 
presión fiscal que, lejos de afectar únicamente a la eficiencia, generan 
situaciones también contrarias a la justicia en el reparto. En este sentido, 
muchas propuestas de mejora de la eficiencia se han revelado también 
                                      
1003 MANKIW, N.GREGORY: Principios de economía . op. cit.,  p. 160.  Reconoce que casi todo 
el mundo está de acuerdo en que la equidad y la eficiencia son los dos objetivos más 
importantes de un sistema tributario aunque dichos objetivos suelen estar en conflicto. La 
historia de la política tributaria de muchos Estados (en particular se refiere a Estados Unidos) 
muestra que los dirigentes políticos tienen opiniones distintas sobre la equidad y sobre la 
eficiencia. "La economía no puede indicar por sí sola cual es la mejor manera de equilibrar 
los objetivos de la eficiencia y la equidad. En esta cuestión interviene la filosofía política, así 
como la economía". 
1004 GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO: “Justicia y eficiencia impositivas  …”. op. cit., p. 207. 





aliadas de la equidad tributaria. FUENTES QUINTANA1005 hace una síntesis 
de los efectos de la elevada presión fiscal característica de los años 
noventa. Cuatro son los efectos que destaca como los que más se han 
escuchado y denunciado contra el elevado nivel de imposición: (1) se 
agudizan las distorsiones y los defectos derivados de su recaudación, en 
especial los que afectan a la falta de equidad horizontal y vertical creando 
con ello un rechazo de los impuestos por los ciudadanos; (2) el aumento 
sobre la presión fiscal individual convierte al fraude en una alternativa de 
rentabilidad privada de considerable importancia, lo cual implica la 
imposibilidad de luchar contra el mismo sin una revisión exorbitante de los 
niveles de imposición; (3) el análisis de los efectos económicos de una 
elevada presión fiscal "ha demostrado su beligerancia en el frente de la 
eficiencia en la administración de los recursos económicos de una 
sociedad"; (4) los sucesivos aumentos en la presión fiscal han producido a 
su vez nuevos aumentos en los gastos públicos. Estas cuatro consecuencias  
han originado una preocupación generalizada por controlar la evolución de 
la presión fiscal. 
Junto a esta situación de conflicto y como ya apuntábamos más arriba para 
el caso español, también hay una clara tendencia doctrinal a buscar una 
armonía entre ambos principios. Así, puede encontrarse en muchos la 
intuición de que deberían caminar unidas1006, aunque no se confunda una 
con la otra, y de que en cierto sentido la equidad presupone la eficiencia o 
que esta última es un componente de la primera1007. Para otros, la relación 
justicia-eficiencia no tiene lugar siempre en términos de oposición, 
especialmente si se adoptan criterios normativos distintos a los de 
Pareto1008. 
                                      
1005 FUENTES QUINTANA, ENRIQUE: "La imposición en los años 90". op. cit., p. 562.  
1006 CORRAL GUERRERO, LUIS: "Derecho Financiero y derecho natural". op. cit., p. 669. 
1007 CALSAMIGLIA, ALBERT: "Justicia, eficiencia y Derecho". op. cit.,  pp. 305-335. 
1008 BARBERÁ SÁNCHEZ: "Justicia, equidad y eficiencia". Hacienda pública Española, nº 51. 
1978. pp. 213-248. 





5. Algunas conclusiones 
A modo de conclusión, quisiéramos apuntar una síntesis de las razones que, 
en nuestra opinión, han determinado el actual conflicto entre los principios 
impositivos de equidad y de eficiencia sobre la base de los análisis 
previamente realizados. Se trata de razones que se refieren tanto a los 
principios aisladamente considerados como considerados en su conjunto y 
tanto a limitaciones derivadas de las cuestiones en las que se fijan o miden 
como a limitaciones causadas por cuestiones que funcionan como criterio de 
referencia en cada uno. 
 La consideración actual de los principios impositivos de equidad y 
eficiencia y su medición se encuentran inspiradas en marcos 
teóricos diversos. La equidad en los impuestos conforme a la teoría 
del impuesto justo atiende a la bondad de un reparto proporcional 
respecto de una carga común. La eficiencia impositiva conforme a la 
Teoría Económica neoclásica atiende a la bondad de un reparto desde 
la minimización de las cargas individuales. 
 El criterio de valoración que subyace al principio de justicia, la justicia 
distributiva (desigualdad proporcional según el fin) no coincide con el 
criterio de valoración que subyace al principio de eficiencia en su 
interpretación actual, la justicia conmutativa (igualdad aritmética 
entre prestaciones). 
 La concepción actual del principio de justicia, al cimentar su 
legitimidad en su función redistributiva ejerce una presión innecesaria 
sobre el principio de capacidad económica y con ello alimenta un 
posible conflicto no solo con el bien común por ignorar la dimensión 
social y relacional del hombre1009, sino con el principio de eficiencia 
económica respecto de dicho bien común.  
                                      
1009 Esta cuestión, especialmente en lo que respecta a la responsabilidad social y la 
redistribución fiscal de rentas, se entiende mejor desde la matización que realiza DALMACIO 
NEGRO acerca de la libertad. La libertad del hombre en su actuar genera desigualdades, 
disensiones, conflictos, ideas nuevas respecto del consenso social existente. No obstante, la 





 La interpretación actual del principio impositivo de eficiencia se 
encuentra asentado en un concepto, el de bienestar, y en un modelo 
antropológico, el del homo oeconomicus, cuya virtualidad ofrece 
serias dudas por resultar excesivamente simplificado y dejar fuera de 
su consideración procesos asignativos de gran relevancia. Se trata, 
además, de un concepto inspirado en el de eficiencia económica, 
dentro de cuyo interés no se encuentra la influencia de factores 
culturales, educativos y éticos1010 en el proceso de asignación de 
bienes y recursos, cuestiones que, por tanto, escapan a su medición. 
 La configuración y marco conceptual de ambos principios carece 
de un referente teleológico común, referente que para el 
impuesto debe situarse en la teoría de las causas y por ello en el bien 
común como causa final. Ello implica una reconsideración de la 
naturaleza jurídica del impuesto desde la factibilidad de su uso actual 
como herramienta de protección, control y dirigismo social a su 
idoneidad para la aplicación práctica del principio de justicia 
distributiva en la creación de un orden socialmente participativo. 
Desde ahí, el entendimiento y medida de la justicia y la eficiencia 
podría contar con un lenguaje y proyección comunes. 
 La valoración del fenómeno impositivo, tanto desde el punto de vista 
de la equidad como del de la eficiencia, no se encuentra apoyada 
en la consideración conjunta de los ingresos y los gastos, ni 
por tanto en su vinculación directa e indirecta en el bien común. La 
                                                                                                                
libertad tiene límites, que son aquellos que derivan de los vínculos y ataduras que derivan de 
la verdad de la realidad que rodea al hombre. Por eso la otra cara de la libertad es la 
responsabilidad. La naturaleza del Estado es la neutralidad y la soberanía, y, como 
consecuencia de su naturaleza intrínseca, el Estado intenta extender esta neutralidad a todo, 
incluso al propio pensamiento, con lo que se impone la indiferencia generalizada 
debilitándose con ello el sentimiento de libertad y de responsabilidad. La libertad es 
incompatible con la indiferencia puesto que implica responsabilidad. Cfr. NEGRO PAVÓN, 
DALMACIO: La situación de las sociedades europeas. …. op. cit., pp. 35-43. 
1010 Se ha señalado que existe una significativa relación entre el desenvolvimiento de la ciencia 
económica contemporánea y los propios hechos económicos de espaldas a los valores éticos 
y la actual crisis económica. Cfr. GONZALO GONZÁLEZ, LEOPOLDO: "Recesión económica, 
depresión moral y recuperación socioeconómica …". op. cit., pp. 103-116. 





valoración de la eficiencia de un impuesto desde la sola perspectiva 
del ingreso resulta incompleta sin añadir a la misma una valoración 
adicional en términos de lo que con esos ingresos puede hacerse, 
habida cuenta de lo que aconseja en cada caso el principio de 
subsidiariedad. 




CAPÍTULO 5. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS 
 
 
"Si el estado fiscal estuviese en vías de fracasar y 
siguiese otra forma de entender las necesidades de la 
comunidad, esto significaría, por una parte, mucho más 
que el que un nuevo sistema fiscal reemplazase al 
anterior a la guerra. Más bien, lo que llamamos Estado 
moderno cambiaría su naturaleza; la economía habría 
de ser propulsada por nuevos motores a través de 
nuevos caminos; la estructura social no podría quedar 
como actualmente es; el enfoque de la vida y su 
contenido cultural, el aspecto espiritual de los 





1. Fundamentos teóricos de referencia: una propuesta 
El recorrido histórico que desde puntos de vista mutuamente 
enriquecedores hemos realizado, nos ha permitido apuntar algunas 
respuestas relevantes a las preguntas que más arriba nos hizo plantear el 
análisis de los principios impositivos de justicia y eficiencia en la España 
postconstitucional1012. No obstante, existe una última pregunta que 
permanece formulada: ¿Existe un sustrato teórico común a partir del cual 
                                      
1011 SCHUMPETER, JOSEPH A.: "La crisis del estado fiscal". op. cit.,  p. 147.  Comienza 
SCHUMPETER su trabajo refiriéndose a la opinión según la cual los problemas fiscales 
existentes solo tienen solución en un nuevo orden distinto al vigente antes de la guerra, un 
orden que además se encontraba lleno de elementos contradictorios. Hemos elegido esta cita 
porque expresa un reconocimiento de los retos que el sistema fiscal tiene por delante, retos 
que abarcan, además de nuevas formas de entender el encuentro entre la justicia  y la 
eficiencia económica, también cuestiones de sociales, espirituales y antropológicas. Creemos 
que este reto conserva toda su actualidad. 
1012 ¿Cuáles son los presupuestos teóricos que subyacen en su enunciado, interpretación y 
puesta en práctica?  ¿Qué consecuencias pueden derivarse de dichos presupuestos en cuanto 
a su vigencia real? ¿Cuáles son los motivos que permiten explicar el conflicto existente entre 
los principios de justicia y eficiencia económica en los tributos?.  




puedan resolverse las tensiones existentes entre estos principios y darles 
cabal  proyección al mismo tiempo? Se trataría de aportar una referencia 
común sobre el concepto de impuesto, al mismo tiempo que una "filosofía 
fiscal" de referencia que aporte unos términos de discusión que sean válidos 
para todos. Correspondería al presente capítulo proponer, aunque solo fuera 
por contraste con las conclusiones alcanzadas, algunas de las notas 
fundamentales de ese sustrato teórico común1013. 
Semejante tarea pretende ser consecuente con una referencia doctrinal que 
incluye SAINZ DE BUJANDA1014 en uno de sus trabajos, y que refleja el 
potencial del Derecho Financiero respecto de su objeto. Dice así:  
"…como ha señalado GUASP, para que la ciencia del Derecho, como conjunto 
sistemático, de cuenta de cada realidad jurídica, es preciso que sea más 
amplia que esa realidad. Pero lo que es más amplio que la realidad es tan solo 
y en cada caso la posibilidad. Posible es lo imaginable como real, aunque 
realmente no exista, y de lo cual lo que realmente existe es una simple, 
concreta y más reducida manifestación. La ciencia del Derecho ha de ser, 
pues, el sistema de las posibilidades jurídicas, y precisamente cuando conozca 
las posibilidades jurídicas estará en condiciones de entender las realidades 
para su comparación con el repertorio de lo posible".  
Esto significa que, como disciplina jurídica, el Derecho Financiero aspira a 
conocer la realidad posible dentro de su objeto de estudio y por tanto su 
atención no se centra exclusivamente en realidades jurídicas ya existentes 
                                      
1013 Este objetivo se puede también explicar siguiendo a RUBIO DE URQUÍA cuando explica que 
los ámbitos doctrinales actuales en Economía proceden de  tres marcos o contextos 
distintos: de la adopción de una Antropología Fundamental (AF) y de una metodología 
concreta que genera determinadas preguntas sobre la acción humana, de la constitución de 
una Teoría junto con modelos diversos a partir de enunciados que derivan de una 
Antropología Fundamental y que generan sistemas legales, y a partir de dinámicas grupales-
culturales más allá del ámbito científico académico que producen particulares visiones del 
mundo, estilos de pensamiento sobre la dinámica global de las sociedades. Se trataría 
también de lo que hemos denominado “sustrato común” o filosofía fiscal. Cfr. RUBIO DE 
URQUÍA, R.: “Estructura fundamental de la explicación de procesos de autoorganización  …”. 
op. cit., pp. 13-99. 
1014 GUASP J.: Derecho, Madrid, 1971, citado por SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO: "En torno a 
la tesis de la unidad dialéctica entre ciencia de la Hacienda y el Derecho Financiero". 
Hacienda pública Española, nº 47. 1977. p. 154. 




sino en realidades jurídicas posibles. Esa es una de las premisas que nos 
lleva a incluir las siguientes reflexiones.  
El punto de partida, la premisa si se prefiere, debe ser epistemológica, al 
igual que lo era la raíz que sustentaba el punto de partida de las distintas 
filosofías y antropologías que tomaban postura acerca del hombre, su vida 
en sociedad, el Estado y el papel del impuesto en todo ello. En las 
sociedades modernas en particular, se ha identificado1015 una tendencia 
manifiesta a darle la espalda a la verdad, al desconocimiento de la misma, a 
la renuncia a buscarla e incluso a aceptar la falsedad1016. Por eso, con la 
intención de superar el moderno escepticismo filosófico, la aproximación a 
nuestro objeto de estudio se hace desde el convencimiento de que la 
realidad humana sobre la que está llamado a pronunciarse el Derecho 
Tributario se puede conocer, es aprehensible, aunque no lo sea de forma 
perfecta. Es decir, que no hay una única vía para conocer la realidad y por 
tanto se acepta aquello que los sentidos, la experiencia, la práctica jurídica 
cotidiana, la verificación empírica y las intuiciones vayan revelando  en cada 
caso, bien en relación a hechos que quieren contrastarse, bien en relación a 
hipótesis de las que se trata de obtener una consecuencia normativa.  
Se asume asimismo que la dificultad en la delimitación de variables 
fundamentales para la teoría del impuesto justo como el bien común, la 
capacidad económica, el grado de progresividad o el principio de 
subsidiariedad, no significa que no tengan una lectura inteligible, o que sean 
obstáculos insalvables o que puedan justificar una concepción generalizada 
de la justicia fiscal como idea subjetiva o la renuncia de sus fines por parte 
del impuesto.  
                                      
1015 MARÍAS, JULIAN: Tratado sobre la convivencia. Concordia sin acuerdo. op. cit. Analiza a lo 
largo de su obra distintos aspectos de las sociedades modernas entre los que destaca en 
distintas ocasiones esta tendencia y su relación con la libertad, la convivencia y la posibilidad 
de concordia. 
1016 Afirma JULIAN MARÍAS respecto de nuestro país: "En España estamos asistiendo a una 
intensificación en el uso de la mentira, con una modificación que importa señalar. No es que 
se intente "deslizarla", con algún disfraz, sino que se la proclama abiertamente con descaro e 
insolencia, con amenazas, como si fuera un derecho-rasgo de muchos fenómenos de nuestra 
época" MARÍAS, JULIAN: Tratado sobre la convivencia. Concordia sin acuerdo. op. cit., p. 52. 




A este respecto compartimos las alentadoras afirmaciones del profesor K. 
TIPKE al inicio de una de sus obras más relevantes sobre la justicia en los 
tributos:  
"Si se desea alcanzar la justicia, el principio fundamental no puede ser un 
principio cualquiera: ha de tratarse de un principio adecuado a la 
realidad.......Quien desee encontrar el principio adecuado a la realidad debe 
estar familiarizado con dicha realidad...No es cierto que todo sea relativo, que 
toda búsqueda sobre la justicia adecuada a la realidad concluya en una 
opinión subjetiva y que no puede encontrarse la justicia adecuada a la 
realidad. Dentro de ciertos límites puede encontrarse el fundamento de los 
principios adecuados a la realidad"1017. 
Esta premisa epistemológica no pretende ser neutral con la realidad, como 
tampoco ha sido neutral la realidad social y fiscal con las decisiones 
adoptadas. No es neutral en el sentido de despreciar toda valoración 
o lectura normativa de la realidad, sino que pretende ser consecuente con 
lo que, desde la honestidad intelectual, se desprenda de una visión realista 
e inquisitiva de nuestro objeto actual de interés: la interpretación de los 
principios impositivos de justicia y eficiencia económica desde la teoría del 
impuesto justo y desde la compleja realidad humana en la que están 
llamados a aplicarse. Lo anterior no significa que no pretenda también ser 
científica, aunque tratando de superar las limitaciones que se han 
autoimpuesto las ciencias sociales1018 sin atender a la complejidad e 
impredecibilidad  del hombre, limitaciones que se derivan principalmente de 
los modelos antropológicos de referencia y de la exigencia genérica de 
contrastación empírica de todas sus hipótesis.  
En definitiva, y conforme a la premisa anterior entendemos que  el 
contenido de los principios de la imposición estará científicamente 
                                      
1017 TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado  …. op. cit.,  pp. 30-31. 
1018 R. CALLE reconoce que la “epistemología de la economía”, como teoría sobre los orígenes, 
naturaleza, autenticación y límites del conocimiento, está preocupada por las fuentes de 
conocimiento de los economistas acerca de la interacción social humana. CALLE SAIZ, 
RICARDO: "La relevancia de la metodología para la Ciencia de la Economía …". op. cit.,  p. 
33. 




fundado1019 siempre que primero se haya aprehendido desde el punto de 
vista teórico la naturaleza y fines del hombre, la sociedad y el Estado, y 
sobre la base de lo anterior se delimite la naturaleza y los fines de la 
imposición, siendo la interpretación y proyección postuladas respecto a ellos 
resultantes necesarias de esta naturaleza que puedan deducirse como 
condiciones indispensables de una política fiscal o, en su caso, 
presupuestaria.  
a) Antropología y Derecho Tributario 
Comenzábamos el capítulo anterior tratando de transmitir que los modelos 
económicos existentes ejercen una inevitable influencia en las 
representaciones humanas de referencia acerca de lo que es la persona, su 
existencia o la sociedad. La mera formulación de los "grandes temas", tales 
como "mercado o Estado", "eficiencia o solidaridad", "altruismo o 
racionalidad económica", o en nuestro caso “justicia o eficiencia impositiva”, 
“suele hacerse en y desde horizontes existenciales cuya evidente clausura 
no es sino necesaria consecuencia de ver "a la persona" como "lo que 
ponen" las antropologías expresadas en los modelos teórico-económicos 
más vigentes, muy especialmente el neoclásico"1020. Por esta razón se ha 
afirmado que una reflexión antropológica sistemática es necesaria no solo 
para explicar un mayor número de procesos sino también "para ampliar los 
contenidos de verdad de las concepciones acerca de persona, existencia y 
                                      
1019 Esta propuesta acerca del fundamento científico de cualquier postulado acerca de los 
principios de la imposición se encuentra inspirado en la definición de carácter científico que 
para los mismos propone F. NEUMARK. A la letra de la misma, que seguidamente 
reproducimos, se han incorporado los elementos antropológicos que, conforme al estudio 
realizado, son premisa necesaria para cualquier pronunciamiento posterior. Así conforme a 
NEUMARK: "Cada uno de los principios estará científicamente fundado siempre que, primero, 
se hayan aprehendido correctamente desde el punto de vista teórico la naturaleza y las 
funciones de la imposición, (...) y , segundo, las cualidades postuladas constituyan una 
resultante de esta naturaleza y puedan deducirse como condiciones indispensables de una 
política fiscal o , en su caso, presupuestaria, de la que se da por supuesto que ha de 
perseguir objetivos determinados y generalmente aceptados" NEUMARK, FRITZ: Principios de 
la imposición, op. cit., p. 26. 
1020 RUBIO DE URQUÍA, R.: "La economía como dimensión antropológica y social". op. cit., p. 
347. 




sociedad con arreglo a las cuales las gentes organizan su potencial de 
acción"1021.  
Después de hacer un recorrido histórico por las antropologías que han 
sustentado estos modelos y por el concepto de justicia y eficiencia 
económica que han generado, hemos podido apuntar las consecuencias que 
se han desencadenado en el ámbito impositivo, no solo en la proyección del 
principio de eficiencia, sino en su relación con el de justicia. 
Desde la doctrina jurídica también se ha reconocido1022 que el Derecho, 
aunque no se trate estrictamente de una ciencia social pues no estudia las 
conexiones naturales del hombre en relación a los otros, sí que tiene en 
cuenta para el cumplimiento de su objeto lo que se ha pensado sobre 
determinados aspectos interpersonales. El Derecho se entiende así como un 
conjunto de criterios obtenidos del contexto social que pretenden resolver 
conflictos interpersonales acerca del aprovechamiento de las cosas. Se trata 
esta de la concepción aristotélica del Derecho con la que coincidimos, la que 
lo identifica con el arte de establecer lo que en ese aprovechamiento le 
corresponde a cada uno. En esa tarea la premisa antropológica no es baladí. 
"El jurista es, por oficio, un humanista, posee un saber cuyo objeto es el 
hombre en sociedad y, por lo tanto, posee un arte que, en definitiva, se 
ordena al hombre"1023.  
Siendo pues la cuestión antropológica un elemento de gran relevancia en 
materia jurídica, por la importancia que tiene también para cualquier teoría 
del impuesto las ideas previas sobre el hombre, la sociedad y el Estado en 
las que se asienta, y por la coincidencia de buena parte de la doctrina en la 
necesidad de revisar los fundamentos antropológicos de la Economía1024, 
                                      
1021 Ibídem,  p. 347. En este sentido termina afirmando "Repensar la "sociedad civil" es, por lo 
tanto, inseparable de plantearse vías de progreso teórico-económico".  
1022 D´ORS, ÁLVARO: Nueva introducción  …. op. cit., pp. 18-19. 
1023 HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho?  …. op. cit., p. 155. 
1024 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico… op. cit., 
p. 7. En un sentido muy similar puede verse el siguiente trabajo: GONZALO GONZÁLEZ, 
LEOPOLDO: "Recesión económica, depresión moral y recuperación  …". op. cit., pp. 103-116. 
MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y ORTEGA, MIGUEL A.: "Una antropología para el agente 
económico". op. cit.,  pp. 513-533. LA PROPUESTA DEL AUTOR, como una base para el 




parece tener sentido proponer un modelo antropológico alternativo. Una 
fundamentación antropológica de la teoría del impuesto pretende ir más allá 
de un enfoque historicista en el que las diversas aportaciones jurídicas y 
económicas deben ser vinculadas al momento concreto en el que se 
realizaron (concepciones filosóficas, políticas, sociales, históricas vigentes) 
no siendo por tanto confrontables respecto de ningún criterio objetivo de 
validación. Este creemos es precisamente el enfoque preponderante en la 
investigación del pensamiento económico en general y del hacendístico en 
particular. De ahí deriva en buena medida el carácter relativo de los 
principios de la imposición por ejemplo respecto de un tiempo y lugar dados 
y con ello la imposibilidad de aportar una base de referencia estable para su 
evaluación. 
 Recuperación del sentido teleológico 
Una de las primeras conclusiones que se desprendía del recorrido realizado 
por la Historia de la Filosofía era la falta de consideración del elemento 
teleológico desde el nominalismo. Las consecuencias de ese olvido, 
especialmente en la Antropología, han quedado más arriba apuntadas. Por 
ello, toda propuesta alternativa debe pasar por la recuperación de la 
                                                                                                                
estudio de la acción económica: gran influencia de condiciones culturales e institucionales, 
planes de acción individuales en continua relación con los de otros, racionalidad individual en 
un marco de racionalidad común, individuos desiguales con relaciones propias y distintas, 
apertura ontológica del agente a otros fines. Economía como orientada a hacer posible la 
vida pacífica en común, conocimiento tópico, cambiante,objeto de continuo debate y 
elaboración por todos los miembros de la comunidad. Existencia de varios modos de 
organizar la economía." Es el respeto a la libertad de la conciencia  humana, fundamento de 
la ley natural, el que hace posible una economía más justa y eficiente." (p. 532). Asimismo 
también puede verse el trabajo de VARA CRESPO, O.: "Hacia una teoría de la historia del 
pensamiento económico". Estudios de teoría económica y antropología. Unión Editorial. 
Madrid. 2005. pp. 216 y ss. Según el autor la existencia actual de diferentes corrientes 
teóricas que se oponen al panorama neoclásico, en su versión más pura walrasiana o en su 
versión keynesiana, es un indicio de que la ciencia económica posee un importante carácter 
humanístico. Esto es, "las predicciones de estado de las teorías económicas contemporáneas 
dependen muy principalmente de las hipótesis que contienen sobre el agente económico, es 
decir, de las concepciones antropológicas que tienen los economistas y que vuelcan en sus 
modelos de persona". Esto le lleva a afirmar que la ciencia económica se encuentra aquejada 
de dificultades más próximas a las ciencias humanísticas como la Filosofía que a las ciencias 
naturales. El objetivo de su planteamiento, además de separarse de los enfoques relativistas 
de la historia de las doctrinas económicas, también  se separa del postulado según el cual la 
propia ciencia es una progresión constante hacia la verdad, pues no toda acumulación de 
conocimiento tiene que ser acorde con la realidad y se puede deja al margen una parte caída 
en desuso que sí cuente con mayor virtualidad. 




pregunta por los fines, primero en el modelo de hombre de referencia, y 
luego en el de sociedad, en el papel del Estado y en el Derecho. En este 
contexto se entiende por fin la realización de todo lo que constituye la 
posibilidad de un ser, un colectivo o una institución. Se entiende por tanto 
que el fin tiene un cierto carácter objetivo, y se encuentra en lo que el 
hombre es y conforme a su naturaleza1025 y no en lo que el hombre desea o 
prefiere. De ese fin y conforme al mismo cobra sentido la sociedad y el 
papel del Estado. Se trata de un fin que se va revelando a cada hombre de 
forma particular, que se va descubriendo y de ahí la importancia primero de 
la libertad humana como posibilidad de la acción y de la relación con los 
otros y segundo del elemento cognitivo de la realidad, esto es, del papel de 
las ideas, creencias, cultura, valores éticos, en ese proceso de 
descubrimiento y autorealización en el fin1026.  
                                      
1025 El hombre puede creer que actúa siguiendo una pauta que procede de dentro y sin 
embargo tratarse de algo falso, no natural. Esto es posible puesto que todo ser vivo no actúa 
solo por influjos mecánicos sino que decide y reacciona ante un mundo que interpreta, 
traduce. En ese proceso puede resultar engañado o engañarse. El engaño está más cerca de 
la idea de "violencia" que de lo que se entiende por "natural". Encontramos en el hombre por 
otra parte la "tendencia o inclinación", algo interno muy relacionado con la estructura de 
nuestra identidad, derivado de nuestra manera de "ser-orientados-hacia", que precede a 
toda conciencia y  a toda proposición de fines, como algo natural. Y ello aunque esta 
tendencia no sea más que una razón suficiente para hacer lo que conduce a su satisfacción 
porque vemos en ella un sentido y no existen otras razones que puedan a ello oponerse. 
SPAEMANN, ROBERT: "¿Son "natural" e "innatural" conceptos moralmente relevantes?". op. 
cit., p. 5. 
1026 MELENDO GRANADOS, TOMÁS: Introducción a la antropología: la persona. op. cit., pp. 27 
y ss. También se ha señalado la imposibilidad de entender a la persona como un mero 
exponente de su especie, la capacidad -necesidad del hombre de autoconstruirse, de mejorar 
a través de su relación con lo que le rodea, la índole proyectiva o futuriza su nuestra 
existencia que se va concretando en aquellos fines o ideales que le corresponden por su 
peculiar modo de ser. LUIS RECASENS lo expresa muy bien cuando afirma: "Al contemplar la 
realidad de lo humano, encontramos inevitablemente fines, propósitos. Ahora bien, tales  
fines o propósitos no se cumplen en el hombre automáticamente como sucede en la planta o 
en el animal. Por el contrario, tales fines pueden realizarse solo mediante el juego de la 
inteligencia y de la decisión humanas, en virtud de resoluciones por las cuales el hombre 
participa, aunque nada más que desde lejos, en una especie de obra creadora o re-creadora, 
es decir, en el ir elaborando su propia existencia, en el ir dando un contenido a su propia 
vida, y en el ir modificando su contorno o circunstancia por medio de la cultura".  Pues bien, 
en su opinión existe una íntima y recíproca relación entre los fines de la naturaleza humana y 
los valores mediante cuya realización deben ser cumplidos esos fines. RECASENS SICHES, 
LUIS: Introducción al estudio del Derecho. op. cit.,  p. 293. 




LUIS RECASENS1027 resalta la importancia que para el Derecho tiene 
este sentido teleológico en el hombre:  
“El sentido de la realidad humana contiene esencialmente una dirección de 
propósitos, de finalidad, de teleología. Se trata de cual sea el fin último del 
hombre en sociedad y de cuales puedan o deban ser los fines concretos que 
cada ser humano se proponga. (…) El análisis del orden finalista o teleológico 
de la realidad humana nos proporcionará las normas de contenido para 
rellenar con auténtica significación el principio formalista que se debe atribuir 
o dar a cada quien lo que es suyo”.  
En este sentido más adelante1028 afirma confiar en que nuevas aportaciones 
en los estudios antropológicos, psicológicos y sociológicos abran nuevas 
perspectivas para el ejercicio de valoración acerca del Derecho y para el 
descubrimiento de la efectiva existencia de criterios o "a prioris" objetivos.  
La pregunta por el fin lleva de forma inevitable a la pregunta por las 
antropologías que subyacen en las instituciones jurídicas, fiscales y 
económicas y con ello a su proyección en teorías, modelos, principios, 
criterios normativos y en su caso, Derecho positivo. El proceso 
interpretativo de toda la producción científica anterior quedará iluminado 
por la antropología de referencia, lo cual, en el caso de los principios 
impositivos de justicia y eficiencia, permitirá superar más fácilmente las 
posibles contradicciones o conflictos que surjan de su aplicación.  
En el ámbito del Derecho Tributario la pregunta por los fines remite 
necesariamente a la pregunta por el fin de la vida social del hombre, a la 
pregunta por el bien común así como a la pregunta por el objeto del tributo. 
El objeto aquí se identifica con la existencia de una carga, de un peso 
derivados de ese bien común, a cuyo reparto se atiende, al tratarse de una 
relación entre la comunidad y el individuo, desde la igualdad que define la 
justicia distributiva. En este sentido los efectos económicos y sociales de las 
normas con fines fiscales son una consecuencia de tales normas y no el fin 
de las mismas. 
                                      
1027 Ibídem, p. 292. 




 Reconsideración del carácter normativo de la naturaleza 
humana 
Una vez recuperada la pregunta por los fines, desde el realismo 
epistemológico la siguiente consideración la ocupa la posibilidad de 
reconocer el uso normativo de la naturaleza y su relación con la 
justicia y los principios impositivos. En particular, se ha señalado1029 cómo 
fue precisamente en un contexto de diversidad de costumbres y culturas en 
dónde se planteó el concepto de "lo justo por naturaleza". Es esta 
diversidad la que permite plantear la cuestión acerca de si existe o no una 
medida que permita distinguir costumbres mejores y peores y en nuestro 
caso, es el presente conflicto de principios el que permite plantear si existen 
interpretaciones de los principios impositivos mejores y peores.  
La rehabilitación del carácter normativo de la naturaleza humana y de la 
vida social, en cuanto objeto último del bien común y con ello del tributo, 
permitirá recuperar la pregunta por la “racionalidad” que está inscrita en 
nuestro objeto de estudio y ofrecerá claves fundamentales para su 
comprensión. Así, el descubrimiento de esa “racionalidad” en el modo de ser 
del hombre y de su relación con los otros, podrá transcender a instituciones 
tributarias tan importantes como la valoración de los mínimos exentos, el 
gravamen de distintos tipos de consumo, la trascendencia tributaria de las 
donaciones o las modalidades de tributación familiar.  
 Consideración de la Ética en el orden jurídico y económico 
Una consecuencia adicional a la recuperación de la pregunta por los fines y 
por el componente normativo de la idea de naturaleza es la 
reconsideración del papel de la Ética y el bien moral1030 en el orden 
social, jurídico y económico.  
                                                                                                                
1028 Ibídem, p. 295. 
1029 SPAEMANN, ROBERT: "¿Son "natural" e "innatural" conceptos moralmente relevantes?" op. 
cit., p. 3. Reconoce que contra el uso normativo de la palabra "natural" e "innatural" se 
vienen desarrollando desde Hume distintas tendencias.  
1030 En el hombre es el bien moral el que le hace más humano, el que perfecciona su 
humanidad, haciendo efectiva la posibilidad que en él existe de ser hombre. "A través de la 




Se ha señalado expresamente "como peculiaridad de la ciencia económica la 
dificultad, si no imposibilidad, de dejar de lado los ideales éticos acerca de 
la sociedad humana al teorizar acerca de la sociedad. Se trata, en definitiva, 
del conocido problema de la influencia de los juicios de valor  sobre la 
objetividad del análisis económico, cuestión igualmente muy debatida.....La 
conclusión última que prevalece, se puede sintetizar así: la tesis de que la 
ciencia económica, en cuanto ciencia social, está impregnada de juicios de 
valor, es algo trivial, ya que la impregnación valorativa se considera en la 
actualidad como un rasgo universal de todas las proposiciones teoréticas y, 
por consiguiente, no es un problema específico de las ciencias sociales"1031.  
Esta propiedad de la acción humana y sus consecuencias transcenderán al 
campo jurídico en lo que le corresponde (por ejemplo desde la conciencia 
individual acerca del bien común y el respeto a la justicia legal o general, 
desde el deber de pagar impuestos, desde una nueva interpretación del 
principio de progresividad…) iluminando la producción e interpretación 
normativa en aquellas cuestiones de orden exterior influidas por la Ética y 
en las que esté llamado a intervenir el Derecho. La consideración del 
aspecto ético-valorativo en el mercado y en los modelos económicos1032, 
transcenderá asimismo a las instituciones jurídicas y tributarias. 
Así por ejemplo la presencia de motivaciones de carácter ético puede influir 
en la forma de valorar la eficiencia económica de las acciones, también en 
el ámbito tributario. En particular hay quien entiende por eficiencia "el 
grado en que los planes de acción de las personas se realizan en la acción 
                                                                                                                
tendencia y de la acción se realiza en cada ser el proceso de perfeccionamiento" Cfr. 
WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre.  …. op. cit., p. 45. 
1031 CALLE SAIZ, RICARDO: "La relevancia de la metodología para la Ciencia de la Economía …". 
op. cit., p. 38. 
1032 CONILL SANCHO, JESÚS: Horizontes de economía ética. op. cit.,  p. 12. Reconoce 
inicialmente una total separación entre el mundo de la economía y el de la ética, campos que 
se perciben como total e irremediablemente incompatibles. No obstante, desde el ámbito 
angloamericano identifica una corriente doctrinal moderna de renovación e impulso de las 
cuestiones éticas en relación a la economía (J. Buchanan, Etzioni, Sandel, Ackerman, Pettit, 
Putman, Steinmann, Ulrich). 




social” 1033, siendo estos planes  consecuencia del sistema de ideas, 
creencias y representaciones teórico técnicas de la persona así como de la 
información de que dispone. Pues bien, el concepto de eficiencia designa 
aquí propiedades de realización de dichos planes y la misma depende no 
solo del medio de operación en el que se desarrollan dichos procesos 
asignativos (el mercado) sino también de lo que denomina ensamblaje 
personal o sistema de creencias, valores y representaciones teórico-técnicas 
del agente económico. De hecho, una condición necesaria para la formación 
de planes de acción más realizables es la presencia en el agente de una 
dinámica ética consistente, es decir, contenido ético que ordena, da sentido 
y jerarquía al ensamblaje personal. En la existencia de esta dinámica ética 
que está en continua actualización y que no es igual para todos influyen 
factores heredados, factores sociales como las creencias, valores, actitudes 
y la naturaleza del medio en el que operan los agentes. 
 Superación del consecuencialismo 
La consideración del enfoque teleológico permitiría superar la aproximación 
consecuencialista que hemos criticado más arriba, tanto en ámbitos 
jurídicos como en los económicos que tienen repercusión jurídica. Es decir, 
la valoración o medición de la justicia o eficiencia en los tributos no puede 
realizarse en el ámbito del corto plazo, por la obtención de resultados 
inmediatos o por la consecución de objetivos aislados. Es decir, toda visión 
del Derecho Tributario y sus principios desde un punto de vista normativo 
debe estar teñida de una perspectiva teleológica, global, integradora de 
efectos, comprensiva de la realidad social completa y de sus fines.   
                                      
1033 RUBIO DE URQUÍA, R.: "Ética, eficiencia y mercado". op. cit., pp. 49-71. Los procesos de 
asignación de conjuntos de medios escasos a conjuntos de fines alternativos son un tipo 
especial de proceso en el que interviene la acción personal y social.(pp. 52-53) . Así, el 
concepto de eficiencia paretiana  "está más bien referido a propiedades del sistema de 
organización que a propiedades del proceso de acción personal" (p. 57) Las propiedades de 
eficiencia asignativa del mercado (todo lo asignativo no se agota en el mercado) no son 
propiedades de eficiencia de la acción personal sino que solo afectan a la eficiencia de alguno 
de los factores concurrentes en la producción de la acción humana, especialmente al medio 
de producción de los agentes. El proceso de mercado permite que la producción, transmisión 
y afloramiento de informaciones y conocimientos tenga lugar de la forma más eficiente pero 
no permite seleccionar los que entre estos conducen a la formación de planes de acción 
realizables. 




 Incorporación de las “ideas-creencias” a las hipótesis de 
trabajo 
La importancia del elemento cognitivo-cultural en la visión teleológica 
aconseja no centrarse exclusivamente en los resultados de la acción 
humana (consecuencialismo) sino también en la realidad que tiene que ver 
con las creencias, ideas, representaciones o emociones que influyen en su 
comportamiento. Se ha afirmado incluso que "la menesterosidad de la vida 
no está condicionada únicamente por circunstancias externas, sino también 
por la propia insuficiencia, en especial por la falta de sabiduría. La 
instrucción es una de las formas más importantes de ayudar a una vida, 
también como auto-instrucción, como aprender a acordarse de lo que, bajo 
la sugestión inmediata del fin constitutivo de la acción, estamos inclinados a 
olvidar. El querer verdadero no se identifica con el fin inmediato del 
instinto"1034. La persona, según SANTO TOMÁS1035, realiza la potencialidad 
que deriva de su naturaleza racional especialmente en el pensamiento. La 
reflexión humana es así el fundamento de la creatividad y fuente de la 
cultura, teniendo este pensamiento el carácter de realista y objetivo. Se 
trata en definitiva de no menospreciar la influencia de la educación y la 
cultura en las posibilidades de la acción humana y por tanto en la valoración 
de las consecuencias jurídicas y económicas de los principios que estamos 
considerando. Por ejemplo, conforme a lo anterior se debería someter a 
crítica la hipótesis de que el agente económico es soberano y libre de 
expresar cualquier tipo de preferencias con independencia de cuales sean 
sus motivaciones. Esta hipótesis es la que determina la neutralidad 
económica respecto de los fines y por tanto es una de las que deberían 
someterse a revisión1036. 
                                      
1034 SPAEMANN, ROBERT: Felicidad y benevolencia. op. cit. 
1035 WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre.  …. op. cit., pp. 312 y ss. Dentro de la obra se 
incluye un ensayo de 1961 dedicado al personalismo tomista en dónde analiza estas 
cuestiones. (p. 312 y ss) 
1036 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico… op. cit., 
pp. 7 y ss. 




Las ideas dirigen la acción humana y al cristalizar como creencias surge la 
vida colectiva pues ya no son de nadie sino de todos, son presupuestos, 
prejuicios. En estas creencias el hombre se enraíza mediante los usos, 
tradiciones, instituciones, cultura....Estas creencias y actitudes reducen las 
incertidumbres en las conductas de los demás, permiten la convivencia. Las 
creencias incrementan la seguridad vital y constituyen el instrumento más 
natural para orientarse en el mundo, para actuar racionalmente. Sobre la 
base de estas reflexiones de D. NEGRO1037 no es aventurado afirmar que 
estamos ante elementos cognitivos que pueden tener una influencia en las 
instituciones jurídicas (reflejan un consenso) y en los modelos económicos 
(reducen la incertidumbre, incrementan la racionalidad).  
Desde una visión unitaria del hombre, de lo sensitivo y lo intelectivo, de lo 
material y lo espiritual, de los sentimientos y emociones y de las 
capacidades cognitivas, no puede ser otra la conclusión. Así, el ámbito 
propio donde se desarrolla la acción humana es un mundo formado por 
elementos visibles y no visibles, objetivos y subjetivos, en el que se 
encuentra "un complejo entramado de ideas, conceptos, relaciones, 
costumbres, instituciones, leyes...". Esta compleja unidad de la persona se 
manifiesta en la acción humana y en el carácter conflictivo y problemático 
que en ocasiones presenta. Esta unidad es lo que explica que esta acción no 
sea un movimiento unívoco, sino equívoco, inacabable e interminable1038. 
 Libertad y responsabilidad humanas: sentido y alcance 
Una vez establecido un marco epistemológico, teleológico y ético de 
referencia, la existencia y significado de la idea de libertad individual deja 
de contraponerse con el bien común y transciende a los fines del Estado y a 
                                      
1037 NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas. …. op. cit., p. 28. En 
el mismo sentido se pronuncia MARTÍNEZ-ECHEVARRÍA Y ORTEGA, MIGUEL A. en "Una 
antropología para el agente económico". op. cit.,  pp. 513-533. En su opinión el carácter 
conflictivo o problemático que a veces resulta de la acción humana y el continuo interrogante 
por la felicidad son motivos que apoyan la tendencia biológica del hombre a vivir en común. 
La comunidad mediante la cultura, las costumbres, las leyes, aporta un marco de 
racionalidad o unos límites que reflejan lo que  ha resultado ser la solución a algunos de los 
problemas básicos que se han planteado, o que representan la respuesta a alguna de las 
preguntas sobre el sentido de la vida humana. 
1038 Ibídem,  pp. 513-533. 




la teoría de impuesto justo ordenándolos conforme a su verdadera 
naturaleza. La relación de la libertad con otros elementos antropológicos es 
clara y los ámbitos en los que esta idea de libertad podría proyectarse son 
muchos. De ambos, pueden ahora apuntase algunos.  
No obstante, conviene comenzar distinguiendo entre libertad y autonomía 
personal1039, especialmente teniendo en cuenta la idea que sobre libertad 
predomina actualmente. En este sentido, por influencia del individualismo, 
se identifica libertad con capacidad de elección, se absolutiza el término al 
entender que esa capacidad de elección debe ser total, omnímoda y ello a 
pesar de que la limitación de la libertad del hombre no es solo filosófica sino 
empírica, esto es, deriva de su propia limitación y contingencia. La 
autonomía que se predica del hombre posmoderno es consecuencia de la 
idea de independencia acerca del mismo. Desde otros puntos de vista que 
han tratado de superar este individualismo (personalismo realista, por 
ejemplo) la autonomía o libertad de elección no se identifica con la 
verdadera libertad. Es decir, la libertad de, como ausencia de coacción o 
autonomía, se convierte en plena cuando es libertad para hacer lo que es 
justo, correcto o bueno. Es por ello que la orientación teleológica se 
convierte en la que define al acto libre.  
De hecho la contraposición entre libertad y naturaleza (elemento 
teleológico) ha sido un punto de coincidencia entre materialistas-
deterministas (en su negación de la libertad) y existencialistas-
espiritualistas (al partir del presupuesto de su existencia). La existencia de 
dicha antítesis parece estar en el significado conferido al término 
naturaleza, expresión de algo estático y rígido, generador de un 
comportamiento uniforme, monótono, y con ello opuesto al de libertad. No 
obstante, muy distinto es el sentido que al término naturaleza le otorga 
ARISTÓTELES y la Escolástica: naturaleza como principio específico del 
dinamismo propio de cada ser, fuente originaria de cada una de sus 
actividades, un factor progresivo, noción metafísica radicalmente teleológica 
                                      
1039 Seguimos aquí las explicaciones recogidas en el siguiente trabajo:  ABELLÁN SALORT, JOSÉ 
C.: "Fines y límites del Estado …". op. cit., pp. 17-20. 




y dinámica, fondo último constitutivo de cada ser1040. Por otro lado la 
libertad no se opone a la inclinación natural sino a la necesidad de coacción, 
a una inclinación "necesaria". En este sentido la inclinación natural no solo 
no es obstáculo de la libertad sino que se constituye en su fundamento 
último: no se podría elegir libremente un bien que no fuera "apetecido", que 
no fuera objeto de una tendencia natural. No obstante “en el ámbito de la 
libertad puede el hombre fallar su propio ser"1041.  
La vinculación entre libertad, fin y felicidad en el hombre es constante 
en la doctrina1042 en la medida en que las dos últimas solo son posibles 
mediante la autorrealización del hombre en la acción y esta presume la 
primera. "La realización de la persona en la acción depende de la unión, 
activa y creadora hacia dentro, de verdad y libertad....realizar la libertad en 
la verdad, es decir, de acuerdo con la relación que tiene hacia la verdad-
equivale a la realización de la persona"1043. En ese ejercicio de la libertad 
desempeña un papel fundamental la relación del hombre con las demás 
personas, teniendo en la autorrealización distinta relevancia la experiencia 
de felicidad respecto de la experiencia de placer. En la primera de ellas “el 
hombre actúa”, pone en juego su libertad, en la segunda “algo ocurre en el 
hombre”1044.  
Todas estas consideraciones, resaltando el papel central que ocupa la 
libertad en la vida del hombre, tienen aplicación directa tanto en el modelo 
de Estado de referencia, como en sus fines y por tanto en las intervenciones 
públicas que conforme a lo anterior gozan de verdadera legitimidad. El nivel 
de presión fiscal alcanzado, el dirigismo fiscal en materia económica y social 
o la presunción de que solo el Estado puede responder eficazmente a las 
                                      
1040 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., pp. 33 y ss. En el 
capítulo dedicado al ser y al deber, cita a propósito de la relación entre naturaleza y libertad, 
el imperativo de Píndaro, "llega a ser lo que eres" y lo explica diciendo, "llega a ser 
libremente, y por tu actividad, el que eres de un modo natural y por tu misma esencia”. 
1041 Ibídem, p. 56. 
1042 WOJTYLA, KAROL: Persona y acción. op. cit., pp. 202 y ss. 
1043 WOJTYLA, KAROL: Persona y acción. op. cit., p. 203. 
1044 Ibídem, p. 206. 




situaciones sociales de necesidad, son variables cuya lectura debería 
iluminar el sentido que adquiere la libertad en la vida del hombre. En 
general su influencia debería funcionar como límite a la 
desnaturalización actual del objeto del Derecho. Por su parte la 
noción de bienestar como centro de reflexión en muchas políticas fiscales 
debería someterse a un re-pensamiento conforme a la antropología que 
estamos proponiendo. La utilidad y el placer es evidente que 
cambiarían en la misma su actual protagonismo, cuestión que 
provocaría consecuencias directas en los modelos económicos que 
actualmente miden la eficiencia económica de las medidas impositivas.  
Una interesante reflexión que recoge en particular la relación entre 
libertad y fiscalidad es la que realiza PÉREZ DE AYALA1045 respecto a los 
tributos excesivos. Se refiere a cómo estos tributos no solo son injustos sino 
que afectan negativamente a la libertad. Su tratamiento de la libertad aquí 
está en relación directa a cómo entiende la justicia del impuesto. Es decir, 
el volumen de ingresos impositivos debe determinarse mediante las 
cuantías y los modos que menos afecten a la libertad, y ello como una 
exigencia de la justicia. Justicia impositiva y libertad son aquí dos caras de 
una misma moneda. El autor se pregunta en qué medida la ley fiscal, 
traspasados sus límites, puede conducir a una anulación de la libertad en 
lugar de servir al desarrollo y a la perfección del ser humano. Por libertad 
aquí se refiere a la libertad de elegir, decidir, disponer y arbitrar sobre todo 
lo necesario. En su opinión, para que la ley fiscal respete no solo la libertad 
de elegir y decidir sino que respete también la ley moral, debe permitir al 
hombre disponer también "de parte de lo superfluo", pues debe poder 
disponer de ello en el ejercicio de su libertad moral (y no solo a través de 
los impuestos), que es precisamente como el acto de dar le enriquece. 
Otro aspecto fundamental de la idea de libertad es el de responsabilidad, 
cuestión que parece haber sido desconocida por las modernas tendencias 
jurídicas desarrolladas en torno a la idea de derecho como poder. Aunque 
                                      
1045 PÉREZ DE AYALA, JOSÉ LUIS: Valoración y significado de las ideas tributarias de 
Montesquieu….  op. cit., pp. 53 y ss. 




habría muchas maneras de explicar la afirmación anterior elegimos solo dos 
reflexiones sobre la relación libertad-responsabilidad. La primera relativa a 
la responsabilidad que surge del propio hombre que actúa y como causa de 
la misma: 
"Al tener experiencia de sí mismo en cuanto agente, el actor descubre que es 
él mismo quien está en el origen de su actuar…. Por eso, de forma 
completamente experimental, el hombre es la causa de su actuar. Entre la 
persona y la acción existe una relación claramente experiencial, causal, que 
hace que la persona, es decir, todo ego humano concreto, reconozca que su 
acción es el resultado de su eficacia; en este sentido debe aceptar sus 
acciones como algo que le pertenece, y también, fundamentalmente, como 
consecuencia de su naturaleza moral, como ámbito de su responsabilidad"1046.  
La segunda como aquella responsabilidad que nace de las relaciones con los 
otros: La libertad del hombre en su actuar genera desigualdades, 
disensiones, conflictos, ideas nuevas respecto del consenso social existente. 
Los límites de la libertad son los que derivan de los vínculos y ataduras que 
derivan de la verdad de la realidad. Por eso la otra cara de la libertad es la 
responsabilidad. La libertad es incompatible con la indiferencia puesto que 
implica responsabilidad1047.  
El valor moral del hombre se forma en su actuación que es el ámbito en el 
que se proyecta su creatividad. Por ello el ser humano se forma a sí mismo 
con su actuación, ámbito de expresión auténtico del hombre como un todo, 
en la que se proyecta y de la que es responsable, teniendo con ello 
responsabilidad moral. Este sentido de responsabilidad respecto de los 
propios actos ha transcendido a importantes parcelas del derecho, teniendo 
sin embargo mayor margen para su aplicación en otras. En particular son 
muchas las intervenciones públicas traducidas en medidas fiscales las que 
no reflejan plenamente un adecuado equilibrio entre derechos y 
responsabilidades. La interpretación actual del principio de justicia en los 
tributos es un ámbito corriente de desajuste en el equilibrio anterior. Nos 
                                      
1046 WOJTYLA, KAROL: Persona y acción. op. cit., pp. 82-83. 
1047 NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas…. op. cit., pp. 35 y ss. 




referimos a campos muy diversos como puede ser el inadecuado 
tratamiento actual de muchos gastos familiares y empresariales que derivan 
de relaciones de responsabilidad así como al amplio espectro de beneficios 
fiscales que no están sujetos a compromiso alguno y cuya continuidad en el 
tiempo resulta difícilmente justificable.  
La creatividad e iniciativa humanas  son nuevamente reflejo de la 
libertad que estamos considerando. El hombre es por naturaleza creador y 
no solamente consumidor, cuestión esta que parece pasar desapercibida en 
políticas fiscales poco favorecedoras del desarrollo de la iniciativa 
empresarial o de la adaptación al entorno   en aquellas centradas en la 
transferencia de rentas como solución a los problemas sociales. En 
particular la creación se realiza en la acción, la cual refleja la impronta 
inconfundible de cada hombre. Cuando el hombre actúa en el modo que le 
es propio, crea siempre algo, fuera de sí o en su mundo interior. Se afirma 
también que la creatividad, no obstante, no termina en el pensamiento, se 
realiza más plenamente en la moralidad, porque con la acción moral quedan 
implicados pensamiento y libertad1048.  
Por último, y como contrapartida a la importancia que al bienestar 
material se le ha conferido en la configuración del modelo de Estado y de 
los modelos económicos, incluimos una interesante referencia al sentido 
antropológico de la pobreza1049. Aquí la pobreza, entendida como libertad 
natural, con sus tres condiciones (como hábito, como acto de la voluntad, y 
como libertad del hombre frente a las cosas)  es relacionada con una serie 
de virtudes cuya conexión con la responsabilidad social es clara. "Tal 
responsabilidad se nos oculta, o tendemos a aminorarla, cuando, perdiendo 
el sentido de la pobreza, nos creamos necesidades personales que no nos 
dejan ver las de nuestro prójimo o nos impiden proporcionarle a este la 
ayuda con verdadera generosidad"1050. A esta causa se le une la de 
                                      
1048 WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre.  …. op. cit., p. 314. 
1049 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., pp. 273 y ss. 
1050 Ibídem, p. 242. 




entender al Estado como "primer agente" y "primer responsable" de la vida 
social.  
A modo de conclusión y respecto a un modelo antropológico de referencia 
puede afirmarse que el contenido irrepetible de la acción humana deriva de 
que en ella se manifiesta la identidad de cada hombre, también irrepetible. 
De las actividades fundamentales que ocupan al hombre1051 destaca 
precisamente el desarrollo de la capacidad que más le es propia, la libertad 
en la acción, como prerrogativa exclusiva suya dependiendo en todo caso la 
misma de la constante presencia de los demás. Este concepto de acción 
choca con los intentos de encasillar la acción humana en una serie de 
modelos, especialmente por parte de las ciencias sociales y de someterlos a 
un tipo de verificación impropio de su objeto. "El hecho de que el hombre 
sea capaz de acción significa que cabe esperar de él lo inesperado, que es 
capaz de realizar lo infinitamente improbable"1052. Si la persona se revela en 
sus actos y cada persona es irrepetible las ciencias sociales tienen ante sí 
un reto en la delimitación de su objeto de estudio. Entendemos que la única 
respuesta a ese reto es, por parte de las ciencias sociales en general y del 
Derecho en particular, mantener constantemente abierta la pregunta por 
cómo es el hombre, cuáles son sus fines, qué papel desempeña su vida en 
comunidad, cuáles deben ser los fines del Estado y en qué principios 
jurídicos, instituciones, Derecho positivo….se traduce todo lo anterior.  
b) Modelo social y Derecho Tributario 
 Superación del individualismo axiológico y metodológico 
De la consideración teleológica del hombre, del cómo es y del qué está 
llamado a ser, se deriva de forma automática su condición de ser social y 
                                      
1051 ARENDT, HANNAH: La condición humana. op. cit., pp. 200 y ss. Su reflexión sobre el 
hombre parte de la observación de aquello que este hace, identificando en ese hacer, tres 
actividades fundamentales: atender a sus necesidades vitales (labor), trasformar los 
materiales que le rodean para producir objetos (trabajo) y desarrollar la capacidad que más 
le es propia, la libertad (acción). La pluralidad humana es condición previa de la acción, en 
su doble carácter de igualdad, les otorga capacidad para entenderse y necesidades comunes, 
y distinción, hace que la acción sea necesaria para entenderse. Mediante la acción los 
hombres revelan de forma activa quienes son, su única y personal identidad.  
1052 ARENDT, HANNAH: La condición humana. op. cit., pp. 202. 




con ello la superación del individualismo axiológico y metodológico. La 
consecuencia natural será la aceptación de que el bienestar del hombre no 
depende únicamente de lo que este pueda adquirir (componente adquisitivo 
observable) sino también de las relaciones y vínculos que pueda crear 
(componente expresivo)1053. Ya apuntamos más arriba la distinción 
antropológica entre felicidad y placer. Se ha afirmado1054 también que el 
origen de la convivencia no es la voluntad (interpretación utilitarista), sino 
el hecho de que el hombre es racional, cuenta con el lenguaje, y 
experimenta una tendencia natural y espontánea a relacionarse con su 
prójimo, su próximo. Convivir es una necesidad ontológica. La tendencia a 
la sociabilidad procede del amor. El sentimiento que puede también unir, 
con mayor precariedad, es el de utilidad. En el fondo la simpatía innata que 
siente el hombre hacia los demás tiene también su origen en el amor. 
Se ha intentado desarrollar o explicar más a fondo lo que la Filosofía 
tradicional ha afirmado del hombre respecto de que tiene naturaleza 
racional y naturaleza social. WOJTYLA1055 lo explica diciendo que la idea de 
"naturaleza social" se refiere a la realidad de existir y actuar "junto con 
otros" atribuida a todo ser humano. Así, el estudio de la acción humana que 
es realizada "junto con otros" se desarrolla en torno al término que 
denomina "participación", cuyo significado usual es el de "tomar parte en 
algo". La participación representa así una propiedad de la misma persona, 
siendo responsable "del hecho de que la persona que actúa junto con otros 
ejecute una acción y se auto-realice en ella"1056. WOJTYLA1057 se refiere 
                                      
1053 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico… op. cit., 
pp. 7 y ss. 
1054 NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas. …. op. cit., pp. 17 y 
ss. 
1055 WOJTYLA, KAROL: Persona y acción. op. cit., pp. 313. y ss. Su objetivo es profundizar más 
en la esencia intrínseca del término y con ello llegar a los fundamentos propios de la 
persona. Cuando el hombre actúa junto a otros hombres su acción conserva su valor 
personalista y al mismo tiempo tiene parte en la actuación común. En estas condiciones "la 
misma ejecución de una acción y la realización de la transcendencia y de la integración de la 
persona en ella contenida-no solo se mantiene, sino que se realiza como consecuencia de 
actuar junto con otros".  
1056 WOJTYLA, KAROL: Persona y acción. op. cit., p. 316. 
1057 Ibídem, pp. 332 y ss. 




también al término "solidaridad" y lo relaciona con el hecho de que "los 
seres humanos viven y actúan juntos" y con el bien común como iniciador 
de una participación. Así, solidaridad significa la existencia de una 
disposición constante a aceptar y realizar la parte que a cada uno le 
corresponde en la comunidad, con la conciencia de que existe un bien 
común de la comunidad y con el objetivo de contribuir a él1058. La 
solidaridad opera como un control que impide atentar contra las 
obligaciones y deberes de las demás personas o adoptar como propio lo que 
les pertenece. La solidaridad se relaciona asimismo con la percepción de las 
necesidades de la comunidad e introduce un elemento de 
complementariedad entre las actuaciones de unos miembros y otros en la 
misma. En esta actitud de complementar a los otros se hace posible la 
autorrealización de la persona.  
Pues bien, se trata esta de una idea que también encuentra su reflejo en la 
doctrina tributarista española1059, en particular cuando se busca una 
fundamentación para el principio de capacidad económica como expresión 
material del principio de igualdad tributaria. Así, después de afirmarse que 
la medida justa del reparto viene determinada por la posición de cada uno 
respecto a la finalidad colectiva, el interés general (nosotros preferimos el 
término “bien común”), se sostiene que esa contribución impositiva 
                                      
1058 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., pp. 107 y ss. El bien 
común en su acepción social, es el bien que puede ser participado por todos y cada uno de 
los miembros de una comunidad humana". En su acepción ontológica cabe hablar de "el bien 
apto para ser participado por una pluralidad de seres, tanto si estos poseen la índole de 
personas como si no la tienen". Se trata por tanto de un bien comunicable y la exigencia de 
que sea comunicado de forma efectiva a todos los elementos que componen esa sociedad, 
deriva de la justicia social que tiene en el bien común su objeto inmediato y propio. Los 
elementos básicos que forman parte del mismo serían el bienestar material, la paz, y los 
bienes o valores culturales. El bienestar material, que no se confunde con los mismos bienes 
materiales que le son necesarios pero que asume la naturaleza corpóreo-anímica del 
hombre, representa un valor de la sociedad y un bien del que deben participar todos los 
miembros de ella. Este bienestar material se reconoce como condición de la práctica de la 
virtud y de la paz social. La paz, definida por San Agustín como la "tranquilidad del orden" 
(De civit, 19, 15), cuando un hombre concuerda con otro según aquello que les conviene. 
1059 Pueden verse citados por HERRERA distintos trabajos que reflejan el renacimiento del 
interés hacia el principio de solidaridad como fundamento del ordenamiento financiero, entre 
otros de F. PÉREZ ROYO, F. ESCRIBANO LÓPEZ, J. MARTÍN QUERALT, C. LOZANO SERRANO, 
G. CASADO OLLERO, J.M. TEJERIZO LÓPEZ, A. RODRÍGUEZ BEREIJO, entre otros. Cfr. 
HERRERA MOLINA, PEDRO M.: Capacidad económica y sistema fiscal…. op. cit., p. 93, nota 
33. 




individual no tiene el sentido de contraprestación por un beneficio o interés 
individual, sino que representa “una exigencia del carácter social de la 
naturaleza humana: el principio de solidaridad. El pleno desarrollo de la 
personalidad no se puede conseguir de modo aislado, sino solo mediante la 
colaboración de los demás. La persona tiene, por tanto, una responsabilidad 
frente al bien común a la que debe contribuir en función de su 
capacidad”1060.  
Por el contrario, el individualismo que ha teñido desde el siglo XVIII 
instituciones, principios jurídicos, Derecho positivo y modelos económicos, 
limita la participación en la medida en que aísla a la persona concebida 
como centrada en sí misma y en su propio bien, considerada de forma 
aislada respecto del bien de los demás. La existencia "junto con otros" sin 
embargo, se percibe como una necesidad y como una limitación. La 
comunidad se forma así con el objetivo de proteger al individuo del peligro 
de los otros. Desde la postura individualista no existe una propiedad en el 
hombre que le permita realizarse a sí mismo en el actuar "junto con 
otros"1061. Por ello, añadimos nosotros, ha resultado ser siempre 
incompatible el bien individual con el bien del otro, concibiendo el Derecho 
como un instrumento de protección del hombre frente al resto, como una 
forma de otorgar poder a unos frente a otros. Se trata por tanto de suscitar 
la pregunta acerca de hasta dónde ha llegado ese individualismo en las 
instituciones, modelos económicos, principios tributarios y Derecho positivo 
vigente, para adaptarlos, en su caso, a un nuevo modelo antropológico. 
Desde el punto de vista de la eficiencia económica por ejemplo se ha 
señalado que dentro de la racionalidad deberían incluirse no solo las 
acciones intencionales sino también las disposiciones como la 
reciprocidad1062. Por otro lado la cuestión de la eficiencia en el uso de los 
medios escasos al estar limitada al ámbito del que denomina "componente 
                                      
1060 HERRERA MOLINA, PEDRO M.: Capacidad económica y sistema fiscal…. op. cit., pp. 92-93. 
1061 WOJTYLA, KAROL: Persona y acción. op. cit., pp. 320 y ss. 
1062 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico… op. cit., 
pp. 7 y ss. 




adquisitivo" y en particular cuando en el mismo solo está presente la 
búsqueda del propio interés, debería ser ampliado a otros componentes 
propios de la naturaleza social del hombre. Habría otras parcelas, tanto en 
el componente adquisitivo como en el expresivo en las que la influencia de 
las relaciones interpersonales en el comportamiento del agente no 
habrían sido tomadas en cuenta en la definición del citado concepto 
de eficiencia. La aproximación actual a la eficiencia económica se reduce 
también a estudiarla en un modelo de mercado dado. Desde el marco de la 
teoría de juegos resulta muy relevante en materia de eficiencia de un 
modelo la presencia de determinadas disposiciones, cultura, convicciones 
morales capaces de generar relaciones sociales y económicas más allá del 
intercambio de equivalentes presente en los modelos tradicionales. Es 
como si el concepto de eficiencia económica estuviera referido a un 
único modelo de los muchos posibles y solo hubiera tomado en 
consideración como output una de las facetas del ser humano, la 
adquisitiva. 
Estas consideraciones afectan de lleno a la interpretación actual de los 
principios impositivos de justicia y eficiencia por distintos motivos. Por un 
lado porque urgen a recuperar la reflexión y la pregunta por los 
contornos del bien común, único punto de partida, que, junto al principio 
de subsidiariedad, puede justificar la presión fiscal global que el Estado está 
legitimado a cargar sobre la sociedad. En la doctrina tributaria se 
encuentran referencias directas a la relación de la justicia con el bien 
común. SÁINZ DE BUJANDA1063 se refiere al contenido de la justicia como 
relativo a aquello que es conforme a un orden superior al propio derecho, 
afirmando así que “las normas tributarias sólo serán legítimas si en ellas se 
establecen tributos justos, y esto sólo acontecerá en la medida en que esas 
cargas se impongan a los súbditos en orden al bien común y con arreglo a 
criterios que emanen del Derecho natural”.  
                                      
1063 SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO: Hacienda y Derecho, Vol. III. op. cit., p. 184. 




Este bien común y la importancia del llamado “componente expresivo” 
deberán ser a su vez la medida más apropiada para la eficiencia 
impositiva, valoración que desde una perspectiva individual y social 
permitirá conciliar más fácilmente intereses individuales y sociales. Su 
proyección en otros ámbitos fiscales (responsabilidad social corporativa, 
tercer sector, filantropía empresarial…) depende solo de una posterior 
profundización en sus consecuencias. En el ámbito del principio de 
progresividad porque buena parte de la legitimidad que recibe el principio 
se fundamenta en que la desigualdad en el consumo y en la renta es la 
causa fundamental de los problemas sociales, y porque al asumir el papel 
de instrumento de redistribución del Estado se potencia la irresponsabilidad 
social en la atención a situaciones próximas de necesidad. La superación del 
individualismo metodológico en materia fiscal representa una oportunidad 
también para replantearse la medición de la capacidad económica 
familiar, bien considerando de forma directa las dimensiones y necesidades 
reales de la familia bien reconociendo las opciones de gasto libre y 
responsablemente elegidas que deben trasladarse a la valoración de su 
capacidad económica por su trascendencia respecto al bien común. Lo 
veremos más adelante. 
 Elementos para una teoría del altruismo 
Por último y dentro de estos desarrollos dedicados a la naturaleza social del 
hombre, resulta fundamental referirse a un aspecto de su forma de ser, de 
su antropología que es destacado continuamente por la doctrina1064: el lugar 
que en el mismo ocupa la acción de donación a otros, las relaciones de 
gratuidad y de benevolencia humanas. Este aspecto, lejos de interesar 
únicamente a la Antropología Filosófica, a la Moral o a la Religión, 
                                      
1064 Por tratarse de aportaciones realizadas desde la doctrina de carácter económico incluimos 
aquí la siguiente referencia: ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad 
posmoderna…". op. cit.,  pp. 23-43. Distingue dos categorías de bienes que participan en 
nuestro bienestar: los bienes de justicia y los de gratuidad. Los de justicia se encuentran 
asegurados por el Estado de bienestar y establecen un deber concreto a cargo de una 
entidad. En el caso de los bienes de gratuidad, como los relacionales, se estableced una 
obligación (ob-ligatio) que deriva de un vínculo (ligatio) entre dos personas. Pues bien, "los 
bienes de gratuidad son fundamentales para la necesidad de felicidad que cada persona 
conlleva. Porque dónde no hay gratuidad no puede haber esperanza". p.35. 




representa una de las piezas que completa el puzzle y que le falta a la 
Teoría del Estado actual, a los modelos económicos y a los principios 
impositivos en muchas de sus manifestaciones.  
Se refiere SANTO TOMÁS1065 a la caridad como la virtud que nos inclina a 
amar al prójimo y estimula a cumplir los deberes de justicia. La caridad 
conduce a "superar las exigencias del deber estricto y a una generosidad  
que le da a la justicia su más dilatada expresión.....Pero allí dónde estos 
estímulos superiores fallan, hay que recurrir al temor servil para garantizar 
la observancia de tales deberes de justicia”. Las leyes tributarias asumen en 
ocasiones fines sociales de tal naturaleza que en realidad representan una 
coacción para el cumplimiento de los deberes de justicia que deberían por sí 
mismos motivar a la acción individual y colectiva. La pregunta que surge 
entonces es ésta: ¿Es nuestra cultura un ámbito propicio para el desarrollo 
de la virtud de la caridad y un medio para que la misma encuentre sus 
cauces naturales de expresión en términos de justicia? 
Las referencias doctrinales a la cuestión son muy frecuentes, refiriéndonos 
aquí solo a las más representativas y como una muestra de la literatura 
antropológica sobre el tema. Así, se puede partir de la tradicional definición 
de persona que encontramos en BOECIO, “substancia individual de 
naturaleza racional", definición situada en la tradición aristotélica, que 
entiende al ser humano como realidad individual que no existe en otra 
distinta y configurada por su particular modo de ser racional, con capacidad 
para obrar libremente y con capacidad de amar, esto es, de buscar el bien 
del otro1066. También desde este punto de vista se afirma que el hombre lo 
es de manera más plena cuando actualiza en él sus cualidades superiores 
siendo que "el amor es la actualización de las supremas capacidades del 
                                      
1065 Citado por CORTS GRAU, JOSÉ: Historia de la filosofía del derecho. op. cit., pp. 331-332. 
1066 MELENDO GRANADOS, TOMÁS: Introducción a la antropología: la persona. op. cit., pp. 27 
y ss. Analiza también el concepto de "dignidad relacional" utilizado en el ámbito del 
personalismo para destacar que el hombre no alcanza el culmen de su dignidad personal sino 
en la medida en que se relaciona con lo que le rodea, especialmente con otras personas. (p. 
69 y ss). Llena así un "hueco" que solo posee en potencia. La persona se actualiza y goza de 
su insigne dignidad gracias al conocimiento y sobre todo, el amor. 




hombre"1067. Se subraya asimismo que teniendo en cuenta la dignidad de la 
persona, su carácter insustituible por carecer de equivalente y su 
singularidad y valor, las relaciones propiamente personales se fundamentan 
en el amor y este es por fuerza, gratuito1068. Tanto metafísicos como 
personalistas afirman que la persona humana solo lo es plenamente en la 
medida en que ama1069 y que existe una conexión muy estrecha entre 
libertad y amor.  
SPAEMANN1070 encuentra en la noción de "amor de benevolencia" la forma 
de superar el dualismo existente entre felicidad-vida lograda y deber moral, 
es decir, para que pueda converger el interés originario por los demás con 
el irrefrenable deseo de alcanzar la felicidad propia. Partiendo de la 
definición de amor de Leibniz, delectatio in felicitate alterius, analiza las 
notas de esta benevolencia y concluye que su existencia requiere, como 
destinatario de la misma, un ser vivo de constitución teleológica, que sea 
percibido como proyecto, y que sea promovido su bien. La benevolencia se 
concibe así como un asentimiento del otro, una afirmación de su persona. 
"El paradigma de acción benevolente es cualquier acción con la que 
acudamos en socorro de la vida humana necesitada de ayuda"1071.  Una 
condición de posibilidad de la benevolencia que menciona SPAEMAN es 
precisamente la de percibir al otro como un ser de constitución teleológica, 
un ser con un telos, un fin, una tensión hacia...., esto choca con la realidad 
de la cultura contemporánea, de la aproximación de la ciencia a la realidad 
que desde hace siglos parece haberse olvidado del fin. 
                                      
1067 WOJTYLA, KAROL: Mi visión del hombre.  op. cit., pp. 62 y ss. 
1068MELENDO GRANADOS, TOMÁS: Introducción a la antropología: la persona. op. cit., pp. 152 
y ss. 
1069 Ibídem, pp. 62 y ss. 
1070 SPAEMANN, ROBERT: Felicidad y benevolencia. op. cit., pp. 143 y ss. 
1071 Ibídem,  p. 161. Todos los paradigmas de acción benevolente reposan en una circunstancia 
fundamental "la constitución teleológica de la vida, para la que siempre hay algo en juego, y 
la indigencia de la vida, que no realiza infaliblemente, como las mónadas leibnizianas, su 
telos, sino que se haya amenazada permanente por la posibilidad de malograrlo, y que no 
dispone por sí sola de los medios para asegurar su propia autoconservación y el logro de sus 
fines esenciales. De ahí que benevolencia signifique, sobre todo, la disposición a acudir en 
socorro de la vida amenazada". p. 162. 




Desde el punto de vista del orden social el altruismo ha sido considerado 
como el elemento que une a los convivientes y les permite cooperar1072. Tal 
es la relación entre ambos que se ha llegado a definir la sociedad como "la 
forma ordenada de convivencia que resulta de las actitudes y acciones 
humanas colectivas en dónde predominan los sentimientos altruistas sobre 
los demás por motivos racionales, ontológicos, de necesidad de convivir, 
más que por la voluntad utilitaria”1073.  
Desde el ámbito jurídico-político también existen referencias a esta forma 
de ser del hombre, cuestión que transciende por fuerza a instituciones, 
principios y Derecho positivo. "La PERSONA es un ser que, por su 
naturaleza, se realiza en el conocimiento y en el amor, por lo tanto, la 
verdad y el bien constituyen su norte y su meta objetivos, de los que 
depende objetivamente"1074. De hecho, la propia reflexión acerca del 
fundamento del derecho estatal a exigir tributos, deriva de forma casi 
inevitable en la pregunta por si tiene el Estado el monopolio en el ejercicio 
de la “solidaridad”. CORRAL GUERRERO1075, después de analizar desde el 
Derecho natural el origen de la obligación tributaria reconoce que los 
tributos son un medio idóneo aunque no el único, para la realización de la 
solidaridad. Comenta no obstante que "con el aumento de la presión fiscal, 
nunca el hombre ha aportado tanto a la sociedad….no pareciendo que exista 
una justa correspondencia entre esa aportación y los servicios que recibe". 
Concluye su referencia a este principio con una afirmación a la que también 
nos han llevado nuestras investigaciones: "corresponde a los estudiosos 
                                      
1072 NEGRO PAVÓN, DALMACIO: La situación de las sociedades europeas. …. op. cit., p. 24. 
1073 Ibídem, p. 27. 
1074 HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho?  …. op. cit., pp. 146-147. También 
pueden verse referencias a la cuestión en LLANO, ALEJANDRO: "El humanismo cívico y sus 
raíces aristotélicas". Anuario filosófico, nº 32. 1999. pp. 443-468. En el mismo se desarrollan  
distintas claves para la realización de la persona en el ámbito de la comunidad, y su visión 
desde la perspectiva que ya proponía Aristóteles. 
1075 CORRAL GUERRERO, LUIS: "Derecho Financiero y derecho natural". op. cit., pp.674 y ss. 
Los tres fundamentos de la obligación tributaria conforme al Derecho natural serían en su 
opinión: la idea de bien común, el principio que denomina de solidaridad y el destino 
universal de los bienes. 




tratar de fundar científicamente que la solidaridad es algo de una alta 
eficacia social". 
En relación a esta realidad recoge A. LLANO1076 una referencia a la llamada 
“revolución silenciosa” (Inglehart) y al hecho de que el propio sentido de la 
democracia política y de la economía de mercado remite a un protagonismo 
mucho mayor de las iniciativas solidarias. A esa conclusión y desde un 
punto de vista diferente parece llegar también BENEDICTO XVI1077 en su 
Carta Encíclica Caritas in Veritate cuando subraya la relación entre 
gratuidad y desarrollo económico y social, poniendo con ello de manifiesto 
las limitaciones que tienen tanto el sistema jurídico y el principio de justicia 
como la actual concepción que existe de las fuerzas que hacen funcionar al 
mercado. "Separar la gestión económica, a la que correspondería 
únicamente producir riqueza, de la acción política, que tendría el papel de 
conseguir la justicia mediante la redistribución, es causa de graves 
desequilibrios". "Cuando la lógica del mercado y la lógica del Estado se 
ponen de acuerdo para mantener el monopolio de sus respectivos ámbitos 
de influencia, se debilita a la larga la solidaridad en las relaciones entre los 
ciudadanos, la participación y el sentido de pertenencia que no se 
identifican con el "dar para tener", propio de la lógica de la compraventa, ni 
                                      
1076 LLANO, ALEJANDRO: Humanismo cívico. op. cit., p. 36. 
1077 BENEDICTO XVI. Caritas in Veritate. 2009. "La "ciudad del hombre" no se promueve solo 
con relaciones de derechos y deberes  sino, antes y más aún, con relaciones de gratuidad, de 
misericordia y de comunión" (nº 6) La gratuidad se encuentra de muchas maneras en la vida 
del hombre aunque pasa desapercibida debido a una visión de la existencia que antepone la 
productividad y la utilidad. El ser humano está hecho para el don. "El desarrollo económico, 
social y político necesita, si quiere ser auténticamente humano, dar espacio al principio de 
gratuidad como expresión de fraternidad" (nº, 34) Reconoce que el mercado está sujeto a 
los principios de la justicia conmutativa, pero destaca el importante papel que desempeña en 
su funcionamiento la justicia distributiva, las formas internas de solidaridad y confianza 
recíproca. Si en el mercado está únicamente presente el principio de equivalencia no llega a 
producirse la necesaria cohesión social para su buen funcionamiento.(nº 34) "...en las 
relaciones mercantiles el principio de gratuidad y la lógica del don, como expresiones de 
fraternidad, pueden y deben tener espacio en la actividad económica ordinaria"(nº 36) La 
victoria sobre el subdesarrollo requiere sobre todo la apertura progresiva a formas de 
actividad económica caracterizada por ciertos márgenes "de gratuidad y comunión". El 
mercado de la gratuidad y de las acciones gratuitas no se pueden prescribir por ley. (nº 39) 




con el "dar por deber", propio de la lógica de las intervenciones públicas, 
que el Estado impone por ley"1078. 
En un interesante trabajo PÉREZ-DÍAZ1079 ha analizado el modelo 
filantrópico norteamericano así como la importancia de la cultura sobre las 
élites y ha trasladado después su reflexión al caso español. Se refiere a la 
filantropía, o benevolencia si se quiere, como un sentimiento operativo que 
comienza dirigiéndose a realizar el bien a otros y está vinculado a una 
vocación, a una llamada de servicio, a una idea de responsabilidad. Este 
fenómeno se puede decir que depende en gran medida de tres variables, de 
los recursos disponibles, de la disposición para dar una respuesta y de la 
existencia de modelos. En su opinión1080 y en el caso de las élites españolas, 
existen amplios recursos económicos cuya acumulación ha sido palpable en 
los últimos 20-30 años, y se ha ido formando cierta disposición a ello 
gracias a un status prominente adquirido que es necesario justificar. 
Además existe la disposición a hacer las cosas y a hacerlas bien, dada su 
implicación en la economía de mercado así como el haber desarrollado un 
ánimo o tendencia a aceptar riesgos. La filantropía es una institución social 
que forma parte de una tradición cultural que le da sentido y la orienta. Es 
una institución social en el sentido en que está sometida a unas normas, 
expectativas y obligaciones y en cuanto que refleja que la riqueza está 
sometida a ciertas normas sociales según las cuales debe ser en alguna 
medida compartida. El cristianismo ha tendido a reorientar la institución 
                                      
1078 BENEDICTO XVI. Caritas in Veritate. 2009. Números 36 a 39.  
1079 PÉREZ-DÍAZ VÍCTOR: "El reto de las élites filantrópicas en España". Revista española del 
tercer sector, nº 10. 2008. pp. 55 y ss. El modelo norteamericano de filantropía tiene cuatro 
características: la de verse atraída por la satisfacción de los deseos-necesidades sin perder 
de vista la cuestión moral que ilumina, un sentimiento moral de las élites en general, 
económicas y políticas, de que el poder está ligado al servicio, la idea de que la filantropía va 
ligada a una constante discusión entre las élites y la sociedad en torno a la idea de una 
sociedad buena, no estrictamente justa, sino generosa, y la existencia junto a la filantropía 
de las élites de una filantropía de la sociedad: todos se quieren ver a sí mismos como una 
sociedad de "givers" y no de "takers".  En EEUU estas entidades son una parte importante de 
la sociedad civil, en su función de promoción, guía y sostenimiento de sus actividades, 
jugando un papel decisivo en una amplia variedad de terrenos, un protagonismo creciente en 
la generación de ideas para el debate público, en el fomento de la participación ciudadana en 
la vida comunitaria y en la promoción de servicios sociales y humanos. 
1080 Ibídem, pp. 53-55. 




social de la compartición de la riqueza en un sentido universalista, 
contribuyendo a crear una expectativa de compartición de la riqueza como 
materia de misericordia, justicia e incluso del propio interés.  
No obstante entiende PÉREZ-DÍAZ1081 que en nuestro país no acaba de 
despegar una filantropía de las élites creativa y con capacidad para influir 
en el Tercer Sector. La filantropía de las élites económicas en España es una 
filantropía "menguada y dubitativa" y no "ambiciosa y creativa". No se trata 
de ausencia de incentivos, fiscales o no, pues esta se "asienta en creencias, 
actitudes y sentimientos morales que hacen comprender a las personas que 
dar a los otros da sentido a su propia existencia, y es incluso un deber y un 
honor, y que a mayor riqueza mayor obligación de dar". Los hábitos y 
actitudes de las élites son reflejo de las actitudes y valores dominantes en 
la sociedad, y por ello son adquiridos en las propias familias de origen. "Los 
ricos dan en un contexto en el que todo el mundo da y porque todo el 
mundo da, solo que los ricos dan en proporción a sus posibilidades". En su 
opinión la insuficiencia de filantropía en las élites españolas es un reflejo de 
la poca generosidad de la sociedad española aunque reconoce que se haya 
en un proceso de cambio y crecimiento en la misma". En todo caso el 
impulso de la filantropía pasa por la reflexión personal y por el debate social 
sobre el sentido de la misma. 
En este contexto cobra también sentido el “redescubrimiento” de la llamada 
función social de la propiedad, no solo como fundamento del propio pago de 
los impuestos sino como forma natural de contribución individual al bien 
común cuya realidad no debería ser ajeno el Derecho Tributario. 
 Recuperación del principio de subsidiariedad 
En el ejercicio de replanteamiento de la pregunta por los fines, por las 
antropologías subyacentes a las ciencias sociales, por el carácter normativo 
de la idea de natualeza, por el aspecto ético y cognitivo de la acción, por el 
sentido de la libertad humana, su carácter social y relacional, el lugar de la 
gratuidad en el orden económico y social….surge de forma espontánea la 
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necesidad de una recuperación del principio de subsidiariedad. Y no solo por 
ello, sino porque tanto el bien común como el principio de subsidiariedad 
constituyen límites necesarios a la potestad de establecer tributos.  
Las reflexiones anteriores son particularmente aplicables al caso español 
visto el papel activo que la CE le asigna al Estado. En un trabajo acerca del 
mismo a la luz de la Economía Política de las constituciones, G. 
BRENNAN1082 concluye con los siguientes comentarios: "…la Constitución 
tiene una visión optimista y positiva del Gobierno (y de la democracia 
mayoritaria), al que no ve como un Leviatán potencial, y al que asigna la 
realización o la promoción de una gran variedad de funciones y actividades. 
El gran número de bienes públicos (sociales y preferentes) cuya provisión 
se le asigna al Sector público, constituye una clara muestra de esta visión 
optimista del Estado".  
Este principio de subsidiariedad se sitúa dentro del problema que toda 
convivencia supone, el de armonizar el orden y las exigencias de la vida en 
común con el ejercicio de la libertad y el respeto a la dignidad de las 
personas. Esta tarea es la que corresponde a la obra de gobierno y una de 
las normas permanentes que inspiran su ejercicio, más allá de 
manifestaciones históricas concretas del mismo, es la función subsidiaria del 
Estado1083. Históricamente han sido las circunstancias peculiares de los 
Estados modernos las que han motivado que el término se haya hecho 
"explícito" y se haya profundizado en su sentido y alcance. Los 
antecedentes pueden ya encontrarse en SANTO TOMÁS cuando menciona, 
de su teoría ético-sociológica, la idea de que la convivencia tiene como fin 
propio y natural, en sus diversas manifestaciones el de ser un "auxilio" a las 
personas. Reconoce no obstante que ha sido en la época moderna cuando 
este principio se ha reconocido de forma más explícita, en particular, dentro 
de la Filosofía social cristiana1084. 
                                      
1082 BRENNAN, GEOFFREY; CASAS PARDO, JOSÉ: "La constitución española  …". op. cit., p. 67. 
1083 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., pp. 153 y ss. 
1084 Se reproducen a continuación las dos referencias más explicitas a la cuestión dentro de la 
Doctrina Social de la Iglesia. LEÓN XXIII. Rerum Novarum. Carta encíclica sobre la situación 




En este principio de función subsidiaria se destacan dos aspectos1085, el 
negativo y el positivo. Conforme a su aspecto negativo el principio de 
subsidiariedad se dirige a restringir la intervención del Estado en la esfera 
propia de la iniciativa y de la vida privadas. El fundamento de ello, 
conforme a la antropología propuesta, se encuentra en el carácter 
teleológico de la vida humana y en la forma en que la misma se proyecta 
mediante la libertad y la responsabilidad. Ambas se configuran como 
derecho y obligación que derivan de la misma naturaleza del hombre y de lo 
más profundo de su estructura personal. Además, la voz latina "subsidium" 
de la que deriva la de subsidiariedad, significa precisamente, "ayuda", 
remitiendo con ello a una función concreta, limitada. Así, la sociedad sobre 
la que ejerce su función el Estado, es el resultado de una convivencia que 
ya existe y que implica de por sí una colaboración de unos con otros. 
Algunas de las consecuencias que esta realidad proyecta en la forma de 
interpretar el principio de justicia en los tributos, ya se han apuntado.  
En su aspecto positivo, el Estado tiene como fin la coordinación y 
dirección de las tareas que exige el bien común de la sociedad. Es decir, 
asegurar las condiciones que sean necesarias para el ejercicio de la 
iniciativa individual, la creatividad y su armonía con el bien común, y en 
                                                                                                                
de los obreros. Dentro del nº 35....”Ahora bien: aunque las sociedades privadas se den 
dentro de la sociedad civil y sean como otras tantas partes suyas, hablando en términos 
generales y de por sí, no está en poder del Estado impedir su existencia, ya que el constituir 
sociedades privadas es derecho concedido al hombre por la ley natural, y la sociedad civil ha 
sido instituida para garantizar el derecho natural y no para conculcarlo; y, si prohibiera a los 
ciudadanos la constitución de sociedades, obraría en abierta pugna consigo misma, puesto 
que tanto ella como las sociedades privadas nacen del mismo principio: que los hombres son 
sociables por naturaleza.” PÍO XI. Quadragesimo Anno . op. cit., Nº 79. Pues aun siendo 
verdad, y la historia lo demuestra claramente, que, por el cambio operado en las condiciones 
sociales, muchas cosas que en otros tiempos podían realizar incluso las asociaciones 
pequeñas, hoy son posibles sólo a las grandes corporaciones, sigue, no obstante, en pie y 
firme en la filosofía social aquel gravísimo principio inamovible e inmutable: como no se 
puede quitar a los individuos y dar a la comunidad lo que ellos pueden realizar con su propio 
esfuerzo e industria, así tampoco es justo, constituyendo un grave perjuicio y perturbación 
del recto orden, quitar a las comunidades menores e inferiores lo que ellas pueden hacer y 
proporcionar y dárselo a una sociedad mayor y más elevada, ya que toda acción de la 
sociedad, por su propia fuerza y naturaleza, debe prestar ayuda a los miembros del cuerpo 
social, pero no destruirlos y absorberlos. 
1085 Reproducimos buena parte de las aportaciones de este trabajo sobre la materia 
incorporando en las mismas algunas de las aportaciones de este capítulo que por otra parte 
resultan completamente coherentes con las mismas. MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el 
hombre y la sociedad. op. cit., pp. 157 y ss.  




particular, favorecer el desarrollo tanto del componente adquisitivo 
(propiedad, consumo) como del expresivo (relación-donación). Algunas 
veces incluso el Estado tendrá el derecho y el deber de suplir algunas 
actividades propias de los ciudadanos cuando sean necesarias para el bien 
común pero que los particulares no puedan hacer o de hecho no se realicen. 
"Sin embargo, la función del Estado no es la de resolverle a nadie sus 
problemas particulares. Solo se trata de poner las condiciones -pero eso sí, 
de ponerlas-para que cada cual, según su propio esfuerzo, con su propio 
trabajo, pueda llegar a hacer uso de un derecho que la naturaleza humana 
le confiere”1086. 
Esta recuperación del principio también ha sido relacionada1087 con la actual 
crisis social. Así, después de analizar esta crisis y las soluciones 
convencionales que culpan al Estado o al mercado, llama la atención la 
propuesta alternativa que surge desde distintos ámbitos, la revitalización de 
la sociedad civil, el humanismo cívico.  
c) Economía y Derecho Tributario 
Después de comentar el proceso contemporáneo del redescubrimiento del 
mercado tras la caída del socialismo real, en uno de sus trabajos RUBIO DE 
URQUÍA califica la situación actual como de problemática, por la 
subsistencia de elementos de una economía controlada y del socialismo 
(como los sistemas fiscales propios de estas economías) y de ambigua, 
pues la reivindicación del mercado no va acompañada de un cambio en las 
concepciones de la acción humana que pueda explicar la complejidad de la 
acción personal y social. "Porque en este momento histórico de partida, hay 
que repensar las relaciones entre personas en los procesos de producción y 
el sentido y el contenido de las instituciones que sirven de apoyatura 
                                      
1086 MILLÁN PUELLES, ANTONIO: Sobre el hombre y la sociedad. op. cit., p. 165.  
1087 HOEVEL, CARLOS: "Sentido, posibilidades y riesgo de la sociedad civil". Valores de la 
sociedad industrial, nº 62. 2005. pp. 35-50. Analiza sus antecedentes históricos, formas 
actuales de desarrollo, significado, posibilidades y riesgos. 




jurídico-institucional a la "economía de mercado", el lugar del Estado, el 
sentido del desarrollo económico, etc."1088. 
Una impresión semejante se desprende del análisis que realiza C. 
HOEVEL1089 acerca de las distintas concepciones de subjetividad que han 
estado presentes en la Filosofía Política, desde corrientes liberales 
(motivadas por un intento de mantener una neutralidad valorativa), RAWLS, 
NOZICK, DWORKIN, POSNER, BECKER, pasando por las comunitaristas con 
SANDEL, MACINTIRE, TAYLOR o en la Antropología Filosófica, con 
HABERMAS, GADAMER, RICOEUR, ...en las que predomina la idea de 
"sujeto encerrado en su realidad egoísta"....concluye reconociendo una 
crisis del sujeto, puesta de manifiesto por la Filosofía posmoderna, que 
impide al pensamiento político moderno encontrar una idea sólida de 
subjetividad sobre la que se asienten todos los demás principios y 
mediaciones sociales.  
"Los problemas económicos y sociales vienen en general de un debilitamiento 
de la creencia en el poder de cada hombre concreto para entrar en contacto 
profundo con las cosas, y sobre todo, con los demás, e iluminar desde este 
primigenio encuentro personal las complejas situaciones de la vida social. 
También estos problemas vienen de una desconfianza en la libertad de cada 
persona para encarnar una justicia sustantiva y no meramente formal o 
procedimental que trascienda a la dimensión utilitaria sin excluirla"1090.  
En efecto, desde las conclusiones que ha propiciado nuestro análisis en 
torno a los principios impositivos de justicia y eficiencia, podemos afirmar 
                                      
1088 RUBIO DE URQUÍA, R.: "Concepciones de la acción humana  …". op. cit., p. 313. 
1089 HOEVEL, CARLOS: "Crisis del sujeto y filosofía política contemporánea". Colección, nº 17. 
2006. pp. 174 y ss. http://www.uca.edu.ar/esp/sec-fpoliticas/esp/docs- 
publicaciones/coleccion/n17/hoevel.pdf. Se trata este de un concepto "formal" de 
subjetividad, por referencia a las estructuras en las que se manifiesta, sin una sólida base 
metafísica. Como alternativa de referencia para la Filosofía Política propone una visión 
personalista de la subjetividad, una subjetividad individual esencialmente abierta al ser que, 
vivida en plenitud, es intersubjetiva, desborda sus límites en el otro. SE refiere a una 
concepción metafísica de la persona que no es posible entender de forma separada a sus 
valores o sus fines los cuales no proceden únicamente de la sociedad o de la cultura en la 
que se encuentra, sino que derivan de una capacidad innata,  ontológica que la persona tiene 
para comunicarse con ellos en virtud de su intrínseca apertura al ser. Se refiere al concepto 
de persona de ROSMINI, para quien se trata de "relación substancial". 
1090 Ibídem, p. 178.   




que la concepción actual de la acción humana, sus motivaciones, su sentido 
social, sus fines, los contornos del bien común y su proyección en las 
instituciones, etc., no han encontrado una cabal representación en la forma 
de entender la acción económica en el todo social. En nuestra opinión, una 
mejor comprensión de los principios que conforman la justicia tributaria y la 
superación de los límites que actualmente encuentra, pasan por un mejor 
entendimiento de las realidades personales, familiares e institucionales 
sobre las que se aplica. En particular, podemos afirmar que la separación de 
lo económico respecto del orden social tiene consecuencias en la forma que 
los principios impositivos se interpretan, se proyectan y se relacionan.  
Para sintetizar esta intuición reproducimos aquí las dos visiones actuales 
sobre la relación entre la esfera de lo económico y la esfera de lo 
social de las que habla ZAMAGNI en uno de sus trabajos1091 y que reflejan 
los efectos de las elecciones epistemológicas y antropológicas apuntadas. La 
primera visión es la que ve el mercado como a-social (dentro de la tradición 
liberal), neutral respecto a la Ética y al mecanismo social, y al cual se le 
demanda eficiencia y creación de riqueza. Se trataría de un modelo en el 
que la esfera del mercado coincide con la del autointerés, la búsqueda de 
utilidad, las relaciones impersonales y el egoísmo dejando para el Estado la 
solidaridad y la consecución de intereses colectivos. Por ello, la solidaridad-
redistribución de la riqueza comienza donde termina el mercado. En la 
segunda visión se ve el mercado como antisocial (KARL MARX, KARL 
POLANYI), deshumanizador en sí mismo y contra el cual hay que proteger a 
la sociedad. Se trata en ambos casos de un dualismo que refleja la situación 
fragmentada en la que vive el hombre postmoderno y el propio dualismo 
existente entre vida privada y vida pública que trae su causa de la 
Modernidad.  
En nuestra opinión el hecho de que en ambas visiones lo económico y lo 
social se encuentren separados es una de las razones que contribuyen a 
explicar el Estado de bienestar y con ello el papel que se le otorga al 
                                      
1091 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico…. op. cit., 
p. 19. 




impuesto en el cumplimiento de una variedad de fines (donde no llega el 
mercado) y su papel predominante en intervenciones redistributivas (dónde 
no llega el mercado y la sociedad por sí mismos). Esa parece ser la crítica 
implícita en la protesta de ZAMAGNI1092 cuando afirma que "no es admisible 
que el bienestar -el "estar bien" de los marginados y de los que se 
encuentran en desventaja-, dependa, según las circunstancias, del "Estado 
benevolente" o de las instituciones del "capitalismo compasivo". Más bien 
esto debería ser el resultado de estrategias de inclusión en el circuito de la 
producción, y no de la redistribución de la riqueza".  
En este contexto se aprecia también claramente la interdependencia entre 
economía y sociedad, siendo posiblemente en el conocimiento de lo social y 
de sus posibilidades donde se encuentre el avance en los modelos teórico-
económicos. En ese sentido parece inclinarse una propuesta doctrinal 
respecto al posible origen de un orden en lo económico: "Un ethos moral 
social más una función subsidiaria de la autoridad civil, son los elementos 
que permitirían una real autoregulación. Esta es una vía intermedia entre la 
dispersión del conglomerado de fines individuales de la sociedad liberal y el 
carácter absoluto del fin del Estado diluyente de la persona propio de los 
regímenes totalitarios"1093. 
La interpretación actual de los principios de justicia y eficiencia en los 
tributos, la falta de acuerdo acerca del contenido del principio de capacidad 
económica y su conflicto con el principio de eficiencia son síntomas de que 
                                      
1092 ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad posmoderna…". op. cit.,  p. 30. Para 
que desde el mercado se promuevan prácticas de distribución de la riqueza que alcancen la 
equidad, así como la regeneración de valores esenciales sin los que el propio mercado no 
podría durar por mucho tiempo (solidaridad, simpatía, responsabilidad empresarial, 
iniciativa) es imprescindible que se afirme dentro del mercado un espacio económico 
formado por sujetos que se inspiren en su actuar por el principio de reciprocidad.  Este 
principio se caracteriza por que las transacciones que genera son indisolubles de relaciones 
humanas, el intercambio deja de ser anónimo e impersonal. Zamagni se pregunta si la 
categoría del BIEN COMÚN tiene cabida en el discurso y la práctica de la economía  o esta se 
encuentra condenada a ocuparse únicamente de la eficiencia, el beneficio, la competitividad, 
el desarrollo y como máximo, la justicia distributiva. En su opinión esta pregunta tiene una 
respuesta afirmativa que se hará realidad siempre que se afirme el primado de la relación 
personal frente a la ausencia de la misma, el vínculo subjetivo sobre el bien donado, la 
identidad personal sobre la utilidad. Ibídem, p. 42. 
1093 CRESPO, RICARDO F.: "Antropología, escuela austriaca y  …". op. cit., p. 296. 




existe una contradicción en los fines que se están contemplando en 
las políticas fiscales. Fines que reflejan la ausencia de armonía entre lo 
social y lo económico y que tratan de suplir lo que el mercado no da o lo 
que distribuye mal. El problema de esta compensación es su alto coste en 
términos de libertad. 
 Elementos para la proyección de los principios impositivos de 
justicia y eficiencia 
Como respuesta a la crítica anterior se incluyen aquí las líneas 
fundamentales de una propuesta que pretende hacer posible una 
interpretación y proyección de los principios impositivos de justicia y 
eficiencia que sea coherente con la teoría del impuesto justo y sus causas. 
Se basa simplemente en la idea de entender como ámbito de aplicación de 
la teoría del impuesto un orden social en el que las consecuencias de 
esa sociabilidad natural del hombre se vivan como una unidad, 
también en el ámbito económico, admitiendo dentro del mismo como 
principios operativos otros distintos al intercambio de equivalentes1094. Se 
trata por tanto de superar la visión de lo económico como “éticamente 
neutral” haciendo posible que otras motivaciones distintas al propio interés 
como la reciprocidad o la gratuidad, tengan expresión natural dentro del 
mismo. Así por ejemplo H. A SIMON1095 propone un objetivo del agente 
económico alternativo al de la maximización de la utilidad y el beneficio 
propuestos por los neoclásicos. En su opinión, y basándose en sus estudios 
sobre Psicología cognitiva, el concepto de beneficio satisfactorio en el 
                                      
1094 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico. op. cit. 
De hecho Zamagni señala tres principios como necesarios para ello: el intercambio de 
equivalentes, la redistribución de la riqueza y la reciprocidad. Ante esta situación y ante el 
hecho de que la globalidad de los mercados esté afectando al modelo del Estado de 
bienestar, PROPONE el modelo de "Economía  civil" en el que la sociabilidad humana se 
desarrolla también en el mercado y en el que caben por tanto otros principios además del de 
beneficio o intercambio de equivalentes. Este modelo de economía genera un orden social en 
que los tres principios anteriores pueden coexistir simultáneamente. Es decir, la reciprocidad 
(luego la explica más en detalle) vivida como parte de la economía civil daría cabida al 
componente expresivo o relacional que precisa el hombre como condición de 
bienestar(bienes relacionales), y la redistribución no dependería únicamente de un Estado 
que además, por motivos de estabilidad política, debe dar mayor prioridad al crecimiento que 
a la disminución de las desigualdades.(cap III). pp. 20 y ss. 
1095 TURMO A., JORGE: "La concepción antropológica de H.A. Simon …". op. cit., p. 370. 




ámbito de las organizaciones está más relacionado con la noción psicológica 
de aspiración que con la de maximización. Es decir, entendemos que la 
sociabilidad natural del hombre no puede dejar de proyectarse en el ámbito 
económico y social, cuestión que además suscita la generación de bienes 
que son fundamentales para el bienestar y la felicidad del hombre1096. Por 
otro lado si el mercado se reduce a mero intercambio instrumental se 
produce el llamado "efecto desplazamiento"1097 pues los motivos intrínsecos 
como la gratuidad o la reciprocidad son desplazados por motivos 
extrínsecos (bienes posicionales) y con ello otras formas de relación 
humana también necesarias para una sociedad "capaz de futuro". Así por 
ejemplo por motivos de reciprocidad puede el agente económico renunciar 
temporalmente a su pretensión legítima a fin de promover un interés común 
o buscar la interactuación con alguien no solo por conseguir un objetivo sino 
por la satisfacción que proporciona el propio encuentro con el otro1098. Es en 
                                      
1096 Como referencia de interés en materia antropológica y para entender mejor el lugar que 
ocupan los otros en la existencia de cada uno, puede verse el siguiente trabajo: BUBER, 
MARTIN: ¿Qué es el hombre?. op. cit. Tras efectuar un recorrido por los distintos 
planteamientos históricos acerca del hombre y la cuestión antropológica, desde Aristóteles, 
San Agustín, Kant, Hegel, …etc, dedica la segunda parte de la obra a analizar las 
aportaciones más recientes (p. 75 y ss). Afirma la madurez del problema antropológico en la 
época actual, con la influencia de dos factores: uno de índole sociológica, la disolución 
progresiva de las viejas formas organizativas de convivencia humana en las que nacen o 
ingresan en ella hombres "que no entienden su pertenencia a las mismas como resultado de 
un acuerdo libre con otros sino como debida al destino o a la tradición vital....la familia, el 
gremio, la comunidad aldeana, la urbana" (p. 75), el otro, "el rezago del hombre tras sus 
obras", derivado de la relación del hombre con las nuevas cosas y circunstancias surgidas de 
su propia acción, en el campo de la técnica, la economía y la política. Analiza aportaciones 
significativas de HEIDEGGER en la medida en que tratan el problema del hombre como una 
cuestión filosófica independiente.(p. 86 y ss) Entre estas afirma entender al hombre como un 
ser en el mundo que no está únicamente rodeado de cosas sino de hombres, "con los cuales 
él es en el mundo" (p. 95) Los otros hombres son para él, por esencia, existencialmente, no 
objeto de "procuración" sino de "solicitud", "objeto de su comprensión, ya que solo mediante 
la comprensión de otros es posible el conocimiento". (p. 95) Esta "solicitud" surge de lo que 
denomina "relaciones esenciales" que son "directas, enterizas, de hombre a hombre, ya se 
trate de aquellas relaciones fundadas objetivamente en la consanguinidad, ya de aquellas 
que proceden de la elección y pueden adoptar fomas objetivas, institucionales o, como en el 
caso de la amistad, se sustraen a toda forma institucional pero se hallan, sin embargo, en 
contacto con lo hondo de la existencia" (p. 96). De estas relaciones esenciales surge el 
elemento de "solicitud" que luego se extiende fuera de las mismas. Mediante la relación 
esencial "se quebrantan de hecho los límites del ser individual y surge un nuevo fenómeno 
que solo así puede surgir: un franqueamiento de ser a ser" (p. 96) Reconoce el fenómeno de 
la disolución de estructuras sociales de convivencia. 
1097 ZAMAGNI, STEFANO: Heterogeneidad motivacional y comportamiento económico… op. cit., 
p. 21. 
1098 Ibídem,  pp. 49-50. 




este ámbito donde están llamados a proyectarse en todo su sentido los 
principios de justicia y eficiencia en los impuestos, pues como todo reparto, 
debe atender tanto a su fin como a los criterios que son relevantes para 
concretar el mismo. 
Junto al reconocimiento económico de que es posible encontrar como 
fuerzas impulsoras del mercado a principios distintos al de intercambio de 
equivalentes, deberían incorporarse a los modelos económicos el 
estudio de las ideas, creencias, sustrato cultural, principios éticos 
etc, que mueven al agente económico a tomar una decisión asignativa y no 
otra. Es decir, existen elementos suficientes que apoyan la intuición de que 
dichas variables influyen en la realizabilidad de los planes de acción y por 
tanto en la eficiencia económica e impositiva. Y ello a pesar de que parece 
generalizada la idea de que no existe un criterio que pueda ser aceptado 
por todos sobre aquello que concierne al bien, como tampoco existe 
ontológicamente distinción alguna que no sea sintáctica entre las distintas 
morales. Sin embargo, el mantenimiento de las reglas de mercado depende 
de una idea previa sobre la persona, por lo que no se puede defender el 
"liberalismo ético" al mismo tiempo que el "solidarismo socioeconómico"1099.  
A este respecto y tras haber analizado los efectos económicos de un 
comportamiento ético, se concluye1100 que la existencia de confianza, 
fiabilidad y buena fe entre las partes, abarata los costes de transacción, 
reduce las necesidades de control, la incertidumbre y la indeterminación 
contractuales y mejora el rendimiento del mercado. También disminuyen las 
probabilidades de que tengan lugar los fallos en el mercado a los que trata 
de responder la acción estatal con distintas medidas, incluidas las 
impositivas. Esta "coordinación descentralizada y no autoritaria" (como 
                                      
1099 ZAMAGNI, STEFANO: "El bien común en la sociedad posmoderna…". op. cit.,  p. 27. Un 
estudio interesante sobre las distintas visiones en torno a la solidaridad y las preguntas que 
permanecen planteadas en las mismas puede verse en ASTORGA, OMAR; KOHN, CARLOS. 
"El liberalismo y la solidaridad, ¿son conmensurables?". Revista internacional de filosofía 
política, nº 19. 2001. pp. 139-154. El autor analiza cinco posturas emplemáticas en torno a 
la cuestión de la solidaridad: Rawls, R. Rorty, Habermas, Taylor y Arent así como las 
limitaciones que cada una de ellas encuentra en su desarrollo. Invita a reexplotar las bases 
paradójicas sobre las que se sustenta el concepto de solidaridad. 
1100 KOSLOWSKI, PETER: "Moralidad y eficiencia …". op. cit.,  pp. 15-17. 




opuesta a la que se deriva de una economía planificada, "alcanza su 
rendimiento óptimo allí dónde no solamente se consideren los intereses 
particulares, sino también el interés de todos, dónde la comunidad se 
convierta en motivo de la actuación (económica) individual"1101. 
KOSLOWSKI también reconoce que existen puntos de distanciamiento entre 
Economía y Ética: en la primera la despersonalización y el gran número 
resultan favorables mientras que en materia Ética son un impedimento 
(problema del free-rider o polizonte). No obstante, en su opinión las 
situaciones en las que uno se beneficia a costa de que los demás cumplan 
las normas y lo hace desde el anonimato que da el gran número, es una 
situación "no estable" desde el punto de vista de la teoría de juegos. La 
Ética es por ello una solución al fracaso que implica el dilema del prisionero. 
No obstante la Ética también tiene su propia limitación pues la situación 
más estable, actuar éticamente con independencia de lo que haga el resto, 
necesita un apoyo que haga converger felicidad y moralidad.  
Se trata en definitiva de superar la dualidad entre felicidad y Ética o entre 
felicidad y deber moral, un reto que para algunos tiene su solución en las 
creencias religiosas1102 y para otros1103 en el “amor de benevolencia” 
respecto del otro. En nuestra opinión es en torno a estas ideas dónde podría 
elaborarse la alternativa frente al actual dualismo entre el interés individual 
(o felicidad) y el respecto a los deberes derivados de la Ética. De hecho es 
en torno a este conflicto respecto del que se han elaborado muchas de las 
teorías acerca de la necesidad de intervención pública, ya sea mediante la 
multiplicación de los fines del Derecho o mediante la justificación de su 
intervención económica. Esta aparente contradicción ha sido también la que 
                                      
1101 Ibídem,  p. 17. 
1102 La influencia de las creencias religiosas como factor favorecedor de la eficiencia del 
mercado ha sido señalada por diversos autores además de KOSLOWSKI, entre ellos S. 
ZAMAGNI. También pueden encontrarse referencias al tema en RATZINGUER, JOSEPH: 
"Economía y responsabilidad moral". op. cit. En su opinión el desarrollo "de las fuerzas 
espirituales de la humanidad" desempeña un papel esencial en el progreso económico. 
También puede verse en MARCEL, GABRIEL: Ser y tener. Traducción de Ana Mª Sánchez. 
Caparrós. Madrid. 2ª edición. 2003. Incluye una  parte explicativa de la irreligiosidad del 
hombre contemporáneo. 
1103 SPAEMANN, ROBERT: Felicidad y benevolencia. op. cit., pp. 146 y ss. 




ha alimentado la creencia en la imposibilidad de definir los contornos del 
bien común y hacerlo posible, también en relación a los principios 
impositivos de justicia y eficiencia. 
Por otro lado los elementos característicos de la economía de mercado1104, 
como los rasgos de organización jurídico-institucionales relativos al derecho 
de propiedad, a la libertad de establecimiento de contratos entre personas, 
al derecho de iniciativa económica, a la libertad de confrontación 
espontánea de demandas y ofertas en el seno de mercados.... no van 
vinculados necesariamente a un tipo concreto de valores personales y 
sociales (por ejemplo el tipo de valores que define como más presentes en 
lo que se ha denominado "capitalismo") ni a una forma política 
determinada1105.  
De hecho, la búsqueda de una relación entre la Economía y la Antropología 
o la Ética ha derivado en ocasiones en el intento de encontrar un 
mecanismo o sistema económico que garantice la moralidad una vez 
implantado1106. No obstante, aquí se confunden elementos objetivos de la 
organización económica con los deseos de vigencia de determinados ideales 
morales, pues la moralidad es solo producto de la libertad de los individuos 
no de unas estructuras económicas concretas. Esta forma de introducir 
elementos éticos en economía es el resultado de lo que se ha denominado 
"enfoque moralizante de la economía" y que deriva en ocasiones en del 
"enfoque tecnicista de la ética económica". Esta forma de concebir la 
relación entre Ética y Economía deriva en el intento de declarar como moral 
o inmoral el principio teórico de un determinado sistema económico en sí 
mismo favoreciendo el desarrollo de una ingeniería social deshumanizada. 
El error se encuentra en no situar los términos de la relación entre Ética y 
                                      
1104 Acerca de los orígenes cristianos de la economía de mercado y de cómo la Doctrina Social 
de la Iglesia desde la Rerum Novarum hasta la Cáritas in veritate de Benedicto XVI ha ido 
clarificando el correcto significado de sus principios, puede verse: GONZALO GONZÁLEZ, 
LEOPOLDO: "Recesión económica, depresión moral y recuperación socioeconómica  …". op. 
cit., pp. 103-116. 
1105 RUBIO DE URQUÍA, R.: "El capitalismo y el futuro". Veintiuno. 1991. Invierno. pp. 89-99. 
1106 UREÑA, ENRIQUE M.: "Economía y antropología: Albert Schäffle, un caso singular". op.cit., 
p. 209. 




Economía "dentro de un tratamiento más integral de la rica y compleja 
actividad humana y social"1107.  
De estas consideraciones se deriva como consecuencia que no es necesario 
proponer un cambio radical en el sistema hacia cuyo fin se encaminen las 
distintas herramientas fiscales, sino que la respuesta a los problemas que 
viene a solucionar el Derecho desde la intervención social constante puede 
encontrarse en las motivaciones humanas, en la cultura o en el sistema de 
ideas y creencias. La aceptación de que el Derecho Tributario está 
llamado a entender en materia del reparto de cargas comunes y no a 
dirigir el mecanismo social hacia resultados políticamente convenientes, es 
parte de la comprensión de la sociedad como organismo vivo que se 
proyecta en lo económico y en lo social. 
También hay razones para pensar que en el orden jurídico la cuestión 
ética no es indiferente. Lo explicamos con palabras de J. HERVADA1108:  
"…el hombre es como es, no solo en el plano físico y biológico, sino también 
en el moral. El hombre no es, en el ámbito moral, capricho o pura libertad. El 
hombre es persona y ser persona comporta una dignidad, un modo específico 
de ser, que hace que haya cosas en su actuar...que sean buenas o malas en 
sí mismas, independientemente que le guste o no le guste al hombre, de que 
lo quiera o no lo quiera. ...Aquellas exigencias, respecto de sí mismo y 
respecto de los demás,  que dimanan de la índole personal del hombre, es lo 
que constituye el orden moral y  jurídico natural, que se expresa en la ley 
natural".  
Esta legalidad natural o manera de ser del hombre tiene efectos directos en 
materia tributaria como por ejemplo en el tratamiento fiscal que se le 
otorga a realidades como la propiedad, el matrimonio, la familia, la 
empresa, la herencia, y muchas otras instituciones en las que el hombre 
proyecta su libertad y se relaciona conforme a lo que es y que el Derecho 
está llamado a hacer posible y a proteger.   
                                      
1107Ibídem,  p. 209. 




Como conclusión del epígrafe queremos referirnos a una propuesta de 
enfoque de la actividad económica que concibe precisamente lo económico 
en el todo social. Se trata de la forma de entender la ciencia económica 
propuesta por ALBERT SCHAFFLE1109 (1831-1903) que, apartándose de los 
enfoques cientificista y moralizante incluye una vinculación interna entre lo 
"técnico económico" y "lo ético" de la economía, es decir, desde una 
concepción que pone al hombre en el centro , como fin de la actividad 
económica y no como medio para incrementar la riqueza, por lo que la 
ciencia económica no puede partir en su discurso del producto, sino del 
sujeto en cuanto agente ético. "La economía antropológica está muy lejos 
de separar la actividad económica de cualquiera de los otros aspectos de la 
vida de la sociedad"1110. 
2. Propuestas de reforma fiscal 
Trasladar las conclusiones que han ido surgiendo de nuestro análisis a un 
conjunto de propuestas de Derecho positivo no es tarea fácil. Primeramente 
porque, como la misma secuencia histórica del análisis sugiere, la situación 
jurídica actual del sistema tributario español es resultado de una 
cosmovisión, epistemológica, filosófica, antropológica, política, social y 
económica. Y lo que es más, esa cosmovisión es heredera de las influencias 
que las cosmovisiones anteriores han ido ejerciendo en cada uno de los 
aspectos anteriores. Esto significa que cualquier propuesta de cambio 
                                                                                                                
1108 HERVADA XIBERTA, JAVIER: ¿Qué es el derecho?  …. op. cit., p. 146. Una de las veces que 
analiza la filosofía inherente al positivismo y su alejamiento de la realidad del hombre es 
cuando añade la frase que transcribimos.  
1109 UREÑA, ENRIQUE M.: "Economía y antropología: Albert Schäffle, un caso singular". op.cit., 
pp. 208 y ss. La actividad económica no debe entenderse de forma semejante a como tienen 
lugar los procesos físicos, sino como un "reino de actividad ética" en la que el hombre 
persigue sus propios fines con voluntad consciente y en el que domina la actuación cultural y 
no el proceso de la naturaleza.(p. 211) Esta forma de entender la economía con el hombre 
en su centro le lleva a formular su teoría subjetiva del valor como alternativa a la teoría 
objetiva propia de la economía clásica. Según la misma la economía de un pueblo es la 
sociedad en cuanto actúa para hacer el mundo exterior un medio para la realización  de 
todos los fines de la sociedad y en la misma interactúan intensamente, además del Estado en 
cuanto derecho, policía  y Administración de justicia, la Iglesia, la escuela, el arte....en 
cuanto agentes que influyen en la creación y aplicación de esos medios. 
1110 UREÑA, ENRIQUE M.: "Economía y antropología: Albert Schäffle, un caso singular". op.cit., 
p. 213. 




positivo, si quiere ser ambiciosa, debe contener también una propuesta de 
cambio en la propia cosmovisión que nutre todo lo anterior1111. Como esa 
tarea excede no solo las posibilidades de este trabajo sino las de un 
objetivo de carácter jurídico, nos tendremos que limitar a señalar cómo 
podría quedar reflejado ese cambio de cosmovisión en el área tributaria y 
en la proyección concreta de los principios de justicia y eficiencia. 
A esa conclusión se llega también desde las reflexiones de SAINZ DE 
BUJANDA al realizar un comentario crítico de la tesis de la unidad dialéctica 
entre la ciencia de la Hacienda y el Derecho Financiero, de la afirmación 
según la cual los principios que regulan el reparto de la carga fiscal son 
mera expresión de "una racionalidad históricamente determinada, y 
corresponden, por tanto, a las concretas exigencias de una sociedad 
determinada"1112. En su opinión al jurista y a la ciencia que cultiva le 
corresponderá comprobar si las fórmulas que deriven de esa "racionalidad 
histórica" entran en colisión con la ciencia eterna e inmutable de la justicia.  
"Si el conflicto se pone de manifiesto será misión del Derecho Financiero 
proclamarlo y esclarecer las vías por las que pueda alcanzarse una más justa 
distribución de la carga tributaria. Dicho en otros términos, el Derecho 
Financiero, en cuanto disciplina científica,.... ha de iluminar las rutas que, en 
permanente tensión ideal aproximen ese fenómeno financiero del reparto de 
la carga impositiva a módulos de justicia transcendentes, no nacidos, por 
tanto, en el seno de intereses y conveniencias de clase, sino en su 
contrastación con los postulados de una justicia que se revela al espíritu del 
                                      
1111 Por su relación con el modelo antropológico que hemos propuesto recogemos una 
propuesta de Juan Pablo II contenida en su Carta Encíclica Centesimus Annus, nº 36: "El 
sistema económico no posee en sí mismo criterios que permitan distinguir correctamente las 
nuevas y más elevadas formas de satisfacción de las nuevas necesidades humanas, que son 
un obstáculo para la formación de una personalidad madura. Es, pues, necesaria y urgente 
una gran obra educativa y cultural, que comprenda la educación de los consumidores para 
un uso responsable de su capacidad de elección, la formación de un profundo sentido de 
responsabilidad en los productores y sobre todo en los profesionales de los medios de 
comunicación social, además de la necesaria intervención de las autoridades públicas"..."Por 
esto, es necesario esforzarse por implantar estilos de vida, a tenor de los cuales la búsqueda 
de la verdad, de la belleza y del bien, así como la comunión con los demás hombres para un 
crecimiento común sean los elementos que determinen las opciones del consumo, de los 
ahorros y de las inversiones. A este respecto, no puedo limitarme a recordar el deber de la 
caridad, esto es, el deber de ayudar con lo propio «superfluo» y, a veces, incluso con lo 
propio «necesario», para dar al pobre lo indispensable para vivir. 
1112 SAINZ DE BUJANDA, FERNANDO: "En torno a la tesis de la unidad  …". op. cit., p. 157. 




hombre como exigencia que le viene impuesta por una ética objetiva y 
transcendente"1113. 
Con ese objetivo tomamos como marco y referencia los fundamentos 
teóricos que acabamos de exponer, y que sintéticamente enumeramos aquí: 
 Un modelo antropológico en el que se recupere la pregunta por los 
fines del hombre, de la sociedad y del Estado, en el que se 
reconsidere el carácter normativo de la naturaleza humana y el 
componente ético contenido en el orden jurídico y económico, en el 
que se supere la tendencia actual al consecuencialismo en las 
acciones jurídicas, que incorpore a sus hipótesis de trabajo las ideas, 
creencias y cultura, y en el que la idea de libertad-responsabilidad 
prime sobre la de bienestar como referencia guía de la acción pública. 
 Un modelo social en que se supere el individualismo axiológico y 
metodológico actual , se le otorgue a la sociedad civil el protagonismo 
que le corresponde, se potencie una cultura de la reciprocidad y del 
altruismo frente a una cultura de los derechos y se recupere el 
principio de subsidiariedad. 
 Un modelo económico insertado en la rica unidad y complejidad del 
todo social y que responda a un fin objetivo y coherente con el 
carácter teleológico del hombre y con el papel que representan en el 
mismo los distintos bienes que intervienen en los procesos 
asignativos1114. 
Dicho esto, incluimos a continuación algunas propuestas de Derecho 
positivo que derivan tanto de los análisis realizados en torno a los conflictos 
de principios impositivos, como de los modelos teóricos de referencia ya 
expuestos. 
                                      
1113 Ibídem, p. 157. 
1114 En relación a la extensión del campo de análisis económico, existe ya la controversia en 
torno a la pregunta sobre si la Teoría Económica está limitada o no en su aplicación  
únicamente dimensiones o fines tangibles o materiales y financieras. CALLE SAIZ, RICARDO: 
"La relevancia de la metodología para la Ciencia de la Economía …".  op. cit., p.44. 




a) Nueva configuración constitucional del sistema tributario justo 
Tanto en las conclusiones del capítulo tercero de las que surgían las 
preguntas que hemos tratado de responder, como en las contenidas en los 
capítulos que analizaban los fundamentos teóricos de ambos principios, 
sobresalía la necesidad de someter a revisión el marco constitucional 
existente en torno al sistema impositivo español. Habiendo quedado las 
razones allí apuntadas, nos  limitamos ahora a proponer algunas 
posibilidades, ideas o principios, que podrían iluminar esa reforma 
constitucional1115. 
En nuestra opinión, la forma de establecer un marco constitucional 
operativo acerca del sistema tributario justo, que se pueda proyectar en la 
producción legislativa e iluminar en la interpretación jurisprudencial, de 
forma coherente y equilibrada, es dar un tratamiento unitario a todo el 
fenómeno impositivo, en sus distintos aspectos: 
 Unidad en la concepción individuo-sociedad y de la vida socio-
económico-cultural así como en el papel que dentro de la misma 
                                      
1115 Aunque nos referimos exclusivamente al ámbito tributario, es significativa la percepción 
doctrinal del ordenamiento constitucional económico. Como muestra apuntamos algunos 
trabajos: HERRERO Y RODRÍGUEZ DE MIÑÓN, MIGUEL: "La Constitución económica: desde 
la ambigüedad a la integración". MARTÍNEZ-CALCERRADA Y GÓMEZ, LUIS (coord.): 
Homenaje a D. Antonio Hernández Gil, Vol. I. 2001. pp. 521-536. Califica de equívoca la 
referencia contenida en el art. 38CE a la "economía de mercado" por la multiplicidad de 
significados que doctrinalmente se le han atribuido al término "mercado". En su opinión una 
interpretación sistemática de la CE le permite concluir que el modelo contenido en la misma 
excluye ciertos órdenes económicos como  el de economía de planificación centralizada y 
vinculante y se promueve" un  tipo de orden económico en el que prevalecen la libertad de 
consumo, de competencia, de empresa, de producción de comercio etc, y en ello no en 
virtud de la ambigua fórmula del art. 38CE, sino merced a la serie de derechos 
fundamentales substantivos enunciados". Aunque en un modelo así caben políticas más 
liberales o más intervencionistas parece claro que la Constitución se inclina en favor de un 
orden económico determinado primariamente por las decisiones de los ciudadanos. Resulta 
también de interés las aportaciones al respecto de G. BRENNAN Y JOSÉ CASAS PARDO en 
“La constitución española  …". op. cit., pp. 53-68. En sus conclusiones  y después de 
reconocer  interesantes innovaciones recogidas en la Constitución española de 1978, el autor 
afirma que no se trata de una constitución que pueda satisfacer a los puristas de la Economía 
Política Constitucional. "Aunque en ella se expresan algunos pronunciamientos en favor de 
los derechos de propiedad individuales y de una economía de mercado, la constitución no 
parece ofrecer protección y garantía auténticas de estos derechos ni de las instituciones 
dentro de las que éstos puedan ser intercambiados libremente. La propiedad y el intercambio 
de los derechos privados al proviso del interés general (lo que es definido políticamente) y la 
especificación del ámbito de actividad e intervención del sector público está definido de una 
manera poco precisa y delimitado de una forma muy amplia."  




desempeña el Estado y el Derecho Financiero y Tributario al servicio 
de la unidad ya mencionada. 
 Unidad en la consideración del fin del impuesto: en el sentido de 
concebir y definir el impuesto como un instrumento al servicio del 
bien común (y no como ejercicio de poder del Estado o al servicio del 
bienestar de los individuos) y cuyo fin es el reparto de las cargas 
derivadas del mismo siempre que dichas cargas no puedan ser 
asumidas por la propia sociedad como primer protagonista en la 
construcción de dicho bien. En particular: 
 La conveniencia de una reflexión política y social continuada 
acerca de los contornos del bien común en nuestra sociedad y de 
los casos en los que la edificación de ese bien común precise de la 
dotación de gastos públicos a financiar por medio del sistema 
impositivo. A ello contribuiría la apertura de cauces concretos de 
diálogo y colaboración entre el Estado y la sociedad civil. Situar en 
este bien común el fin del impuesto y el centro de todos sus 
desarrollos posteriores. Será también este bien común la 
referencia obligada en caso de conflicto con otros bienes tanto en 
el proceso de aplicación de las leyes como en su interpretación 
posterior. 
 La urgencia por devolver al Derecho la unidad en su fin y al 
impuesto su identidad como forma de materializar las relaciones 
que entre individuos o familias y el todo social se derivan del bien 
común. Es decir, devolver al impuesto su significado dentro de 
una teoría del bien común como contraste con su utilización por 
parte del Estado como herramienta de ingeniería social o 
económica.  
 La necesidad de incorporar tanto el volumen como la composición 
del gasto público en la definición de la justicia del sistema 
tributario y como consecuencia de su fin: es decir, incluir en la 
pregunta por la justicia tanto el proceso del diseño presupuestario 
como su destino, ejecución, responsabilidades y control, como la 




forma de distribuir entre los ciudadanos la carga resultante de las 
decisiones anteriores. 
 Unidad en la definición de los principios impositivos y de las 
fuentes filosóficas y antropológicas de las que se nutren. Es decir:   
 Proponer un nuevo enunciado de los principios impositivos de 
justicia y eficiencia desde un marco conceptual común, marco que 
recupere para la justicia un contenido objetivo inspirado en la 
lectura normativa y valorativa de la realidad, y que incorpore para 
la eficiencia económica una concepción del orden económico en el 
todo social y con el bien común como referente. Conseguir con 
ello que los principios impositivos pasen de ser "criterios 
orientadores de un pensamiento tópico" a ser cualidades 
definidoras esenciales de lo que el impuesto es.  
 Reafirmar el principio de capacidad económica como criterio 
fundamental e irrenunciable para materializar la justicia en los 
impuestos1116. Es decir, la forma de igualdad más adecuada para 
aplicar en las relaciones entre el todo social y sus integrantes, la 
igualdad proporcional propia de la justicia distributiva,  precisa de 
una razón de medida de la desigualdad que esté en relación a su 
objetivo: el sostenimiento de las cargas. Esto hace de la 
capacidad para financiarlas, la económica, el criterio más 
adecuado en razón del fin. 
 Perseguir la coherencia entre la configuración del principio de 
capacidad económica y su valoración y el modelo 
                                      
1116 Nos resultan muy relevantes por su experiencia profesional, académica y conocimiento del 
Derecho comparado, las afirmaciones del profesor K. TIPKE: "EI principio de capacidad 
económica es el único principio fundamental que respeta todos los derechos fundamentales 
de las Constituciones del Estado Social de Derecho. Además, se acepta generalmente como 
principio adecuado a la realidad. Ninguna persona desearía tributar más que otra a igualdad 
de condiciones económicas, por lo que debe aceptar que los demás sean tratados del mismo 
modo". Considera que se trata de un principio indeterminado pero determinable desde el 
momento en que los impuestos solo pueden ser pagados por la renta y en particular la renta 
neta disponible (una vez atendidas necesidades ineludibles) y de tal forma que se grave la 
capacidad económica sin agotarla. Cfr. TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado  …. op. cit., 
pp. 34-37. 




antropológico, social y económico de referencia en los que 
está llamado a proyectarse. Es decir, incorporar en la definición 
del principio y en la cuantificación técnica de la capacidad 
económica elementos que hagan referencia al aspecto relacional 
del hombre, a las consecuencias económicas de su vida familiar y 
en sociedad y a las decisiones tomadas como reflejo de su libertad 
en el desarrollo de las mismas. Lo anterior implica otorgar 
trascendencia tributaria en la valoración de la capacidad 
económica a aquellas circunstancias que acerquen el principio a la 
realidad. 
b) Reorientación del principio de capacidad económica 
Apuntábamos más arriba la conveniencia de una configuración del principio 
de capacidad económica coherente con el modelo antropológico y social 
propuesto, esto es, coherente con la trascendencia económico-tributaria de 
las relaciones sociales y familiares derivadas del sentido teleológico del 
hombre y de su contribución al bien común. Dentro de esa realidad el 
Estado y las instituciones públicas cuentan con un lugar y una función, 
garantizando, coordinando y fomentando una serie de bienes, servicios y 
condiciones que hagan posible este bien común y su participación por parte 
de todos.  
Así, resultaría interesante analizar cómo el Derecho positivo traslada estas 
realidades a la forma de entender e interpretar el principio de capacidad 
económica, especialmente en el ámbito de los impuestos directos y 
personales como el IRPF. Por ello, un rápido análisis de las distintas 
maneras de entender y definir el objeto del impuesto y el concepto de renta 
que históricamente se han sucedido, nos permitirá hacernos a la idea de su 
situación actual y con ello de la posibilidad de proponer nuevas vías de 
proyección para el principio de capacidad económica. 
 Consideración de las circunstancias personales y familiares 
Pues bien, la primera ley reguladora del IRPF en la España 
postconstitucional, la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, después de afirmar 
el carácter directo y la naturaleza personal del impuesto, declaraba gravar 




la renta en función de su cuantía y reconocía en las circunstancias 
personales y familiares un elemento de graduación del gravamen a aplicar 
en la cuota del mismo (art. 1, uno y tres). La renta quedaba definida como 
la totalidad de los rendimientos netos más los incrementos de patrimonio 
regulados en la Ley (art. 1, dos). 
Por su parte la Ley 18/1991, de 6 de junio del IRPF, aunque también 
mencionaba el carácter directo y la naturaleza personal del impuesto, no 
incluía ninguna alusión a las circunstancias personales y familiares 
limitándose a añadir (no sabemos si para compensar o no lo anterior) el 
calificativo de impuesto de naturaleza “subjetiva” (art. 1). Más adelante la 
Ley incorporaba como en el caso anterior la posibilidad de aplicar distintas 
deducciones en la cuota para adaptar el gravamen a las circunstancias 
personales y familiares. La renta quedaba definida como en el caso anterior 
como la suma de rendimientos netos e incrementos de patrimonio 
legalmente establecidos (art. 2). 
Fue la Ley 40/1998, de 9 de diciembre del IRPF la que introdujo por primera 
vez una referencia expresa a la capacidad económica del contribuyente (así 
como a los principios de igualdad, generalidad y progresividad), y lo que es 
más, una identificación de dicha capacidad, no con la renta total 
(rendimientos, ganancias patrimoniales e imputaciones de renta) sino con la 
renta resultante de sustraer de la misma las cuantías establecidas en 
concepto de mínimo personal y familiar (arts. 1 y 2). A esta capacidad la ley 
la identificó con la renta disponible entendiendo con ello que no estaba 
sujeta a gravamen la renta total del contribuyente sino una renta distinta. 
Se trataba del reconocimiento en el ámbito tributario de una realidad que, 
en nuestra opinión, resulta del todo coherente con la antropología 
fundamental propuesta y con la relación que esta define entre la persona, 
sus responsabilidades familiares y el bien común. En la medida en que el 
IRPF reconoce que existen unos gastos cuya realidad es indiscutible y que 
se encuentran comprometidos para atender a necesidades más próximas y 
a bienes más inmediatos, está aceptando una situación que se le impone y 
respetando un orden en la jerarquía de las responsabilidades sociales. En 
nuestra opinión nada más propio del orden tributario que el de reconocer la 




contribución al bien común por medio de las cuantías destinadas al sustento 
personal y familiar en la medida en que ese mismo bien común es el origen 
y fin del propio impuesto. El reconocimiento fiscal de estas cuantías en el 
estadio previo de valoración de la capacidad económica le hace justicia a su 
verdadera naturaleza. Por el contrario, su consideración anterior mediante 
deducción en cuota, aleja esta realidad del concepto de capacidad con el 
que está vinculado, incrementa la tributación obviando la contribución al 
bien común que representa, y arrincona su aplicación “liquidatoria” a la 
zona más vulnerable y políticamente más manipulable de las deducciones 
en cuota. 
Pues bien, con la LIRPF 2006, se vuelve a definir el carácter directo y la 
naturaleza personal del impuesto y, en una redacción un tanto confusa, se 
afirma del mismo que grava “la renta de las personas físicas de acuerdo con 
su naturaleza y sus circunstancias personales y familiares” (art. 1). No 
obstante, el objeto del impuesto (¿la capacidad económica?) queda 
identificado en su artículo segundo nuevamente con la totalidad de los 
rendimientos, ganancias patrimoniales e imputaciones de renta, sin que 
hasta muchos artículos después se confirme cómo esas circunstancias 
personales y familiares pasan a tener trascendencia tributaria (arts. 56 y 
ss). Será técnicamente en forma de deducción en cuota la forma en la que 
las mismas modulen la graduación final del impuesto, de forma similar a 
como se hacía en la Ley 44/ 1978, de 8 de septiembre del IRPF y en la Ley 
18/ 1991, de 6 de junio, del IRPF. La diferencia con las anteriores es que 
ahora las cantidades de referencia son las rentas supuestamente destinadas 
a la cobertura de esas necesidades sobre las que se aplicará la escala y no 
directamente la deducción ya establecida por Ley. Es decir, del impuesto 
correspondiente a la renta total (menos gastos y reducciones) se resta el 
impuesto correspondiente a las circunstancias personales y familiares del 
contribuyente, que es tanto como afirmar que el impuesto que les 
correspondería pagar a esas rentas queda exento por haber sido destinadas 
a la cobertura de las necesidades vitales mínimas del contribuyente y su 
familia.  




Esto significa por un lado que las necesidades vitales personales y 
familiares, sin entrar de momento en su cuantificación, son consideradas 
después de haber calculado el impuesto, suponiendo con ello que la renta 
destinada a su cobertura se considera renta sometida a gravamen. Tal es 
así que la renta destinada a este tipo de necesidades irrenunciables es 
tenida en cuenta a efectos de calcular el tipo medio aplicable a la totalidad 
de la renta, con independencia de que sea una renta cuyo destino está 
comprometido de antemano por las circunstancias personales y familiares. 
Una vez calculada la cuota íntegra (general y del ahorro) las cantidades 
destinadas al sostenimiento personal y familiar son susceptibles de 
detraerse de las mismas adoptando técnicamente la forma de deducción.  
En nuestra opinión esta forma de “adecuación a las circunstancias 
personales y familiares” por parte del impuesto, no reconoce ni respeta el 
carácter de las rentas comprometidas con el “mínimo vital” del 
contribuyente. Es decir, la contribución al levantamiento de las cargas 
comunes debe ser considerada, conforme al modelo antropológico y social 
propuesto, una vez son satisfechas las cargas anteriores debido a su 
carácter irrenunciable y previo. Es decir, la responsabilidad individual y 
familiar respecto del sostenimiento de las cargas derivadas del bien común 
se corresponde con el orden de responsabilidades y deberes que se derivan 
de la situación personal y familiar del contribuyente. Así, en la medida en 
que la responsabilidad hacia el sostenimiento personal y familiar es previo, 
la responsabilidad hacia el bien común por medio del pago de impuestos es 
posterior (causa material del impuesto o exigencia de capacidad económica 
previa). En consecuencia, las rentas destinadas a este objetivo no deberían 
ser objeto de gravamen ni considerarse parte de la capacidad económica a 
efectos de la determinación del tipo medio aplicable en un impuesto 
progresivo como el IRPF.  
De hecho, en la actual legislación las pensiones por alimentos satisfechas a 
favor de los hijos son consideradas por el impuesto en el contribuyente 
pagador a efectos de atenuar la progresividad que se aplica a su base 
liquidable (art. 75. LIRPF 2006), dando respuesta con ello a una persistente 
demanda de los padres divorciados respecto a la adecuación del gravamen 




a su capacidad económica real. No es coherente entonces que la renta de 
estos alimentos en favor de los hijos (que puede superar con facilidad a los 
importes señalados por mínimo familiar por descendientes) no se acumule 
al resto a efectos de determinar el tipo medio aplicable en los padres 
separados y sí lo haga en los que no lo están. La propia existencia de esta 
previsión legal es indicio de que existe una realidad económica familiar que 
tiene trascendencia en la capacidad económica gravable aunque la ley fiscal 
se empeñe en desconocerla.  
Por otro lado, si se quiere ser coherente con la realidad de las necesidades 
vitales en el ámbito personal y familiar, las cuantías a reducir por estos 
conceptos deberían aproximarse a la realidad. Su actualización periódica o 
su vinculación con un índice de gasto representativo sería asimismo 
fundamental. Ambas cuestiones creemos que no están convenientemente 
previstas en la legislación actual. 
Una segunda cuestión es la que se deriva del tratamiento fiscal de las 
necesidades familiares más allá de la consideración del mínimo personal y 
familiar de subsistencia. Es decir, la naturaleza y fines de la familia, con lo 
que de contribución ordinaria tiene al bien común el sostenimiento de los 
hijos y la atención a distinto orden de necesidades que concurren en una 
mayoría de los casos y que la misma procura, tiene trascendencia tributaria. 
Se trata de una realidad que deriva del aumento de las necesidades 
ordinarias que se produce en una institución social como la familia en la que 
aumentan las personas dependientes mientras que la renta de los 
perceptores permanece, en muchos casos, constante. Es decir, la llegada de 
los hijos a la familia disminuye la capacidad contributiva de los padres en un 
orden de magnitud que no encuentra reflejo en el mínimo de subsistencia 
ya comentado. El tratamiento fiscal que ofrece la LIRPF 2006, en su 
modalidad de tributación individual o conjunta (más allá de los 3.400 euros 
de reducción recogidos respecto de esta última en el art.84.2) no reconoce 
la trascendencia económica de esta situación. “Esto es, la ley opera, de 
hecho e implícitamente, como si los padres declarantes y contribuyentes no 
tuvieran que atender más que ese nuevo "mínimo vital" del hijo, y no al 
resto de las necesidades "no suntuarias" y adicionales o normales del 




mismo, que, sin duda existen como de cobertura humanamente y 
éticamente obligatoria para los padres, cuando superan el "umbral de la 
pobreza"”1117. 
Por otro lado, la legislación española ha ignorado en sus distintas reformas 
las diversas propuestas doctrinales dirigidas a adecuar el gravamen del IRPF 
a la capacidad económica familiar real, tanto por la consideración de las 
economías de escala que genera como por el incremento de gastos que 
supone el mantenimiento de los hijos y otras personas dependientes. Es 
decir, ninguno de los sistemas propuestos de promediación de rentas ha 
sido tomado como modelo para una posible reforma legislativa. Así, el 
mecanismo alternativo a esta promediación ya previsto por el Informe 
Carter (IEF, 1975), denominado enfoque unitario o basado en 
reducciones1118, supone precisamente minorar la base imponible en aquellas 
cargas familiares que inciden de forma directa en su capacidad y que deben 
por tanto ser transcendentes para la graduación del gravamen del 
Impuesto. Pues bien, el sistema español actual de tributación directa 
familiar, salvo por la reducción fija e independiente del número de hijos de 
3.400 euros en tributación conjunta  (art. 84.2 LIRPF 2006), no recoge ni 
uno ni otro de los sistemas que de forma general y reconocida se han 
predicado como más acordes a la realidad familiar en materia de tributación 
directa. 
Por todo ello creemos que es la reducción del mínimo personal y familiar de 
la base imponible el mecanismo técnico más apropiado para trasladar su 
realidad y naturaleza al ámbito impositivo. De esta forma se daría un 
cumplimiento más cabal al principio rector de la vida social y económica 
recogido en la Constitución según el cual “Los poderes públicos aseguran la 
protección social, económica y jurídica de la familia” (art. 39.1), otorgando 
trascendencia tributaria al mandato también constitucional según el cual 
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CRISTINA Y DEL ÁLAMO CERRILLO, RAQUEL. “Familia y Fiscalidad en España …”. op. cit., p. 
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“Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos 
dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás 
casos en que legalmente proceda” (art. 39.3). 
 De renta disponible a la renta gravable 
Apuntábamos más arriba cómo la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del IRPF 
había introducido el concepto de “renta disponible” identificándolo con la 
capacidad económica y cómo, de forma novedosa, la renta sometida a 
gravamen no se correspondía con la renta total. Con ello, la renta sujeta a 
gravamen o renta disponible era el resultado de minorar la renta total en 
las cuantías establecidas como mínimos vitales personales y familiares. 
Pues bien, en nuestra opinión, este concepto de “renta disponible” no tiene 
en cuenta para su cuantificación otras partidas de gasto personales y 
familiares que deberían contar con trascendencia tributaria por su 
vinculación con el mismo bien común al que atiende el impuesto y de 
conformidad con el modelo antropológico y social propuesto. El objetivo de 
la propuesta anterior sería el de dar un paso más respecto de la idea de 
renta disponible e incorporar en un nuevo concepto de renta (¿renta 
gravable?) otros elementos de valoración directamente implicados en el 
origen y fin del fenómeno tributario. 
Tal como se analizó más arriba y desde el realismo aristotélico-tomista, el 
origen del deber de contribuir se encuentra en lo que conforme al bien 
común se le debe a la comunidad en forma de impuestos. Aquí la justicia 
relativa su pago por parte del contribuyente está ordenada al bien común, 
forma parte de la llamada justicia general. El bien común constituye aquí 
justificación del deber de contribuir. Pues bien, una vez establecida la 
obligación de pagar impuestos, para concretar la forma y cuantía de la 
misma se requiere de la concurrencia de una serie de causas, la primera de 
las cuales es el propio bien común antes citado y ejerciendo en este caso la 
función de fin del impuesto. Es decir, dado que el bien común es la causa 
que legitima la exacción del impuesto, su finalidad acorde al mismo se 
convierte en requisito fundamental para afirmar su justicia. Lógicamente 
aquí el bien común hay que valorarlo desde el punto de vista de la 




contribución que al mismo realiza el Estado y desde el papel que a este le 
corresponde en su realización. En este sentido ya indicamos más arriba al 
referirnos al principio de subsidiariedad cómo el bien común es tarea 
prioritaria de la sociedad civil y cómo corresponde a las instituciones 
públicas la tarea de coordinar y fomentar este compromiso. La iniciativa 
estatal en su realización deberá ser asumida en tanto no exista iniciativa 
privada o institucional que responda a cada necesidad concreta.  
Así, afirmado el protagonismo de la sociedad civil en la realización del bien 
común y recuperado el principio de subsidiariedad en el ámbito de la 
iniciativa estatal, no debería resultar ajeno a la teoría del impuesto justo 
incorporar ambos elementos en la determinación de la capacidad económica 
y con ello de la obligación tributaria. Se trata en definitiva de otorgar 
trascendencia impositiva a dos cuestiones sobre las que se asienta la propia 
obligación de contribuir y el fin del impuesto, pudiendo utilizar para ello 
distintos mecanismos. Ello permitiría reflejar y materializar, en su caso, el 
traspaso de la responsabilidad financiera desde las instituciones públicas a 
la economía familiar (principio de subsidiariedad). La valoración de la 
capacidad económica podría ser uno de esos mecanismos en la medida en 
que permitiría otorgar trascendencia tributaria directa a una iniciativa 
personal o familiar dirigida al bien común. Ese sería el caso por ejemplo de 
la consideración fiscal de muchos gastos que son fruto de la decisión libre 
de atender a las propias necesidades y que determinan una minoración en 
la dependencia personal y familiar respecto del Estado o de sus servicios 
públicos. En este sentido el Estado es subsidiario de los individuos y de los 
cuerpos sociales intermedios en la prestación de los servicios reclamados 
por el bien común como la sanidad o la educación1119. Pues bien, dado que 
la capacidad económica es el criterio más acorde para distribuir con 
igualdad las cargas derivadas de ese bien común (fin) al que contribuye 
tanto la sociedad (individuos, familias e instituciones) como el Estado, no 
parece irrelevante que en la cuantificación de esa capacidad se tenga en 
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cuenta la aportación al bien común ya realizada por parte de los obligados 
al pago del impuesto.  
Esto no significa que aquellos contribuyentes que decidieran asumir la 
financiación de bienes o servicios naturalmente derivados del bien común 
no tuvieran que contribuir fiscalmente a facilitar su provisión a terceros. Sí 
parece lógico sin embargo otorgar a estos gastos personales y familiares un 
reconocimiento tributario acorde con la realidad económica y social que 
representan. 
La forma concreta de trasladar la propuesta anterior al IRPF puede ser 
diversa. En un primer momento habría que definir qué tipo de gastos 
realizados por individuos y familias merecen ser considerados como 
contribuciones directas al bien común al que también contribuye el Estado o 
las instituciones públicas con cargo a fondos de naturaleza impositiva. La 
identificación de esta característica sería decisiva en la medida en que 
supondría identificar aquellas actividades, servicios o situaciones que 
pueden ser objeto de financiación (y provisión, en su caso) por parte del 
Estado y que al ser financiadas por individuos o familias inciden de forma 
directa, minorándola, en la carga que asume el Estado. Los servicios 
educativos en sus distintos niveles o los servicios sanitarios son el prototipo 
de este tipo de servicios. Los gastos derivados del cuidado de personas 
podría ser otro ámbito a incluir en la medida en que se trate de servicios 
que se presenten como alternativa a otros facilitados y financiados por el 
Estado y con el fin de promover distintos bienes para la sociedad tales como 
la atención de personas en situación de alta dependencia o la vinculación de 
la mujer al mundo laboral. 
Una vez determinadas las categorías de gasto con trascendencia tributaria 
en la cuantificación de la renta gravable, habría que valorar y definir su 
influencia final en la misma, bien minorándola en un porcentaje de su 
importe, bien restando una parte de las mismas directamente de la cuota 
impositiva.  




c) De la redistribución estatal a la redistribución civil 
Un estudio1120 realizado acerca de la actitud de los españoles ante la 
Hacienda Pública del siglo XXI revela cómo su actitud básica es su 
inclinación a requerir la intervención pública para todo aquello que tenga 
relación con su seguridad económica. "A lo largo de más de 25 encuestas 
realizadas durante estos últimos años, la proposición de que el gobierno es 
responsable y garante del bienestar de todos los españoles constituye un 
axioma para una amplia mayoría. Sin apenas diferencias por edad, 
ideología, clase social...., el gobierno es el gran protagonista económico en 
la vida de los españoles"1121. A pesar de esta actitud favorable a la 
intervención del Estado en el bienestar personal, la mayoría, un 70 % 
afirma que su deseo de más recursos para algunos servicios no debe 
suponer un incremento de los impuestos. Solo un 13 % de los encuestados 
vincula el aumento del gasto público con el incremento impositivo. Respecto 
a la finalidad de los impuestos, para un 57 % su papel es la financiación de 
los programas de gasto público frente a un 10 % para los que los impuestos 
van dirigidos a redistribuir la renta y la riqueza. Un 30 % de los individuos 
afirma no saber para qué se pagan los impuestos.  
Se trata de una actitud la del pueblo español que representa un rasgo 
cultural resultado de un proceso dilatado en el tiempo, de búsqueda de 
seguridad y/o cesión de responsabilidad individual y social que recoge 
también la herencia que acompaña al Estado de bienestar.  
Por otro lado, de la lectura de aquellos artículos de la CE que más se 
relacionan con el gasto público, sobresale como constante la vinculación del 
mismo y de la actividad pública en general con un compromiso de 
distribución equitativa de la renta. Así, la afirmación del artículo 31.2 
estableciendo que “el gasto público realizará una asignación equitativa de 
los recursos públicos” se complementa más adelante con alusiones expresas 
a un sistema de Seguridad Social y de pensiones públicos (arts. 41 y 50) y 
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más generalmente a la promoción de  aquellas condiciones que permitan 
una distribución regional y personal más equitativa (art. 40.1) e incluso a 
una posible planificación de la actividad económica general para estimular el 
crecimiento de la renta y la riqueza así como su más justa distribución (art. 
131.1). Esta constante en la referencia de nuestra Constitución a la cuestión 
de la redistribución de la renta refleja en gran medida la evolución que 
hemos ido analizando en cuanto al papel asumido por el Estado y al uso que 
para este fin se realiza del instrumento fiscal.  
Respecto del mismo primeramente nos gustaría referirnos a las dudas que 
ha suscitado la aplicabilidad de estas disposiciones por cuanto no está claro 
cómo va a definirse cuál es la distribución de la renta y de la riqueza que se 
entienden equitativas. ¿Significa esta una distribución más igual o 
igualatoria? Si es esta última la idea, ¿más igualatoria en qué? G. BRENNAN 
termina calificando a estos interrogantes de imponderables difíciles de 
delimitar1122.  
Resulta también muy significativa una alusión directa que encontramos en 
VALLET1123 acerca de la propiedad, el bien común, la justicia general y la 
redistribución. En su opinión, lo que reclama el Derecho natural primario "es 
la participación en el uso y no la distribución de la propiedad y de la renta. 
Así, el derecho de todos a participar de los bienes de este mundo no implica 
el reparto de la propiedad privada o su abolición ni la redistribución por el 
Estado de la renta nacional. Significa que la propiedad privada no tiene un 
significado o sentido absoluto. Así, Pablo VI en la Populorum Progresio (n. 
47) al hablar de pobres y ricos no pide el reparto de la propiedad del rico, ni 
que este deje de serlo sino que el pobre "pueda sentarse en la misma mesa 
que el rico" en el uso de los bienes de este mundo lo cual "exige a este 
último mucha generosidad, innumerables sacrificios y un esfuerzo sin 
descanso". Más adelante concluye VALLET1124 que el Derecho por sí solo no 
                                      
1122 BRENNAN, GEOFFREY; CASAS PARDO, JOSÉ: "La constitución española  …". op. cit., p. 59. 
1123 VALLET DE GOYTISOLO, JUAN B.: "El bien común …". op. cit., pp. 53 y ss. 
1124 Ibídem,  p. 63. 




puede dominar el mundo, sino que necesita tanto de la fuerza del poder 
como del amor.  
Por su parte, BENEDICTO XVI, en su propuesta de solución ante la crisis 
económica actual y desde el punto de vista de los países más desarrollados, 
sugiere la revisión de las políticas internas de asistencia y de solidaridad 
social. Propone en particular la aplicación a las mismas del principio de 
subsidiariedad y la creación de sistemas de seguridad social más integrados 
con mayor participación activa de las personas y de la sociedad civil. Como 
efecto de lo anterior apunta la posible mejora de los servicios sociales y 
asistenciales, el ahorro de recursos, la eliminación de derroches y rentas 
abusivas. "Un sistema de solidaridad social más participativo y orgánico, 
menos burocratizado pero no por ello menos coordinado"1125.  
Por nuestra parte creemos que han quedado suficientemente analizados 
distintos elementos contenidos en esta “filosofía postmoderna de la 
redistribución”, más allá de las dudas que en algunos provoca su 
aplicabilidad: la cortedad de visión que supone centrarse en la distribución 
de la renta, en el bienestar o en la igualdad en el consumo como origen del 
problema social, la cultura de la falta de compromiso con el prójimo que se 
provoca y alimenta, el sentimiento de frustración que se genera al dividir la 
sociedad en dos grupos, los productivos y los improductivos1126, y la 
limitación que de ello se deriva para que esta redistribución sea alentada y 
sustentada por la propia acción individual e institucional. Esta redistribución 
además provoca una importante presión sobre el principio de capacidad 
económica a través del principio de progresividad, cuestión que en muchos 
casos llega a desvirtuar la propia justicia en el reparto de las cargas fiscales 
y suscita continuos enfrentamientos con el principio de eficiencia 
económica.  
                                      
1125 BENEDICTO XVI. Caritas in Veritate. 2009. nº 60. 
1126 ARIAS MALDONADO, MANUEL: "La utopía de la sociedad sin impuestos". Revista de 
Occidente nº 361. Madrid. 2011. En este trabajo ARIAS MALDONADO analiza un artículo 
publicado recientemente por Peter Sloterdijk en Alemania. El autor quiere provocar reflexión 
preguntándose qué pasaría y qué tendría de positivo el que el acto de pagar impuestos fuera 




En el caso español hay quien ha valorado la presencia e incidencia del 
Estado en la vida social y económica desde un punto de vista digamos, 
novedoso, el llamado "peso fiscal". Este índice pretende valorar el nivel de 
entorpecimiento, rozamiento, o coste indirecto que se deriva de la actividad 
pública y su financiación, teniendo para ello en cuenta efectos y 
consecuencias no considerados por índices tradicionales. Pues bien, en su 
descripción de los costes que pueden considerarse parte del "peso fiscal", C. 
ALBIÑANA afirma: "A lo expuesto se han de agregar los efectos negativos 
que en la solidaridad y en la colaboración de los ciudadanos se dan en razón 
de la exacción de los impuestos.....Sin pretender que la enumeración sea 
agotadora, se citan los casos y los fenómenos que, indudablemente, 
generan desánimo social y deterioran los vínculos individuales de la 
sociedad civil”1127.  Más adelante comenta que el hecho de que la sociedad 
se haya desentendido de muchas prestaciones es una de las causas que 
explica el incremento en el volumen de los gastos públicos1128.  
En un artículo publicado en Alemania en 2009, PETER SLOTERDIJK 
provocaba la reflexión sobre el fenómeno impositivo preguntándose qué 
pasaría si los impuestos fueran voluntarios. Como hombre “de izquierdas” 
que se consideraba deseaba con ello imaginar “una sociedad cuyos 
miembros contribuyeran al bien común con orgullo y no con resignación, el 
sueño de una fiscalidad dichosa”1129. En nuestro caso el efecto conseguido al 
hacernos la pregunta puede ser el mismo, aunque la pregunta es distinta. 
¿Y si pagar tantos impuestos no estuviera justificado por el bien común? Las 
reflexiones apuntadas aquí y más arriba acerca de la cuestión redistributiva 
                                                                                                                
voluntario. Antes de responder a esa pregunta hace un interesante análisis de la situación 
actual. 
1127 ALBIÑANA, CÉSAR: "Estado y peso fiscal en España". Cuenta y Razón, nº 31. 1987. p. 31. 
1128 Ibídem,  pp. 31-33. En su opinión la mayor aceptación de los impuestos por parte de los 
españoles no autoriza a una ramificación injustificada de los fines y funciones del Estado en 
organizaciones e instituciones de ámbito general y territorial. Por otra parte califica de 
inusitado el volumen que está adquiriendo la demanda de protección por parte del Estado, el 
cual se está convirtiendo en asegurador de "infortunios y calamidades". Las 
responsabilidades del mismo se están extendiendo además a límites que hasta hace poco 
tiempo eran insospechados. 
1129 ARIAS MALDONADO, MANUEL: "La utopía de la sociedad sin impuestos". op. cit., p. 55. 




de rentas dirigida por el Estado nos llevan a plantear un re-pensamiento de 
las mismas a la luz de lo que  convenga conforme al bien común, alentando 
al mismo tiempo a la participación individual e institucional en acciones 
sociales de carácter redistributivo1130. No es casual tampoco que en la 
doctrina haya quien se plantee si para determinar la renta neta deben 
deducirse solo los gastos vinculados con los ingresos o también aquellos 
gastos que sean ineludibles como el deber de prestar alimentos1131. La 
manera de instrumentar este objetivo puede ser diverso, atreviéndonos 
aquí a proponer alguna de estas posibilidades. 
 En el IRPF 
El objetivo sería ir trasladando hacia la sociedad civil la 
responsabilidad en la atención de situaciones sociales de necesidad y en 
su caso, la redistribución de rentas. El fomento público, social y cultural de 
las acciones de gratuidad y filantropía, y su reconocimiento en la capacidad 
económica sometida a tributación, no solo responde a los modelos 
antropológicos de referencia propuestos, sino que permitiría adecuar la 
interpretación y aplicación del principio impositivo de justicia a la teoría del 
impuesto justo ya descrita.  
La forma concreta de canalizar esta medida podría ser por medio de los 
impuestos directos y personales, IRPF e Impuesto sobre Sociedades. 
En el IRPF mediante la calificación de las cantidades individuales y 
familiares dirigidas a determinados fines o destinatarios como 
“gasto social” deducible íntegramente de la renta total a efectos de 
su consideración para el cálculo de la capacidad económica o renta 
gravable. Es decir, en la medida en que el contribuyente destine parte de 
sus bienes o rentas a determinados objetivos, canalizando estas ayudas por 
medio de entidades acreditadas a nivel local, autonómico o estatal, se 
                                      
1130 Somos conscientes de que una cultura del altruismo no se crea de un día para otro y que 
las medidas fiscales, lejos de ser un mecanismo de fomento o “nueva ingeniería social”, 
representan sobre todo un reconocimiento de los efectos de ese altruismo en la capacidad 
económica sometida a tributación. 
1131 TIPKE, KLAUS: Moral tributaria del Estado  …. op. cit., p. 39. 




convierten en cantidades de las que no dispone y que además cumplen una 
función social que no es exclusiva competencia del Estado. Dichas 
cantidades no tendrían que tributar por no formar parte de la renta 
disponible ni ser tenidas en cuenta para calcular los tipos de gravamen 
aplicables.  
En la actualidad el régimen fiscal previsto para el tratamiento de las 
donaciones está recogido en el caso de las personas físicas en el artículo 
68.3 LIRPF 2006 y por remisión de la anterior  en la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, artículos 16 a 19.  
La regulación fiscal vigente consiste básicamente en autorizar una 
deducción, de entre el 10 y el 25 % de las cantidades donadas o de la 
valoración monetaria correspondiente a los bienes o derechos donados, 
como minoración de las cuotas íntegras estatal y autonómica (50 % cada 
una, artículos 67 y 68 LIRPF 2006). La base máxima sobre la que puede 
aplicarse la deducción es del 10 % de la base liquidable del contribuyente 
(art. 69 LIRPF 2006). 
El tratamiento alternativo al anterior que se propone técnicamente 
funcionaría como las actuales reducciones a la base imponible por 
aportaciones a sistemas de previsión social, propios o a favor de personas 
con discapacidad reguladas en los artículos 51 a 54 de la LIRPF 2006. Como 
el propio título que lo regula indica, se trata de “reducciones por atención a 
situaciones de dependencia y envejecimiento”, lo cual responde al 
reconocimiento fiscal de circunstancias humanas cuya previsión por parte 
del contribuyente quiere fomentarse y reconocerse como un bien por parte 
del Estado. En nuestro caso se trataría igualmente de una “reducción por 
atención a situaciones de dependencia social” en las que el contribuyente se 
compromete de forma voluntaria en favor de terceros. Esta sería la principal 
circunstancia diferencial entre ambos casos, más allá del instrumento o 
institución canalizadora de las donaciones. 
El límite actual de las reducciones previstas (previsión social y dependencia) 
está establecido en relación a dos parámetros: al hecho de que son 




reducciones que operan solo respecto de la base general actual (art. 50 
LIRPF 2006) y en cuanto que su cuantía está limitada por el tipo de 
rendimientos que generan sus percepciones, rendimientos del trabajo, y la 
edad del contribuyente en razón del objeto de cobertura del sistema de 
previsión (la jubilación).  
En nuestro caso dado que el objetivo de la reducción sería reconocer la 
contribución individual o familiar al bien común por medio de un 
compromiso social, los límites anteriores carecerían del sentido que allí 
tienen, debiéndose permitir que esta reducción pueda realizarse tanto a la 
base general como a la del ahorro. El límite total respecto de las bases 
imponibles debería irse ampliando conforme las necesidades a las que 
actualmente atiende el Estado van siendo cubiertas por medio de la acción 
directa de la sociedad civil.    
De hecho, el actual artículo 61. bis de la LIRPF, añadido por la Ley Orgánica 
de Partidos Políticos LO 8/2007 de 4 de julio, introdujo la posibilidad de 
reducir de la base imponible las cuotas de afiliación y las aportaciones a 
Partidos Políticos, Federaciones, Coaliciones o Agrupaciones de Electores. 
Aunque la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica no explicita las razones 
de esta modificación en el cálculo de la base imponible del IRPF, puede 
deducirse que con ello se está queriendo dar trascendencia tributaria al 
hecho de que “los partidos políticos son asociaciones privadas que cumplen 
una función pública trascendental”. El hecho de que las aportaciones 
individuales en su favor sean objeto de reducción en la base imponible del 
impuesto, sería una forma de reconocer que existe una contribución 
individual al bien común equivalente a la que podría realizarse con el propio 
impuesto. Consecuentemente con lo anterior y en la medida en que esas 
cantidades han llegado a su destino por una vía alternativa a la impositiva, 
el legislador adopta la decisión de no gravarlas en el IRPF. Se trata en 
definitiva de reconocer que no solo es el Estado el que puede contribuir a 
ese bien común por medio de los impuestos y por tanto dar trascendencia 
tributaria a esas aportaciones individuales. El mismo razonamiento sería 
aplicable respecto de las aportaciones individuales y familiares a 
instituciones civiles que desempeñaran “una función pública transcendental” 




como la destinada a dar respuesta a situaciones de vulnerabilidad y 
dependencia, por ejemplo.   
 En el Impuesto sobre Sociedades 
Paralelamente en el Impuesto sobre Sociedades es de aplicación una 
deducción por donativos dinerarios o en especie recogida en los artículos 
16, 17, 18 y 20 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 
En este caso el importe de la deducción se eleva al 35 % teniendo la base 
de la misma como límite el 10 % de la base imponible del periodo 
impositivo. En este caso, a diferencia del IRPF, las cantidades sobre las que 
no se haya podido aplicar la deducción por exceder este límite cuentan con 
un periodo de 10 años para ser aplicadas. Igual ocurre con la deducción 
propiamente dicha cuando no se pueda aplicar por insuficiencia de cuota. 
En este caso se podría proponer el mismo tipo de tratamiento fiscal que el 
comentado para el IRPF. En el fondo y en ambos casos al someter a las 
donaciones al tratamiento fiscal de una deducción se está minorando el 
efecto neto que tienen estas aportaciones  a “efectos públicos”. Podría 
derivarse de lo anterior la idea de que se trata de donaciones de “segunda 
categoría” y que por tanto su trascendencia económico-fiscal es solo la de 
un porcentaje de las mismas. Sería como afirmar que solo el Estado tiene la 
información, el criterio, la neutralidad y la eficacia necesarias para 
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